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A 

AllaminiTulit, Juan, cninin;i], o nitra ; |H>r hi*tiiiriili(i 436 

Aráis, Bernardo, criminal, contra ; por homicidio, . .4" 

Arocena. don Alejo, contra dqp Alberto Maillart. sobre 
embargo preventivo 5 

B 

Banico I Hipotecario Nacional, contra la provincia de Cór- 
docla; sobre reconocimiento de prestamos hipotecarios, 
escrituración y pago de servicios atracados. . , , 63 

Marcos, ¿ton Joaquín, su sucesión; contienda de competen- 
cia 357 

Cunader, don Antonio, contra la compañía de seguros La 
Imperial : por cobro de pesos. Recurso de ludio. . . 75 
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Carrieondo, don Santiago, (su sucesión), cu los auto se- 
guidos por el fisco nacional contra Manuel García j er- 
nandez, jx>r defraudación á la renta de aduana; gojíre 
]M?rsoneria ^02 

Compañía francesa de ferrocarriles de Santa Fe, contra 
don Krtrufiic I.cstani: sobre expropiación 444 

D 

Droguería de "La Estrella", contra el ferrocatril Buenos 
Aires a) Pacífico; por cobro de pesos. Recurso de hecho 349 

Dughera, don Eduardo, contra el gobierno nacional ; por 
daños y perjuicios y-¿ 



Fi'licioli, duermo, criminal, contra; por falsificación, in- 
troducción y circulación de billetes falsos de banco. . jo 

Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, con don Juan Scnac, 
por reivindicación é indemnización ; sobre jurisdicción 212 

Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, en autos con don Pe- 
dro Saroli (sus sucesores), sobre cobro del valor de 
unos tórrenos; recurso de hecho 238 

Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, en autos con tos su- 
cesores de don Pedro Saroli, por cobro del valor de irnos 
tcrreiis ; recurso de hecho; sobre recusación y excusa- 
ción 28 
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Ferrocarril Central Argentino, con el gobierno nacional, 

por cobro tic pesos: sobre jurisdicción arbitral. . . 179 

Ferrocarril del OeMe. con don J. M. Méndez, sobre daños 

y perjuicios . . ¿ 6? 

Ferrocarriles Oran Oeste y Buenos Aires al Pacifico, con- 
tra la provincia de Mendoza; sobre expropiación. . 176 



>o, Juan, criminal, contra ; por substracción de co- 
rrcS|>ondciicia 93 

Gobierno nacional, con don Eduardo Dughera, por daños 
y perjuicios ?J 

Gobiemo nacional, contra el ferrocarril Central Argenti- 
no, ]M>r cobro de jwsos; sobre jurisdicción arbitral. 179 

( Hibierno nacional, con don Luis Pampltcga, sobre cum- 
plimiento de 1111 contrato 192 

Granel, don Dolores Bcnegas de, (su sucesión), en autos 
con la municipalidad del Rosario; por cobro ríe pesos; 
recurso de bcclio . j¡6 

Guerra, Bonifacio Z. y Pedro G. Zuloaga, por falso tes- 
timonio; contienda de competencia' 108 

J 

Jones, don Andrés, su sucesión; contienda de competen- 
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[.ajouane. don Félix, con los señores Machado y Malí, por 
cobro de pesos; sobre competencia g$g 

Larangueira, Méndez y compañía, contra don Martín Ro- 
driguen Etchart, por falsificación ile un invento; solare 
procedencia del recurso extraordinario 7*j 

Lcbmanu de los Angeles, dona María, con la sucesión de 
(Uní José P. Svclicr, j)or reivindicación; sobre jurisdic- 
ción originaria .. . l8-j 

Tuestan i, don Enrique, con la compañía francesa de ferrocarriles 
de Sama Fe: sobre expropiación. ...... 444 

López, don José Gregorio, con la provincia de Corrientes; 
por reivindicación 30* 

M 

Machad" y Hall, contra don Félix Lajouane. por colín» 
de pe-os ; sobre ce impctcncia 9$| 

Maílla rt, don Alberto, con don Alejo Aroecna, sobre em- 
bargo preventivo. ........... $ 

Man/redi, don Tomás, en autos con don Alejandro Ruso, 
por cobro de pesos ; recurso ile becbo. ..... 

Martin, don Arscnio IJ.. contra don Jorge Duclout, \*>r 
daños y perjuicios; contienrla de competencia. . . 344 

Martillea:, don Justo y doña Kuisa y oíros, contra don Te- 
iln» IVretti. |ior reivindicación 32 

Maumns y Dodero, apilando de una resolución de aduana; 
recurso de becbo . 
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Medeyra ó Mereyra. Juan, criminal, contra; por homicidio 404 

Méndez, don J. M.. contra el ferrocarril del Oeste, sobre 
danos y per juicios 307 

Mocorrea, Honorio, crimina!, emitra, por infracción á la 
ley núnt. 4/07: sobre procedencia del recurso extra- 
ordinario 1 >í 1 

Molina, don Hilario. I sus sucesores t. sobre posesión de 
unas tierras en el territorio nacional de Andes: so- 
bre procedencia del recurso extraordinario. , . . tij 

Monti. don l'cdro S.. solicitando su baja del séfviéío mi- 
liiar - recurso de liedlo 44' 

Moore y Tudor, en autos contra Armengol é hijos, sobrv 
imitación de marca de fábrica; recurso extraordinario. É36 

Morales y Márquez, don Andrés, contra iQs -eñores Ka- 
claustra y Sáenz, mhte nulidad de marea: recurso de 
lucho 

Morán IVdro. criminal, contra, por boinic lio: -obre pro- 
cedencia de consulta . • * 4-° 

Moreno, don Adolfo, con la provincia *K- Mendoza; >obre 
reivindicación 4- J 

Muniajíurria. don Carlos, 1 mis MteesoreM, contra la pm- 
vincia de Corrientes, por eobm de pesos: sobre jnris- 

203 

diecioti 

N 

Nefá <ÍM l^»i>. en autos con l'róspero Yaialla y doña 
Rosa Varaba; recurso de hecho §P> 
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Página 

Nieto» don Pastor, en autos con la sucesión de don Santos 
Martínez, sobre filiación tiatnral ; recurso de hecho. . 73 

Xoceti. dnn Toims. en autos con don Francisco Francioni, 
por eóbró dé pesos: recurso de hecho 2 4 



( Jssorio. Rómulo, cu los autos sobre revisión tic sentencia 
que lo coiideuñ á prisión, por malversación de fondos: 
recurso de hecho 121 

P 

Pampiiega, don Uiis. contra é gobierno nacional sobre 
CAppltmiéhio de un contrato 

I duífo. tlon Áfltarifo en autos contra la sucesión de don 
A. K. Ivtiazú y otro, sobre reivindicación; recurso de he- 
cho ' 

IVltiíf... dotl Antonio, en los autos seguidos por doña Ele- 
na González de Yirasoro é hijos, entra don Enuho 
Kehazú, >nhre reivindicación ; recurso de hecho. . . m 

I Vretti. don Pedro, en autos, con don Justo y doña Luisa 
Martina y otros, por reivindicación B 

Provincia «le Unenos Aires, con don Pedro Kicdicrú sobre 
cumplimiento de mi contrato é indemnización de danos 
v per) 11 icios 

I rovincia de Córdoba con el líauco Hipotecario Nacional, 
.ubre reconocimiento de pregamos bisécanos, eserttu- 
ración y pago de servicios atrasados 3 

Provincia de Corrientes, con los sucesores de don Carlos 
Muniagurria. por cobro de pesos; sobre jurisdicción . 203 



i>t: ji'stjcia ni; la nación 4t>3 

M*¡na 

l'rovineia iIl Corrientes, contra don José Gregorio López, 
por reivindicación 308 

' 'roviueia de -Mendoza, con tos ferrocarriles Gran Oeste 
y Hítenos Aires al ¡ 'achico; sobre expropiación, . . ijú 



Provincia de Mendoza, con don Gorgón Ramírez, por rei- 
vindicación : sobre con i| te Inicia 227 

Provincia de Mendoza, contra don Adotío Moreno, subre 
n ¡vindicación . 422 

[ uebla. I-V-Iipt' R.. por usurpación tic biene- y hurto; con- 
tienda de competencia 30 

R 

Ramírez, don Gorgón. contra la provincia de Mendoza, por 
reivindican- m : sobre competencia ...... 227 

Rey. don Celestino M„ contra don Alfredo y don Eduar- 
do Rocha, por falsificación de mercaderías y de marca 
ríe fábrica 384 

Kieeheri. don Pedro, contra ta provincia de Unenos Aires, 
sobre cumplimiento^de un contrato é indemnización de 
daños y perjuicio* 221 

Kocha, don Alfredo y don Eduardo, con don Celestino M. 
Key. por falsificación de mercaderías y de marca de fá- 
bricn 1. ..».». ....... 3^*4 

Rodríguez, don Arturo D.. (su concurso); contienda de 
competencia 333 

Rodríguez Etchart, don Martin, en autos con La rungue i- 
ra. Méndez y Cía., por falsificación de un invento; so- 
bre procedencia fiel recurso extraordinario .... 79 
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Patina 

Kogati. José Alfredo, recurso de babeas Corpus. sobre pro- 
ce* leuda del recurso extraordinario 

Rosst. Juan, criminal, contra : i>or homicidio .... 3^ 
Rniz López, don Francisco, en los auto* " Ratas ¿n. <lona 
Rafaela, con lleralis. don Pedro, sobre divorcio" : recur- 
so de hecho « • ■ • ' • * 1&. 



Salomón. Andrés, criminal, contra. i>or desacato & man.» 
armada; contienda de coin|H?tencia 4'8 

San Miguel, don Daniel y don Adolfo, contra la sociedad 
Crédito Territorial y Agrícola de Sama Fe. i*>r reivin- 
dicación: sobre jurisdicción originaria i"i 

S-hiffiier y Cía., en autos con Cipriano Cas-é: recurso de 
hecho ,„,...•■•»■•■**• 

Seeber. con José P.. i su sucesión), en autos contra doña 
María de los Angeles Kehmann. por reivindicación : so- 
bre jurisdicción originaria i8í 

Senac. don Ulan, contra el íerroearrit Buenos Aires y Ro- 
sario, por reivindicación é indemnización ; spbpe juris- 
dicción 

Sociedad Crédito Internacional y Agrícola de Santa Re. 
con don Daniel y don Adolfo San Miguel, por reivindi- 
cación; sobre jurisdicción originaria ...... 171 

V 

Várela Jesús, criminal, contra; por homicidio. ... 324 
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de las materias contenidas en el volumen CXII 



A 

Jfiuaciótí para ante la vorte suprana.—L'd gestión dirigida á 
obtener la posesión judicial fie tierras situadas en un te- 
rritorio nacional, no es ninguna de las causas dcteriüifia-" 
das en el artículo 3." de ta ley 4055, en *|ue la corte supre- 
ma puede conocer en gradn de ablación. IVig. 1 r.3 

c 

Consultas al consejo supremo de guerra y marina.— La pr«»cc- 
dencia de tas consultas al consejo supremo de guerra y 
marina y la extensión de las facultades de éste en los ca- 
sos de consultas, son puntos cuya correcta solución depen- 
de de la interpretación del código de justicia militar, re- 
servada á los tribunales respetivos en las causas de su ju- 
risdicción (art. 6,", ley 4055; arts. 14 y 15. 48) • Pá- 
gina 121. 
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Circulación de billetes falsos de tranco.— Es justa Ja sentencia 
que condena á sufrir ta pena de diez y siete años y medio 
de prisión al autor del delito de circulación de billetes del 
Uanco de la Nación, cometido sin circunstancias agravan- 
tes pi atenuantes. Pág. 10 

t inapetencia. — Víase "Jurisdicción" 

t onfesión.- Véase " Prueba", 

Confirmación dé sentencia— Aunque la pena impuesta ]*+r el in- 
ferior sea más benigna i¡ue la que correspondía aplicar 
dadas las ciretmstancias del caso, procede su confirma- 
ción si el ministerio fiscal no ha hecho uso de los recur- 
sos legales contra el fallo. 1%. 404. 

Consulta.— Lo establecido en los artículos 690 y siguientes del 
código de procedimientos en lo criminal no es de aplica 
clon á las sentencias pronunciadas por las cámaras fede- 
rales de apelación. Pág. 420. 

Consulta.— Lo establecido por los artículos 690 y siguientes del 
código fie procedimiento:: en lo criminal no es de aplica- 
¿íon á tas sentencias, pronunciadas por las cámaras fede- 
rales ríe ablación. Pág. 436. 

Contienda de competencia,— Pendiente im recurso de apelación 
contra la providencia que hace lugar á la inhibitoria, no hay 
base ]>ara una contienda de competencia. Pág. 418. 

D 

* 

¿ años \ perjuicios. — Véase "(iobiemo nacional". 

Declaración sn materia criminal— -La ¡«admisibilidad de una de- 
claración, como elemento probatorio, debe discutirse ri 
la audiencia proscripta en el art. 492 del código de pren- 
dimientos en lo criminal. Pág. 411. 
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Declaración iiidaifatoria. — Carece cíe valor legal una declaración 
indagatoria prestada ante el comisario tic |K>licía, que apa- 
rece firmada solamente por éste. Pág. 388. * 

i/ccVmatoria de jurisdicción. — Es improcedente la declinatoria 
.le jurisdicción opuesta ]H>r el representante de una pro- 
vincia cjué es demandada ante sus propios tribunales ¡>or 
vecinos de otra. Pág. J04. 

Demanda improcedente. — Xo siendo imputable a) vendedor la 
demora en practicar la diligencia de una nueva mensura 
convenida con e! comprador, sin la cual no podía hacerse 
Ja entrega del terreno, objeto del contrato, con la debida 
ubicación y determinación de su área, es improcedente 
la demanda tendiente á obtener la entrega de la cosa com- 
prada y el pago de daños y perjuicios jK>r la mora impu- 
tada al comprador. Pág, 221. 

Domicilio. — No se considera operado el cambio de domicilio de 
una persona por sti traslación á otro lugar sometido á 
distinta jurisdicción, para hacer allí cesión de bienes, si 
los negocios de eHa continúan radicados en su anterior 
domicilio. Pág. 333. 

E 

Embargo preventivo, — Es improcedente un embargo preventivo 
por concepto de honorarios regulados, soticitaik» ante lo» 
tribunales del pais invocándose el artículo 6" del tratado 
de derecho procesal, si entre los recaudos acompañados 
no figura copia testimoniada de la providencia que decla- 
re que se halla ejecutoriado ó pasado en autoridad de co- 
sa juzgada el auto de regulación de dichos honorarios. 
J 1 »* 5* 
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cometido sin atenuante alguna. ( Art. 17, eapítulo i°, in- 
ciso 1" de la ley de reformas al código penal). Pág. 324. 

Homicidio - V.* justa la sentencia «ne condena á la pena de diez 
y siete anos y medio y accesorios legales al airtor de un 
homicidio iicqietrado con la circunstancia atenuante de 
ebriedad y la agravante de reincidencia. Pág. 4» >• 

I 

Indicios— Delie absolverse al procesado cuando los indicio* ile 
que se hace mérito contra él. no reúnen las condiciones 
necesarias para ser admitidos con valor de plena prueba, 
suficiente liara fundar una condenación. Pág. 388. 

J 

fnnidución.— Corresponde á la justicia nacional el conocimien- 
to de los delito* cometiflos en las islas del río Paraná. Pa- 
gina 30. 

Jurisdiícióit. — Corresponde á la justicia nacional el juzgamiento 
del lelito de falso testimonio cometido en tas informacio- 
nes producidas para obtener la excepción del servicio mi- 
litar. Pág. 108. 

Jurisdicción. — El error en la determinación de ta superficie de la 
cosa, cometido en un juicio de expropiación, debe ser re- 
parado ante el mismo tribunal en que se tramitó ta causa. 
Pág. 212. 

Jurisdicción. — Xo puede Iterarse á los tribunales federales una 
«lemanda cuyo fin. en lo substancial, sea el mismo que el 
míe esté persiguiéndose ante los tribunales locales, aun 
cuando la persona demandada no sea la misma en ambos 

juicios. Pág. 233. 
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Jurisdicción.—^ competente para conocer de tina acción por 
daños y perjuicios promovida como consecuencia de una 
querella criminal, el juez que entendió en dicha querella. 
Pag. 342. 

Jurisdicción. — 1.a manifestación del testador hecha en el testa- 
mento» de ser vecino de un lugar y eslar " actualmente 

domiciliado" en otro, determina la coni|Xítcncia del juez 

de este último para conocer en la sucesión. Pág. 357. 

Jurisdicción. — Al juez del lugar de la residencia habitual de la 
familia del causante corresponde la jurisdicción sobre la 
sucesión, aun cuando éste hubiera residido alternativa- 
mente en dicho lugar y en otro en donde tenía un estable- 
cimiento de campo. Pág. 398. 

Jurisdicción arbitral — No corresponde someter á la jurisdicción 
arbitral prevista en el artículo 25 del contrato aprobado 
jKir al tej' núm, 33, las cuestiones suscitadas con motivo 
del cobro, por parte del gobierno nacional contra el ferro- 
carril Central Argentino, de impuestos de la contribución 
territorial si la obligación de pagar ha sido reconocida 
por la empresa y se ha vencido el término de la exención 
de que ésta gozaba. Pag. 170,. 

Jurisdicción originaria*— -La manifestación del representante fie 
una provincia citada de evteción ante la corte, fie que no 
se hace parte formal en la causa, cuando ésta aun no está 
radicada, hace cesar la jurisdicción originaria de la corte 
suprema. Pag. 171 - 

Jurisdicción originaria.— So corresponde á la corte suprema el 
conocimiento de un juicio en que se ha citado de evte- 
ción á una provincia, si cuando esta se presentó á la cor- 
te, el pleito se hallaba ya trabado por demanda y contes- 
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tación y radicado ante Ta jurisdicción de los tribunales lo- 
cales. Fág. itoj. 

Jurisdicción originaria.— En los auti>s en que una provincia es 
demandada jíor un extranjero ó un vecino de otra, la ju- 
risdicción de la corte suprema es excluyeme de otros tri- 
bunales inferiores, pero no de los tribunales de la provin- 
cia demandada cuando aquéllos quisieran recurrir ante 
éstos. Pág. 203. 

Jurisdicción originaria.— La renuncia que de sus derecluis here- 
ditarios hace un heredero cu favor de su coherettero. im- 
porta una cesión á la que es aplicable, á los efectos de la 
procedencia del fuero federal, lo dispuesto en el artículo 
8* de la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribu- 
nales nacionales. 

No procede la jurisdicción originaria de la corte supre- 
ma en el caso de una demanda contra una provincia, so- 
bre reivindicación de un patrimonio indiviso, fundada en 
el mismo título que sirve de base á pleitos pendientes ante 
los tribunales locales de dicha provincia. Pág. 227. 

L 

Leyes generales sobre tierra fwWíftf.— La ley núm. 4167, de 8 de 
Enero de 1903, derogó todas las leyes generales sobre tie- 
rra pública anteriores, con excepción de las disposiciones 
relativas á la itmiigracíón, contenidas en la ley de cokmi- 
. zación de 19 de Octubre de 1876; con lo que desapareció 
la restricción al dominio de los adquirentes de tierra pú- 
blica impuesta por el articulo 16 de la ley núm. 1265, de 
188a, que privaba á estos ele toda indemnización por la 
superficie que ocuparan los ferrocarriles ó canales. Pá- 
gina 444. 
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* 

Marcas de fábrkas. — A los timos de lo dispuesto en el im\ 7. 
del art. 48, ley 3973, sobre marcas ile fábrica, comercio j 
agricultura, no hay falsa designación del oro respecto al 
bronce con el solo color en el estampado de una medalla, 
porque el tono de ambos metales puede asemejarse y set 
confundido i»r el público en ¡(enera!. I'ág. 136, . 

Marcas de fábrica.— i." U destrucción de una marca no es una 
pena propiamente diclio, atento tos arts. 6 y 54 ^ la ley 
de marcas núm. 3< >7S- 

á? El requisito constitucional de que nadie puede ser pri- 
vado de su propiedad, sino en virtud de sentencia funda- 
da en ley, da lugar á recurso ante la corte suprema en los 
casos extraordinarios de sentencias arbitrarias, despro- 
vistas de todo apoyo legal, fundadas tan sólo e» la volun- 
tad de los jueces, y no cuando haya simplemente inter|irc- 
tack'm errónea «le las leyes, á juicio <le los litigantes. 

3." l>e acuerdo con la doctrina y jurisprudencia establecidas 
bajo el imperio de leyes concordantes con la núm. 3975. 
los jueces, dentro del procedimiento criminal, están habi- 
litados para ordenar la destrucción de marcas, aun cuan- 
do absuelvan á los acusados en atención á su buena fe. 
Pftfc 384. 

P 

frrsotn-ría.—El artículo 65 ile la ley de aduana núm. 3890, re- 
pmducido en las leyes posteriores, hasta la última, núme- 
ro 4933 ( art. 69 >. da á los partícipes en los comisos ó con- 
trabandos que hayan sido reconocidos en tal carácter por 
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auto ejecutoriado, personería para apelar de una senten- 
cia consentida por el ministerio fiscal Pág. 302. 

Pode r judií ial.— Es un principio bien establecido que el poder 
judicial míe c«>nocc ilc un caso, no puede declarar incons- 
titucional una ley, á menos de existir oposición clara é in- 
dudable entre ella y la constitución, bajo el imperio de la 
cual se ha dictado. Pág, 63. 

Procedimientos y sentencio* provinciales. — La ley iinnv 44 com- 
prendo á lo* tribunales federales, y, ni en ella ni en el ar- 
tículo 7 fie la constitución nacional, nada hay «rae limite 
el reconocimiento de la eficacia de los procedimientos y 
sentencias provinciales á los que funden exclusivamente 
en las leyes ó en instituciones locales ; y los códigos men- 
fiimaoos en el articulo 67, inciso 1 i de la constitución tie- 
nen esc carácter por lo i|ue hace á su interpretación y 
aplicación. Pág. 32. 

Prueba.— El articulo 195 del reglamento general de ferrocarri- 
les nacionales, concuerda con el artículo 167 «leí código 
de comercio en lo referente á la prueba del valor por la 
apariencia exterior de los efectos, y no excluye á la con- 
fesión como prueba para demostrar la clase y valor de las 
encomiendas extraviadas. Pág. 319. 

Recurso de ¡n.ifit nubilidad de ley.— Los artículos 381. *jo y 322 
del código de procedimientos de la capital, se refieren á la 
corte de justicia de la provincia de Buenos Aires. Pág. 

Recurso de nulidad.- El articulo & de la k-y núm. 4055, no au- 
toriza recursos de nulidad para ante la corte suprema. 
Página 121. 
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Recurso de nulidad.- En el recurso extraordinario no encuadra 
el de nulidad. Pág. 003. 

Recurso extraordinario. — Tiene fuerza de definitiva ¡i los fines 
del recurso extraordinario autorizado |»r el articulo 14, 
ley núnr 48, la resolución que denega un pedido de em- 
bargo preventivo, interpretando y aplicando disposicio- 
nes del congreso Sudamericano de derecho internacional 
privado. Pag. 5. 

Recurso extraordinario — referencia á una disposición cons- 
titucional hecha al interponerse recurso de apelación para 
Rute la corte, es extemporánea á los fines del articulo 6. a 
de la ley núm. 4055. Pág. 24 

Recurso extraordinario. — No procede el reenrso autorizado por 
I artículo 14 de ta ley núm, 48, contra una resolución que 
deniega el fuero federal, por haber sitio opuesta la excep- 
ción «te incompetencia fuera del término señalado |>ara el 
efecto por la respectiva ley procesal. Pág. a6. 

Kcntr&o extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
artículo 14, ley núm. 48, contra una sentencia contraría 
a! derecho fundado en disposiciones constitucionales y en 
el artículo 4." de la ley núm. 44, y que se pretende invalida 
una disposición del código civil. Pág. 32. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordinario 
del artículo 14. ley 48, contra una resolución que da por 
notificada una sentencia en la persona del apoderado.' 
La aplicación de las leyes que determinan las condiciones 
de la cosa juzgada es ajena á este recurso. Pág. 73. 

Étékrsá extraordinario. — No procede et recurso del articulo 14, 
ley 48, contra una resolución que se limita á resolver un 
incidente sobre arraigo del juicio, por aplicación uc las 1c- 
yiv: procesales, Pág. 75. 
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Remiso extraordinario, — Xo da lugar al recurso extraordinario 
(kl arríenlo 14, ley número 48» una sentencia que. sin des- 
coiVocer la validez de una patente adicional, impone una 
multa por haberse explotado la patente antes de satisfa- 
cerse la prima Ajada de acuerdo con la ley de la materia. 

Para la procedencia de este recurso no basta haberse 
"invocado implícitamente" el articulo 17 de la constitu- 
ción nacional Pág. 79. 
Remiso i\rtraarrfinar¡0.—l\s improcedente el recurso extraordi- 
nario autorizado por el artículo &* de la ley número 4055, 
contra una sentencia que, basada en el articulo 8» de la 
ley número 4707, 110 desconoce derecho alguno fundado 
en el mismo. Pag. f$. 
Recurso extraordinario, — No procede el recurso extraordinario 
del artículo 14* ley núm. 48, contra una resolución que, 
sin tomar en consideración la cuestión de fondo sobre la 
marca objeto del juicio, se limita á declarar la falta de 
personería del actor. Pag. 91. 
Recurso extraordinario,— Consentida una sentencia del consejo 
de guerra permanente, que aplicó disposiciones del regla- 
mento intento de los cuerpos y del código de justicia mi- 
litar, á titulo de más benignas que bu antiguas ordena*» 
xas españolas, la corte suprema no puede, en el recurso 
extraordinario, entrar en el examen de cuál sea la pena 
que hubiera correspondido aplicar al reo, ai alguna pro- 
cedía y ello, aun en la hipótesis de que se te hubiera inM 
puesto una superior i ta debida. 

U disposición det articulo 440 del código de justicia 
militar, con arreglo á la cual no son recurribles por e) 
acusado ó su defensor, las sentencias que sólo impongan 
arresto, suspensión de empleo ó de manda se refiere ¿ los 
recursos para ante el consejo supremo de guerra y ma- 
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rina y no il fundamental é indispensable previsto en el 
artículo 6.' de la ley 4*>55. cl no está á res- 

tricciones del punto de visto de la clase de pena impuesta. 
Pag. ui. 

Recurso extaordwarh—E* improcedente el recurso extraordi- 
nario autorizado por el artículo 14 de la ley núm. 48, de- 
ducido emura una sentencia fundada en las condicione» 
í,ue caracterizan la cosa juzgada, aún cuando se hubiere 
invocado en segunda instancia las garantías consignadas 
én los rtículos 17 y 18 de la constitución nacional. Mr 
¡>ina 126. 

Recurso extraordinario.— procede el recurso extraordinario 
ilel artículo 14. ley núm. 48, contra una semencia que, li- 
mitándose á la interpretación y aplicación de la ley num. 
4077, y sin que en el juicio se haya puesto en cuestión h 
inteligencia de las disposiciones de ¿sta. ni menos se haya 
decidido en contra de un derecho fundado en ella. imjxHie 
un año de servicio militar al autor de una infracción á di- 
cha ley, por inasistencia á la convocatoria. Pág. 

Ra tirso extraordinaria— Admitido por la corte suprema un re- 
curso de apelación contra el fallo de una cámara federal 
que absuelve á un querellado |»r uso ilegal de una marca, 
aquel tribunal debe entrar á juzgar ampliamente el recur- 
so, conociendo ya sea del hecho como del derecho cuesr 
tionado. Pag. 13*». 

Recurso extraordinario.— Es improcedente el recurso extraordi- 
nario autorizado por el artículo 14 de la ley núm. 4*. con- 
tra una sentencia que se limita á aplicar disposiciones del 
eódigo civil, sin que en el juicio se haya planteado fot-! 
intímente ni resuelto ninguna cuestión federal susceptible 
de ser llevada á decisión de la corte suprema. Pág. 
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Recurso extraordinario. — Es improcedente el recurso extraordi- 
nario autorizado por el artículo 14 ele la ley núm. 48/ 
contra U semencia de una cámara que se limita á aplicar 
sus procedimientos comunes, sin que se haya puesto en 
• cuestión oportunamente ninguna clausula de la constitu- 
ción ó de las leyes y tratados nacionales. Pág. 168. 

Recurso extraordinario. — Desconocido el fuero federal reclama- 
do invocándose la constitución nacional y la ley de juris- 
dicción número 48, procede el recurso extraordinario pre- 
visto en el artículo 6." de la ley núm. 4055. Pag. 303. 

Recurso extraordinario.— So procede el recurso extraordinario 
autorizado jior el artículo 14, inciso 3." de la ley núm. 48. 
contra una sentencia que fundada en disposiciones del có- 
digo civil» sólo incidental mente hace referencias á las le- 
yes nacionales de expropiación de bienes y autenticación 
de documentos. Pág. 238. 

Recurso extraordinaria— Es improcedente c! recurso extraordi- 
nario previsto 111 el articulo 14 de la ley núm, 48 y 6." de 
la ley núm. 4055. deducido contra una sentencia que in- 
terpreta y aplica solamente disposiciones del código civil 
y de la ley local de procedimientos que no se han discutí* 
ilo en el juicio como contrarías á la constitución nació» 
nal. Pag. 320. 

Recurso extraordinario.— Es procedente el recurso extraordina- 
rio previsto en el articulo 14 de la ley 48, contra una Sen- 
tencia que desconoce el fuero federal sostenido por el de* 
mandado invocando el art. 2." de la ley 48. Pag. 363. 

Recurso extraordinario.— Procede el recurso extraordinario del 
artículo 14. ley núm. 48, contra una resolución denegato- 
ria <fc una exención fundada en disposiciones de la ley 
de aduana y ordenanzas de ta misma. Pág. 432. 
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Recurso extraordinario.— \o procede el recurro extraordinario 
del art. 14, ley 48 en un pedido de amparo de la libertad, 
fondado en la ley 39*». modificada por la 4856, sobre ser- 
vicio militar, sí ta resolución denegatoria se ha basado, ex* 
elusivamente, en la interpretación de disposiciones del có- 
digo de procedimientos, que por otra parte, no han sido 
tachadas de inconstituciónalidad. < En el caso, el inferior 
dijo que se trataba de un contrato y de leyes, respecto á 
cuya inteligencia y aplicación no podría pronunciarse en 
un juicio sumario, como el del recurso de habeos corpas, 
por cuanto las cuestiones suscitadas debían ventilarse en 
juicio ordinario.) Pág> 438. 

Recurso para ante la corte suprema .— \ éase "Marcas de fá- 
brica". 

Recusación.— La amistad con los abogados del pleito no es cau- 
sa legal de recusación ni de excusación. Pág. 28. 

Reivindicación.— Es improcedente la acción reivindicatoría de- 
ducida contra el que opone y comprueba la posesión de 
más de treinta anos de un campo, bajo mensura judicial- 
mente aprobada, y con buena fe y justo título, aun en el 
caso de que sus títulos no fueran capaces de transmitirle 
la propiedad de esa tierra en razón de la extensión que 
abarcan. 

El reconocimiento del derecho de otro no puede resul- 
tar ile actos obscuros que sólo tienen una relación mediata 
con los hechos. Pág. 308. 

Resolución de contrato, — Debe considerarse cumplida la cláu- 
sula resolutoria convenida para el caso en que una de las 
partes no concurriera á firmar la escritura de un contra- 
to dentro de un píaio señalado, sí ésta deja transcurrir 
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ese término sin presentarse á escriturar, y no aparece acto 
alguno, del otro contratante que indique el propósito de 
renunciar al derecho que le acuerda la referida cláusula. 
Pág. 192. 

Responsabilidad de las empresas ferroviaria*, — La nulidad esta- 
blecida en loa artículos 16a y 204 del código de comercio 
respecto de los reglamentos, estipulaciones ó conventos 
que excluyan ó limiten las responsabilidades impuestas á 
las empresas ferroviarias, es general y absoluta, no sien* 
do suficiente para dar validez á esos reglamentos la apro- 
bación que el poder ejecutivo les preste en ausencia de, 
autorizaciones especiales consignadas en la ley. Y asi, la 
resolución de la dirección general de vías de comunica- 
ción, de fecha 21 de Septiembre de 1903, carece de valor 
legal en lo concerniente á las sumas establecidas en ella 
á título de indemnización por los animales que se extra- 
vien, mueran ó inutilicen, dado que la autorización que* 
contiene, no encuadra dentro de lo prescripto en el ar- 
ticulo 49 de la ley de ferrocarriles» num. 2873 i *i bien no 
puede decirse lo propio en cuanto al flete adicional de 
uno por ciento que ella faculta á cobrar sobre el valor 
declarado de animales finos, atento lo dispuesto en los 
artículos 44, 49 y 69, inciso 11 de la misma ley. Pág. 367. 

Responsabilidad de tos enajenantes.— Las disposiciones del có- 
digo civil relativas a la responsabilidad de los enajenan- 
tes cuando por causa imputable á ellos queda sin efecto el 
contrato respectivo, no son de orden publico; por lo tan- 
to, el vendedor puede, en caso de rescisión del contrato, 
imponerse mayor responsabilidad que tas que le com- 
prende por el ministerio de la ley común. Pág. 63. 



*g?g¿ il^Plii ^ con- 

«pie te imputa á la operación de mensura que de- 
termino % ¿rea de' Pan» publica' comprado en remate, 
sólo procede ta restitución de ios fruto» correspondien- 
te« ih parle que sé reivindica, desde ta fecha 'de ta no- 
.V titicvAi de !• demanda. F% 4^ 

Restricción ai dominio de ¡os adquirentes de Herra Pública — 
véase Leyes generaos sobre tierra publica" 

s 

Substracción de correspondencia que contiene dinero.— El deli- 
to de substracción de correspondencia que contiene dine- 
ro, se halla regido por el articulo 53 de la ley num. 49, de 
M de Septiembre de 1863, designando los crímenes cuyo 
juzgamiento compete á los tribunales nacionales, y no 
por el Artículo 144. inciso 1* de la ley de correos, nú- 
mero 816. r%. 93. 

Título verdadero.--!* expresión pitido verdadero'' del articu- 
lo 4011 del código civil, no sólo comprende !a necesidad 
íle que sea el mismo inmueble á que se refiere el titulo, 
sino que también debe abrazar ja extensión del área, y 
así, habiendo diferencia en más entre d área y la expre- 
sada en el titulo de propiedad, faltaría dicho requisito pa- 
ra la prescripción del excedente. Pág. 422. 



Vento "ad wcnsuram'.—En una venta de tierra publica, 
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dado el sistema adoptado por la ley de la materia bajo cuyt 
régimen aquélla se efectuó, se reputa hecha ad mensuram 
y no ad corpas, debe estarse respecto al área vendida, á 
la superficie real que se sacó á remate y que sirvió de ba- 
se á tas ofertas, y no á los límites asignados á la cosa Pá- 
gina 42?. 





Fallos de la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



FALLOS 



DE LA 



CORTE SUPREMA 



JUSTICIA DE LA NACIÓN 



Cnn l.i relación de sus respectivas causas 



PUBLICACIÓN HECHA 

Pü» LOS 

Doctores Eduardo M. Zavalía y Carlos 



VOLUMEN CXU 



BUENOS AIRES 

Otero & Co. r Impresores 

887, Calle Bolívar, 880 
1910 



DE 



Secretarios del Tribunal 



FALLOS DE LA CORTE SUMIEMA DE JUSTICIA DE U NACIAN 



AÑO 1909 

KContitttíQttónY 



Don Ate jo Arorcna toutra don Alberto MaUiart, sobre cm- 
btt?#o fueren tiro. 

Sumario: i Tiene fuerza de definitiva á los fines ilcl recurso 
cxtnton linar» í autorizado por el articulo 14, ley número 
48. la resolucii'm que denega un pedido de embargo prc- 
•.eiitivn. interpretando y aplicando disposiciones del Con- 
gr?7.t) Sudamericano de derecho internacional privado. 

2' E$ improcedente un embargo preventivo por concepto 
de honorario.» regulados, solicitado ante los tribunales del 
país invocándose el articulo 6" del tratado de derecho pro- 
cesal, si entre los recaudos acompañados no figura copia 
testimoniada de la providencia que declare que se halla 
ejecutoriado ó pasado en autoridad de cosa juzgada el 
auto de regulación de dichos honorarios. 
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Casu: Lo explican las piezas 




AUTO DEL JUEZ DE f> INSTANCIA 




r> ^1 Jo l!» 8. 



Autos y vistor; 

Resultando justificado en el testimonio de fojas 4 debit la- 
mente autenticado, la fijación del importe de los tcabajos profe- 
sionales del actor y no tratándole en el caso sino de obtener tina 
medida tic seguridad, no obstante lo dictaminado por el agente 
hscal. decrétase bajo la responsabilidad y previa caución sufi- 
ciente á juicio del juzgado, e! embargo preventivo ijtie se pide, 
á cuyo efect > se librará el respectivo manda miento contra don 
XorlR.no Madlari por la suma (|Ue corresponde en moneda na- 
cional, á cuyo efecto la parte del ña prc sentar ta reducción co- 
rrespondiente á los doce mil pesos oro uruguayo á (pie se refiere 
el escrito de fojas 8.— Kep. la foja. 

M. González de! Salar 1 hijo;. 

Ante mi— Carlos K. O. del Sobr. 



V vistos: 

Considerando: Uue del examen fie estos autos, resulta tjuc 
en el caso sub judiee no se lian acompañado por et actor los do- 
cumentos (¡ue el Congreso Sudamericano de Derecho Inti ; nacio- 
nal I 'rivado, declaró indispensables para solicitar el cumplimien- 
to de las sentencias, fallos arbitrales y en general de todos los 
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actos de jurisdicción contenciosa ó ^plumaria i ¡irts. 4 y o" del 
Traillo < le Derecho l'roeesat), 

IV ello y «le acuerdo con lo dictaminado poiel sefli >r liseal 
se revoca vi auto apelado de t's. i.v 

Bttmaldo — <ó7/y — f F 7Hí<i«m. 

Ante mi: Juárez Celm.ni. 

JICTAA1EN DEL SE*OR PROCURADOR «jENERAL 

Süf rétm i 'orlé : 

Kl recurso de apelación interpuesto para ante Y. K. es pro- 
cedente, o mérito ele [© un lena, lo por el art. 6 $g ta ley 4055 y 
-u »n trivial i vi» el an, 14 tle 'a ley 4S. 

La rc-ulueión «le la Cámara «le ln Civil «le ta capital tede- 
ral. decid* en definitiva el pedido <le embargo preventivo formu- 
lado por el demandante, el cual se ínmla en el título constituido 
á su favor pur la -enuncia «le lo* tribunales «le Montevideo y 
en las preserinciofies «leí tratado de Derecho Internacional I Vi- 
vado, y siendo la decisión recaída contraria al «lereclio «pie se 
apoya en el mencionado tratado, procede la apelacíóff «|tie acuer- 
da el inciso .1 leí art. U cita«I«i, 

I%n cuanto al fondo «le la cuestión deliatida, encuentro que 
los documento- emanados tle lo- tribunales orientales y presen- 
lados por el actor á loa tribunales argentinos, al .solicitar la tra- 
lla de emUir^o preventivo -obre los bienes de su deudor, no s«m 
suficientes para darle* fuerza en el país, por faltarles requisitos 
declarado* ñu 'impensables p«>r el tratado de IXtccIio l'roeesal 
apn pitado j>ur el Congreso de Montevideo. La- dcticicncias tle 
a« pielios documentos á lo*, efectos qtje se persigue, son, en mi 
sentir, los >iguientes : 

ai La resolución judicial <¡ne e-lablece el monto «le los ho- 
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notarios del Dr. Alejo Arocena, no constituye una semencia, 
desde que no dirime las divergencias suscitadas cu juicio con- 
tencioso, sino tnie se limita á la regulación de trabajos ejecutados 
en un pleito anterior, y en la forma sumaria establecida jxtr las 
leyes de procedimiento esa resolución estimatoria es un título 
á favor de quien lo obtiene, i>ara reclamar el |>ago de los hono- 
rarios, pero no mía sentencia condenatoria que obligue á su pa- 
go (arts. 3 y 5. inc. a del tratado). 

b) No consta que el deudor, señor Maillart. haya sido cita- 
do ó declarado rebelde en el incidente de regulación, con lo cual 
se ha prescindido de la citación que se exige en estos casos 
(art. 5, me. e). 

c) Xo se ha acompañado copia auténtica del auto en qui- 
se declara que la sentencia tiene el carácter de ejecutoriada ó 
¡jasada en autoridad de cosa juzgada; y el ertirieado que curre 
á fs. 6, cu que se dice que el auto cstimatorio se halla ejecutoria- 
do, no puede suplir esa exigencia expresa del tratado (art- íi, 
inciso c). 

En atención á estas deficiencias de los recaudos presenta- 
dos, creo, y asi lo pido á V. E.. debe confi miarse la resolución 
ai»elada de la Exma. Cámara Civil de esta capital. 

Luis B. Molina. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA (!) 

Buenos Alm, AroiIo 10 de IVJS 

Vistos: 

Considerando en cuanto á la admisibilidad de la apelación : 
QttC el auto de fs. 77, interpretando y aplicando las dispo- 
siciones del Congreso Sudamericano <le Derecho Internacional 

(II Iptal tallo recayó tn los itttot i Abel Pim contra Norberto MUUtrt. %obn 
eakario pmmrtlim. 
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Privado, lia declarado improcedente d embargo preventivo soli- 
ictado á ís. f>; 

(Jue dicho auto. |Kir sus efectos posibles sobre el resultado 
del íliete. tiene fuerza definitiva, y está, como tal. comprendido 
entre lcis previstos en el art. 6 U de la ley 4055 y 14 de la ley nú- 
mero 48. de acuerdo con 1** resuelto en caso análogo (arg. Fa- 
llos, tomo 42. [i. (*); T. p. 136 y 145; ¡T. 100, p. 25 y otros). 

¡•or ello, y de conformidad Con lo dictaminado por el señor 
procurador general, se declara bien concedido el presente re- 
curso, 

Cunsidcraudo en cuanto al fondo: míe el citado auto de 
fs. 77 desconoce la eficacia del lesti 11101 lio de fs. 4 para los fines 
del embargo preventivo, á causa de no halwrse acompañado por 
el actor los documentos declarados índis|>cnsablc* por el congre- 
so antes mencionado, "para solicitar el cumplimiento de senten- 
cias, fallos arbitrales y en general, de todos los autos de juris- 
dicción contenciosa ó voluntaria", y 110 por razones fundadas en 
la naturales del acto al que el primero se refiere. 

Ijuc e>to sentado, y dado las restricciones del recurso ex- 
traordinario de que se trata, solo corrcs|ioiide examinar, si los 
recaudos presentados son ó 110 los que requiere ei art. 6° del 
tratado de Derecho IWesal aprobado |>or la ley nitm. 3192. 

One el re fétido artículo 6" establece en calidad de indispen- 
sables liara solicitar el cumplimiento de sentencias y fallos ar- 
bitrales, entre *»tros requisitos, "copia auténtica del auto en que 
se declara que la sentencia ó laudo tiene el carácter de ejecuto- 
riado 6 pasado en autoridad de cosa juzgada, y de las leyes en 
que dicho auto se funda". 

ijuc aun cuando concurrieran los otros requisitos aludi- 
dos, no aparecen en este expediente las copias especificadas en 
el considerando anterior, como lo observa el señor procurador 
general, ni se manifiestan «me ellas existan en el expediente 
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principal, entro las enumeradas á fojas 107 vuelta y siguiente!, 
de ta memoria presen rada por el actor ( fs. 88 ). 

En su mérito, se confirma la sentencia afielada en !a parte 
i|«e es malcría de apelación, sin especial condenación en costas, 
en atención al carácter especial del punto debatido. Xoii fínese 
con el original y repuesto d papel devuélvanse. 

A. Bermejo.— M, p. Daract. 
-C, Moyano Gacitúa. 



CAUSA J.XIV 

( riminui Mitra Giierino h'eUtioli, por falsificación, ¡íitrodue* 
ció» v circulación tic billetes falsos ham o. 

.Sumario: Es justa la sentencia t|iie condena ;'i -nifrir la |H'iia «le 
diez y siete años y medio de presidio al autor del delito de 
circulación de billetes del I ¡arico de la Nación, cometido sin 
circunstancias agravantes ni atenuantes. 

t aso: |,o explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JUt'2 FEDERAL 

Buenoi Aire», julio I.» de ium. 

Y vistos: 

Estos autos seguidos contra (merino Pe lid oí i, sin sobro- 
nombre ni apodo, italiano. de treinta años, soltero, carrero y 
domiciliado en la calle Caira número 143 y Oreste Felicioli. sin 
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sobrenombre ni apodo, italiano, de treinta y nueve años, casado, 
jornálelo y domiciliado en Caseros, provincia tic Unenos Aires, 
acusado el primero de íalsilieación. introducción y circulación 
de, billetes falsos de banco y el último ]>or circulación de los mis- 
mos de los que 

Resulta : 

í>ue por dcmincia de i!on Adolfo Núñc/. de que del diez 
y seis al diez y siete de Septiembre de 1005, bailándose en (lé- 
nova se encontró con dos |H.Tsonas, mía de las cuates había eo- 
nocido en este pais ¡comí» corredor de lurte!, cuyo nombre y apelli- 
do ¡gnora ; <|iie después en su conversación sujh) cjiie uno de ellos 
se cintarcaba para Buenos Aires en el vapor "Florida"*, el mis- 
mo en el que el eom|Ki reciente y su familia debían regresar á 
este pais : que el día en que delña zarpar el vapor jMir media llo- 
ra antes de partir, se encontró con el sujeto (pie debía venir en 
el mismo vai>or acompañado del corredor ; míe en su presencia 
y al despedirse, el viajen i regaló al corredor dos billetes de banco 
de la Nación Argentina, valor de cinco pesos cada uno. los r|ne 
le fueron afreeidos al deponente en vista de míe se dirigía á esta 
ciudad, todo lo (pie acepto pagando por ellos veinte francos : que 
cuatro días despiii's de navegar el sujeto en cuestión le pidió que 
le guardase Ires mil francos más ó menos y unas alhajas; míe 
durante el viaje, un día en míe el sujeto «merino Felicioli, que 
este era el nombre del individuo, según k> supo después, sacando 
un [leine de una valija de cuero negro vio que en su interior ha- 
bía un fajó de billetes de banco iguales á los que mencionaba, 
los que dijo que había llevado á Italia desde Buenos Aires; que 
durante el viaje el expolíeme vendió á Felicioli tres anillos y un 
reloj |mjt la suma de cincuenta pesos moneda nacional, cantidad ■ 
que le abonó con diez billetes dv cinco pesos; que al llegar á este 
puerto esperaban á l-'clicioli dos per-unas, las que le manifestó 
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que uno era hermano y ct otro amigo, á quienes ¡se juntó dirigién- 
dose al centro; que según manifestación del mismo Fclicioli, d 
total <Je los billetes de cinco pesos eran de 1600 á 1700. 

A fu. 11. don Augusto Bemardoni declaró 1» siguiente: que 
el día 18 de Septiembre se embarcó en el puerto de Genova con 
destino á esta capital cu el vapor "Flor» la" junto con su cuñado 
Adolfo Núfiez y familia; que días antes de cintarcar se. eunoció 
en Genova á un sujeto que dijo regresaba á esta capital en el 
mismo vapor que el deponente ; que una vez ;t bordo se encontró 
con el sujeto mencionado el que súpose llamaba Gucrino Fcli- 
cioli y le pidió le guardase un valija de cuero negro que He- 
val» consigo» de la que una vez le vio sacar dinero para pagarte 
¡i su cuñado Núfiez el importe de tres anillos y 1111 reloj que le 
había vendido; que con ese motivo tuvo ocasión de ver que la 
valija contenía una cantidad de billetes de banco de la Nación 
Argentina, valor de cinco pesos de la última emisión ; que Fcli- 
cioli entregó á su cuñado diez de aquellos billetes como |>ago de 
las alhajas compradas y que en otra ocasión k dió otros cinco ó 
seis billetes en cambio de cincuenta francos ; que cuando llega- 
ron á Montevideo el expolíente le entregó la valija y recibió en 
ese acto cuatro billetes de los mencionadas los eme entregó á su 
cuñado en pago de un dinero que le debía; que llegados á esta 
capital, Fclicioli junto con dos personas que lo esperaban en el 
imcrto lomaron un carruaje y se dirigieron al centro. 

Habiendo sido detenido el sujeto (merino Fclicioli se le 
practicó un registro en sus ro|ws. secuestrándosele de un bolsi- 
llo pequeño de la |>artc superior del pantalón, doce billetes de 
lianco, valor de cinco |>cros de la nueva emisión, al parecer fal- 
sos, treinta y nueve pesos con cincuenta centavos moneda nacio- 
nal y varios otros objetos y papeles. Interrogado el detenido Fc- 
licioli á fs. 32, 47 y 92, manifestó que en el mes de Enero en 
circunstancias que j»asaba por la plaza General I .aval le. fue lla- 
mado por un sujeto que le ofreció en venta un anillo ; que con- 
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versando 1c «lijo que había mi negocio muy bueno en el que se 
podía ganar mnclia plata y éste consistía en falsificar billetes de 
banco, pidiéndole al declarante le enseñase uno, á lo que accedió 
mostrándole nn billete de cinco pesos ele la última emisión ; que 
después de examinado por el su jet" aludido dijo que él se ani- 
maría á hacerlos iguales, ]>ero que careciendo de capital le pro- 
puso lo ayudase con el dinero necesario |>ara irse á Europa y 
allí emi>ezar el trabajo; que el declarante aceptó la propuesta, 
entregándole tres ó cuatro días después la suma de ciento trein- 
ta y cinco |»esos liara gastos de viaje y compra de los primeros 
elementos para comenzar la falsificación ; que en el mes de Fe- 
brero se embarcó el citado individuo á Imrdo del vapor "France ' 
ton destino á r.énova. obligándose á escribirle comunicándole la 
marcha tic la falsificación y dejándole una tarjeta con su nombre 
y dirección ile su domicilio en Italia; que al mes y medio recibió 
carta en que le comunicaba que ya había empezado la falsifica- 
ción, petó que le faltaba dinero, pidiéndole le enviase recursos; 
que en vista de esto el exponente resolvió trasladarse á Italia á 
cuyo efecto vendió un carro y un caliallo, reuniendo mil i>esos 
y embarcándose en Abril á Ijordo del vaj>or "Orione" con desti- 
no á Genova; que llegado á Cénova buscó á Campari y avista- 
do con éste le manifestó que el traliajo estaba muy adelantado, 
pero que faltaba dinero para terminarlo |»r lo que el deponente 
le entregó quinientas liras y mes y medio después cuatro- 
cientas cincuenta ; que el seis de Septiembre i>artió para Firen- 
ze, donde Campari le entregó Ó50 billetes del Uaiico de la Na- 
ción Argentina valor de cinco pesos, ley 30 de Septiembre de 
1807, diciéndole que una vez que los hubiese circulado le remi- 
tiera más plata para seguir trabajando; que el exponente se di- 
rigí.) á Oéimva donde circuló una cantidad de los billetes reci- 
bidos en varias casas de cambio y se cmljarcó cu seguida á bor- 
do del vapor " Florida" con deslino á esta capital ; que á bordo 
y durante él viaje compró á don Adolfo Xúñez á quien liabíal 
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conocido en el puerto de Genova, tres anillos y un reloj por eua- 
ie:ita pesos, lo que alxmó con ocho billetes de cinco pesos <le los 
referidos y otro día cambió otros cinco billetes por cincuenta 
francos: que al licuar á Montevideo regaló á un cuñado de Xt'i- 
ñez cuatro de los mismos billetes como gratificación |xn* haber- 
le cuidado durante el viaje la valija en que guárdala los billetes; 
i|tic llegado á este puerto lo esperaban dos hermanos!, Oreste y 
Francisco, domiciliado el primero en Caseros, provincia de Hue- 
llos Aires, adonde se dirigieron los tres; que al día siguiente 
por intermedio de su hermano Francisco remitió á Campari ;i 
Fircnze |wr giru telegráfico, tn> mit liras y después fie cua- 
tro días regresó á esta capital donde circuló en varias casas de 
comercio billetes de cinco pesos de los ya referidos y de los mis- 
mos prestó á límilio Gianollí veinte pesos. Exhibidos que le fue- 
1011 los billetes de cinco pesos que le fueron secuestrados y cuya 
descripción del número y serie se hace á fs. 30. vuelta: y pregun- 
tado si son los mismos que le entregó Alcibiades Campari en Fí- 
rtuce y á los que hecho referencia, dijo que eran los mismos; 
que cuando llego al i»ais conducía unos doscientos veinte bille- 
tes más ó menos: que á más linlna tres mil cincuenta francos 
producto de los billete* circulados cu Genova. Pu&tolé de ma- 
niücMo una valija de cuero negro y un giro jiostal que ella con- 
tenia expedido en Genova á favor de Alcibiades Campari, «lijo 
que la valija es de su propiedad y la misma en que condujo los 
billetes falsos y que el giro era el comprobante de las quinientas 
liias que le envió á Campari á stí llegada á Genova. Convinien- 
do con aquél que le remitiera otra cantidad de billetes de cinco 
pesos falsos |ior carta cetriñeada dirigida al declarante á la ca- 
lle de Cavia número 14.1. A fs. 4-, el procesado Giierino Felicio- 
rectifica su anterior decaración en la parte que dice que cono- 
ció á Cam|*ari en la plaza La valle : que Campari llegó al país en 
compañía de José Amici. dirigidos pe* Famagunci á su herma - 
iio Francisco que en esa épi»ca vivia en Cancros en compañía de su 
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hermano Orestc y eran portadores de una cantidad tle billetes 
:a¡sos ele banco, valor tle diez |>esos hecha en la fábrica tic Nai- 
pes de Matética; <|iie su liennami Francisco lo invitó á entrar en 
cí negocio á cuyo efecto debia verse en la fonda de la calle Go- 
»k-y Cruz y Charcas donde él y ( Jresie se encontrarían ; que al 
anochecer se reunieron como habían convenido, donde le fué 
presentado Cani|jari j>or su henuano Francisco, diciéndole que 
Cani|>ari lo (¡ueria interesar en una nueva falsificación de bille- 
tes de valor de cinco pesos porgue la hecha de diez pesos había 
resultado mala; que Campari le manifestó que él |>odia hacer 
una falsilicación de billetes de cinco pesos, jiero (|iie faltaba ca- 
pital, pues la haría en los talleres de Tainaginni en Matélica 
: Italia). 

íjue como te ponderaran lauto la empresa accedió á formar 
parte como también sus hermanos Francisco y Orestc que se 
comprometieron á contribuir con dinero sin lijar la cantidad; 
(¡tie Campari le pulió le retirara su equipaje del hotel, lo que 
consintió haciendo traer un |>equeño baúl con ropas y una caja 
de madera como de «o centímetros cuadrados; íjiie juntos con 
Campari abrieron la caja que contenía billetes de diez pesos fal- 
sificados y que según le dijo Campari eran |>or valor de 500.000 
pesos; que como la mala calidad é impresión de esos billetes era 
notoria, resolvieron inutilizarlos enterrándolos ; que de los bi- 
lletes de cinco j>csos que condujo entregó cincuenta á Francisco 
y otros tantos á Orestc y Amici ponpie asi se lo recomendó 
Campan por corresponde ríes \*>r la participación que ellos te- 
man en la falsilicación: que sus hermanos Francisco y Oreste 
contribuyeron con cincuenta pesos el primero y veinticinco el 
nitiuio ignorando con cuanto contribuyó Amici que ora el pri- 
mer socio de Campari ; que éste antes de embarcarse para Eti- 
iojki estuvo parando en su casa calle 2* Malabia número 3574, 
donde comía y dormía: (pie muchas veces. 110 recuerda cuantas, 
ti declarante y sus heñimos Francisco y ( )restc y Campan tu- 
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vieron entrevistas en su habitación para tratar de la falsifica- 
ción de billetes de banco que Campan debía efectuar ; que esas 
reuniones tenían lugar, por lo general, al anochecer hora en que 
el declarante llegaba de su trabajo; que una noche en compañía 
cíe 'Matías Fedrano concurrió á una casa de prostitución situa- 
da en la calle de Uruguay 524 donde |>asó visita con una mujer, 
entregando para el |»ago un billete ríe diez pesos falso ( ley 20 de 
Septiembre de 1897) ; que días después volvió á la misma casa 
y la gerente le reclamó diciéndole que e l billete de diez |x*sos 
íjtie le había entregado noches antes era falso por lo que el de- 
parante resol víi' retirarlo obligándose á entregarle otro y no 
\olvió después á I. casa; que el billete es de los que trajo Cam- 
pará de Europa y mo de los que sacó cuando se abrió el ca- 
jón; que de estos lia circulado como diez en algunos cafetines 
de la calle 25 de Mayo entre Córdoba y Viamonte y Uruguay 
cutre las mismas calles ; se le exhibió un billete falso de diez 
1 esos y la caja de madera y reconoció el primero ser de los mis- 
mos que trajo Campan en !a caja que se le puso de manifiesto. 

A fs, 57 fué interrogado el detenido Oreste Felicioli quien 
decían» que el dia 28 de Octubre de 1905, siendo las once con- 
currió á la dársena á recibir á su hermano Guerino que regre- 
saba de Europa; que en el paraje indicado se encontró con su 
hermano Francisco y un amigo José Amici quienes concurrían 
cotí el mismo objeto; que llegado su hermano Guerino todos 
juntos se fueron á la estación Retiro á tomar el tren que debía 
conducirlos ¡i Caseros donde reside; que llegados á ese punto 
y después «le haber comido, su hermano Guerino le entregó al 
deponente como asi mismo á Francisco y Amici cincuenta bi- 
lletes de cinco pesos del Maneo de la Nación Argentina, última 
emisión, regresando poco después á la capital su hermano Fran- 
cisco y Amici ; que tres días después su hermano se vino á esta 
capital , habiendo sabido después por este último que un dia du- 
tante su ausencia habían estado en su casa Francisco y Aitii- 
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ci. y que después de esto no han vuelto; que el dinero recibido 
de su hemíono se lo adeudaba éste desde algún tiempo v r,ue ese 
dinero se lo entregó á su hermano Francisco para cancelar una 
(leuda que tenía con él y que esto ocurrió á los pocos días de 
leeibir los billetes; que ¿ Campari lo conoce desde lotm me- 
tes por haber concurrido junto con Amicí un día á un horno 
de ladrillos Situado en Caseros, donde trabájala con su herma- 
no Francisco, manifestando que recién habían llegado de Italia 
y teman encargo de una hermana del exponente llamada Ilea- 
tn*. la ,jue reside en Castell Kcimundo, provincia de Maclieratta 
(Italia* de verlos y saludarlos; que en conversación sin» que 
Lampan había venido á esta ciudad á establecerse con un ne- 
gocio de librería y papelería, corretear tapas de cartón para li- 
bros comerciales: que después de esto Campan y Amici lo visi- 
taron dos ó tres veces hasta que Canniari regresó á Europa; que 
;i mediados de Septiembre y en circunstancias pe llegaba á la 
estación del ferrocarril al Pacífico se encontró co„ su hermano 
T rancisco y Amici, manifestándole el último que había recibido 
carta, no recordando si de su es,H>s a ó de Campari, en la que le 
anunciaba que su hermano Giieriuo tusaba regresar con el pri- 
mer vapor que saliese del puerto de Genova en los primeros días 
del mes de Septiembre ; que una noche, dias antes de partir Cam- 
ión liara Enrona, se encontraron en una fonda situada en la calle 
íiodoy Cruz y Charcas donde también concurrieron sus herma- 
nos Guerino y Francisco con el objeto de despedir á Cam- 
pari; que recién en momentos que fue detenido supo que 
se trataba de una falsificación de billetes de tonco ignorando 
que ¡os billetes que le entregó Guerino fuesen falsos. 

Interrogado nuevamente á fs. 96, el detenido Orestc Felicio- 
H manifestó: Que el día en que Campari emliareaba para Eu- 
ro|* el exponente lo víó en las calle» de Paseo de Julio y Co- 
mentes donde le entregó una carta para sus padres; que cuando 
hegú el declarante ya estaban Guerino y Amici v cree que estos 
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cu compañía de Francisco, acompañaron á Campari basta el va- 
por aunque no lo sabe seguro por haberse despedido del punto 
-atacado ; que jK>r su hermano Francisco supo que Campan había 
traído de Europa una cantidad de billetes de banco ; que cree que 
Campan circuló alguno de esos billetes aunque no puede asegu- 
rarlo, pues á su hermano Francisco lo invitó para la circulación 
y éste á su vez lo hizo con el declarante y como rehusara se dis- 
gustó con él. 

A fs. 75, declaró Fedrano (testigo) quien manifestó: que en 
ci mes de Enero. Gueríno Felicioli y Emilio Gianolli le alquilaron 
una pieza en la casa que ocupa donde también les alquiló local 
para guardar carros y caballos con que trabajaban; que meses 
después Felicioti le manifestó que quería vender el carro y ca- 
liallos, pues tenía que ausentarse para Europa por asuntos de fa- 
milia ; que el declarante intervino como corredor y le hizo ven- 
der todo jHir quinientos ochenta pesos nacionales; que durante 
la permanencia de Gueríno en su casa éste recibía frecuentemente 
la visita de su hermano Oreste y de otra persona que después 
supo se llamaba Aleibiadcs Campari : que en los primeros días 
■leí mes de Febrero Campari fué á dormir dos noches seguidas 
a la pieza de Gueríno manifestando entonces que en esos días se 
ausentaba para Europa y con ese motivo el día antes de ausen- 
tarse, el deponente lo invitó á comer, lo que aquél aceptó concu- 
1 riendo el declarante y su familia, Gueríno y Campari ; que cuan- 
do éste se embarcó presume que Gueríno lo acompañó á bordo, 
poique ese dia le dtó el carro á un peón que trabajase ; que Gue- 
ríno cuando se mudó llevó como equipaje un baúl y una caja de 
: na de ra con arcos de fierro, lo que quedó cuando Felicioli dejó 
su domicilio, ocupando su madre la de Felicioli, esa caja para 
guardar ropa sucia y ta que pone á disposición de la policía, 
que cuando se encontraba allí Campari y Gueríno Felicioli. Ores- 
fe y Francisco estuvieron varias veces ; que una vez que estaban 
reunidos el declarante ¡icnetró en la pieza sin previo aviso, notan- 
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«lo quc cuando se a|>crcibicroii de su presencia dejaron de con- 
versar cansa i»or la cual el deponente se retiró, ignorando de que 
trataban, 

Que una vez salió con Glierino á dar unas vueltas, llegando 
íi una casa dr prostitución situada en ta calle Uruguay al llegar 
á Lavallc donde Felicioli |*asó visita dando para el pago un bi- 
¡tclc falso ilc diez pesos ; <|iic esto lo supo el deponente días des- 
pués ¡H»r la misma mnjir. por lo cual interrogó á (merino al res- 
pecto diciéndole éste que ese billete tal vez lo recibió del maicero. 
A fs. 8ó, declaró la testigo Ana Krona, que en Enero, no recuer- 
da el día. concurrieron á la casa de prostitución que la compare- 
cieme tiene establecida en la calle l'rugiiay número 524 dos co- 
nocidos de una de sus pupilas ; «pie uno de ellos |>asó visita j*a- 
gando con un billete de diez pesos, tamaño grande, devolviéndole 
oclio pesos; que al día siguiente, cuando pretendió camltiar dicho 
billete resultó ser falso ; (pie ocho días después concurrió nueva- 
mente la persona que Ú dió el tiillete y habiéndole reclamado le 
dijo que lo había recibido de su )iatrón, pero que trataría de cam- 
biarlo por otro bueno cuatro ó cinco días después : que mes y 
medio después concurrió á su casa ei acompañante del sujeto en 
uicslión y preguntándole |>or é\ le manifestó que se bahía ido á 
Europa. 

lin este estado fué reconocido ¡>or la declarante el proce- 
sado Felicioli como la persona que le entregó el billete falso ile 
■ Hez pesos. 

Careados los procesados Guctmo y Oeste Felicioli se ratifica- 
ion en sus re.>i>ectivas declaraciones. Cerrado el sumario, el pro- 
curador hscal presentó su acusación á fs. 143 pidiendo para los 
acusados la yicna del articulo 1." de la ley c"»w> circuladores 
de moneda argentina faisa. 

Corridc traslado de la acusación fiscal fue evacuado por los 
•lef eitsores de los procesados á fs. 106 y 176. 



■ 



30 FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 

Abierta la causa á prueba se produjo im informe que corre á 
fs. 202 y 208, . 

Y considerando: 

riimcrc. Que el delito de circulación de billetes frdsos d; 
banco imputado al procesado Guerino Felicioli. se encuentra ple- 
namente comprobado por su propia confesión, por la existencia 
del cuerpo del delito y por las declaraciones de los testigos Au- 
gusto rternardoiti. Carmelo Fedrann, itifonne de la Caja de Con- 
vexión y Ana Krona. 

Segundo: Qw la pena que corresponde ;í este delito, es la 
que se establece en el articulo i." de !a ley número 3972 de 17 de 
Noviembre de 1900, tu su término medio por no existir circuns- 
t;iT cias agiotantes ni atenuantes. 

[Tercero: Que con respecto al encausado Oeste Kclicioli, si 
bien resnlta ile autos indicios ó presunciones de que nq lia sido 
ajeno á los aclos preparatorios de la falsificación, 1111 existen ele- 
memos de prueba suficientes para pronunciar contra éste una 
condena, 

Ciia'to- One nnalj/ados los cargos que contra cV-te resultan 
dci proceso, tenemos en primer término la imputación que su her- 
mano Gutrmo 1c liace ai sus deelaradones indagatorias de fs. 32, 
47 y 92. como conocedor de los actos preparatorios de la falsifi- 
cación y participe de los beneficio* por bal>er contribuido con di- 
W ro á la realización de la misma. 

Quinto: Que estos cargos que resultan los más ini|)ortantes 
del proceso, á no ser liedlos por su hermano Guerino tendrían 
importancia corroborados con otra prueba ; jiero en el caso sub 
ju lice sillo se pueden considerar como simples indicios como co- 
procesado y hermano de Oreste. á estar á los términos de los 
ariiculos 163, 276, inciso 2." y 278. inciso 3.". 

Sexto: Que las demás presunciones ó indicios resultan fie 
las declaraciones de los testigos Angel Rota fs. 71, Canudo Fe- 
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drano fs. 70 y Emilio Gianolli fs. 81 ; el primero declara que vió 
• aria* vece* al acusado Orestc en la estación Palermo ferroca- 
iril al Pacífico en compañía de Francisco y Amicí, el testigo Fe- 
diaiif» igualmente declara filie varia* veces vió reunidos á 
Oresle, Guerino y Francisco Feiicioli con Campar i y lo mismo 
dcciaia el testigo Gianolli; peni ninguno de ellos sabe de lo que 
-.1 ataban en esas conferencias, de indo lo que resitüa simples in- 
(iicius de que éste tuviera conocimiento de la falsificación que 
tramitaban Campan y su hermano Guerino. 

Séminio: Otic el mismo encausado Oreste en sus declara- 
CíOfies de fs. 57 y 03 no niega que se baya reunido varias vece» 
con sus hermanos Guerino y Francisco, Campari y Amici. pero 
niega haber tenido conocimiento que estos tramal>an una falsifi- 
cación de billetes é igualmente confiesa que cuando Giterino llegó 
lie I taiia le entregó cincuenta billetes de cinco |>esos. los que re- 
cibió en i*ago de una deuda, habiendo entregado ese dinero á su 
hermano Francisco |mra la cancelación de una lleuda que tenía 
ton él. ignorando que esos billetes fuesen falsos; confiesa ade- 
más que por su hermano Francisco tuvo conocimiento que Cam- 
pan había traído m:a cantidad de billetes falsos de diei jmísos y 
que fué invitado por el mismo para circularlos, á lo que se negó 
ptr cma razón se disgustó con este, 

CJctavo: Que el artículo del Código de ÍWcdimieiitos 
dice que la confesión 110 puede dividirse cu perjuicio del confe- 
sante "y como de autos no resulta prueba en contra debe estarse 
á to que ella ituhca ; y no reuniendo los indicios ó presunciones 
á que se luí hecho referencia, una prueba plena cu las condicio- 
nes del art. 318 del código ya citado, debe siempre estarse á lo 
más favorable al reo. 

Por estos fundamentos y lo pedido (*«■ la acusación fiscal 
con respecto al procesado Guerino Felicioti. definitivamente jius- 
gado, fallo.- Condenando á este á sufrir la pena de diez y siete 
años y medio de presidio y costas del juicio, de cuya pena se le 
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Jescontará la prisión prcveMti'a míe lleva sufrida en forma de 
ley; y absuelvo de culpa y cargo al encausado Oréate Fclicioli. 
quien deLerá permanecer detenido hasta tanto resuelva él 
juicio de extradición que está pendiente, 

llágase saber con el original. Coinuniimerc al señor jefe de 
oolicia y al director de la Circel Penitenciaria y en oportunidad 
archívese, 

Horado fí. Larrda. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Bueno» M't* Diciembre II de 190* 

V vistos: 

Por sus fundamentos se confirma la sentencia de fp. J-?o 
vuelta. Notifiquen y devuélvase. 

Antjel Fcrrsyra Cortes—, i ntjd D. 
Hojas — 7ii(in A. Carda. 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

El recurso interpuesto para ante V. E„ es prnccdciitc poi- 
hallaise comprendido dentro de la dis|>osición del art. 3". ine. 5 
úe la ley 4055. 

La culjialiilídad del procesado (merino Kelicioti lia quedad- 1 
comprobada de una manera fehaciente, como lo demostró el fa- 
llo de la instancia, y la pena impuesta se ajusta á lo dispuesto 
por el art. 1 de la ley 3972, y 6 de la ley de reforma* del Có- 
digo Penal. 
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Las circunstancias invocadas en 2." instancia por el defen- 
sor fiel procesado, no pueden establecer una atenuante á favor 
tíe éste, por no hallarse comprenditias deutro del art. 8j del Có- 
digo Penal, que enumera taxativamente las causas de atenuación 
de las penas. 

Doy por reproducido mi dictamen de fs. 245, y pido á V. E, 
ta tonlitmación del fallo recurrido. 

Luis B. Molina* 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Alrtf, Agotlo 10 de 19». 

Vistos y considerando: 

Que está plenamente probada la existencia del delito de 
circulación de billetes falsos del Banco de la Nación que ha mo- 
tivado la formación de esta causa, así como también la respon- 
sabilidad del procesado Gtteríno Felkioli, que demuestran su 
propia confesión y además antecedentes de que se hace mérito 
en Ja sentencia de f s. 220 vuelta á 240, que ha sido confirmada 
por la de fojas 249 vuelta. 

Que la pena impuesta es ta que corresponde como término 
medio á la establecida por la ley núm. 397?, sin que resulte 
de autos circunstancia alguna atenuante que autorice á dis- 
minuirla. 

Por ello y de con formulad con lo expuesto y pedido por 
el serior procurador general, se confirma, con costas, la senten- 
cia apelada de fojas 249 vuelta. Notifíquese con el original y 

devuélvase. 

A. Bermejo.— Nicanor O. del Solar 

— M. P. DARACT. 




Don Tomás Xoceti e» antas con don Francisco h'rancbni por 
cobro de pesos. Recurso de hecho. 

Sumario :La referencia á una tlispnsición constitucional ludia at 
interponerse recurso de apelación para ante la corte, es ex- 
temporánea á los tiues del articulo 6» de la ley núm. 4055. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN REI SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Sitpiema Corte: 

So se lia discutido en la secuela (le este a.» unto | a validez 
ó hterprctación de ley o autoridad nacional ó provincial, ninguna 
tic las sentencia & adas se lian pronunciado al rcs|>eeto. no de- 
negando. |ior onde, derecho ó jirivílegio alguno en acuellas ftin- 
i!a lo. 

Esto saca el caso de ios tres incisos del art. 14 de la ley 
48, y le encaja en la excepción del art. 15 de la misma ley, la 
circunstancia de haberse discutido, interpretado y aplicado pres- 
ci .liciones deí Código fie Comercia 

Itn tales condiciones el recurso interpuesto 110 procede, da- 
do el texto del art- 6 de la ley 4055. por lo que pido á V. E, se 
siiva declararlo bien denegado en confirmación tic la sentencia 
de fs. 674 vuelta. 

Julio fíotet. 
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Buenos Aire». AroiIo 10 4c 1909. 



Autos v vistos: 



Considerando: Que en el escrito de f>. 404 «le los autos re- 
mitidos |>or vía «le informe. el recurrente pidió que se fallara 
el juicio, sin ¡olicitar «iustanciacióii alguna con respecto ;t la ex- 
ección de prescripción. 

Que en el escrito de expresión de agravios (p. 645) no se 
t'dti liecho tampoco observaciones al trámite dado á la causa, en 
et sentido aludido, 

Que es asi eierto que durante el juicio no lia estado en cues- 
U'n la inteligencia del artículo 18 de la Constitución Nacional. 

Que ta referencia hecha á dicho articulo 18 al interponerse 
la apelación para ante ota Corte ( fs. 673), es extemporánea á 
kv fute* del artículo 6." de la ley número 4055. según lo reitera- 
damente resuelto en casos análogos. 

Un su mérito y tic acuerdo con lo expuesto y |iedicto |x>r el 
señor procurador general, se declara bien denegado el recurso. 
Archívese previa reposición de sellos, devolviéndose los autos 
remitidos |ior vía «le informe, con testimonio de esta resolución. 
Notifiquen con el original. 

A. Bermejo. — Nicanor Q. del Solar. 
-M. P. Oaract. 
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CAUSA LXV1 

Doña Dolores Henetjas de Granel (sucesión), en autos coa 
la municipalidad del Rosario, por cobro de pesos. Recurso 
de hecho. 

Sumario; Xo procede el rteurso autorizado ¡xjr el artículo 14 
de la ley número 48, contra una resolución que deniega el 
fuero federal. por haber sido opuesta la exección 4 le in- 
competencia fuera de! término señalado jiara el efecto i»or 
la respectiva ley procesal 

Caso: Citados de remate y vencido el término para oponer 
excepciones, los ejecutados dedujeron la excepción de ineomi>e- 
tuicia de jurisdicción fundada en la distinta vecinda<l de las par- 
tes. Substanciada U excepción, el juez local la rechazó cu razón 
de haber sido opuesta fuera de término y mandó llevar adelante 
la ejecución. La Cámara de Apelaciones confirmó la resolución. 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Teniendo presente míe, si bien es cierto (jue al contestarse 
la demanda ejecutiva que motiva este asunto, se opuso la excep- 
tión de incompetencia, sosteniéndose que el caso cata dentro de 
la jurisdicción federal, no es menos cierto que, por mas que tal 
excepción haya sido materia del debate entre las partes, ella no 
lia motivado un pronunciamiento á su respecto por }»rte de los 
tribunales locales que conocieron, ni menos que se halle conte- 
nida en la sentencia recurrida. 

En efecto, basta leer las sentencias de fs. 41 y la recurrida 
de fs. <í8 (expediente alegado) jiara ad vertir que, en una 
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y otra, sólo se lia tratado tic la oportunidad de aquella excepción, 
resolviéndose al respecto, conforme á prescripciones que se ci 
Lrn y comentan, del Código de Procedimientos locales (Tomo 64, 
psg. 300 % 

Faltando, pues, el nvmcionuao promme i amiento en la ser- 
tencia materia del recurso, falta indudablemente la decisión con- 
traria al título, derecho ó privilegio alegado que, tiara el caso 
exije, de manera indispensable, el inciso 3 del art. 14 de **y 4& 

Esta consideración unida á la circunstancia de sólo versar 
la sentencia de fs. í« sobre procedimientos locales (art, 15, ley 
citaila) y icníendo en cuenta las formuladas á fs. 77, creo y pido 
•i V. E. se sirva declarar bien denegado el recurso interpuesto, 
mandando devolver los autos como corresponde. 

Julio BotcL 

FALLO DE LA SUPREMA CORTE 

BtttM* AJR*. Agotta 12 dt ItU 

A rtos y vistos- 

El recurso de queja por ablación denegada interpuesta por 
el representante de ta sucesión Granel, de sentencia pronunciada 
por la segunda sala de Cámara de Apelaciones del Rosario de 
Santa fe, en los autos ejecutivos promovidos por la municípali 
d<td del Rosario, 

Y c jT.siderando . 
Que la sentencia apelada corriente á fs. 68 de los autos re- 
nñlidos por vía de informe, se basa en la interpretación y apli- 
cación de las leyes procesales de aquella provincia, en lo relativo 
.il término ó la oportunidad para oponer excepciones, interpreta- 
ción y aplicación ajenas al recurso extraordinario interpuesto 
(art. 15, ley i.úm. 48) y suficientes por sí mismas para fundar 
aquella resorción, con prescinilcncia de la cuestión federal que, 
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en el caso se refiere únicamente al fuero derivado d*.- la distinta 
yeámhri «e la-* partes (Fallos t. 102. túg, |oft; (¡1. toó. juig. 179; 
tít. 108, |iág. too). 

De conformidad con k» expuesto y pedido por el señor pro- 
curador genes ai. se dechra bien deueg.ulo el recurso. V rifújuesc 
con el original y repuesto el papel, archívese, devolviéndose los 
autos enviados |x>r via de informe. con testimonio de esta reso- 
lución 

A. Bermejo. — Octavio Bunoe.— 

NfCANOR Q. DEL SOLAR.-M. P. 

Daract, - C. Movano OacitCa 



CUSA íM II 

Ferrocarril Buenos Aires v Kosario en autos con hs sucesores 
de don Pedio Saroü. por del uifar de irnos terrenos. 

Keciirso de heeho, sobte recusación y r.\rnsación. 

Sumario: La amistad con los abogados del pito fio es catira 
legal «le recusación ni de excusación. 

Caso: KcsuUa de la* siguiente-, piezas: 

AUTO DE LA CORTE SUPREMA 

Bwnoi Aire*, ñmotít 12 de ta». 

Auto* y vistos; 
Considerando que la causa alegada para la recusación del 
«.ñor ministro de esta Corte Dr. D. Nicanor Conzález del Solar 
110 es de las enumeradas en la ley, |x>ri]ue el l>r. Landó. cuya 
amistad cor. aquel se alega como fundamento de la recusación. 



' • 
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m aparece como litigante en este pleito, no lia tugar (arts. 28 y 
43, ley nacional de piocudíniientos), Notiíí<ptese con el origina'. 

A. Bermejo — Octavio Bunoe.— M. P, 
Daract.-C. Movano üacitüa. 



Suprema Corle: 

Ktiegt» á Y. K. se sirva excusar mí asistencia á la vista (fe 
tsía Causa, teniendo para esto présenle ipte he debido conside- 
rarme separado de su conoc i miento después de tas recusaciones 
r,ie se lian deducido, y qué si trien no tengo relación con tas par- 
te*, tii menos camal alguna respecto a sus ahogados-, tu que me 
Iialtria apresurado á poner en cuitocimieiito de \'. Iv. mi situa- 
ción .sería excepcional y ]H>r tu tanto violenta, si 110 olwtante los 
antecedentes expresados, tuviera i|tie intervenir en la resolución 
de este asumo, tu* l«i qtté espero de V. K„ se sirva asentir á mi 
e.\vit -ación. 

Nicaftór í7 ( itcf Sttlar. 



PROVIDO 

Bueno* Aire*, Agosto 12 dt 1909. 

Por las cimsideraciones aducidas en resolución de esta 
fecha, á perito presentado por el representante del ferrocarril 
filíenos Aires y Rosario, «o lia higar á la excusación «jite prece- 
de. Repóngate et paj»d. 

A. Bermejo. -Octavio Bunoe.— 
M. P, Daract. — c. Movano 
Oacitüa. 



.... ,. ... . . . _ : - . ■• ^■m 



CAUSA LXVIII 



i.riminal, contra Felipe Puebla, por usurpación de bienes ; 
hurto. Contienda de competencia entre el juez federal de la 
capital y el ¡ues del crimen de La Plata. 

Sumario : Corresponde á la justicia nacional el conocimiento tic 
los delitos cometidos en las islas del rio Paraná. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Suj.reina Corte: 

El delito que se imputa á D. Felipe K. Puebla, fué come- 
tí- ?u, según se desprende de los sumarios levantados por la po- 
licía de la provincia y por la Prefectura General de Puertos, cu 
la quinta num. 14 de la sección 4 de las islas del rio Paraná ele 
la* Palmas, por lo que el caso cae bajo la competencia de la jus- 
ticia fedctal por ia*óu del lugar del liecli», atento lo que dispo- 
ne el att. 23. inciso 2 del Código de Procedimientos en lo cri- 
minal. 

Los fundamentos en que se alianza el señor juez de La 
Plata para sostener su competencia en el sub judice, son inad- 
misibles. puc« la jurisdicción ile los tribunales nacionales, en to- 
<i;.s la» cansas que son de su resorte, y que se hallan esfiecilicadas 
en los artículos i. 2 y 3 de la ley 48, es privativa y cxclnyentc. 
como lo establece el art. 12 de la misma ley, con las únicas ex- 
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eepcioncs (¡lie allí se consignan y en ninguna de las* cuales está 
comprendí lo el presente caso. 

Por e'Uv y ile conformidad con lo* arts. til", inc. 12 de la 
ley 1893 y 3. inc. 2 de la jurisdicción, y la jurisprudencia de V. E. 
respecto de delitos cometidos en las islas argentinas (tomo 
35, pag. 364 y tomo 59. pág pido se declare que el cono- 

ciuiiento de esta causa corresponde al señor jncr federal de la 
capital. 

Luis H. Molina. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucnoi Airt». Aromo 14 de Í9M. 

Vistos; 

La contienda de comiietencia suscitada' entre el señor* juez 
federal fie f.sta capital. Dr. Rodríguez l^arrcta y el del crimen 
de l*a Ha*a. Dr. Mambí. para conocer en la causa seguida con- 
V* el procesado Felipe R. Puebla, y 

Considerando : 

(Jue el delito de que se trata ha sido cometido en una de 
las islas del río Paraná, segím resulta de las diligencias practi- 
cadas á que se refieren los respectivos expedientes, que se tie- 
nen á la vista. 

Otie t-sle antecedente determina la comjictcncia de la jus- 
Uia nacional, dado que su jurisdicción es privativa y excluverite 
de los juzgados de provincia, con arreglo á lo dispuesto por la 
ley núm. 48. fie 14 de Septiembre de 1WV3. art. 3".. inciso 2 y 
m 12 y ;'t 'o establecido por esta Corte Suprema en casos aná- 
logos. 




Por vilo y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
I tocunder general, se declara que el conocimiento de esta causa 
corresponde ai señor juez federal de esta capital, á quien se re- 
mitirán los mitos, haciéndose saber |*>r oñcio esta resolución al 
señor juez del crimen de La Plata. 

A. Bermejo. -Octavio Bunoe.— 
Nicanor O. Díl Solar.— M. 
I\ Daract. - c. Movano 
CacitOa. 



CAIS.V LXTX 

Don Jittto y doña Luisa Martines y otros contra don Pedro ÍV- 
retti, f or ren indicación. 

Sumario : r. IVoecde el recurso extraorditiarin del articulo 14, 
ley número 48 contra una sentencia tmn!raría al derecho 
fundado en disjiosicinnes constitucionales y en el articulo 
4 " de la ley número 44. y que se pretende invalida una dis- 
imsición del índigo Civil. 

2. " La ley número 44 comprende á los tribunales fe- 
derales, y. ni en ella ni en el articulo 7 de la Cons- 
titución nacional, nada hay que limite el recniwcimieii- 
to de la eficacia de los procedimientos y sentencias pro- 
vinciales á los que funden exclusivamente en las leyes ó 
en instituciones locales; y los códigos mencionados en el 
artículo ííj, inciso 1 1 de la Constitución tienen ese carácter 
1*> r lo que hace á su interpretación y aplicación. 

3. " Xo se ajusta á estos preceptos constitucionales y loga- 
Ies la sentencia de 1111 tribunal federal que declara nula la 
autorización dada por otro local ;'i 1111 padre para disponer de 
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sus bienes que poseía en común con sus hijos menores, co- 
mo |>ertc]h:ciciiics á la sociedad conyugal <lc la cs|>osa fa- 
llecida, enajenando esos bienes como si fuera» propios. 

Coso: Lo cxpücan las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEÍ FEDERAL 

■ 

Córdoba, Miyo H de IflOT 

V vinios: 

Es! os autos seguidor |*iir ios señores Justo, Luisa. Matilde 
de, María y Sara .Martínez y !). Julio Vela ¡seo en representación 
de su hqa menor Gudelia María de Velazoo contra el señor Don 
T uiro l'crclii |»or reivindicación de los lotes «k **"!•,» números 
¿15. 21Ú, ]«7 y 247 >" toras C y I) del 237 y Lí UeJ 236 de la 
Coionia Juá-ez Celman situados en las |>cdanias Cruz Alta y 
ívspinillo de esta provincia y resulta : (Jnc á fs. ,25 se presenta el 
Dr. Carlos Castellanos cu representación de los señores Martínez 
y Velado exponiendo: que 1). líaldoinero Martínez contrajo 
matrimonio con doña 1 Mores Fiines el doce de Julio ile mil 
ochocientos cincuenta y cinco y de esa unión tuvieron cinco hi- 
tos: Dolore*. Justo. Luisa. Matilde. María y Sara, de los cuales 
f-iileció h primera dejando por heredera á (iudelia fie Yelazco; 
(pie el <euor Martínez en la e|>oea de su casamiento no contaba 
con más l>i»-*íes que una casa de comercio en el Rosario y que 
¿j acias ó su inteligente tra!>a ji> adquirí* 'i en poco liempo una for- 
tuna de co'Hderación ; que durante su matrimonio adquirió 
v einte y do.- leguas de terreno, quedando en esta provincia vein- 
te, equival* -lies á cincuenta y cuatro mil ciento sesenta y un hec- 
táreas seiscientos milésimos donde hoy se encuentra la Colonia 
Juárez Celman, tina quima en el Rosario, una casa en la capital de 
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ta República, varaos terrenos cu Montevideo y turas propiedades : 
«¿lié el doce de Abril ile mil ochocientos setenta y uno falleció 
mi csiHisa y no creyendo necesario iniciar el juicio suceM>rio T no 
!o ¿20 hasta biricmbrt de mil ocboeiciUm setenta y cuatro. éin>- 
<a en que el estado de fortuna de Martínez había cambiado y 
atravesado serias <lincu1tades Imaneieras, lo que le determinó á 
arbitiar recursos tratando de enajenar é hipotecar las propieda- 
,I?s de la wiedad conyugal, y encontrándose con las dificultades 
'provenientes de la falta de arrean testamentario de la cs|>osa. 
ocurrió á los tribunales de Unenos Aires pidiendo autorización 
p.-'a Hpo'eear la linca tjue |K»scía en aquella ciudad imr treinta 
t,íI |ieso<¡. con cargo de une dicha Mima se le adjudicaría en el 
juicio sucesorio de su esposa, que prometió iniciar en seguida : 
amoriia.jón le fué coi. cedí. !a con la nnlca iiiicrvenc¡ón del 
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imnisterto ili menores y agente fiscal, efectuándose la Inoneca y 
pi., moviendo Martínez c! juicio sucesorio: pe ajienas iniciailo 
eMe. se pronta nnevainenle manifestando que siendo su pasivo 
ííctiíal iguril ó menor al activo teMaincntario pedía declarase que 
.o tonta btehe^qite dividir ■■ufe él y sus hijos menores y qiíe 
se le autorizara á dis|K.iier libreiutnie de aquéllos para hacer 
fíente á la* n-cesidades ipic las circunstancias le im|ionian : que 
Ú juzgado o-denó de acuerdo con el stilicitante una compulsa de 
ios libros |,ara verificar el activo y pasivo: designó tasadores 
de las propiedades y convocó á juicio vcrtjal al interesado y mi- 
nisterio de menores, practicándose^ las tasaciones, que no fue- 
ran aproliad->< y la compulsa se realizó haciendo notar el actua- 
rio que lo? (tas eran meros apunte- qué carecían de formalida- 
des legak-s: que con tales antecedentes se realizó la junta y en 
ella, después de un cambio de ideas entre el señor Martínez y el 
asesor, se autorizó á aquél para disponer libremente de los bie- 
nes adijuiiidos durante el matrimonio: usó ¿orno si fueian pro- 
píos, con calidad fie dar cuenta de la inversión dé los valores pa- 
ra dejar perfectamente comprobada su inversión : que usando de 
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esa facultad, el señor ..lartiiiez enajenó en seguida Huios lo* 
Hi-iicv \\ adiendo el campo ante* mencionado al 1 Sanco Argentino 
eMatileei('n' entonces en Buenos Aires, por el precio de catorce 
mil [mísos fuertes, según escritura pública otorgada en esta ciu- 
dad el catorce de Febrero de mil ochocientos setenta y «jcIio por 
iirite el escribano señor Francisco Figueroa ; que de Ib qué pre- 
ces resulta q.ie sus porderdautes. á i>esar de conservar el dere- 
cho de pr tpkfiad que adquirieron en la mitad de lo* bienes ga- 
nanciales, 1-au perdido ta posesión que tenían en condominio 
con el s.-iVji Martínez ; que el campo, objeto de este juicio, era 
ganancia! > ti viudo no tiene parte alguna en los bienes que á 
tal ti luio corrcsjionden al otro cónyuge, en cuya mitad de ganan- 
ciales, los descendientes del cónyuge muerto entraron en ta po- 
tvitafí i'-e la l:erencia desile ta muerte del autor de la sucesión 
mu formalidad alguna ni intervención de los jueces; que" la 
vv.tía que el padre hizo del campo en cuestión que poseía en 
común con mis hijos menores, fué nula porque los bienes de los 
menores, lio pueden enajenarse sino en subasta pública con au- 
torización judicial y que ésta no sea dada sino en caso de ne- 
cesidad ó ventaja evidente y en el presente caso no se llenaron 
- esos requisaos, skjldo la venta del campo privada y no se in- 
tentó siquiera probar la ventaja de la enajenación en esa forma, 
no se aprubó la tasación y se vendió por un precio diez ve- 
ces menor que el que ésta lijo ; que la autorización para vender 
se pidió más de cuatro aíios después de la muerte de la esposa 
acordándose sin llenar las formalidades expresadas y sin pro- 
ceder á la liquidación ó división de la sucesión de aquella: que 
el derecho de reivindicación corresponde ;t cada uno de los que 
tienen jarle indivisa en la casa común y la reivindicación puede 
dirigirse, comra el ]>oseedor actual aun cuando sea de buena fe. 
v en el pres» ule caso del* suponerse que el in-upantc carece de 
buena fe ; íttii á mérito de lo expuesto pide, que teniéndose por 
deducida contra el señor IVretti se le condene en definitiva á 
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sustituir á Ira pordendantes la pane indivisa de los tutes de te- 
rreno indicados con tos frutos percibidos y los que por negli- 
gencia nutriere dejado de percibir en las parte* que á ellos co- 
rresponde. Con costas. Qtie acreditado et fuero y admitida ta 
demanda, se corrió traslado al demandado, ct que lo evacúa por ' 
intermedio de sti apodcratio señor Daniel Tissera á fs. 53 ex- 
poniendo : víue ta acción deducida contra su instituyeme careen 
de todo f une ¡amento legal por ser contraría á los más elementa- 
les principios de derecho público, jiorquc el inmueble que se pre- 
tende reivindicar volvió al dominio público por la expropiación 
que de él se hito al concurso del I Sanco Argentino, extinguién- 
dose por etto derecho real de los (articulares sobre aquel, cuya 
expropiación <e autorizó por lev de esta provincia de feclia tres 
de Agosto de mil ochocientos ochenta y dos con el fin de formar 
una cotonía y mi pueblo cuya ley corre en ei tomo y, pag, 92 de la 
compilación de leyes de la provincia ; que todas las disposiciones 
legales citadas de contrario, reglan el régimen de la sociedad 
conyugal > otras que se refieren á la garantía con que proteje 
los intereses de menores huérfanos confiados al cuida«lo de tu- 
tores, pero que olvida eí viejo aiorismo que in furnia las heren- 
cias: milla cst hoerettihis ttúi t.U'dnvtto horre alieno ; que en nin- " 
guna parte en sagra la ley disposición alguna «pie trabe al padre, 
la libre administración de los bienes de la sociedad conyugal 
con excepei 1. de los propios de la esposa, que sólo puede ena- 
jenar con el disentimiento de ella : que ello no obstante, se pi- 
dió y obtuvo autorización judicial para vender los bienes y lla- 
gar las demias ; que la* ilisrmsicioncs de la ley que rigen la tu- 
tela son inaplicables á !a patria potestad porque son institucio- 
nes substaiit-ialuienic distintas; que el padre gobierna la perso- 
na y bienes de los hijos por derecho de naturaleza y ei tutor por 
designación ó confirmación dei juez. 110 pudtendo confundirse 
la situación de los tutores y de los menores emanci|iados. que 
sólo pueden hacer lo que la ley les permite, con la del padre 
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que tiene amplias facultades ! in niá« restricciones que las expre- 
samente impuestas por la lev; <|uc es condición indispensable 
I ara di-ducii la acci-m reivindicatoría haber tenido h posesión 
riel mimicUe que se reivindica y según lo estalilece la ley cuan- 
tío aquel se encuentra fuera <le la provincia donde ocurrió el 
fallecimiento del can-ante, debe solicitarse la posesión del juez 
dél territorio donde el inmueble está situado, lo que no se ha 
hecho en el caso en cuestión y que mientras no se cumpla con 
esa dÍs|>osicióii legal, tos llamados herederos de la señora de 
Martínez, no |iiiedcn dt;!t»cii acciones sobre bienes pretendidos 
de aquella. :ñ tampoco lo pueden como he reí Utos de aquella y 
del señor ^lartínez, porque en ese doble carácter tendrían que 
responder a la cvicción. !o que les harta pasiMcs de la excepción 
de dolo; que á mérito de lo expuesto pide se rechace la deman- 
da con CSp«tal condenación en epatas; que recibido el juicio á 
prueba se produce la corriente en autos y en la oportunidad del 
art. >77 del C oligo ile Procedimientos se presentan los alegatos 
de & 105 y 135. oponiendo en el suyo el demandado la ex- 
cepción de piescripdón llamándose los auto* |>ara sentencia, y 

Consi-i'-'aiidi»; 

Primero; Que ta demanda ha afirmado, como hecho capi- 
tal, que el señor llaldnmero Martínez, al contraer matrimonio 
con la señora (Mures l'úiies el doce i'e jimio de mil ocliocietitos 
cincuenta y cinco, no contala con iná* bienes que una casa de 
comen íp en el Rosario, adquiriendo durcmtc aquella unión, al- 
gunos otros, entre ellos, un umneble ubicado dentro de esta 
provincia. <:on Mi|H.rficic d~¿ cincmnla > cuan-o mi' ciento sesenta 
y una hectáreas;, scisciento- milésimos, en el que hoy se encuen- 
tra ubicada U "Colonia Juárez Cebvan". Tal hecho ih> se ha ne- 
gado |K>r el demandado y por ío mismo detie tenerse por cierto 
y averiguado y á que el actor (telie probar Un sólo aquellos que 
le hayan sidi desconocidos (art, 80 del C. de l*. C.) 
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Segundo, Que el carácter de heredera de i¿- señora Dolo- 
res Fíines invocado |>or los aetores. como el fallecimiento d. 1 
aquella, no sólo no se les ha desconocido, sino que también re- 
mita plenamente demostrado con el documento n'mlico corrien- 
te de fs. u> i 2$. 

Tercero: Ouc no hay nada en los autos que autorice á con- 
cluir que el inmueble relacionado en el considerando primero y 
del que forma parte la superficie reivindicada, haya pertenecido 
eri exclusivo dominio á alguno de los cónyuges del matrimonio 
disuelto por la muerte de la es|tosa y por tal motivo, debe con- 
cluirse qué fué ganancial de la sociedad conyugal |>asando á los 
reivindicantes, el derecho que eu el correspondía al cónyuge 
muerto artículos 1305. 1036 y $610 del C. Civil 1 viniendo así á 
pertenecer aquel al señor Martínez en común con sus hijos me- 
nores (art. ijt4«f del C.C. ). 

Cuarto: One ambas partes están de acuerdo en el hecho 
que ese inmueble fué vendido |Mir el señor Martínez al I Saneo 
Argentino, constando, además, de los documentos corrientes en 
autos á fs. 96 y 65 que el gobierno de esta provincia lo ex- 
propio al concurso de ese líanco en virtud «le la ley de la mis- 
ma fecha tres de Agosto de mil ochocientos ochenta y dos 
y posteriormente por diversas transferencias ha llegado al do- 
minio del demandado. 

Quinto: Que está demostrado en autos con los documentos 
públicos que en copia instruye la demanda, que con fecha seis 
de Julio de mil ochocientos setenta y cinco, previa investigación 
y constatación de la urgente necesidad de disponer de los bienes 
de la sociedad conyugal y avaluación judicial, el señor Martínez 
fué autorizado, con consentimiento del ministerio de menores, 
por juez competente, fiara disponer de ellos como si fueran pro- 
pios, con cargo de dar cuenta. 

Sexto : One este juzgado 110 puede, como lo pretende la de- 
manda, pronunciarse sobre validez ó nulidad de esa autorización, 
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por carecer tte facultades i>ara ello, en razón de que la justicia , 
federal no puede revet los aulos 6 resolttcioti.es de la justicia or- 
dinaria, á no tratarse tle los casos enumerados un el art. 14 de 
la ley num. 48, según es de constante jurisprudencia. 

Séptimo: One la ley permite á los padres vender los inmue- 
bles de los hijos trajo su potestad sin más requisito previo, que 
la autorización del juez del domicilio; asi lo dispone el Códi- 
go Civil en su ar», 331, 110 hablándose en esa disposición del re- 
mate público, sino incidcntalmcntc, el prohibir á los {ladres com- 
prar los bienes muebles ó inmuebles de sus lujos bajo patria l*> 
tcstad en remate público, Kn ninguna de las disi>osiciones se ha 
establecido míe la venta que los padres hagan de los bienes de 
Mts hijos menores ha de ser en pública sulasta. á diferencia de 
lo i|ue se estatuye resjjecio de los de aquellos i>erteueeíenU , 3 á 
menores bajo Hítela ó emancipados (arts. 475 y 136 del C. C.) 
KI mismo código en su art. 333 declara nula la venta hecha por 
el padre en conl ra vención á los artículos 331 y 33 2 que establecen 
las condiciones que deben llenarse fiara la validez de la venta 
de los bienes de míe se trata : une declarar la nulidad de ella por 
omisión ile una formalidad no exigida por la ley. seria crear 
una causa de nulidad fuera de la ley, invadiendo el poder judi- 
cial atribuciones propias del legislador (art. 10 y t del C. C.J 

Octavo: Oue habiéndose llenado las formalidades estableci- 
das por la ley como requi sitos indispensables (tara la transferen- 
cia ile bienes de menores bajo pal ría potestad en la venta de <|iie 
la cosa reivindicada hizo el señor Martínez al 1 Janeo Argentino, 
este adquirió el dominio de él extinguiéndose el de los vendedo- 
res, ijiúeiies |x»r lo mismo carecen de acción para reivindicar, 
ponpic la reivindicatoría es acción que prole je el dominio y jwr 
ello se dá solo al propietario </e cosas particulares que ha per- 
dido la posesión de ellos; y porque como vendedores, están ellos 
mismos obligados a la eviectón (arls. 2'*)2 y 210,3 y coneortlan- 
tes del C. C.) 
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Noveno: Que aun en Ta hipótesis ile que. por la venta que 
«el inmueble hizo el señor Martínez al 1 lauco Argentino, éste no 
hubiera adquirido el dominio, los actores carecen (le derecho lia- 
ra entablar la acción reivindicado? a. En el caso ocurrente, los 
reivindicantes herederos de la señora Dolores Funes, lian com- 
probadü que se les declaró en tal carácter |n>r juez competente; 
pero ese hecho no bastó para dar derecho, para deducir aquella, 
en razón de estar situado el inmueble que >e reivindica fuera de 
la provincia en que ocurrió el fallecimiento de su cansante y de 
no halier demostrado que el juez de la situación de ésie les dió 
Ta ijoscsic'm. En efecíp, es regla general establéenla |»or el Có- 
digo Civil en su artículo ^444. que cuando la sucesión tiene lugar 
entre ascendientes y descendientes, el heredero entra cu pose- 
sión de la herencia desde el día de la muerte del autnr de la 
sucesión sin ninguna formalidad ó intervención de los jueces; 
jKrro el mismo código en el art. siguiente, el 3445. dispone que 
si el autor de la sucesión hubiere fallecido y sus herederos \M- 
t irnos itcsMttiicntcs ó astcndiciitcs, estuvieren fuera de la Ke- 
piibliea ó provincia, donde se hallaren los bienes para lomar ellos 
la posesión de la herencia deben pedirla al juez del territorio. 
Como se ve. nuestra ley. después de sentar la regla general en el 
primero de los anicnlos citados que rige el caso en que los bie- 
nes se encomiaren en la jurisdicción del juez de la sección, con- 
sagra en el segundo, regla diversa para aquel en que los bienes 
estuvieran fuera de esa jurisdicción, colocando en el segundo al 
heredero directo, en la obligación fie gestionar ante el juez com- 
petente la posesión de la herencia. Los reivindicantes no han 
demostrado que la |Kisesión del inmueble que motiva esta fifis. 
jes haya sitio otorgada ¡xir el juez competente, fiero ni siquiera 
que ellos de cualquier modo la hayan obtenido, ya que, como 
queda establecido en este caso, no puede invocarse la regla del 
«rt. 3444 y entonces no tienen acción de acuerdo con los prin- 
cipios que informan los arts. 3448 y 3451 del C. C 
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Décimo : Que si á lo que queda expuesto se agrega que el 
inmueble reivindicado fué en mayor extensión expropiado por 
ei gobierno ile la provincia en virtud de la ley de su legislación 
para destinarlo á la colonización, resulta evidente la falta de 
derecho de los actores |*ara reivindicar, Ku efecto consta de 
autos, que el gobierno de esta provincia, en virtud de ley citada, 
expropió el inmueble al concurso del (¡anco Argentino abonán- 
dole el precio cor res|K>ui Mente, con lo (|iie se extinguió el dere- 
cho de los particulares á reivindicar por haberse extinguido el 
dominio de ellos sobre aquel I ari. 2044 del C. C.) 

Undécimo: IJue si es verdad que los reivindicantes arguyen 
de unta é inconstitucional !a ley de la referencia, ella es per- 
fectamente constitucional y válida porque la legislatura de la 
provincia al dictarla ha usado de la facultad exclusiva de califi- 
car ¡a utilidad pública que le emitiere la Constitución Provin- 
cial en 511 arl. 83. inciso 21 concordante con el art, 17. inciso 2." 
de la nacuma' y la constitucional idad de tales leyes no puede ser 
discutida ante los minútalo según l<> ha declarado la Suprema 
Corte en sus fallos de los tomos 4. 1 *. pág. 311 y 6". pág. 67, El 
fallo del uiímuo tribunal que citan los reivindicantes en a|>oyo 
de <us pretensiones decidió una especie muy diversa á la pre- 
sente porque cu aquella la ley misma que establecía el ancho 
que debía tener la ..venida que la motivó autorízala la expro- 
piación del espacio ocupado |>or la referida vía. más no en lo 
relativo á los demás terrenos adyacentes, mientras que la ley de 
la provincia ha declarado de utilidad pública el torio riel inmue- 
ble con destino á la colonización, estableciendo que los concesio- 
narios fundarían una colonia eri el punto más adecuado del te- 
rreno que 110 constaría fie menos de cuatrocientas concesiones fie 
veinte cuadra» cada una. de donde se deduce «pie esta cantidad 
se lijaba como mínimum á aquéllos, y en tal caso la misma Su- 
prema Corte en el fallo corriente en el tninory. pág, 219, ha decla- 
rado que es constitucional la ley |x>r la que el poder legislativo 
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de una povincta autoriza la expropiación de terrenos jwr causa 
itc utilidad pública por él. calibeada y con cargo tic indemniza- 
ción previa y cuando el todo del terreno de cuya expropiación 
se trata, está, según la ley. destinado á la obra tic utilidad pú- 
blica, diciendo en uno de sus considerandos.* "Que el terreno de 
cuya expropiación se trata esta, según la ley de referencia. ínte- 
gramente destinado á la sanción legislativa, lo <juc marca tina 
diferencia substancial entre este caso y el resuelto -por esta Su- 
prema Corte juzgando la ley del 31 de Octubre de mil ochocien- 
tos ochenta y cuatro sobre ta avenida tic Mayo y lo coloca den- 
tro de las reglas tjitc legitiman la expropiación >etuada por este 
tribuna! en las causas mencionadas'*. 

Duodécimo : Que careciendo de acción los actores, como 1 pie- 
da establecido, es de todo ponto inútil resolver la excepción de 
prescripción opuesta por el demandado. I'or tales eonsideracio- 
nes resuelvo rechazar la demanda, absolviendo de ella al deman- 
dado, sin especial condenación en costas por no encontrar mérito 
l>ara imponerlas. Hágase saber, previa reposición, trancríbase y 
oportunamente archívese. 

Roberto J. Días. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Cu «loba. AíosIo 22 de 1007 

Vistos en el recurso de ablación interpuesto por el Dr. 
Carlos Castellanos, en representación de los herederos de la 
señora Dolores Fúncs de Martínez, contra la sentencia de fe- 
cha 14 de Mayo último, corriente á fs. 144, dictado por el señor 
juez federal de esta sección, en el juicio reivindicatorío seguido 
por aquel los contra el señor Pedro l'erettij y 
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Considerando: 

1, '" (Jue el demandado no ha fl^^ojadb ninguno de los he- 
chos afirmados cu la demanda, y bien puede ser tenido por con- 
feso tn ellos, eoniik acertadamente lo hace el señor juez a (/na, 
ríe acuerdo con el articulo 8o C. de 1'.; aliarte de que los ex- 
tremos fundamentales de la acción sub judiee están bien com- 
probados con los documentas producidos en autos á (jue también 
se hace referencia en la sentencia arlada. 

2. " (Jue la autorización que aparecí- lial»er sido dada por el 
juez ile i lítenos Aires, á don Baldomcro Martines:, para dispo- 
ner de los bienes que poseía en común con sus hijos menores, 
como pertt nceicnte á la sociedad conyugal .te la esposa de aquél, 
;juc había fallecido, enajenando esos bienes como si fueran pro- 
pios, entre los cuales bienes se comprendía el campo que es «ib- 
jeto de la acción reivindicatoría deducida por los actores, es ab- 
solutamente nula, como inexistente con relación á los menores 
iie quienes se trataba, tanto porque tratándose de resolver re- 
laciones jurídicas eiiire el padre y tos hijos que estaban bajo su 
poder, era. en primer lugar. hulisi>eiisab|e une esos hijos hubieran 
estado representados por un tutor especial, |>ara transigir so- 
bre intereses encontrados entre los hijos y el padre que p0t tal 
circunstancia se encontraba inhibido para representar á aque- 
llos a quienes debía darse indispensablemente un tutor especial, 
de acuerdo con el artículo 307. int\ 1", C C: y. en segundo lu- 
gar, aun cuando hubiese intervenido tal representación, el con- 
trato en virtud del cual tos menores aparecían renunciando á to- 
dos los bienes de su herencia inatenta en favor de su paire, se- 
ría siempre absolutamente nulo, como violatorio de la prohibi- 
eión establecida por el articulo 207 del mismo código. Nada im- 
|jorta. de consiguiente, que la justicia federal no pueda rever 
los fallos de la de la provincia sino en los casos oel artículo 14 
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ck la ley numero 48. porque átjuí no se trata dé ningún fallo dic- 
tado contra los ex menores que ahora reivindican, pues t?»*»s 
no fueron |x»rie en las diligencias judiciales en que se resolvió 
privarlos de su derecho de propiedad en los bienes heredados de 
su difunta madre, de suerte (|UC esa resolución puede tenerse por 
110 sucedida respecto á dios, cuyos derechos se encuentran am- 
parados |x»r el principia: "res Ínter áttibs jmtieota. alins juv 
noeeres me prinicssc f»olcst". 

3." Que la posesión hereditaria de que hablan el articulo 
3410 y siguientes C. C. es enteramente independíente cié la su- 
cesión, como quiera que aquella no es más tj „e la investidura le- 
gal de la personería del hereden, para el ejercicio de los derechos 
activos y pasivos de la herencia; 

Esta es la saisinc hereditaria del código f rancié que. eu 
sti art. j¿.\ declara á los herederos legttínios es .^¡r. 
sesitmadi* de |>leno derecho, de los derechos y acciones del di- 
funto. "El hereden» puede inmediatamente después di- la agr- 
iura de la sucesión y sin ninguna formalidad ó intervención de 
la justicia, ni di- un tercero, ponerse, por su propia antoridarl. en 
IKwesióii de los tones: ó más bien la ley inisnia de pleno derecho, 
y aun cuando él ignorase la apertura de la sucesión y su voca- 
ción hereditaria, le inviste h fu redtui: ella 110 le invita á venir 

á ella, á »nirar en ella ad... iré; ella hace más aun?, ella 

le transitoria allí y le colína en medio mismo de | a sucesión, ilh- 
molnmlie. lomo 13, núm. "Kilos adquieren la T h»scsíóii. co- 

mo la propiedad ele pleno drrceho. sin manifestación de vi Jun- 
tad, sin aprehensiú» tic twcfw. |Mtr d poder «le la ley." I.aimnt. 
tomo <y. núm. 210,. 

U p^tán (jui- el ; -t. 7*4 acuerda á los heredero* legíti- 
mos, puede entonces ser definida : la investidura legal y de pleno 
deavlio da la posesión de los bienes hereditarios en favor del 
hereden». El hereden, es de derecho |ioseedor «le todas 1a> cosas 
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que poseía d difunto, aun antes de halwr resucito aceptar, (La- 
cantinerie. 'I Je las sucesiones", tomo i", nítm. iftj). 

Conforme con estos principios, nuestro código en su artículo 
34 1^ establece que: "Kl heredero sucede no sólo en la propiedad 
sino también en la pose&ión riel difunto. 1.a posesión que éste te- 
nia se le transfiere con todas sus ventajas y sus vicios. El here- 
dero puede ejercer las acciones posesorias del difunto, trun antes 
de haber tomad» de hecho posesión de los objetas hereditarios.." 

Y el artículo 3420 dice: que "Kl heredero aunque fuera inca- 
l»az ó ignoróse t fne iu herencia se le ha deferido, es sin emlurgo, 
propietario de día desde la muerte riel autor de la sucesión". 

Si e¡ iieiedcn» puede ejercer las acciones poses* irías que 
competían al amor, sin hab»r tomado de Mechct posesión de los 
bienes hereditarios, y si entra á ser propietario de los hienes de 
la herencia aunque ignoré su admira, fes evidente que la pose- 
sión de )a herencia que la riá la lev por si misma f arl. 3410), ó 
que debe dar ii juez en el cas») del art. 3412 (ambos tienen los 
mÍMiios efectos jurídicos según el art. 3415), 110 es una jkisc- 
sióu mat.-rial de los bienes, sino la investidura legal de la perso- 
nería riel autor, cuya persona continúa en la riel heredero, según 
los propio- términos riel art. |¡¡ j- 

¿svntaria esia conclusión uhl- es verdaderamente incontrover- 
tible en presencia fie los artículos que acallan de citarse, es for- 
zoso reconocer que. el articulo 341 1 C. C. tal como aparece re- 
dactado, adolece de una incongruencia manifiesta, al establecer 
(pie los descendientes ó ascendientes, que se hallaren fuera «le la 
líepñblica. ó de la provincia donde estén ios hienes. para tomar 
posesión de la tierencia. necesitan iieriirla al juez riel territorio. 

Desde, que. como hemos visto, la posesión hereditaria es 
independíeme de los hiene-' que combinen la herencia, nunca se 
PU«de lenci en cuenta la situación rie estos j»ara establecer la 
jurisdicción ante la cual se ha de pedir la posesión de Ja herencia; 
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jurisdicción que está claramente determinada |»or el mismo Có- 
digo, articulo 3383 y su nota. 

lís indudable pues, que el articulo se resiente del error indi- 
cado y que es preciso interpretarlo de modo que resulte en armo- 
nía con todos los demás del titulo á que corresponde. Kl error se 
manifiesta desde el principio, en !a redacción del articulo cuando 

dice: "Si el autor de la sucesión hubiese fallecido " Aquí es 

claro que ha quedado trunco el pensamiento del legislador, por- 
que basta hablar de sucesión para que se entienda que se trata 
sobre la Lase de la muerte del autor, sin la cual no hay sucesión, 
luego, no puede haber aducido el simple fallecimiento como con- 
dición de la disposición del articulo sino que por yerro de im- 
prenta quizá, se suprimió el lugar del fallecimiento que el articu- 
1u suponía y que era seguramente la Kefriiblieu. y luego cuando 
supone que les hereden* estuviesen fuera de ella, ó fuera de la 
provincia donde se hallen tus bienes, es seguro que el mismo 
error ha hecho introducir esta cláusula de los bienes que nada 
tienen que hacer en la sucesión hereditaria, según el mismo có- 
digo, sustituyéndola á la que en verdad correspondía al proj He- 
sito del legislador, que era ihida esta : "donde se haya abierto 
ta sucesión". 

Así interpretada la dispi lición, encuadra |>eríectainente den- 
tro del sistema del código respecto á la posesión hereditaria; sis- 
tema que caería ]>or tierra, tomando á la letra aquel articulo del 
f|iie resultaría, en primer lugar, que el heredero, aunque hubiese 
entrado en posesión de la herencia ¡pso jure, necesitaría acudir 
á los resjiectivos jueces, de la diversa situación de los bienes, 
para ejercer sus derechos de poseedor y propietario de ellos. 

Klltoiices no sería cierto |<i que el mismo código declara, que 
el heredero continúa jurídicamente la persona del autor, y que es 
propietario y poseedor de todos los bienes de que éste lo era, sin 
ninguna solución de continuidad; á menos que se diga, que aun- 
que un hombre sea legitimo propietario y poseedor de uno de 
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su> bienes en una provincia respeto de los bienes que |mj severa 
en otra, no puede ejercer sus derechos sin el permiso ó exequátur 
del juez «leí territorio donde tales bienes estuviesen situados, lo 
que chocaría contra el principio constitucional de la unidad de 
la legislación civil en ta nación, 

l'or otra parte tomado ;V la letra el articulo tute estudiamos, 
resultaría que los herederos má* inmediatos y privilegiados se- 
gún el misTuo código, que entran en |>osesión «le la herencia 
ipso ¡tire, quedarían en peor condición que los otros herederos 
fjite necesitan de la 'Hjsesión judicial de la herencia, porque á 
e^los en ninguna parte les impone la necesidad de acudir á todos 
los jueces de la respectiva situación de los bienes para ejercer 
mis derechos sobre ellos, pues á esos los artículos 3412 y 3413 
no les imjioncn otro requisito míe pedir :i los jueces (sin deter- 
minar á qué jueces, |>orquc eso ya está establecido que ha de ser 
al juez de la sucesión según el articulo 328,} citado) la posesión 
de la herencia, ó sea 'a investidura legal como continuadores- de 
la personalidad jurídica del autor. Por tin. la Suprema Guie, en 
el falto del lomo 17, pág. 298. establece, con la Constitución en 
Mi articulo 7." y ley de 20 de Agosto de 1H03. que la posesión he- 
1 editaría conferida en una provincia, pmduce los mismos efectos 
jurídicos en tillas las demás, y. que el arl. 341 1 C. C "no debe 
entenderse de modo que dé tugar á que siempre que los bienes 
que componen una sucesión se hallen diseminados en diferentes 
lúgaus. soa 'íeccspuo abrir taiit)i:< sucesiones, ¡ndej.emlientes las 
unas de las otras, cuanto sean los puntos en que se halle alguna 
parte de esos bienes, porque este es un gravísimo inconveniente 
que el mismo código lia querido evitar, adoptando la doctrina de 
los artículos 5 y f>, titulo de ias sucesiones, como se ve |»or las 
notas que la ilustran ; y en Unios los fosos fas disposiciones csf>e~ 
nales lie un código, no pueden Prevalecer sobre fas leyes ¡/enera- 
Ies de un carácter político y constitucional. 

Con esta última declaración de la Suprema Corte, queda 
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concluida toda cuestión, y hay forzosamente que decir : 6 que el 
ailículo 3411 debe tenerse por interpretado y explicado en los 
términos arriba expresadas ó que si ello 110 fuera posible, habría 
que declararlo inaplicable por repugnante ¡1 la Constitución. 

En virtud de lo expuesto, es innegable la pnx-edencia de la 
acción reivindicatoría deducida por los actores, una ve« t|iie con 
los documentos acompañado» en la demanda, de <|ue antes se ha 
hecho referencia, han comprobado halier obtenido la |toxesión de 
la sucesión cuyos derechos invocan en la ciudad de filíenos Aires. 

4* Que aunque es indudable que c! poder legislativo, tamo 
provincial, como nacional, tienen según nuestros principios cons- 
titucionales soberanía plena ]*ara decretar la expropiación |M>r 
causa de utiiiúad pública, y que. de consiguiente, su criterio |>ara 
la calificación de esta utilidad, no puede ser corregido |>or el 
poder judicial, de aquí no se sigue que ha>ta la sanción de una 
expropiación para el dueño á quien afecta, pierda su dominio |H>r 
efecto síilo de la ley ó del juicio de expropiación ,¡ se quiere, 
cuando este juicio y la indemnización que mediante él se hace, 
rio se ha seguido con el verdadero propietario. 

El artículo 17 de la Constitución nacional, después de men- 
tar el principio de la aliso! uta inviolabilidad de la propiedad, per- 
mite su expropiación por causa de utilidad pública, peni Iwjo la 
condición de que ella sea previamente indemnizada; y es claro, y 
evidente que lo que la Constitución prectptúa en .-ste artículo, es 
que la indemnización >ea hecha al dueño de la cosa. 

Lo que se opera en el caso de mía expropiación m 1 e> más 
que una venta que el propietario debe hacer obligado por la ley. 
que lo somete á esa necesidad jurídica, según los términos del 
articulo U24 C. C. que concordante con esta disposición, vn el 
articulo 25 1 1 establece, que nadie puede ser privado de su pro- 
piedad sino por causa de utilidad pública y pniia ¡tufonwfca- 
ción; y el 6210. que se pierde el dominio por mi trasmisión judi- 
cial en los casos de expropiación. 
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I„a circunstancia de que la venta sea forzosa, no puede des- 
naturalizar el acto jurídico <jue siempre tiene que estar regido por 
el principio elemental de que la venta y tradición deben ser he- 
chas por el verdadero dneño para que éste pierda su dominio. 
Por eso el artículo 2601 del mismo código establece: que para 
<|iic la tradición traslativa de la posesión haga adquirir el domi- 
nio de la cosa que se entrega, debe ser hecha por el propietario 
que tenga capacidad para enajenar. 

El Dr. Llenera sobre el artículo 2512 dice: "En la expro- 
piación jior causa de utilidad pública, la venta es bajo la condi- 
ción expresa de que el propietario sea previamente pagado de 
la cosa expropiada, y mientras que esto no se efectúe, no hay 
venta, y aunque la cosa pase al adquireiite puede ser reivindi- 
ca ley nacional de expropiación número 189 que fué adop- 
tada especialmente para esta provincia por la ley de fecha 30 de 
Junio de 1869, en su artículo 4*. declara: que la expropiación no 
se perfecciona mientras no haya sido entregado, ó judicialmente 
consignado el precio ó la indemnización y en el artículo 8." que : 
"terminado el juicio, el dueño está obligado á recibir lo que de él 
lesultc por toda indemnización; y hecho que sea, ó verificada la 
consignación, se declarará transferida ta propiedad. 

Entonces según la disposición terminante de estos artículos, 
mientras el dueño no sea pagado, ó sea consignado á mi favor 
el importe de la indemnización, Ja propiedad no se transfiere á 
favor del expropiante. 

A piimera vista pudiera pensarse que se opone á estas con- 
clusiones el artículo 14 de la misma ley, al establecer que nin- 
guna acción de tercero puede impedir la expropiación ni sus efec- 
ios ; y que los derechos del reclamante se considerarán transfe- 
ridos de la cosa á su precio ó á la indemnización, quedando 
aquella libre de todo gravamen, pero el texto de este articulo 
permite sin violencia alguna darle una inteligencia que lo ar- 
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moniza con los demás que acaban de citarse de la ley y con la 
garantía con-titueional mencionada, contra ta cual ninguna dis- 
posición legal puede prevalecer. Los términos del articulo mues- 
lían claramente que se refieren al caso tic que en el juicio de 
expropiación >e promuevan tercenas de dominio ó de otro dere- 
cho real cualquiera sobre la cosa que se trata de expropiar, y 
■jomo es natural, el lidiador trata de evitar que la expropiación 
sea interrumpida por eos tercerías estableciendo que los dere- 
chos de los reclamantes .'. terceristas se tengan por transferidos 
de la cosa á fe indemnización, en virtud de que quien iptiera que 
resulte dueño estará sometido á la ley que ha decretado la ex- 
propiación. 

lis eiértc que sí la reivindicación se dirigiese contra el go- 
bierno expr. piante, éste p-wlria repelerla o|H>niendo el derecho 
de retención que le a-istia sobre la cosa en virtud de la obligación 
que pésala sr-bre el reclamante, de someterse á la ley de expro- 
piación ; y es cierto también, que el sucesor del gobierno perse- 
guido por la misma acción, podría también detenerla con la mis- 
ma excepción, invocando los derechos de su causante, pero no 
habiendo el demandado, en este caso, deducido tal excepción. 
<lebe concluirse que no snrje de autos ningún obstáculo legal 
para la etica*. ia de ta acción sub judisf. 

j¿* Qut reconociéndose i*>r el demandante, que el campo 
que nata de reivindicar, fué vendido |»or «Ion Baldomcro Mar- 
tínez al 1 lauco Argentino el 14 de Febrero de 1878, resulta que 
á la fecha tic ta notificación de la demanda (4 de Mayo de 1906), 
habian transcurrido mucho más de 20 años, y, de consiguiente, 
se había completado con exceso el término necesario para la 
Inscripción invocada por el demandado en su alegato de bien 
probado, fundado en la posesión con justo titulo y buena fe. aun 
cuando sus propietarios hayan estado ausentes de la- provincia 
durante todo ese lapso de tiempo (art. 3909 C. O; pero sin 
embargo, esa prescripción no puede aplicarse respecto al derecho 
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de tres de los demandantes. doña Matilde María, doña fcara 
Martínez y doña María Gudelia Vvlazcu. respecto á quienes se 
comprueba por las partidas de fs, 19 vuedta, 66 y 68, que á la 
fecha cuatro de Mayo de 1906, en que se dió al demandado 
traslado de ta demanda, según ta diligencia de fs. 40 vuelta, no 
se liabia completado el término de los veinte años, por la sus- 
jiension de la prescripción durante su menor edad, que terminó 
tiara la primera el 19 de Junio de 18H6. y para la segunda el 19 
de F.iicro de i88y. siendo la tercera menor de edad aun á esta 
fecha; sin que haya podido correr el total de los veinte años 
para su madre l>ilores Martínez de Yelazco, que según la |iar- 
tida de Fs. 19. aparece haber fallecido el 1 1 de Diciembre de 1893. 

6." Que según consta de la partida de defunción de fs. 21 
suelta, doña Dolores Funes de Martínez tenía su domicilio en 
la ciudad de líuenos Aires y su esposo don llaUlomero Martinez 
era también vecino de esa ciudad, según lo comprucltah las ac- 
tuaciones de fs. 4 y siguientes lo que basta para establecer que 
ese era tambicn el domicilio de sus hijos menores, y 110 Habién- 
dose comprobado de contrario que estos hayan cambiado de do- 
micilio hasta ahora, debe tenérseles por ausentes de la provincia, 
de acuerdo ce n la doctrina que en un caso en que intervenían los 
mismos demandantes, por una cuestión sobre parte dd misino 
campo que hoy litigan, estableció la Suprema Corte en el fallo 
del tomo 01. página 401. 

Por estas consideraciones, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada en cuanto absuelve de la demanda ]>or la parte 
que correspondía en el cami» reivindicado á don Justo y doña 
Luisa Martínez, y se la revoca en cuanto se refiere á los demás 
demandantes doña Matilde María, doña Sara Mrtinez y doña 
María Gudclia V'elareo, condenándose en consecuencia al de- 
mandado á reconocer el derecho de condominio de estas tres, 
fior una quinta parte en favor de cada una de ellas en el 
campo que se determina en la demanda como perteneciente á 
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U sucesión fie doña Dolores Funes de Martínez, con la obli- 
gación de | Migarles en la misma proporción los frutos perci- 
bidos ó que hubiere debido percibir desde el día en que se le 
j, orificó la demanda, sin especial condenación en costas en 
cuanto correspondan á las parles en cuyo favo¡ se reserva el 
lado de primera instancia. 

Hágase saber, transcríbase y devuélvase, reponiéndose los 
sellos. 

P. Julio Rodrigues. — Ne- 
mesio González en disiden- 
cia—Simón ,S\ Aliaga. 



DISIDENCIA 

V considerando: 

Que el auto en virtud del cual el jnex de primera instancia 
en lo civil de la cuidad de Unenos Aires, doctor Ualbin, autorizó 
á don Italdomero Martínez para disponer de los bienes habidos 
por éste durante su matrimonio con doña Dolores Funes, es 
una resolución dictada en el juicio sucesorio de ésta por juez 
competente, quien previa una tramitación tendiente a demostrar 
la insolvencia de la sociedad conyugal y la urgente necesidad 
de que el espose» snpérstite pudiera disponer de aquellos bienes 
para atender el pago de los créditos y salvar, si era posible, una 
dificilísima situación comercial en beneficio de la sucesión, dió 
jjor comprobada esa necesidad y autorizó al señor Martínez 
para disponer de sus bienes con la plena libertad que las circuns- 
tancias exigían, como si fueran propios, es decir, en la forma 
íjue conceptuara conveniente: pero con cargo de dar cuenta y 
comproliar perfectamente su inversión. 

Que el hecho de que en la referida autorización se haya 
expresado que el juez aprobaba un convenio celebrado entre 
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el señor Martínez y el defensor ile menores no cambia la 
naturaleza del acto judicial desde <|uc el concederla era la 
facultad privativa del juez y no materia de transacción, por 
lo que el verdadero sentido del acta de f. 157 vuelta, en la 
que corre dicha autorización, es que el juez la acuerda, atendida 
las razones expuestas, "as explicaciones dadas por el señor Mar- 
tínez y el defensor de menores y la renuncia que el primero 
hizo en favor de sus hijos, á reclamar de la sucesión de su 
CspOSa el capital que introdujo al matrimonio. 

3". (¿iie siendo esto asi, la autorización concedida ;í Mar- 
tínez con intervención de! ministerio de menores, nara disponer 
«le los bienes de la sociedad conyugal en la forma que con- 
ceptuara más conveniente, á fin de pagar las deudas de la 
misma, 110 adolece de nulidad por el hecho de no haber estado 
los hijos menores de aquel señor representados en el juicio 
por un tutor especial, porque á los efectos de dicha autoriza - 
cíin bastaba la representación del jiadrc y el defensor de me- 
nores, una vez que ella tenia por objeto salvar intereses comu- 
nes al señor Martínez y á sus hijos y 110 contradictorios. 

4" Que habiendo sido pule U.s demandantes en los pro- 
cedimientos seguidos en el juicio sucesorio de doña Dolores 
Funes, que dieron por resultado la autorización, cu virtud de la 
cual ei señor Martines vendió al líanco Argentino la exten- 
sión de tierras dentro de las que e- ta comprendido el inmueble 
objeto ríe la presente reivindicación, es indudable que la jus- 
ticia federal 110 puede declarar la nulidad de aquellos procedi- 
mientos ni la injusticia de la resolución míe en su virtud se dictó 
jMir un tribunal de provincia, cuyas decisiones no le es dado 
ie ver sin mengua de la autonomía de los estados federales, fuera 
de los caso* del articulo 14 de la ley nacional número 48. como 
acertadamente lo resuelve el juez a quo en la sentencia apelada 
y lo ha establéenlo la uniforme jurisprudencia de la suprema 
corte en repetidos casos, entre otros, los que se registran en los 
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tomos 5 fl ., pág, 5y. y 17, pág. 301, de sus fallos, de lo que se 
sigue <|iie la automación acordada al señor Martínez para di*- 
r oner de los bienes de la sociedad conyugal, á los efectes de su 
liquidación, debe tenerse ¡>or válida desde qi|e los actos y pro- 
cedimientos judiciales de cada provincia revestidos de formas 
'(.gales como el de que se trata, hacen fé y surten sus efectos 
cu todo el territorio de la república (art. 7". C. X.) 

5*. Q\k datlas las anteriores consideraciones, ta venta 
hecha por don Baldomcro Martínez al Manco Argentino, eii 
virtud fie la referida autorización, es válida, y en consecuencia, 
los demandantes no son actualmente propietarios de los derechos 
que reivindican. 

6". (Juc aun cuando se suponga que el titulo del Uanco 
Argentino sea nulo, la acción reiviudicadora entablada seria 
inipriy ";..enK-. porque el terreno en cuestión fué expropiado en 
virtud de una ley de la provincia de Córdoba, con objeto 
de formar allí una colonia y un pueblo, y !a expropiación tiene 
|trir efecto necesario que desaparezca el derecho real de domi- 
nio que los particulares tienen sohrc las cosas que son nbjeto 
de ella y trasladarlo á su precio, como lo establece la ley de 
expropiación de dicha provincia, y se deduce de la naturaleza 
misma de la potestad de expropiar [>or causa de utilidad pública, 
que tanto la constitución nacional como la provincial reconocen 
al estado, ti\ ar*, 14 de la citada ley establece terminantemente 
que "ninguna acción de tercero podrá impedir la expropiación 
mi jiij efectos" considerándose el derecho del reclamante "trans- 
ferido de la co.«a á su precio" ó á la indemnización, quedando 
aquella libre de todo gravamen ", de modo que según los pro- 
pios términos de esta disposición, la regla contenida en su se- 
gunda parte se aplica no tan solí) al poseedor ú titula de dueño 
al tiempo de la expropiación, con el cual forzosamente debe ésta 
entenderse, aun cuando haya un tercero que pretenda mejor 
derecho sobre la cosa á expropiarse, sino que también debe apli- 
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cape á los terceros que pusu-rionneute á la expropian alegan 
vá m¿¿0* dereeluv pnniue ellos no pueden tonteo ¡"i^r ^ 
efuctoá de la cx| ropiaeión. claramente definidos en el articulo 
4gj st- estudia una vez que ella está confinada, y la razón que 
el k^larfor ha tenido cñ cuema |Kira estatuirlo asi. es obvia, ya 
<t M e si 1 a querido que la aectím del gobierno en pro de! ínteres 
cbttiüfl no sea traída en el momento iuis.no que se tramita la 
expropiación, por terceros que pretendan derechos en la cosa 
á expropiara. Sónicamente debe concluirse que no ha i»odido per- 
mitir qtic esa acción >ca destruida en sus efectos por reclama- 
ciones de la misma ind-lc. una vez realizada la expropiación. 

f. (Jne el art. 14 de la ley de expropiación, asi interpre- 
tada, no está en contradicción con las disposiciones de ta cons- 
titución nacional v del código civil que garantizan la propiedad, 
ni puede argíiir>e que en virtud de e«as dicciones, mientras 
ti veidadero propietario no sea indemnizado, no pierde el do- 
mill : de :-i cosí' e*pn piada y pur b '™">. puede reivindicarla, 
porqué tal doctrina no está de acuerdo con los principios de 
derecho público, por Las cuales debe resolverse esta cuestión. 
Es in precepto inconcuso tic uucstro derecho eonstitítcional que 
cuando la carta fundamental reconoce ó acuerda tina facultad 
al mmo general ó á los ruados articulares, le concede im- 
plícita v ampliamente los medios de ejercitarlos, con tal que 
esos medios no repugnen á alguna de sus cláusulas i 1. Corte, 
tomo 4*., pág. V*>; Calvo, decisiones constitucionales ele los 
tribunales fedéralo de los i.slados Unidos ; tomo i\. mutis. 706. 
707 v 716) ; de niobio que 110 puede interpretarse otra dispo- 
sición constituciunal como negativa de esa atrilmción y este 
principio se infringi-ía 4 «na vez tramitada y concluida la ex- 
propiación con los poseedores de la cosa á expropiarse, pu- 
diera ella después quedar sin efecto en caso qué un tercero tu- 
viera acción para reh indicarla, demostrando que era su ver- 
dadero propietario. La -aramia constitucional n la propiedad. 
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debe, pues, interpretar», tratándose de expropiación, como 
una prohibición al Estado de despojar á los particulares, de 
desposeerlos sin previa indemnización ; pero no como una obli- 
gación de inquirir si existen otras personas con mejor derecho 
que ellos á poseer y á recibir la indemnización, y es por este 
motivo que la ley reglamentaria de la expropiación ha dis- 
puesto al igual de leyes análogas de oíros países, que se han 
consultado, que ninguna acción de tercero pueda impedir la 
expropiación ni sus efectos, y que sus derechos, en caso de 
existir, se consideran transferidos de la cosa expropiada á su 
precio ó á ía indemnización correspondiente. 

Que por nuestra constitución, basta para que ta expro- 
piación sea legitima que se efectúe por causa de utilidad pú- 
blica calificada por lev, siendo el Poder Legislativo el único 
jue*. en cuanto á esa calificación <"art. 17 C. X.) 

Que la expropiación hecha al Banco Argentino de las tie- 
rras en que está comprendido el inmueble objeto d- la presente 
reivindicación, se ha ordenado por una ley de la provincia que 
juzgó de utilidad pública el establecimiento de una colonia y 
un pueblo en la parte más adecuada de esas tierras, así cuino 
la concesión de la totalidad de éstas á una empresa particular 
como medio de que aquella obra se llevara á cabo y de que 
la empresa pudiera cumplir con las obligaciones que Ía misma 
ley le imponía, y ya se ha dicho que, reconocido ó acordado un 
poder al listado, se entienden reconocidos también los me- 
dios para ejecutarlo, así como la libre elección de ellos siempre 
que no sean en sí mismos contrarios á la constitución. Así 
pues, ia legislatura provincial ha dictado válidamente la ley 
de expropiación referida, sin que les sea dado á los jueces de- 
cidir si la utilidad pública por ella declarada, existia en reali- 
dad, ni investigar si influencias ilegitimas, ó conveniencias par- 
ticulares fueron la causa oculta de su sanción. |x>rqtie tale* 
hechos no invalidan los actos legislativos cuya nulidad tan solo 
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puede ser declarada cuando son v rotatorios de tas leyes supre- 
mas del país. 

Fot estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada, se la confirma con costas á los apelantes. 
Hágase saber, etc. 

Nemesio González. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agotlo 17 4c 1MW 

Victos y considerando: 

Que en el presente pleito se ha discutido la inteligencia de 
los artículos 7 y 17 de la constitución nacional y del artículo 4°. 
de la ley núm. 44. 

Que la sentencia de fs. 211 es contraría al derecho fundado 
por el recurrente en los preceptos constitucionales y en la ley 
mencionada, especialmente en el primero y la última. 

Que asi misino sostiene el apelante que la referida senten- 
cia no se Ita limitado á interpretar el artículo 341 1 del código 
civil, sino que lo invalida. 

Que en tales condiciones, diversas de tas del caso que se 
registra en el tomo 107, pág. 245, de los fallos de esta corte, 
procede en el sttb jttdicc el recurso autorizado por el articulo 6*. 
de la ley núm, 4055 y 14, incisos 1 y 3 de la ley núm. 48 (fa- 
llos, tomo 17. pág. 286; t. 68, pág. 238 y otros). 

Que 110 se ha cuestionado la jurisdicción de los tribunales 
de Buenos Aires ( fs. 291 vía.;, para entender en las diligen- 
cias testimoniadas de fs. 4 á 16, relativas al juicio sucesorio 
de doña Dolores Funes de Martínez, y entre las que figura el 
auto de fojas 15, por el cual se autorizó con intervención y 
acuerdo del ministerio de menores, al cónyuge supérstite. don 
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Baldomcro Martínez, para disponer de los» bienes de la sociedad 
conyugal, con objeto de papar deudas pendientes, sin más con- 
diciones que la de dar cuenta de la inversión de los valores. 

(jue tampoco hay cuestión sobre la autenticidad tic esas 
diligencias, presentadas por los mismos actores con su demanda 
de fs. 2$. circunstancia €pte liace innecesario las formalidades 
establecidas jxir la ley níim. 44. 

Que con arreglo á lo dispuesto en el articulo 07. me; 1 1 , de 
la constitución nacional, corresponde al congreso dictar los có- 
digos civil, comercial, penal y de minería, sin rpic tales códigos 
■ alteren las jurisdicciones loca íes. corrcs|wmdiendo su aplicación 
á los tribunales federales ó provinciales, según que las cosas ó 
¡K-rscnias cayeran bajo sus respectivas jurisdicciones. 

Que e! artículo 7'. de la misma constitución nacional esta- 
blece (jue los actos públicos y procedimientos judiciales de una 
provincia, gozan de entera fe en las demás ; y el 4", de la ley 
citada núm. 44. reglamentaria «le aquel precepto, consigna <Jtie 
los actos públicos, procedimientos y sentencias de una provin- 
cia, "merecerán tal te y crédito y surtirán tales efectos ante 
todos los tribunales dentro del territorio de la nación, como 
por liso y la li-y les corresjMmda ante los tribunales y autori- 
dades fie la provincia de donde procedan". 

{Jue de esta suerte, la ley citada comprende á los tribunales 
federales, y no hay en ella y en el articulo 7", de la constitu- 
ción nada expreso ó implícito «jue limite el reconocimiento de la 
eficacia de los procedimientos y sentencias provinciales, á los 
míe funden exclusivamente en las leyes ó en instituciones lo- 
cales; debiendo agregarse míe los cixligos mencionados, en el 
artículo 07, inc. 1 1 , tienen en realidad ese carácter, por lo eme 
lince á su interpretación y aplicación íarts, 14 y 15. ley nú- 
mero 48). 

ÍJue la sentencia recurrida ( f. 21 ü declara "que la au- 
torización (jue aparece halier silfo dada |»or el juez de Buenos 
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Aites á dan líaldoincro Martínez, para disponer de Eos bienes 
que poseía en común con mis hijos menores, cuino pertene- 
cientes á la sociedad conyugal de la esposa de aquél, que había 
fallecido, enajenando esos bienes como si fueran (*rof>ios entre 
los cuales bienes se comprendía el campo objeto de la acción 
tei vindicatoria deducida por los actores, es altsohilamente nula, 
corno existente con relación á los menores", conforme á lo 
dispuesto en los arts. 397, ínc. 1, y 297, del código civil, por 
no haberse fiado á dichos menores un tutor especial que inter- 
viniera en el acto, y porque los hijos no pueden renunciar á 
(Jilo.-* los bienes de su herencia materna en favor de su padre. 

Que al hacerse esta declaración, la cámara federal de Cór- 
doba, interpretando con criterio propio las dis|>osiciones del có- 
digo civil, no se ha ajustado á los preceptos constitucionales y 
legales de que se ha hecho mérito en los considerandos ante- 
riores, pues en principio y como consecuencia necesaria de ellos, 
*'la nulidad, según lo ha dicho esta corte, sólo puede ser decla- 
rada por los mismos tribunales de la provincia en que los pro- 
cedimientos hubiesen tenido hiRar, en virtud de recursos legales 
•hiectiüi' ule ÜltCimiesíOS ante ellos, v mientras esto rió se verih- 
que y los actos ó procedimientos se hallen en vigor en dicha 
provincia, deben ser tenidos jior validos y surtir los mismos 
electos en toda la república". (Fallos, tom. 17, pág. 480, conside- 
rando 7*. v.; también tomo 5, pág. 59; t. 13, pág. 415; t. 15, 

Que si así no ínera, y contrariáiidose el propósito ilc la 
constitución y de la ley, de extender á todo el territorio de la 
1 ¿pública, por razones manifiestas de orden publico, los efectos 
de la cosa juzgada por un tribunal argentino con competencia 
en el caso y siempre que liaya relación entre el fallo y los puntos 
debatidos ó sometidos á juicio, las sentencias no tendrían, en 
realidad, valor ante otros tribunales de la misma nación, desde 
que bastaría que se alegara injusticia ó nulidad para que los 



60 f ALLOS 0€ LA CORTO SUPREMA 

segundos los revieran, modificaran ó anularan por motivos de 
forma ó de fondo, constituyéndose de hecho en un tribunal de 
apelación, sin sujeción á términos para la procedencia de tan ex- 
traordinaiia instancia. 

Que, á su vez, esta corte» al conocer de los recursos á que 
diere lugar la modificación ó anulación de esas sentencias, ten- 
dría cute pronunciarse necesariamente sobre el verdadero alcance 
de las disposiciones del derecho común en asuntos de fuero 
local, ó excluidos de tercera instancia dentro de lo federal, 
asumiendo una jurisdicción que no le corresponde (arts. 100 y 
101. Const. Nac. arts. i y 14 ley núm. 48; arts. 3 y 6, ley 
núm. 4055)' 

Que ni aun tratándose de ejecución ó validez de las sen- 
tencias pronunciadas en países extranjeros, con los cuales haya 
celébralo tratados la república, sus tribunales están habilitados 
para examinar los respectivos juicios en su tramitación ó fondo, 
si éstos se han dictado por tribunal competente, ha precedido 
citación, están ejecutoriados y no se oponen á nuestras leyes 
de orden público (art. 5*, del tratado de derecho y procesal a 
que se refiere la ley núm. 3193; art. 558, Cód. de Proc. Cap.) 

Que los tribunales federales de Estados Unidos, interpre- 
tando preceptos concordantes con los nuestros, han decidido en 
reiterados casos, que debe presumirse que los tribunales del Es- 
tado donde se ha dictado un fallo han procedido correctamen- 
te ; que ja falta de intervención de procuradores ad titem en de- 
fensa de intereses de menores, y en general, los errores ó 
11 regularidades dé procedimientos, la injusticia de las sentencias, 
no bastan para que las cortes federales puedan invalidarlas y 
que la reparación de los errores "debe buscarse ante los tri- 
bunales locales de apelación". 

tjue si bien la sentencia apelada expresa que, al negar efi- 
cacia ai auto de f. 15, no desconoce la validez de tina resolución 
¡real poi no baber sido los menores "parte en las diligencias 
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judiciales en que se resolvió, privarles de su dereclio de pro- 
piedad en los bienes herniados de su difunta madre", es indu- 
dable que para llegar á esta conclusión se ha tenido necesidad 
de jurgar de la legalidad de dichas diligencias y de pronunciarse 
en contra de ellas, puesto que con las mismas se decidió del de- 
recho de los menores en los bienes cuya venta fué autorizada, 
entendiéndose ijue aquéllos estaban debidamente representados 
en el acto por el padre y el ministerio de menores; y máxime 
cuando se agrega que, aun cuando los menores hubieran estado 
representados por un tutor especial, la autorización seria siem- 
pre absolutamente nula» lo que vale decir, que el pronunciamiento 
de la cámara federal, adverso á la excepción de cosa juzgada, 
opuesta por Perctti, es, en definitiva, del todo independiente 
de motivos que pudieran relacionarse, aun de manera mediata 
é indirecta, con la debida citación de los interesados y con la 
competencia del juez de Buenos Aires, cuyos procedimientos 
►e reven y anulan dejando sin efecto la venta que á mérito de 
ellos se hizo al Banco Argentino, en 14 de Febrero de 1878 
(f. 26 vta.) » 

Que los efectos de la sentencia de que habla el art. 4 de 
la ley núm. 44, deben determinarse en la hipótesis más favo- 
rable para los actores y de acuerdo con la doctrina y lo prescripto 
en el art, 67. itte. 11, antes citados, no en relación á la inteli- 
gencia tjue otros tribunales ó autores den á las dis|»siciones 
legales que sirven de base á las primeras, sino á la que tengan 
dentro «le la provincia de donde proceden. 

Que en este orden de ideas,, no Hay prueba de que el auto 
de f. 15 haya sido dejado sin efecto mediante apelación ú otro 
recurso; y los fallos S. 3*- tom. 8. pág. 337; S. 2*.. tora, 8, pági- 
na 374 y tom. 9* pág. «33; S. 4'., tom. % pág. 231 y tora. 4. 
pág. 232 de la Exenta. Cámara de lo civil de la capital, que 
-e invocaron durante el juicio, han recaído en casos que no 
son iguales al de que se trata; siendo oportuno añadir, á ma- 
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yor abundamiento, que el fallo 5. 4 a ., tom. 5, pág. 99 de la 
misma cámara, invocado á f. 140 vta., consagra : "que los bienes 
en condominio pertenecen á tina entidad distinta de cada uno 
de los copropietarios, como lo demuestra el hecho mismo de que 
cualquiera de ellos puede adquirir, por licitación, la cosa co- 
mún, pues de lo contrario resultaría el condomino comprando 
lo propio. 

Que, por lo tanto, no es aplicable al caso la disposición 
del art. 297 del código civil que se refiere á la compra de los 
bienes propios de los menores." 

Que dado los términos del auto de fojas 15, no era nece- 
saria la intervención del ministerio de menores en cada una 
de las enajenaciones que hiciera don Baldomcro Martínez. 

Oue la omisión en dar cuenta del empleo de los valores 
obtenidos en las ventas, sí ella existe, como se alega (fs. 132 
vta.), no puede afectar la subsistencia misma de dichas ventas, 
yin perjuicio de las lesponsabilidadrs en que hubiera incurrido 
el padre. 

Que debiendo considerará válidas, con sujeción á lo ex- 
puesto, la autorización nrciwHcaría y la enajenación hecha en 
uso de ella, no hay objeto de entrar á examinar si la acción 
ha podido dirigirse contra et inmueble expropiado, ó solo sobre 
el precio obtenido en la expropiación; ni si la sentencia de 
fs. 21 1 ha negado o no validez al artículo 341 1 del código civil, 
;oda vez que, poseedores ó no. los actores no lian podido reivin- 
dicar, después de la enajenación aludida, ni cobrar el precio de 
!a cí'sa, dcntanchndo á Peretti, suc***or mediato del Banco Ar- 
gentino, adquirente primitivo. 

Que en cuanto á la inconstitucionalidad de la ley de ex- 
propiación, sostenida en la memoria presentada por los acto- 
res (f, 295). ni serían éstos sino el Banco Argentino quien 
tendría personería para discutir el punto como propietario, se- 
gún queda dicho, en el momento que dicha expropiación se 
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llevó á cal», ni liay recurso interpuesto por |6s mismos sobre el 
particular. 

Que esto último es de observarse también en lo concer- 
niente' á las costas (i. 297) impuestas á los actores, fuera de 
que la materia es cu sí misma ajena á los fines del presente 
recurso, pues el punto esü'i regido por !a ley procesal, no 
comprendida en las del iuc. art. 14. ley 4& 

Por estos fundamento* y concordantes del voto de disi- 
dencia, de f. 523, se revoca la sentencia dc F. 21.I, en cuanto 
modifica la de f. 1++. Us costas se abonarán en el orden 
causado. 

Notifique*? con el original > devuélvanse, ck-biviidn repo- 
nerse los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. -M. P. Daract.- 
C. MtmNo Gacitüa. 
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Banco Hipotecario Nacional contra la provincia de Córdoba, so- 
bre recon pimiento de préstamos hipotecarios, escrituración 
y pago de sen-icios atrasados. 

Sumario: 1*. Us dispones del código civil relativas á la 
responsabilidad de los enajenantes cuando por causa impu- 
table á ellos queda sin efecto el contrato respectivo, no 
son de orden público; por lo tanto, el vendedor puede, «1 
caso de rescisión del cortrato, imponerse mayor responsa- 
bilidad que las que 1c comprende por el ministerio de 1* 
ley común. 

2" Es un principio bien establecido que el poder judicial 
que conoce de un caso, no puede declarar inconstitnrional 
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una ley, á menos «le existir oposición clara é indudable 
entre ella y la constitución, bajo el imperio de la cual se 
ha dictado. 

t aso; Resulta del siguiente 
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Bueno* Akcl, Agosto 19 de l«9 

Y vistos: 

Don A. Peralta Ramos, por el í Janeo Hipotecario Nacional, 
se presenta exponiendo: 

One don Saturnino Lí. Funes, en 36 de Diciembre de 1887, 
y ilon Francisco Alfonso, en 3 de Octubre de 1888, obtuvieron 
préstamos del establecimiento que representa, el primero por 
valor de doscientos cincuenta mil pesos moneda nacional, en 
cédulas de la «crie C, y el segundo por valor de pesos doscientos 
mil, en cédulas de la serie IK hipotecando en garantía las suer- 
tes de tierra que enumera, ubicadas en el departamento de Rio 
Seco, piovincia de Córdolia. 

Que habiendo tallad 1 ) los deudores al pago de los servicios 
de las deudas, el Banco Hipotecario Nacional anunció las ven- 
tas en remate de las mencionadas propiedades, y el gobernador 
de la provincia de Santiago del Estero, observó el acto, mani- 
festando que se hallaba en la jurisdicción de esta provincia, y 
que nunca habían pertenecido á la de Córdoba. 

Que atendiendo al pedido del gobernador «le Santiago y 
en vista de que las propiedades hipotecadas tenían su origen en 
ventas hechas por el gobernador de Córdoba, el Banco sus- 
pendió los anuncios de venta. 

Oue en la nota de Diciembre 15 de 1891, que acompaña 
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en copia, el gobernador de córdoba pidió que se acordara á di- 
cha provincia la transferencia de los préstamos preindicados, y 
eí directorio del Banco, en sesión de 20 de Enero de 1892, con- 
cedió el acuerdo, debiendo el gobierno de Córdol» presentar 
1.1 escritina de reconocimiento de las deudas y pagar en efectivo 
los ¡serví ,103 atrasados. 

One |ior las notas de Febrero de i8y¿ y Agosto 6 de 1900, 
que asimismo acompaña, se ve que. si bien el gobierno estaba 
dispuesto á hacerse cargo de las deudas hipotecarias de los se- 
ñores Alfonso y Funes, este acto resultaba irrealizable por las 
dificultades que oponía el mismo gobierno al pago en efectivo 
de los servicios atrasados, condición impuesta por el Banco 
para conceder la transferencia. 

Oue su representado lia gestionado continuamente el arre- 
glo de este asunto, y las notas de 9 de Octubre de 1906 y 2 de 
.vürtl de 1907, que acompaña, dan cuenta de las dilaciones del 
gobierno de Córdoba, en la regular ilación de la deuda. 

Oue la obligación de la provincia mencionada de hacerse 
cargo de los préstamos acordados á Alfonso y Funes, está 
fundada en la ley de la legislatura de Córdoba, de 21 de No- 
viembre de 1801 ; en el decreto del ministerio de hacienda, de 
Diciembre 9 de 1891 ; en el convenio de Diciembre 10 y decreto 
aprobatorio de 1 1 del mismo mes y año. 

Que en vista de los antecedentes relacionados, viene á de- 
mandar al gobierno de la provincia de Córdoba por el cumpli- 
miento de la obligación contraída de reconocer en escritura pú- 
blica los préstamos hipoiecarioÉi números 81I3576, serie C, de 
doscientos cincuenta mil |»esos moneda nacional, y 88I4462, se- 
rie 1>, de doscientos mil pesos moneda nacional, y por el 
pago simultáneo en efectivo, de todos los servicios atrasados 
basta la í. cha de la escrituración, más las costas del juicio. 

Que el doctor Ricardo Yofré, por la provincia de Cór- 
dobarsolicita e! rechazo de la demanda, con costas, alegando: 
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Que el poder ejecutivo de Córdoba, en cumplimiento de la 
ley provincial de 14 de Mayo de 1883, vendió ;i don Bernar- 
dino Acosta, por intermedio de la mesa de hacienda, las di- 
versas suertes de tierras riscales que detalla, con una super- 
ficie total de cincuenta y seis leguas, novecientas setenta cua- 
dras, diez y nueve mi! cuatrocientas quince varas cuadradas, 
por el precio total de treinta y nueve mil seiscientos veinte y 
cuatro pesos setenta y cinco centavos moneda nacional. 

Que la escritura de venta no dice que la provincia haya 
dado al comprador posesión de la tierra, y es un hecho compro- 
bado y público que ni éste ni sus sticcsorcs jamás gestionaron 
de aquélla* que Ies hiciera tradición del inmueble vendido, 
de suerte que éste quedó en poder de la misma. 

Que «Ion Bernardina Acosta vendió á don Saturnino D. 
Funes en 24 de Diciembre de 1887. una parle de la tierra ex- 
presada y otra á don Pedro L. Funes, en 29 del mismo mes y 
año, sin hacerse tradición de la cosa vendida. 

One don Pedro L. Funes vendió al doctor Francisco Al- 
fonso, en 3 de Octubre de 1888, la tierra comprada á Acosta, 
sin dar tampoco posesión. 

Que don Bernardina Aeosia, si adquirió las tierras de que 
se trata, fué con ta condición de poblarlas terminantemente im- 
puesta por la ley de 14 de Mayo de 188,1; y no la transfirió con 
esa condición á don Saturnino l). Funes y á don Pedro t,. Fu- 
nes, ni éste á don Francisco Alfonso. 

Que don Antonio Carbont. ai>odcrado de los señores Funes 
; Alfonso, inició ante el gobierno de la provincia de Córdoba 
una reclamación fundada en que al pretender sus representados 
tomar posesión judicial de los campos, se habían encontrado en 
I; imposibilidad de verificarlo, |K>r cuanto una área considera- 
ble de ellos se hallaba pósenla i>or antiguos pobladores con títu- 
los expedidos por la provincia de Santiago del Estero. 

Que tramitada esa reclamación y á instmehs del poder 
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ejecutivo, la legislatura de la provincia, dictó una ley de auto- 
rización para rescindir con los señores Funes y Alfonso, el con- 
trato de compra venta de las cincuenta y seis leguas y frac- 
ción, antes mencionado, que no se había podido entregar por no 
estar resucita la cuestión fie limites con Santiago del Estero. 

Que á pesar de que en los contratos de hipoteca de Funes 
v Alfonso se disponía qué en el caso de querer vender éstos 
las propiedades hipotecadas debían obtener previa mente el acuer- 
do del directorio del Banco, sin lo cual no se Uliertarían de la 
obligación personal, la ley y el c< intrato de rescisión se dictaron 
y estipularon sin obtener ese acuerdo; no quedando, así, obli- 
gada la provincia respecto del I Sanco, sino respecto de Funes y 
Alfonso, quienes jamás hicieron gestión para establecer entre el 
i lauco y la provincia una relación de fVrecho. 

Que es cierto que el gobernador de la provincia hizo saber 
al Uanco que |»or la rescisión se había Iil-cIio cargo de pagar 
las hipotecas; pero el Hanco impuso como condición para 
aceptar la transferencia, el abono previo de los servicios atrasa- 
dos ile ambos préstamos y. la provincia no aceptó esta con- 
dición, de suerte que no hay convenio alguno concluido. 

Que. por otra parte, la provincia no está dispuesta á con- 
venir nada con el Hanco; desconoce la validez y eficacia del cén- 
tralo de rescisión y sostiene la nulidad de las hqtotccas y de 
las adquisiciones de Alfonso y los Funes, en razón de la in- 
constitucional i dad de la ley de [4 de Mayo de 1883, como con- 
traria á ios artículos 30. 32 de la constitución anterior, y 31 de 
la actual y á los artículos 1038 y 1047 riel código civil; por- 
que el contrato de rescisión no ha sido ratificado por la le- 
gislatura, y j>or que Funes y Alfonso, no siendo propietarios 
á causa de la falta de tradición, no pudieron constituir las 
l*ipoteeas mencionadas. 

Que la provincia hubiera tenido derecho [*ara rescindir el 
contrato, iwr cuanto don Bemardino Acosta, al transmitir á 
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Funes y Alfonso los derechos y acciones adquiridos ele la 
primera, no les había impuesto fa condición de i>oblar los campos. 

Que dados los antecedentes que obran en el departamento 
topográfico de la provincia, era evidente la buena fe con que 
ella había efectuado ta enajenación, pues tenia fundamentos 
de hecho y de derecho para creerse propietaria y poseedora 
de la tier-a que enajenaba. 

Que la ley de rescisión debe interpretarse en el sentido que 
se referia al contrato celebrado con don ÍSemardino Acosta, 
en 1883, y el poder ejecutivo ha rescindido un contrato dis- 
tinto del que estaba autorizado jara rescindir, sin que poste- 
riormente se haya hecho descrecer, mediante una ratifica- 
ción, eí vicio de error que anulaba el acto. 

Que las condiciones estipuladas en el contrato de 10 de 
Diciembre de 1891. son contrarias á lo dispuesto en el artículo 
1413 V otros del código civil, pues fa provincia solo había es- 
tado obligada á devolver el precio recibido y sus intereses. 

Que la autorización para rescindir, dada por la legislatura, 
fué para que el poder ejecutivo celebrase uu convenio ad refe- 
rcncftitii, y éste no ha sido aprobado por la primera. 

Que recibida la causa S prueba, se ha producido la expre- 
sada en el certificado de í. 175, habiciulo las partes alegado á 
í. 178 y 183, respectivamente. 

Y considerando: 

Que según el contrato de rescisión celebrado en 14 de Di- 
ciembre de 1891. entre el poder ejecutivo de Córdolra y don 
Antonio Carboni. como representante de los señores Saturnino 
». Funes y Francisco E. Alfonso, la provincia fie Córdoba 
se obligó á alionar á los expresados señores el precio que ellos 
habían pagado por las tierras á que se contrae la demanda, más 
el interés del cinco por ciento al año y contribuciones terri- 
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tonales pagadas, debiendo toinar á su cargo aquélla las hipo- 
tecas á favor del Flanco Hipotecario Nacional, y el servicio 
de las mismas adeudado liasta la fecha. 

Que al pactarse la rescisión referida, no se hizo reserva 
alguna á los fines de poder pagar los servicios atrasados en otra 
forma que la establecida en la ley núin. 1804 (testimonio 
de f. 1591. 

Que asimismo, en la nota ile Diciembre de i8c>i, pasada 
por el poder ejecutivo al Banco Hipotecario Nacional, solici- 
tando que se entendiesen transferidas á cargo de la provincia 
las hipotecas y sus correspondientes servicios, no se expresó, 
ni insinuó, (pie se tuviera el propósito de abonar los últimos 
con letras ó documentos ; siendo de agregarse, que fué sólo en 
25 ite Febrero de 1892, después de estar accpta<la la transfe- 
rencia (f. 93 y 103), cuando se propuso verificar el pago en 
letras de tesorería á seis, doce y diez y ocho meses de plazo. 

Que es así incuestionable que. con la aceptación por j*arte 
<?cl itálico Hipotecario Nacional de la transferencia antes in- 
dicada, habría quedado perfecto el acto de delegación (art. 814 
del código civil) y obligada la provincia al |>ago de los servi- 
cios atrasattos y al otorgamiento de la correspondiente es- 
critura, si ese acto 110 fuera ineficaz |wr otros conceptos. 

Oue es, desde luego, inadmisible que la autorización acor- 
dada por la legislatura al |>oder ejecutivo ¡K>r la ley de No- 
viembre de 1891 (f. 110 y *c refiera al contrato de com- 
pra venta celebrado entre ta mesa de hacienda y don Ber- 
nardino Acosta en 22 de Diciembre de 1883 (f. 60), dado 
que esa ley, sea cual fuere la propiedad de sus términos, habla 
expresamente de la rescisión con los señores Funes y Alfonso, 
y en las condiciones en que estaba el asunto, era, sin duda, con 
estos señores, como sucesores del primero, con quienes debía 
llevarse á cabo el arreglo que se tenía en mira. 

Que la ratificación por la legislatura del contrato de res- 
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(f. 159) no era necesaria, desde que no había mediado 
error al verificarlo, ni contenia la ley citada, disposición al- 
guna al respecto. 

Que aun cuando fuera exacto que las responsabilidades de 
la provincia, en el caso, se limitaban á la devolución del pre- 
cio y sus intereses, y por el referido contrato se le impusieron 
otras más onerosas, tal antecedente no sería bastante en de- 
recho para la anulación fiel acto, con arreglo á lo proscripto 
en el art. 1037 y siguiente del código civil, pues las disposi- 
ciones del mismo código, relativas á la responsabilidad de los 
enajenantes, cuando por causa imputable á ellos que<ta sin efecto 
el contrato respectivo, no son de orden público. 

Que la provincia carece de personería para alegar la indi- 
cada fie las hipotecas otorgadas por Funes y Alfonso, fun- 
dada en la falta de posesión de la tierra, toda vez que ello, á 
ser cierto, no habría podido ser invocado por aquélla, por 
haber sido causante de la omisión de la entrega y conocedora, 
cuando se pidió la transferencia, de tocios los antecedentes del 
asunto (art. 1047 código civil). 

Que lo propio es de observarse relativamente at grava- 
men ó condición de poblar las tierras en cuestión. 

Que el antecedente de haberse celebrado el contrato de 
rescisión sin el acuerdo previo del I taraco, no tendría por la ley 
el efecto de invalidar lo hecho, sino de itnm-dir la delegación pre- 
vista en el citado art. 814 del código civil y 6". del contrato de 
préstamo (f. 5 vuelta); y esto último aun en la hipótesis de 
ti ataree de una verdadera venta. 

Que tampoco es de tomarse en cuenta la circunstancia 
fíe que haya sido la provincia y no Fúnes y Alfonso quienes 
solicitaran la transferencia, porque esto en nada afecta los pro- 
positó* maní tiestos del recordado art. 6". fiel contrato, desde 
que ihj se alega oposición de aquéllos, que no hacían el servicio 
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de los préstamos y habían ya renunciado á sus derechos sobre 
lo< inmuebles hipotecarlos. 

Que el art. $2 de la constitución de la provincia de Cór- 
doba, vigente en 1883. establecía que "toda enajenación de los 
bienes del fisco ó del municipio, compras y demás contratos 
susceptibles de licitación, se harán, precisamente, en esa for- 
ma y de un modo público, bajo la pena de nulidad y la de 
defraudación si la hubiera'; y admitiendo que este artículo 
comprendiera las ventas con obligación de poblar ó colonizar, 
tuera aplicable con igual amplitud al t>oder legislativo, á los 
consejos delílierativos. al poder ejecutivo y á los departamen- 
tos ejecutivos de la misma provincia (arts. 83, ines. 12, 26; 163, 
inc. 13 >, no *e ha invocado disposición alguna constitucional 
que prohibiese al primer poder ordenar la rescisión de contratos 
ó disponer de fondos públicos, expresa ó implícitamente, tiara 
el pago de indemnizaciones. 

Que aun cuando las indemnizaciones aludidas se relacionen 
con ta venta de 1883 á Acosta. no son una consecuencia forzosa 
y necesaria de ella, con idéntico carácter jurídico, y que deban 
en tal concepto hallarse regidas |>or las mismas reglas constitu- 
cionales, en cuanto í la extensión de las facultades legislativas. 

Que si se admite, como no puede menos de admitirse, en 
presencia de lo dispuesto en el art. 1052 del código civil, que 
la provincia, anulada judicialmente la venta hecha á don Ber- 
nardino Acosta, habría estado obligada á devolver el precio 
que recibió con motivo de esa venta, sin que en contrario 
pudiera Oponerse él citado art. 32. no es posible afirmar que 
toda otr» indemnización más gravosa seria inconstitucional, por- 
que en tal supuesto se daría á ese articulo un propósito y al- 
cance diversos del que la misma demanda le atribuye, subordi- 
nándolo á la mayor ó menor conveniencia de los actos. 

Que. por otr.i parte, es un principio bien establecido que el 
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poder judicial que conoce de un caso, no puede declarar incons- 
titucional una ley, á menos de existir oposición clara é indu- 
dable entre ella y la constitución bajo el imperio de la cual 
se ha dictado, lo que no ocurre en el caso sub jndicc, pues 
la ley de 21 de Noviembre de 1891, cualesquiera que sean 
sus motivos, tiende directamente á desligar á la provincia del 
contrato de compra venta con Acosta, dejando las cosas, en 
cuanto á la propiedad de la tierra atañe, en el mismo estado 
que tenían antes de la celebración de tal contrato ; y es así cierto 
que si algún fjerjuicio lia causado á la provincia la ley de 
1 escisión, él se limitaría á empleo ó destino indebido del teso- 
ro público y al gravamen aceptado sobre las suertes de tierra, 
que no importa una de las enajenaciones prohibidas por el 
art. 32, desde que las hqiotecas no son susceptibles de lici- 
tación: no hay. en otros términos, cuestión acerca de la inefi- 
cacia de una venta privada que se pretenda subsistente, ni, en 
sti consecuencia, caso concreto que exija ineludiblemente el 
examen del art. 32 y de la ley de 14 de Mayo de 1883. 

Por estos fundamentos, se declara que la provincia de Cór- 
doba debe otorgar escritura pública de reconocimiento de los 
¡restamos hipotecarios números 81)3576, serie C, de doscientos 
cincuenta ini! ¡jesos moneda nacional, y 88(4462, serie D., de 
doscientos mil jk-sos moneda nacional, pagando a la vez los 
fervicios atrasados de dichos préstamos hasta la fecha de la 
escrituración, que deberá efectuarse dentro del término de trein- 
ta días. Las costas se abonarán en el orden caucado, en aten- 
ción á la naturaleza de las cuestiones debatidas. 

Xotrfiquese con el original y previa reposición de sellos, 
archívese. 

A. Bermejo.— Octavio Bunoe.— M. 
P- Daract. - Nicanor O. del 

SOLAR.-C. MOYANO OaCITÚA. 
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CAUSA LXXl 

Don Pastor Nieto en autos ron la sucesión de don Santos Mar- 
tines, sobre filiación natural. Kccttrso tic hecho 

Sumaria: No procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48, contra una resolución que da |>or uotiiícada una 
sentencia en la f>ersona del afioderado. La aplicación de 
las leyes 4 tic determinan las condiciones de la cosa juzgada 
es ajena á este recurso. 

taso; Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR QENERAL 

t 

Suprema corte: 

Xo procede el recurso directo interpuesto ante V. E, t por 
110 encuadrar dentro de los casos previstos |»r los arts. 14 y 
tí de la ley 48. 

Resulta del informe elevado por el señor presidente del 
superior tribunal de justicia de La Rioja, que el derecho invo- 
cado por las partes ante dicho tribunal, se apoya exclusiva- 
mente en las disposiciones del código civil y tlel código de pro- 
cedimientos local, referentes á la extensión del mandato y fa- 
cultades del mandatario' y que la sentencia dictada aplicó las 
mismas prescripciones legales, de suerte que V. H. no tiene 
competencia para entender en el pleito. 

a ) Por no haberse cuestionado la validez ó inteligencia 



de una cláusula constitucional, tratado ó ley del con- 
greso, ó comisión ejercida en nombre de la nación ; 

b) Por no contener la decisión recurrida un desconoci- 
miento de derecho ó privilegio que se funde en esas 
cláusulas ; 

c) Por cuanto la aplicación que los tribunales de pro- 
vincia hagan del código civil no da lugar al recurso ex- 
traordinario (arts. 14 y 15 citados). 

La alegación que se hace por el recurrente en esta opor- 
tunidad, basada en la violación de una cláusula constitucional, 
"s extemporánea, desde que el recurso extraordinario solo pro- 
cede cuando las cuestiones que pueden motivarlo han sido pro- 
movidas y sustentadas dentro del pleito y ante los tribunales 
inferiores, y la resolución final de éstos lia sido contraría al 
derecho invocado. (Fallos de V. E., tomo 75, págs. 183 y 404; 
r^pág. 446; 83. páR. \¿3). 

Por lo expuesto, pido á V. Ií. no haga lugar al recurso de- 
ducido. 

Luis ti. Molina. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BttMM Aire», Agosto 19 di 1909. 

Autos y vistos: 
Considerando : 

Oue la resolución fiel suprior tribunal de justicia de la 
provincia de La Rioja, de 10 de Mayo del corriente año, dando 
una sentencia ]x»r notificada con arreglo á derecho, al señor 
¿ambrano, en la persona de su apoderado señor Páez (fs, 6), 
c furnia en la aplicación de disposiciones del código civil y 
leyes de procedimiento* de aquella provincia. 
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ne de- 



Que la aplicación <tc esas, leyes, así como <le las que 
terminan las condiciones de la, cosa juagada que corresponde 
bl derecho común, son ajenas al recurso extraordinario previsto 
en el ari. 6*. de la ley núm. 4055 (art. 15 de la ley núm. 48). 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
sí señor procurador general, se declara bien denegado el recurso. 

Noli fúmese con el original y archívese, reponiéndose el 
papel. 

A. Bermejo. -Nicanor O. kl 
Solar— M. p. Daract.— c. 

MOYANO OACITÚA. 



GAUSA LXXII 

Don . UUotoa Bitmdcr contra ¡a compañía de seguros La Imp?~ 
r'uti, por cobro de pesos. Recurso de hecho 

Sumario: No procede el recurso del artículo 14, ley 48, contra 
una resolución qitc se limita á resolver tin incidente sobre 
arraigo del juicio, por aplicación de la* leyes procesales. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Suprema corte: 

Kl recurso directo deducido es improcedente, por no en- 
cuadrar dentro fie los casos comprendidos en la disposición del 
: rt. ó de la ley 4055 y su correlativo el 14 de la ley 48. 

Es condición indispensable para la procedencia del recurso 



¡turto, según lo tiene establecido V. E. (tomo 95, pági- 
que sea deducido contra una sentencia definitiva que 
fxmga término á la litis, y no puede reputarse tal, la resolu- 
ción que versa sobre la aplicación ó interpretación de las leyes 
que reglamentan el ordenamiento de los juicios, como son los 
de procedimientos, desde que no dirimen el pleito, ni ponen fin 
á la contienda. 

Agregaré, á mayor abundamiento, que ninguna de las cláu- 
sulas respecto de cuya interpretación final tiene competencia 
V. E., conforme al art. 14 recordado, ha sido materia de dis- 
cusión en el snb judicc. y ta decisión recurrida se limita á apli- 
car las disposiciones del código de procedimientos civiles de 
la capital, que no siendo ley federal, no puede dar lugar al 
recurso establecido por el mismo artículo (fallo, tomo 90, 
pág. 239). 

l'ido á V. E„ pues, se sirva no hacer lugar al recurso in- 
terpuesto. 

Luis B. Molina. 




FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aire*. Agosto » de 190», 



Autos y vistos : 



El recurso de queja |>or apelación denegada, interpuesto 
dtaq i\n¡mj|^iitiaH*.r de sentencia pronunciada por la cá- 
mara de apelaciones en lo criminar, tul f ECdonal j comercial 
de la capital, en los autos seguidos contra la compañía de se- 
guros La Imperial. 



Y considerando: 



Que ta sentencia corriente á fs. 53 de los autos remitidos 



M futncu 



por vía de informe, limitándose á resolver un incident 
arraigo del juicio por aplicación de las leyes procesales, no pue- 
de ser considerado como definitiva á los efectos del art. 14 de 
la ley mmi, 48. (Fallos, tomo 70, pág, 416). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor procurador general, se declara bien denegado el re- 
curso. 

N'otífiqticsc y archívese, previa reposición de sellos, de- 
volviéndose los autos enviados por vía de informe, con testi- 
monio de esta resolución. 

A. Bermejo.— Nicanor O. del 
Solar. — M. P. Daract.— 

C. MOYANO OACITOa. 
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Don Eduardo Dmjhcra contra el gobierno nacional por daños 

y perjuicios 

Sumario : El gobierno nacional es responsable del daño causado 
en 1111 accidente ocurrido i*>r culpa de sus empleados, en 
la vía férrea de las líneas del Puerto de ta Capital. 

Caso : 

Don Eduardo Dughera demandó al gobierno, manifestando 
<|iic al atravesar con su carro ta vía férrea del movimiento det 
puerto de la capitaJ,_por un paso á nivel desprovisto de barreras 
y de guarda via, y después de detenerse paradla r paso 
voy de vagones, fué atropellado por una locomotora de la misma 
linea, que marchaba oculta detrás de una larga fila de vagones, 
la qnc no pudo ser vista por esa causa, y que no dió aviso ni usó 
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silbato reglamentario; de cuyo choque resultó con graves 1c- 
que te ocasionaron un mes de enfermedad. El juez de sec- 
tión, resolvió declarando que el gobierno era responsable del 
daño causado y que debía pagar al actor, cu concepto de indem- 
ión, la suma que bajo juramento estimara éste, dentro de 
cantidad de joo t>csos moneda nacional, atento el tiempo que 
imposibilitado para trabajar y la naturaleza de su profe- 
sión. 

lista sentencia fué confirmada por la cámara federal. 
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* 

Buctioi Aires. Acostó 21 de 

Vistos > considerando: 

(Juc de las declaraciones prestadas por los testigos, libres 
de toda excepción, Juan Silva.f. 22, y Amadeo González, f. 25. 
resulta que el conductor de la locomotora no «lió oportunamente 
¡os silbatos que podían haber evitado el accidente en que resultó 
lesionado el demandante, Eduardo Dnglicra, al atravesar con su 
farro la via del ferrocaril. 

One no se ha probado que las lesiones recibidas |n*r Huglie- 
ra hayan producido otro resultado que imposibilitarlo para el 
trabajo durante un mes y dias (certificado médico dé fs. 8 y 
constancia-, de fs. 27, y 35. 

Por; estos fundamentos, se confirma, con costas, la senten- 
cia apelada de fs. 56 vta.. sin perjuicio del derecho que acuerda 
ai demandado el articulo 1123 del código civil. 

Xotifíquese con el original y devuélvase. 

A. Bermejo. -M. P. Daract,- 
C, Moy>no Oacitúa. 



CAUSA LXXIV 

Don Martin Rodrigues Etchart en autos con Larangeira, Mén- 
dez y Cía., sobre falsificación de un invento 

Sumario'. No da lugar al recurso extraordinario del articulo 14, 
ley número 4S una sentencia que. íin desconocer la validez 
de una patrnte adicional. impone una multa por haberse 
explotado la j latente antes de satisfacerse la prima fijada 
de acuerdo con la ley ilc la materia 

Para la procedencia de este recurso no i km a haberse 
"invocado implícitamente" el artículo ij de la constitu- 
ción nacional. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

pMiud. 9 dejuttlo de 191*. 

Yutos y considerando ; 

i'. Oue de las actuaciones agregadas á t*stos autos resulta : 
a 1 <Jue 110 habiendo conseguido don Xorberto Azatiza 
lente de invención, en la forma ijtie lialiía desde un principio 
gestionado, solicitó una adicional á la núm. 1935. de que eran 
propietarios los señores La 1 auge i ra, Méndez y Cia.. la cual le 
lité acordada, previo pago de los derechos corre spondien tes, por 
resolución de fecLa 4 de Noviembre de KJ04. expídiétn lósele 
¿ti mérito el titulo de fs. 41, núm. 4018, á contar desde e 
misma fecha y jjor el término de diez años. f. 150 y 151. 
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b) Que comunicada esa resolución á los efectos del ar- 
*'mtio 30 de la ley de la materia, niim. 111, á tos señores La- 
rangeira, Méndez y Cía., éstos se expidieron acatándola y ma- 
nifestando tjiie optaban porque el señor Xorberto Azanza les 
abonase la prima de indemnización establecida en el art. 29 
precedente, agregando que, pues que incumbía al señor comi- 
sario de patentes, la importancia de la prima que debía abonarles 
*:\ señor Azanza, le pedían fijase su monto "con condición previa 
?*ara cjuc esté autorizado á explotar nuestro invento (son sus 
términos J, con la adición cuya patente se le lia concedido, fs. 151 

c) Que conforme también el señor Azanza con que se 
estableciera el monto de la prima, el comisario lijó el 24 de 
Noviembre citado, en un veinte por ciento del costo de fabri- 
cación la prima que debía |iagar á los propietarios de la pa- 
tente niim. 1935 por cada envase |iara yerba mate que llegara 
á fabricar durante la vigencia de la misma, ó sea hasta el 
f* de Febrero de ¡007, fs. 153 á 153- 

d) One disconformes con esto Larangcíra, Méndez y Cía., 
¡•¡dieron reconsideración (fs. 15?). solicitando se determinase 
una suma tija de jiago. como que así lo estatuía la ley en sn 
*rt. 2c>. solicitud á que el señor comisario no hizo lugar en 
Diciembre 12 de aquel año. con la resolución de fs. 156 y 157, 
nn perjuicio de un acuerdo á que invitaba á los interesados 
¡or notas que se le remitieron haciéndole saber esta resolu- 
ción, v. fs. 157- 

e) Que habiendo apelado aquellos, el poder ejecutivo, con 
fecha 28 de Abril de 1905, ordenó que ocurrieran ante quien 
correspondía por ser solo afables la* resoluciones de la ofi- 
cina de patentes, en los casos, previsto por el art. 25, fs. 157 
á 158. 

f) Que unos días antes, esto es, el l". del mes de Abril, 
don Xorberto Azanza y don Martin Rodríguez Etchart, ñor 
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escritura de h. 38, declararon que la patente que te hahia 
acordado al primero, bajo el núm. 4018, era de la exclusiva 
propiedad del segundo y que tal declaraban con el fin de que 
este pudiera hacerla inscribir en su tolo nombre, conviniendo 
tubos en comisionar al escribano don Eduardo A. Porcel. para 
qw lo notifícase á los señores Larangeira, Méndez y Cía., do- 
miciliados en Buenos Aires, Cangallo 653 

g) Que el mismo día aquel de Abril) se presentó don 
Martín R. Etchart a) juagado del doctor Urdinarrain, capital 
federal, efectuando un pago por consignación, importe de cien 
pesos, á favor de Larangeira, Méndez y Cía., como proveniente 
de lo que debía depositar de acuerdo con la resolución de Ja 

>íicina de patentes, por la explotación de la mejora de invento, 
fs. 21, habiendo sido notificado de esa consignación el dia 14 de 
Abril, dicha sociedad, que la impugnó por improcedente, etc., 
f«. 117. más larde el señor Etchart efectuó en aquel juagado 
otra consignación en pago de la prima correspondiente sobre 
cuatrocientos envases de su invento, fs. 122 y 123. 

h) Que el escribano señor Porcel, el 11 del mes citado, á 
continuación de la escritura de fs. 38, manifestó no haber en- 
contrado á Larangeira, Méndez y Cu., por to que se limitó 
a notificar á don Francisco Méndez, fs. 39 vta., y 41 vta,, en 
Cangallo 652 (letra f. precedente) t no obstante lo cual ellos se 
flan por notificados en aquella fecha, v. fs. 189. 

i) Que el señor Rodríguez Etchart se apersonó además, 
en el expediente seguido ante el poder ejecutivo entre Azanca y 
'a sociedad nombrada, y el día 13, fecha de la formación de 
este juicio con la demanda de fs. 7, ó poco antes, oponiéndose 
á la concesión del recurso que aun se tramitaba (v. letra e que 
antecede y fs. 161 k 164) y tomó razón en la oficina de pa- 
tentes de la transferencia de Azanza, dos días después, 
fs. 41 vta. 

2*. Que de la lectura de toda esta prueba traída por las 
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, se ve qtw el invento argüido de falso, fué usado por don 
Martín R. Etchart, en virtud de la patente núm. 4018 expe- 
dida por la oficina respectiva á don Ñor be rt o Azanza y trans- 
ferida por éste al señor Etchart, no siendo inás que una adi- 
cional, ó de perfeccionamiento á la núm. 1935 de los querellan- 
tes, de todo lo cual éstos tenían conocimiento desde el 11 de 
Abril de 1905, ó desde dos días antes de promover este juicio 
con su demanda de f. 7, estando aún pendiente de la resolu- 
ción del poder ejecutivo, al recurso interpuesto contra la co- 
misaría de patentes, sobre el modo, la forma y cantidad que 
debía abonarles don Norberto Azanza ó el señor Rodríguez 
Etchart, la prima por la que habían optado, conforme dispone 
el art. 39 de ta ley núm. m. 

3*. Que si bien 110 existe, pues, el delito de falsificación 
de invento, existe, empero, el de defraudación de los dere- 
chos de tos patentados Larangeíra, Méndez y Cía., que se re* 
puta igualmente de falsificación, según el art. 53 de la ley 
citada, en que está fundada la demanda. 

4°, Que la ley exige, en efecto» ó la explotación de una 
1 silente de mejoramiento como la del demandado, en concu- 
rrencia con el mejorante, ó el pago de una prima al propietario 
de la patente primitiva, abonando antes el importe de la pri- 
ma fijada por el comisario de patentes (arts. 29 y 90 de dicha 
ley), y en el caso en cuestión, que es este último por la op- 
ción previa que hicieron en tiempo los actores, la parte deman- 
dada no les ha hecho el pago de ella oportunamente, ó sea antes 
de expender al público los objetos de su fabricación. 

Expresamente asi lo mandó también el comisario en su 
resolución de fs. 150 y 151, diciendo que la concesión Azanza 
ó Etchart quedaba subordinada á la patente núm, 1935, en 
el concepto de que su explotación no podría hacerse sino con 
arreglo á las disposiciones citadas. 

Que la prueba del hecho expresado en el considerando 
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precedente, es decir, de que el demandado no hizo el pago de 
ta prima en oportunidad, está en su misma confesión ante el 
Juzgado del doctor Urdinarrain el i*, de Abril en el acto de 
consignar ¡x>r primera vez el importe que á su juicio le corre* 
pondia pagar á ios demandantes, aun dándose por bien hecha, 
consiguientemente, esa consignación, manifestando, entonces, 
que "había puesto en circulación algunos envases relacionados 
con et invento (fs. 21 al fin), lo cual explican y ponen más de 
manifiesto todavía las diligencias preliminares de este juicio, 
>■ bre embargo de los objetos fabricados, sin que hubiera podido 
llevarse á cabo en los que estaban entregados ya al comercio. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada de 
í 21a, condenándose al demandado don Martín Rodríguez Et- 
chart, por et delito de la referencia, á la pena de trescientos 
pcso¿ fuertes de multa con más las costas de ambas instancias, 
sin perjuicio de la indemnización á que pudieran tener dere- 
cho los demandantes señores Larangeira, Méndez y Cía. (Ar- 
tículo 53 de la ley de la materia). 

Hágase saber y, repuestas las fojas, devuélvase. 

Joti Marcó.— R. ñores Veta. 
Fortunato CaMtrón. 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte: 

Si bien es cierto que en el presente juicio se ha sostenido 
un debate relativo á la aplicación de disposiciones de la ley 
nacional de patentes de invención (núm. 11 1), asi como que, 
los actores Larengeira. Méndez y Cía. acusaron de falsifica- 
ción de invento á don Martín Rodríguez Etchart, no es menos 
cierto que, el título con que los primeros se querellaron contra 
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el segundo, ha sido perfectamente reconocido por ta sentencia 
lecurrída de la cámara federal del Paraná, desde el momento 
que, en su mérito, condena al querellado Rodríguez Etchart. 

Y así. si la primera circunstancia observada, ó sea el debate 
¿obre la cláusula de la ley en que se amparaban los actores 
hacía viable este recurso dentro de lo prescripto por el inc. 3". 
del art. 14 de ta ley 48 y su correlativo el 6 <U\ la ley 4055. 
no sucede lo mismo con la segunda, es decir, con la circuns- 
tancia de reconocerse el título que el actor exhibe y funda cu 
ia ley misma. 

Basta esto último para ser improcedente el recurso, tanto 
más cuanto que, á estar á ta parte dispositiva de la sentencia 
recurrid no es la falsificación del invento á lo <|ite se refiere, 
sino á la defraudación cometida por Rodríguez Etchart, con 
el uso anticipado, al pago de ta cuota acordada á Larangeira, 
Méndez y Cia., del invento de estos señores, por razón de la 
modificación que Azanza le introdujo y que le valió la patente 
adicional que le fué acordada y que posteriormente vendió 
éste á aquél. 

En tatos conceptos considero que er presente recurso no 
piocede y pido á V. E. se sirva decláralo bien denegado, man- 
dando devolver los atitos como corresponde. 

Jitito Botct. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucw» Airti, Afoito 21 de I9IC. 

Autos y vistos: 

El recurso de queja por apelación denegada, interpuesto 
por don Martín Rodríguez Etchart, en autos con Larangeira, 
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Meno ez y Cía., de sentencia pronunciada por la cámara federal 
de apelación del Paraná. 

Y considerando: 

Que la sentencia de la cámara federal del Paraná no ha 
desconocido la validez de ta patente adicional expedida á favor 
■ kl señor Azanza y transferida por éste al señor Rodríguez 
"tchart. dependiendo su ejercicio del pago de la prima por la 
tjiie habían optado los demandantes al usar del derecho acor- 
dado por el artículo 39 de la ley núm. 111, (fallos, tomo 109, 
pág. 50). 

Que la decisión contenida en esa sentencia, se funda en 
.nía cuestión de hecho, á saber: que la parte demandada no 
hizo á los demandantes el pago de la prima correspondiente an- 
tes de expender al público los objetos de su fabricación, y esas 
cuestiones» son ajenas al recurso extraordinario previsto en el 
acápite 3"., inc. 2 del art. 22 del código de procedimientos en lo 
criminal. # 

Que no basta liaberse "invocado implícitamente en el juicio" 
el art. 17 de la constitución nacional, dadas las condiciones im- 
puestas por el art. 22 que se cita, para la procedencia de ese 
recurso, esto es, que en el pleito se haya cuestionado la inteli- 
gencia de alguna cláusula de la constitución, tratado ó ley 
del congreso. 

Que la aplicación del artículo 53 de la ley núm. 111, hedía 
por la cámara federal de apelaciones del Paraná, no puede 
fundar el recurso extraordinario interpuesto, desde que no 
aparece que el recurrente, y sí los adores, haya fundado su 
derecho en ese artículo, limitándose i desconocer que el am- 
parara la acción interpuesta. Fallos, tomo. 94. p&f - 258. 

I*of estos fundamentos, y de conformidad con lo pedido 
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for el señor procurador general, se declara bien denegado el 
recurso; 

Notifíqucse con el original y archívese, reponiéndose el 
papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dil 
Solar. — M, P. Daract. 



CAUSA LXXIV 

Don Jgs¿ Alfredo Royati; recurso de "habeos corf*¡ts", sobre 
procedencia del recurso extraordinario 

Sumario : Es improcedente el recurso extraordinario autorizado 
por el artículo 6*, de la ley número 4055, contra una sen- 
tencia que, basada en el artículo 8 o . de la ley numero 4707, 
no desconoce derecho alguno fundado en el mismo. 

Caso; Lo explican las siguientes piezas: 

* 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

La PI*1i> Enero 12 de 1910. 

Autos y vistos; 

El recurso de habeas corpas interpuesto por don José Al- 
fredo Rogati, 

Y considerando : 

Primero; £1 recurrente, que pertenece á la clase de 1886, 
hizo uso del derecho que acuerda el art. 8 de la ley 4707 á los 
estudiantes de las facultades ó institutos nacionales y que con- 
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sisle tu presentarse al ministerio de guerra dentro de los tres 
meses anteriores al dia en que cumplan 19 años, optando al vo- 
luntariado de aspirantes á oficial de reserva y manifestando la 
(echa en que desean ser llamados á un servieio de tres- meses, 
dentro det año anterior ó de los dos años posteriores al lla- 
mamiento de su clase. 

Segundo: De las anotaciones de la pág. 26 de la libreta 
de enrolamiento de fs. 1, resulta que el recurrente comenzó 
el servicio de tres meses el 20 de Diciembre de 1907, y lo 
terminó el 20 de Marzo de 1908. es decir, que lo prestó á 
los dos años posteriores al llamamiento de su clase. 

Tercero: Ahora bien» si el conscripto Rogati hizo saber 
oportunamente al ministerio de guerra la época en que deseaba 
prestar servicio, esto es. después del llamamiento de su clase, 
no podía estar comprendido en ese llamamiento, por lo que es in- 
subsistente ta argumentación que hace de que la falta de su 
nombre en los carteles de convocatoria de la clase del 86, im- 
plica la exención del servicio militar. 

Cuarto: La opción á que se refiere el citado art. 8, está 
subordinada en sus efectos al éxito que tenga el conscripto 
en los exámenes: si es aprobado, pasa á la reserva, como te- 
niente ó subteniente, según su clasificación, quedando satisfecho 
el servicio militar en los tres meses mencionados, aun cuando 
en el sorteo le haya correspondido mayor tiempo ; si es desapro- 
bado, hará el servicio que por el sorteo le haya correspondido, 
dice textualmente la ley (art. 8, in fine). 

Quinto: El recurrente ha sido desaprobado en el examen 
de aspirantes á oficial de reserva (testimonio de fojas cinco)*; 
le correspondió servicio por sorteo de dos años en la arma- 
da (v. fs, 24 y vta.), y la citación de fs. 3, para que se pre- 
sente con el objeto de integrar el tiempo de ese servicio, no 
tiene otr i objeto que el cumplimiento de la ley, por lo que 110 se 
trata de restringir su libertad ilegalmente ó sin derecho. 
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Por estos fundamentos y <le conformidad con lo dictamina- 
do por el señor procurador fiscal á fs. 25 vta. p y con lo dispuesto 
en el art. 644 del código de procedimientos criminal, se declara 
improcedente el recurso interpuesto, con costas al recurrente. 

Hágase saber y. respuestos los sellos, archívese. 

Emilio \ 'Uiafañc. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

La Plata, Abril 30 de ISO». 

Vistos y considerando: 

Que el ciudadano Rogati fue sorteado en la clase del ochenta 
y seis, que era la que le correspondía por la fecha de su naci- 
miento, bajo la boleta número 9478, según se desprende del 
informe de fs. 24 de tas autoridades militares, habiéndose pre- 
sentado at ministerio de guerra, solicitando acogerse al benefi- 
cio del art. 8 de la ley de servicio militar obligatorio. 

Que este articulo faculta á los estudiantes de las faculta- 
des nacionales, escuelas normales, etc., etc., para presentarse 
al minísti rio de guerra, dentro <U* los tres meses anteriores al 
día en que cumplan diez y nueve años, optando al voluntariado 
de aspirantes á oficial de reserva y manifestando la fecha ert 
que desean ser llamados á un servicio de tres meses, dentro del 
año anterior ó de los dos posteriores del llamamiento de su 
clase, trascurridos los cuales tre< meses, rendirán exámenes y 
si son desaprobados, liarán el servicio que por sorteo les haya 
corerspondido. 

Que Rogati hizo su servicio de tres meses, pero fué lesapro- 
hado y L¡vne, entonces, la obligación de completar el que le falta 
del de dos años en la marina. 
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Que el hecho de que no haya figurado en las listas de 
convocatoria de su clase, como se desprende del informe co- 
corriente á fs. 2o del ministerio de guerra, no lo exime de la 
obligación del servicio y se le aplica fácilmente. 

En las listas de convocatoria solo figuran los sorteados, con 
excepción de los qite han sido exceptuados con anterioridad al 
sorteo y naturalmente, los que hayan manifestado su deseo de 
hacer un servicio de tres meses dentro del año anterior ó de 
los dos años posteriores al llamamiento de su clase. Una cosa 
bien distinta es la lista de los sorteados y otra la lista de con- 
vocatoria jara la incoloración á las filas. Kogati no podía figu- 
rar en la lista de convocatoria, por que su servicio estaba supe- 
ditado á la aprobación en el examen. Si pasaba en éste, se libraba 
de su servicio de dos años, si era desaprobado tenia que com- 
pletarlo. La aparente contradicción entre los dos informes del 
ministerio emana de asimilar la lista del sorteo á la de convo- 
catoria y es lo que ha inducirlo en error al recurrente haciéndole 
suponer que no estaba obligado á prestar servicio. 

Por estos fundamentos y sus concordante, se confirma con 

costas el auto apelado. 

Dentellase. . . 

Daniel Goylm. — Joaquín 

i atrillo. — Marcelino iisca- 

lada. 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte: 

l'J recurso interpuesto |»am ante V. E. es improcedente, 
por no hallarse comprendido dentro de los casos enumerados 
por el art. 14 de la ley 48. 

No se ha puesto en cuestión la inteligencia de la ky 4707- 
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ni se ha desconocido ningún derecho que se apoye en la mis- 
ma, limitándose la decisión recurrida á la aplicación dH art 8 
tic la ley expresada, que resuelve el caso planteado. 

Por ello, y de conformidad á la jurisprudencia de V. E 
Uallo contenido en el tomo 105, pág. 5, y causa seguidn contra 
Cerfoglio José, sobre infracción ;'l la ley militar), pido se declare 
mal concedido dicho recurso. 

Luis B. áiolmc. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bunto* Aires, Aromo 21 de 1909. 

Considerando : 

Que no se ha desconocido derecho alguno que el recurrente 
haya fundado en el art. 8 de la ley núm. 4707, que sirve de 
fundamento á la sentencia de fojas 36, por lo que carece de 
aplicación el art. 6". de la ley núm. 4055 (fallos, tomo no, pági- 
na icfc). 

De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
procurador general, se declara improcedente el recurso, 
Xotifiqucse con el original y devuélvase. 

A. Bermejo. - Nicanor G. del 

SOLAR. — M. P. DARACT. - C. 
MOYANO GaCITÜA, 
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CAUSA LXXV 

Don Aitdrés Morales M arquee contra ¡os señores Laclaustra y 
Sáens, sobre nulidad de marea. Recurso de hecho 

Sumario,' No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley ntiin. 48, contra uní resolución que. sin tomar en con- 
sideración la cuestión de fondo sobre la marca objeto de? 
juicio, 5e limtia á declarar la falta de personería del actor. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

DICTAMEN DEL Sí: ÑOR PROCURADOR QENERAL 

Suprema corte: 

La sentencia recurrida de la cámara federal de la capital, 
no es una sentencia definitiva, según lo afirma el mismo recu- 
rrente y £<. hace notar en el informe producido por ese tribu* 
nal, según consta á ta, 7 de estas actuaciones. 

Ln efecto, conviene el recurrente y expresa el mencionado 
informe, que ante la excepción de falta de jjersoneria que le 
fué opuesta por la contraparte la sentencia recurrida se limitó 
á hacer lugar á esa excepción, con motivo de la falta de trans- 
ferencia en el registro respectivo de la marca cuestionar'" * 
favor del recurrente, absteniéndose intcncionalmente de pro- 
nunciarse en definitiva, en cuanto á la imitación y nulidad de 
la marca, que era el fondo del asunto. 

En tal concepto, si bien se han discutido disposiciones 
de una ley del congreso (de marcas de fábrica), la sentencia 
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tío ha terminado el pleito definitivamente, no encuadrando, 
por ende, dentro de la expresada exigencia de la primera parte 
del art. 14 de la ley 48, y del texto claro del art. 6 de la 

ley 4055- 

Por esto, pido á V. E. se sirva declarar bien denegado el 
recurso interpuesto, y mandar devolver los autos, como co- 
rresponde. 

Julio Batel 

FALLO DE LA CORTI SUPREMA 

Buenos Aires, AftoMo 21 de i->" 

Vistos y considerando: 

Que según resulta de lo informado por la cámara fede- 
ral de apelación de esta capital, la resolución reclamada se lia 
limitado á declarar la falta fie personería del actor, sin tomar 
en cons'i .* ración la cuestión de fondo sobre la marca objeto 
ilct juicio, la cual ha (piedad o subsistente. 

Que, por lo tanto, no se trata en el presente caso de una 
sentencia definitiva que pudiera justificar la apelación inter- 
puesta, con arreglo á lo dispuesto en el art. 6 de la ley nú- 
mero 4055. 

Por tilo, y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor procurador general, se declara bien denegado dicho 
recurso. 

Xotifiquese y devuélvase el original, y repuestos lo* sellos, 
archívese. 

Octavio Bunoe. -Nicanor 0. del 
Solar.— C. Moyano Gacitüa. 
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CAUSA LXXVI 



Criminal, contra Juan Gahtppo. por substracción <fe corres- 
pondencia 

Sumario: Kl delito tle substracción de correspondencia que 
contiene dinero, se halla regulo por el articulo 53 <*e & 
ley numero 40, ele J4 de Septiembre de 1863, c lesigti amlo 
1l* crimenes cuvo juzgamiento compete á tos tribunales na- 
cionales, y no por el artículo 144. ¡»ci*o i\ «le la ley (le 
cerreos, número 810 

Caso: Lo éxj0m las siguientes piezas: 

SENTENCIA DEL JUFZ FEDERAL 

Santa Fé, An«*to 27 de 1908 

Y vistos: 

El proceso seguido eontr* Juan Caliipno, de 26 años, sol- 
tvro.. italiano, empleado y <1í>ibÍC¡ liado en Rafaela, de esta pro- 
vincia, |x>r substracción de correspondencia, 

HKSI'I.TA 

1". lin Julio «leí año pasado, á las 6.30 a. rtt, el jefe de 
la oficina de correos y telégrafos de Rafaela, se presenta á la 

policía v denuncia: 

Que venia notando la substracción de correspondencia en 
su oficina, y el dta antes tuvo coiunrimiento, por uno de los 
empleados, que faltaban dos cartas del casillero á Fortín Tos- 
tado, sospechando nuc el autor fuera Juan Galuppo. 
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Para cerciorarse, revisó esa noche la correspondencia para 
dicho punto, comprobando que había trece cartas y agregó dos 
cartas más, una para Francisco Scarapia y la otra para José 
Torres, colocando cinco pesos en cada una, con un papel ito 
en que anctó la serie y número fie los mismos. El día 22 mencio- 
nado, un momento antes de la denuncia, se hallaba oculto en 
la oficina y el empleado encargado salió un momento, entran- 
do en tales circunstancias Juan Galuppo, quien empezó á mirar 
las cartas al trasluz de la lámpara, guardándose las dos cartas 
referidas; que entonces él le secuestró las cartas en presencia 
de los empleados Juan B. Quintana y Juan Vercesi y Galuppo 
confesó haber cometido esas faltas varias veces (fs. una). 

Detenido Galuppo por la policía, confiesa que su deten- 
ción obedece á haber tratado de substraer dos cartas de un 
casillero de la oficina de correos y que tas substrajo porque su- 
ponía que tenían valores, siendo sorprendido, cuando las ocul- 
taba en su poder, por el jefe, quien se las secuestró apostro- 
fándolo y amenazándolo con revólver en mano, hallándose pre- 
sente el empleado Juan Quintana. Dice también, haber cometido 
ese delito por primera vez { fs. a y 3). 

El empleado Juan Quintana confiesa en sus declaraciones 
(fs. 4 y 5) la denuncia del jefe y también la del empleado Juan 
Vercesi (fs. 5 vta. á ó), quien, como Quintana, modifican la 
de aquél, en cuanto no estuvo Vercesi presente cuando Galuppo 
fué sorprendido, pero que habiéndole dicho el jefe 1 leíante de 
Galuppo y refiriéndose á éste : "he encontrado por fin el ladrón 
de la correspondencia", ensenándole las cartas cuyo contenido 
te veía al trasluz, Galuppo no hizo ninguna protesta, pues bajó 
la vista y se quedó callado. 

Estas declaraciones, como también el acta de fs. 10, en 
que se hace constar las medidas tomadas para sorprender á 
Galuppo. el modo como cometía el hecho y su actitud cuando 
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fué descubierto, están ratificados á fs. 28 y 29 y 29 vta. y 
30, por Quintaría y Vcrcesi. 

Ratificado el denunciante i fs, 3 y vta.) y agregadas las car- 
tas substraídas (sobros de fs. 8 y 9), se remiten al juzgado 
los antecedentes con el detenido, quien, llamado á prestar decla- 
ración, manifiesta (fs. 13 á 16 vta.): que reconoce la firma 
de su declaración anterior, pero que tiene que rectificar lo si- 
guiente: Que tomó las dos cartas de encima de la mesa para 
llevarlas á la estación, como lo bacía todos los días, no re- 
cordando haber dicho que las hubiera substraído; que el señor 
Palma (el jefe» no lo amenazó con revólver, aunque lo tenía 
en la mano, sino después que le entregó las cartas y que sólo 
ha expresado que era la primera vez que el jefe le imputaba 
substracción de correspondencia . 

Contestando á nuevas interrogaciones, confiesa que la de- 
claración que firmó le fué leída encontrándose en su estado nor- 
mal. Dice también que dentro del correo, en la oficina, nada 
ha oído decir sobre extravío de correspondencia, pero sí ha 
oído decir fuera de la oficina, no sabiendo ni sospechando de 
nadie que sea el autor de esas pérdidas; que á veces se distri- 
buía en seguida la correspondencia sacada de los buzones, una 
vez inutilizada la estampilla, y otras, cuando hay mucho que 
hacer, se deja sobre las mesas, siendo costumbre que el decla- 
rante tomara la correspondencia tic donde estaba y que aunque 
era otro empleado el que empaquetaba y lacraba los paquetes de 
correspondencia, él solía ayudarlo; que cuando había poca co- 
rrespondencia, generalmente menos de cuatro cartas, 110 se ha- 
cía paquete y sólo se apunta!» en un libro el número de cartas 
que iban sueltas para ser entregadas al estafetero, sin deter- 
minarse el destino de las cartas; no recuerda si las cartas agre- 
gadas al sumario y que se le exhiben, son las que entregó al 
,efe de la oficina: que éste le exigió la entrega de las cartas 
en la cocina y que lo trajo hasta la oficina donde cataba Quiu- 
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tana; que las canas para entregarlas las sacó «leí bolsillo iz- 
quierdo exterior <!cl sobretodo; que no tiene cartera y lleva 
la correspondencia unas veces en nn bolsillo cualquiera y que, 
cuando es poca, la lleva dentro del libro talonario de recibos 
que otorgan los estafeteros. 

Careados el detenido con el jefe denunciante, ambos ra- 
tifican sus respectivas declaraciones, agregando éste, que le te- 
nía prohibido permanecer más tiempo del necesario para en- 
tregar y recibir la correspondencia dentro de la oficina y que 
en el momento en que secuestró las cartas del poder de Galuppo, 
no se expedía correspondencia alguna para el Tostado, desde que 
ésta sale en el tren que va á San Cristóbal y que pasa ó it las 
diez de la mañana ó á la larde, por Rafaela ( fs. so). 

Mandados examinar los testigos nombrados en el decreto 
de fs. 20 vta., al tenor del interrogatorio de fs. 25, cuyas pre- 
guntas tienden á averiguar los siguientes hechos: a) pérdidas 
ó substracciones de correspondencia en la oficina de correos 
de Rafaela; b) quienes son sus causantes o autores: c) si el 
jefe señor Palma, haya prohibido terminantemente á los estafe- 
teros y conductores de correspondencia, que permanezcan den- 
tro de la oficina más tiempo del estrictamente necesario para 
revisar ó entregar la correspondencia que hayan de conducir 
ó dejar en la oficina; d) si Juan Galuptw quebrantaba á menudo 
esa prohibición, siendo por esto amonestado por el jefe; e) si 
Juan Galupjio, en sus |iermanencias dentro de la oficina, verifi- 
caba con frecuencia, examinando la correspondencia en él de- 
positada, el contenido del casillero del Tostado; f) si Juan Ga- 
luppo, como contratista conductor de la correspondencia, no 
debía tomar ninguna intervención en el cierre de la misma; 
g) si la correspondencia que se extrae de los buzones locales, es 
inmediatamente después de señalada con el sello fechador, dis- 
tribuida en los casilleros, para ser después empaquetada y remi- 
tida á su destino; h) si la correspondencia al Tostado se haw 
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siempre en paquetes,, con la guía correspondiente ; i) á qué 
hora se expide un Rafaela la correspondencia para el Tostado; 
j) si dos noches antes del suceso que motiva esle sumario, se 
tomó la nota que corre en autos (fs. J de la correspondencia 
existente en el casillero "del Tostado" y que al día siguiente 
faltaban las cartas dirigidas á I.uis Znbriggcn y Francisco Sea- 
rappia; k) si se sal* ú oido decir que después del 22 de Julio 
de 1907. hayan ocurrido (Ardidas ó snbsi raceiones de corres- 
pondcncia. Declaran: Sobre el punto a), afirmativamente los tes- 
tigos Juan Quintana )fs. aS). Juan Verccsi ( fs. 29 vta.) ( Scra- 
pio Farias (fs. 30) vta,), Germán Espindola (fs. 32 i, Elias 
Pérez ( fs. 33), Carlos Pereyra I fs. 34 vta.t y Dionisio Haigo- 
rria f í«. 39 vta.i, todo* de oidas, menos el primero que afirma 
constarle- 
Al punto bl. contestan que Juan Galuppo es el autor, 
Quintana, Yereesi. Kspindota, Pérez y Pereyra, constándole al 
piimero. según la> declaraciones que ya tiene prestadas; al se- 
gundo, |>or la actitud de Galuppo al ser señalado como autor 
por el jefe, según ya ha decía rado, y los restantes lo saben 
de oidas. 

Al punto c), resiwnden afirmativamente lodos los testigos 
de una manera uniforme y categórica. 

Sobre el punto d), declaran afirmativamente Marcelino S. 
Gallo ( fs. 27), Quintana, Espindola y Pérez, no constándole 
á este último que Galuppo haya sido apercibido. 

Al punto e). afirmativamente, Gallo, Quintana y Pérez, con 
la salvedad el primero diciendo que lo vió examinar correspon- 
dencia y el tercero que ignora si lo bacía es¡>ec talmente con el 
(Tostado. 

Sobre el punto f), deponen todos afirmativamente, menos 
Yereesi, que ignora sobre esta pregunta, han declarado, ade- 
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más de los nombrados, Francisco Paz (fs. 36), Ricardo Chi- 
mulle (fs. 37), y Tomás Baigorria {fs, 38 vta.), lo mismo 
que sobre el punto c). 

Al punto g), todos los testigos afirmativamente, menos 

Vercesi, que ignora. 

Al punto h), conformes y afirmativamente, con la salvedad 
que no se empaquetaba la correspondencia de última hora, Ga- 
llo. C[u:r;tana, Farias, Espindola. Pérez, Pereyra, Paz y Bai- 
gorria D. 

Sobre el punto i), Gallo y Quintana declaran que los do- 
mingos, lunes, miércoles y viernes se despachaba la correspon- 
dencia para el Tostado» á las 9.45 a. m., y en los demás días 
á las *. 10 p. mi Espindola, que se expendía la corresponden* 
cia una hora antes de la salida del tren, y Pérez, Pereyra, Paz y 
Üaigorría D., que se expedía media hora antes, 

Al punto \), declaran afirmativamente Quintana, por co- 
nocimiento propio, y Farias, Espindola y Pérez, por dicho de 
aquél. 

Sobre el punto k), están contestes todos los testigos, afir- 
mando que ninguno ha oído decir que hubiere ocurrido pér- 
dida de correspondencia después de la fecha mencionada. 

2*. Clausurado el sumario y elevado á plenario, el fiscal 
acusa á Galuppo. como autor de substracción de corresponden- 
cia en la oficina de correos de Rafaela, siendo empleado de 
ella, y pide se le condene a la pena establecida en el art. 52, ley 
núm. 49 de 14 de Septiembre del 63 (fs. 45)- Se funda en 
que está plenamente probado el delito, por la confesión del 
procesado ante la autoridad judicial, la denuncia del jefe señor 
Palma y las declaraciones de los testigos 

3*. Corrido el traslado corespondtente, el defensor del 
acusado pide su absolución, fundándose en que la denuncia del 
jefe de correos de Rafaela es apasionada, respondiendo á ene- 
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mistad con su defendido y queriendo encontrar un delincuente, 
se dirige á él para salvar la responsabilidad que sobre ¿I pe- 
saba. Que hay contradicción entre la denuncia y lo manifestado 
por Quintana, acerca de la presencia de éste en el momento en 
que, según se dice, le fueron quitadas á Gaiuppo las cartas, 
como también con la de Vercesi, que dice saber lo ocurrido 
porque Quintana se lo refirió. Que tales hechos no fon sufi- 
cientes á fundar la comisión del delito, siendo aun admisible 
suponer, que las carias que obran en autos no son las mismas 
quitadas á Gaiuppo. Que el procesado, como encargado de llevar 
la correspondencia, en cumplimiento de su deber, entra en la 
oficina de clasificaciones con el objeto de retirar las cartas que 
hubiera, retira dos, y como en ese caso no se empaquetan, las 
echa en su bolsillo, va en seguida á la cocina y de allí es 
traído por el jefe; éste le pide las cartas que haya retirado, en- 
tregándoselas Gaiuppo, y parece que Ules cartas no fueron para 
el Tostado. Que si Gaiuppo hubiera tenido la intención de que- 
darse con tas cartas, las hubiera escondido ó abierto para sa- 
car el contenido. Que el delito de violación de correspondencia 
no existe, aunque fuesen las mismas cartas, puesto que están 
cerradas, y el de substracción de correspondencia tampoco, no 
habiéndose probado que Gaiuppo tuviera esas cartas con el ob- 
jeto de apoderarse de ellas (fs. 47). 

4*. Abierto á prueba el proceso, ninguna se produce por 
las partes, clausurándose con anticipación á pedido de las mis- 
mas (fs. 53 y 54)- P««*to < l expediente i los efectos del 
art 490 C de Ptos. criminal, no se presenta alegato. Señalada 
audiencia para informar i* vece, no tuvo tugar, habiendo re- 
nunciado á ella ambas partes (fs. 57 y 58). Llamados los autos 
para definitiva y señalada nueva audiencia, tampoco tiene lu- 
gar por no haber concurrido las partes (fs. 58 vta.) 

5". Para mejor proveer, se decreto audiencia á fin de que 
sean abiertos los sobres agregados á los autos, con objeto 
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de verificar su contenido. Practicado el acto por el juzgado, 
eri ausencia de las partes, que renuncian se comprueba, abiertos 
tos sobres de referencia, dirigidos á José Torres y Francisco 
Scarapia, que ambos contenían los billetes especificados en las 
constancias respectivas adjuntas, firmadas el 21 de Julio de 
1907 por A, H. Palma y después de las palabras "verificado, 
conforme", Quintana, constancias y billetes á que se refiere ta 
denuncia relacionada (fs. 59, 60 y 61 y billetes adheridos á 
estas dos últimas). 

Y considerando 

1*. Que la pérdida de correspondencia está comprobada 
con los testimonios del di rector de la oficina . señor Taima, y 
empleado Quintana, quienes deponen por conocimiento propio, 
y de YrTccsi. Farias, Espindola, Baigorria D., Pérez y Pe- 
rey ra, que declaran saberlo por referencias. 

2\ Que el hecho de babor Oahtpjío retirado las cartas de 
ia oficina de correos, está confesado por el mismo y consta 
también por las afirmaciones de los nombrados Palma, Quin- 
tana, W-cesi, Espindota, Pérez y Pereyra, los dos primeros 
declarantes, por conocimiento propio. 

3". Que aun cuando Gatuppo ea su declaración de fs. 14 
pretende haber retirado las caita* cb cumplimiento de su de- 
ber, como acostumbraba á hacerlo, tratando de alejar toda 
idea de delincuencia, Palma, Quintana, Vercesi, Esptndola, 
Pérez y Pereyra califican el acto de substracción, los dos pri- 
meros por conocimiento piopio; Vercesi, por haberlo mani- 
festado así el jefe delante del mismo Galuppo sin que éste 
protestara, y los otros por referencias. 

4 o . Que reforzando la prueba sobre el hecho criminoso 
y su autor, se han acumulado en el proceso las demás diligen- 
cias relacionadas, demostrativas de actos y circunstancias que 
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suii otras tantas presunciones, las cuales siendo numerosas, an- 
teriores y concomitantes, relacionadas entre sí y con el hecho 
material, c inequívocas, constituyen por sí sola suficiente pro- 
banza, ya que el cuer|>o del delito está suficientemente prohado, 
Arls. 357 y 358 C. de P. criminal. En efecto: 

o) Si bien es cierto que la confesión de Galuppo ante la 
autoridad policial, donde se reconoce autor del delito y ex- 
plica las cricunstancias en que fué cometido, no reviste la efi- 
cacia fie la prueba por no haberse producido ante juez com- 
petente— art. 31 ó, trie. i*. C. de P. citado.**-cs tan sugerentc 
la forma y circunstancias en que ella tuvo lugar, que debe s*?r 
apreciada, cuando menos, como una presunción de que el pro- 
cesado manifestó allí la verdad, pues al rectificar esa confesión 
ante el juzgado, confiesa que aquel !a le fué leída y la firmó en- 
contnmdose en su estado normal, y ni alusión hace á que hu- 
biera sido presionado fisica ó moralmente cu ese acto fiara que 
pudiera suponerse que no declaró libremente. 

b ) Está constatado por las declaraciones de Quintana, Ga- 
llo, Ycrccsi, Parias, Espríndota, Pérez, Pereyra, Paz, Chinicelli, 
Baigorria F. y Baigorria D.. además del jefe Panna, que éste 
había prohibido terminantemente á los estafeteros y conducto- 
res de correspondencia que permanezcan dentro de la oficina 
más tiempo que el extrictamente necesario para retirar ó en- 
tregar la correspondencia, y, sin embargo, Ualuppo quebran- 
taba á menudo esa prohibición (los mismos, menos Vercesi, Fa- 
rias, Pereyra y Chinicelli que lo ignoran). 

c) Consta igualmente (Quintana, Gallo y Pérez) que el 
procesado en sus permanencias prohibidas en la oficina, veri- 
ficaba con frecuencia la correspondencia, á pesar de que no le 
corres¡x>nriía tomar ninguna intervención en el cierre de ella 
(Quintana. Gallo. Parias. Esprindola. Pérez. Paz. Chinicelli, 
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Baigorria F, y Baigorria D.) y <i«e la correspondencia ex- 
traída de los bzuones locales era inmediatamente después de 
señalada con el sello fechador, distribuida en los casilleros para 
ser empaquetada y remitida á su destino (los mismos). 

d) La correspondencia del Tostado se empaquetaba siem- 
pre con la guía correspondiente, salvo la de última hora (Quin- 
tana, Gallo, Farias, Esprindola, Pérez, Pereyra, Paz. y Baigo- 
rria D.) y se expedía muy poco antes de la salida de los tre- 
nes (Quintana, Gallo, Esprindola, Pérez, Pereyra, Paz y Hai- 
gorria D.) 

e ) Dos noches antes del suceso que motiva este sumario, 
se tomó la nou> que corre en autos ( fs. 22) de la correspon- 
dencia existente en el casillero "del Tostado", y al día siguiente 
faltaban las cartas dirigidas á Luis Zubriggen y Francisco Sca- 
rapía (además del jefe Panna. Quintana, por conocimiento pro- 
pio, y Farias, Esprindola y Pérez, por referencias de Quin- 
tana). 

/) Después del 22 de Julio de 1907, fecha en que se co- 
metió el delito de que se trata y de la detención tle Galuppo, 
no se sabe que haya ocurrido pérdida ó substracción de corres- 
pondencia (todos los testigos). 

5*. Que de Ules antecedentes resulta tle una manera clara 
que e l retiro de correspondencia confesado por Galuppo, no fué 
con el objeto de conducirla para ser expedida á su destino en 
cumplimiento de sus deberes, como trata de excusarse el proce- 
sado, calificando su confesión. (Todos ellos concuren á demos- 
trar que el acto fué ejecutado con el ánimo de apropiarse del 
contenido de la cotrespojidencia. 

La conducta de Galuppo, permaneciendo en la oficina á 
pesar de la prohibición impuesta por el jefe para la mejor ad- 
ministración; sus verificaciones de correspondencia en los casi- 
lleros, donde no tenía intervención alguna, puesto que su misión 
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era recibir aquélla una vez empaquetada; la hora en que Ga- 
luppo retiró las piezas, inusitada por la anticipación conside- 
rable de la en que, según costumbre, debían serle entregadas ; 
la forma en que las retiró, puesto que solamente la correspon- 
dencia de última hora se entrega sin empaquetar ; su actitud su- 
misa, sin protesta alguna, ante ta acusación que en presencia 
de Vercesi hacía el jefe sobre el hecho; su confesión paladina 
ante la autoridad policial, sin alegar, para rectificarla, que hu- 
biese sido presionado en ninguna forma en aquel acto; la 
exactitud de las anotaciones hechas por Panna y Quintana res- 
pecto de los billetes colocados en ios sobres para poner á 
prueba la conducta de Galuppo; el no extravío de correspon- 
dencia después del 22 de Julio de 1907, fecha en que fué tic- 
tenido Galuppo, son antecedentes que, como queda dicho, si no 
eficaces aisladamente para constituir plena prueba, reunidos 
son tan concurrentes, que no dejan lugar á duda sobre la cri- 
minalidad del acto de que se trata, reuniendo los requisitos exi- 
gidos por el art. 358 del C. de P. criminal, no habiendo en 
autos, por otra parte, ninguna constancia favorable al procesado. 

C»\ Que según el art. 52 de la ley nacional núm. 70,, que es 
la que rige el caso sub judtec, todo empleado de correos que 
detenga, oculte, destruya ó abra una carta dirigida á la admi- 
nistración para ser entregada ó conducida, perderá su empleo, 
será destinado por dos á seis meses, ó pagará una multa de 
cien á trescientos pesos, ó sufrirá una y otra pena. Pero sí 
la carta detenida ó abierta contuviese billetes de Banco, etc., el 
empleado que resulte delincuente quedará inhabilitado para ob- 
tener cargos públicos y sufrirá la pena de trabajos forzados por 
cinco años. Art. 53 de la misma ley. 

7 o . Que estando constatado en este caso que la corres- 
pondencia substraída por Galuppo contenia billetes de Banco, la 
pena aplicable no es la que determina el art. $2, como lo pide el 
hscal, sino la establecida por el art. 53 citado, que es en el que 
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se encuadra claramente el hecho criminoso de que se trata. 

Por estas consideraciones, definitivamente juzgado, falto: 
Condenando al procesado Juan Galuppo, como autor responsa- 
ble de substracción de correspondencia que contenía billetes de 
Banco, á inhabilitación para obtener cargos públicos y á sufrir 
la pena de trabajos forzados por cinco años, debiendo serle 
computada la prisión preventiva sufrida, con arreglo á tres 
días de ésta por un día de la pena impuesta. Art. 49 código 
penal. 

Hágase saber y, ejecutoriada que sea, oficíese á quien co- 
rresponda á los efectos de su cumplimiento; devuélvase al 
jefe de la oficina de correos y telégrafos de Rafaela, señor 
Antonio B. Panna. los billetes adheridos á fs. 61 y 62, como 
lo tiene solicitado, y archívese el expediente. 

Nicolás Vera Baros. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Paraná, Diciembre 22 de lOOfi. 

^ istos.— Considerando: 

Qik no se trata en el caso di- una confesión indivisible por 
falta de testigos presenciales, pues que á más del jefe de correos 
en Rafaela (¡santa fe), que presenció la substracción de las 
dos cartas con los billetes agregados á continuación de fs. 60, 
diéronse cuenta de las circunstancias anteriores y posteriores 
los empleados del mismo correo, Juan Quintana y Juan Ver- 
cesi. en condiciones tales, que puede casi afirmarse fueron 
también conocedores de ello. 

Por esto y la jurisprudencia de la suprema corte y de esta 
cámara en casos análogos, con relación á la ley núm. 49, que es 
la que se ha aplicado en el sub-jttdicc, de conformidad con 
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lo expuesto y pedido por el señor fiscal de cámara, se confirma 
con costas, por sus fundamentos, ta sentencia de fs. 63, y 
devuélvase previa las notificaciones. 

José Marcó. — Fortunato Calderón. 
— B. 1' lores l'ern. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema curte ; 

El recurso interpuesto para ante V. E-, es procedente por 
haberse cuestionado la inteligencia de una cláusula de la ley 
nútn. 81 6, y ser la sentencia definitiva de la cámara federal, 
contraria al derecho que se funda en esa cláusula. Art. 6 de 
la ley 4055 y 14, inc. 3 tic la ley 48. 

Si bien en el escrito de fs. 99, se funda la apelación, en 
el inc. 1 del citado art. 14, es de presumir que ello se debe 
á un error, pues dicho inciso no ampara en manera alguna 
el recurso interpuesto. 

Estimo que la sentencia de primera instancia ha apreciado 
con exactitud los hechos que resultan del sumario, y conforme 
á los cuates, queda comprobada la culpabilidad del procesado 
en el delito de substracción de correspondencia que se le 
imputa, 

Las presunciones acumuladas reúnen los requisitos exigidos 
por el art. 358 del código de procedimientos, y forman una 
prueba convincente, que no ha sido destruida por otros ante- 
cedentes. 

t» comisión del delito resulta indudable, en presencia de 
las declaraciones agregadas, y es insostenible que no haya de- 
lito consumado, como lo pretende la defensa, cuando se ha 
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justificado el acto material de substraer las cartas que el pro- 
cesado guardó en su bolsillo, y devolvió al jefe de la oficina, 
cuando éste se lo exigió. Nada importa que no pudiese apro- 
vechar de la substracción cometida, pues el delito queda reali- 
zado con el apoderamiento y ocultación de la correspondencia. 

En cuanto á la ley aplicable, evidentemente lo es la ley 
49, de 14 de Septiembre de 1863, sobre crímenes contra la 
nación, en cuyos arts. 5a y 53 se castiga á los empleados de la 
administración de correos que detengan, oculten ó destruyan 
corerspondencia. Asi lo tiene resuelto la invariable jurispru- 
dencia de V. E. en Jos numerosos procesos venidos á su re- 
solución, sobre delitos análogos al presente. (Digesto de i* rías, 
página 701). 

La ley de correos núm. 816, no rige en el caso, desde que 
en sus disposiciones no se preveen hechos como el que ha ser- 
vido de base 4 este proceso. 

Por lo expuesto, y consideraciones de la sentencia de pri- 
mera y segunda instancia, pido á V. E. se sirva confirmar el 
fallo recurrido. 

Luis B. Molina, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire*, Agoito 24 át 1909. 

Vistos estos autos seguidos contra Juan Galuppo, empleado 
de la oficina de correos de Rafaela, provincia de Santa Fe, por 
el delito de substracción de correspondencia. 

Y considerando: 

Que por la sentencia de fs. 63 pronunciada por el juez 
de la causa y confirmada á fs, 98, "se condena al procesado, 
como autor responsable del expresado delito de sustracción de 
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correspondencia que contenía billetes cíe banco, á inhabilitación 
para obtener cargo público y á sufrir la pena de trabajos forza- 
dos |K>r cinco años*', conforme á lo establecido por el art. 53 de 
la ley mim. 4*) <le Septiembre 14 de 1863. 

Que esta sentencia ha sido confirmada, como se ha dicho, 
\>or la tle ís. 98, de la que se ha interpuesto el recurso de apela- 
ción para ante esta corte suprema, fundándolo en que se ha pues- 
to en tela de juicio la validez de las leyes del Congreso números 
49 y 816, y que la sentencia recurrida se lia dictado en contra de 
la última. (Escrito de apelación de fs. 99). 

Que si bien se lia sostenido |x>r la defensa en el escrito de 
agravios presentado ante la cámara federal de apelación del 
Paraná, la maplicabilidad de la citada ley núm. 49, y que la pena 
que correspondería al hecho que ha motivado este proceso, no 
seria la que establece el juez a quo, sino la del art. 144, inc. I 
de la cilada ley 816. es de observarse, que en la sentencia men- 
cionada, tío se contiene resolución alguna en cuanto á la validez 
de esta ley y que ella se limita á declarar que la pena impuesta es 
ta que corresponde con arreglo á los precedentes de jurispru- 
dencia, con relación á la primera de las disposiciones legales ci- 
tadas. 

Que á este respecto es de tenerse presente que esta lia sido 
efectivamente la jiirisprudncia establecida en repetidos fallos 
pronunciados en esta corte suprema en casos análogos, por 
tratarse de una disposición que no aparece haber sido derogada 
Tomo 68, pág. 224; 69. págs. 79 y 122; 71, pág. 277; 78, 
pág. 221: 00. pág. 234, y 91, pág. 98. 

Que de las razones aducidas al discutirse el proyecto de 
la ley núm. 816, presentado ante la honorable cámara de di- 
putados, en 1875, resulta que la sanción de esta ley tuvo por 
objeto la dirección y administración de los correos y telégrafos 
de la nación, y entre sus disposiciones no aparece ninguna 
que se refiera al caso sub-ptdkc, legislado especialmente por 
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la de 14 de Septiembre de 1863, como 110 se contiene tampoco 
una derogación de esta última. 

Por ello se declara que no es de aplicación at caso el 
art. 144, ínc. t, de la ley núui. 816, quedando en tal sentido 
cotí ti ruada, con costas, la sentencia apelada de fs. 98. 

Xotifíquesc con el original y devuélvase. 

A. Bermejo. -Nicanor Q. del 
Solar.— M. P. Daract.-C. 
Moya no Gacitua. 



CAL'SA LXXVI 

Crítmitat, contra Bonifacio Z. Guerra y Pedro J. Zuhaga, por 
falso tcstimoivo; contienda de competencia cntr. el juez fe- 
deral y el del crimen de La Plata. 

Sumario: Corresponde á ta justicia nacional el juzgamiento del 
delito de falso testimonio cometido en las informaciones 
producidas ]>ari obtener la excepción del serv'cio milil'i . 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 

> 

AUTO DEL JUEZ DEL CRIMEN 

U Plata, Maro 29 de 1900. 

Autos y Vistos: 

De acuerdo con lo que establece el art . 3.' ínc. j de la ley 
nacional núm, 48, de 14 de Septiembre de 1863, remítanse 
estos autos al señor juez federal de esta capital. 

Jnan Cruz Goñi — Ante mi : Francisco Orione. 
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AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

La Plata, Mayo I de 1909 

Autos y Visios. Considerando; 

La excelentísima cámara federal de esta ciudad ha de- 
clarado "que el delito de falso testimonio prestado ante un 
juez de paz de esta provincia, aun cuando sea en diligencia 
judicial jiara justificar excepción del servicio militar, es nti acto 
regido por las disposiciones del derecho común sujeto a! cono- 
cimiento de la jurisdicción provincial, porque rebulla, si se ha 
cometido el delito, que ha sido ejecutado en el tugar no tiene 
el gobierno nacional absoluta jurisdicción! ni es en violación Je 
las leyes especialés mencionadas en el inc. 3. art. 2\ del código 
ele procedimientos, ¡-ara que la causa corresponda al fuero fede- 
ral, que es de excepción para casos taxativamente expresa- 
dos en ta Constitución y leyes nacionales"; tomo VI de «fus 
fallos, pág. 255, confirmando últimamente esta doctrina en (a -Mu- 
sa seguida á Ciríaco Candia, por falsedad, revocando un fa»Io 
de este juzgado. 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado i.»or el señor 
procurador fiscal, se declara que la justicia federal es incom- 
petente para el conocimiento de esta causa. 

Remítanse los autos al señor juez del crimen de su pru- 
dencia fiara que prosiga su substanciación y, en caso de que 
insistiera en su resorción de f. 41, dé por trabada ta contienda 
de competencia negativa, rogándote la remisión de los antece- 
dentes á la suprema corte de justicia nacional, para m d -ci- 
sión, de conformidad con lo dispuesto en tos arts. 66 y 43, 
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, a del código de procedimientos criminales y art. 7. inc\ s; 
de la ley núm. 4055. 

Líbrese oficio á dicho señor juez del . rimen, 

Emüio ViUttfañe 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte : 

£1 hecho que na dado lugar á la contienda de competei* ;a 
negativa entre et jues federal de La Plata y el juer ordinario 
en lo criminal de la misma ciudad, consiste en el falso testimo- 
nió que se imputa á los testigos Bonifacio Z. Guerra y Pedro 
j. Zoloaga, que han depuesto ante las autoridades provinciales, 
en una información producida por Diego Arnold Mac Gaw, á 
efecto de obtener la excepción del servicio militar. (Fs. 4 de 
estos autos). 

La falsedad quv se dice cometida, en caso de demostrarle, 
lo habrá sido pues: 

a) En documento público que debía presentarse ante las 
oficinas de la nación, para comprobar lo» extremos exigidos 
por el art. 64 de la ley 4707, sobre servicio militar obligatorio. 

b) Con el propósito de engañar á las autoridades naciona'es 
encargadas de acordar las excepciones militares. 

Es incuestionable, por tanto, que el hecho cae. bajo !a com- 
petencia de Ja justicia nacional por razón de la materia atento 
lo que dispone el a .t 65 de la ley 49* cuando dice que será cas- 
tigado como falsar o el particular que fallare á la verdad en do- 
cumento publico qu* hubiere de presentar a tas oficinas fie la na- 
ción» y et 3, irte. ¿, de la ley 4& cuando establece que los jueces 
de sección conocerán de los crímenes cometidos en el territorio 
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ríe las provincias, en violación de las leyes nacionales y obshu 
yendo ó corrompien-k» el buen servicio de sus empleados. 

Además, la información producida para comprobar la di- 
soluta pobreza, exigido por el artículo citado de ta ley militar 
vigente, debe considerarse como formando parte del juicio Je 
excepción, atribuid)) exclusivamente á la jurisdicción nacional, 
desde que res|ioiide á una delegación hecha á las autoridades 
provinciales .-i los v 'celos de llenar un requisito de la misma ley. 
En ese concepto, el hecho cae también bajo la competencia de la 
justicia nacional, pues los testigos que cometen falso tesiimri.io 
en causas civiles ó criminales sometidas á la jurisdicción f de- 
ral, están sngctos« p?ra su juzgamiento, á esa misma jurisdic- 
ción, según lo disponen los arts. 6o y siguientes de la recentada 
ley 49- 

Agregaré, para terminar, que V. C ha sentado ji-risr.rtí- 
dencta en casos anákgos al sub-judice, declarando que la úts- 
ticía federal es competente para conocer de delitos de falsedad, 
conu?.dos en documentos presentados á sus tribunales. Tomo ^5, 

nág. 5; tomo 87, pág. 345- 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva resolver la pe- 
sente contienda, declarando que el conocimiento de esta caite a 
corresponde á la justicia federal, y ordenar su remisión al señor 
juez de sección de La Plata. 

Luis B. Molina. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA (1) 

Alm, AfMto 3» de 190» 



Vistos : 

Para conocer *f*r la contienda de competencia negativa sus- 
citada entre el señor juez federal de La Plata y el del crimen, 

41) mu iwi«to» m «crt mt i iji*teCrt»i«ii 
fiud y B*Wo*cro Arroyo, por lwtí-4^ft. 
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doctor Gofti, en ta causa seguida contra Bonifacio Z Ciierr.i y 
Pedro J, Znloaga, por el delito de falsedad. 

Y considerando: 

Que el delito denunciado consiste en la falsedad que *c do» 
cometida en las declaraciones prestadas como testas t>or !o¿ 
acusados, en la infotmación producida por don Diego Arn Jd 
Mac Gaw, para obtener con ella la excepción del servicio mi'iiar 
que le fué acordada. 

Que este delito se encuentra previsto y penado por el ar- 
tículo 65 de la ley núm. 40, y su juzgamiento corresponde á 
la justicia nacional con arreglo á lo dispuesto por el art 23, 
inc. 3 del código de procedimientos en lo criminal, como se 
tiene resuelto por tsta corte suprema en casos análogos. 

Por ello, y de conformidad con los dispuesto y pedido por 
el señor procurador general, se declara, que el conocimiento 
de esta cansa corresponde al señor juez federal de La Plata, 
á quien se remitirán tos autos, haciéndose saber esta resolucün 
por oficio al señor juez del crimen de ta provincia. 

Xotifíquese cuii el original. 

A. Bermejo.— Nicanor O. del 
Solar. - M. P. Oaract.— 
C. Movano Gacitúa. 
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CAUSA LXXVII 

Don Hilario Matina [sus sucesores), sobre posesión de unas 
tierras en el territorio nacional de los Andes; ssbre proce- 
dencia dei recuso ordinario de apelación. 

Sumario; La &ÉtfóH dirigida á- obtener la posesión iudlchl de 
tierras situadas en im territorio nacional, no es ninguna ■> 
las causas determinadas en el artículo de la .ley 10j j, 
en que la toortí suprema puede conocer en grado de ab- 
lación 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLUCIÓN DEL JUEZ FEDERAL 

Sal». Morao 2 de 1910. 

Vistosa ' ' 

Vor ¡segunda v^, los aiJtos sqbrc. posesión de las tierras de 
* Antofagasta, Peñón y Caracliapampa", sit-iadas en el territorio 
lucional de ios Andes demandada hoy por el doctor Delfín U- 
guizainón, en representación de los herederos de don Milano 
Molina, nombrados tn los |>oderes respectivos; examinadas las 
piezas transcriptas, referencias y autenticaciones de instrumen- 
tos y demás actos públicos de que da fe el escribano don Jutn 
González Cañé, en la adjunta escritura pública otorgada en ta ca- 
pta! federal por do» Nicolás ViHaíuerte en representación de 
los antes mencionadas que, conjuntamente con otros como dts- 
«jHljcntes del nombradp señor Molina, dijo, eran los únicos 
herederos y sucesores en ta propiedad y posesión de aquejas 
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i, para coordinar y reunir, dice, en una copilación de an- 
tecedentes, los documento* constitutivos de su título, a efecto 
de anotarlo en el torrespondiente Registro de la Propiedad, 
resulta: 

Que por sentencia de Julio 24 de 1906, ti señor juez de pri- 
mera instancia en lo civil y comercial, doctor Alejandro Nar- 
vaez declaró herederos de don Hilario Molina en calidad de 
hijo» dal causante i las señoras Clotilde, Josefa, Angela y seno- 
res Fermín, David, José y Agustín Enrique Molina ; de los cua- 
les concurrieron á la herencia y á conferir la representación subs- 
tituida al doctor Uguiiamón, doña Clotilde, don David y don 
Agustín Enrique Molina y por las señoras Josefa y Angela y 
Minores Fermín y José Molina, fallecidos, sus sucesores, dccla- 
1 artos únicos y universales herederos de sus causantes respec- 
tivos, en los juicio* y por sentencias de los jueces correspon- 
dientes autenticadas en forma. 

Que el representante de todos estos herederos, requerido 
por el perito inventariados y tasador, denunció como único bien 
de la referida sucesión las tres cuartas partes de las tierras men- 
cionadas, con los límites y extensión expresadas en el acto, y que 
el perito valuó en cincuenta mil pesos m|n. 

Que por auto de aa de Agosto de 1906, el mismo señor 
juez de primera instancia de Catamarca. doctor Narvaez, aprobó 
estas operaciones y "ordenó poner en posesión de dicho inmue- 
ble" á los heredero* comprendidos en ta citada declaratoria de 
24 de Julio de 1906. 

Y, considerando: 

Que, pues, tortor los actos y resoluciones de la referencia 
ertán legalizados en forma, el hecho de hallarse el bien de la 
herencia en la jurisdicción del territorio de los Andes, anexa 
i la de este juzgado federal, «o faculta al juez que la ejerce 
■. rever esos actos y sentencias, procedentes de los juagados á 
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íoa cuales la ley h:i sometido el conocimiento y resolución de 
la causa sucesoria; fe? porque tal facultad es manifiestamente 
contraria á la naturaleza del reamen rnstrtüeiOnfcl de la ftadon, 
que á cada provincia asegura el libre y cumplido ejercicio de 
todos los poderes tic su gobierno; al terminante precepto del 
-rt. 7." de la constitución nacional y á la ley núm. 44 dictada 
por el congreso el 20 de Agosto dé 1863, que cumpliendo y 
complementando el mandanto constitucional, determina : pii- 
mero, los requisito* c ; ue deben tener los procedimientos, semen- 
cias y demás acto? judiciales, para ser tenidos como auténticos, 
prescribiendo, en seguida «pie autenticados ert esa forma surtirán 
ante todos los int. uñates y autoridades dentro del territorio 
de la nación "los mismos efectos legales que les corresvjortttau 
en la provincia de donde procedan" ; y 2.' porqué aplicar aislada 
y trterahuentc el texto del art. 3411 del código civil, sm atender 
A ta verdadera intención del legislador, manifiesta en fas denás 
disposiciones del rttt*o de la materia y exigir á tos herederos 
que acrediten la muerte del autor dé la suceslóh y su título 
á la herencia, ante tí juez del territorio donde *e hallen ios 
bienes, como condición para ser reconocidos en la cahVlatf de 
tales y puestos en tosestón de tos que tés correspondan ; atri- 
buyendo, así ál mismo juez la potestad de declarar comprobado 
ó no el título á la heréncia. ó sea a la calidad de herederos, que 
precisamente soh les objetos del Juicio sucesorio, sería incu- 
rrir en 1á prarahdan de estos juictos, dámto por autotírart* la 
apertura de tinto sucesiones, indepeiimenfes las unas de Fas 
otras, cuantas fueren las distintas jtmsdtttronés dentro de ¡as 
diales s* halla* alpino de ésos bienes, contra el principio de 
unidad consagrado e« él régimen dé l*s sucesión* s. por tos ar- 
tículos 90, me. 7, 111. 3253 y 3284 <M código' cb/it y notas ilus- 
trativas del codificador. 

Qué según to prescripto en estáis dTsp^itibWés la apertura 
de la sucesión y todo lo que á ella relativo és de H competencia 
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exclusiva de los jitett? del lugar del último domicilio del-ríifuWu; 
ante los jueces de ese lugar deben estable *crse : ios demandas 
concernientes á los bienes hereditarios "comprendiéndose eu éstas 
la demanda de posesión de la herencia que deben pedir los heic- 
deros en los easos de los arts. 341 1 y siguientes". ( Llerena, co- 
mentarios á los arts. 3284. rnc, I, y 34221 . Asi la ley, al estatrir 
la jurisdicción privativa de los jueces del lugar del último domi- 
cilio del extinto, claramente determina #■! único verdadero senci- 
do en que debe entenderse el art. 34 m del mismo código, que no 
es sino una excepción al deredio de los herederos ascendientes 
y descendientes, de entrar en posesión de la herencia desde et 
dia de la muerte del causante, sin ninguna tramitación ó inter- 
vención tle los j nuces cuando estuviesen fuera de la república 
ó de ta provincia donde se hallen los bienes de la sucesión , en 
cuyo caso, para tomar ellos la posesión de éstos, deben pedirla 
al juez del territorio de la situación de los misinos, por medio 
de exhorto ó directamente, presentando con la debida autenti- 
cactóut la declaratoria de herederos, ó sea de la calidad de in- 
mediatos sucesores en la posesión de los bienes heredado*; que 
c: el título de su derecho á entrar en la posesión de los que se 
hallen fuera de la provincia ó territorio de su domicilio y á 
ejercitar todas las acciones de la sucesión determinadas en el 
art. 3414 del código civil. Tal es la interpretación del citado 
art. 3411 del mismo código, confirmada por. la jurisprudencia 
y opinión de sus comentadores. ( Fallos de la suprema corte 
üarkwal, t. 17, pág. 286; doctores Machado, Segovia y Llerena. 
comentarios y referencias al citado artículo}. 

Estando, pues, el título de los ocurrentes autenticado en 
la forma prevenida en los arts, 2 y 3 de la ley 33 y, en conse- 
cuencia, cumplidos los requisitos ordenados eu dicho art. 34 II 
del código civil, sin embargo, de la vista y oposición fiscal, 
mando se ministre posesión de las tierras de Antofagasta. Peñón 
-y Ca rae I ¡apampa á los representados por el doctor Delfín G. Le- 
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gmiamón, en condominio con los herederos de don Miguel Mo- 
lina, conforme á la resolución legislativa y declaratoria de here- 
deros, transcriptas en el mencionado instrumento público á 
ís. 2$ y 26, bajo de los límites denunciados en el inventario, 
fojas í8, e» la forma solicitada; sin perjuicio de terceros y 
previa citación de circunvecinos y en su caso, de los que pose- 
yesen el todo o (jarte de aquéllas, suspendiéndose la diligencia 
en caso de oposición, y quedando á los mencionados herederos 
f'el señor Molina, libre la acción que les corers|>onda contra 
el opositor. „ ; . i 

Al .efecto, comisiónese al juez de paz— propietario ó suplen- 
te— del de|>artamento de Autoíagasta de la Sierra y, en defecto 
de éste, al más inmediato. 

Notifíquese original. redíganse y transcríbase en el libro 

de senu-ucias. 

David Zambrano. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

■ 

Córdoba. Julio 3 de 1900 

Vistos : 

En los recursos de a|>elac¡óii y nulidad interpuestos por el 
señor procurador fiscal, contra el auto de fecha 2 de Mayo últi- 
mo, corriente á fs. 61, dictado |>or el señor juez federal de 
Salta, en las diligencias seguidas por Jos herederos de don Hila- 
rio Molina, sobre posesión de las tierras de "Autoíagasta, Peñón 
y Carachapampa". 

V considerando: 

Que dada su naturaleza, debe resolverse en primer término 
la cuestión propuesta ante este tribunal por el representante de 
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la parte «pelada, sosteniendo ta improcedencia de la concesión 
de los recursos interpuestos en razón de no ser una sentencia 
definitiva la resolución que ha dado lugar á ellos ni causar gra- 
vamen irreparable al recurrente. 

Que el auto de la referencia, en efecto, se limita á recono- 
cer validez y eficacia jurídica en el territorio de los Andes á los 
procedimientos y resoluciones del juez de la sucesión de don 
Hilario Molina abierta en Catamarca, y á ordenar, en conse- 
cuencia, de acuerdo con esas resoluciones, se ministre posesión 
de las tierras de Antofagasta, Peñón de Carachapampa, sitiadas 
en el expresado territorio, é inventariadas como de pertenencia 
de la indicada sucesión, á Tos herederos del susodicho señor Mo- 
lina, declarados tales y con derecho á la posesión de esas tierras 
por el juez de la sucesión. 

Que ta orden de posesión, por otra parte, ha sido dada sin 
perjuicio de tercero y previa citación de circunvecinos, y en su 
caso, de actuales poseedores de todo ó parte del inmueble, y 
con expresa prevención de que la diligencia deberá suspenderle 
ü se produjera cualquiera oposición. 

Que en tales términos la resolución de que se trata no es 
susceptible de causar gravamen irreparable á lo que se agrega 
que, no comportando tampoco una sentencia definitiva, carece 
de los requisitos exigidos por los arts. 236 y 238 del código de 
brocedhmentos de la capital, concordantes con los arta. 206 
y 254 de la ley mim. 50 de procedimientos nacionales para dar 
tugar 4 tos recursos de apelación y nulidad. 

Por estos fundamentos, se declaran mal concedidos los ex- 
presados recursos y firme, en consecuencia, el auto recurrido. 

Hágase saber, transcríbase y devuélvanse, reponiéndose 
lo? sellos. 



Xenesia Careóles- -José 1. 4*1 Prado 
—A. G. Paste. 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte: 

No procede el recurso de apelación interpuesto para ante 
este tribunal, por no hallarse comprendido en ninguno de los 
casos á que se refieren los arts. 3 y 6 de 1» ky 4055* 

El recurrente invocó en su apoyo el inc. 2 del citado art. 3 y 
h cámara inferior, de acuerdo con esto disposición legal . cor 
cedió la apelación deducida; y bien, tal prescripción es eviden- 
temente inapelable. 

No se trato de una causa en que la nación sea parte actora, 
ni se ha promovido acción fiscal alguna de las enumeradas en 
el recordado inciso 2 del art. 3. Las personas que se presen- 
taron al juea de sección de Salto, pedían se lea acordara la 
posesión judicial de bienes situados en el Territorio de loe 
Andes, como herederos de don Hilario Molina, para poder pro- 
ceder, dentro del mismo territorio y sin perjuicio de terceros, 
en su calidad de toles herederos. 

Dicha presentación no reúne las condiciones del art. 57 de 
ta ley nacional de procedimeintos, para ser presentada una de- 
manda, careciendo del requisito esencial de un derecho contro- 
vertido. Cerno consecuencia, no existe sentencia definitiva que 
{ «nga fin al juicio, ni dirima la contienda, desde que ésto no 
se ha trabado. 

Por ello, pido á V. £. se sirva declarar mal concedido el 
recuno, 

Luis B. Molim. 
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FALLO DE J A CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Agoslo 7Ú dt lira 

* ■ ■ , - , 

Vistos y,coiisuleramlo: 

Üue la gestión promoví***: en esta causa por los herederos 
de don Hilario Molina, es dirigida A obtener la posesión judi- 
cial de las tierras que alegan corres|K>nderles, situadas en el 
territorio nacional de los Andes, á que se refieren los docu- 
mentos presentados en su petición de fojas 45. ante el señor 
juez federal de Salta. . ' 

Que esta posesión ha sido ordenada, declarándose que ella 
se concede conforme á la resolución legislativa y declaratoria 
dt herederos transcripta en el instrumento público de fojas 25 
y 26, y sin |>erjuicio de terceros, y citación de eirciniveciuos, y, 
en su caso, de los actuales poseedores dé todo ó parte t le aque- 
llas tierras, como se establece en el auto de fojas 61, que se 
declara firtue por la resolución recurrida de la cámara federal 
de Córdoba, en razón de no causar gravamen irreparable y no 
importar, tampoco, una sentencia definitiva, por carecer de los 
icquisílos exigidos por la ley de procedimientos; ; 

Que estos antecedentes demuestran que tío se trata cíi el 
c a so sub-judicc de ninguna de las causas determinadas en el 
art. 3 de la ley núm. 4055, de ti de Enero de 1902. para que 
esta corte suprema pudiera conocerV^yJa apelación deducida 
por el procurador fiscal á fojas 97. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pulido por el 
si ñor procurador general, se declara mal concedido el rojurso 
interpuesto. 
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Notifíqncse original y devuélvase. debiendo repone- lo-; 
k-IIos ante el inferior. 

A. Behmejo-Nicanoh G. del Solar 
_ M P. Daract. - C MOYANO 
Gacitúa. 
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Rómulo Ossorio t en los autos sobre revisión de sentencia que 
lo condenó á prisión, por malversación de fondos. Recurso 
de hecho. 

Sumario : i\ El artículo 6* de la ley número 4»55- "° autoriza 

recursos de nulidad para ante ia corte suprema, 
a,.* Consentida una sentencia del consejo fie Guerra permanente, 
c|iié aplicó disposiciones del reglamento interno de los cuer- 
pos y del código de justicia militar, á titulo de más benig- 
. ñas que las antiguas ordenanzas españolas, la corte supre- 
ma no puede, en el recurso extraordinario, entrar en el 
examen de cuál sea la pena que hubiera cocrespondido 
aplicar el reo, sí alguna procedía; y ello, aún en la : ftipóte- 
sis.de que se le hubiera impuesto una superior;.* 1» debida* 
j/ La disposición de» articulo 44» M «*ügo «fc justicia mili- 
tar, con arreglo á la cual no son recurribles por el acusado 
. . ó su defensor* las: patencias que sólo impongan arresto, 
suspensión de empico ó <te mando, se refiere á los.feettreos 
- n^lpart ante et oojtrfcjo> miRremo de guen* y marm* y no 
, » aj • í imdamwtal $ ¿luhspeiisalHe previsto en eliatt. fi.* de 
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fa ley 405$, el que nú está sujeto á restricciones del panto 
de vista de la clase de pena impuesta, 
4 6 La procedencia de las consultas al consejo supremo de 
guerra y marina y la extensión de las facultades de éste 
en los casos de consulta, son puntos cuya correcta solu- 
ción depende de la interpretación del código de justicia 
militar, reservada á los tribunales respectivos en las causas 
de s» jurisdicción (art. 6°, ley 4055 ; arts. 14 y 15, ley 48). 

Caso : I<o explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte. 

El fundamento en que se apoya el recurso interpuesto, ca- 
rece de valor y está contrariado por las constancias de los autos 

La sentencia del conseio supremo de guerra permanente 
que juagó en primera instancia al teniente coronel don Rómulo 
Ossorio (fs. 1156 vta.) resolvió aplicar U ley vigente en la 
época de la sentencia, á mérito de la disposición del arU sjfio del 
código de justicia militar, según el cual, en caso de leyes conte- 
niendo penas diversas, debe aplicarse la que sea más favorable 
h la conservación de la disciplina, que se declaró ser en el caso 
sub judice, la ley vigente, por establecer penas más benignas 
iue las ñ jadas por las ordenanzas de Carlos III. Dicha sen- 
tencia fué consentida por el procesado (fs. 1164), quien no 
interpuso los recursos legales que le hubiese sido dado ejercitar, 
si estimaba que la aplicación hecha por el consejo de guerra 
permanente de la ley penal vigente, era ilegal y agraviaba dere- 
chos acordados por el art. 18 de la constitución; pero le ios de 
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ello, aceptó el falla dictado en su causa sin objetar los funda- 
mentos de la sentencia. 

En estas condiciones, no cabe apelación de la sentencia pos- 
terior del supremo consejo de guerra y marina, por rasón de 
la ley aplicada al procesado, pues es un principio inconcuso 
sentado por la jurisprudencia de V. E-, que no es admisible 
la a¡, lación de resoluciones consentidas por las partes, en 
rajujn de haber auedado eliminadas del iutcio las cuestiones de- 
batidas. (Fallos, tomo 106, pá* 6; tomo 107, pig. 232). 

1 demás razones consumadas en el escrito presentado á 
á V. E., caneen de importancia. U contaduría general de la 
nación no es un tribunal judicial, que pueda absolver ó conde- 
nar por la inversión dada á los fondos del gobierno y sus fun- 
ciones son meramente administrativa», á los efectos del control 
indispensable á todo gobierno en el manejo de sus fondos. 

Por lo expuesto, pido a V. g. se sirva no nacer lugar al 



£1 recurso de queja por nulidad y apelación denegada, inter- 
puesto por el ex teniente coronel don Hámulo Ossorio, de sen- 
tencia pronunciada por el consejo supremo de guerra y «mrina 
en la causa sobre revisión seguida por aquél. 



Y considerando: 

e) articulo 6 d]e la^ íey uuw* 405$* no autoruta, para 
ante esta coste recursos de nulidad, según se desprende de su 

texto y propósito*, y ha sido decidido en casos análogos. (Fallos, 
tomo ioa, pág. 43, y otros). 



recurso directo interpuesto. 



Luis B. Molina. 
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Autos y vistos: 
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Que en euanto al de apelación, se aduce por el recurre iu. 
que se ha violado en su perjuicio el art. 18 de la constitución, 
♦anto en !o que se refiere á la aplicación de las penas, cuanto 
tn lo que se refiere á la competencia de los tribunales que lian 
conocido del caso, ' 

Que á este respecto, como lo observa el señor procurador 
general, la sentencia de f. 1126. fué consentida \x>r el proejado, 
admitiéndose con ello, tanto la competencia de los tribunales mi- 
litares para conocer del caso, como la aplicación de las dispo- 
siciones del reglamento interno de los cuerpos y del código de 
Justicia militar á título de más benignas que las antiguas orde- 
nanzas españolas de 1768 y sus modificaciones posterioras. 

Que esta corte no puede, en una instancia extraordinaria 
de la naturaleza de la presente, entrar en el examen de cuál 
sea la jiena que hubieia correspondido aplicar al reo, si alguna, 
procedía; siendo manifiesto que en la hipótesis de que se le 
bubicra impuesto una superior á la debida, no habría, sin ein- 
nargo, fundamento legal para el recurso, dada la conformidad 
de la parte con el fallo referido. 

Que la circunstancia de que no sean recurribles con arreglo 
al código de justicia militar, por el acusado ó su defensor, las 
sentencias que sólo impongan arresto, suspensión de empleo 
ó de mando, no obsta á lo dicho en el considerando anterior, 
pues lo preceptuado al respecto jwr el código de justicia militar, 
se refiere á los recursos para ante el consejo supremo de guerra 
y marina y no al fundamental é indispensable previsto en el ar- 
tículo 6 de la ley ln>m. 4055^ que no está sujeto á restricciones 
del punto de vista de la clase de penas impuestas. 

Que la sentencia de fs, 1168 del consejo supremo de 
guerra y marina se pronunció á causa de que le fueron elevados 
los autos eu' consulta, entendiéndose que el caso estaba ivgido 
):or el art' 394 deí código de justicia militar (fs. u(\% vta. 

y 1164). 
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Qiiu ninguna observación se hizo oportunamente por !a de- 
fensa al procedimiento indicado ; y no incumbe á esta corte; pro- 
nunciarse sobre la procedencia ile la consulta y la extensión de 
las facultades del tribunal consultado, porque éstos son puntos 
cuya correcta solución depende de la interpretación del código 
de justicia militar, que al Igual de la interpretación de los código* 
comunes y de las leyes de procedimientos, está reservada á los 
tribunales respectivos 'en las cansas de su jurisdicción ( art. 6, 
ley 4055; 14 y 15. ley núm. 48). 

Que lo propio es de observarse relativamente á los funda- 
mentos de la sentencia citada de fojas 1 1Ó8 y á si todos los 
jueces que componían cf consejo supremo de guerra y marina 
ataban ó no babilitados para desempeñar el cargo. 

(¿ue de otra parte,,, el antecedente de que el consejo su- 
primo de guerra y marina baya aumentado la pena impuesta 
ii Ossorio, en nada afecta los efectos legales de la actitud asu- 
mida por el último durante el proceso, ya en relación á la 
tDiii|ictcncia de los tribunales militares, ya de la ley penal 
aplicada al caso, y de la interpretación de la misma. 

Que en los escritos de fs. 12 y 16 110 se expresan motivos 
(¡ue pudieran bacer necesario el pedido de una ^opia del acuerdo 
celebrado para dictar sentencia ó el libro - respectivo en que ese 
acuerdo conste, toda vez que no. artrma que se hayan tenido en 
vista por el tribunal otras consideraciones que las consignadas 
tu dicha sentencia. 

l'or estos fundamentos y concordantes aducidos en el die- 
zmen del señor procurador general, se declara improcedente 
el recursoT ' * 

Xotifiquese con el'otfgínai; rqWSngase el papel y archívese, 
debiendo devolverse; coii transcripción de este auto, el proceso 

remitido por Via de informe. !r 

A. Bermfjo. — Nicanor G. dil 
- - - Solar.— M. P, Daract.— C. 

MOVANO GACITOA. 



■ 
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CAUSA LXXIX 

Returso extraordinario deducido de hecho por SchiffHcr y Cia., 
en autos con Cipriano Cassé 

Sumario i E» improcedente el recurso extraordinario autorizado 
por el artículo 14 de la ley núm. 48, deducido contra una 
sentencia fundada en las condiciones que caracterizan la 
cosa juzgada, aún cuando se hubiere invocado en segunda 
¡nstancvi las garantías consignadas en los artículos 17 y 18 
de la constitución nacional. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



«WtfNClA Dí LA CAMARA DE AtÉLACIONES DEL lOSARfO 

Roksrto, Octirtíft » <tt tm. 

Autos y vistos : 

La apelación interpuesta contra la resolución de fojas 410, 
que no hace lugar á la revocatoria del decreto de fojas 399 vta., y 

Considerando : 

1.* Que este tribunal, por su sentencia definitiva, de techa 
veintiocho de Junio de mil novecientos seis, reconoció como 
de propiedad del tercerista don Cipriano Cassé el cereal embar- 
gado por los señores Schrffner y Compañía, para responder en 
la ejecución que promovieron contra los señores Brebbia v 
Emilio Tamburini. 

2* Que, como consecuencia del reconocimiento de ese 
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derecho, se ordenó que los bienes embargados le fueran entrega- 
dos á Cassé, su legítimo dueño ó en su defecto su precio equita- 
kate, si éstos hubiesen descrecido, con més los danos y per- 
juicios que se ie hubieren erogado (inc. a.° punto pune dispo- 
sitiva, sentencia de fojas J6f). 

3. ' Que bajados los autos y á los fines de la ejecución 
de la sentencia, la parte de Cassé pidió, invocando la dispo- 
sición contenida en el art. 045 del código de procedimientos, 
que se Aje una audiencia para que las partes concurrentes á 
constituir el tribunal arbitral, que ha de establecer el monto 
de bu indemnizaciones que se le deben, tanto por el valor de los 
bienes embargados y desaparecidos, cnanto por los daños y per- 
juicios que le han causado, haciendo constar, especialmente 
que dirija « acción, en primer término, contra los señores 
Schif fner y Cía. 

4. * Que designada la audiencia, la parte de Stentf fner pide 
revocatoria, sosteniendo que no está obligada por la sentencia 
cuya ejecución se prepara. 

5. ' Que el señor juez á qUo, después de substanciado el 
incidente, «0 hace rogar á la revocatoria y mantiene el decreto 
de fecha veinte de Febrero de mil novectenloa siete, que o'íliki 
ja comparecencia de las partes á la audiencia determinada á los 

6° Que esta solución, sobre la que debe pronunciarse 
este tribunal ya que ha sido traída á su conocimiento por v a de 
apelación, es perfectamente legal y justa Se trata, en efecto, 
de la ejecución de una sentencia firme, que tiene los caracteres 
de la cosa juegada, y en la que se imponen condenaciones en 
beneficio del actor señor Cassé ; consistentes en daños y perjui- 
cios sujetos á prueba y estimaciones en lo que se refiere a su 
monto. Para tales casos, la ley ha establecido el arbitraje (ar- 
ticulo 945 citado). 

7 * La parte de Schif fuer niega estar obligada por la sen- 
tencia de fecha veintiocho de Jim» de mil novecientos seis, 



•I» 



faj.los.de u corte suprema 



.y es por csaragóir gue pide revocatoria .Jel decreto un q tu se 
.cita para que comparezca á constituir e! tribuna! arbitral ((tic ha 
.tic hacer- la liquidación tle los daños y perjuicios sufrido: por 
Xassé. Desde luego debe decirse en contra de Schiffner, que él 
fué el embargante de los cereales de Cassé, que siempre desco- 
noció á éste el derecho de propiedad que invocaba y que T e ha 
.sido reconocido por la sentencia 1 que intervino en todas las ins- 
tancia* del juicio de tercería t oponiéndose siempre al levanta- 
miento tle! embargo, fundado en la falta de derecho del ?rce- 
rista, que ha sido verdadero sostenedor del pleito en contra .de 
Cassé; pues el síndico dei concurso de Ltrcbbia y Tamlmrini. se 
allanó á la demanda de tercería al contestarla y reconoció los 
derechos del tercerista, cr.^a que no hizo Schiffner, quien bregó 
]X)r el contrario, en contra ile los derechos en que Cassé fun- 
daba su demanda. 

8." yue estos antecedentes -demuestran en oposición á lo 
. sostenido por Sehifiner en este incidente, que. éste estaba li*rado 
al pleito de tercería, que era en él -obligadamente una le las 
partes litigantes, ya que en toda tercería la* acción debe subs- 
tanciarse y se substancia por disposición empresa de la ley. con 
:la intervención del tercerista, del ejecutante y del ejecutado 
íart.-997 del código - de procedimientos), 

Que por lo tanto, la sentencia lia debido necesariamente 
comprenderlo, <art. 370 dei -código citado)» por otra parte, y 
dadas las constancias de autos, los perjuicios causados á Cassé 
■son, indudablemente, . obra exclusiva de Scbiffner y Cía,. no 
sólo porque ehV fueron los autores del embargo indebido, sino 
también porque sostuvieron el pleito oponiéndose al reconoci- 
miento de tos derechos del tercerista ; contrariamente á lo que 
-hizo por los ejecutados;- el sindico de su concurso^ como toda 
persona, es responsable del hecho propio cuando con él se <.iusa 
•m perjuicio a tercera, procediendo cón- dolo culpa ó ncgl'gen- 
.cia (arts. no*), 1067 y 106& del código civil) Ja responsabili- 
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dad de Sehiffuer j>or los perjuicios causados á Cassé es evi- 
dente. Por eso la sentencia <k* veintiocho de Junio de mil nove- 
cientos seis, los manda indemnizar. En mérito de lo expuesto, 
la segunda sala de la excelentísima cámara de apelaciones re- 
Miel ve continuar en todas sus partes y con costas, la rcso'uuón 
apelada. Rcgúlanse los honorarios del doctor Alíalos en dos- 
cientos cincuenta pesos moneda nacional y los del procurador 
Víale en ciento cincuenta pesos de igual moneda. 
Maga se saber y bajen, 

Bo'ujorri — Ati'yer — Julián Paz, 
en disidencia.— Ame mí. Manuel 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR OKNERAL 

Suprema curte: 

No procede el presente recurso extraordinario: 
Ka sentencia de un juez de provincia qtte provee fe i.e- 
cesarlo al cumplimiento de una sentencia ejecutoriada ' uito 
corriente á en copia á fs. 25), así como su confirmación \w 
uu superior tribunal local (ís ¿8>, á eiccto de las citación 
correspondientes á tal fin— 110 es ni puede considerarse — esta 
última, como sentencia definitiva capaz de motivar el re.urso 
extraordinario de que se trata (art. 14. primera parte te la 
ley 48). 

Cuando la dicha sentencia no desconoce un derecho ó pi ivi- 
legio basado en cláusula constitucional ó legal no autoriza, bajo 
ningún concepto, el recurso extraordinario ante V E. (me. 3 
del citado articulo). 

En cuanto á las alegaciones de inconstitucional i dad que. se 
hacen valer contra la sentencia recurrida, es de observarse: 
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i.° Que no han sido materia del debate judicial en el li- 



2. " Que lo que el recurrente dice haber sostenido al res- 
pecto antes de la sentencia de te. 38, han sido simples referen- 
cias que no pueden ni deben reputarse materia del debate ju- 
dicial. 

3. a Que las observaciones posteriores á ta sentencia recu- 
rrida sobre tal inconstitucionalidad, no son de tomarse en cu .uta, 
á los efectos del recurso, según la constante jurisprudencia 
de V. E. 

Estas circunstancias me inducen á creer que el recurso 
extraordinario que se trae en el caso, es improcedente, pidien- 
do a V. E. se sirva declararlo bien denegado por la providen- 
cia corriente en copia legalizada á fs. 47. 

Julio Botet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Bueno» Aire*, Septiembre T de 1909. 

Autos y vistos: 

El recurso de hecho por apelación denegada, interpuesto 
por Schiffner y Compañía, en autos con don Cipriano Cassé, 
de sentencia pronunciada por la segunda sala de la cámara de 
apelaciones del Rosario de Santa Fe, en los autos seguidos 
por el segundo contra la expresada sociedad, sobre cumpli- 
miento de sentencia. 

Y considerando: 

Que para fundar el recurso, que lia sido denegado, se invo- 
can los arts. 6.* de la ley núin. 4055 y 14 de la ley núm. 48, 
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como consta á fojas 44 y siguientes, de los testimonios acom- 
pañados. 

Que la sentencia apelada de fojas 38 confirma la de fojas 
25, que matulo á las partes comparecieran ante el juzgado, á 
efecto de nombrar árhitros, por aplicación del art. 045 que se 
cita, del código de procedimientos de la provincia. 

Que no obstante haberse invocado ante la cámara de 
apelaciones las garantías consignadas en tos arts. 17 y 18 üp la 
constitución ( f s. 37 ) , el recurso para ante esta corte no procede, 
porque la sentencia de que se trata, se funda en las condiciones 
que caracterizan la rosa juzgada, las que, dependiendo exclusi- 
vamente del derecho común, son ajenas al recurso extraordina- 
rio interpuesto (art, 15, ley núm. 48; fallos, tomo 108, pág. 100). 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara bien denegado el recurso. 

Xotifiquese con el original, y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo. - Nicanor G. del 
Solar.- M. P. Daract.-C. 
Moya no Gacitúa, 



CAUSA LXXX 

5 V 

Criminal, contra Honorio Mocorrca, por infracción a la iey 
núm, 4707, sobre procedencia del recurso extraordinario 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley núm 48, contra una sentencia que, limitándose á la 
interpretación y aplicación de la ley núm. 4077, y sin 
que en el j 11 ció se haya puesto en cuestión la inteligencia 
de las disposiciones de ésta, ni menos se haya decidí Jo en 



132 



CALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



contra de un derecho fundado en ella, impone un afir» de 
servicio militar al autor de una infracción á dicha lee. por 
inasistencia á la convocatoria. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

SENTENCIA DEL JtíE¿ FEDERAL 



La Pl*(a. Ffbrero l.«de I9C9. 

Autos y vistos: 

Ksta causa, seguida á Honorio Moeorrca. argentino, de 20 
años de edad, soltero, agricultor, domiciliado en Cliacabuc- . en 
donde se enroló con el número de matrícula 1615 de la e'ase 
de 1887, por infracción á la ley 4707. 

V considerando: 

1." líl procesado figura en los earteles de convocatoria 
del primer llamamiento de la clase de 1887. para presentarse 
á las filas el 15 de Enero de 1908. habiéndosele, además. : emi- 
tido cédula personal de citación con ese objeto (informe de 
fojas 4). 

2. 9 En su indagatoria, de fs. 2, dice Moeorrea (pie 110 se 
presentó porque no recibió cédula ni citación de ninguna clase, 
y que no ha revisado las listas porque vive á cuatro leguas del 
pueblo de Chacabuco y que por ahí no fijan carteles, siéndole 
imposible ir al pueblo por estar ocupado por el trabajo. 

Agrega, que es enfermo, considerándose inútil para el ser- 
vicio de las armas. 

3." El procesado presenta hipertrofia de las amígdalas y 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



133 



otitis supurada derecha, padecimientos que no le impiden prestar 
servicio activo. 

4." La acusación no ha probado que Mocorrea tuviese 
conocimiento de su llamamiento al servicio militar jx>r medio 
de los carteles, ni que éstos se hubiesen tijado en el paraje 
donde aquél residía. ]ior lo que queda en pie las afirmar unes 
que se hicieron en la indagatoria. 

I* Xo liasta. á los efectos de la infracción objeto de esta 
causa, cpie se haya remitido cédula personal de citación ai pro- 
cesado, sino que es indispensable acreditar que éste recitó la 
cédula. 1.a infracción consiste en la falta de voluntad de pre- 
sentación del conscripto á las Has el día designado por la ley, 
no por el poder ejecutivo; entonces se requiere que el cons- 
cripto sepa ese dia. es necsario que se te haga conocer de un 
modo fehaciente, lo que no se consigue con la remisión por 
correo de una cédula simple, que no se ha probado haya »eci- 
bido el destinatario. 

La presunción jnris ct de jare de que todo habitante de 
la república conoce la ley desde su promulgación, no puede ex- 
tenderse á hechos ajenos á la ley, en cuanto no se hallan en 
ella determinados; y de esta naturaleza son, en relací-M al 
su fr- judia-, si al procesado le correspondió servicio por sorteo 
y en qué fecha y lugar debió presentarse á las filas. Si la ley 
4707 estableciese que todos los individuos de la clase de 20 
años están obligados á presentarse á las tilas en fecha y tugar 
determinados, el procesado no podría alegar con éxito su .gno- 
rancia ; pero aquella ley, después de prescribir el servicio mili- 
tar (art. i.") limita el número de conscriptos de 20 años que 
deben prestarlo, al que anualmente fije la ley de presupuesto 
(art. 2.*) y faculta al poder ejecutivo á sortear toda la clase 
para sacar de ella toda la cantidad que señala esta úíMna 
ley (art. 13), debiendo ser designados por dicho poder el 'ugar 
y fecha de la inscripción, y di chose está que el conocimiento 
de todo ello no se suple con el de la ley. 
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Por estos fundamentos, y no obstante la acusación haca), 
fallo; Que debo absolver y absuelvo de culpa y cargo á H ono- 
rio Mocorrca, declarándose las costas de oficio. 

Comuniqúese al señor ministro de la guerra y archívese. 

Emilio l'illafañe. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

U Plata, Abril 27 de VJOQ. 

Vistos y considerando: 

Que en autos consta plenamente que el procesado lia sido 
convocado por el ministerio de la guerra, para prestar el servicio 
de conscripción que le corresponde, publicándose la convocatoria 
y el nombre del conscripto en las listas respectivas, habién- 
dosele remitido además citación personal. 

Que la causa que da el procesado de no haber visto su 
llamado, porque reside fuera de la ciudad, no es suficiente 
para ser eximido de la pena que le corresponde por la omi- 
sión de no concurrir al servicio de la conscripción. 

Por estas consideraciones, dictamen del señor procurador 
fiscal y jurisprudencia de esta cámara en causas análogas se 
revoca la sentencia apelada y se condena á sufrir al procesado 
un año de recargo en el servicio militar, además del que le 
corresponde, conforme el artículo setenta y uno de la ley mili- 
tar número cuatro mil setecientos siete. 

Descuéntese el tiempo de prisión preventiva en la propor- 
ción de un día de prisión por otro de servicio militar. Póngase 
al conscripto á disposición del poder ejecutivo. Devuélvase y 
repóngase. 

Daniel Goytia, — Joaquín Carrillo. — 
Marcelino Escalada. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR QENERAL 



Suprema corte: 

El recurso interpuesto para ante V. E., es improcedente, 
en razón tle no hallarse comprendido dentro de los casos enu- 
merados por el art. 14 de la ley 48, 

No se ha puesto en cuestión la inteligencia de la ley 4" 07, 
ni existe desconocimiento de derecho que se funde en la mtsnva 
ley, limitándose la decisión recurrida á la interpretación de ana 
disposición legal que resuelve el caso planteado. 

Por ello, y la jurisprudencia de V. E. (fallo contenido en 
el tomo 105, pág. 5, y causa seguida contra Cerfoglio J., sobre 
infracción á la ley militar), pido se declare mal concedido el 
recurso interpuesto. 

Luis B. Molina. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA (1) 

Bueno* AlfM, Septiembre II de 190». 

Vistos y considerando: 

Que la sentencia pronunciada en esta causa á fs. 21, s¿ ha 
limitado á la interpretación y aplicación de la ley núm. 1707, 
de cuyas disposiciones se ha hecho mérito para imponer al 
procesado la pena solicitada por la acusación fiscal de fs. 18. 

O) En Igual ttutido ful n*cita c« fecfu 14 de Octubre la cauta ttftulda A Pa- 
tricio Córdoba. 
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Que no resulta, además, que se liaya puesto en cuestión la 
inteligencia de las disposiciones de la ley citada, ni menos una 
decisión que sea contraria al derecho que se hubiera fundado 
en la misma para hacer procedente el recurso de ablación de- 
ducido (art. 14, ley núm. 48). 

Por ello, y de conformidad con la expuesto y pedido po» el 
señor procurador general, se declara mal concedido dicho re- 
curso. 

Xotifíquese original y devuélvanse, reponiéndose los sellos 
ante el inferior. 

A. Bermejo, - Nicanor G. dzl 
Solar - M. P. Dahact. — C. 

MOYANO GACITBA. 



CAUSA LXXXI 

Moorc y Tndor en autos contra Armetujol c hijos, sobre irrita- 
ción de marca de fábrica. Recurso extraordinario 

Sumario: i." Admitido por ta corte suprema un recurso de 
apelación contra el fallo de una cámara federal que absuel- 
ve á un querellado |»r uso ilegal de una marca, aquel tri- 
bunal debe entrar á juzgar ampliamente el recitrso, cono- 
ciendo ya sea del hecho como del derecho cuestionado. 

2 " A los efectos de lo dispuesto en el inc. 7.* del artículo 48, ley 
3973, sobre marcas de fábrica, comercio y agricultura, no 
hay falsa designación del oro respecto al bronce con el -olo 
color en el eslampado fie una medalla, porque el tono de 
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ambos metales puede asemejarse y ser con f undulo p<v m 
público en general. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Bueno* Aire», Julfo 20 dt IW5. 

Y vistos: 

Estos autos seguidos |>or los señores Moore y Tudor. contra 
los señores Francisco y Manuel F. Armengol y Manuel Torres 
Suastegui. miembros de la razón soeial Armengol c- hijos, por 
imitación fradulenta de una marca de comercio de cuyo estudio: 

Resulta : 

Que á fs. 15, se presenta al juzgado don Eduardo CarbalKdo, 
como%poderado de los señores Moore y Tudor. manifestando, 
que estos, como lo justifica el certificado que acompaña son pro- 
pietarios de la marca "Gincgra Néctar" con que distinguen una 
bebida (ginebra) que introducen en el país. Que sus mandantes 
tuvieron conocimiento que don Patricio Ramírez, de Coronel 
Snarcz. vendía una ginebra con la marca que acompaña á fs. 5 
vuelta.la que conceptuaban una imitación fraudulenta con la 
t x>r ellos registrada, por ta forma el color, los letreros, los dibu- 
jos y rasgos, que en una y otra son exactamente iguales; por 
lo qite ^siguiendo sus pesquisas para descubrir quien remitía 
la ginebra ' Nácar", que es la referida, hasta que *or las dili- 
gencias practicadas á su solicitud y á que se refieren el expe- 
diente agregado, aquel dando las explicaciones que previene el 
artículo 58 de la ley 3975- descubrió que los remitentes .le la 



138 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



ginebra eran los señores Armengol é hijos quienes llegaban 
hasta incitar á Ramírez á efectuar la compra del artículo, preci- 
samente porque su condición hacia fácil que se confundiera con 
la "Ginebra Néctar". 

Que en tales condiciones, é independientemente del delito 
cometido por Ramírez,, existe el cometido por Armengol é hijos, 
firma compuesta por don Francisco Armengol, Manuel Armen- 
gol, y Maunel Torres, consistente en haber puesto sobic la 
ginebra que elaboran la marca "Nácar", que es una imitación 
de la marca de sus substituyeme*, en habei "ndido esa ginebra 
bajo dicha marca y en haber colocado en la misma la falsa 
enunciación de que ella estaba registrada (art. 48, inc. 4, 6 
y 7 de la ley 3975. 

Que si el propósito doloso de Armengol é hijos, no estuviera 
comprobado por la corespondencia, él resultaría del hecho de 
haber colocado en su ginebra aquella marca, pues ellos, antiguos 
comerciantes en el ramo de licorcría no pueden ignorar la 
existencia de la marca "Néctar", ni que ésta es propiedad de 
sus mandantes. 

Que en tal virtud, viene á entablar formal querella cuntra 
los señores Arenmgul é hijos, firma compuesta por las perdonas 
que ha indicado, á quienes acusa de haber cometido con rela- 
ción á la marca de propiedad de sus mandantes los delito* que 
define, prevee y castiga el articulo 48, inciso 4.°, 6. a y 7." de la 
ley 3975; para que en oportunidad selles condene al máximum 
de la pena que señala dicho articulo más el pago de las cuotas 
del juicio, dejando á salvo de sus instituyentcs la ación de daños 
y perjuicios t¡ue se les han originado por la imitación fraudu- 
lenta de la marca. 

Convocadas las panes á juicio verbal, de acuerdo con la 
jurisprudencia de la cámara federal, á los efectos del articulo 
570 del código de procedimientos, se celebra la audiencia de 
que instituye el acta de fs. 35, en donde el querellante manifestó: 
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Que [tedia se tuviera por reproducido el escrito de quere- 
lla, se agregara como parte de prueba el ex|iedietüe remitido 
por el señor juez federal de La Plata como cuerpo de delito 
tas mercaderías secuestradas y reconocimiento por parte de 
los querellantes de las facturas y cartas á míe ellas se refieren. 
El querellante manifestó: en primer lugar, que el señor Ma- 
nuel Armengol (hijo) se hacía responsable de todo lo relativo 
á la marca en cuestión, quien desde luego reconocía las cartas 
á que se ha liecho mención por la querella, como asimismo la 
autenticidad de tos documentos del expediente agregado. 

Que niega que sus defendidos hayan cometido el delito 
ipie se les imputa. 

Que ellos han usado públicamente la etiqueta acusada, po- 
niendo en ella su firma, lo que aleja toda sospecha de dolo. 

Que su defendido, después de oir la relación de este asunto, 
manifestó que no tenía inconveniente alguno en retirar la marca 
qué usaba, como en efecto lo hizo, pues, sin reconocer derechos 
á los querellantes. 

Que desconoce la eficacia legal de la comisión de la marca 
de Moorc y Tudor, pues ella es falsa desde que invocan y usan 
medallas que dicen haber obtenido* en exposiciones, que nunca 
obtuvieron; hecho que basta |>ara tute se imponga á ellos la 
pena á que se han hecho acreedores, por lo que quedan inhabi- 
litados |»ara deducir la querella. Ambas partes solicitan algunas 
medidas de prueba que fueron decretadas de conformidad. 

A fs. 115 continúa la audiencia anterior y las partes solicitan 
nuevas medidas de prueba, consiste en informes á pedirle á la 
oficina de marcas, testimonio á solicitarse del juzgado del doctor 
Ferrer, referente á copia de documentos y de posiciones del 
juicio seguido por Beltoqc y Moorc y Tudor, insistiendo la parte 
querellada en que se resuelva la excepción de falta de acción. 
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de acuerdo con lo dispuesto en él artículo 461 del código de 
procedimientos. 

A fs. 149 se celebra el juicio preceptuad" i»r el artículo 
575 del código citado y el querellante expone : 

One acusa á la tí mía Amiengol é hijos del delito previsto 
l>or el art. 48, inciso 4." tic la ley 3975. 

One los acusados elaboran ginebra y la venden aplicando 
etiquetas iguales á las que corren ¡t fs. 15 vuelta, las que son 
una imitación fraudulenta de la marca registrada pojF Moore y 
Tudor bajo el mim. 10.074. 

Que también los acusa de haber cometido el delito que 
provee el inciso 7." del art. 48, pues 110 habían registrado 
marca alguna ni introducían el artículo fie Holanda, como que 
jamás habían adquirido las medallas que aparecen en la etiqueta 
que ellos usan, y finalmente, reproducen su escrito tic querella. 

Üue los querellados, á su ve2, expusieron: 
, (Jue los querellantes carecen de acción, pues como lo ha 
resuelto la cámara, el comerciante que use una marca aunque 
se haya concedido contraría y violatoria á la ley, no puede re- 
clamar el amparo ríe la justicia, para continuar cometiendo ei 
mismo delito, como seria el caso en que tuviera éxito en su 
querella. 

(Jue tos querellantes, usando ta marca "Xéctar", cometen 
el cielito previsto y penado por el art- 48 incisos 7.* y 8." de la 
ley, por halier estampado en la marca la falsa designación ele 
haber obtenido tas medallas de oro en diversas exposiciones. 

Que las etiquetas que (levan esa marca en vez de ser ampa- 
radas, deben ser comisadas. 

(Jue además, la palabra Néctar no puede constituir legal 
mente una marca de fábrica, por determinar la naturaleza de 
la ginebra, según lo dispone el inciso 5. del art. 3 de la ley. 

Que el uso del nomhre lílankenhey y Noller en la marca, 
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se emplea igualmente en contravención á lo «Impuesto en n\ 
inciso Í* &} mismo art 3, demostrando todo esto la nulidad 
tte la marca que i.o piulo ser conce<liila. puliendo al juzgado 
así lo declare, tic acuerdo con lo dispuesto en el art. 14 de 
la ley. 

(Jue en cuanto á la firma de las etiquetas y de los frascos 
usados por la casa Anneng«l é hijos, son los generalmente usa- 
dos por todos los fabricantes y comerciantes, como lo prueban 
los une presenta y se agregan de fs. l$i vuelta á fs. too. 

(me prescindiendo (le esa semejanza en eí corte de la eti- 
qmtaT las usadas son completamente distintas de las concedidas 
á Moorc y Tudor. como puede observarse j>or el distinto idioma 
en que están las leyendas y el diferente significado de las mis- 
mas, y otros detalles que alejan tocio parecido. 

Que al usar la marca "Nácar" no hubo el propósito de 
hacer una competencia desleal, 01110 lo demuestran las dife- 
rencias anotadas y dos circunstancias especiales: la primera, 
que Moore y Tudor sólo usan la marca "Néctar* en frascos 
de un litro, mientras <pic Armengol é hijos lo han usado en 
la "Nácar" en frascos de un litro, de medio y de un cuarto; 
y la segunda, en que á la primera observación de pátté de tóá 
querellantes se apresuraron á manifestar que no deseaban dar 
lugar a dudas, de que tenían interés en usar la marca "Nácar , 
.-a que Moore y Tudor entendían que tal hecho afectaba sus de- 
rechos y en tal concepto ofrecieron retirar del comercio la dicha 
marca. 

De fs. 174 á fs. 205, declaran algunos testigos ofrecidos. 

De fs. 217 á fs. 263 corren agregados los memoriales pre- 
sentados |wr las partes, de acuerdo con lo dispuesto en el articu- 
lo 579 del código de procedimientos en lo criminal, para hacer 
mérito sobre la prueba producida, quedando así esta causa par 
definitiva. 
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Y" considerando; 

Que del prolijo y minucioso estudio de estos autos, resulta 
que los señores Moore y Tudor registraron como marca de co- 
mercio para distinguir una ginebra que importaban del extran- 
jero y expenden en esta plaza, la etiqueta de que hace mérito el 
testimonio de fs. 15» cuya descripción consta á fs. 11, y qu*. 
considerando una imitación de la dicha marca tas etiquetas que 
para distinguir igual producto usaban los señores Armcngol é 
hijos, se presentaban para querellarlos por el delito previsto 
y penado por el art. 48, inciso 4. de la ley de marcas de fábrici 
y de comercio núm. 3975. j v 

Que los querellantes, con el título presentado para iniciar 
esta acción, lian justificado haber adquirido en forma legal, el 
uso de la marca |íor ellos reivindicada, y por ende, el derecho 
á oponerse al uso de cualquier otra que directa ó indirecta- 
mente pueda producir entre los productos, de acuerdo con lo 
establecido en el art. 6 de la referida ley. 

Que de tas diligencias de que informa el expediente agre- 
gado, aparece debidamente justificada la existencia del cuerpo 
del delito y por consiguiente el punto de partida que debe' servir 
<le base al juzgado para determinar si en realidad existe h 
imitación de la marca registrada por los actores; y como es 
ya doctrina consagrada \*v constante é. invariable jurispru- 
dencia de este tribunal, confirmada por la excelentísima cáma- 
ra federal y por la suprema corte, que, en casos de la naturaleza 
del que nos ocupa, la apreciación de los hechos, motivo de !a 
litis, queda librada exclusivamente al criterio del magistrado. - 
porque de otra manera serian los testigos y las partes los que 
decidirían del asunto, — el infrascrito, prescindiendo de la prueba 
en lo que á este punto atañe y de lo sostenido por los quere- 
llados, consignará su opinión según su propio criterio. 
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Que, colocando una al lado de otra, la etiqueta de tos 
querellantes con la que usaban los querellados, sólo con espíritu 
prevenido podrá sostenerse que no existe entre ellos un parecido 
tal, qne casi puede afirmarse que. al confeccionarse las últimas, 
han tenido necesariamente que tomarse como modelo las pri- 
meras. 

Admitiendo por vía de hipótesis, la necesidad absoluta de 
que, en razón de la forma del frasco las etiquetas á adoptarse 
tienen necesariamente que ser iguales á las registradas por b< 
querellantes, los querellados no podrían justificar, como no han 
justificado, que también fuera de imprescindible necesidad, 
á sus etiquetas el mismo color, negro y blanco, la misma dis- 
tribución de leyendas, con un conjunto de monedas casi idén- 
tico, á todo lo que contiene la de los actores. 

Todo este cúmulo de circunstancias, á las que podemos agre- 
gar también el nombre adoptado como denominación especial, 
que por su raíz y terminación es una imitación del elemento 
principal de la marca registrada, nos conducen necesariamente 
á ta conclusión de que, entre una y otra etiqueta, existe la posi- 
bilidad de una confusión ; y que, por lo tanto, de que la usada por 
Armengol é hijos es una imitación de la registrada por Moore 
y Tudor, 

Los argumentos aducidos por los acusados para sostener 
lo contrario, y que se fundan especialmente, en que existen otras 
igualmente parecidas y en que es la etiqueta que por la fortín 
del frasco han tenido que adoptar, como lo prueban las presen- 
tadas á fs. igi y siguientes; no pueden tomarse en considera- 
ción, primero, porque no es exacto que esa clase, forma y colin- 
de las etiquetas sean indispensables para distinguir bebidas de 
esa naturaleza, dado que en el comercio circulan ginebras H; 
diferentes clases que llevan marcas y etiquetas completamente 
distintas ; y segundo, porque el que existan muchas marcas pa- 
recidas nada significa, porque no se ha demostrado que ellas 
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estén en circulación, y porque aún cstándolo, ese hecho no 
autorizaría á emplear las adoptadas, puesto que, no habiéndolas 
perseguido los interesados nada impide su circulación, nías tam- 
poco las declara coexiste mes entre sí. 

Xo puede admitirse, entonces, que los demandados no hu- 
bieran podido encontrar, para distinguir sus productos, otra 
etiqueta y otra marca que no tuviera la analogía que hemos 
anotado. En su propio interés estaba, idear precisamente, una 
que difiriera, en cuanto fuera posible, con la de Moore y Tudor, 
como difieren las que tienen la ginebra "La Llave", la "Bols". la 
"Focking" y otras, que « han lanzado ai mercado con marcas 
propias; ajenas á toda sospecha de confusión, para acreditar el 
articulo ]>or sits propios méritos. 

Que tampoco puede servir de escusa la circunstancia de 
llevar las etiquetas incriminadas, el nombre de Arnungol é hijos, 
pnes como nos enseña Poitlet, en su obra sobre marcas de fábri- 
ca: "puede suceder que algunos detalles no sean idénticamente 
reproducidos y que. sin emljargo, la disposición i el arreglo, la 
forma de los caracteres, la analogía de los encuadrami cutos, 
sean tales, que la confusión sea inevitable"; doctrina que parece 
expresamente escrita para el casó que nos ocupa y que. confir- 
mándola nuestra suprema corte, ha declarado: "Que no basta 
que se agregue el nombre del (ahr 'i ante, pues el elemento domi- 
nante para guiar al magistrado, es siempre la posibilidad de 
confusión entre los productos, y no puede dudarse que la hay, 
cuando en su fisonomía, en su aspecto particular, en el conjunto 
en fin» hiere la vista y atrae la atención del consumidor que. 
generalmente, no se preocupa de pequeños detalles . (Fallos, 
.«erie segunda, tomo 21, pág. 371 )- 

/jjftfe la evidencia de estos hechos, nunca podrían sostener 
los querellados que no han cometido el delito previsto y ¡>enado 
por el inciso 4." del art. 48 de la ley de marcas de fábrica y de 
comercio, según el cual, serán i>asibles de las penas que dicho 
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articulo establece, todos aquellos que pongan á sabiendas sobre 
sus productos ó efectos de su comercio, una marca ajena ó 
fraudulentamente imitada, como resulta hasta de haber colo- 
cado en sus etiquetas una enumeración engañoso al afirmar que 
su trataba de una marca registrada, sin estarlo, y que en con- 
cepto del subscripto, basta para dar |x>r llenada la exigencia 
del precitado inciso. De no ser ello así, no hubiera aparecido 
en la etiqueta la falsedad enunciada, colocada evidentemente 
en» el deliberado propósito de engañar al consumidor, indu- 
ciéndolo en un error. 

Para demostrar la evidencia de estas conclusiones, bastaría 
considerar la razón que pudieran tener los querellados para no 
registrar como marca de fábrica la etiqueta que adoptaron; 
pero no es necesario esforzarse para encontrarla, porque no 
puede ser otra que la de evitar una denegatoria de parte de la 
oficina del ramo, que no la hubiera concedido. Por consiguiente, 
no sólo existe la imitación de la marca Moore y Tudor, sino 
también que aj>arece llenada la exigencia de "á sabiendas" 
y fraudulentamente, que marca la ley. porque, aún en el caso 
imposible de que la confección externa de las etiquetas fuera 
obra de la casualidad, para que hubieran salido tan parecidas, 
no es admisible que lo fuera, bajo ningún concepto, que, tam- 
bién |>or casualidad, se hubiera imitado la franja roja que las 
etiquetas blancas de Moore y Tndor llevan al dorso y que 
tienen igualmente las de Armengol é hijos. Ello importa decir 
que se consumó la imitación en todos sus detalles, jiara Henar 
todos los requisitos de la confusión; y como, no obstante las 
protestas en contrario, ello importa una concurrencia desleal, 
comcrcialmente entendida, ese hecho debe reprimirse con las 
penas que la ley ha establecido en tales casos. 

Veamos ahora las defensas que, para eludir esas respon 
sabilidades, han opuesto los querellados. 

Tenemos, entre ellas y su primer término, por ser la más 



grave. U que consiste en que los señores Moore y Tudor han 
cometido el delito previsto por el inciso 7." del art. 48 de 
la ley, por tener el titulo, con que han iniciado esta querella, 
una falsa designación, con relación á las medallas que en éi 
figuran, que dicen ser de oro, sin serlo, y en no haberlas ob- 
tenido. 

Examinando el título otorgado por la oficina, vemos que 
tal argumentación está desprovisto de fuerza legal. 

Al hacerse la descripción de lo que constituiría la marca 
en cuestión, cumpliendo con lo preceptuado en el art. 17 de la 
ley, se manifiesta claramente que, debajo de las palabras "Prize 
Medal Géneve", van ocho medallas, sin que se mencione que 
ellas sean de oro ó de otro metal, como tampoco se indica que 
se hayan obtenido ó se hayan discernido en exposiciones ó con- 
cursos ; de manera que, el juzgado no encuentra de dónde han 
podido sacar esa argumentación los querellados, toda vez, que el 
título nada menciona al respecto ; y aunque no es el caso, ya que 
esa defensa falta por su base, es conveniente dejar establecido, 
que los querellantes han demostrado suficientemente, que los fa- 
bricantes de la ginebra, señores Blankenhey y NoHet. obtuvieron 
en verdad esas distinciones en algunas exposiciones á que con- 
currieron con el producto de su elaboración (ver documentos 
de fs. 75 á fs. 91). 

Que por idénticas consideraciones» que resultan también 
del titulo de la referencia, puede y debe rechazarse la participa- 
ción que se le atribuye á la casa Moo-e y Tudor de haber adqui- 
rido ella esas medallas, por cuanto en ningún momento, ni con 
ningún pretexto, aquéllos se han atribuido. No es, pues, el 
taso de que habla el incido 7." del art. 48 de la ley, cuya aplica- 
ción se ha solicitado. 

Que. otro de los argumentos de la defensa consiste en sos- 
tener i|Tie los querellantes no han podido registrar el nombre 
• a- Blankenhey y Xoliet, por no haber presentado á la oficina 
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de marcas la autorización de dichos señores, como to exigen 
los inciso* 4." y 5.° del art. 17 de la ley. 

En primer lugar, los señores Moore y Tudor, registraron 
para si, y no para, ni por orden, de Blankenhey y NoUet, la 
marca de comercio que obtuvieron- para distinguir una ginebra 
tle su comercio, y no <(e su fabricación, que introducían al país, 
reservándose, simplemente, el derecho de agregar el nombre de 
la fabrica ó fabricamos que elaboran el producto, sin que por 
esta circunstancia pueda decirse que carecían de autorización 
ni menos que pueda aer nula la marca ; y en segundo, porque el 
nombre de Rlankenbey y Nollet, puesto ó no eu 
podía importar en manera alguna un registro á los efectos de la 
ley, sino mía simple designación de procedencia, de la que sólo 
aquéllos pudieron reclamar, y que, en ningún caso puede su- 
poner una falsa designación, tanto más, cuando no se ha pro- 
l«do que la ginebra que venden Moaré y Tudor, no tuviera esa 
proeedencia, sino porque está demostrado que éstos tenían auto- 
rización de Blankenhey y Nollet, para usar la marca de la gine- 
bra y su nombre, que figura en la misma. 

Los querellados han hecho á este respecto una lamentable 
confusión de la ley. Citan el art. 4.* para demostrar que Moore 
y Tudor no han adquirido el consentimiento de los señores Blan- 
kenhey y Nollet para registrar su nombre como marca, sin fijar- 
se que el artículo citado es para el caso en que se usen como 
marca los nombres ó retratos de las personas, vale decir, para el 
caso en que Moore y Tudor hubieran registrado ginebras Blan- 
kenhey y Nollet, por ejemplo, que sería lo que en realidad consti- 
tuiría la marca, pero no erando ésta está constituida por un sin- 
número de detalles, que forman un conjunto cualquiera y en la 
que, sólo como uno de tantos detalles figura el nombre de los 
referidos fabricantes. 

Que, por consiguiente, siendo un liecho positivo, perfec- 
tamente verídico y autorizado ¡xir los fabricantes, como lo es 
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el de la existencia de las medallas obtenidas por aquéllos, 
como el consentimiento de los mismos para registrar la marca 
y usar su nombre, es imposible sostener, sino ñor mera disensión, 
que los señores Moore y Tudor puedan baber cometido el delito 
previsto por el inciso 7. del art. 48 de la ley 3975- y P° r ,0 
tanto, se declara no probado este extremo de la defensa. 

Que. en cuanto al otro argumento, de que la marca "Néctar 
no ha podido ser otorgada por tratarse de una palabra de uso 
común y ser contrario á lo dispuesto en le inciso 5.' del art. 3-° de 
la ley, iarn|x>co tiene, en semir del suscripto, mayor eficacia que 
la atribuida á los otros medios de defensa. 

Dice el inciso 5» del art. 3." antes mencionado, que, no se 
considerarán como marcas de fábrica, comercio ó agricultura, 
"las designaciones usual mente empleadas para indicar la natura- 
leza de los productos ó la elase á que pertenecen"; y es en pre- 
sencia de esta disposición legal que debemos considerar la argu- 

mei.'adói; planteada. 

Para ello, no podemos tomar otro punto de partida que el 
titulo otorgado por la oficina y el significado genérico de esa pa- 
labra, y según los cuales resulta que la palabra "Néctar 41 sea la 
única que constituye la marca, ni que es del uso común, t.a 
marca en cuestión, como muy claramente lo dice la descrip- 
ción presentada á la oficina, está firmada por una etiqueta de 
forma adecuada al frasco, llevando la denominación "Néctar" 
y luego las palabras que con ella se mencionan, es decir, que 
la marca es el conjunto de la etiqueta referida, formada por 
todos tos detalles que en ella se mencionan, de modo que, si 
tt afirma que aquélla, sólo la constituye la palabra "Néctar", no 
se ba dicho la verdad ; y si se sostiene qué ésta palabra es una 
designación usual para distinguir la naturaleza del producto, 
igual podría sostenerse de Jas demás palabras, todas ellas co- 
incidas en el lenguaje vulgar, sean de nuestro propio idioma, 
sean de idiomas extranjeros. 
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Los mismos querellados nos lian ofrecido la prueba más 
acallada de la falta de fundamento en esta parte de la defensa 
Si ellos hubieran considerado serio lo sostenido al respecto, 
se habrían creído con igual derecho que los querellantes al 
empico ó uso de la palabra "Néctar" y demás <|tt& formando el 
conjunto de ta etiqueta, constituyen la marca registrada, y hu- 
bieran lanzado al comercio el producto de su elaboración llamán- 
dolo "Ginebra Néctar"; pero no lo estimaron así, desde el mo- 
mento que eligieron la palabra "Nácar" liara distinguir su 
producto, violando á su vez la ley. jwrqtie, admitiendo sus 
argumentos, Nácar seria palabra de uso común. 

La palabra "Néctar" tomada aisladamente para distinguir 
ginebra, no es una designación necesaria, ni el nombre indispen- 
sable con que se distingue el producto. Esto es lo que surge de 
nuestra ley y lo que enseñan los tratadistas, especialmente Poui- 
ltet y Itossio, citados oportunamente por la parte querellante. 

Esa palabra, que en términos generalmente usados en 
poesía, servía para indicar una bebida suave, aromática, indes- 
criptible, con que los dioses mitológicos se deleitaban en sus 
olímpicas bacanales, no puede ser aplicada á una bebida deter- 
minada, sino á todo aquello que tenga algo de ideal ó mito- 
lógico. No sirve para determinar como designación usual el 
sabor, la clase ó la naturaleza exclusiva de una ginebra, que, 
seguramente, earece de la dulzura, de la delicadeza, del aroma 
y suavidad que en el paladar de los dioses mitológicos tenían 
aquellas bebidas que ellos apuraban en sus festines. 

Si la marca de los querellantes se hubiera registrado como 
"Ginebra Fina", "Ginebra Superior", "Ginebra Tónica" ó "Gi- 
nebra Digestiva", por ejemplo, por sus propiedades que gene- 
ralmente se atribuyen á ese producto, podría decirse en verdad 
que ella indicaba la clase ó naturaleza del producto; como deter- 
minaría igual cosa si se registrara una marca que dijera "Vino 
de Uva". "Vino de Pasas"*, etc. ; pero nada se opondría á que 
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se les llamara "Vino Néctar", "Vino Ambrosía" ó "Vino 
Itteaf \ que nada significan en relación á la clase del producto, 
ni á su naturaleza. 

Que, finalmente, de todo lo expuesto surge evidentemente, 
que en el registro efectuado por los señores Moore y Tudor, y 
á que se refiere el título con que iniciaron la querella; no existe 
fraude, ni falsedades, como sostienen los querellados; que han 
tenido y tienen derecho para Haher proseguido esta acción, ante 
Indisposición contenida en los arte. 6 y i a de la ley de marcas 
de fábrica y de comercio; que la casa de Armengol é hijo-? 
ha infringido la disposición contenida en el inciso 4.* del ar* 
líenlo i¡* dfr U ley J075. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo, 
condenando á don Francisco Armengol, á don Manuel Armen- 
gol y á don Manuel Torres, socios de la firma Armengol é hijos, 
á pagar, cada nno, una multa de doscientos sesenta pesos mone- 
da nacional, destinados al Consejo Nacional de Educación; á 
snf ir también cada uno seis meses y medio de arresto y al pago 
.Íií tos costas del juicio. 

Resuelvo igualmente, de acuerdo con el art. 67, segunda 
parte, que esta sentencia se publique en dos diarios de esta capi- 
tal, por una sola voz, á costa de la parte vencida. 

IJéjanse á salvo á los querellantes las acciones por daños y 
perjuicios que crean convenirles; 

Kotifíqiiese con el original y en oportunidad archívese 
csu expediente. Repóngase el papel. 

Francisco B. Astigueta 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Botfloi Air**, Octubre 19 de «CT. 

Y vistos: 

Estos autos seguidos ]>or tos señores Moorc y Tiidor contra 
los señores Francisco y Manuel Arniengol y Manuel {Torres 

Y considerando: 

I." Que los primeros se querellan contra los segundos 
acusándolos de haber cometido con Telación á la marea Ginebra 
Néctar, núm. 10074, de que son propietarios, los delitos que de- 
fine y castiga el art. 48, incisos 4/, 6." y 7." de la ley núme- 
ro 3975. 

Los querellados, en todo el curso de esta cansa, han soste- 
nido que los querellantes carecen de acción para sostener este 
)tncio, que en esa virtud no han podido querellarse ni contra 
ellos ni contra nadie porque al obtener la marca Néctar no 
han llenado lo* requisitos de la ley y al usarla han cometido 
el delito previsto y penado por el art. 48» i™. 7 * de la ley 
de marcas. 

El inferior en su fallo condenatorio apelado por k>s quere- 
llados, ha desestimado fundadamente la mayor parte de las de- 
fensas que aquellos opusieron ; pero al rechazar alguna de ellas 
no le ha dado et alcance jurídico que legalmente tiene. A fin 
de fijar la situación de derecho en que cada una de las partes 
debe quedar, en consecuencia, del presente juicio, procede exa- 
minar nuevamente alguna de las excepciones que k» querellados 
han deducido para solicitar el rechazo de la querella. 

2. Que los querellados han sostenido que Moore y Tudor 
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no lian podido ejercitar la acción deducida sobre imitación frau- 
dulenta de la marca "Néctar", porque la han obtenido sin llenar 
los requisitos exigidos por la ley. Esta defensa la fundan alegan- 
do que en la descripción dtr la marca "Néctar" no se menciona 
á Wankenheyn y Nollet, y por consiguiente, el uso de dicha 
marca con el nombre de los fabricantes es ilegal ; que Moore 
y Tildar no presentaron la autorización de Itlankenheyn y 
Nollet, conforme al art, 4. ley 3973, cuando solicitaron el re- 
gistro de la marca, siendo insuficiente j»ara llenar aquel requisito, 
la autorización dada con posterioridad al registro y á la iniciación 
del presente juicio ; que es un error sostener que el inc. 4.°. ar- 
tículo 3 ley 3973. se refiere sólo á los casos en que el nombre 
es marca, pues basta que el nombre figure en la marca para 
que haya necesidad de cumplir con lo dispuesto eu el art. 17, 
inc. 5°, ley citada. 

En cnanto á este último punto, lo resuelto por el inferior 
está arreglado á ta ley y á la doctrina. 

El inc. 4, art. 3. ley citada, dice : "Los nombres de las per- 
sonas no (unirán usarse romo martas, sin el consentimiento de 
aquello " lluego el nombre de la persona es lo que consti- 
tuye propiamente la marca, aparte de los dibujos que lo acom- 
pañen". El nombre del fabricante puede servirle de marca, siem- 
pre que para evitar cualquier confusión afecta «na forma carac- 
terística". "Se puede, siempre que afecte una forma particular, 
adoptar como marca el nombre de un tercero, desde que éste 
lo consiente. 

Así, un fabricante ha podido dar como marca á un elixir 
el nombre de Lamartine. ( Pouület, "Marques de Fabrique", nú- 
mero 60, Rendie, núms. 37 y 38.) 

En el caso sub-judice el nombre de ta marca es "Néctar" 
y ésta se compone de dicha denominación que la caracteriza y 
de tos demás elementos gráficos que se expresan -en la des- 
cripción respectiva. 
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La marca de Moore y Tudor no es "lilankenhey y Nollet". 

Si hubiesen solicitado registrar como marcas los citados 
nombres, presentándolos acomunados de las particularidades 
necesarias, se les habría exigido la autorización de que trata el 
articulo 17. inciso 5.", ley citada, pero no habiendo pedido tal 
registro, 110 lian estado obligados á presentar la autorización 
del caso. 

Moorc y Tudor manifestaron íjuc dejaban en la etiqueta 
un espacio en blanco para llenarlo con los nombres de los fa- 
bricantes de la ginebra. En tal manifestación no hay nada con- 
trario á la ley. Dicho espacio en blanco lia sido llenado con los 
nombres de los fabricantes, con el consentimiento de éstos, 
según consta en autos. 

Entonces, la inclusión de los nombres Blankenhey y Nollet, 
en la marca núm. 10074. no repugna absolutamente á ninguna 
disposición expresa ni implícita de la ley de marcas, ni se vio- 
lan derechos de tercero, ni se trata de engañar al público, ni se 
ejecuta acto alguno contrario á las ideas de justicia y de 
moralidad en el comercio. 

La simpje sospecha de míe en el espacio destinado á inscri- 
bir los nombres de los fabricantes de la ginebra haya podido 
colocarse otro nombre diferente, no es una prueba de la viola- 
ción de la ley. , 

if Que los querellados sostienen que la acción deducida 
por Moorc y Tudor es improcedente por cuanto la dcsigna- 
cinó "Néctar** no puede considerarse como marca de comer- 
cio en razón de lo dispuesto en el inc. 5.", art. 3, ley citada, 
que establece que no pueden considerarse como marcas las 
designaciones usualmente empleadas para indicar la na- 
turaleza de los productos ó la clase á que pertenecen," 

Es indudable que el vocaWe "Néctar" da carácter y signi- 
ficado propio, á la marca núm. 10074. de modo que sí esa voz 
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estuviese comprendida dentro del concepto del inciso 5 °, art. 3 
citado, habría que suprimirla. 

El tribunal no estima que la palabra "Néctar" según su 
significación, pueda emplearse para designar la naturaleza ó 
calillad propia de la bebida llamada "Ginebra", de modo que 
cuando se dice "Ginebra Néctar", se aplica á tal líquido un 
epíteto que le es propio ó substancial. Alguien podría decir 
que la ginebra le sabe á "Néctar", ó que es un "Néctar", pero 
eso no prueba que dicho vocablo, según el uso corriente en la 
República, exprese la calidad, la naturaleza, la clase de aquel 
producto, 

4/ Que los querellados afirman que Moore y Tudor no 
han obtenido en Tas exposiciones de París, Fitadelfia, Ams- 
lerdam y Mellournc las medallas que aparecen en tas eti- 
quetas de Ta marca "Néctar", y que aunque no pidan contra 
ellos la imposición de penas, no aceptan que puedan tener 
acción para querellarse como lo hacen en estos autos, porque 
repugna á las nociones de la justicia y legalidad que aquél que 
se ha hecho reo de una acción culpable pueda invocarla en su 
favor para perseguir á terceros. 

1.a simple enunciación de los antecedentes relativos á la 
marca "Néctar", y de algunos de los hechos relativos al co- 
mercio de la ginebra extranjera que lleva dicha marca, bastará 
para establecer que no constituye infracción el hecho de que 
los querellantes puedan usar en su marca "Néctar'* las meda- 
llas obtenidas en las exposiciones nombradas. 

Es exacto que Moore y Tudor no han obtenido personal- 
mente esas medallas ; pero eso no bastaría para que fuera ilegi- 
timo Stl uso. 

£n la descripción que A fs. ti se hace de ta primera etique- 
ta, se expresa que ésta lleva en su parte superior la denomina- 
do*: "Néctar'', y que bajo el ancla inclinada se encuentran las si- 
guientes inscripciones: Very oíd and mtíx y destUlcrs Rottcr- 
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dúm. En el vacio que queda entre ellas, dice la descripción, 
irá- agregado el nombre de la fábrica que elabora este producto 
por cuenta de los que subscriben. En la parte inferior de la eti- 
queta, hay estas tres líneas : Moore y Tudor— B oh importéis^ 
Buenos Aires, 

Desde luego se ve eme se trata simplemente de una marca 
<le comercio : que Moore y {Tudor no son fabricantes ; que son 
importadores de una ginebra destilada en Rotterdam, el nombre 
de cuya fábrica 6 de cuyos fabricantes, se hará constar en la 

etiqueta. 

En la descripción de la segunda etiqueta, se dice á fs. II 
vuelta, lo siguiente: una etiqueta con- las palabras Gemin 
Holíands, First Noss. Prise medai Cenevc; luego otro mtda- 
¡las t y debajo de ésta las palabras otUy destiücd by... Rotter- 
d*vm tioüand, Moore y Tudor, solé importers. — Buenos Aires. 
En el vacio- existente debajo de las palabras only dcstilted by..* 
irá agregado el nombre de la fábrica que elabora este producto 
por cuenta- de los que subscriben í Moore y Tudor). 

Se trata, pues, de una ginebra elaborada en el extranjero 
é introducida en la República por los señores Moore y Tudor. 

En la descripción de la marca se dice que después del letre- 
ro Prizc Medal (¡twtv*, irán ocho medailñs. 

Desde luego esa» medallas no pertenecen á Moore y Tudor 
porque eilos no son fabricantes de ginebra, ni afirman tampoco 
en pane alguna ni bajo ninguna forma que sean de su propie- 
dad: Las medallas deben ser, entonces, premios discernidos á 
los fabricantes de ta ginebra y por raión de ta ginebra misma. 

La cuestión á examinar es si los fabricantes cuyos nombres 
aparecen en tas etiquetas de los frascos de ginebra "Néctar" 
hurtados al comercio, han obtenido en realidad medallas por la 
elaboración de su ginebra ; si la inclusión de dichas medallas 
en la marca se ha hecho con- autorización de sus dueños, y si 
se lia aplicado la marca' al mismo articulo premiado. 
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Los fabricantes de la ginebra "Néctar" importada |»r Moo- 
re y Tudor, son los señores Ulankenhney y Nollet, de Rotter- 
dam, en Hollanda, y ellos han obtenido las medallas |»ra la 
ginebra de su elaboración en las exposiciones de Parts, Fíladelña, 
Amsterdam y Mellourne, según se comprueba á h. 140. 141, 
142 y 143 de estos autos. 

Establecido que los señores Hluiikenheny y Nollet lian obte- 
nido las medallas mencionadas para su ginebra, hay que probar 
que Moore y Tudor incluyen dichas medallas en su marca 
"Néctar" cotí la autorización competente. 

A fojas 139 de estos autos consta que: "En la ciudad de 
Amsterdam. ante el cónsul general de la República Argentina 
y los testigos mayores de edad... compareció el señor... di- 
rector de la tirma social Iílankeuheny y Kolet's dcsiillerdeny 
■' Rolle rdam", de cuyo conocimiento y capacidad legal doy fe, 
y dijo: que las dos etiquetas adheridas á continuación fias 
de la marca "Néctar") que hacemos imprimir y colocamos nos- 
otros mismos en las botellas de ginebra que fabricamos y que 
importan á la República Argentina... Los señores Moore y 
Tudor, cuyas etiquetas, excepto nuestro nombre, constituyen 
la reproducción de una marca de comercio registrada en la 
República Argentina por los señores Moore y Tudor y con- 
tiene nuestro nombre puesto en ellas, asi como las medallas 
que á nuestra ginebra han sido otorgadas, de conformidad 
V nuestro acuerdo; puesto que. como arriba declaramos, somos 
nosotros los que fabricamos dicha ginebra, hacemos imprimir 
las etiquetas y las pegamos en los frascos; y los señores Moore 
y íTudor los que ta importan y la venden en la República Ar- 
gentina." 

Resulta, pues, que las medallas que aparecen en la marca 
"Néctar" fueron discernidas á Blankenheynn y Nollet por la 
boración de su ginebra; que la inclusión de esas medallas en la 
marca referida se hizo con autorización de sus dueños, y que 
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dicha marca se aplica á envases que contienen la ginebra pre- 
miada, todo lo cual no constituye una violación de la ley fie 
marcas, 

y 1 Los querellados han sostenido además i|ue Moore y 
Tudor no pueden usar en su marca acetar" las medallas obte- 
nidas por Blankenheynn y Nollet, porque las medallas, como lo 
enseña l'ouillet, son recompensas personales que pertenecen al 
que las ha obtenido, y que, por tanto, no pueden ser objeto de 
tráfico de tal manera que el comerciante que en una exposición 
no ha sido recompensado, no puede adquirir, de otro que lo lia 
sido, el derecho de hacer figurar en sus anuncios, facturas y 
prospectos, las medallas obtenidas |*>r aquél. "Des Marques de 
Habriqnc", nóm. 528. 

Ivs indudable que las medallas acordadas como roeom- 
l>ensa, son premios personales que se confieren á un comer- 
ciante, industrial ó agricultor, en consideración exclusiva á los 
producios propios de su comercio ó de su industria. Bajo este 
último concepto, la medalla, aunque sea una recompensa per- 
sonal, pertenece al artículo ó producto comercial ó industrial, 
de manera que puede legalmente transferirse, según el articulo 
Por eso, cuando se transmite un establecimiento comercial ó in- 
dustrial que tiene marcas de fábrica, éstas se entienden igual- 
mente transmitidas con las medallas contenidas en las marcas, 
salvo convención en contrario. l«o que np se permite es míe una 
j>ersona que obtuvo como recompensa una medalla, la ceda á 
otra, ¡Jara que la aplique como propia £ otra industria ó á 
efectos del mismo genero de industria; pero esto no es lo que 
ocurre en el caso sub-judice. Las medallas que figuran en la 
marca "Néctar" han sido acordadas á lílankenheynn y Nolct 
por sn ginebra elalwrada en I lolanda ; esas medallas aparecen 
en una marca de comercio (pie se adhiere á envases que con- 
tienen la misma ginebra elaborada en Holanda pof los mis- 
mos fabricantes premiados. Luego, las medallas. las recompen- 
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sas obtenidas por esa ginebra, siguen al articulo, vendido por 
sus propios fabricantes; las medallas, los premios, llenan, enton- 
ces, su tin, y en esto no hay nada de ilegítimo. 

6.* Que ¡os querellados sostienen también que Moore y 
Tudor hacen figurar en su matea "Néctar" ocho medallas de 
oro, lo cual constituye una falsedad, por cuanto las medallas 
obtenidas no son de oto. 

El presente juicio se ha iniciado y seguido con la marca 
"Néctar" núm. 10074, de 39 de Agosto de 1902, Con arreglo 
¡1 sus dibujos y descripción debe resolverse la litis. 

La marca "Néctar" registrada en 1890 ha desaparecido 
legalmente, de manera que sus elementos gráficos y su parte 
descriptiva 110 tienen la menor influencia en contra ó en favor 
de la catual marca 'Néctar". 

La descripción de la marca núm, 10074, no establece que 
las medallas que figuran en ella sean de oro ; la descripción 
dice simplemente ocho medallas. Si en la descripción de la mar- 
ca -Néctar" de 1892. se dijo ocho medallas de oro, eso no sig- 
nifica que aquella designación debe hacerse extensiva á la des- 
cripción de la marca núm. 10074, precisamente cuando ésta ha 
omitido tos palabras: de oro. Luego Moore y Tudor no han 
afirmado en la descripción de la marca núm. 10074. <l uc 
de oro las medallas. 

7- v Que los querellados lian alegado que, si las medallas 
obtenidas |»r Blankenheynn y Nollet son de bronce y plata, en 
la etiqueta res]>ectiva de la marca "Néctar" sólo habrían podido 
aparecer de color plateado y bronceado, pero que desde el mo- 
mento que Moore y Tudor las presentan como de oro, cometen 
la infracción prescripta y penada por el art. 48. inciso ] . ley de 
marcas. 

Dicho inciso, en su parle substancial, dice: "Serán castiga- 
"dos con arresto y multa: Todos aquellos que con intención 
"fraudulenta iwngan ó hagan poner en la marca de un producto 



DC JUSTICIA De LA NACION 190 

í 

"una enunciación ó cualquiera otra designación falsa con reía* 
"ción á la naturaleza, calidad ó al lugar en el cual ha sido fabri- 
"cado ó «(pendido, y á medallas, diplomas, recompensas ó dis- 
tinciones honoríficas discernidas en exposiciones ó concursos". 

Los querellados afirman que si las medallas obtenidas en 
las exposiciones nombradas en ta marca "Néctar" han sido de 
plata y bronce, según la prueba rendida por los querellantes, 
et hacerlas aparecer con color de oro en la marca, implica una 
enunciación ó falsa designación de las que ¡irevé c-J citado in- 
ciso 7." 

Si las medallas acordadas lian sido de plata y bronce, es 
fuera de duda que con ese color han debido figurar en las eti- 
quetas de la marca respectiva, desde el momento que en los 
grabados é impresos de la industria y del arte, ta plata y el 
bronce tienen su tono propio, diverso, por cierto, del color 
representativo del oro. 

Quien ve las medallas uue aparecen en la marca núme- 
ro 10074, puede afirmar que representan medallas de oro; esto 
es, el más alto premio obtenido en las exposiciones respectivas, 
lo que no es exacto. Ese color significa una enunciación falsa, 
que induce en error al público y que hace ineficaz ta acción 
de los querellantes. 

La* marcas de fábrica, como dice Rendu, "tienen por objeto 
"fortalecer y dilatar en los dominios de la industria y del co- 
"mercio las ideas de moralidad y de justicia y dar al fabricante 
"y al comerciante un medio propio para desorientar el fraude*', 
pero jara conseguir ese fin se requiere que el industrial y el fa- 
bricante usen de su marca en las formas severas de la ley, de 
acuerdo con todos los dictados de ta probidad comercial "Mar- 
ques de Fabrique", tom. 14 

Así, el comerciante que en una exposición ha obtenido re 
compensas, premios, medallas, si los usa en sus marcas, debe 
hacerlos aparecer en idéntica forma, con las enunciaciones ó 
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designaciones propias para que figuren cuino fueron acordadas 

"Un medio para adquirir clientela,— dice Aniar — es hacer 
conocer los premios, las medallas ó cualquier distinción obtenida 
ix>r sus producios ; pero será un acto de concurrencia desleal el 
hacer aparecer una distinción diversa de aquella que se obtu- 
vo*'. Dei nomi, dei marchi, pág. 528. t. 374. 

"El conterciante que ha recibido la medalla conmemorativa 
de la exposición — dice Blanc — se hace culpable de usurpación 
cuando dispone los títulos de sus facturas de manera á hacer 
creer que ha sido recompensado con medalla de honor." ( "Traite 
de la coutrefason". pág. 730). 

Finalmente, Maillard de Marafy, dice, "que en todos los 
países anglo-sajones. las falsas indicaciones, las exageraciones 
en los prospectos y en las etiquetas det demandante le hacen 
indigno de perseguir al falsificador". f'Dictionaíre de la Pro- 
picté lndustríelle". Tomo 4, pág. 102). 

Todos estos antecedentes ilustran el inciso 7.", art. 4S de 
la ley de marcas de la república. 

La marca "Néctar" ha sido obtenida con arreglo á la ley, 
pero la forma ha sido puesta en circulación no se ajusta á sus 
prescri|>cioiies. 

Aunque no haya una falsedad en cuanto al hecho de ha- 
berse obtenido premios en las exposiciones á que las medallas 
se refieren, el hecho «le hacerlas figurar como si fueran de 
oro, significa una enunciación contraria á derecho. 

Para que la acción penal proceda en juicio por violación 
de la ley de marcas, es necesario que el querellante use de su 
propia marca sin incurrir en ninguna violación de aquella ley. 
cuyo amparo solicita, porque no sería ni arreglado á derecho 
ni moral que el que pide la proteción de la justicia se valga 
para ello de un instrumento viciado por su propia falta . 

En el caso sub-judice si los querellantes hubieran usado 
del color de la plata y del bronce en el estampado de las meda- 
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lias que aparecen en su marca, habrían prevalecido definitiva- 
mente cu la lilis si resultara <|ue los querellados habían imitado 
fraudulentamente ta marca "Néctar", punto que el tribunal se 
abstiene de examinar y resolver |>or ser inconducente para la 
solución de la cauca: pero como las medallas figuran en la marca 
como si fueran de oro, resulta que la ación deducida queda ener- 
vada, en razón de lo dispuesto en el artículo 48, inciso 7.", ley 

i'ur estos fundamentos se revoca la sentencia apelada de 
ís. 2^5 y se absuelve á los señores Francisco y Manuel Armen- 
gol y Manuel Torres Suastegui de la querella deducida contra 
ellos por los señores Moore y Tudor por infracción á la ley 
de marcas y teniendo presentes las circunstancias particulares 
Uel caso, abónense las costas de ambas instancias en el orden 
causado. 

Notifiques? con el original, devuélvase y repónganse los 
mIIi» ante el inferior. 

Angel H. Hojas. — Angel Vvrreira* 
Cortes. — Luis Molina. 
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Buenot Airea, Scpiivmbrc 14 de 1909. 

Vistos y considerando: 

(Jue por resolución de fecba 19 de Septiembre del añ> 
próximo pasado, esta corte declaró mal denegado el recurso 
ile ablación entablado por la firma social Moore y Tudor contra 
una sentencia de la cámara federal de esta capital corriente 4 
fojas 2t/>. no obstante haberse informado |>or dicho tribunal, 
que el fallo se fundaba en que, á juicio del mismo, el color de 
las medallas que Icis querellantes usan en la etiqueta de su gitie- 
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bra "Xéclar". es el del oro y no el del bronce ( fs. R) . lo que im- 
porta un uso ilega! de su marca, míe sólo los autorizaba á estam- 
par medallas de este último color. 

Que, en mérito de lo expuesto, lia quedado decidido y eje- 
cutoriado que este tribunal debe entrar á juzgar ampliamente 
el recurso, conociendo ya sea del hecho como del derecho cues- 
tionado, siendo esa resolución conforme con los términos de 
la ley 48. 

One juzgando asi del recurso, debe tenerse en cuenta, que 
la |iartc querellante ha comprobado durante el curso de la 
causa, que los querellados habían falsificado la marca "Néctar", 
que ellos tienen registrada Injn el número 10.074 en el año 1802 
y . con la cual designan una ginebra introducida del extranjero 

cxciusivamenU' |H>r ellos. 

ijue la comprobación de dicha falsificación queda demus- 
trada. como lo expresa la semencia de primera instancia de 
fojas 265, con la palabra *' Nácar" de un sonido susceptible de 
confusión con aquélla, con la forma ó corte de la etiqueta em- 
pleados, con la -i medallas que lleva y que nunca le fueron acor- 
dada*, con la eorrespnndeneia que corre en los autos y basta 
con la cireun-tancia ele haberse ofrecido los querellados á retirar 
del comercio dicha marca tan luego fueron infi muados de la 
reclamación f í, ló>: siendo innecesario agregar otras conside- 
raciones á más de las aducida** en ta sentencia de primera 
instancia, consideraciones que no han sido negadas en la de 
segunda apelada. 

Que fundada la revocatoria de la sentencia de 1" instancia 
en que los demandantes no podían acusar á lo> querellados, por- 
que aquéllos, á su vez., habían violado la ley de marcas, usando en 
tías etiquetas de s« producto medallas con el color fiel oro. cuan- 
do sólo las tenían de bronce, corresponde en el caso revocar 
igualmente esta última sentencia, |ior cuanto, contrariamente á 
lo decidido por tila á la simple vista se conoce con evidencia, 
que el color de las medallas empleadas en las etiquetas de la 
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ginebra *' Néctar", no es el que todos conocen como propio ilel 
oro que es "el brillante amarillo"... cualquiera, aun sin ser 
perito lo perrito en el caso. Pero si así no fuera, no |xxlría re- 
sultar designado ú diferenciado el oro del bronce, por la sola 
razón del color, porque el bronce es el "cobre fundido con el 
estaño ú otros metates que le hacen inris duro y de color seme- 
jando al del oro" ; ile consiguiente, si las medallas aparecieran 
de color de oro, lo que no sucede, no tendrían un color suscep- 
tibk- de excluir el del bronce, que es el que los demandantes lian 
querido figurar. 

Que de este punto ríe vista, la cuestión no es sólo de hecho, 
sino de interpretación y aplicación del inc. 7 del art. 48, desde 
que él exige designación falsa en la mercadería ó producto, y en 
una medalla grabada ó estampada no se puede designar el oro 
írente al bronce con el solo color, desde que, si bien el bronce 
puede adquirir tonos distintos del oro, puede también, sin dejar 
de ser bronce asemejarse y confundirse con aquél, res|)ccto al 
público en general que es á quien se refiere la ley : no cabe cu 
una palabra, ■■designación", término legal, que es la diferencia 
«le una cosa. 

(Jue corroborando esta conclusión la ausencia de todo propó- 
sito tic poner ñ las medallas de la etiqueta el color del oro. se 
deduce, además, tic que no fueron de ese metal las concedidas, 
de la circunstancia de hator suprimido en esta segunda | Miente 
la designación errada que se dio en la anterior de ser de oro las 
medallas. 

(¿ue en mérito de las anteriores consideraciones procede 
revocar la sentencia arlada de fs. 2Q/>, por 110 lialier mérito 
para modificar la de primera instancia de fojas 2Ó5, 

Por estas consideraciones y los fundamentos de la senten- 
cia de fs. 265. se revoca la arlada, en cuanto modifica ta pri- 
mera, debiendo cada parle abonar las costas de la instancia. 
1 lágase salier original, religase el papel y devuélvase. 

Octavio Bunoe - Nicanor O. 
del Solar- C. Moyano Oa- 
ClTÜf - En desistencia; M. P. 
Daract. 
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DESlDENClA 

Vistos y considerando: 

Que el juicio verbal celebrado á los efectos (leí art. 570 del 
código de procedimientos en lo criminal, ó sea para la acusación 
y <k teosa, los acusados sostuvieron que los querellantes usando 
h marca "Néctar'' habían cometido los delitos previstos y ju- 
nados por el art. 48, incisos 7 y 8 de la ley núm. 3975, por 
cuanto habían estampado en esa marca la designación falsa de 
haber obtenido en diversas exposiciones las medallas de oro que 
ostentaban, y míe aún las concedidas á Hlankcnheynn y Xollct 
tampoco eran de oro (f, 162). 

Que asi, la imputación del empleo de medallas cuya cali- 
dad ó naturaleza se negaba era conocida de los querellantes y 
ha |>odtdo ser objeto de prueba durante el proceso. 

(juc por otra parte, el punto de si la sentencia de fs. 296 
ha podido ó no pronunciarse en el sentido que lo ha hecho sobre 
el particular indicado en el primer considerando, está regido 
[x>r la ley procesal, cuya interpretación y aplicación, salvo casos 
excepcionales de violación de las garantías constitucionales, no da 
lugar al recurso acordado por el art. 6f de la ley 4055. 

Que en cuanto al fondo, la sentencia citada de fs. 296 es- 
tablece que "en los grabados c impresos de la industria y 
del arte, la plata y el bronce tienen su tono propio, diverso por 
cierto del color representativo del oro ; y que las medallas que 
aparecen en ta marca núm. 10074, l(>s querellantes, repre- 
sentan medallas de oro. esto es, el más alto premio obtenido 
en la* exposiciones respectivas, lo que 110 es exacto." 

Que estas decisiones y la implícita relativa ú la intención 
fraudulenta de los que reí lantcs, se refieren á cuestiones de hecho, 
como lo reconocen los mismos querellantes (fs. 23 vta., 40 vía,. 
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42 42 vta., 43 y 44) y en manera alguna á la inteligencia que 
<lcbe darse al art. 48, inc 7 de la ley 3975, acerca de la cual no 
ha existido discusión ; y por lo mismo, con arreglo á lo reitera- 
damente resuelto en casos análogos, esta corte no se encuentra 
habilitada |iara revirarlas confirmándolas ó revocándolas en un 
recurso extraordinario de la naturaleza del presente, (inc. 3, 
art. 14. ley 48. Fallos, tomo 97, \úg. 319; tomo 109, pág. 50 
y otros), 

Qik debiendo aceptarse, según lo dicho, <|ite los querellantes 
han usado ¡licitamente medallas de oro en su marca, esto no ha 
podido servirles de base para la querella de fojas i$ ; desde 
que la ley sólo proteje las marcas que se usan sin violar sus 
«Imposiciones. (Fallos, tomo 38. pág. 38). 

One la sentencia recurrida 110 contiene tampoco, propia- 
mente, pronunciamiento contra la validez de una autoridad ejer- 
cida en nombre de la nación ó interpretación contraria á los re- 
currentes de una comisión ejercida en nombre de la autoridad 
nacional, puesto que en esa sentencia se declara la ineficacia de 
la marca de los querellantes, para promover la acusación de que 
se trata, |tor razones autorizadas por la misma ley núm 3975, 
é independientes de la conexión ó legalidad de sn registro, 
(arg. Fallos, tomo 79. i»ág. 280: 23 llow. 193; 178 U. S. 205). 

Por ello, se confirma la sentencia apelada en la ¡rartc que es 
materia del recurso. 

Notifiques? con el original y previa reposición de sellos, de- 
vuélvanse. 

M. P. Daract 
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CAUSA LXXXI 

Réciirso extraordinario deducido de hecho por Antonio Peluffo 
en autos contra ia sucesión de Virasoro y D. ttchazú 
sobre reivindicación. 

Sumarial ívs improcedente el recurso extraordinario autorizado 
por el artículo 14 de ta ley 11Ú111. 48, contra una sentencia 
tjiie se limita á aplicar disposiciones del código civil, sin 
«pie en el juicio se haya planteado formalmente ni resuelto 
ninguna cuestión federal susceptible de ser llevada á deci- 
sión de la curte suprema. 

* 

Caso : Lo explican las siguientes piezas : 



DICTAMEN DEL SEfiOR PROCURADOS GENERAL 



Suprema corte: 

ü.1 recurso directo interpuesto es improcedente, por no en- 
cuadrar dentro de los casos previstos |>or el art, 6 de la ley 
muí m. 4055 y su correlativo el 14 de la ley 48. 

En la sentencia recurrida de fs. api, cpic continuó por sus 
fundamentos la de primera instancia de fs. 251, y en esta última, 
se ha examinado exclusivamente una cuestión de hecho, cual era 
la de saber sí existía el condominio invocado por el demandante, 
la que fué resuelta por la aplicación de las disposiciones perti- 
nentes dd código civil. Xo se ha puesto en cuestión la validez 
jó la inteligencia de clausula alguna de la constitución de ley. 
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ó tptÉüfí del congTrno, ó de comisión ejercida en nombre de 
la nación, v la decisión rinal no contiene un desconocimiento 
de derecho ó privilegio (pe se funde en tales disposiciones. 

Por ello V en presencia de lo que prescribe el art. 15 de 
la citada ley 48, pido á V. E. se sirva declarar bien denegado el 
r<*mrso extraordinario de apelación, 

Luis 11. Molina. 



FALLO DE LA CORTE SL'. REMA 

buenos AifC*, Setiembre 16 de 1909. 

Y vistos; 

K! presente recurso de hecho diducido par don Antonio 
1 'chillo, de la sentencia de la cámara federal del Paraná, co- 
rriente á fojas 2H)i de los autos remitidos, en la que no se hacía 
tildar por esa cámara á una demanda entablada por Peluffo 
contra don Hmitio Eehazú, y 

Considerando; 

Oue habiendo entablado Peltlffo este recurso, fundado en 
el art. 6/' de la ley 4055. >' denegado el mismo, por decreto de 
foja* 205. ha ocurrir!» fie hecho ante esta corte, á ta que fueron 
enviados los expedientes originales en cuatro cuerpos de autos 
que se han tentdo á la vista. 

Oue de toda* esas actuaciones resulta cjp Peluffo había 
demandado á Echazü por división de condominio; que trabado 
el juicio, el juez «le primera instancia de Corrientes, rechazó la 
lU-manda, fundado en fine no se había demostrado la existencia 
del condominio entre las partes; que apelada esa sentencia, 
la cámara federal del Paraná la confirmó ¡tor sus fundamentos; 
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y que ni en primera instancia ni en segunda ante la cámara fiel 
Paraná, se lia planteado formalmente, ni resuelto ninguna cues- 
tión federal susceptible de ser t raí 'ta ante esta corte. 

Que aún suponiendo que esa cuestión hubiera sido plantead * 
en la expresión de agravios, la resolución apelada no ha afectado 
ningún principio constitucional, limitándose á aplicar las dispo- 
siciones del código civil al caso en cuestión, aplicación que no 
autoriza el presente recurso. (Art. 15, ley núm. 48). 

Por ello, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor procurador general, se declara bien denegado el recurso. 

N'otifiqtiese con el original y archívese, previa reposición 
de sellos, devolviéndose los autos principales, con testimonio 
de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor o. del 
Solar.— M. P. Daract.-C. 
Moyano OACITÜA. 



CAUSA LXXXII 

Ret tirso extraordinario deducido de ¡techo por don Antonio Pe- 
íitffo en autos con Hiena 0'. de \ "irasoro, sobre nulidad de 
procedimiento. 

Sumario : Es improcedente el recurso extraordinario autorizado 
por el articulo 14 de la ley núm. 48, contra ta sentencia 
de una cámara que se limita á aplicar sus procedimientos 
comunes, sin que se haya puesto en cuestión oportunamente 
ninguna cláusula de >a constitución ó de las leyes y tratados 
nacionales. 

Caso: Lo explica» las siguientes piezas: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema corte: 

El recurso directo «le apelación que se interpone, es im- 
procedente, por tío estar comprendido en ninguno de los caso-i 
previstos por los arts. 3 y 6 de la ley 4055. 

La resolución 110 tiene carácter tle definitiva y lia tendido á 
mantener el orden regular del juicio, por aplicación de las leyes 
de procedimientos, las cuales quedan excluidas tle la competen- 
cia de V. E. (Fallo, tomo 55, pág, 167). 

En cuanto á la disposición constitucional citada al presen- 
tarse ante V. E„ no puede autorizar el recurso, pues 110 se invo 
có ante el tribunal que dictó la providencia de que se queja el 
recurrente y sólo se ha mencionado al interponerse la apelación, 
en cuya oportunidad es extemporánea. ( Tomo 75. inginas 183 

Sírvase V. E. desecliar ei recurso directo deducido. 

Litis tt. Molina 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bwfinw Aire*. S l Kbrt 16 de 190». 

Y vistos: 

* 

El presente recurso de heclio entablado jiot don Antonio 
Peluffo de una sentencia dictada por la cámara federal del 
Paraná, contra don Emilio Echazú en demanda promovida por 
doña Elena González de Virasoro c hijos, jxir reivindicación de 
-un terreno, y 
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Considerando : 

(Jug entablada esa demanda en su origen contra los seño- 
res Emilio Kehazú y el recurrente, éste celebró una transacción 
con los demandantes cuando estaba para dictarse sentencia de 
primera instancia, en virtud de la cual esa sentencia consigna 
que *'eu vista de la transacción entre la parte actora y el deman- 
dado Peluffo, nó hay ya caso jutlicial entre ellos y lia desapa- 
recido, por lo tanto. Ik razón de un pronunciamiento al res- 
pecto . . . * 

Que notificado de dicha sentencia la consintió Peluffo, 
siguiéndose la segunda instancia hasta su fallo sin su interven- 
ción ni conocimiento, no obstante lo cual y después de dictado 
ese fallo, Petuffu pidió participación en el juicio, la que le fué 
negada |Mir auto de fs. 4ÍÍ5, en que se consigna que "no habien- 
do el postulante recurrido de la sentencia de fs, 356, ni compa- 
recido él mismo en esta instancia antes de dictarse la de fojas 
41'n... no ha lugar á la participación que se solicita", siendo 
de esa resolución que Peluffo ocurre ante esta corte por abla- 
ción y nulidad, invocando, entonces, entre otros argumentos, 
"las disposiciones constitucionales que garantizan y anearan el 
ejercicio ríe todos los derechos, prohibiendo sentenciar un juicio 
sin oír á lodos los que tengan interés en él." 

Qw de lo dicho resulta clara la improcedencia del pre- 
sente recurso ante las circunstancias de halwrsc limitado la cá- 
mara á aplicar sus procedimientos comunes y de no haberse 
puesto en cuestión oportunamente, ninguna cláusula de la cons- 
titución ó de las leyes ó tratados de ta nación. 

Por elto. y de acuerdo con lo pedido por el señor procura- 
dor general, se declara bien denegado el presente recurso. 

llágase sal»cr original, archívese, previa erposición de sellos. 
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y devuélvanse los autos remitidos, con testimonio de (a pres ntf* 
resolución. 

A. Bermejo — Nicanor 0, del 
Solar - M. P. Daract — C, 
Moya no Gacitüa. 



CAUSA KXXXIII 

Daniel v .ido! jo San .Vhfttt'l. contra la sociedad Crédito Terri- 
torial v /if/ricofa de Santa Fc¡ sobre reivindicación 

Sumario: i ai inani legación tlél representante de una provincia 
citada ile evieción ante la corle, (le que no se hace parte 
formal en la causa, cuando esta aún no está radicada, hace 
cesar la jurisdicción originaria de la corte suprema. 

Casa: Lo explican la* siguientes piezas: 

ESCRITO 

Señor juez federal; 

K1 art. toi. cap. M de la constitución nacional, prescribe 
•juc en los asuntos en que alguna provineia-fucw-i^ilM'^rcerá 
su jurisdicción originaria y exclusivamente la corte suprema de 
justicia. Hl art, y, inc. i, dispone que el mismo tribunal conoce, 
originaria y exclusivamente también, en las causas en que alguna 
provincia tome parte, y el art. i, en sti inciso t* de la ley 48 
de 14 cíe Septiembre de 1863, dice que conocerá la suprema 
corte en primera instancia en las causas que versen entre una 
provincia y algún vecino ó vecinos de otra. 
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Alio ra bien: en el caso presente los señores San Miguel 
intervienen en un juicio en que se ha declarado por parte la 
provincia de Santa Fe, como se comprueba á fojas de este 
expediente, y este ministerio, en virtud de las circunstancias 
antes apuntadas, opina que V. E. debe, después de este hecho, 
declararse incompetente, por corresponder entender cu esta 
causa á la corte suprema de justicia. 

balvo, etc. 

Ramón J. Lassatja. 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Saitu Fe, Julio 4 de 190» 

Aillos y vistos: 

Los seguidos por los señores Daniel y Adolfo San Miguel 
contra la sociedad de Crédito Territorial y Agrícola, sobre reivin- 
dicación, y 

Considerando : 

Que corrido traslado de la demanda á la sociedad deman- 
dada, ésta, sin evacuar el traslado, solicita la citación de evie- 
ción de sus causantes. 

Que citada de evíccióli la provincia de Santa Fe, se pre- 
senta á tomar la participación corres|>ondícnte. 

Que no estando aún trabada la litis, por cuanto no se ha 
contestado la demanda y habiéndose presentado la provincia 
solicitando intervención en el juicio en carácter de parte, y 
tratándose de un juicio promovido |»r los señores San Miguel, 
vecinos de la capital federal, la causa es originaria y exclusiva 
mente de jurisdicción de la suprema corte de justicia nacional. 
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(Arts. too y 101 de la constitución nacional, ley num. 27, art. 7, 
inc, 1 y ley núm. 48, art, inc. 

Por estas con side raciones, de conformidad con lo dictami- 
nado por el procurador fiscal , 

Resuelvo: 

Declarar que el juzgado es incompetente ^ara conocer en 
esta causa y ordenar se eleven los autos á la suprema corte dü 
justicia nacional, á cuya jurisdicción originaria y exclusiva- 
mente pertenece el conocimiento de este juicio. 

Hágase saber y repóngase el papel. 

Nicolás Fcra Barros. 
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Suprema corte: 

Estimo C|iic V. E. no tiene competencia para entender 
fiel presente juicio, en razón de no hallarse éste comprendido 
en ninguno de los casos enumerados |>or el art. 1 de la ley 48. 
al determinar las causas en que la suprema corte de justicia na- 
cional ejerce jurisdicción originaría. 

Citada de evicción la provincia de Santa Fe, á efecto de 
míe concurriera al pleito reivindicatorío iniciado |>or don Da- 
niel y don Adolfo San Miguel contra la sociedad Crédito Te- 
rritorial y Agrícola de Santa Fe, el representante de la expresada 
provincia no habiendo manifestando, antes de ahora, que concu- 
rriera ésta al juicio asumiendo su carácter de litigantes, ( is. 273), 
alega no estar obligado á intervenir en el juicio, mientras no se 
acredite debidamente que fué su mandante, la que enajenó di- 
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chas tierras, negando i>or dio la procedencia de ta citación do 
evieción que se le lia Hecho. 

En presencia de esta manifestación del representante de 
la provincia, que se niega á hacerse parte en los autos, desaparece 
el motivo que clió margen á creer en la jurisdicción de V. E. 
en el caso, y así debe declararse sin otra tramitación, dado que 
la provincia fie Santa Ve no es |tarte directa ni indirecta en el 
presente juicio. 

La evieción, ñ c*tar á lo dispuesto |ior los arls. 20K0. y 210H 
del código civil, es una consecuencia tle toda trasmisión á título 
oneroso, por la que, el enagenantc ilehe salir á la defeti? t del ad- 
quirente, en el caso de que un tercero le demandase Ja propiedad 
de la cosa vendida. Mas este tMier no importa precisamente 
para el enageiiante la obligación de litigar ó de hacerse parle 
en el pleito en que ha sido citado de evieción, sino de responder 
al comprador, si fuere vencido, del precio y menoscabos que le 
vinieran por esa razón: a>i lo decían las leyes 32 y 3$ título 5. 
partida tercera, citadas ]Hir el calificador, ele las que se despren- 
de que es voluntario en el vendedor lomar ó no á su cargo el 
pleito, sin que se le pueda obligar á intervenir en el. siendo 
absolutamente |>oteslativo. en el citado, defender al adqui rente. 
1 hallo de Y. ¡&, tomo ló. pág. 403). 

La citación de evieción no constituye, pues, tma demanda 
en forma, á la que pueda con si* lera rsc una demanda ordinaria 
contra el citado, sino que es un simple aviso, en momento o|Mir- 
tuno. para qué el vendedor cumpla con el delwr del art. 2108 del 
código citado, si asi fuere su voluntail. de manera á facilitarle la 
defensa de los derechos garantidos por el contrato de venta. He 
tal suerte, el citado de evieción.— la provincia de Santa Fe en 
el caso.— sólo sena considerado parle en el juicio, cuando ma- 
nifestara su intención positiva de defender al demandado, y 
someterse á sus trámites. 1 Fallo de V. K.. tomo 82. pág. 41 >. 

P.11 el caso snl>-in<1i?t\ la provincia de Santa Fe. no sólo no 
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ha hecho manifestación albinia en ese sentido, sino c|iic posiiiva- 
mente y ante V. E. se ha negado ú concurrir al juicio |>or la- 
razones (jue alega, lo «pie hasta en mi sentir fiara que no se 
halle legalmente motivada la juri sílice ion originaria de V. E-, de 
acuerdo con ta disposición legal citada al principio y la juris- 
prudencia constante. (Fallos de Y. F.„ torno 8, pág. 156; 
tomo 28, pág. 415). 

Corre ^MMtde. en consecuencia i¡ue la suprema corte se afos- 
tenga de conocre originariamente en esle asunto, mandando de- 
volver los autos como corresponde. 

Julio Hotel. 



FALLD DE LA CORTE SUPREMA 

Bu c n«s Aire*. Septiembre II de lí». 

Vistos y considerando.' 

Une la provincia de Santa Fe. por el órgano de su repre- 
sentante en el juicio, manifiesta en el escrito de fs. 321, t|uc no 
tiene voluntad de hacerse parte formal en la causa. desaparc- 
ciendo así, cuando ella aún 110 está radicada, el motivo une fun- 
daría la jurisdicción originaria de esta corte suprema, de acuerdo 
con lo dispuesto en el art. toi de la constitución y art. 1, in- 
ciso 1." de la ley 1111111. (Fallo, tomo 80, pág. 322; tomo 80, 
página .147). 

l'or ello, de conformidad con lo pedido por el señor procu- 
rador general, y sin perjuicio del valor <|iie en derecho pueda 
corresponder á la citación de evírriún hecha á la expresada pro- 
vincia, devuélvanse los autos al juez federal de Sania Fe. á 
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objeto de su tramitación entre las partes, señores San Miguel 
y Banco de Codito 'territorial y Agrícola de Santa Fe. 

Notifiques? original y repóngase el papel ante el inferior. 

A. Bermejo» — Nicanor O- del 
Solar. — M. P. Daract. - c. 
Movano GacitüA. 



CAUSA LXXXIV 

Compañías de ferrocarriles Gran Oeste y Buenas * tires at Pari- 
fico contra la provincia de Mendoza, sobre expropiación 

Sumario: Hii el juicio de expropiación, verbal y sumario, no 
corresponde adoptar procedimientos que lo conviertan en 

lento y dispendioso. I<a urgencia de la posesión no puede 

ser, en dicho juicio, materia de controversia y de prueba ; 

Itista míe ella aparezca verosímil fie los antecedentes de la 

causa. iTampoco es necesario que exista prueba de que la 

consignación autorizada por el artículo 4.' de la ley i8«, sea 

estrictamente la que corresponda al valor de la cosa. 

Caso: Lo explica el fallo siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

r 

Buenoi Aire», Septiembre 23 4t 1909. 

Vistos v considerando: 

w 

Que con arreglo á lo dispuesto en el artículo 6." de la ley 
núm. 180, el juicio de expropiaciñn debe ser verbal y sumario 
y no corres|iondc. en su consecuencia, dar el traslado solicitado 
á fojas 123, de la defensa de inconstitucional idad opuesta por las 
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empresas t»ran Oeste Argentino y Buenos Aires al Pacifico. *> 
adoptar cualquier otro procedimiento «¡uc convirtiera á ílícho 
juicio en uno de lento y dispendioso curso. ( Fallo de esta corte» 
tumo 58, |»ág. 70; tomo 105, pág. fío: tomo 108, pág. Xkj y 
otros). 

One si es cierto que la ley de Junio 20 de 1907, por ta 
que se mandó expropiar el terreno de que se trata, 110 expresa 
el destino que debiera darse al mismo 1 fs. 3 del expediente 
remitido jxjr el juzgado en lo civil, comercial y minas de Men- 
doza t, laniUién lo es que en la fecha en que se solicitó que esta 
corte se declarara competen te para conocer del caso (fs, 14) y 
en la del auto que hizo lugar á ello ( f s. 45 ) , ya se había dictado 
Ja ley ele 16 de Octubre de 1907 ( fs. 1 14), en la que se salva la 
omisión de la puniera ley. especificándose las obras á cons- 
truirse. 

Que no estando subordinado el procedimiento ante esta 
curie al (¡ne se inició ante los tribunales de Mendoza, no tienen 
en el influencia los vicios de que jntdiera adolecer el último, del 
punto de vista del articulo 17 de ta constitución nacional, ni 
habría objeto en examinar y resolver el punto de si la ley de 
Junio 20 citada era conslitucionalmentc inhábil para servir de 
base á una expropiación ; desde que en apoyo de la procedencia 
de la misma, se invocó á ta vez la segunda ley de 16 de Octubre, 
qué no ha sido impugnada en ct juicio verbal de fojas 67 vuelta 
y siguientes. 

Que reproducida en dicho juicio verbal la petición de |io- 
sesión, como lo ha sido por el representante de la provincia de 
Mendoza, carecería así mismo de propósito práctico la anula- 
ción de la concedida por el juez provincial, en concepto de que 
tila emana de juez incompetente, si en el snb-juúice concernieran 
los requisitos |>ara hacer lugar á esa petición ( hay fallos, tomo 04. 
página 201)). 

Que 11 este respecto, la urgencia de la posesión no puede 
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ser materia ile controversia y tic prueba al igual de otros inci- 
dentes, bastando íjne ella aparezca verosímil de los anteceden- 
tes de la cansa. (Fallos, tomo 82, [»g. 89 y otros). 

Omc en el juicio verbal se ha afirmado sin contradicción, 
míe en las termas de Cáchenla son asistidas jiersonas meneste- 
rosas, cuyo transporte y manutención se hace con el arrenda- 
miento de aquéllas; de tal suerte, que no aparece que se haya 
obtenido la posesión dtl inmueble al objeto d* celebrar un con- 
trato ordinario de locación, en interés del fisco provincial y sin 
propósitos humanitarios y fie «alud pública. 

Que tampoco es necesario que exista prueba de que la con- 
signación autorizada por el art. 4." de la ley 180, sea esl Hela- 
mente la que corresponda al valor de la cosa, pues dicha ley 
ha establecido, como sanción para el caso contrario, las costas 
tíel juicio (art. 181 y los intereses, desde la ocupación, sobre U 
diferencia emre la suma depositada y la mayor que en dcfir.ima 
se lije. (Fallí», tomo 47, pág. 424. y otros). 

J'or ello, se declara haber lugar á la expropiación y .iiin.a 
la posesión acordada. Señálase el día siete de Octubre próximo á 
las 2 p. m. i»ara la continuación de la audiencia pendiente, á 
lin de pnjcedcr al nonibrameinto de írritos. 

Xotifitjitesc con el original y remugase el papel. 

A. Bermejo. -Nicanor G. ofj. 
Solar— m. p. Daract.-C. 
Moyano Gacitúa. 
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CALSA l.XXXV 

Cobkrno nacional contra la empresa del ferrocarril Central 
Argentino, por cobro de pesos 

Sumario: Nn corresponde someter á la jurisdicción arbitral 
prevista cu el artículo 25 del contrato aprobado por la 
lev ¡y las cuestiones suscitadas con motivo del co- 

bro, jhv parte del gobierno nacional contra el ferrocarril 
Central Argentino, de impuestos de la contribución terri- 
torial < la obligación 'le pagar lia sido reconocida por la 
empresa y se lia vencido el término de la exención de que 
ésta gozalta. 

( aso: ÍJü explican la^ Muñientes piezas: 



FALLO DEL JUEZ DE LO CIVIL DE LA CAPITAL 

V vi Mus: ' 

La presente ejecución seguida por el fisco nacoinal contra 
la empresa del ferrocarril Ccnlral Argentino \w cobro del im- 
puesto de contribución territorial y inulta— documentos de fs, l 
v 15 [>or e' terreno ocupado por la estación Retiro, de la ci- 
tada compañía. 

Qué la empresa ejecutada lia opuesto las excepciones de 
incompetencia de jurisdicción y falsedad de titulo y el juzgado 
debe pronunciarse sobre ellas en el orden en <pie han sido men- 
cionadas, y. 
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Considerando; 

En cuanto á la excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción; 

Que esta excepción no está autorizada por el art. tó de la 
ley sobre contribución territorial, y ello sólo bastaría para fun- 
dar su rechazo ya que la enumeración cjne hace la ley en la dis- 
posición citada, es limitativa y, por lo tanto, importa la prohibi- 
ción de alegar otras excepciones que las expresamente autori- 
zadas. 

Que aunque así no fuera, la excepción de que se trata 
debería también ser rechazada, pues está consagrada por la juris- 
prudencia que la justicia de la capital de la república, es compe- 
tente para entender en las demandas por cobro de impuestos 
fiscales establecidos para la capital, caso en qué el honorable 
congreso procede como legislativo local. 

Que tampoco tiene nada que ver con la eom|>etencia de la 
justicia ordinaria de la capital, el hecho de que en la ley de conce- 
sión á la empresa demandada se haya establecido que todas 
las cuestiones que puedan producirse, se someterán á ta deci- 
sión de arbitros, ya que ello se refiere á las dificultades que 
puedan nacer en el cumplimiento del contrato de que se trata, 
en el cual la nación es contratante y sometida á los principios 
de derecho común, respecto a tas responsabilidades que le 
corresponden. Pero en el caso siib-judicc, se demanda el co- 
bro de una suma en que et risco, ejercitando los derechos 
que la ley le acuerda, cobra los impuestos autorizados por 
las leyes, en ejercicio de altas prerrogativas que á Ta na- 
ción correspondan en su carácter de entidad soberana. So- 
meter estos últimos asuntos á Ta decisión de arbitros, sería 
atentatorio v deprimente para la nación y equivaldría á una 
renuncia de Tas prerrogativas y privilegios que la constitución 
ha establéetelo. No es, pues, por arbitraje que se debe resolver 
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vsta cuestión sobre cobro de impuestos, sino por los tribunales 
t¡e la justicia local á la que corresponde, corno ya se dijo, por 
tratarse de leyes dictadas para ser cumplidas en el territorio 
de la capital federal. Corresponde, pues, el rechazo ilc la ex- 
cepetón de incompetencia de jurisdícci^i y así se resuelve; y 

Considerando : 

En cuanto á la excepción de falsedad de titulo: que se 
ha discutido como cuestión previa el alcance que por la doctri- 
na y jurisprudencia se ha determinado jara la excepción de 
falsedad autorizada por el art. 16 de la ley de contribución 
territorial. 

El representante del fisco cita fallos de la excelentísima 
cámara de lo civil, que el ejecutado refuta, citando á Cara- 
van tes. 1.a cuestión lia sido repetidas veces debatida ante el 
proveyente y en varios fallos confirmados por el superior, ha 
-juedado establecido: "Que para estudiar y resolver sobre la 
excepción de falsedad de título, es necesario fijar previamente 
el alcance que la ley y la jurisprudencia han determinado á su 
resiiecto, para aplicar en seguida las consideraciones á los hc- 
■chos y antecedentes que resultan del presente juicio." 

Existe, en general, falsedad, siempre que en perjuicio de 
tercero se usare la mentira ó engaño, falsificando una escritura 
1»ara presentarla como venladcra, como consignando en un acto 
en formas legales, hechos falsos que ocasionan daños á deter- 
minada persona. Es de acuerdo con esta interpretación que 
Escriche dice que: "La palabra falsificación no tiene una 
>ignificación tan extensa en la falsedad; toda falsificación es 
falsedad, j>ero no toda falsedad es falsificación". De manera 
que la falsedad puede cometerse con palabras, con recibo, y 
¡H»r uso ó abuso. 

Que de acuerdo con estas conclusiones, resulta que la ex- 
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ccpción de falsedad de título se refiere tanto at caso de fal- 
<ificación del documento que se ataca, ya sea por estar suscripto 
por persona que no revista ta calidad que invoca, etc., como 
aquel en que .siendo legales y verdaderas las formalidades de 
que aparea; rodeado el título, ta falsedad resulte de los hechos 
que se cons'gnan en el documento que perjudica á la persona 
contra quien se presenta". No es aplicable al caso suh-judke 
•a disposición de la ley de patentes { art . 53 i «pie cita el ejecu- 
tante, ya que el cobro del impuesto de contribución territorial, 
-e exige por la ley especial que lo establece y determina la forma 
y el procedimiento para su cobro. 

Que de acuerdo con ta in te rpret ación á que se reliere el 
precedente considerando, es de observar, que en el caso sut-jtuii- 
tc„ no se invoca por el ejecutado ningún lieclio que puede cali- 
ficarse de "falso", ni se alega propiamente "falsedad" alguna 
para fundar la exección deducida. Se sostiene que la empresa 
demandada está exonerada del pago de impuestos en virtud dé 
la ley concesión del ferrocarril norte ríe Buenos Aires y que las 
dos manzanas de terreno ocupadas i>or la estación Retiro, por 
las que se cobra el impuesto territorial, pertenecieron á aquella 
compañía, que después desapareció |>or qué la del Central Ar- 
gentino, adquirió en compra la concesión, terreno, materiales 
etc., en aprobación del P. E. en decreto rpie se cita. Como se 
desprende de la simple manifestación de los hechos cu que se 
funda ta excepción de que se trata, no se invoca ninguna false- 
dad en lo referente a los hechos ó documentos en que se funda 
¡a presente ejecución y ello soto basta para declarar improceden- 
te, por falta de fundamento, la defensa deducida. 

Si desapareció ó no la empresa del ferocarril norte de Hue- 
llos Aires, si en la enagenación at C. Argentino, [tubo venta ó 
¡usión, si los privilegios de la primera compañía ]>asaron ó no 
á la segunda, etc., con otras tantas arduas cuestiones de hecho 
y de derecho que no pueden discutirse en un juicio ejecutivo y 
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f| «c no puden fundar vál i «lamento la excedió» deducida, ya 
qiie „¡ uírecta ni indirectamente se refieren á los casos de false- 
dad que la doctrina y jurisprudencia admiten como jiistit.cat.vo 
de la Úmm alegada por la empresa ejecutada. & en un juicio 
ordinario, con toda la amplitud y garantías eme las leyes estable- 
an que deben decirse las cuestiones une se han mencionado y 
< ue lian motivado los dictámenes contradictorios del señor pro- 
nrador del tesoro v del señor procurador general de la nació», 
e ne constan en el expediento administrativo, agregado como 
(«irte de nruel* á e.tas actuaciones. Y esto es tanto mas pisto 
v procedente si se tiene presente que la resolución recaída cu 
el juicio ejecutivo deja á salvo al vencido la acción que le corres • 
ponda par;, promover el juicio ordinario. U empresa ejecutada, 
untante el resultado de esta ejecución, tiene, pues, la o,x>rtu- 
„iad de defender sus derechos y alegar todas las defensas mi* 
,e han decorado improcedentes en este juicio ejecutivo. Por 
estos fundamentos; sentencio de remate esta ejecución seguida 
]Kir ,,1 fisco contra la empresa del* ferrocarril Central Argentino 
por cobro de la suma de diez y seis mil quinientos setenta y cinco 
pesos moneda nacional y sus intereses, adeudados por contribu- 
ción territorial y multa, rechazando las excepciones de incom- 
petencia de jurisdicción y falsedad y ordenando se lleve adelante 
la ejecución hasta hacerse pago al ejecutante de las sumas adeu- 
dadas, con costas, á cuyo efecto regulo los honorarios del doc- 
tor Villauueva en la suma de -eiscientos pesos moneda nacio- 
nal y los derechos procuratorios del doctor Gallegos en tres- 
cientos pesos de igual moneda. 

Notifíqucse, inscríbase y re-pónganse las fojas. 
Así lo pronuncio, mando y firmo en un despacho á veinte 
y siete días del mes tle Junio .le mil novecientos ocho. 

/■". üflijucra .— Ante mi : Ricardo BolHnu 



no 
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SENTENCIA DE LA CAMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL 

Unenos Aires, capital de !a República Argentina, á veinte v 
«los de Octubre de mil novecientos odio.— Reunidos los señorea 
vocales de la Üxcnia. cámara de apelaciones en lo civil en su 
sala ele acuerdos. ]»ara ront»eer del recurso interpuesto en Ins 
autos caratulados "Fisco nacional contra !a empresa fiel F. C. 
C. A., sobre cobro ejecutivo de jwsos ". reelecto de la sentencia 
corriente á ís. 47, el tribunal estableció la siguiente cuestión: 

i Ks arreglada á derecho la sentencia arlada <le fs. 47 ? 

Practicado el sorteo, resultó que la votación debía tener 
lugar en el orden siguiente: señores vocales doctores Arana. 
Celly y Itasualdo 

KI señor vocal doctor Arana, dijo: 

Kl ejecutado lia opuesto las excepciones de incompeten- 
cia de jurisdicción y falsedad de titulo, que han sido deses- 
timadas por el juez » ijao, motivando c! recurso interpuesto ant_- 
esta cámara. 

Eji cuanto a la primera, son de IíkIo punto conclttyentes 
las consideraciones qne fundan el fallo apelado, y de acuerdo 
con lo pedido |x>r el señor fiscal, estimo cpie debe conli miarse. 

En lo que se refiere á la cxcejicióii tic falsedad, si bien 
he opinado en casos análogos, como juez y como miembro de 
este tribunal, que la falsedad delie resultar del instrumento ind- 
ino con que se inicia la ejecución, lo que en el presente bastaría 
á mi juicio, [rara rechazar !a excepción, el juez a qno demues- 
tra acal»adameiite, que los hechos en que la funda la empresa 
ejecutada 110 son suficientes para hacerla prosjK-rar. 

Voto, en consecuencia, |>or la afirmativa. 

Los señores vocales doctores Gelly y Rasualdo. dijeron. 
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Que reproduciendo los fundamentos tte la sentencia ape- 
lada, votaban, igualmente, |>or la afirmativa. 

Con lo que terminó el arto, quedando acordada la siguiente 
sentencia. 

Basualdo — Arana — Gefíy— Ante mi : 
Jorge Duprins, 

Es copia lie! del acuerdo original que. redactado por mí, 
existe en el libro respectivo. 

Jorge t.. Puptty. 



Bueno» Aire», Octubre 22 de 1908. 

V vistos: 

J'or lo que resulta de la votación de que instruye el acuer- 
do preeedente. se con firma, con costas, la sentencia apelada d ■ 
fs. 97> Ajándose en veinte pesos los derechos procura torios del 
-doctor Gal legos. 

Devuélvase y repónganse tos sellos. 

Benjamín Basualdo — Julián Gclly — 
Felipe .t nina — Ante mi: Jorge L. 
Dupny. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GEN RAI. 



Suprema corte: 

Kn et juicio ejecutivo que d tte nací* mal lia promovido, 
nntv la justicia t rdiuaria de la capital, contra la empresa ierro* 
vi aria recurrente, por cobro ele piSWi esta lia opuesto la excep- 
ción de incompetencia de esa jurisdicción y sostenido la pro 
ceilencia tle la arbitral, invocando el art. ¡6$ del contrato tle con- 
cesión aprobado por ley núm. 33, ele Mayo ->3 de 18Ó3. 

Y como la sclencia recurrida lia rechazado aquella excep- 
ción, resolviendo contra el privilegio del tribunal arbitral soste- 
nido por la empresa ejecutada, resulta que se ha puesto en 
cuestión la referida cláusula tle aquella ley especial y la reso- 
lución definitiva de la cámara a qna ha sido contraria al privi- 
legio f un*lado en la misma. 

En consecuencia, procede el recurso concedido á fs. 62 
liara ante Y. E , con arreglo al watí 3 del ari. 14 de la ley 4S 
y en armonía con él art. 6 de la ley 4055. 

Con respecto al fondo del mismo, encuentro ajustados á 
derecho los considerandos cu que se ajioya la sentencia (fs. 5/ 
vta.) para declarar procedente la competencia de la justicia 
ordinaria en el caso, por tratarse del cobro del impuesto te- 
rritorial íinc. 5 bt fim- del art. 111 de la ley 1803. sobre organi- 
zación de los tribunales de la capital). 

I'or ello, pido á V. K. se sirva confirmar esa sentencia en 
lo relativo á la expresada competencia. 

Juiio tíoict 
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FALLO DI! LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 23 Oe IU09- 

Vistos : 

Para conocer del recurso deducido en ta presente caus-L 
seguida por el representante del fisco ílé la nación contra la 
empresa del íenocarrit Central Argentino, por enhro de im- 
puestos de la contribución territorial. 

Y considerando: 

CJu ir si bien por el contrato celebrado él diez y oclio de Mar- 
zo de mil ochocientos sesenta y tres, fiara la construcción del fe- 
rrocarril Central Argentino, aprobado por la ley núrii. 33, las pro- 
piedades del misino y sus dependencias quedaron eximidas $& 
pago de toda contribución ó impuesto, |K>r el término de cuaren- 
ta años-, esta exoneración lia quedado extinguida por haberse 
vencido cí plazo de su concesión. 

Que así se lia reconocido por ta misma empresa al pedir 
la modificación de la boleta del impuesto de la contribución 
territorial correspondiente á la propiedad situada en esta ciudad 
en la calle Maipú, Paseo de Julio y Sui|kac!ia, manifestándose 
al hacerse esta reclamación por el presidente de la comisión local 
señor Gmiicrmo While. textualmente : "que había sido notificado 
jHír la administración de rentas de la capital federal det pago 
de la f Míeme que instruye el Itoleto que acompaño, correspon- 
diente a todo el año corriente ( 1906 1 ; que en virtud del de- 
creto del poder ejecutivo del 14 de Julio de 1905, sólo corres 
ponde al ferrocarril Central Argentino abonar esa patente por 
ocho meses, estando los primeros cuatro meses comprendido * 
dentro del período de exoneración de impuestos y que insis- 
tiendo la adiiiíni>tracióii ,dc rentas en cobrar el boleto integre- 
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¡>ara luego repetir lo alionado en exceso al que no eslá obligado 
la empresa, pedía al señor ministro se sirva ordenar que se re- 
cibiese en pago del impuesto la suma de S 3.333 84. que corres- 
ponde á los ocho meses, espidiéndose el recibo corres poi id tente" 

Que esta reclamación fué resuella de conformidad, previos 
los trámites del caso, por el decreto de Mayo doce de mil nove- 
cientos seis, quedando así modificada la boleta referida en lo*; 
términos soliátt .'os por el representante de la referida em * 
presa del ferrimirril Central Argentino, según todo consta en 
el expediente administrativo registrado bajo el número 1052, 
letra 1\ que corre agregado á estos autos, fs. 18 á 22. 

Que datlos estos antecedentes y en el supuesto que ello 
fuera procedente, no tiene razón de ser en el easo la excep- 
ción dé incompetencia deducida, fundada en lo dispuesto por 
la referida ley riúm. 33. en el que se establece que las cuestiones 
que se susciten entre el gobierno y la compañía serán sometidas 
á la decisión de arbitro, desde que, como queda demostrado. Ha 
sillo reconocida y aceptada la obligación de |»agar el impuesto 
que se trata de hacer efectivo en este juicio. 

Que siendo asi y aun en la hi|>otesis de que fuera cierto 
que en mérito de lo dispuesto por el art. 25 de la tey tumi. 33. 
debiera esta causa ser sometida á arbitraje, esta pretensión e-i 
de! todo improcedente, una vez vencido, como lo eslá. el tér- 
mino de la exención, y el pronunciamiento sobre este punto 
previo que es el que debe abrir el arbitraje, corresponde ¡1 los 
jueces y no al arbitro, como lo pretende la empresa. 

i'or ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor procurador genera!, se confirma la sentencia de fs. 37 
en la parte apelada. 

Xottfiquese con el original y devuélvanse estos autos, re- 
uniéndose los sellos. 

Octavio Bunoe— Nicanor G. del 
Solar. — C. Müyano Oacitúa. 
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CAUSA LXXXVI 

Sucesión de José P, Sccbcr en autos con ia proi'ineia de Santa 
Re. Citación de erteción 

Sumario: Xo corres]>ondc á la corte suprema el conocimiento- 
de un juicio en que se ha citado de eviccion á una provin- 
cia, si cuando ésta se presentó ;\ la corte, el pleito se ha- 
llaba ra trabado por demanda y contestad ún y radicado- 
ante la jurisdicción de los tribunales locales. 

Caso: l,o explican Jas siguientes piezas: 

ESCRITO 

Señor juez de primera instancia: 

Elias F, Guastavino, por la intervención que tengo en d 
juicio seguido por la sucesión de José 1\ Seeber cmitra María 
de los Angeles uehmaun, sobre reivindicación, á V. S. respe- 
ttu ►sámente expongo : 

Que en este juicio la demandada al contestar la demanda 
solicitó la citación de eviccion de la provincia de Santa Fe. 

Kn cumplimiento de esa citación, se ha apersonado á los 
autos el .tenor fiscal de gobierno de Ta provincia en represen- 
tación de la misma, solicitando se le acuerde la participación 
correspondiente. 

Habiéndose presentado eonio parte en estos autos la pro- 
vincia, el asunto ya no es de la competencia de U. S., sino qti¿ 
corresponde á la jurisdicción originaria de la corte suprema de 1» 
nación. 
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En efecto: según lo prescribe el art, ico de la constitución 
1, le corresponiie á la corte suprema y á los tribunales 
el conocimiento y decisión de todas las causas entre 
provincia y ios vecinos de otra; y el art- iot fiel mismo 
ligo fundamental, establece que la corte suprema ejercerá ju- 
risdicción originaria y exclusiva de los asuntos en que una pro- 
viuda sea fiarte. 

A mayor abundamiento, el art. i. inc i de la ley núm 48 
de 14 de Septiembre de 1863. sobre jurisdicción y comi>eteii- 
cia de los tribunales federales, establece que en la cansa que 
verse entre una provincia y los vecinos de otra, conocerá en 
primera instancia la corte .suprema de la nación. Y la ley nú- 
mero 14^7 del (8 ile Septiembre de 1884, preceptúa que !os 
vecinos de la capital están equiparados á los mismos de otra 
provincia de que hablan 1i constitución y ta ley núm 48 ya 
citada. Como mis mandantes, están radicados en la capital fe- 
deral, como se comprueba con el instrumento de poder prese?.- 
tado.-y como la demandada es también vecina de la capital fe- 
deral, es indudable tute estamos en el caso previsto por la ley 
Por estas consideraciones, vengo á solicitar de l*- S, de- 
clare: que el c^pcimiéntó de esta eaiva. correspondí- á la 
jurisdicción originaria y exclusiva de ia suprema cortó nacio- 
nal, y en consecuencia, ordene sean elevados to* autos á dicho 
tribunal. 

V.s justicia.—/'. /'. {¡IfUtathl'K 



VISTA FI5CAI. 



Señor juez: 



Siendo parte en tsta causa la provincia y disponiendo \n 
constitución nacional que en todo juicio en (pie una de ellas 
intervenga, debe entender la corte suprema, ejerciendo jurisdi:- 
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tíón exclusiva y originaría, previo que ti, S. (I-.'Ijkí declarar- 
incompetente para entender en ella . 

Salvo, etc.— OMcfwaí. 



AUTO DEt JUEZ DE SANTA PE 



Snt* Fe, Aculú 4 de 19(0. 

Por los fundamento* aducidos en el escrito de fs. 94 y b 
flíctami naflo al 1 especio por el ministerio fiscal, declárase in- 
competente este juxgado |>ara seguir conociendo en el presenta 
juicio, y remítanse los autos al tribunal fjue c >rrcsponde. 

J. . í. .1/n riVrf— Ante mi: (7. f.ófrc !\'Uc<jrmL 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA , 
Bvffint Aire*, Stpl'litibft 2b de 19W. 

Autos y \isto-: Considerando: 

íjue á la fecha cié la presentación de la provincia de Sant t 
Fe i 22 de Junto de UJO9), con motivo de la citación de evie 
don íjue le fué hecha, si* hallaba ya e«te juicio trabado jx»r 
demanda y contestación < fs. 77 j y radicado, en consecuencia, 
ante la jurisdicción del juez de primera instancia en lo civil y 
comercial fie ta ciudad de Santa Fe. 

Por ello, y fie conformidad con lo resuelto por esta corle 
en caso* análogo* f fallos, tomo o». t»ág. 19; tomo 101 |*ág 407 1, 
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devuélvanse al juez remitente para que Heve adelante sus pro- 
cedimientos. 

Notiftquese con el original y repóngase el papel 

A. Bermejo. - Nicanor g, dsl 
Solar - M. p. Daract. 

« 



CAUSA LXXX\ II 

Uon Í.hís Pamfriicga contra el gobierno nacional, sobre cumpli- 
miento de un contrato 

Snmario: Debe considerarse cumplida la cláusula resolutoria 
convenida para ct caso en qtte una de las partes no concu- 
rriera á firmar la escritura de un contrato dentro de un 
plazo señalado, si ésta deja transcurrir ese término sin pre 
sentarse :i escriturar, y no aparece acto alguno del otn> 
contratante que indique el propósito de renunciar al dere- 
ctio que le ¿cuerda la referida cláusula. 

Caso: }jq explican las siguientes piezas: 

rENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

lililí Alrtt, Dktewbre 3 de IMS. 

Vistos: 

I>oti Luis Paniplicga demantla á la nación, como person:: 
jurídica, por el cumplimiento de un contrato de arrendamiento 
c indemnización de daños y perjuicios, y dice: 

Que el intendente ginerat de guerra, debidamente aulori- 
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zado, sacó á licitación con fecha cuatro de Julio <lc mil nove- 
cientos cinco, el arrendamiento del cain|» denominado "Lo- 
Andes", situado eü el departamento Ttuiuyau, de la provincia 
de Mendoza, ¡»or el término de tres años á contar desde el ti* d¡s 
de Enero de mil novecientos seis ; que por decreto del once tic 
Agosto siguiente, el 1 J . E, aceptó la propuesta presentada por 
él. [jor considerarla mas ventajosa que las de otros licitantes: 
que. en consecuencia, ordenó pasar los antecedentes al escri- 
bano mayor «le gobierno i>ara que se extendiera la escritura 
correspondiente, debiendo ajustarse en todo á lo estipulado en 
el pliego de condiciones fonnnlado |Kjr la intendencia general 
de guerra; que Jos arts, la y 15 del pliego de condiciones á qiw 
aludía el decreto mencionado, establecían que si el interesado. 
110 concurría á la intendencia de guerra ú firmar el contrat-i 
respectivo dentro de quince días desde la fecha en que se le co- 
municase |n>r escrito la aceptación do la propuesta, ésta sería 
considerada como inda. 

Que recién un mes después de dictado el decreto, no obs- 
tante sus diarias averiguaciones» tuvo conocimiento extraoricia* 
del mismo, y, como uno de los competidores de la licitación, el 
señor iterantes, le ofreciera comprarle en condiciones ventajo- 
sas los derechos adquiridos en mérito de dicho decreto, se pre- 
sentó al ministerio de guerra con fecha 25 de Septiembre, pi- 
diendo que se le autorizara para transferirlos á favor del ex- 
presado señor Scrantes, cuya solicitud fué informada por la 
intendencia de guerra el 30 de Septiembre, manifestando que 
no encontraba inconveniente para que se accediera á lo solici- 
tado, y, en esas circunstancias, recibió por primera ve* el aviso 
del escribano de gobierno jmra proceder á ta escrituración del con- 
trato; que inmediatamente concurrió al llamado é hito presentr 
á dicho funcionario que* estando ¡¡¡endiente la transferencia pro- 
puesta, debía subtenderse la escrituración hasta que se ador- 
tara una resolución al rest*cto, agregando que sí el escriban*- 
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opinalm lo contrario estala dispuesto á firmar desde luego 1¿ 
escritura; c|tie el escribano consideró razonaljle esta adverten- 
cía. quedando así en. suspenso la escrituración ; que si se le hu- 
biera opuesto alguna objeción y se le hubiera llamado á la inten- 
dencia de guerra liara firmar allí el contrato, como ío establecía 
el art. 15 del pliego de condiciones, no hubiera insistido en U 
suspensión, puerto que ante todo primaba su interés en llevar 
adelante la operación. 

Que á mediados de Junio de mil novecientos seis, después 
de transcurrir nueve meses, ti escribano le comunicó lialier sido 
resuelta negativamente la solicitud de transferencia y halier lle- 
gado, por lo tanto, la oportunidad de escriturar; que dos ó tre: 
días después concurrió á la escribanía, con el deseo de apresurar 
la escrituración, lo eme 110 piulo realizarse porque el 19 fie Jarifo 
se había enviarlo el expediente á la intendencia, por orden de 
ésta. 

One hasta Marzo ó Abril de mil novecientos siete no puño 
imponerse de la marcha del asunto y entonces siqto que en 
Junio de mil novecientos seis el intendente se había dirigirlo al 

señor ministro de la guerra, diciendo: " en la licitación 

habida el año pasado, resultáis más conveniente por su precio 
la propuesta presentalla por el señor l'ampliega. pero como di- 
cha licitación ha sido anulada.... tengo el honor de dirigirme 
á Y. fe. solicitando una resolución al respecto, anulando en de- 
finitiva aquella resolución" ; que se impuso de un decreto fecha- 
do el 13 de Junio de mil novecientos seis, dejando sin efecto 
el de 11 de Agosto de mil novecientos cinco, el cual no fué 
publicado en el Boletín oficial ni existe original en autos v 
ofrece la irregularidad de qué su fecha corres|ionde al momen- 
to en que todos los antecedentes ¡í que él debía referirse y sobre 
los cuales debía resolver, estallan en la oficina del escrilano ma- 
yor fie gobierno ; que inmediatamente se presentó ante el l 1 Mi 
pidiendo que se mantuviera el decreto de aceptación de su pro- 
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puerta y se llevara á cabo la escrituración, dictándose |H>r fin 
ta resoW;¿is rMitiiüva puWicada en «1 número <lcl Botttin O/í- 
cuii que acompaña. 

<>e ta propuesta hecha en la licitación y su aceptación por 
el decreto de 1 1 de Agosto de mil novecientos cinco, constituye 
1111 contrato de locación perfectamente tennitiado como tal. <!„■ 
acuerdo con lo dispuesto en los aris. 1174, I4VJ. »494 Y con- 
cordantes del coligo civil; qtíc úi cierto que ese contrato se 
lñzo con la condición resolutoria de que instruyen las cláusu- 
las 12 y 15 del pliego «le condiciones, pero no es menos cierto 
cjuc nunca se opuso ni demoró maliciosamente la Intenden- 
cia liara escriturar como lo establece la citada cláusula 15; 
que el I'. K. no piulo amararse cu hccltos imputables solamen- 
te, á sus representantes, ¡wra dejar sin efecto el contrato, y 
tiene el dekr de otorgar la escritura pública de tocación del 
eam|K> "Los Andes", entregar al actor el predio arrendado 
, K> r el 1 lempo estipulado y llagarle los daños y perjuicios «asió 
nadus pot la mora en la ejecución del contrato, que aprecia en la 
cantidad de ciento veinte y tres mil pesos 111 Jn.. según ofrece 
justificar en la o]K>rtunidad debida. 

Se corrió traslado de la demanda al I*. lí., y á fs. contestó 
*l procurador fiscal, debidamente autorizado, diciendo: 

íjtte. en efecto, et demandante sacó por licitación el 
arrendamiento del canil» 'Los Andes", bajo tas condicio- 
nes que se enumeran en la demanda, que son las misma* 
del pliego de condiciones que se encuentran de fs. 4 á 7 de' 
expediente administrativo N" 4*5, tetra P, del año mil nove- 
cientos siete, agregado á este juicio ad cfectttut tidendi, que, 
según las cláusulas ta y 15 del pliego de condiciones, el señor 
Tatuplíega debía concurrir á la Intendencia de Guerra para 
firmar et contrato dentro del término de quince días, conta- 
dos desde la fecha en que se le notificara por escrito la acep- 
tación de la propuesta, y. simplenicntc |»r el soto hecho de 
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no hacerlo, seria ésta considerada corno nula á todo otra 
efecto que no fuese la pérdida de la suma depositada en garan- 
tía de la misma; 

Que el señor PampHcga fué notificado por el escribana 
de gobierno, como él mismo lo confiesa, y concurrió á la ofi- 
cina fie dicho funcionario, donde manifestó que se abstenía d 
ampliar el dqrósito de garantía y de firmar el contrato hasu 
que el gobierno resolviera la solicitud de transferencia á favor 
del Sr. Serán tes, á la cual se refiere la demanda; qi:c el 
i\ K. no autorizó la transferencia, y después de transcurridos 
diez meses desde la notificación hecha al Sr. Pampliega, dict't 
el decreto de 13 de Junto de mil novecientos seis» cuya copia 
auténtica corre á fs. 25 del endiente administrativo, dejando, 
>in efecto el de pceptación fie la propuesta del actor en vista d-l 
ú'iiipo transcurrido sin que éste se pusiera en condiciones d_- 
escriturar el contrato. 

Que el pliego de condiciones no establece que la notifica- 
ción debía hacerse por la Intendencia ; de manera que bien ¡jodia 
hacerla el escribano de gobierno, indicado para el caso, puesto 
que se trataba de elevar á escritura pública el contrato; que U> 
tramitación de la solicitud fie transferencia no podía suspender 
el plazo perentorio estipulado para la escrituración ; que además 
tle dejar vencer «licito plazo, el actor no integró el tliez por ciento 



á que se refiere la cláusula 13 fiel pliego de condiciones, sin lo 
cual no estalla, por su parte, en condiciones de poder escri- 
turar. 

Que, de acuerdo con los arts. 1197 y 625 del Código Civi!, 
el demandante carece fie derecho para exigir al gobierno na- 
cional la entrega en arrendamiento «leí campo "Los Andes", y 
la indemnización que pretende de daños y perjuicios, por haber 
dejado vencer ton exceso, el plazo para la escrituración, pues, 
esa es causa bastante para considerar nulos los efectos de la 
aceptación de su propuesta y para ta pérdida de la suma deposi- 
tada en garantía. 



de jrsrieiA »k i.a nación 1OT 

Concluya el representante del P. E. pidiendo el rechazo de 
las pretensiones del actur. con cs|>ccial condenación en costas. 

Recibida la causa á prueba, se ha producido la que exprés;, 
ti certificad» resjjeclivo corriente á fs. 

Con lo alegado por las panes, y 

Considerando : 

One consta de autos, de una manera evidente, en lo cwd 
están conformes el demandante y el demandado, une j>or decr.; 
to <le fecha t i de Agosto tic tutl novecientos cinco, el Poder Eje* 
ctilivo aceptó la propuesta hecha en licitación pública por D. Luís 
I 'ampliega, de tomar en arrendamiento el cam|w "Los Andes", 
situado en el departamento Tumiyán, de la Provincia de Mendo- 
za, mediante el j ago del canon anual de treinta r.ül quinientos pe- 
sos muneda nacional, y por el termino de tres anos, á contar de?- 
ile el primero de Enero de mil novecientos seis, "debiendo 
ajustarse en todo á lo estipulado en el pliego de condicionen 
formulado fior la intendencia General de Guerra". 

tjue la base doce del pliego de condiciones prescribía que 
cada propuesta iría acompañada de un certificado de depósito 
Hecho en el líanco de la N'ación, á ta orden del Intendente ú; 
Guerra. |xir el cinco por ciento del valor ofrecido por cad-i 
año. "suma que quedará á beneficio del fisco si el interesad 
no concurriera á firmar el contrato respectivo dentro del tér 
mino de quince días desde la fecha en que se le notifique por 
escrito al lugar de la fecha fie la propuesta, la aceptación di 
la misma". 

Ouc la liase quince establece que "si aceptada una pro- 
puesta. «I interesado desistiera lie ella ó si simplemente no 
concurriera á la Intendencia de Guerra para firmar et contra- 
to dentro del termino establecido en el artículo doce, dicha orn 
puesta sera considerada como nula á todo otro efecto que no sea 
á la pérdida de la suma depositada en garantía de la misma". 
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Qne. no obstante ser el contrato «te arrendamiento por s'* 
definición un contrato consensúa! i[ue se jierfcceiona con c! 
mutuo Consentimiento de las partes íart. 1528 del God, Ctv) y 
haber mediado subasta pública en el presente caso, el contrato ('c 
arrendamiento habría quedado concluido recién con la tirina di*! 
contrato, por halx'r sido asi convenido entre las fiarles, com» 
consta en las bases «le la licitación antes transcriptas y en el de- 
creto de aceptación de la propuesta. A esta convención quedaron 
subordinadas, en primer término, las relaciones de derecho entre 
las ]>artes contratantes, y en segundo lugar, á las prescripciones 
de la ley común íart. 1231 del Cótl. Ctv.) 

Qne consta en autos y en el expediente administrativo agre 
gado, i>or confesión del demandante en el primero, y en ulterio- 
res escritos, y por los informes del cscri1>aiio de gobierno, co- 
rrientes á fs. 32 y fs. 58 vta., que aquél recibió en Agosto de mil 
novecientos cinco el aviso escrito de la aceptación de su propues- 
ta, dado por el cserilano, quien, á la vez. lo citó ¡íara que se pro- 
cediera á la celebración del contrato, y consta así mismo, que ct 
Sr. l'ampliega concurrió al llamado, y manifestó ante el escriba- 
no, que. estantío pendiente de la resolución del gobierno una so- 
licitud suya, pidiendo autorización para transferir sus derechos 
al Sr. Serantes. creía que la escrituración debía suspenderse, y 
que se abstenía de hacer la ampliación del depósito de garant a 
hasta que recayera al respecto una resolución ; pero que si opi- 
naba dicho escribano lo contrario, estaba, desde luego, dispues- 
to í\ escriturar. Según el actor, el escribano de golMemo encon- 
tró razonable esto, y quedó asi en suspenso la escrituración, lo 
que ha sido ratificado por el mismo escribano en su declaración 
de fs. 40, en la cual dice que manifestó al Sr, Pampltcga que 
110 había inconveniente en esperar, salvo que recibiera orden 
superior en contrario. 

Que por decreto de 13 de Junio de mil novecientos seií 
el Poder Ejecutivo dispuso lo siguiente: "Queda sin efecto ti 
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decreto ilc u de Agoíto ilc mil novecientos cinco, que autoría*" 
á la Intendencia Ceiirral de Guerra |>ara arrendar al Sr, Lili* 
l'ampliega fe] eani]n> de "Los Andes**. Aunque textualmente no s : 
declaró sin efecto la aceptación de la propuesta del Sr. ramplíe- 
j»a. es evidente que tal lia *ido ^u pro|w'isito y asi ha debido en- 
tenderse. 

Otie desde el momento que el Sr, Pampticga fué notifica' 
do en forma, tenía el deber de bacer todas las diligencias ucee 
>arias para formalizar el contrato, como se había convenido den 
tro del plazo establecido, es decir, dentro de los quince días si- 
guientes á la notificación, sí) pena de ser "considerada nula I t-t 
propuesta), a todo otro efecto que no sea á la perdida de la su- 
nía defíosHada en garantía ele la misma" \ art. 625 «leí Cócl. Civ.) 

(Jue tío !<> eximia de esa • ligación la circunstancia de que 
hizo mérito ante el eseriltano de gobierno, y que invoca en estos 
autos de estar [tendiente de resolución ia solicitud relativa á la- 
transferencia á favor del Sr. Aerantes, piles esta transferenci 
en el caso de qtie hubiera llegado h ser autorizada. |K*Ha realizar- 
se después de forma I i zatfcrcKont rato, como podía hacerse antes 
sin que afectara en lo más mínimo á la situación de las partes cor- 
tratantes la época en que ella se verificara, y. por otra jiarte. ni la 
excusa alegada era causa, ni el eseriltano de gobierno tenía auto- 
ridad para prorrogar, sin el consentimiento de tas dos partes con 
tratantes, el plazo fijo y los efectos de su vencimiento estipula- 
dos. 

Píor las consideraciones expuestas, fallo absolviendo de te 
demanda á la nación, debiendo i>agarse las costas en el orden 
en míe se han causado. 

Notifiquesc con el origin,:l y redíganse los sellos. 

Carlos Doncel 



PALIOS di; la Cü'kté ¡u i'hfm a 



SENTENCIA PE LA CAMARA FEDERAL 

Butnot Aim. Mino 18 de 190». 

Y vbtos: 

Por stts fundamentos, se confirma con costas la setttenm 
anclada de fs. Ho. 

N'otifiqucse. devuélvase y rcpóiigánse los sellos ante e' 

M1|KTÍOr. 

.Inijt'l I). Notas. — ¿i nací Fcrrcirc 
Cortés. — Juan . I. Careta, 

PALIO DE LA CORTE SUPREMA 

Butnot Aire*, ScpUembn 30 de t'\#. 

\*istcty y considerando: 

«¿ni-, según la nota de fojas 27 (autos agregados) del es- 
cribano general de gobierno al señor ministro de guerra, el 
expediente relativo al arrendamiento del camjio de Los Andes 
fué recibido en la oficina de dicho escribano en Agosto de 1905. 
y se citó á t'ampticga i»ara la escrituración del contrato. 

Que si bien no se expresa en la nota referida la fecha de la 
citación, e» de presumirse une ella se verificó en el misino mes de 
Agosto, dado eme en aquélla se dice <|ite 'una vez recibido (el ex 
|K-d tente 1 en esta escribanía general de gobierno... filé éste 
4 rampltegal. citado"; y rjue la 8" pregunta del interrogatorio de 
¡s. jo, formulada ]>or el actor, está concebida en estos términos ; 
"diga si es cierta que desde Agosto de 1905 hasta que recibió te. 
orden del Intendente de Guerra, el expediente relativo á ta pro- 
puesta de arrendamiento del camtto Los Andes permaneció eom- 
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tanicmcntc tu la escribanía mayor de gobierno" (fs. 50 y 58, 
vudta. y 63. autos citados t ; lo que revela et conocimiento que 
tenia el interesado <le la tramitación del asunto. 

<Jtie. según el mismo informe de fs. 27, Pampliega mani- 
festó al escribano general de gobernó que I tatúa solicitado 
"la transferencia de sus derechos al arriendo á favor del señer 
1 : rancH)co Serantes, .y que entretanto se resolviera su |ietlitlo 
]K»r el Ministerio, se abstenía <lc ampliar el depósito de ga- 
rantía <|iie cornsjiondia y de firmar el contrato respectivo", 
ratificándose lo último en el informe de fts, 63. 

(¿11c estas manifestaciones han tenido que hacerse después 
del 21 de Septiembre de 1905. fecha de la solicitud aludida dn 
transferencia 4 fs. 22. exp. ad. ). ó sea cuando ya había transcu- 
rrido el término para escriturar, con arreglo á lo dicho en los 
considerandos precedentes y á los arts, 1 2 y 15 del pliego de con- 
diciones. 

Que aun en la hipótesis de que I 'ampliega hubiera sido cita- 
do á fines de ¡Septiembre, como lo dice. fs. 72 vta.. y se hubiera 
presentado á escriturar dentro del plazo de 15 días fijado por el 
art. ra, que acata de mencionarse, es incuestionable que no pudo 
susjicnder la escrituración con la simple conformidad del escri- 
Laño general de gobierno y 110 del Poder Ejecutivo, pues como 
se observa acertadamente en la sentencia de fs, 80, dicho escri- 
bano no tenia autoridad |*ara prorrogar, sin el consentimiento de 
las dos partes contratantes, et plazo fijo y los efectos de su venci- 
miento estipulados. 

Que no hay constancia de que el escribano de gobierno hu- 
biera estado autorizado para suspender la escrituración, ni se fia 
intentado producir prueba al respecto; midiendo agregarse que 
lo contrario resulta de la demanda (fs, 2) y de tos mismos intt- 
rrogatorios formulados por el actor (fs. 39, 2» y 3*), así como de- 
jos informes <lc fs. 32, 50, 58 vuelta y 63. 

Que lampoeo aparece acto alguno del Poder Ejecutivo qiu: 
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indique su propósito de renunciar at derecho estricto que le acor* 
ilalia el art. i<* del pliego de condiciones, suspendiendo el término 
para la escrituración, con motivo de ta solicitud de transferencia, 
ó ile jando sin c ficto ct transcurso del misino. 

Que el tacho <lc que la escritura no estuviera cxtcndid.t 
citando el actor concurrió á la escribanía, según se alega á fs. 72 
y 73 vuelta, no ha sido la causa del vencimiento del terminó» eo 
no resulta de lo que queda consignado. 

One el considerando 3" de! decreto del Poder Ejecutivo de 
< )ciubre 21 de 1907 { ts. 65, exp. ací. V, se refiere á la primera 110- 
núcación hecha á Pamplicg», y 110 á la posterior, que verificó el 
•"scriliaiuMlf gobierno, cuando tuvo conocimiento de que no se ha- 
bí:: í:%.cho lugar :i la transferencia, j jorque en el mismo se dice 
que el ]>lazo ele 1 5 días no estaba suliortlinado á la aceptación ó 
n.cliitzo. por parte del gobierno, de esa transferencia: siendo ríe 
notarse, además, «pie no aparece en las actuaciones decreto algu- 
no concerniente al rechazo tic la citada solicitud de fs. 22. ni se 
hace referencia á etta entre los antecedentes enunciados á fs. 21 
íev. ad.) 

Que la concurrencia á la escribanía y las gestiones del actor 
Interiores al vencimiento del plazo para escriturar, ningún valor 
legal revisten contra la cláusula resolutoria antes indicada, des- 
de el momento que el Poder Ejecutivo no aceptó la transferencia 
ó im la tomó en cuenta y ha invocado dicha cláusula ante los tri- 
bunales, en uso de un derecho no renunciado, expresa ó implíci- 
tamente, y cuya renuncia no puede presumirse (art. 874, Código 
Civil). 

Que aun cuando fuera nulo, como se sostiene á fs. 3 vuelta, 
el decreto de Junio 13 de 1906, por el que se dejó sin efecto el de 
Agosto 1 1 fie 1905. ello no afectaría la eficacia de ta resoluciór 
«leí uní ¿va de Octubre 21 fie 1907 í fs. 65, exp. ad ). en que se ri- 
tiliea el primero tte <1ichos decretos. 

Que, de oir=. pane, el art, 1113 del Código Civil carece d : 
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aplicación pertinente á !os fines de identificar en el caso la ac 
ción del escribano con la de los represe litantes legítimos de la 
nación, como ]H*rsoiia jurídica, toda vez que ese artículo no ri~ 
ge las relaciones contractuales y el Poder Ejecutivo, en defecto 
de todo reclamo acerca de la demora en la escri tu ración \ no cata- 
ba obligado á tomar medidas para activarle, suspender ó amplia r 
vl termino convenido a! efecto; ni cabe imputar ni mencionado 
escribano, dolo, culpa ó negligencia íarts. 1007 y i ro?, código ci- 
tado). 

Por estos fundamentos y los concordantes aceptados |>or h 
sentencia de fs. 102, se confirma ésta, con la declaración ele qu ; 
las costas del juicio se alionarán en el orden causado, por haber 
tenido el actor razones atendibles pata litigar. 

Notiiítjucse con el original y re apuesto el papd. devuelvas.-. 

A. Bermejo. — Nicanor O. del 
Solar. - M. P. Daract. 



CUSA UXXW Iíl 

Don Carlos \hmiagnrria (sM herederos), contra la prarmeia 
tic Corrientes. por cobro de pesos 

Sumario: u° Desconocido el fuero federal reclamado invocán- 
.lose la comtttueión nacional y íaTey de jurisdicción mí- 

■ 

mero 48. procede el tecnrso extraordinario previsto en el 

articulo tV de la ley nú*». 4055. 
¿/ En el recurso extraordinario no encuadra el ile nulidad. 
3," En los autos en que una provincia es demandada por un 

extranjero ó un vecino de otra, la jurisdicción de la corte 

suprema es excluyente de otros minútales inferiores, pero 
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no tic los tribunales de la provincia demandada atando 
aquéllos quisieran recurrir ante éstos. 
4." Es improcedente la declinatoria de jurisdicción opuesta 
por el representante de una provincia que es demandada 
ante sus propios tribunales por vecinos de otra. 

Vaso: Lo explican tas piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL SUPERIOR TRIBUNAL DE CORRIENTES 

Coirkattt. Dfckrtm 2 ét 1901. 

Visto: 

El recurso de apelación deducido por el representante de 
los lierederos de Muniagurria, de la resolución del juez de pri 
mera instancia fie Goya. declarándose incompetente para cono- 
cer en la demanda |K>r indemnización de daños é intereses pro- 
venientes tic evícción deducida por don Camilo» don Abelardo y 
dúo Julio Muniagurria conjuntamente con otros colierederos 
contra la provincia, del que resulta: 

Que habiéndose presentadlo ante el juez de primera instan- 
cia ile Goya ej doctor Antonio Mora Aranjo. en representación 
de su esposa doña Carmen Muniagurria, doña Leonor Fernán- 
dez de Muniagurria y su bija Blanca, de «Joña Leonor Mu- 
niagurria de Hate&tra. «leí doctor don Carlos P. Muniagurria. 
del doctor don Camilo, de don Abelardo, de don Julio, de don 
¿«■ario y «le don f rancisco Muniagurria, demandando á la pro- 
vincia daños é i: tereses provenientes de evicción por haber sido 
desposeídos de una fracción de campo sita en Curuzú Cuatiá, 
vendida por aquélla; el apoderado de ta provincia dedujo la 
excepción previa de incompetencia de jurisdicción en cuanto 
á la demanda de don Camilo, don Julio y don Abelardo Mutua- 
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gurria, por hallarse domicil¡a<k>s en las provincias de Santa Fe 
y Buenos Aires, respectivamente, y tratarse de un crédito divi- 
sible que pueden y deben demandar separadamente cada uno de 
los actores por su parte respectiva. El superior la falló declarán- 
dola procedente, fundado en los arts. loo y 101 de la constitu- 
ción nacional y en el art. u% inc. i.* de la ley sobre jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales federales* 

Y considerando: 

i, d Que en principio aceptado umversalmente que cuando 
alguien en cuyo favor está establecido un fuero determinado- 
para la decisión de las causas en que él fuere parte, renunci 
á aquél y entabla su demanda ante los jueces de la jurisdicción 
del demandado, éste no puede repudiar sus propios jueces, invo- 
cando el fuero del demandante. Así lo reconocen las partes, 
en este juicio. j en su escrito de fs. 131, el representante dei 
('•seo de la provincia dice textualmente : "De aquí procede que 
cuando un extranjero demanda á un ciudadano ó á una pro- 
vincia ante los jueces locales del demandado, ni el ciudadano 
ni ¡a provincia pueden resistir á la jurisdicción de sus propios 
jntces invocando eí fuero nacional del demandante. Desde que 
este renuncia á su fuero, aquéllos tienen uue someterse a la ju 
'dicción de los jueces locales." £1 principio que queda expues- 
to se halla consagrado por la interpretación que la suprema 
corte ha hecho de lo dispuesto en el art. 12, inc. 4.' fie la ley 
núm. 48, sobre jurisdicción y coinpeter.cia de los tribunales 
nacionales, de 14 de Septiembre de 1S63. A este respecto el 
doctor Frías dice en la nota 2 ú este articulo: "El extran- 
jero demandado ante el fuero federal no puede declinar de ju- 
risdicción, con» tampoco puede declinarla el argentino deman- 
dado por un extranjero ante tos tribunales locales, y el vecino- 
de una provincia demandada ante los tribunales de la misma 
]ior un vecino de otra provincia, todo de acuerdo con la juris- 
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prudencia establecida en virtud <fe este artículo, en numerosos 
fallos'. 

2.' Que para ver si es de aplicación este principio al caso 
subíndice, debe examinarse si la disposición del articulo i.' 
<le la ley citada, estableciendo la jurisdicción de la suprema corte 
nacional para el conocimiento en primera instancia de las causas 
que versen entro una provincia y algún vecino ó vecinos de otra, 
ha sido creada u favor de los segundos, pues mediando iguales 
razones, no hay jtor qué considerarlo excluido de ios casos de ex- 
cepción que informa el recordado art. V2. ine. 4,", aunque no est¿ 
expresamente incluido cu sus términos literales. La suprema 
corte ha resuelto el caso en sentido afirmativo. Explicando el 
alcance del art. 07 de la constitución nacional de 1853. que 
establecía el conocimiento de ese alio tribunal en las causas 
entre una provincia y sus propios vecinos, dice: "La cláusula 
relativa á las cuestiones r»ír<* «un provincia y sus propios veci- 
nos, comprendía evidentemente lanío los casos en que la pro- 
vincia fuese demandante, como en que fuese demandada. El sen- 
tido literal de las palabras excluye toda otra inteligencia: y i 
no ser asi. seria imposible descubrir ni la soml>ra de tina razón 
plausible para someter esas controversias, no sólo á la jurisdic- 
ción nacional, sino del más aho irilnmal de la nación. El objeto 
no pudo ser otro que dar ¡/arantias á los particulares, proparcio- 
t.nuffóíes para sus redamaciones j tures al abrigo de toda influen- 
cia y de toda parcialidad. Y si se llevaron estos propósitos hasta 
el extremo de aplicarlos a los que tuviesen cuestiones con U 
provincia de su propio origen ó domicilio ¿con cuánta más razó-.i 
no será necesario concluir que se quiso aplicarlos cuando el in- 
teresado fuese un extranjero ó un vecino de otra provincia^ 
(Segunda serie, tmno 5.". pág. 438 al fin y 439. Véase también 
González, pág. 664. mim. 630» etc.) 

3/ Que jor otra parte, la excejición deducida no debe 
prosperar según la letra y espíritu del art. 10 de la ley citada, 
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pues en todos los casos en que dos ó más personas pretende -i 
ejercer una acción solidaría fiara que caigan bajo la juris- 
dicción nacional, se dclie atender á la vecindad de todos Ioí 
miembros de ta tomunidad, de tal modo que sea preciso que cad.* 
nno de ellos individualmente tenga el derecho de demandar ante 
los tribunales nacionales. En el de que es trata la causa se si- 
gue entre esta provincia y vecino de ella y de otras» que ^rcícn- 
tten estar vinculólos legalmente en la acción conjunta por ellos 
entablada. ( Véase suprema corte nacional, serie segunda, ton» 
18. pág. 329, y tercera, tomo 7. pág. 210}, Y si esto es asi, res- 
pecto de los asuntos en que deben conocer los jueces nacú 
de sección en primera instancia, debe suceder lo mismo en 
to se refiere al caso en que la suprema corte tenga jurisdicción 
ordinaria. |jor identidad de razones. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto a|>clado de fs. 91 
vta.. con las costas del incidente á cargo de la parte vencida. 
(Art. 19 de la ley de reformas al procedimiento}. Regúlase en 
trescientos nacionales los honorarios del abogado doctor Al- 
vare* Mayes y en cien los del aftoderado Dagnino. 
Repóngase y devuélvase. 

Ralbastra — l'crón — Mendtondo — 

Mohattdv — Maymeit — Ante mí: Jo- 

íi { J. /Uvero. 
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Suprema corte: 

El recurso interpuesto fiara ante V. E. es procedente, á 
mérito de lo que dispone el art. 6 de la ley núm. 4055 y su 
correlativo al art. 14, inc. 3 de la ley 48. por haberse cuestionado 
la inteligencia de una cláusula de la constitución y de la men- 
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dorada ley 48 y ser la decisión, contraría al privilegio que 4 i 
funda en ella. 

la excepción de incompetencia que deduce el representante 
de la provincia de Corrientes, es á todas luces improcedentes 
itento lo que establece el me. 4 del art. 12 de ta ley 48 y la ju- 
risprudencia sentada por V. K. al aplicar dicha disposición. 

Si bien es cierto que el art. 100 de la constitución establece 
los casos cuyo conocimiento está atribuido á los tribunales na- 
cionales, entre ios que se encuentran tos pleitos entre una pro- 
vincia y los vecinos de otra, dicha jurisdicción no compromete 
principios fundamentales de ínteres público, sino que fija mu 
regla de caráctc.* privado en salvaguardia de los derechos que 
tos particulares se vean en el caso de reclamar ante los tribu- 
nales. Por consiguiente, el litigante que renuncia a esa jurisdic- 
ción y recurre á sus jueces ordinarios, prorroga la jurisdicción 
fie éstos, afectando soto sus derechos personales. 

Dentro de ti te concepto, la primera parte del menciona»! > 
inc. 4 del art, i¿\ dispone, que siempre que en un pleito civil, 
une xtranjero demande á una provincia ó á un ciudadano, ó 
bien et vecino de una provincia demande al vecino de otra ank- 
un juez de provincia, se entenderá prorrogada la jurisdicción y 
la causa se substanciará por tos tribunales provinciales. Lo idén- 
tico ocurre en los casos en que, como el sttb-judice, un vecino 
de una provincia demande á la misma ante sus propios tribu- 
nales, pues la justicia de provincia, tratándose de causas regida? 
¡x>r el derecho cimún, es concurrente con la justicia nacional y 
no es forzosa la coni|ietencia de ésta, cuando la jiartc favorecida 
con ese privilegio, no lo requiere, (Fallo de V. É-, tomo 90, 
pág. 99). 

Tampoco correspondería esta litis á ta jurisdicción de V. F , 
en virtud de lo prescripto por el art. 10 de la recordada ley 48, 
que ha sido aplicado invariablemente en el sentido de no permi- 
tir el ejercicio tfel fuero extraordinario, sino en los casos en 
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que toilos y cada uno ik lo» demandados ó demandantes, ten- 
pan individualmente el derecho de demandar ó ser demandados 
unte los tribunal^ nacionales, y se ha dicho, con razón, que á mi 
ser así, st correría el grave riesgo de provocar- varios juicios 
sobre la misma cuestión, seguidos por alguno de los litigantes 
ante los jueces federales, y por otros ante la justicia ordinaria, 
lo que redundaría en perjuicio 4c les intereses debatidos, y de 
la buena administración de la justicia. 

Por estas consideraciones, y las concordantes de la senten- 
cia recurrida, p f do á V. E. se sirva confirmarlo en todas sus» 
partes. 

Litis B Molina. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buewoi Aira. Oeluftre 7 ét \m. 

Vistos y considerando : 

Que desconocido el fuero federal reclamado por el repre- 
sentante de la provincia de Corrientes, invocando la constitu- 
ción nacional y la ley de jurisdicción núm. 48, es procedente 
para ante esta corte el recurso extraordinario previsto en el 
art. 6' de la ley 4055 y art. 14 de la ley iwm, 48. 

Que en ese recurso extraordinario de apelación no encuadra 
el de nulidad á <juc se refiere el párrafo VI del memorial de 
fs. 177, como ha sido resuelto en rt latidos fallos (tomo 102, 
pág- 43r Y otros). 

Que demandada la provincia de Corrientes ante sus pro- 
pios tribunales, por los herederos de don Carlos Muniagurria, 
el representante de aquélla declina esa jurisdicción, sosteniendo 
que el conocimiento de la causa corresponde originaria y exclti- 
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sitamente á csu eonc suprema, en razón de que tres de los 
demandantes están avencídados fuera de la provincia. 

Que con arreglo á los artículos 5, 67, inc. 11. y 105 de la 
constitución, las provincias se clan sus propias instrucciones In- 
cales y se rigen por ellas, asegurando, entre otros beneficios, su 
administración de justicia, y al organizar ésta, la provincia de- 
mandada lia establecido en el art. 33 de su constitución, que 
el estarlo no gota de privilegio fiscal alguno, y co»o persona 
civil puede ser demandado ante los jueces ordinarios, sobre la 
propiedad y obligaciones contraídas, sin necesidad de autoriza- 
ción previa del poder legislativo. 

Que como io lia consignado esta corle, las execciones á 
esos principios, en lo que respecta á las demandas que los ex- 
tranjeros ó los vecinos de una provincia tengan que deducir con- 
ira otra piovincia, atribuidas á la jurisdicción originaria y exclu- 
siva de esta corte suprema |>or los arts. 100 y toi de la constitu- 
ción, lian sido introducidas para favorecer á aquéllas, asegurán- 
doles mayor imparcialidad al ser juzgados por tribunales ajenos 
á la provincia demandada, i»or lo que ellos pueden renunciar á 
esc favor, suprimiendo así. la excepción de la ley, y sometién- 
dose al principio general de llevar á juicio á un estado, ante Süá 
propios tribunales. (Fallos, lomo 104. pág. 323». 

Que en el mismo fallo se ha hecho constar, que al establecer 
la constitución, en la parte final del art. 101, que cu los asuntos 
en que una provincia sea parte, la corte suprema tendrá juris- 
dicción originark. y exclusiva, ha querido decir qtie sólo ella 
conoce de esas t ansas, cuando es llamada á entender |>or de- 
mandas de extranjeros ó vecinos de otra provincia y con ex- 
clusión de otros tribunales inferiores; \ de ninguna manen 
que pueda excluir á los propios tribunales de provincia, cuan* 
do tos que potUan dudar de su imparcialidad, quisieran ocurrir 
*V ellos. 

Qús 110 basta la atribución de un ¡xMÍer a la nación pan 
privar de él á una provincia, según ta conocida regla del Pede- 
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nJista (num. 3.2 ), desde que ni ha sido atribuido con caráctc*- 
cxcluyente de la justicia local, pues en la cláusula linal del ar- 
ticulo 101. se Federe a la judicatura federal de gerarquta infe- 
rior. (Fallos, tomo yo, pág. 97 >; ni ha sido prohibida expre- 
samente :i las provincias, ni hay incompatibilidad en el ejercicio 
Muiidtáuco de e;a jurisdicción judicial respecto de extranjeros 
y nacionales vernos de otra provincia, f>or los tribunales fede- 
tales y los provinciales en su caso. 

Qtte el inciso 4.' del art. 12 de la ley núm. 48, admite 
que la jurisdicción originaria de esta corle queda prorrogada 
eti los tribunales de provincia, cuando ésta demanda al vecino 
*Ie otra y éste contesta la demanda sin oponer declinatoria de 
jurisdicción, lo que significa: i. u . gje ninguna consideración 
de orden público se opone á que esas causas sean sometidas 
í los tribunales Incales; 3.", que el privilegio del fuero federd 
ha sido creado ul beneficio del vecino de otra provincia, desde 
<¡tie depende de su voluntad oponer ó no la declinatoria, y 5.*, 
que nc» necesitad? el legislador prever el caso de demandas con- 
ir:i una provincia, promovidos ante sus tribunales por el vecino 
fie otra, desde que, admitido esc derecho para el demandante 
extranjero, quedada, con mayor razón, admitido para el deman- 
dante argentino avecinda di 1 en otra provincia, á quien el art. 8 
de la constitución le había ascguraito todos los derechos, privi- 
legios e inmunidades inherentes al titulo ele ciudadano en las 
demás. 

I'or estos fundamentos, y de conformidad con lo pedido por 
il señor procurador general, se confirma la sentencia apelada 
de fs. 143. sin especial condenación en costas, atenta la natu- 
raleza de las cuestiones debatidas. 

Notifiques» con el original y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

A. Bermejo. — Octavio Bvhqe. — 
M. p. Daiact. — C. Movano 

Cacito*. 
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CAUSA LXXXIX 

/V* /muí: SíW' coiiíra W ferrocarril Buenos .lires y Rosario 
por reivindicación é indemnización 

Sumario: El error cu la determinación de la superficie de la 
cosa, cometido en un jtiicio ele expropiación, del* ser repa- 
rado ante el mismo tribunal en que se tramitó la causa. 

Caso*. Lo explican las piezas siguientes: 



ACUERDO DE LA CAMARA DE APELACIONES DEL ROSARIO 



En ta ciudad de Rosario de Santa Fe á seis de Diciembre 
de mil novecicntes siete, reunida en acuerdo ordinario la segunda 
sala de la excelentísima cámara de ablaciones |»ara dictar sen- 
tencia en el juicio seguido por don Juan Simac contra el ferroca- 
rril de Buenos Aires y Rosario sobre reivindicación practicado eX 
sorteo de ley. resultó para la votación el siguiente orden : .lodo- 
res llaigorría, Sibum yMeyer. 

Antecedent.*s: El procurador don Sinforoso Palacios como- 
apoderado de clon Juan Senas, se presentó con fecha veintinueve 
*te Septiembre de mil novecientos cuatro al juzgado de primera 
m- tanda y dedujo contra la empresa del ferocarril Buenos Aire* 
y Rosario la presente demanda por indemnización de un terreno 
ocupado por las vías de dicha empresa y por reivindicación dé 
parte de ese mismo terreno ocuiwdo también por la misma em- 
presa, fuera de la zona de las vías. 
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Para justificar él carácter de propietario de su mandante 
acompaña el título que obra de fojas 4 á fojas 6 y que constata 
una venta hedí:* tu diez de Junio de mil ochocientos cincuenta 
\ nueve |»or tlf>n José María Pita á favor de don Juan Senac de 
1111 terreno situad" en l<»s suburbios de esta ciudad á inmediacio- 
nes del cementerio, compuesto de cien varas de frente por dos- 
cientas de fondo con los siguientes linderos: |H>r su frente al 
este con terrenos de don José Rafael Suárcz. i>or el fonilo con 
más terreno del vendedor. |x>r el costado norte con don Manuel 
Mvarez y por i'\ sud con don Casimiro Machado. Dice que sti 
mandante, entró inmediatamente en posesión del referido terrena 
y lo amojonó, cuyos mojones de fierro existen astualmente . M'i- 
i,i tiesta (¡lie la línea del fer rocar ril I tueros Aires y Rosario 
cruzó dicho terreno cortándolo en dos pedazos y tomándole 
'.eiutinueve varas de ancho por las cien míe mide de norte á 
Mir; que la empresa no i»agó el importe del terreno ni la indem- 
nízeción causada por el desmembro de la propiedad, invoca el 
articulo 17 de la constitución nacional y el 2511 del código civil; 
dice que la empresa no mjIo ha ocupado e' terreno designado con 
m vía sino que ha extendido su ocupación á una zoita mayor 
Ininándok- una superficie de cinco mil setecientas treinta vara* 
cuadradas en cuatro pedazos de terreno que ha alambrado, en 
*os que !'& cont ruido una casilla y formado huertas sembrando 
hortaliza*, etc. T/c acuerdo con estt* antecedentes dice que vie- 
re á deducir conjuntamente y en nombre de su mandante. la* 
<!os acciones siguientes i Primera, acción por pago fiel terreno 
ocupado por la vía é inilemmzación correspondiente, todo lo que 
estima en la suma de mil novecientos quince pesos con veinte 
centavos moneda nacional por cinco mil setecientos treinta va- 
ia«¡ cuadradas ocupadas por la empresa á ambos lados de !» 
lia, con más lo; frutos civiles que correspondan y costas del 
juicio. Pide que. en definitiva, se haga lugar á la demanda en 
todas sus |iartes. Emplazado el ferrocarril Buenos Aires y Ro- 
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sano comparece a! juicio por intermedio de su acoderado don 
Kobcrto Gore Sttudert, quien al contestar la demanda con m 
iscrito <le fojas 20, pide su rechazo con costas. 

Dice que .4 tererno ocupado iwr el ferrocarril en t i paraje 
expresado |»r la demanda, ó sea en su en ice con el ferrocarril 

1 >este Santa ferino, tiene una superficie de seis mil novecientos 
cuarenta y dos metros cuadrados, el que posee á mérito del titu- 
lo de propiedad que le otorgó el año mit oehicieutos ochenta y 
cinco el señor juez federal de esta sección, en virtud de sentencia 
recaída en el juicio de expropiación deducido por ta empresa; 
que como ésta tiene dada y turnada la posesión judicialmente 
y tía pagado el precio señalado por decisión judicial, su titulo 
té perfecto y el actor 110 tiene derecho para reclamar la tierra, 
■ : iuo sólo su precio, el que riport unamente deijosítado con motivo 
f como consecuencia del juicio de expropiación — ofrece presen* 
t;.r en el término de prueba su titulo de propiedad — subsidia- 
riamente opone ia excepción de prescripción que hace adquirir el 
dominio de acné, do con lo dispuesto jior el art. 3900, del código 
civil, sosteniendo míe lia poseído mu buena fe y justo titulo 
(¿nieta y pacíficamente durante diez y nueve años. Abierta -a 
causa á prueba, las partes produjeron lo que estimaron conve- 
nir á sus derechos. Vencido el término probatorio y presentados 
k s correspondientes alegatos sobre el mérito de la producida, !a 
causa pasó al estado fie autos para definitiva. Con fecha vein- 
tiuno de Mayo de mil novecientos seis, el señor juez inferior 
dictó la sentencia de fojas iof>, por la que resolvió; 1." Xo hace 
lugar á la acción por indemnización reclamada por ef actor. 

2 " Hacer lugar á la de reivindicación, ordenando que la pane 
demandada, ó sea el ferrocarril Rueños Aires y Rosario, entre- 
gue al actor tos tíos mil cuatrocientos cincuenta y cuatro metros 
noventa y seis centímetros que retiene sin título alguno más los 
frutos percibido, y que haya fie jado de percibir, durante lo* 
dos años expresados en la demanda, las que se determinarán por 
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juramento cstinvitorio. dentro de ta suma de doscientos pesos 
moneda nacional. I«as costas, dos terceras partes á cargo del fe- 
rrocarril y la restante á cargo del actor. Esta sentencia fué ape- 
lada por cí fern carril. Concedido el recurso y elevados los ati 
los se les dió eti esta instancia el trámite de ley, con la adhe- 
-ii n al mismo lucha |jor la i»artc actora al contestar la expre- 
sión de agravio;. Teniendo en consideración los nuevos alegatos 
prc*cntados y la nueva pmetia rendida en esta instancia, la se- 
cunda «ala de fa excelentísima cámara de apelaciones, llamada á 
resolver, planteó y sometió á votación las siguientes cuestiones: 

I." ¿lis jtista la sentencia apelada? 

i* ¿(Jtié pionunciamicnto corresponde dictar? 

A !a primer cuestión, el doctor Batgorri. «lijo : En mi opí- 
rión, la sentencia recurrida es justa en todas sus partes. El 
actor ha demostrado con el timlo de pn piedad que obra de 
fojas 4 á % fpie en diez fie Junio de mil ochocientos cincuenta 
y mieve. compró á don José María l'ila un terreno situado en 
los suburbios de esta ciudad á inmediaciones del cementerio, 
compuesto cíe eien varas de frente |jor doscientas ile fondo, 
equivalentes á ocíienta y seis metros veinte cenlímetros por 
ciento setenta y dos metros cuarenta centímetros, con los si- 
guientes linderos: este, ikrn José Rafael Suárez; oesle, más te- 
irenu del vendedor; norte, Manuel Al va re r, y sud, Casimir > 
Machado. El Uvreiio correspondiente á este titulo lia sido ubi- 
cado por el agrimensor señor Bcrizzo, «egún pericia de fs. 6% 
y plano de fs. 68. en el punto en que cruzan las líneas de los 
ferrocarriles [turnos Aires y Rosario y Oeste Santafecino (hoy 
camino carretel o el último 1, encerrado entre los siguientes linde- 
ros: por el norte, sucesores de Manuel Alvarez; por el sur, 
.¡ñau i ¿amista A rata: por el este, sucesores de Rafael Sitare?, 
y por el oeste, sucesores de José María Pita. Dicho tererno ha 
sido cortado de sur á norte, por la línea del Üucuos Aires y 
Kosario, como se ve en el plano de fojas 68. Ahora bien, la euv- 
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presa demandada, para constatar su derecho de dominio sobre el 
terreno que ocupa, lia acompañado el título de fs. 35. expedido 
en mil ocliocicntos ochenta y cinco por el señor juez federal de 
irta sección, con 10 consecuencia del juicio de expropiación que 
la empresa promovió de acuerdo con la ley de su concesión para 
idquírír los terrenos necesarios á la colocación de sus vías. Se- 
gún dicho título y . después de llenados los trámites del juicio 
.<¡e expropiación, se adjudicó á la empresa en propiedad y do- 
runio y en nombre de propietarios desconocidos, una fracción 
de tereno compuesta ele tres mil cuatrocientas setenta y ocho 
metros cuadrados. Dicha fracción corresponde al titulo de 
Señar. 110 sólo ¡>orquc asi resulta de la ubicación de! terreno 
hecha por el agrimensor llcrizzo, sino también porque no consta 
que aquél se haya presentado nunca al juicio de expropiación. 
U liarte demandada ha argüido en contra de la propiedad del 
octor diciendo que éste nunca ha tenido el dominio que invoc 1 
porque no tuvo la ¡josesión del inmueble. Desde luego, es nece- 
*;irio tener presente que la compra que acredita el título de Se- 
tiac. se realizó ti ano mil ochocientos cincuenta y nueve, época 
e*i que regían la ; relaciones de derecho, las leyes españolas, que 
estuvieron en vigencia hasta la sanción det código civil. Ahora 
bien, según dichas leyes, no era necesario la tradición material 
¡tara adquirir la posesión; bastalia la tradición simbólica. Ka* 
tulia que el vendedor se diera |ior desfioscído en favitr del com- 
Iirador, para que la tradición quedara operada : maguer non lo 
apodere de la cosa dada caporalmente {tana ta posesión (Ley 
título 3$ prrtida $ Ksta última circunstancia consta en «I 
título de Senac. y por lo tanto, ella fué suficiente para hacerte 
adquirir la posesión sin necesidad de la tradición material. Por 
otra parte, no sé ha demostrado que haya habido otra persona 
que haya pretendido ó tenido la |»osesíón del tereno cuestiona- 
do. 1.a parte a- tora reclama el precio del terreno ocupado por 
la vía y la indemnización correspondiente al |«rjuicio sufrido 
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por el desmedro de la propiedad. Esta pretensión es improce- 
dente, eutno \0 hace notar el señor juez a qtw, |iorquc constando 
como consta que ante ei juzgado federal de esta sección, se ha 
hecho el juicio «le expropiación correspondiente, con la consig- 
nación por parte de !a empresa del precio adjudicado á los 
terrenos expropiados; es ante dicho juez, ante el que deben 
presentarse redamando, ya sea el precio consignado, si el 
juicio de expropiación estuviere bien hecho, ó ya sea la nuli- 
dad de éste, si | ara ello hubiere lugar. Los tribunales de pro- 
vincia, carecen ele jurisdicción |*ara intervenir en dicho reclamo 
( fe acuerdo con lo preceptuado por el inciso i," del art. 2.* de la 
ley sobre jurisdicción y Competencia de los tribunales naciona- 
les de fecha catorce de Septiembre de 1863. 

Ahora, y |»or lo <|ite respecta á la acción reivindicatoría 
deducida, picns:; también como el señor juez a tjtio. <|iic ella 
es procedente si se tiene en cuenta que., según el título del fe- 
rrocarril, éste sólo tiene derecho á tres mil cuatrocientos setenta 
y ocho metros que se le adjudicaron como de propietarios des- 
tonocidos. mienl'as que según ta |>erícia del agrimensor señor 
lícrwzo, ocuj»a ■'• detenta dentro del terreno de Scnac. cinco mil 
novecientos treir.ta y dos metros con noventa y seis centímetros. 
La tliferencta entre ambas cantidades ó sean dos mil cuatro- 
cientos cincuenta y cuatro metros con noventa y seis centíme- 
tros, constituyen un excedente sobre el título del ferrocarril, 
que éste está en el deber de devolver á mi legitimo dueño, ya 
ene lo l«»sec sin titulo que justifique su dominio (arts. 2411, 
2758, 2772. 2776 y 2790 código civil). La excepción tic prescrip- 
ción alcgaila tío procede. pUl's. t|LIP según consta de autos (de- 
claraciones de testigos de esta instancia > la empresa entró á 
I oseer este excedente, recién en mil novetentos dos ó sea atan- 
do se levantaron las líneas del ferrocarril Oeste Santaf echto 
(ver informe dvi ministerio de obras públicas de la nación, fo- 
jr. 161, segunda respuesta). Como carece de titulo, según se ha 
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»isto, para prescribir, ha debido poseer treinta años tart. 4015, 
Mxügo cívtl), bicho que está muy lejos tic suceder, La propor- 
ción en que han sido impuestas las costas por el a ífMO. la con- 
i Ulero también justa, en atención al resultado parcialmente fa- 
vorable para ambas partes que lia tenido la decisión final del 
litigio, siendo en tales circunstancias de estricta aplicación la 
disposición contenida en el art. 377 del código de procedimien- 
tos. Por todo lo expuesto, voto en sentido afirmativo la cues- 
tión propuesta. 

Los doctores Síbuni y Meyer -e adhieren, por sus funda- 
mento*, al voto antecede. 

A la segunda cuestión, el doctor líaigorri, dijo: Atenlo ;I 
resultado obtenido al votar la cuestión anterior, el pronuncia- 
miento que corresponde dictar es continuar trn todas sus partes 
h sentencia apiada, imponiendo á la )«rte del ferrocarril, de 
acuerdo con el art. 375 del Código de procedimientos, las 
costas de esta instancia. Voló en este sentido. Los doctores ¡>i- 
littru y Meycr \ otaron en igual sentido. Con lo que terminó el 
presente acuerdo. que firman los señores v*jcales por ante mi de 
míe doy fé. 

Juan B. Sh'rimt—M. .1/cver. — Ante mí: Hernán L, ttn 
Campo. 

Concuerda con su origina) que obra en el libro de scnten- 
t ias civiles y comerciales de esta segunda sala. 

Para ser agregada á los autos, expido la presente copia quv* 
Imito sello fecha ut Slipra. 

i tentón L. del Campo. 



HK jrSTICJA mí LA NACIO» 



SENTENCIA 

Rataiio, Diciembre 6 de 1407. 

Y vistos: 

l*oi* los ftmi ¡amonios fiel presente acuerdo, la segunda sala 
iie la excelentísima cámara dé aiic1aci(»nes. resuelve: Confirmar 
ei| u k las sus fmi les la sentencia apelada, declarando que las cos- 
ías de esta instancia soti :t cargo del ferrocarril, que resulta ven- 
cido <art. 375 tottigo de procedimientos). Regúlanse los hono- 
rarios del procurador don Sinforoso I 'alacio* en la suma de 
tiento odíenla fi 'sos-tuvwcda nacional, que delierán ser abonados 
l>or (|uien corresponda. 

llágase salxr y tajen. 

B. S. Raiyorri—Juan 8. Sibttru—M. Me- 
yer — Ante mí: Hernán A. del Campa. 

FALLO DE LA CORTE CUPREMA 

Bueno* Aire». Octubre 16 de 190». 

Vistos y considerando: 

Que la senuncia recurrida de fs. 2\ 1 acepta la autenticidad 
y valide/ del liuilo de fs. 35. otorgado por el jue* federal de 
Santa Fe, ,ñ non hre de don José Ignacio Flores, y por el defen- 
sor dim J. M. Echagñe. á nombre de propietario no conocido. 
; la compañía oel ferrocarril de Imcnos Aires y Rosario, en 2 
de Diciembre de 1885. con motivo de un juicio de expropia- 
ción» 

Que la misma sentencia ile fs. 211 reconoce que el propie- 
tario desconocido, de que se trata, es Scuac, á quien se le to- 
rraron en la expropiación 3478 metros cuadrados. 

Que el titulo citado acuerda en propiedad al ferrocarr : l 
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Huertos Aires y Rosario una superficie <1e £942 metros cuadra 
*'os, que no se afirma por el tribunal a quo sea distinta de U 
que se ha venido ocupando y ocupa actualmente dicho ferro- 
carril, pues en realidad, todo lo que se dice al respecto es que, 
ron la ubicación aludida, se detentan á Senac 5932,96 metros 
cuadrados, en ves de los 3478 metros cuadrados. 

Que partienoo de las decisiones de hecho que contiene 
el fallo apelado, resulta de ellas que, en el caso más favorable 
para el actor Senac, se habría cometido en el juicio «te expro- 
piación preindkado, un error en la determinación de las super- 
ficies correspondientes á dicho Senac y á Flores y en la distri- 
bución del precio que se abonó por el expropiante. 

Que la reparación de tal error debe necesariamente buscarse 
unte el mismo tribunal federal, donde se siguió el respectivo 
inicio, en el que Senac fué parte mediante su defensor Echa- 
¿iie, y no ante Jos tribunales locales, que no pueden rever, mo- 
dificar ó anular las resoluciones del primen», como sucede en el 
caso sub-jtéétcc, toda vez que se deja en definitiva al ferrocarril 
con menor cantidad de terreno de la que se le acordó por el título 
lacioiial, fojas 55, invalidando parcialmente á éste por razones 
inmediatamente relacionadas con los procedimientos de aquel 
juicio, y no de otro género íart. 14. inciso 1. ley 48). 

Que á este respecto, son apticaluls las razones aducidas 
á fs. 216 vta.y 217 del fallo recurrido y en el de fs. 106, con- 
fiderandos y y 4. 

Por ello, s- revoca la sentencia de fojas 211 debiendo la-i 
costas de esta instancia alxmarsc en el orden causado, en aten- 
ción al carácter de la cuestión debatida. 

Notifiques^ con el original y repuesto el papel, archívese, 
revolviéndose los autos principales, con testimonio de esta re- 
rr.litción. 

A. Bermejo. — Octavio Bunoe. - 
Nicanor 0. del Solar. - M. P. 
Daract. - C. Moyano Oacitúa. 



!>K JUSTICIA lili U.\ NACION 



i ■ 



CAUSA XC 

íhm Pedro Riccheri contra la provincia de Buenos Aires, sobre 
cumplimiento de contrato é indemnización de daños y per~ 
juicios. 

Sumario : No siendo imputable al vendedor la demora en prac- 
ticar la diligencia de una nueva mensura convenida con el 
comprador, sin la cual no podía hacerse la enfega deí 
terreno, objeto del contrato, con la debida ubicación y de- 
terminación de su área, es improcedente la demanda ten- 
diente á obtener la entrega de ía casa comprada y el pago- 
de daños y perjuicios por la mora imputarla al comprador,. 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Alm, OclKbrt 16 de IBC9. 

V vistos: 

Don Pedro Ricclieri demanda á la Provincia de Buenos. 
Aires, exponiendo: 

Que con fecha 21 de Julio de 1896, el gobierno de la pro- 
vincia mencionada ordenó la venta cu remate de tierras en los 
alrededores de la sierra "l*a Ventana". 

Que don Augusto Strtevek compró de dichas tierras el lo- 
te número 1, cuya situación y linderos estaban determinados en 
el plano levantado por la oficina respectiva, compuesto de cua- 
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tro mil quinientas doce hectáreas, noventa úreas, en 5 tic .Marzo 
de 1897, al precio de diez pesos con ochenta centavos moneda na- 
cional la hectárea, que debía ¡ligarse en las condiciones y forma 
determinadas per el decreto citado, de 21 de Julio de 1896 y los 
avisos de remate. 

Que en Marzo 1" de 1897, el comprador Stricvcck solicitó el 
nombramiento del agrimensor Wilge para que practicara una 
mensura del tei reno, y ta oficina de tierras aceptó el nombra- 
miento, corriendo por cuenta del interesado los gastos de la 
diligencia, y sin que ésta interrumpiera el término dentro del 
cual debía de hacerse el iwgo y la escrituración. 

Que en 31 de Agosto de 1899» Strievek le hizo cesión de 
sus derechos y acciones, y has-ta la fecha, no ha podido obtener- 
la posesión del tampo. no obstante las gestiones que menciona 
de suerte, que !a provincia está en mora desde el 1" de Marzo de 
1S07. 

One, en su consecuencia, y de acuerdo con las disposicio- 
nes legales qua cita, pide se condene á la provincia de 1 Sueños 
Aires á U entrega del campo premdicado y al pago de una in- 
demnización dé trescientos) ^mcuciita mil pesos, más los inte- 
reses, costos y costas del juicio. 

(Jne jKisteriormente se amplió la demanda en la suma de 
ochenta mil (tesos, á título también de indemnización. 

One el doctor Mariano I Vinaria (hijo), por la provincia 
de Buenos Aires, solicita el rechazo de la demanda, con costar, 
alegando: que la escritura de venta á favor de Ricchieri. se tír 
mó el 1" de Mayo de 1905. |ior halier oblado aquél la primera 
cuota el 19 de Abril del misino año. 

Que ni antes ni después de 1905 el aetor ha solicitado 
posesión. 

(Jne Slrievek primero, v luego su cesionario Riccheri. han 
venido demorando la consumación de la venta, porque no |iag;i- 
ban el precio, erudición previ» á la entrega de la cosa: y porque 
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ha» abandonado completamente la gestión de la nueva mcnsina 
ilel Ctunpo, que fué promovida jxtr ellos y acordada por el (hi- 
bierno. 

(Jue Riceheri se lia presentado l*>r primera vez eii 20 de 
Mayo de ifjofi, solicitando se te pusiera en posesión del cani- 
]mi. y el expediente formado con este motivo seguía su tramita- 
ción ordinaria y fué abandonado i>ara acudir ante esta Corte. 

Que la obligación de entrega de la eosa habría nacido para 
la provincia desde esa fecha. 29 de Mayo de 1006; pero como es- 
tal** pendiente I» aproliación de la mensura antes aludida, que 110 
se ha presentado, no calie mora ni derecho de idemniatación. 

One el Gobierno no tiene inconveniente en hacer la entrega 
del campo en las condiciemees de la venta, es decir, con la exten- 
sión que le tija el plano oficial, y sin perjuicio de que se le de- 
vuelva á Kiecturi la jaretón de precio correspondiente, si re- 
sultara tlélWii tíespués de efectuada la mensura que está obli- 
gado ;t presentar. 

(Jue los intereses, en el caso más favorable, sólo pedirían 
correr desde eí 29 ele Mayo de 1906, y no son admisibles las 
sumas que sv cobran con 10 indemnización desde el año 1897 á 
iyo6; que tamjHico lo es lo que se pretende por diferencia en la 
liquidación hipotecaria ni la - unta que reclama como oferta del 

mayor valor ele la cosa. 

(Jue recibida la causa á pruelm. se ha producido la (jue es- 
presa el certificado de fs. 104. habiendo alegado sobre su mérito 
á f>. loó el actoí y á fs. 12$ la demandada. 

Y. considerando: 

(Jue, según los término* de la escritura «le venta otorgada 
por la provincia de I menos Aires á don l'edro Kicclicrt en 1" de 
Mayo i le 1005, el comprador, alionado el precio, podía tomar la 
posesión del inmueble ó pedirla á la oficina de tierras, que se la 
debía dar inmediatamente í testimonio de fs. 9.3, o"). 
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Que del infcrme de fs. 3, exp. ad., L, R. numero lóo, resulta 
que Ríccherí abonó el precio tle la compra en 19 de Abril de 
1905 ; y si bien es cierto que con posterioridad á esta fecha y d'-l 
otorgamiento Je la escritura de fs. 93> aparece que Ricclieri solí* 
citó la posesión del campo en 29 de Mayo de 1906 (exp. h. R. 
N" 76. ano 1906) ; y Noviembre 23 tle 1906 (L. R. 182, N w 1062, 
año 1906), también lo es: I o Que en la misma escritura se estj- 
blece qwe el comprador, en su solicitud á la oficina de tierras pú- 
Micas de 18 de Septiembre de 1904, reconocía que la escritura- 
ción se hallaba paralizada á causa de una pequeña falta de área 
( f s. 95 y vuelta ; 2 o Que en dicha solicitud indicaba Ricclieri que 
podría procederse á una nueva mensura ; 3 Que el Poder Ejecu- 
tivo resolvió que se aceptara el pago del precio por la superficie 
asignada en el loleto del remate, "debiendo si resultara déficit 
después de efectuada la mensura, devolverse al recurrente el im- 
porte proporcional al precio pagado", ( fs. 95 vuelta). ^ 

Que no hay constancia en autos de que la nueva mensura 
asi convenida por los contratantes, se haya demorado ¡jor cau- 
sa imputable al Poder Ejecutivo, y mientras ella no se lleve á 
cabo, no puede exigirse el cumplimiento de la obligación de en- 
tregarle la cosa, puesto que esto no es ¡msible en condiciones 
regulares, ó sea con ta debida determinación del área y ubica- 
ción del terreno, á menos de que el comprador se conforme con 
una posesión pateial ó provisoria Urts. 1197 y !4°9t Código Ci- 
vil). 

Que en las gestiones administrativas ya mencionadas, de 
Mayo 29 de 1906 y 23 de Noviembre del mismo año, para que 
se le diera posesión, no hizo el actor manifestación alguna en 
el sentido de que estuviera dispuesto á aceptar esa posesión con 
arreglo á la mensura y planos que Habían servido de base al re- 
mate. 

Que estas conclusiones no se modificarían en el supuesto de 
que la mensura de que se habla en la escritura citada fuera la 
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misma que ya se había solicitado en 1897, por don Aügust > 
Stricvek, cediente de Rícclieri, y ordenádose practicara por et 
agrimensor Wclgcl, cuyas operaciones fueron observadas (exp. 
ad. L. G., N # 110, año 1S07, fs. 18. 20, 31, 35, 48). pues no apa- 
rece que esa mensura se hubiera presentado y aprobado con pos- 
terioridad al i" de Mayo tle 1905 ; pidiendo agregarse que en la» 
solicitudes del mismo Riccheri, de f)ctubrc y Noviembre de 
iyo6, se dice que por existir dudas sobre la superficie del campo, 
había tenido que hacer practicar á su costo una mensura, que 
había sido obseivada por el Departamento de Ingenieros; qu« 
todavía no estaban resuelta* dichas dudas, y que no le había sido 
"entregado el terreno vendido, por causas que no me son impu 
tahles y que están justificadas" (letra R, X" 160). 

Que 110 habiéndose acreditado que la Provincia haya incu- 
rrido en mora, 110 son procedentes los daños y perjuicios que se 
cobran (art. 508, Código Civil), máxime en lo que se refiere á 
los que pudieran haberse sufrido antes del 1° de Mayo de 1905» 
desde que al aceptar la escrituración en esta fecha, ninguna reser- 
va hizo Ricchcrí al respecto. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á la demanda, de- 
biendo las costas abonarse en el orden causado, en atención á la 
naturaleza de ta causa. 

Notifiques- con el original, repóngase el papel y archívese. 

A, Bermejo — Octavio Btmae — 
Nicanor O. del Solar - M. 
P. Daract. 
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Don r ra» fisco Ruis López, en ios autos "Rabasso. doña Rafae- 
la, ton Beralis, don Pedro, sobre divorcio. Recurso de hecho 

Sumarial los alíenlos 281, 29* y J22 del Código de Procedi- 
mientos de la capital, se refieren á la Corte de Justicia de la 
provincia de buenos Aires. 

Caso* Don Francisco Rui* Kópez presentó á la Corte Supre- 
ma, tiianifestaiulo que habiéndole sido denegado por la Cá- 
mara de Apelaciones en lo Civil en los autos "Rabasso, do 
ña Raíacla contra Itcralis, don l'cdro, sobre divorcio, el re- 
curso jx>r inaplicabilidad de ley ó doctrina legal, establecido 
en el artículo 2»i y 290 del Código de Procedimiento* para 
la capital, lo interponía ante ella, conjuntamente con el re 
«urso de en* ja, i>or violación de las formas procesales. U 
Corte no hizo lugar á la presentación. |>or no estar autoriza- 
do para anl .' ella el recurso de inaplicabilidad de ley. El re- 
currente pidió revocatoria, fundado en que la Corle no se 
había pronunciado sobre el recurso de tnieja; manifestan- 
do, al mismo liciii|K>. que al soliciiar el recurso de inaplica- 
bilidad de ley, citó i>or error el artículo 281 siendo el 32a en 
el que se fvndaha su |>cdido. U Corte mandó se estuviera 
á lo resuelto, en razón de que el artículo 322 B* refería al 
mismo recurso declarado improcedente. Habiendo insistido 
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vi recurrente |>ara que el tribunal se pronunciara sobre el 
recurso de queja, aquél dictó el siguiente : 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

»" 

Huaro» Aire*. Octubre 19 de 1909. 

Considerando: 

ijw el recurso deducido á. f». i, uo está comprendido entre 
fos <jue autoriza para ante esta Corte la ley 4055, en sus artículos 

3" y fe 

(¿nc los arts ¿Si. ajo y ¿22 del Código de Procedimientos 
de la capital, que se han citado, se refieren, exclusivamente, á 
la Corté de Justicia fie la provincia de Buenos Aires, fiara !a 
que ese código fué dictad". 

Se declara que fíela' estarse á lo resuelto y archivarse es- 
tas actuaciones. 

A. Bermejo — Nicanor O del 
Solar — M. P. Daract. 
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Don G argón ka mire- e\ mitra ¡a pwincia de SJ endosa t por reí* 
riniHcaciíw ; sol»? competencia 

Sumarios r La renuncia que de sus derechos la-rcditarios hace 
un heredero en favor de su coheredero. importa una cesión 
n la (|uc es Ppltcablc, á los efectos tic la procedencia del fue- 
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to federal, lo dispuesto en el articulo 8" de la ley sobre ju- 
risdicción y competencia de los tribunales nacionales. 
2 a No procede la jurisdicción originaría de la Corte Supre- 
ma en el caso de una demanda contra una provincia, sobre 
reivindicación de un patrimonio indiviso, fundada en <<t 
mismo titule que sirve de base á pleitos pendientes ante los 
tribunales locales de dicha provincia. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SEflOft PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

La procedencia del fuero federal por razón de las personas» 
lia sido circunscripta por la ley 48. á los casos que taxativamente 
enumera, con el objeto evidente de mantener la justicia nacional,, 
esencialmente de excepción, dentro del concepto político que pre- 
sidió á su organización, y de las razones que se tuvieron en vista 
al acordar ¡V determinadas personas el beneficio de una jurisdic- 
ción extraordinaria. Dentro de ese concepto, excluye expresa- 
mente de ese privilegio á los que no están comprendidos dentro 
de sus límites estrictos. 

El art. 8* de la expresada ley exige que el derecho oue 
disputa la persona á la que acuerda el fuero fedetv . le perte- 
nezca originariamente, y no por cesión ó mandato, y el art. 10 
siguiente, establece que en los casos en que dos ó más perso- 
nas ejerzan una acción, se atenderá á la calidad de los distin- 
tos colitigantes, de suerte, que todos ellos y cada uno tengan 
el derecho de acogerse al fuero. 

Interpretando la primera de estas disposiciones, V. E., en 
una sentencia que ha servido de modelo para la inteligencia de 
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la ley (tomo 23, pág. 726), fijó las siguientes reglas á que que- 
daba sujeto el fuero por razón de las personas: que d derecho 
invocado pertenezca originariamente á quien lo alega; que en 
caso de derechos trasmitidos por cesión, el cesionario personal- 
mente se halle en condiciones de nacionalidad ó vecindad con res- 
peto á la otra parte, y que el calente se hubiere hallado en las 
mismas condiciones si hubiera promovido juicio. Es evidente que 
al decir la ley que el derecho disputado debe pertenecer origina- 
riamente á ciudadanos extranjeros ó vecinos de distintas provin- 
cias, ha querido amarar los derechos que les son propios, y la 
frase intercalada ú manera de aclaración, y no por cesión ó man- 
dato, precisa et propósito de conservar la jurisdicción de excep- 
ción, á aquéllas á quienes se tuvo cu vista al establecerla, pan 
evitar que mediante supuestas cesiones ó traspasos, se acogie- 
ran ;í la excepción, |>ersonas que en un principio no pudieran 
hacerlo ¡K»r no alcanzarles el beneficio. 

Y es tle notar, que al emplear la ley el vocablo cesión, 110 se 
lia referido, en particular, al contrata consensúa! de ese nombre, 
con ánimo de excluir los otros contratos, en que se opera una ce- 
sión de acciones y derechos, si 110 que la mente de la disposición 
lia sido comprender todo acto jurídico en que se realice una tras- 
misión de aquéllos. 

Esta interpretación que surge con evidencia del contexto del 
articulo, ha sillo sentada por V. Iv, en diversos fallos (tomo 33, 
pág. 320. tomo 81. píig. 338 >. y fué sostenida por mi ilustre ante 
eesor. doctor Cesta, quien dijo, con razón, que los derechos que 
invoca!» un comprador, como cesionario de los que tenia su ver- 
dadero, no eran, en ningún caso, originarios del que los hacía va- 
ler, y por tanto, no bastaban para producir el fuero extraordina- 
ria (tomo 33, pág. 327). 

En cuanto al art. 10 citado, la jurisprudencia repetida de 
V. E.. lo ha aplicado en el sentido de no permitir el ejercicio del 
fuero, sino en los casos en que todos y cada uno de los demandan- 
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tes ó demandados, tengan individualmente el derecho de deman- 
dar ó ser demandados ante los tribunales nacionales, y se ha di- 
cho, con razón, que de no ser así. se correría el grave nesgo de 
provocar varios inicios sobre la misma cuestión, seguidos por al- 
gunos de los colitigantes ante los jueces federales y por otros an- 
te ta justicia ordinaria, lo que redundaría en perjuicio üv los in- 
tereses debatidos, y del orden regular en que deben ventilarse los 

Un el caso sub judice, el actor ha dicho al interponer su 
demanda, que los derechos que competían á su mandante y a 
los coherederos de don José de Suso, fenecen ahora a don 
Gorgón Ramírez, en virtud de la renuncia en forma de sus otro, 
coherederos, lo cual constituye evidentemente un caso de trasmi- 
sión implícita, á que se refiere el art. 8" .le la ley 48, en los térmi- 
nos amplios que debe darse á la disposición, puesto que la renun- 
cia á la herencia no importa otra cosa que una enajenación de 
los bienes de la sucesión, de los que se desapodera el renuncian- 
te para trasmitirlos á sus cosucesores í arts. 3333 y 3345 del Có- 
digo Civil, y nota á este último artículo), y cu consecnenc.a, es- 
tos vienen á ejercer un derecho que no les pertenece onginana- 
.nenie, sino en virtud de ta trasmisión producid* pr la réumica. 

M demanda invoca también el derecho indiviso del actor, 
en el condominio existente con sus coherederos, sobre los terre- 
nos reivindicados, y se apoya al deducir su acción, en el art.eulo 
267» del Código Civil ; luego debe atenderse á la nacionalidad o 
vecindad de todos los miembros de la comunidad, para la pro- 
cedencia del fuero, como lo dice el art. 10 de la ley 48- 

Instaurada la demanda en estos términos, la excepción de 
incompetencia de jurisdicción deducida por la provincia deman- 
dada es proceder.te, sin duda alguna, por resultar de ta misma ex- 
posición que hace el actor, la existencia de una ccsm„ ó traspaso 
de derechos, que hace necesario determinar si los cedentes habían 
podido acogerse al fuero federal, y de una comunidad de interc 
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*cs que obliga á comproliar el derecho <le todos y cada uno de 
tos condóminos, jiara demandar ante los tribunales de nación, 

Por ello, faltos de V. E. (lomo [3, pág. 407, tomo 17. pági- 
na 44** J. y las consideraciones aducidas en el escrito de p 31, es- 
timo, y así lo pido ú V. E.. de1>e declararse que ni este asunta 
pertenece á la justicia federal, por razón de las personas, y me- 
nos á la jurisdicción originaria de V, E. í art. 2» de la ley 4055 ). 

Julio Botct. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butfloi Aires, Octubre 36 dt 1909. 

Vistos : 

El incidente sobre incompetencia de jurisdicción, pro- 
movido por el representante de la provincia de Mendoza, en 
la demanda interpuesta |x>r don Corgón Ramírez, sobre reivindi- 
cación de los terrenos que al Oeste <lc la ciudad, capital de aque- 
lla provincia, están afectados actualmente al Hipódromo, al Par- 
que, al Hospital Provincial, á la Cárcel Penitenciaria, á los 
cuarteles, al Polígono de Tiro y á unas plantaciones «le olivos 
y otros cultivos. 

Y considerando : 

Que la acción entablarla por don (¿orgón Ramírez contra 
la provincia de Mendoza es la de reivindicación de los campos 
> serranías denominados "Estammela". cuyo dominio, según el 
actor, fué adquirido por don José Suso, por instrumento público, 
f cebado en Mendoza en 4 de Enero de 1798. 

Que al interponer la demanda, el apoderado del actor ha- 
ce constar que "los derecbos que competían á nuestro mandante 
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y á sus colicreueros en las sucesiones de don José de Suso y 
causa-habientes pertenecen alwra A don Gorgón Ramírez, en 
virtud de !a renuncia en forma de sus otros coherederos". 

Que respecto á los coherederos cu la sucesión de don José 
de Suso, el actor menciona entre ellos á doña Rosa Suso, viu 
da de Kstrella. u presentada actualmente ]>or los sitcc sores de su 
único hijo don Rafael Estrella", indicándose á fs, o y 7 los pleitos 
que éstos tramitan ante lo* tribuíales de la provincia de Men- 
do*a sobre reivindicación de terrenos de la Estáñamela, seguidos 
contra don Carlos (Vénzale/, y otros y contra el doctor Pedro 
Nolasco Scty. 

Que en la secuela de este incidente sobre imniiupeteneia ele 
jurisdicción, se ha aseverado por la parle demandada, sin con- 
tradicción tlel den. -Unte, que "se trata adema* de una renun- 
cia directa y categóricamente formulada en favor individual- 
mente del actor" ( ÍS. #2 vuelta). 

Que es indiferente el nombre que las partes den á un acto, 
¡Hies lo que lo determina es su verdadera naturaleza jurídica y 
éu el caso se trua de una cesión de derechos hereditarios, pues 
la renuncia ó repudiación de la herencia es el simple abandono 
ele los derechos del heredero que es entonces considerado como 
Si nunca hubiera sido heredero, mientras .pie si, como en el 
caso actual, lo oue se llama renuncia es hecha en favor de un 
coheredero, elh importa la aceptación de la herencia en razón 
de que sólo puede transferirse á otro aquello fie que uno es 
dueño í arts. 3322, y 3353 código civil >. 

Que 110 pueden invocarse h» artieulus <le la cesión de cré- 
ditos, desde que el codificador hace constar en la nota final de 
ese titulo, que remite la cesión de las herencias al libro de las 
sucesiones y en éste se ha establecido que la cesión que uno 
de los herederos hace de sus derechos sucesivos, sea á un ex- 
traño, sea á sus coherederos, importa la aceptación de la heren- 
cia íart. 3322 ). lo que significa que. por esa cesión, no queda 
el cedente completamente extraño á la sucesión (art. 3343» 
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Que en tabs condicionen y aun en el caso cíe su interpreta- 
ción restrictiva, es aplicable !o dispuesto en el art 8.» <le la ley 
de jurisdicción y competencia de 1863, pw Metido agregarse que. 
según lo manifestado por el demamlante á fs. 6 vía., y ís. 42 vta. 
ante los tribunales de la provincia de Mendoza, existen pleitos 
¡tendientes sobre reivindicación del misino [Matrimonio indiviso 
correspotidient ¿ al título de don José de Suso del año 1798. 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara que esta corte es incompetente i>ara 
conocer de la causa, sin especial condenación en costas, atenta 
la naturaleza de los puntos controvertidos. 

Notifique*. 1 con el origi* al. repóngase el |>apel y archívese. 

A. Bermejo. -Nicanor bel Solar 
-M. P. Daract. 



CUSA XC1IJ 

Machado y Utttí contra fiétix Lajouane, por cobro de patos; 

sobre competencia 

Sumario: \o puede llevarse á los tribunales federales una de- 
manda cuy* fnt, en lo substancial, sea el misino que el que 
esté persiguiéndose ante los tribunales locales, aun cuando 
la persom demandada m sea la misma en ambos juicios. 

Caso: I,o explican las piezas siguientes: 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Autos y vistos: Considerando: 

Que según lo tiene establecido la jurisprudencia constante 
•de la excelentísima suprema corte, siendo la jurisdicción fede- 
ral improrrogable sobre cosas ó personas ajenas á ella, aun con 
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expresa conformidad de partos, los tribunales están obligados á 
declarar de oficio su incompetencia, en cualquier estado de la 
tausa en que se apercibieren de ella, lo que importa hábil i (arlos 
para efectuar esa declaración después de halnrr admitido el jui- 
iramitándolo ¡>or haberse considerado prima fach competente 

para conocer en él. 

Que estudiada detenidamente la cuestión dé competencia 
propuesta |>or el señor procurador fiscal á fs. 14. el juzgado 
ha llegado al convencimiento de míe de confonnidad con ta 
jurisprudencia de la excelentísima suprema corte, carece de ju- 
risdicción para entender en este juicio. Si bien ese alto tribunal, 
en fallo citado |>or los actores en el escrito de fs. 16, cuyos fun- 
damentos aceptó el juzgado, declaró procedente el fuero federal 
en cuestiones entre vecinos, derivadas del contrato social, cuan- 
do existia entre ellos diversidad de nacionalidad ó vecindad, 
(tomo 18, pag, ¿27 ) \ posteriormente, en reiterados casos, es- 
pecialmente en los fallos tomo 74. png. 1/7 * 10,110 8o - RMSi ! 7> Y 
lomo 86 pág. 408, estudiando detenidamente las relaciones de 
derecho emergentes de un contrato de sociedad, lia establecido 
que con relación á él todos los asociados están sujetos á un 
solo y mismo fuero — que por tal razón no puede ser otro que 
el común y ordinario, no surtiendo en consecuencia el fuero fe- 
deral, la diversa nacionalidad ó vecindad de los asociados que 
litigan entre si por cuestiones emergentes del contrato social. 

Que igual jurisprudencia á la indicada en el considerando 
anterior tiene establecido la excelentísima cámara federal de 
apelaciones en el fallo del tomo 4, pág. 2*j2. 

Ppr estos fundamentos, se declara el juzgado incompeten- 
te |»ara conocer en este juicio, de conformidad á lo dictaminado- 
por el señor procurador fiscal á fs. 14» debiendo archivarse es- 
tas actuaciones, ejecutoriada que sea la presente resolución. 
I lágase salier y repónganse tas fojas. 

Agustín Urdinarmin. 
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Y vistos: 

He acuerdo con el presente dictamen fiscal y por sus fun- 
damentos, se confirma la semencia atK-lada de fs, 38. 
Noíiffquesc y devuélvese. 

Amjcl Vctycítú Cortes — Attffet R, Ra- 
jas — Juan A. Garda. 



DICTAMEN DEL SE1Í0R PROCURADOR GENERAL 

w 

Suprema corte: 

Contó lo manifesté al dictaminar en la vista míe me fué con- 
ferida en est s autos por la exema. cámara federal, \'. E, ha sen- 
tado jurisprudencia en numerosos casos. res¡>ecto de las contes- 
taciones entre los socios de entre sí ó con la sociedad, ó por actos 
11 obligaciones derivados del contrato social, los cuales tienen eí 
fuero del lugar donde la sociedad lia establecido mi asiento, en 
el cual se presume que amicllos constituyeron su domicilio espe- 
cial para el cumplimiento de sus derechos y obligaciones, De ello 
ye deduce míe en tales casos no puede surgir el fuero federal por 
r azón de las personas, desde míe los socios extrangeros ó vecinos 
de otras provincias, se subordinan á la jurisdicción del domicilio 
esjjccial y renuncian af privilegio del fuero extraordinario. 

Conforme :'i dicha jurisprudencia, solicito la confirmación 
del auto recurido. 

Luis H. Molina. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA (1) 



Bwnoi Airn, Octufria 38 da 1909. 

Que según la propia exposición de tos actores, corroborada 
l*or el testimonio fie fs. 25 de los autos principales, aquéllos, con 
anterioridad ;'i la demanda ejecutiva de te. 4, habían demandado 
al administrador provisorio de la sociedad Félix Lajouane y 
compañía, ante los tribunales ordinarios de esta capital por rein- 
tegración de las sumas que en parte constituyen el objeto de 
la expresada demanda. 

Que el juez local, doctor Castillo, hizo lugar á la acción con- 
tra el administrador aludido, invocando el articulo 291 in fine del 
código de comercio (número 12 y 1$ de la demanda de fojas 4). 

Que recurrida esa sentencia para ante la exema. cámara de 
lo comercial (mirti. 14 id. ) y estando aún pendiente el juicio, pues 
110 hay prueba de lo contrario, no ha podido traerse ante los tri- 
bunales federales una demanda cuyo tin. en to substancial, es 
el mismo perseguido ante los tribunales locales» aun cuando la 
fiersona demandada no sea la misma en amlios. ni figure como 
actora la señora de Scotto en el sub-jndir?. 

Que. en efecto, en uno y otro juicio el resultado de la de- 
manda depende del valor que se de al convenio particular cele- 
brado, entre los socios, doctor José Olegario Machado, doctor 
José Jorge Hall, doña Prudencia Serial de Pcotto y don Félix 
Lajouane. por el cual se aumentó á ochocientos pesos la suma 
de doscientos |>csos qué el último socio podía retirar mensual- 
mente á cuenta de utilidades < fojas 4 vta . y 22 > : siendo así |»osi- 

40 Vtott la uum Vil del temo CXI pf&* SI. 
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ble que se produzcan resoluciones contradictorias ó que se mande 
abonar á los actores dos veces la misma suma. 

Que, equiparados los tribunales de la capital á los de una 
provincia y con arreglo á los preceptos constitucionales que con- 
sagran la re$i»ectiva indeiK-ndencia de los tribunales federales 
y locales, aquellos no deben, según lo ilecMulo en casos análogos, 
entender de las causas que ya están tramitándose ante los segun- 
dos, ó que tengan con ellas una relación directa é inmediata. 
(Fallos tomo i, pág. 313; t. 48, pág. 373). 

Que ibulos estos antecedentes, no es necesario en el caso, 
entrar en el examen de los fundamentos del auto recurrido, que 
declara también la incompetencia de los tribunales federales en 
lacón de tratarse de una cuestión entre socios. 

Por ello, y de ámenlo con lo pedido por el señor procu- 
rador general, se confirma el citado auto de fojas 47 vuelta. 

Xotifiquesc con el original y archívese previa reposición 
de wlios, devolviéndose los autos principales con testimonio, 
de esta resolución, 

A Bermejo. — Octavio Bvnge.- 
M. P. Daract. 
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CAUSA XC1V 

Ferrocarril Buenos Jires y Rosario en autos con don Pedro 
Saroti [sus herederos), sobre cobro deí valor de unos terre- 
nos. Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario autorizado por 
el artículo 14. inciso 3* de la ley número 48. co » tra " na 
sentencia que fundada en disposiciones del código civil, 
sólo incidentalmente hace referencias á las leyes naciona- 
les tic expropiación de bienes y autenticación de docu- 
mentos. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



ACUERDO DE LA CAMARA DE APEL \CiONES DEL ROSARIO 

■ 

Rotarlo de Siflli F*. |aN« » de l»# 

Reunidos en acuerde > definitivo lo* señores vocales de la 
excelentísima cámara de apelaciones t|iie al final subscriben, bajo 
la presidencia del doctor Julián Paz. y con objeto de fallar el 
juicio solire cobro de pesos seguido por los herederos de don 
l edro Saroli contra el ferrocarril líucnos Aires y Rosario; 
el señor presidente ordenó se diera lectura del acuerdo prc|Ki- 
ratorio celebrado de conformidad y á los tines expresados en el 
art. 120» del código de procedimientos, lo qüé se efectuó i»»r 
secretaría, estando él concebido en los siguientes términos: 
"F.n la ciudad del Rosario de Santa Fe á 18 de Julio de 1908. 
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i cunidos los señores vocales de ta excelentísima cámara de ape- 
laciones, (|iic al final subscriben, en acuerdo preparatorio, á tín 
tle lijar las cuestiones sobre que haya de recaer la votación en 
el acuerdo definitivo que debe celebrarse en el juicio que sobre 
cobro tte pesos iniciaron los herederos de don Pedro Saroli con- 
tra el ferrocarril Unenos Aires y Rosario, después de un cam- 
bio de ideas entre los señores vocales, se resolvió plantear 
las siguientes cuestiones : 

I. — i Procede legalmente la acción deducida por la de- 
manda!' 

IJ. — Kn caso de resolución afirmativa de la primera cues- 
tión, ¿contó delie lijarse el valor de la indemnización cobrada? 

Eli. — ¿ <J\té pronunciamiento corresponde ? 

Acto continuo se procedió á efectuar la insaculación res- 
]>cctiva fiara establecer el orden de la votación, la que dió el 
siguiente resultado: doctores Soria. Sihunt. Baigorri, Fernán- 
de* y Xlcyer. 

Con lo que terminó el presente acuerdo preparatorio dis- 
]xiiiiendu el tribunal permaneciera reservado basta el día del 
acuerdo público que se abrirá con la lectura del presente, fir- 
mando los señores camaristas por ante mí de que certifico. 
Cipriano Soria. Juan II. Sihuru. I«. S. líaigorri. Néstor X, Fer- 
nández. M. Meyer. Ante mí: Hernán L. del Cam|K>". Seguida- 
mente y no habiendo hecho uso las parles del derecho de infor- 
mar inviice. el señor presidente concedió la |»a1abra al vocal 
doctor Soria, ele con fonnidad con el sorteo verificado. 

Respondiendo á la primera cuestión el doctor Soria dijo: 
plantear la cuestión cotí sus antecedentes es resolverla. se- 
ñores Saroli. llamándose dueños y propietario* de los terrenos 
indicados, que se encuentran actualmente ocupados, por la em- 
presa C.ran Sud Santa Fe y Córdoba, hoy F. C. H. A. y R. sus 
sucesores y sirviendo á sus fines ó propósitos, según la prueba 
producida en autos, demandan á éste |jor el valor que les co- 
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íteaponde, porque IwUendo sido privados *k los mismos en nom- 
bre de la utilidad póUtca declarada* tim la iméemnw&cién previa 
que constituye la característica de la expropiación, ordenada por 
el articulo 17 C. N., y su concordante el articulo 2511 C. C, 
que terminantemente prescribe; "Nadie puede ser privado de 
su propiedad, sino por causa de utilidad publica, previa despo- 
sesión y una justa imlemnísación" ; sostienen que han sido per- 
judicados indebidamente y que deben ser indemnicados con arre- 
glo á derecho. Tal es la pretensión de los demandanets. 

Entonces, para que la acción entablada sea viable es menes- 
ter: que los demandantes sean propietarios del terreno que tes 
La stdo arrebatado, sin las formalidades preacriptas para la ex- 
propiación por causa de utilidad pública; y que el demandado 
sea en realidad ocupante de los referidos terrenos que usa y 
aprovecha en su favor, sin haber hecho el pago de lo que corres- 
Itonda á su dueño, y que legalmente procede (art. 731, inc. 1 
C. C.) INies, en materia de expropiación por causa de utilidad 
pública declarada, los derechos del reclámame se consideran 
transferidos de la cosa á su precio ó indemniaación, sin que sea 
posible la ^vindicación de la cosa misma, que por tal declara- 
ción queda libre de todo gravamen (art. 14 ley nacional de la 
materia). 

Que los demandantes son los dueños y poseedores de los te- 
rrenos en cuestión, está imergrversaMemente demostrado en la 
sentencia de primera instancia dd doctor Amuchástegni ; y seria 
de todo punto innecesario, repetir el nálisis de los hechos que 
allí aparecen consignados, con exactitud é ilustración acabada, 
pies no han sido desvirtuadas bu doctrinas que sustentan la de- 
mandan y la sentencia. 

Está igualmente demostrado, que la empresa demandada 
carece absolutamente de títulos de propiedad sobre los terrenos ■ 
en cuestión ; porqne jamás los tuvo su causante la empresa del 
l*uerto y Tierra de Villa Constitución ; y ésta no ha podido tras- 
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mil ir lo que no tenia: natic dat quo in se non habet; principia 
i|iw aparece consagrado por e1 art. 3270 C. C 

Siendo la característica de este juicio una colisión de pre- 
tendidos derechos reales, pues ambos sostienen ser dueños de 
los mismos terrenos, y por su naturaleza de reivindicación : e! 
sano criterio enseña que debe aplicarse el art. 2790 C. C, 
Úgúil el que, la ley presume qne el autor del título era el 
dueño. 

lísta es la sanción legal, para solucionar el litigio; porque 
110 son |x>si1»les dos posesiones de igual naturaleza sobre la mis 
nía cosa (art. 2401 C. C.) y por la misma razón, cuando se 
presentan títulos de adquisición que provengan de distintas 
personas (copio seria si el titulo de los demandado» abarcara 
los derechos tic Pcreyra), sin (>odersc establecer cuál era el ver- 
dadero propietario, la ley presume serlo el que tiene la pose- 
sión jurídica (art. 2792 C. C.) La que corresponde á los deman- 
dantes según sus títulos y también según la mensura y deslinde 
ile Warner (art. 2384 C. C.) ; pues la resolución de expropia- 
ción, sin previa indemnización, no priva al dueño de la po- 
sesión. 

Ahora bien, aceptando que los demandantes no han probado 
la etkacia de su título, porque no han justificado la sucesión 
de su causante señora Micaela Aguirre y su legitimidad, pienso 
que tal circunstancia no bonifica la situación jurídica de los de- 
mandados ; porque siendo aquel un instrumento público, él hace 
plena fe respecto de terceros de las enunciaciones de 
los hechos y actos jurídicos, que se relacionan con el acto jurí- 
dico que forma el objeto principal, y mientras no se haya pro- 
bado su falsedad deben aceptarse como ciertos. 

La negativa de los demandados sobre el particular no es 
suficiente, y ellos deben probarla. Porque en el fondo importa 
una afirmación, y siendo de calidad, desde que sostienen que 
no hubo tal sucesión, ni menos que ella sea legítima en qtt- 



342 FALLOS DC LA COtTfi SUPREMA 

la transmisión se opere por el solo ministerio de ta ley, ellos 
est&n obligados á probar sus pretensiones (ley a. título 14, par- 
tida tercera; J. M. Moreno, pág. 163 ; Esteves Sagui, núm. 342), 
porque á los demandantes les basta la presunción legal, que les 
tía sti titulo público. (Tal negativa es una excepción opuesta á 
la validez y eficacia del titulo; y ejerciéndola los demandados, 
ellos quedan sometidos á la regla (m excipirndo, rens actor fit). 

Los títulos de los demandados están revestidos de las for- 
malidades legales ; se encuentran protocolizados en esta provin- 
cia en el registro del escribano Muniice; y la posesión jurí- 
dica que justifica el dominio, se halla probada no sólo por arren- 
damientos hechos por Saroti á sn nombre, sino también por la 
mensura judicial hecha á solicitud de él por el agrimensor pú- 
blico señor Warner, cuyo acto posesorio es indiscutible (articu- 
lo 2384 C.C. 1 »: y el auto aprobatorio de ella, dictado en juicio 
contradictorio importa la declaración de su propiedad crga 
ómnes, la que abarca la extensión que le da el titulo íart. 2411 
C. 

En el presente caso, no se ha producido un juicio fie ex- 
proj 'ación que se inicia con el pedi<to de desposesión de la cosa 
y la consignación del valor de la misma, y la indemnización co- 
rrespondiente (art. 2511 C. C.) El caso sub-judicc, como lo 
revelan los autos, consiste en el cobro entablado tic una cantidad 
indeterminada de dinero valor de los inmuebles tme deben se* 
expropiados, en razón de la utilidad pública, por la empresa del 
ferrocarril, eme los ocupa, y aceptada por los demandantes que 
reclamaron oportunamente el pago: y la obra pública que se 
tuvo en mira está ya realizada. Por consiguiente, la obligación 
cuyo cumplimiento se pide encuadra en el capítulo fV, titulo re- 
sección primera, libro 2* C. C ; y le es aplicable lo que el mismo 
código prescribe para las obligaciones de dar cosas inciertas no 
fungibles y dar cantidades de cosas no individualizadas (articu- 
lo Ó16 t. C.) Luego la acción entablada es legalmente *>roct- 
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<lcnte y debe hacerse lugar á la demanda, desde que ella procede 
del dominio ó propiedad de la cosa que es inviolable (art ir 
C. N.) y debe ser amparado eficazmente. Así también lo ha en- 
tendido la parte demandada, que qtó de evicción á su cansan- 
te (fs. 185). 

No puede modificarse esta lógica conclusión con las con- 
sideraciones aducidas por el recurrente sobre los efectos ju- 
rídicos de la expropiación por causa de utilidad pública, fun- 
dado en la jurisprudencia francesa <jue se invoca al respecto; 
íwrque como lo he hecho sentir en el caso subíndice, no se tra- 
ta de un juicio de expropiación con sus características que lo de- 
terminan; ni menos ésta se ha producido nunca sobre los terre- 
nos aludiflos. que no fueron individualizados en la adquisición 
fie los terrenos |>ertenecienies á la empresa de Puerto y Villa 
Constitución. 

En tal caso, no ha podido producirse bajo ningún con- 
cepto la transmisión de la propiedad, ni muclio menos de la 
posesión de los referidos inmuebles al pretendido expropiante: 
ni aún bajo el imperio de la legislación francesa, pues es bien 
sabido que la sola declaración de la utilidad pública, hecha por 
autoridad competente no produce tal efecto por si sola. 

En Francia, es menester que se produzca Ta resolución ju- 
dicial ¡ara que tenga lugar la expropiación, en su acepción 
y con sus efectos jurídicos (ver ley 1841, arts. 1 y 2) ; su 
efecto es transmitir al dominio público la propiedad imperfecta 
de ta cosa expropiada, quedando la posesión de la misma en po- 
der del expropiado, como una garantía de la indemnización que 
Ies es debida y de la que no puede ser privado hasta su com 
pleto ¡lago. Así, declarada judicialmente la expropiación, el 
estado tiene la nuda propiedad de la cosa; y el expropiado 
queda con la posesión de la misma, que garante su calidad de 
acreedor del precio é indemnización que puede demandar y ha~ 
4cr cftctfoo t para cuya garantía y eficacia la ley le acuerda el 
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derecho de ntcndón. Ambos quetlan controlados y garantidos 
en sus derechos respectivo*. (Ver Detalleau, Traite de la ¿x- 
propiation, tomo i, capítulo VI). 

Luego, bajo el imperio de la U-gislación francesa, también 
sería procedente y eficaz la acción entablada por tos señores 
Saroli ; y la alegación traída i*>r el demandado, en su expresión 
fie agravios para demostrar su improcedencia es inubsistente y 
carece de verdad ; y de consiguiente, no puede modificar, ni me- 
nos variar la conclusión á que he arribado. 

Tero á más de esto, téngase muy presente que la declara- 
ción contenida en el art, 14 de la ley nacional de 13 de Sep- 
tiembre de 1866, no tiene, ni puede tener, el efecto de la ley 
francesa ; ni menos se ha propuesto incorjMrar al derecho pú- 
blico argentino tal jurisprudencia, que estaría en abierta opo- 
sición ¡i las < Icela raciones contenidas en el art. 17 C. X., las que 
deben prevalecer por ser ley suprema, según el art. 31 de la 
misma, y tiene además su razón histórica ineludible, como lo 
haré sentir en seguida. 

Su efecto y propósito es simplemente retirar del comercio 
el inmueble, (tara evitar complicaciones y hacer posible la ex- 
propiación á pesar del interés y derecho privado que se man- 
tiene incólume, hasta que sea indemnizado; y ello, en razón de 
la utilidad pública, que ha sido calificada y declarada por ley 
respectiva, cuyo efecto c; el sometimiento <¡el derecho privado 
en favor del interés de todos, lo que es humanamente lógico y 
justo; pero de ninguna manera, para que aquel (el derecho pri- 
vado > sea inmolado y destruido, porque tal cosa importaría una 
expoliación también prohibida y condenada por el referido ar- 
ticulo 17, y por el 19, de la misma, 

. La interpretación genuina del art. 14 referido surge tic su 
texto y de su espíritu manifiesto. £1 se propone que la expro- 
piación ordenada por el P. E. en la forma y por las causas qua 
la autoriza la ley fundamental, tenga la efectividad exigirla por 
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ta utilidad pública calificada que hace aquella beneficiosa ; de 
lal manera, que la acción de los terceros por justa que ella sea, 
no puede impedir que la expropiación se lleve á cabo, 

Su primera i«irte rige su contesto; y de allí surgen sus 
corolarios lógicos: i" que los derechos del reclamante se consi 
dirán transferidos subre el precio ó indemnización; porque la 
cosa misma una vez individualizada por el auto judicial que la 
■ tecla ra córner ndida en la expropi ación autorizada, queda fuera 
del comercio, y no así, su precio que puede ser materia de actos 
jurídicos ó de transacciones; 2" que la cosa quede libre de todo 
gravamen: esto es consecuencia de lo anterior, sea de la 
licta transformación legal del derecho en la cosa, en derecho á 
su precio que es su equivalente. fFal es la ficción legal. 

En realidad de verdad, esto no importa decir, ni menos es- 
tablecer que el dueño quede absolutamente privado de su do- 
minio y de su posesión, ni menos ello es posible ante la declara- 
ción del art, 17 C. N.. que es ley suprema; sino que. |K»r el in> 
nisterin de la ley se produce una inbihicióti en la cosa, que se 
asemeja al embargo de la misma : en el que mientras no se pro- 
duzca la venia forzosa jior orden judicial ; el deudor está en la 
integridad fie su derecho, con la sola limitación que él no puede 
disponer de ella sino en pago del crédito que la misma garan- 
tiza. En caso <le expropiación, es exactamente igual, el dueño 
no puede enajenar sino para servir á los fines de aquella, que es 
obligatoria y perfectamente procedente dentro de la legislación 
positiva (art. l? C X.. 2511 y 2611 C C.) 

Luego la acción deducida por el precio ó indemnización 
es también procedente dentro de la jurisprudencia qtic consagra 
el art. 14 fie la ley lOfifi. que se invoca comp defensa, sin que 
sea posible tergiversar las cosas, desde que la demanda sólo 
persigue el cobro del precio, ó sea la indemnización . 

La parte demandada, en su razonamiento, ni ha atareado el 
concepto del art. 17 C. X., ni mucho menos su alcance. Tal 
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como está concebido con los términos empleados: "La propie- 
dad es inviolable y nadie puede ser privado de ella"... "La 
expropiación, por causa de utilidad pública debe ser caliñeada 
por ley, y pravamente indemnizada ", es una declaración de 
principios exigida por los hechos que se habían producido bajó- 
los auspicios de la autoridad pública, que desgraciadamente ha 
cen nuestra historia política y administrativa. 

Con tal declaración se quiso acentuar y dar firmeza á otra 
contenida en el mismo articulo, á saber: "La confiscación de 
bienes queda borrada para siempre del código penal argentino ; 
y así, evitar todo pretexto que pudiera hacer repetir al medio 
salvaje que habían puesto en práctica tos caudillos para llevar 
á cabo sus hazañas, en la época que precedió á la constitución 
fiel 1852. 

Por consiguiente, las exigencias consagradas por el art. 1 7 
la ley especial que califique la utilidad pública y la indemniza- 
ción previa; son restricciones y limitaciones que la ley funda- 
mental ha impuesto á la soberanía de los poderes públicos, que 
ella misma consagra. En consecuencia, ni es exacto que el re- 
ferido art. 14, de la ley de 1866, tenga el alcance que se le 
atribuye ; ni menos es exacto que él haya incorporado á nuestro 
derecho público, la jurisprudencia francesa ó sea que el expro- 
piado á quien no se le indemniza por el auto de expropiación, 
quede privado del dominio, de la posesión y de las acciones 
reales; ni mucho menos que tal doctrina encuadre en las de- 
claraciones contenidas en el art. 17 referido, cuya interpreta- 
ción legal está consagrada por el art. 2511, C. C. Entre nos- 
otros, ni pueden dictarse leyes semejantes, ni los jueces podrían 
cumplirlas (art. 31 C. S.) 

Por último, me permito hacer notar que nuestra constitu- 
ción, á este respecto, ha aventajado á la de los Estados Uni- 
dos, pues ésta dice:... ninguna propiedad privada podrá to- 
marse para uso público, sin justa indemnización (ver art. 5 de 
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las enmienda* t : lo c|itc seguramente es menos restrictivo y fa- 
cilita la violación «te la propiedad privada. 

La acción de tos «remandantes tiene por fundamento la 

■ ■ i 

propiedad dé la cosa; y se produce por el hecho de la privación 
de sit uso y Ubre disposición de ella, que son atributos del domi- 
nio (art. 2330 C. C) ; 1« que le da su nacimiento ú origen en 
la práctica. Rila puede y debe ser ejercida contra el ocupante, 
cualquiera que él sea, aunque ésta haya obtenido su pretendido 
derecho, de un tercero y de buena fe; porque siendo por su 
naturaleza de reivindicación crya atunes, la expropiación \*J r 
razón de utilidad pública á que queda. sometido el dueño |>or la 
declaración de la ley respectiva, no le |»ermite reivindicar la 
cosa misma, por exigirle así el orden público; sino el valor 
ó precio en su reemplazo; con más el perjuicio directo que le 
venga de la privación de su propiedad » art. 14 de la ley nacio- 
nal de í8¿6 y art. 251 1 C. C. I Los demandantes no están some- 
tido* á averiguar sí el tenedor tiene título que legitime su ocupa- 
ción; les basta justificar que la cusa les pertenece, por ser due- 
ítos de ella. 

Por estas consideraciones, voto por la afirmativa en cnanto 
á la primera cuestión. 

A la misma cuestión el doctor Siburu dijo: Antes de entrar 
al esttidio de esta cuestión, conviene recordar cuales son los 
términos en que se lia tratado la litis contestado. 

Los herederos de don Pedro Samli presentaron su de- 
manda el 17 de Febrero de 1903 y en ella exponen que el ferro- 
carril (Irán Sud Santa Fe y Córdot». hoy su sucesor el ferro- 
carril Buenos Aires y Rosario, ocupa un terreno ubicado en 
Villa Constitución, de propiedad «le la sucesión de Saroli ; que 
este terreno fué expropiado |H»r la empresa del ferrocarril con 
absoluta prescindencia de su referido propietario <k>n Pedro 
Saroli ; que él forma |iarte del que en mayor extensión adquirió 
Sarotí por compra hecha á doña Micaela Agnirre, como succ- 
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sor» (le su finarla madre doña Juana Gregoria. herederos ésto* 
*le don Francisco Pereyra; que no habiéndoseles abonado el 
precio del terreno expropiado, comparecen entablando demanda 
y pidiendo que el ferrocarril sea condenado a |»agar el precio 
que se ha asignado á la tierra de propiedad de los actores en la 
expropiación hecha por el ferrocarril í véase el escrito de fo- 
jas 531. Contestando la demanda el ferrocarril I Sueños Aires 
y Rosario 1 tice : que posee el terreno que Saroli pretende reivin- 
dicar corno sucesor del ferrocarril Cran Stid Sama Fe y Cór- 
doba, el cual lo había adquirido iior expropiación de la empre- 
sa "Villa Cojisli uición" In poseído sin interrupción; que los he- 
redero- Saroli caa-cen. en consecuencia, del derecho que invo- 
can ¡*ara reclamar una indemnización a titulo de propietarios 
úes|)osciilos; que los títulos 'le propiedad qué presentan son dc- 
heienies y que. por tanto, corresponde y pide el rechazo de la 
demanda. 

Corno se ve, toda la cuestión debatida en este juicio es re- 
lativa á la eficacia de los títulos invocados jnir las partes como 
demostrativos de ta propiedad de la empresa de Villa Constitu- 
ción por una parte y de don Pedro Saroti poir otra. Se trata, 
ptiesí ¿3* ast h* reconocen ambas partes litigantes» de un inicio 
donde se discute el derecho de propiedad y |ior consiguiente, el 
mejor derecho á poseer el terreno cuya indemnización se pre- 
tende por la parle aetora. V oy, pues, á hacerme cargo de la 
Cuestión, siguiendo para ello el mismo orden de exposición se- 
guido |>or las parles, que es el más indicado por la naturaleza 
del débate. 

Entro, desde luego, á ocuparme del derecho en que funda 
su demanda la |»artc actóra. 

Como antecedentes de los l il utos presentados por esta par- 
te, debe mencionarse en primer término la copia autorizada en- 
viada por el archivo de esta ciudad y agregada de fojas 309 á 
fojas 375. De ese documento resulta: i rt que en el mes de 0$- 
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tubre de 1827 los hijos y nietos de don Francisco Pereyra» die- 
ron poder á Cayetano Pcreyra para que obtuviera de las autori- 
dades el título supletorio de im campe» ubicado en Cañada de 
Calzarla de propiedad de la sucesión del referido Francisco 
Pcreyra, porque el título original se había extraviado hacía ya 
mucho tiempo, durante las invasiones de los indios del sur; 
2" que á continuación fiel texto de este poder, varios vecinos 
antiguos atestiguan la propiedad que en él se atribuye á don 
Francisco Pcreyra. refiriendo que han visto cuando se le hizo 
entrega y «lió posesión |ior el señor alcalde y comisionado para 
el electo, don Jnan de Pereda y Morante, en el año 1779; 3" que 
Cayetano Pereyra compareció ante el alcalde mayor de esla ciu- 
dad, don Manul Alcacer, y en ejercicio del mandato recibido, 
solicitó el titulo supletorio, habiendo preveído el citado alcalde 
111a Hilando que se luciese la mensura del campo con asistencia 
dé linderos y de acuerdo con los títulos que estos presentasen; 
4* que hecha la mensura ordenada, el alcalde otorgó el título 
que se le solicitaba declarando de propiedad de los herederos 
Pcreyra el campo mencionado. 

L>e los títulos presentados por la parte ele Saroli re«iihi 
c|iie en junto de 1830, Cayetano IVreyra. como mandatario 
de los herederos de Francisco Pe rey ra. procedió á dividir el 
condominio que éstos tenían sobre el campo de la sucesión, ha- 
ciendo para el efecto seis fracciones eme fueron adjudicada*-' 
á Francisco IVreyra, Valeriana Ricardo y sus hijos, Jerónimo 
Pcreyra, María de la Cruz Pcreyra y hermano*, .luana Grcgo- 
ria y Jorge González y Claudio Avala. La forma en (pie se 
hizo esta división de condominio ha sido restablecida en este 
juicio por los peritos agrimensores Harhcris y Gómez Molina 
en los planos agregados á fojas 563 y 605 fie estos autos. En 
una de estas seis fracciones fie camp». en la que fué adjud'cadr 
á juana Gregoria González y Jorge González, se encuentra ubi- 
cado el tererno objeto hoy fie este juicio. 
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El señor Saroli pretende la propiedad que se alega en este 
juicio en virtud de los siguientes títulos : 

i.* Con fecha 5 de Febrero de 1864, en la ciudad de San 
Nicolás de los Arroyos y por ante el escribano don Ramón 
Minio, compareció dona Micaela Aguirrc por intermedio de 
mandatario y diciéndose heredera de su madre doña Juana Ore* 
soiia González y de su tío don José González, vende la referida 
fracción de campo á don Rufino Núñez; 2' Con fecha 12 de Di- 
ciembre de 1867, por ante el mismo escribano Miitio de San Ni- 
colás, don José Rufino Núñez hace declaratoria de que en la 
compra que había hecho á Micaela Aguirrc, había procedido por 
mandato de don Pedro Saroli, comprando {tara éste y con su 
oinero, y que facía esta declaración fiara ponerlo en el lugar 
del otorgante é investirlo de los derechos i¡ue en realidad le 
correspondían sobre el campo comprado; 3 Con fecha 22 de 
Mayo de 1875. en el registro del escribano don Luis M. Arzac 
y por orden del juez de primera instancia don Nicas»» Marín, 
fueron protocolizadas las escrituras de división, venta y decla- 
ratoria, cuyo relacionado queda hecho. 

Tales son, como digo, los títulos cu que funilan su derecho 
de propiedad los heredero* de don Pedro Saroli 

La |»arte del ferrocarril lia objetado estos títulos haciendo 
notar que ni de ellos, ni de ninguna otra actuación de este «xpe- 
diente. resulta demostrado que doña Micaela Aguirrc. vendedo- 
ra de Saroli, sea realmente heredera, como hija y sobrina, res- 
pectivamente, de los tinados Juana Grcgoria González y Jor- 
ge González. A esta objeccióu la parte de* Saroli contesta en 
esta instancia, amf»arándosc en la disposición del art 2824 
del código civil, donde se dispone *|iie si el reivindicante 
presenta títulos ríe propiedad anteriores ú la |toscsión del de- 
mandado y este no presenta título ninguno, se presume que el 
aulor del título era el ¡joscedor y propietario de la heredad 
que se reivindica. Pienso que. en verdad, el caso sub-judire, es- 
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lá regido por la disposición de este amonio. Anuí, aun cuande 
se trate del cobro del precio de los terrenos discutidos, es por 
que la reivindicación de éstos resulta imposible, por lo qtte.se 
disfioue cu el art. 14 de la K>y de expropiación que transfiere 
sobre el precio todos lt*s derecho* sobre la cosa: en realidad, 
pues, lo que se discute es la propiedad y, consiguientemente,' 
las normas legales que debeti aplicarse al caso, son las relati- 
vas á estos conflictos de pretensiones al dominio de una cosa 
es decir, Tas relativas á la reivindicación, l'or lo demás, el 
caso Sttb'judict es el del citado art. 2824, pues mientras Sa- 
rolí presenta como titulo un contrato |>críccto de compra-ven- 
ta, la parte del ferrocarril, como voy á demostrarlo dentro de 
un momento, no presenta titulo ninguno que demuestre la 
propiedad que atribuye á Ta empresa de Villa Constitución, 
ni lia probado tampoco, como también voy á demostrarlo 
en seguida, que diclia empresa haya tenido ¡«sesión en épo- 
ca anterior á la del título ríe Saroli. 1.a apticabilidad de este 
art. 2824 resulta más clara aún. leyendo el párrafo de Pothier, 
propiedad núm. 324, que sirve de fuente á este articulo, según 
así Sv- expresa en la noia eorrespom líente del codificador. 

l'or otra parte, debe hacerse notar también que la empre- 
sa afielante no niega en absoluto que Micaela Aguirrc, sea he- 
redera de juana Gregoría (kHizálcz y Jorge (ionzáleí, Y aun 
cnatid" lo negase, no alega que tal ó cual otra persona determi- 
nada ó indeterminada, sea la verdadera heredera. Lo que aduce 
es que 110 está demostrado el carácter hereditario ele dicha Mi- 
caela Agnírre. Para que esta observación tuviera influencia en 
¡a solución tic este litigio, habría sido necesario que se demos- 
trase la existencia de otros herederos, cosa que ni siquier* se 
ha alegado. Miraela Aguirrc» aparece ejercitando y disponien- 
do como heredera, nadie, ni la misma empresa apelante, le nie- 
ga ni le disputa tal carácter; multe aparece como dueño ó pro» 
píetario de Tos derechos que ella ejercita. En tales condiciones^ 
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la sola posibilidad de que pueda no ser heredera, no basta para 
negar que lo sea. Sería ilógico é injusto. 

• Se ha observado tamlrién |joc la ¡jarte del ferrocarril, que 
las escrituras <lf venta otorgadas por Micaela Aguirre á favor 
:'.e José Ruiíuo Núftei y la declaratoria de éste á favor de Sa- 
roli, carecen de la legalización de la firma fiel escribano que las 
extendió. Esto es exacto, pero en mi opinión, este defecto no 
tiene la importancia que se le atribuye al pretender que qui- 
tan á las escritura* toda su valor probatorio. En efecto, es- 
tas escrituras se encuentran protocol izadas en esta ciudad y 
en el registro de Arzac, desde el 22 de Mayo de 1875, y por 
esta circunstancia, ellas merecen la fe que tiene cualquier 
otro instrumento público, hasta tanto sea argüido de falso 
(art. 1027 C. C\). Si, por lo que se disjionc en el art 1018 
del código civil, el documento simple protocol izado hace ple- 
na fe (1028 C. C. i, ¿por qué no ha de hacerla una escritura 
pública otorgadra en otra provincia y protocolizada de tirina 
del escribano? Esta informalidad pudo impedir la protocoli- 
zación, pero proi lucida ésta, di-lw dársele todos lo* efectos le- 
gales cute produce cualquier protrwülización. Esto no es un 
óbice para que las escrituras protocolizadas puedan ser argüí 
ilas de falsas ; pero como esto no lo hace la parle del ferroca- 
rril, ellas conservan mi valor prolratorio como cualquier otro 
instrumento público no argüido de falsedad. 

Debe también hacerse notar (pie ta apreciación que hago 
sobre este punto, en nada absolutamente contraría, como se sos- 
tiene, la ley nacional de 20 de Agosto de 1863, sobre autentica- 
ción de los actos públicos y procedimientos judiciales «le cada 
provincia. En esa ley fart. 4"), se dispone que los actos público*; 
autenticados en la forma que se determina en la ley citada, me- 
recen fe y crédito ante todos los tribunales y autoridades del 
territorio de la nación. Hasta enunciar esta disposición para 
evidenciar q»e aqui no se la contraría, desde que no se niega fe 
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á un documento público autenticado. Lo que se liaee es dar fe 
ú un documento público no autenticado, aunque si protocolizado 
en forma legal. En 1875. ¿poca en que se hizo la protocolización, 
la autenticación no era exigida especialmente por la ley de proce- 
dimientos vigente, es decir, el código de la provincia de 1872, en 
cuyo art. 109 se ve que la verificación de la autenticidad se hacía 
con un procedimiento cs[)cc¡al, cuando era desconocida ó nega- 
da por algún interesado. 

Por otra |»rte, debe observarse que las escrituras menciona- 
das han sido ya admitidas sin objeción por la suprema corte na 
cional en el juicio de mensura que Saroli siguió con López Ln- 
qiie, Dossi, Fossali y Rodríguez, según puede verse en el consi- 
derando 8' del fallo dictado por aquel tribunal. Debe también 
observarse que el demandado 110 objetó este defecto al contestar 
la demanda, y, finalmente, que la cuestión en sí, es de escasa im- 
[Hjrtaiicia, desde que no se arguye la falsedad, sitm simplemente 
la falta de autenticación. 

Kl apelante lia negado también que la parte de Saroli, haya 
tenido la posesión de tos terrenos en cuestión, circunstancia que 
time su imjHirtancia como medio de demostrar la posesión de la 
empresa de Villa Constitución y la falta de tradición á Saroli. 

Sin embargo, considero que la posesión «le la parte adora 
es 1111 hecho bien probado, como paso á demostrarlo. 

En el cun-o de la exposición que vengo haciendo, he dicho 
ya que cu el año 1804, por intermedio de don José Rufino Nú- 
nez, Saroíi adquirió de Micaela Aguirre una fracción de campo, 
niñeada en Cañada de Calzada, con frente de 290 varas (de 
frente), sobre el Río Paraná, y sus fondos correspondientes, 
fracción dentro de la cual se encuentra el terreno discutid > en 
este juicio. Ahora bien ; resulta de autos inequívocamente, que 
Saroli tomó posesión en este campo, por lo menos de la i«rte que 
en 1904 vendieron los herederos Saroli á don Faustino Cochero* 
(véase la nota marginal puesta á los títulos de Saroli por el es- 
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cubano Alzóla Zavalcta». Y bien; si resulta demostrado que 
«i virtud de su titulo Saroli tomó posesión de la mayor parte 
del campo comprado á Micaela Aguirre, debe presumirse que 
la tomó de todo el campo, porque, como se dispone en el ar- 
ólo 3418 del código civil, tratándose de inmuebles hasta la 
ocupación de alguna de sus partes para hacer acto posesorio 
sobre todo inmueble, y porque* además, segün el art. 2445 del 
mismo código, la posesión fundada sobre un titulo, se refiere á 
la extensión de título, como lo lia declarado la suprema corte 
nacional en sus fallos, tomo 53, pág. 127. Tara que asi no fue- 
se, sería preciso que otra persona hubiera poseído alguna parte 
del campo en el momento en que Saroli tomó posesión de la otra 
parte, y esto no se ha demostrado en forma alguna, porque la po- 
sesión que se atribuye á la empresa de Villa Constitución, como 
voy á demostrarlo más adelante, no ha existido, ó por lo menos, 
110 ha sido probada en forma qne autorice á tenerla por exis- 
tente. 

Por otra pane, la |»osesióii de Saroli también está demos- 
trada por la mensura y deslinde judicial que practicó el agrimen- 
sor Warner en 1885. Según el art. 2418 código civil, el deslinde 
es un acto posesorio sobre inmuebles, y siendo así. tal deslinde 
hecho por el agrimentor Warner, habría hecho caducar toda 
posesión anterior á él, desde que en el ano siguiente a esa opera- 
ción, ni la empresa de Vitla Constitución, ni nadie ha turbado la 
posesión adquirida por Saroli, como hubiera sido necesario 
para impedir la i*rdida de una posesión anterior, según lo que 
al respecto se dispone en el art. 2490 del código civil. 

El ferrocarril lia alegado el hed» de que el agrimensor 
Warner no citó para la mensura á la empresa de Villa Constitu- 
ción, para sostener que esta operación no puede oponérsele. Ad- 
mitiendo que asi hayan pasado las cosas, lo que no es seguro, 
porque el agrimensor lo que dice es que se han extraviado las ci- 
taciones de linderos, no que no las haya heclio, admitiendo, co- 
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iño «jigo, esta falta de citación, tal deficiencia no basta para qui- 
tar á la mensura el carácter de acto posesorio que la ley da á todo 
deslinde, porque el hecho de la mensura existe por si mismo, y 
la falta de citación de un lindero, como lo tiene resuelto la supre- 
ma corte nacional en el tomo 63, pág. 360 y sig*., 110 quita á 
una mensura su publicidad, que se desprende de la naturaleza ju- 
dicial de la misma y de ta circunstancia de haberse practicado en 
lugares poblados. El doctor Machado, en el tomo 6, pág, 382 de 
su Comentario del Código Civil, sostiene que para que empiece 
á correr el ano de la posesión, en el caso del citado art. 2490 del 
código civil, no hay necesidad de que el despojado conozca el 
hecho que lo priva de su posesión. Esta doctrina, que acepto por 
los fundamentos en que la apoya el comentarista mencionado, es 
aplicable al caso que nos ocupa. Siendo la mensura un acto pose- 
so rio excluyeme de toda otra |x>sesión, ella extingue la anterior 
posesión, aunque permanezca ignorada por algún coliivlante ó 
pretendiente del dominio á quien 110 se haya citado para la ope- 
ración. 

Debe observarse que la mensura de Warner fué protestada 
por terceros, los señores López Kuque, l>osse, Fossatí y Rodrí- 
guez, que se decían poseedores de los terrenos cuya posesión se 
atribuye á la empresa de Villa Constitución. Vencidos estos se- 
ñores en juicio que resolvió en definitiva la suprema corte, la 
posesión de Sarolí quedó públicamente establéenla, demostrán- 
dose con ello que por lo menos en esta ¡arte del terreno, Saro- 
1i estaba en posesión, precisamente, en los momentos en que d 
ferrocarril hacia su expropiación. Advierto que el juicio de 
expropiación se terminó el año 1891, y el fallo de la corte en el 
juicio de mensura es del año 1893, habiéndose iniciado este jui- 
cio en 1884. 

Por todo cuanto dejo expuesto, considero como indudable el 
hecho de la posesión de Saroli, hecho que resultará mejor esta- 
blecido cuando considere la prueba presentada por el ferrocarril 
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apelante, para demostrar la posesión que atribuye á la empresa 
de Villa Constitución. 



Paso ahora á ocuparme del titulo de propiedad que el 
ferrocarril atribuye á la empresa de Villa Constitución, constituí- 
do por la donación que varias personas, propietarias ó poseedo- 
ras de terrenos, hicieran á esta empresa en el año 1857. 

Según resulta de los documentos protocolizados y agregados 
en copia, desde fojas 327 á fojas 347, de estos autos, la aludida 
donación se produjo del modo siguiente: Con fecha 18 de fuli-j 
<ie 1857, en la estancia de San José y ante el juez comisario riel 
distrito, se labró un acta, en la mal se dice que comparecieron los 
señores Estanislao Machuca, José Angel Cochero, Ramón ]\-- 
ireyra, Julián Armoa, Hipólito Telto, Juan Cauna. Juana Ríos. 
Feliciano Mena, Gregorio Rosales, Ciríaco Ricardo. Ramón Pe- 
rcyra, Florencia Teílo y Valentín Gómez, y dijeron que eran pro- 
pietaríos y poseedores de terrenos ubicados en la rada ó puerto 
ile las Piedras, y que deseando que en aquel paraje se formara 
una villa ó población, habían convenido en ceder á los señores Jo- 
sé M" Echagüe y Cayetano Carboncl los derechos y acciones (pie 
competían á cada uno de los comparecientes á una área ele los 
terrenos expresados, compuesta de 20 cuadras de frente por 
otras tantas de fondo, tajo las condiciones y propuestas rpie ha- 
bían admitido de dichos señores para encargarse de fundar la 
población ó villa. Esta acta está firmada por todos los que se di- 
cen comparecientes, muí© ¡x>r Ramón IV rey ra. cuya firma no 
aparece. Está, además, firmada por otros vecinos que no se in- 
dican como comparecientes en el texto fiel acia. 

Posteriormente á esta acta y con fechas de 3, 8 y 19 de Oc- 
tubre de 1857, 17 y 27 de Marzo, 20 y 22 de Abril, 10 de Mayo. 
15 de Junio y 8 de Agosto de 1858, los vecinos firmantes del ac- 
ta de San José y algunos otros que no aparecen en esa acta, sepa- 
radamente y con tas fechas indicadas, suscribieron documentos 
privados con los empresarios de la Villa Constitución, en los cua- 
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les, más ó menos se conviene en que cada uno tle los vecinos ce- 
de á favor de la empresa todo el frente al Río E 'araná fiel terreno 
que á él le pertenezca con el fondo «pie los demás ccdenlcs lian 
donado á favor de la empresa, según el acto de San José, bajo Ja 
condición de que la empresa le reconocerá la jiosesión del terreno 
en que el vecino cedente tiene en casa, y además, un solar de 50 
varas de frente é igual fondo, haciendo esquina. Suscribiéronse 
once documentos en estas condiciones, pero sólo en el que firmó 
Mateo Tisera se indica en varas la extensión del frente sobre el 
río Paraná. Conviene observar aquí, que Ramón í'ereyra no a¡»a- 
rece como suscriptor de ninguno de estos documentéis. 

Ahora bien ; dentro de la superficie de 20 cuadras de frente 
sobre el rio Paraná, por otras tantas de fondo al Sudoeste, st 
encuentra comprendida una fracción de terreno que correspon- 
día á la sucesión de don Francisco Pe rey ra, según así resulta 
tle las constancias de autos y lo reconocen ambas partes. Ksta 
fracción es parte tle la que Saroli compró á Micaela Aguirre, 
como antes lo he relacionado. 

Estudiando los antecedentes que quedan expuestos ivlativu- 
á la donación hecha por los vecinos del llamado Puerto de las. 
Piedras, encontramos que ninguno de los donantes, ni en el ac 
ta de San José, ni en los documentos privados suscriptos inte- 
riormente, designan la ubicación ó linderos de la fracción que 
donan, ni indican el origen del dominio que se atribuyen sobre las 
distintas fracciones. Tales antecedentes, pues, no demuestran d- 
ningún modo que haya existido una donación á favor de Carbo- 
nel y Kchagüc, de la fracción que pertenecía á la sucesión de 
Francisco Pe rey ra- Para que esta donación pudiese tenerse como 
probada, sería necesario que se hubiese demostrado que alguno 
de los donantes había referido su donación á la fracción de Pe- 
reyra, pero esto no resulta ni de los antecédeme» relacionados, 
ni de los otros elementos tle juicio agregados á estos autos. 

Todas estas consideraciones, en mi opinión, demuestran acá- 
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batiamente que la donación á favor de la empresa de Villa Cons- 
titución, respecto de los terrenos que pertenecieron á Juana Gre- 
gorio González y Jorge González, sucesores de Francisco Perey- 
ra, no ha existido en realidad, y que. en consecuencia, aquella 
empresa carece de título sobre la fracción de terreno discutido . 

La parte del ferrocarril ha sostenido que esta fracción fu* 
donada por el vecino Ramón Pereyra, que aparece mencionado 
en el acta de la estancia San José. Tero esto no aparece compro- 
bado de ninguna manera. Pesde luego, debe observarse, como ya 
antes lo he hecho notar, que Ramón Pereyra no firmó ni el acta 
en que se le menciona ni ninguno de los documentos privados de 
«fonación, suscriptos con posterioridad á aquella acta. Por otra 
liarte, no consta que Rainón Pereyra fuese heredero de Francis- 
co Pereyra. ni menos que to fuese de Juana Gregoria González y 
Jorge González, á quienes fué adjudicado el campo donde se en- 
cuentra el terreno discutido. Tampoco resulta de autos que el re- 
ferido Ramón Pereyra poseyese ó se atribuyese propiedad sobre 
ningún terreno de ios comprendidos en el área de 20 cuadras de 
frente por otras tantas de fondo, aludida en el acta de San José. 
Todo el fundamento que el ferrocarril demandado puede invocar 
é invoca para demostrar la donación de Ramón Pereyra. es el 
acta labrada el 7 de Agosto de 1858, nueve días antes de la men- 
sura que hizo el agrimensor liuslinza por orden del gobierno de 
la provincia, acta en la cual los vecinos que se dicen donantes de 
terrenos y algunas otros que no aparecen como tales donantes en 
los documentos dé donación, manifiestan anticipadamente su con- 
formidad con la operación que va á practicar el referido agri- 
mensor Bustúua, En esta acta aparece un señor don Jerónimo 
Goytta firmando tí mego det donante Ramón Pereyra. lisia firma 
á niego, en un documento simple, es un elemento de juicio 
muy deficiente como prueba de una donación, IK» sólo por que 
no consta la autorización del que se dice donante, sino poniur* 
no se ha puesto en documento destinado á transferir bienes, ni 
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en el tal documento aparece !a aceptaciótt del donatario, indis- 
pensable para la perfección de la donación, ni se indica cual 
sea la cosa donada, ni con qué título se dispone de ella. El acto de 
7 de Agosto de 1858, no demuestra, pues, la donación pretendida, 
ni puede constituir un título traslativo de dominio. 

— Resulta de lo que dejo expuesto, que la empresa de Villa 
Constitución no puede fundar el dominio que se le atribuye en la 
donación de Ramón Pereyra, Pero, ya que no en este título ¿ha- 
brá demostrado la prescripción adquisitiva opuesta también por 
la parle del ferrocarril ? Entro ahora a ocuparme de esta excep- 
ción. 

JJcsdc luego, la empresa de Villa Constitución no puede in- 
vocar la prescripción de diez años, porque, como acabo de indi- 
carlo, carece de todo título sobre el terreno en cuestión, y, por 
tanto, del justo titulo que exige el art, 4033 del código civil. — 
La prescripción, pues, que ha debido probar es la trentenaria, 
establecida por el art. 404(1 del código citado. — Esto nos pone 
en d caso de examinar si se ha probado el hecho y el tiempo 
de la posesión atribuida á la empresa de Villa Constitución. 

Según resulta de los antecedentes que obran en autos, tos 
terrenos sitiados sobre el Puerto de las Piedras, allá por los años 
de 1857 y siguientes, eran campos incultos y de escaso valor. — 
.Sin embargo, tales campos estaban poseídos y poblados por sus 
dueños, á lo menos cu la fiarte que se dice donada á la empresa, 
pues asi resulta del acta labrada en la estancia de San José y de 
los documentos privados que posteriormente Armaron los donan- 
tes y donatarios. Esto mismo debe decirse del terreno que perte- 
necía á los sucesores de Francisco Pereyra. desde que no consta 
(|uc nadie se atribuyese sobre dios ningún derecho de posesión ó 
dominio. Por lo menos, así debe suponerse, desde que no consta 
li> contrario, y es de los Pereyra. de quienes ambas partes pre- 
tenden haber recibido la posesión y dominio que invocan. 

Ahora bien ; si de autos resulta que este terreno no fué do- 
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nadó á los señores Carbonel y Echagüe. empresarios de la Villa 
Constitución, li posesión de estos señores no puede demostrarse 
con la presunción legal que emana de todo titulo de propiedad. — 
Si los sucesores de Pcreyra poseían, los señores Carbonel y 
Echagüe no podían poseer á la vez ; para que aquéllos perdiesen 
su posesión y la adquirieran los citaitos empresarios, sería nece- 
sario que éstos hubiesen ejercitado actos materiales que excluye- 
sen de su posesión á los sucesores de Percyra. — ¿ Se han demos- 
trado de estos autos tos actos posesorios de los señores Carbo- 
nel y Echagüe, empresarios de la Villa Constitución ?— El ferro- 
carril demandado invoca como prueba de ellos, la mensura prac- 
ticada por Bmstiraa, el 16 de Agosto de 1858. 

En mí opinión, esta mensura no constituye acto posesorio. — 
De todos los antecedentes que obran en autos y aun de la misma 
diligencia de la mensura, resulta que ella fué ordenada por el 
gobierno de la provincia á efecto de fundar ó erigir el pueblo que 
hoy se llama Villa Constitución. En rigor esa mensura, la hacía 
el gobierno, como poder administrador, y no los señores Carbo- 
nel y Echagüe. Ella se produjo como un acto gubernativo, no co- 
mo acto posesorio* — Además, ella se referia á todos los terrenos 
<fe la Villa Constitución, como se induce del decreto gubernativo 
que la ordenó, inserto en el registro oficia), tomo II, pgs. 432, y 
de la misma relación hecha {*«r el agrimensor, quien en el acta de 
mensura, dice que obra "en cumplimiento de la comisión que le 
fué conferida por el Ecxmo. gobierno de la provincia por decreto 
de techa 19 de Julio (1858), para que proceda al deslinde y 
amojonamiento de l«s terrenos situados en la Villa Coiisslitu- 
% así como también de la porción «pie de ellos pertenece á ta 
tresa de la expresada villa" — Dentro de este concepto la men- 
sura no lia podido tener por objeto fijar ó determinar la pose- 
sión ó propiedad privada de los señores Carbonel I y Echagüe, 
sino el de fijar el lugar donde la empresa debía fundar el pueblo, 
dando á éste una ubicación determinada— Esta es la razón que 
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explica por qué la mensura fué ordenada por el poder ejecu- 
tivo y no |Jor los jueces y por (¡tic ella se practicó sin citación 
de linderos y sin llenar ninguna formalidad de los «pie son de 
práctica en tales casos . Kra tina mensura administrativa que no 
daba ni quitalia derechos é ineficaz, por tanto, para probar otra 
cosa que no fuese ¡a ingerencia del gobierno en la erección de 
la Villa. 

En 1881 se hizo otra mensura administrativa para deter- 
minar y expropiar los terrenos ocupados \>or la empresa de 
V illa Constitución— J,a expropiación no se llevó á efecto, pero 
en la mensura practicada por el agrimensor Stciglcder por or- 
den del gobierno, figura Saroli y 110 la empresa de Villa Cons- 
titución como propietario de la fracción á que se refieren los 
títulos presentados por la demanda— Así resulta del informe 
cid departamento de ingenieros corriente á foja» 245 y 346 de 
estos auto». Esta mensura se debiera considerar como un acto 
posesorio de Saroli, si ta de Ihistínza se considerase como un 
acto posesorio <te Carbonel y Echagüe, porque ambas son metí* 
sura» administrativas en las que se hace referencia á la propie- 
dad que los agrimensores por sí, atribuyen, uno á Carbonel y 
Echagüe y otro á Saroli. Pero, en mí opinión, ni una, ni otra 
de estas mensuras puede considerarse como acto posesorio. 

Si, como se ve, con la mensura Bustinza no se privó de su 
¡tosesióu á la sucesión de Francisco Pereyra, en la rama repre- 
sentada por los herederos de Juana O regona González y Jorge 
González, debe reconocerse que éstos continuaron poseyendo ya 
sea por actos materiales, ya animas possidendi solamente, por 
que con posterioridad á aquella mensura no se indica ningún 
acto de los señores Carbonel y Echagüe que tenga e) carácter de 
posesorio. Por el contrario» en 1884, Saroli hizo practicar la 
mensura de Warner, y, según resulta de esa mensura y actua- 
ciones judie¡a!r*i á que dio lugar, dentro ile la superficie que 
pretenden haber poseído los empresarios de Villa Constitución, 
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se encontraban los ¡señores Juan M. Dos», Antonio Fossati y 
Fernando Rodríguez, quienes protestaron la mensura, habién- 
dose desestimado su protesta por la suprema corte nacional. 
(Véase fallos tomo 51, pag. 282). La parte del ferrocarril de- 
mandada niega que estos señores hayan sido sucesores de la 
empresa de Villa Constitución y tampoco se ha demostrado que 
lo sean como lo decía la parte de Saroli. De esto debe deducirse 
que no lo son y que t por lo tanto, la posesión que tenían los pro 
testantes de la mensura no provenia de la empresa <le Villa 
Constitución. Esta, pues, no había sido poseedora de las chacras 
de Dosse, Fossati y Rodríguez, lo cual es una presunción en 
contra de la posesión que alega sobre un área mayor donde es- 
taban comprendidas dichas chacras. 

Esta mensura de Warner no lia sido contradicha por la 
empresa de Villa Constitución, ni por acto judicial, ni por acto* 
posesorios, dentro del año siguiente á ella. De acuerdo con el 
ait. 2490 del código civil habría heclto perder su posesión á la 
empresa si ésta hubiera tenido posesión. Recuerdo aquí esta 
consideración que ya hice al ocuparme de la posesión de Saroli. 
porque ella se refiere también á la posesión de la empresa de 
que vengo ocupándome ahora. 

La posesión de la, empresa de Villa Constitución sobre el 
terreno discutido en este juicio, no resulta demostrada. Nótese 
que mi afirmación, como lo digo, se refiere á ta posesión sobre 
el terreno discutido, no á otras fracciones que forman parte del 
ejido de la villa y respecto de las cuales no es de! caso consi- 
derar si se ha probado ó no la posesión porque en este juicio 
no se discute, ni hay para qué discutir el punto. Si la empresa 
hubiese tenido título sobre el terreno discutido, sería del caso 
enttar á juzgar si lia poseído otras fracciones, porque entonces 
la posesión de éstas haría presumir la de aquél (art. 24 18 a! 
fin C. C.) Pero, como se ha demostrado, el titulo no existe y 11 > 
cabe entonces, fundar presunciones «obre él. 
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\n demostrada la posesión, la prescripción alegada carece 

. il ■ base. 

Rt sumiendo To que dejo dicho en mi expi tsición preceden- 
te, encuentro: i:* Que don Pedro Saroli, hoy su sucesión, es el 
¡i güimo propietario de los terreno expropiados por el ferroca- 
rril Gran Sud Santa Fe y Córdoba, hoy disentidos en este jui- 
cio; 2." Que la empresa de Villa Constitución lia carecido de 
título sobre los referidos terrenos y que tampoco los ha adqui- 
rido f»r prescripción iiorque no se ha probado la «pie se le atri- 
buye. 

Establecidas estas conclusiones, resulta de ellas que el pago 
del precio hecho á la empresa de Puerto y Tierras, es un pago 
indebido en cuanto él se refiere á los terrenos de propiedad de 
Saroli y que. |»r tanto, el ferrocarril expropiante. <le acuerdo 
con lo resuelto, es deudor del precio á la sucesión fie Saroli. 

—Paso ahora ;» auparme «le otra fa* de la cuestión que 
vengo estudiando. 

La parte del ferrocarril ha sostenido que Saroli ó sus su- 
cesores carecen de acción contra el ferrocarril expropiante y 
ijue su derecho deben hacerlo valer contra la empresa de Fuer- 
to y Tierras de Villa Constitución, á fin de hacerse entergar 
por ésta ta indemnización que indebidamente se le haya hecho 
por el ferrocarril Gran Sud Santa Fe y Córdoba. Para este 
electo ha invocado en su apoyo el art. 14 de la ley de expropia- 
ción de bienes. 

Considero que esta solución es inadmisible bajo el imperio 
de las leyes argentinas. 

En toda expropiación por causa de utilidad pública, como 
lo es la que se llevó á efecto sobre los terrenos discutidos en 
este juicio, hay una nunsmisión de la propiedad privad» al 
dominio público. El propietario particular transmite su derecho 
de dominio al estada ó • mpresa expropiante, y tal transmisión 
le está impuesta |H>r una necesidad jurídica creada por la ley 
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que declara la iitiliilad pública de la expropiación. 

La natiitalcza lega] de esta transmisión i>or causa de utili- 
dad pública, está determinada por el inc, i' del art. 1358 del có- 
digo civil, que atribuye al expropiante el carácter de compra- 
dor, y al expropiado, el de vendedor. Tal transmisión es. en- 
tonces, una venta forzosa y es en tal concepto que deben fijarse 
los derechos entre expropiante y expropiado. 

El derecho del expropiado contra el expropiante para exi- 
girle el pago del precio de la cosa, es un <lcrecho personal aná- 
logo, sino idéntico, al derecho dd vendedor contra el compra- 
dor para exigir el precio de la cosa vendida. De la expropiación, 
como de la compra-venta, nacer la obligación á cargo fiel ailqui- 
reme de pagar el precio de la cosa expropiada ó vendida. 

El |tago de esta obligación debe tiacerse al expropiólo ( ar- 
tículos 145H y 765, me. j- del código civil) y si se hiciere á otra 
persona, tal pago no libera al deudor, porque es un principio 
gentrral de toda* las legislaciones que el pago, para ser válido, 
debe hacerse ai acreed.tr f véase sobre e t punto. Pothicr. Obli- 
gaciones núm. 300 y siguientes). 

Todas estas noaones aplicadas al caso que nos ocupa sir- 
ven para mA\k »**r afirmativa» neme la cuestión planteada por 
el tribunal. 

En efecto, si. como se supone, es Saroli el legítimo propicta- 
tario ríe los terrenos, aun cuando el juicio de expropiación se 
liaya seguido y terminado am la empresa de Villa Constitución 
el verdadero expropiado, en realidad, es Saroli. La transmisión 
de propiedad al ferrocarril la hace Saroli, y no la empresa de ta 
Villa Constitución, porque si la expropiación extingue todo de- 
recho de propiedad privada sobre la cota, lo extingue para aquel 
que tiene tal derecho, es decir, para el propietario. 

En rigor de verdad, pues, el legitimo acreedor del precio 
de la expropiación en el caso que nos ocupa era Saroli. Es h 
él, por consiguiente, á quien ha debido hacerse el pago de tal 
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piccir* 3' mientras así no lo haya hecho, el expropiante no queda 
liberado de su obligación, aun cuando por error de hecho ó de 
derecho haya hecho el pago á la empresa fie Puerto y ¿Tierras 
ríe Villa Constitución. Esto no quiere decir que el expropiante 
quede legalmente en el caso de pagar dos ó más veces el precio 
de una misma cosa, porque, como el |>ago hecho al tercero que 
no tenta derecho á exigirlo, es un pago indebido, el expropiante 
tiene siempre contra aquél, como medio de reintegrarse, la cok- 
ditio indebiti establecida por el art. 81S del código Civil. No 
desconozco, que en el hecho, puede resultar que la insolvencia 
sobrevmiente del tercero, haga ineficaz la conHitio indebiti. Esto 
es una eventualidad, un riesgo más ó menos posible, que si se 
realiza, perjudicará sea al expropiado, sea al expropiante, se- 
gún se acepte ó no la teoría sustentada por el ferrocarril ape- 
lante. 

Si se carga con tal perjuicio al expropiado, se le hace vic- 
tima del error del expropiante, lo que es injusto é inadmisible . 
Mientras que si se carga á este último soporta las consecuencias 
ile su propio error, lo que es perfectamente justo. 

La bondad fie esta solución es más resaltante en otros caso* 
que pueden presentarse y qtie deben regirse por los mismos prin 
ciptos. Así, por ejemplo, en el caso fie que el tercero, que se dice 
propietario de la cosa expropiada, haya transad" con el expro- 
piante sobre el precio fie indemnización conformándose con una 
indemnización inferior á la que realmente corresponde. En este 
caso, también el verdadero propietario debería dirigir su ac- 
ción contra aquel que recibió el precio, pero «con qué razón 
de justicia podría obligársele á recibir solo el precio de tran- 
sacción? ¿Con qué razón de justicia podría obligarse al tercero 
á satisfacer la diferencia, imponiéndole la obligación de devol- 
ver más de lo que ha recibido? ruede también ocurrir que et 
tercero renuncie en absoluto á toda indemnización. Si se acepta 
la solución que sostiene en nuestro caso el ferrocarril apelante. 
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el verdadera propietario quedaría reducido á no poder reclamar 
el precio ni del expropiante ni del tercero. No podría reclamar- 
lo del primero porque, según la solución que examino, el expro- 
piante queda por completo á salvo de toda reclamación ulterior ; 
no podría reclamarlo del segundo, porque no existiendo precio 
pagado, no podría reclamársele la entrega de to que ha reci- 
bido. 

£1 principio general que fundamenta toda esta argumenta- 
ción es aquel consagrado por el art. 537 del código civil que es- 
tablece que las obligaciones no producen efecto sino entre aeree 
dor y deudor. En efecto, st el expropiante está obligado á pagar 
al verdadero propietario de la cosa, los efectos de tal obligación 
no pueden extenderse al tercero qne recibió por error el precio: 
el expropiado no tiene contra él ningún vinculo de derecho, nada 
puede exigirle, porque su crédito es exclusivamente contra el 
expropiante, y no le da acción sino contra él. 

Es cierto que la ley de expropiación establece en su art. 14 
"que ninguna acción de terceros podrá impedir ta expropiación, 
ni sus efectos" y que "los derechos del reclamante se conside- 
ran transferidos de la cosa al precio"» pero, esta disposición no 
altera bis conclusiones que dejo expuestas. Cuando se dice que 
los derechos del redamante se transfieren de la cosa al precio, 
se quiere decir que la acción judicial, que el reclamante puede 
deducir, cambia de objeto, más no que cambie de sugeto pasivo: 
que d expropiante deudor en ver de estar obligado á entregar 
ta cosa, debe entregar el precio. O en otros términos: que la 
acción de reivindicación del propietario contra el expropiante, 
se cambia en una acción personal para reclamar del mismo el 
precio de la expropiación. 

En el curso de este juicio la parte det ferrocarril ha invo- 
cado contra la solución que adoptó la opinión de algunos trata- 
distas franceses, principalmente la de Ihiaitt'au expuesta en 
su clásico Tratado de la Expropiación por causa de utilidad f ií- 
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Nica. Podría agregarse á esta opinión, la de muchos otro* es- 
critores, como por ejemplo, DaNoz, Rcpertoirc, verbo; Expro- 
piación, num. 693. A este respecto debe tenerse presente que los 
autores citados escriben comentando la ley francesa de expro- 
piación de 3 de Mayo de 1841. que establece para la expropia- 
ción un procedimiento muy distinto del que consagra la ley ar- 
gentina, y que, como consecuencia de ese |>roced¡mieiito expre 
sámente se aparta del derecho común y resuelve la situación 
legal del propietario desposeído que esté en condiciones de reí* 
vindicar el inmueble expropiado, Eu efecto, de conformidad con 
el párrafo 2 del art. 21 de la referiila ley francesa, explicado por 
Deíatteau en el tomo I. mím. 284. al fin. los interesados en 
una acción rescisoria. reivindicatoría ú otra acción real ó per- 
sonal, están obligados á hacer conocer sus pretensiones al ex- 
propiante, en un plazo Ajado por la ley. Para este y otros efec- 
tos se formula un extracto ó estado demostrativo que contiene 
el nombre de los propietarios y la designación de las propieda- 
des á expropiar y se le dá amplía publicación por medio de pre- 
gón, de afiches fijados en la puerta de la iglesia y de la co- 
muna del tugar en que se encuentran los inmuebles y de avisos 
publicados en los diarios del distrito. Si dentro del plazo legal 
los interesados no hacen conocer su pretensión, quedan priva- 
dos de todo derecho á la indemnización. Todo esto se encuen- 
tra dicho expresamente en la citada ley francesa, y por lo mis- 
mo, se explica la opinión de los tratadistas franceses que se 
ocupan de la materia. Pero, es inaceptable la misma solución 
bajo el imperto de la ley argentina, en la cual ni se establecen 
las condiciones de publicidad amplia de la ley francesa, ni se ñja 
plazo para que los interesados en una reclamación la hagan co- 
nocer del expropiante, ni se formula ninguna sanción contra el 
reclamante que liaya siífcn remiso en hacer conocer sus preten- 
siones. 

l*or otra fiarte, en el caso SMb-jtttl¡e*\ existen antecedente» 
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de hecho que especialmente en este juicio demuestran ta equi- 
dad de la solución que vengo sosteniendo. En efecto, cuando 
1 ferrocarril expropiante hizo e l pago dej precio á la empresa 
Puerto y Tierra de V illa Constitución, ya tenia motivos para 
la reclamación de Saroli. Asi resulta de las posiciones ab 
Itas por don Camilo Afdao y don Lisandro Paganini ante- 
cesores de la empresa de Puerto y Tierras y contrapartes del 
ferrocarril Gran Sud en el juicio de expropiación, posiciones 
agregadas á fojas 413 y siguientes de estos autos, en las ctta- 
les tos absolventcs, que eran los demandados, reconocían la po- 
sibilidad de reclamaciones y expresaban sus dudas respecto de 
los títulos de propiedad. El señor Paganini hace referencia pre- 
cisa á la próxima reclamación que haría el señor Saroli. Siendc 
esto así, muy acertadamente observa el señor juez de primera 
instancia que el expropiar te ha debido abstenerse de pagar el 
precio, procediendo como lo indica el me. 4° art. 791 del código 
civil. No lo ha hecho y es justo, entonces, que asuma los ríes- 
gos del pago dudoso, que pudo evitar, pero que no evitó por im- 
prudencia. En cambio, el mismo expropiante, haciendo uso del 
derecho que le confiere el art. 1459 del código civil, se hizo 
garantir con hipoteca los riesgos que pudiera ocasionarle la re* 
clamación de Saroli. Este hecho demuestra también su justifi- 
cada duda sobre la legitimidad de los derechos de la empresa 
de Puerto y Tierras de Villa Constitución, y la necesidad de 
que para hacer el pago á esta empresa, hubiese tomado mayores 
precauciones en garantía de los derechos de terceros que la ex- 
propiación venia á lesionar. 

Finalmente, y respecto de la cuestión que vengo estudiando, 
conviene observar que en ella no ha sido suscitada por el deman- 
dado en la contestación de la demanda, sino en su alegato de bien 
probado, y que, por consiguiente, está fuera de la litis contestútio. 

Por los fundamentos que dejo expuestos, voto afirmativa- 
mente la cuestión propuesta. 
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A la misma cuestión, d vtxjl doctor F¡aigorri. dijo: Empe- 
gare por dejar constancia expresa de mi adhesión completa y to- 
tal, á las conclusiones á que arriba el vocal doctor Siburu, y sólo . 
agregaré, en el deseo de fundar expresamente mi voto, algunas 
consideraciones más, tendiente* á demostrar el perfecto derecho 
de Saroli, hoy sus herederos, sobre el terreno que adquirió por 
compra á doña Micaela Aguirre, el año mil ochocientos sesenta 
y cuatro, y digo el año mil ochocientos sesenta y cuatro, porque 
según la escritura de transferencia, de mil ochocientos sesenta y 
siete, don José Rufino Xúñcz, comprador de la Agttirre; no ad- 
quirió para sí. sino para don Pedro Saroli, y con dinero de éste, 
el terreno que se adjudicó en la sucesión de don Francisco Pcrey- 
ra, á sus nietos doña Juana Gregoria González y don José Con 
zález, según partición hecha el treinta de Julio del año mil ocho- 
cientos treinta, por do» Cayetano Pcreyra— Las constancias de 
autos demuestran dé un modo Uniforme, que el títido de Saroli 
se refiere y comprende, la totalidad de la lonja que se adjudicó á 
los hermanos González i Juana Gregoria y José;, en la partición 
de íos bienes sucesorios de don Francisco Percyra. 

Ksto no lo desconoce ni la misma |wrte demandada.— La 
|>arte del ferrocarril no ha demostrado en forma alguna, eme la 
empresa Puerto de Villa Constitución, su antecesora, haya po- 
seído en ningún momento la fracción de terreno perteneciente á 
los González, que ella ocupa hoy con sus vías y estaciones, como 
consecuencias del juicio de expropiación promovido con motivo 
de la concesión del ferrocarril Gran Sud Santa Fe y Córdoba. 

La mensura de Hustinza, que se invoca, no es un acto pose- 
sorio, dentro del concepto que establece el art. 2384 del Código 
civil , 

K<a mensura no da ni quita derechos ; es un simple acto de 
carácter administrativo al soto efecto de la delincación de una 
villa. Tampoco se ha demostrado en estos autos que la empresa 
Puerto de Villa Constitución haya tenido título en forma suh- 
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cíente á acreditar su dominio, sobre la porción de terreno perte- 
neciente á toa González. 

Se invoca por la parte demandada como antecedente del títu- 
lo tle su antecesora, ta empresa Puerto de Villa Constitución, el 
acta de donación firmada por varios vecinos et ano mil ochocien- 
tos cincuenta y siete, en la estancia San José, y el acta en que se 
presentó anticipadamente conformidad á la mensura que iba á 
practicar Bustinza, delineando la Villa Constitución, de acuerdo 
con lo ordenado por el gobierno de la provincia. 

Se sostiene que el donante de la fracción correspondiente á 
González, fué Ramón Pereyra. 

Desde luego, debe ilecirse tjttc no está acreditado que Ramón 
Pereyra pudiera hacer semejante donación, pues no aparece cons- 
tatado su carácter de propietario, ni por título universal, ni por 
titulo singular, ni tampoco lo está en derecho ¡tara proceder en 
representación de los González. 

Pero aún, aceptando hipotéticamente que hubiera estado en 
condiciones de hacer donación, ya fuera como propietario, ó ya 
como representante de los González, ; puede sostenerse que las 
hizo? 

En mi opinión no. — En primer lugar, |>orquc el acta de do- 
nación por la empresa demandada, no está firmada por Ramón 
1 *erey ra, por más que éste figure en el cuerpo del documento, co- 
mo donante, — en segundo lugar, no liay donación particular por 
parle de Ramón Pereyra en la forma que la hay respecto de los 
demás vecinos donantes, ó por lo menos de su casi totalidad. 

El acta prestando conformidad anticipada á la mensura de 
Utistinza, y que aparece firmada á ruego de Ramón Pereyra por 
Jerónimo Goytia. no es un acto de donación, ni puede invocarse 
como tal, por más que asi lo pretenda y sostenga la parte demau 
dada por via de defensa. 

Puede con toda seguridad decirse que en atitos no hay docu- 
mento alguno que justifique la pretendida donación á la empresa 
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Puerto de Villa Constitución, de la fracción de terreno pertene- 
ciente á tos González» que hoy ocupa la empresa demandada. 

Saroli, en cambio, lia justificado su dominio con un título de 
propiedad emanado de dona Micaela Aguirre, que se dice herede- 
ra de los González. 

Si bien, no se ha justificado el carácter hereditario de ésta, 
tampoco él ha sido formalmente negado por la parte demandada. 

Las constancias de autos» por otra parte, hacen presumir en 
favor de Micaela Aguirre, el carácter hereditario invocado por 
ésta, para efectuar la venta á José Rufino Núf.cz, en 1864, 

En efecto, en la hijuela que se dió á los González, con mo- 
tivo de la partición de los bienes de don Francisco Pereyra, ex- 
presamente se hizo constar que doña Juana Gregoria González, 
era mujer y conjunta j^rsona de don Juan José Aguirre. — Agre- 
gando al final y refiriéndose á los bienes adjudicados "Los que se 
le harán buenos á dicho Aguirre, sus herederos y sucesores en tos 
términos, etc." 

Estas manifestaciones contenidas en el documento de adju- 
dicación de bienes sucesorios á los González, constan por to me- 
nos la unión de Juana Gregaria González, con Juan José Agui- 
rre; y hacen concebir y presumir la verdad del carácter heredita- 
rio invocado por Micaela Aguirre. 

Ks en este titulo en el que Saroli, funda su reclamo, y este 
título comprende, según ya se ha dicho, ta totalidad de la lonja de 
tos González. 

La cntpresa demandada ha negado durante tenia la secuela 
de este juicio, que Saroli baja tomado posesión del terreno com- 
prado á Micaela Aguirre, por lo menos en la porciw que ella sos- 
tiene, donado á la empresa Puerto de Villa Constitución, 

Debe decirse á este respecto que Saroli funda su posesión 
en un título de adquisición, que según las leyes vigentes en la 
época en que se realizó la operación de venta, era suficiente para 
hacerle adquirir el dominio, jior efecto de la tradición simbólica 
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que lleva implícita el título efe transferencia, (ley 8, título 30. par- 
tida 3 f ), y como la posesión, tanto por las leyes antiguas como- 
por las leyes modernas, se conserva ánimo, (ley 12, titulo 30, par- 
tida 3* y art. 2445 Código Civil), es forzoso concluir, que si Sa- 
roli entró en posesión, esa posesión ha debido continuar mientras 
no se prueben actos que importen tina posesión contraria, cosa 
que no ha sucedido en el sub-judice. 

Por otra parte. Saroli, ó mejor dicho sus sucesores, han de- 
mostrado de un modo evidente, su posesión con la prueba testi- 
monial rendida en primera instancia. 

Los testigos que han depuesto son: don Juan Gatina { fnjas 
45 1 ). ilon Ignacio Fetry f fojas 55 1 1 , don Efeuterio Kseobcdo 
f fojas 537), y don Cantalicío Roldan ( fojas 542), 

El primero de los testigos nombrados, ó sea don Juan (lau- 
na, afirma la posesión de Saroli. en los siguientes términos: Dice 
que don José Rufino N'úñcz. que era agrimensor de Sau Xit alás 
<te ¡os Arroyos, le entregó á Saroli el terreno á que se refiere su 
título, medido y amojonado por é!. |»or tina simple mensura pri- 
vada, y que Saroli, entró en sn posesión inmediata ; Caima ei un 
vecino antiguo de Villa Constitución, que figura entre los donan- 
tes para la formación de la Villa, y que afirma los hechos que de- 
clara, jior halterios visto. 

Don Ignacio IVtry dice que el año 1868. tuvo una majada «le 
ovejas en el campo de Saroli, con permiso de éste, y que ocupa- 
ba una media legua del campo en la parte que da frente á la lia- 
r ranea del Río Paraná, donde sus ovejas timalian agua. 

£1 testigo Fscobedo, dice que ha conocido la («sesión de Sa- 
roli en el terreno discutido, y míe por los años 1866 ó 18*15 
acompañó á Saroti hasta el campo, manifestándole éste, después 
de llegar á un rancho donde había una señora, que iba á cobrar 
los arrendamientos. — Que Saroli ejercítala actos de propietario 
en los años que indica el testigo < 1865 ó 18661 ; es perfectamente 
explicable, si se tiene en cuenta que la compra de Xúñez, del año 
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i «64 fué para Saroli, lo que se acredita por la escritora <lel año 
[867, hecha por Núñer en favor de éstc.^Sabesc además el ml»- 
tno testigo» que don Ignacio Petry estuvo en el campo con una 
majada de ovejas, con permiso de Saroli, y sabe también que don 
Juan Oviedo, ocupó varios años con permiso también de Saroli, 
para quien poseía la parte del frente del campo, ó sea la que da 
al Río I 'araná 

El testigo Cantulicio Roldan manifiesta también la pose-iión 
de Saroli, afirmando que su señora madre, arrendo el campo del 
señor Saroli, antes y después de haberlo vendido don Rufino Xú- 
ficz , 

En esta parle la declaración de este testigo condice con la de 
Kscobedo, cuando éste manifiesta que Saroli, después de llegar á 
un rancho ijuc estaba en su canil*», Y € ' L ' entenderse con una seño- 
ra, le manifestó que andaba cobrando los arrendamientos.— Di- 
cha señora á quien reclamaban arrendamientos, era la madre de 
Cantabrio Roldan, según consta de autos. 

Este mismo testigo reconoce también que Petry estuvo en el 
campo con una majada de ovejas que bebían en el Rio Paraná. 

Como se ve estas declaraciones corroboran el hecho de la 
posesión de Saroli ( artículos 2352, 2353. sife ¿44". 2447. ¿44» 
y 2449 código civil). 

Son concordantes entre si en cuanto tienden todas á confir- 
mar los licclios posesorios |*>r actos materiales de aprehensión y 
jierccpeión de frutos, perfectamente íletemñnados é individuali- 
zados (artículos 2351. 2373, 2374. 2$7? '> nTh 2380. 2383 y 23&1 
enligo "itado). 

Se trata de testigos libres de toda taclia, que dan razón dé 
>us dichos, y que por su edad y por sus condiciones personales, 
>on dignos de todo crédito. 

El testigo don Ignacio Petry, que atirma un hecho personal, 
de una suma importancia para los actores, y cuyo testimonio a|ia- 
rece corroborado por las declaraciones de Escobcdo y Roldan, es 
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un testigo digno <lc toda fe. — Hago esta afirmación por el cono 
cimiento personal <|iie he tenido, respecto de sus condiciones de 
honorabilidad y rectitud. Sé y me consta que era un hombre inca- 
paz rtc faltar á ta verdad, por ninguna consideración. 

En mi opinión, estas declaraciones apreciadas con el criterio 
ente prefija el artículo 333 del código de procedimientos, son su- 
ficientes para tener como verdad los hechos en ellos afirmados. 

, En su consecuencia, pienso y sostengo, que los herederos Sa- 
roli, han probado la fx>scsión de su antecesor ilon l'edro Saroli, 
en el terreno comprado á doña Micaela Agnirre. y como la i>artt: 
demandada no ha demostrado que su antecesora la empresa 
Puerto de Villa Constitución haya cu ningún momento poseído 
dicho terreno, hay cjne concluir que la |>osesión de los adore-* se - 
ñores Saroli, continuó hasta la fecha en que ta empresa del ferro- 
carril Gran Sud Santa Fe y Córdoba, tomó [)osesióu de las frac- 
ciones que hoy ocupa por mandato judicial, y Gomó consecuencia 
del juicio de expropiación que se promovió y siguió á esos efec- 
tos ante la Suprema Curie Nacional. 

Estas consideraciones demuestran la imprixedeneia de la* 
excepciones de prescipción alegadas ]mr la parle demandada 
fundándose en una pretendida posestón de la empresa Puerto de 
Villa Constitución, que 110 se ha justificado, y que 110 era tam- 
poco posible justificarse en presencia de la posesión de Saroli : ya 
por quedos posesiones iguales y de la misma naturaleza, no pue- 
den concurrir sobre una misma cosa, como lo establece el articulo 
2401 del código civil. 

Para no incurrir en mayor número de peticiones, declaro ex- 
presamente que acepto y adhiero á las conclusiones á que arrit>a 
el señor vocal doctor Siburu, para desechar la invalidez del titulo 
de Saroli, que se pretende fundar en el hecho de su protocoliza- 
ción, sin haberse autenticado en forma, la tirina del cscriliauo que 
lo autorizáis. 

De acuerdo con dicho vocal, pienso que la taita de autentica- 
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ción, pudo ser un obstáculo }»ra la protocolización, f>ero que or- 
denada sin este requisito dicha protocolización, surte todos sus 
efectos legales. 

Reconocido el derecho de propiedad de los Saroli sobre los 
terrenos que ocupa la empresa demandada, el derecho de éstos 
para reclamar su precio, es una consecuencia necesaria y forzosa, 
que emana de la naturaleza misma y ttel carácter de exclusividad 
que las leyes acuerdan al derecho de propiedad. 

La propiedad es inviolable, dicen los artículos 17 y 19 de la 
constitución de la nación y de ta provincia, y nadie puede ser pri- 
vado de ella, sino cu virtud de sentencia fundada en ley. 

1.a expropiación por causa de utilidad pública, debe ser cali- 
ficada |>or ley y previamente indemnizada. 

■ 

Este mismo principio se consagra por el art. 25 1 1 del código 

civil. 

Dé todas estas disjiosicioncs surge el derecho del propietario 
para reclamar en los casos de expropiación, el precio de la cosa 
qué le es expropiada ; como surge también, por parte del expro- 
piante la obligación de pagar el precio al expropiado, ó sea al pro- 
pietario. 

Se arguye por la parte demandada, que el precio fué pagado 
á la empresa Tuerto de Villa Constitución, á quien consideró pro- 
pietario, y se pretende imponer á los actores la obligación de re- 
clamarlo de aquella empresa. 

i 'ero tal exigencia no es justa ni encuadra dentro de los 
principios que consagra la carta fundamental, en lo que se refiere 
á ta desmembración de la propiedad por causa de utilidad pú- 
blica. 

La constitución que garante ampliamente la inviolabilidad 
de la propiedad privada, quiere que el precio se pague al verdade- 
ro propietario, en los casos en que |»r razones de utilidad pública 
se le despoje ó se desmembre su propiedad. 

ta indemnización se debe siempre y en todos los casos al le- 
gitimo dueño de las cosas expropiadas. 
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En caso de duda, debe procedcrse en la forma que se esta- 
blece en el inciso 4' del art. 757 del código civi!, y en el caso de 
autos, es indudable que el ferrocarril expropiante, ha procedido 
cun este criterio, pues si bien no lia hecho la consignación judicial 
del precio, en la forma establecida por la disposición citada, cons* 
ta que se ha garantido con hipoteca la eventualidad de su des- 
embolso, en favor de la empresa de Villa Constitución. 

Si el ferrocarril ha pagado á quien resulta no ser propietario, 
á sil legitimo dueño, el valor de la expropiación. 

Esto no choca, como se pretende, con la sanción contenida 
en el art. 14 de la ley de expropiación, desde que lo que reclaman 
los Saroli, 110 es la propiedad que ha pasado á la empresa libre de 
tmlii gravamen, sino ta indemnización ó el precio que lodo « apro- 
piante está en el deber de oblar al expropiado. 

l*or las consideraciones expuestas y las traídas ]X>r el vocal 
doctor Siburu, á las <|uc repito, adhiero en todas sus partes, voto 
también por la afirmativa la cuestión planteada. 

A la misma cuestión el vocal doctor Fernández dijo : Que ad- 
hería en todo á las consideraciones de hecho y de derecho, hechas 
ixir los vocales doctores Siburu y üaigorri. pues del detenido es- 
tudio practicado en el voluminoso cuerj» de autos, con motivo 
de la demanda de don Pedro Saroli contra la empresa del ierro- 
carril Buenos Aires y Rosario, sucesora del ferrocarril (Irán 
Sud Santa Fe y Córdoba, he llegado á la firme convicción del per- 
fecto derecho que asiste al actor, para exigir al ferrocarril el pa- 
go de la tierra que ésta expropió y cuyo precio entregó á la em- 
presa Puerto de Villa Constitución. 

I,a defensa formulada por el ferrocarril, falla por su base 
desde el momento que 110 ha justificado quién es Ramón Perey- 
ra. de quien hace emanar su título al terreno cuestionado, ni tam- 
poco de que este mencionado Pereyra le hiciera donación alguna 
á la empresa Puerto de Villa Constitución, pues de los aniece- 
dentes a^rtados á esta litis por la demandada, sólo resulta com- 
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probada una manifestación hecha «i el acta fie siete ilc Agosta de 
mil ochocientos cincuenta y ocho, de conformidad con la men- 
sura que íIki á practicar el agrimensor ilon Julián ele Iíustinza. 
liara la delincación del pueblo cu tos terrenos donados con ante- 
rioridad, en cuyo convenio, que fué en el que verdaderamente se 
efectuó la donación por |>arte de algunos vecinos de ese lugar, 
no figuraba el citado Pereyra ; ha sido desde luego, una simple 
conformidad respecto á una operación técnica, en cumplimiento 
á una resolución administrativa del |>oder ejecutivo, que ningún 
\alor tenia i»ara crear derechos en favor de jwrsonas determina- 
das, ni extinguir las que otras tenían. 

No era extraña tampoco al ferrocarril demandado la inse- 
guridad de los derechos de dominio que se abrogaba la empresa 
de Villa Constitución sobre los terrenos de Sarolt. y a*í vemos, 
que á fin de ponerse á salvo de las eventualidades dé reclamos de 
terrenos, haciendo uso de los derechos que le acordalian las le- 
ves (art. 1425 C. C. ). eNigió garantías que le fueron acordadas; 
como también ha hecho citar de evicciÓn en este juicio á la em- 
presa vendedora. íart. 2108 C. C. y 912 de procedimientos ante 
rior). la que 110 ha tomado intervención alguna, evidentemente 
porque la> defensas que podía ofioncr el ferrocarril, eran las mis- 
mas de que podia hacer uso aquélla, y cuya eficacia queda demos- 
trada en las consideraciones legales hechas por el vocal doctor 
Siburti 

Voto, en consecuencia, igualmente por la afirmativa en la 
primera cuestión planteada. 

El doctor Meycr se adhirió \wr sus fundamentos al voto del 

doctor Sihuni. 

A la segunda cuestión señalada en el acuerdo, el vocal doc- 
tor Soria, dijo: colocándonos dentro del espíritu de la jurispru- 
dencia vigente que rige la expropiación ordenada por utilidad 
pública, ella abarca dos cosas distintas, que es menester conside- 
rar separadamente: el valor de los inmuebles á expropiarse y el 
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perjuicio directo que venga al dueño expropiado, por la privación 
de su propiedad <art. C. C. y 16 L. IVov. X o 146). I'ero. 
como en el caso smVjudice aparece que se ha procedido irregu 
lamiente, pues se ha desplazado al dueño sin la indemnización 
previa , este hedió es causa de una obligación que está regida por 
principios distintos, que también deben tener su aplicación en e! 
presente y que está englobada en la cuestión propuesta, a tu i en- 
tender ; y sólo cu tal concepto la he aceptado. 

Ivs un esta virtud, que he formulado dos proposiciones que 
deben ser dilucidadas, por exigirlo asi la naturaleza especial de 
la cuestión sometida á la consideración del tribunal. 

j" Admitida la procedencia de la acción deducida, ¿cuál es 
la é|XKa que debe tenerse en cuenta para establecer el valor de 
los inmuebles ocupados por el ferrocarril, que deben ser expro- 
piados, y que hacen la materia de este juicio? 

2" ¿Cuál es la indemnización ■pie deliv pagar la empresa ocu- 
pante, y en qué concepto? 

A cerca de lo primero pienso: que ciando justificada la fini- 
da jjor el hecho del desplazamiento del dueño del inmueble en 
nombre de la expropiación ordenada por razón de utilidad pü - 
Mica, con ánimo de utilizarla á los pro]>ósUos del ferrocarril 1 ar- 
tículos 902 y 003 C. C), y por la falta de titulo eu el demandado, 
que autorice su apropiación, que caracteriza y 'determina la vio- 
lación tle la propiedad, en et orden jurídico legal ; es evidente, que 
aquél (el demandado) está obligado á dar eu pago de la cosa que 
detiene y utiliza, en et lugar y tiempo propio, una cantidad de 
dinero cu moneda nacional, corrcs|>ondíenle al objeto de la obli- 
gación equivalente á lo que el deudor ha recibido «1 cambio y 
que aprovecha en su beneficio (art. (*>/ C. C.) > esta $> su carac- 
terística, l^o es también, en el caso de la expropiación en forma 
regular; pues de otro modo esta última sería una mentira, ante 
el principio de inviolabilidad de la propiedad que fundamental- 
mente consagran nuestras instituciones ¡xilíticas y civiles ( art. 17 
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C. X. y 2511 C. C>. El acreedor, por su partí?, puede exigir el 
cumplimiento «le la obligación, en la forma f|iie establezca la ley 
respectiva {art. ií> ley l'rov. X" 14^). con más los perjuicios é 
intereses nioraiorios, si el deudor hubiera incurrid» en mora, 
(art. íx>5 C. C> 

Según esta doctrina jurídica y legal, el deudor (la empresa 
demandada* debe ciar tn tiempo propio,— es decir cuando nazca 
al obligación respectiva - la suma debida, con el valor ó monto 
de la indemnización <|iic legalmente le corresponda en la fecha en 
que tenga higar la expropiación particular de la cosa que se invo- 
ca; la que en el orden legal, sólo se produce: cuando calitiacada 
la utilidad pública |«>r la ley respectiva ó consentida por el expro- 
piado, sea previamente indemnizada ta t osa señalada lart. 17 
C. X. 1, ó sea pagado su valor ó con>ignado judicialmente 
(art. 4 y tí» ley N" 140 cít >. y con sujeción al art. 15 de la mis- 
ma, por haber sido admitida por el propietario la utilidad públi- 
ca invocada tiara hacer la ex prítpi ación. 

lís con arreglo á la época del pago ó de la consignación que 
debe lijarse el valor ó precio del bien expropiado : l" porque Ta so- 
la desposesión ó desplazamiento del dueño no hace adquirir el do- 
minio al expropiante (art. 17 C. X. 251 1 y 1 184, inc. 1" C. C. » y 
aquél continúa siendo propietario y poseedor jurídico (art. 2-H5 
> 235 ¿, C. C. > ; 2" imrque individualizada la cosa que va á expro- 
piarse, la obligación tic i*agar su precio se convierte en una de dar 
cosa cierta I art. 603 CC); y de consiguiente, es aplicable ella 
el art. 5H2 del mismo, que estatuye: ,l s¡ la cosa hubiere mejorado 
ó aumentado, aunque no fuese i>or gastos que en ella hubiera 
hecho el deudor. podrí, éste exUjir del aereeúor un mayar vatar^ 
si el acreedor no se conformase, la obligación quedará disuelta " 
Kn e! caso swVjudice. el inmueble ha aumentado el valor 
que tenía cuando fué adjudicado y distribuido entre los herede- 
ros del causante l'edro Saroti. hoy demandantes, sólo por c\ 
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transcurso del tiempo. que realiza el incremento de la riqueza na- 
cional, independientemente de la obra pública. Si se privara al 
propietario de este aumento de valor, se cometería una expolia- 
ción, que está prohibida |>or nuestro régimen legal ; pues no ha- 
bría la justa indemnización proscripta para llevar á cabo la ex- 
propiación. No es, pues, aventurado sostener. (|iic la expropia- 
ción legítima debe hacerse en la forma que el código civil consa- 
gra y con arreglo á los principios que ella proclama. 

Luego, la suma que ta empresa del ferrocarril demandada 
debe pagar como valor de los inmuebles que ocupa y que tiene 
derecho de adquirir por expropiación, es el que los mismos ten- 
gan a! ítem} m> en que se verifique el pago (artículo 745 C. O 
enn más el perjuicio directo que venga fie la privación de la pro- 
piedad (art. 2511 ). que aparezca probario, ó sea cuando se per- 
feccione la expropiación, mediante e! pago efectivo ó consigna- 
ción judicial de la indemnización debida (art. 4 y 16 ley Prov. 
X" 146). porque sólo entonces el expropiante adquiere la |*ise- 
sión de los inmuebles que ocupa (art. 2380 C. C). y se cumple 
la prescripción del art. .17 G. N*. y de su intérprete el art. 2511 
C. C. ; y |wr último, porque sólo así la expropiación es justa y 
icyai. y no son violadas tas garantías constitucionales, que de- 
ben prevalecer en la aplicación de las leyes positivas. 

Ahora bien, para determinar este valor es menester dejar 
bien establéenlo: que no debe ser tenido cu cuenta el aumento 
ó valorización que experi menta la cosa, en razón de la obra pú- 
blica á realizar ó realizada (art. 15 ley tumi. 146). Este es el 
único efecto que acarrea la declaración de la utilidad pública y la 
enajenación forzosa; pero en manera alguna, que el expropiado 
reciba una suma ó cantidad menor que el valor real y efectivo 
fíe la cosa, é indemnización debida. 

El único sacrificio que puede imponer el bien público, e-i 
que los bienes (articulares sean aplicados al servicio de todos 
para la felicidad común ; pero «le ninguna manera, que el inte* 
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res orí vado sea inmolado ó destruido sin una justa indemniza- 
ctón. Si tal ocurriera se verificaría una expoliación llevada á 
cabo por los |»oderes públicos, lo que está terminantemente pro- 
hibido; y solo á esa condición, es admisible la expropiación, pues 
es atributo carácter istico de la propiedad ser inviolable (art. 1/ 
C N. y 2511 C. C.) 

Para que tengan efectividad en la práctica tales principios, 
es menester que se cumplan las prescripciones mte las leyes su- 
premas, qne son otras tantas garantías constitucionales que no 
pueden ser alteradas, ni menos quedar ilusorias (art. 28 C. N."í 
y que dclieu prevalecer en la aplicación de las leyes vigentes 
(art. 31 C. N.); V en consecuencia, el deudor (ta empresa de- 
mandada l delie dar, en el Ingar y ¡icártpto propio, una cantidad de 
dinero en moneda nacional equivalente al objeto de la obliga- 
ción (art. Ó07 C. C.) ó sea el valor del inmueble que tenga al 
tiempo de su i>ago, que es el propio desde que la expropiación 
110 se perfecciona, mientras 110 se haya entregado ó consignado 
judicialmente el valor dé la indemnización; (art. 4." ley nú- 
mero 146) , 

De otro modo, er deudor tendría que pagar los intereses 
mora torios, desdé c) día que ofúpó W h-rrenn y no f*iu/ó su Me- 
ció, como era de su deber, impuesto por las leyes respectivas 
(art. .|." ley citada y 2511 C. C. "previa la desposesión y una 
justa indemnización" ). Porque mi puede concebirse siquiera cjlh- 
siendo el acreedor el dueño y poseedor jurídico del inmueble, 
sea privado á la vez, de su aprovechamiento y del valor de su 
precio, que ^gtiramente ha pendido aplicar á otros objetos y 
obtener una utilidad legitima. Esta es también la doctrina que 
consagra el articulo 605 C. C. aplicable á las obligaciones de 
ciar sumas de dinero, (art. 61 ó C. C. y 622) que le consagra, 
autorizando al juez para njarlo. 

La época de la ocii|)ación del inmueble no puede servir 
-de punto de referencia para fijar el valor del inmueble en cues- 
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tióa; i*orque ta ley no admite la expropiación con eficacia, sin 
que es té acompañada ile consignación fiel precio ú favor y a ta 
orden del propietario acreedor, aun en el caso ile urgencia 
(ver art. citado), y porque tratándose de una enajenación 
forzosa, ella seria arbitraria desde ijue no hay ley que la apoye 
(art. 17 C. X.» I*a sola tvupación del inmueble no importa su 
adquisición, ni aun la posesión jurídica de la misma; y la reso- 
lución judicial tío puede fundarse en un ialso concepto de la* 
cosas. 

rabones que dejo expuestas deciden que la fijación del 
precio o indemnización c|ue debe pagarse por la adc|iiisición de 
lo* terrenos en cuestión que debieron ser apropiados indtvi- 
dualmeme, ttójk- hacerse dentro de la doctrina c|iie he señalado, 
por medie ík .irhitros y Ihijo ki bate d?h valor tu tmtl y teniendo 
eu cuenca k*s antecedentes que obran en autos, que han servido 
á los poposho- de :a litis (art. 945 C. C. \ J porque las que iut- 
roí, p.;tctic;uias ya tienen dos años, eu cuyo lapso de tiempo ¿e 
ha modiltcado, sin duda, el valor de los terrenos ; debiendo ser 
dismtuum&s dt un tanto por ciento que también se lijará |*>r los 
mismos y que debe representar el aumento de valor de los te- 
rrenos, en razón de la obra publica realizada (art. 15 ley nú- 
mero 140). 

Del»-» hacer presente, «pie este último articulo está afianzado 
por el código civil en su articulo 26í;l que consagra: "las res- 
tricciones al dominio privado son regidas por el derecho adini- 
nist ativo' . y qiw tal disminución es equitativa desde que la cosa 
ha sido destinada al beneficio de todos. Luego ella se impone en 
la liquidación que debe hacerse |>ara el pago del precio, porque 
surge de la declaración de la utilidad pública, que debe ser 

tenida en cuenta. 

En igual sentido, el expolíente ha resuelto un caso seme- 
jante: el de los herederos de Paganini con la municipalidad de 
esta ciudad. 
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Para concluir csle panto y solucionar la cuestión siguiente, 
intimamente ligadas entre si. piles la una surge de la otra en 
el orden lógico, debo hacer una justa observación. Si por causa 
de la expropiación legalmente ordenada, en razón de la utilidad 
pública que fué calificada |>or la ley respectiva, se sostiene y 
acepta que los demandantes no pueden ejercer la reivindica- 
ción ile los inmuebles mismos de su pertenencia, que ¡mr taf 
i Aclaración quedaron fuera del comercio y destinados á servir 
al ferrocarril en su tracción, es de rigurosa lógica sancionar que 
el valor de los mismos y la indemnización que corresponde ]x»r 
su privación, debe también ser establecida conforme á los prin- 
cipios que rigen la expropiación de los bienes particulares, con 
todas sus consecuencias legales: y dentro de este orden de ideas 
estudiar la ocupación ejercida por el demandado y sus efectos 
jurídicos. I'nes no es posible aplicar los principios que funda- 
mentaliuetc rigen la materia, á medias, desde que los terreno* 
deben ser expropiados, y no simplemente vendidos ú voluntad 
dfl dueño y sin eontrol algímo. 

\o hay que confundir la procedencia de una acción de- 
ducida en juicio, cuya característica en conclusión es que ella sen 
viable dentro del espíritu de la ley ; con el monto de la indem- 
nización que corresponde como su efecto y consecuencia, el que 
puede eslar regido |x>r circunsiancias particulares que caracte- 
rizan el caso. 

Entonces, no puede perderse de vista que en el caso suih 
Indice se trata del cobro de mía Mima indeterminada de dinero, 
en moneda nacional, que corresponde como indemnización de- 
bida en razón de la expropiación ordenada de los terrenos en 
cuestión, que han sitio ocupados por el ferrocarril demandado: 
y que delie llevarse á cabo. subsanando lo que falta. 

Por las consideraciones que preceden, voto ¡jorque el pre- 
cio que los demandado* deben abonar, en razón de expropia- 
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ció» de los terrenos que ocupan y de que se trata, en mU ges- 
tión, es el valor real que tengan los mismos al tiempo <le veri- 
ficarse el pago y que debe ser fijado por arbitros que nombren 
las partes, en ta forma legal, (art. 945 C. C), con más el per- 
juicio directo que le venga al expropiado por la privación de su 
propiedad y que aparezca probado (art. 251 1 C. C.) 

Respecto del segundo punto que dejo enunciado y colocado 
dentro del orden de ideas señaladas al final del precedente 
(núm. 1), observo: que el art. 17 C. N. prescribe que la expro- 
piación debe ser previamente indemnizada ; y el código civil con- 
secuente con este mismo principio consagra: "que nadie puede 
ser privado de su propiedad sino por cansa/ de utilidad pública, 
previa la desposesión y una justa indemnización. Se entiende 
por justa indemnización en este caso, no sólo el pago del vaU* 
real de la cosa, sino también del perjuicio directo que le venga 
de la privación de su propiedad" (art. 251 1). Según esta dis- 
posición, la indemnización debe consistir exclusivamente en una 
suma de dinero; debe ser previa á la desposesión y no puede su- 
bordinarse á una eventualidad. (Ver nota sobre el mismo ar- 
ticulo). 

Luego el desplazamiento del dueño producido i»r la ocii|>a- 
ción ejercida por el ferrocarril, sin la indemnización previa, es 
ilegal, sin que pueda legitimarla la declaración de utilidad pú- 
blica, ni aun la orden judicial de entrega, que parece invocarse. 
Es un acto ilícito que cae bajo el imperio del artículo 1 109 C. C. 
que tiene perfecta aplicación al caso sub-judkc. 

En consecuencia de .estos principios, la indemnización de- 
bida por la parte demandada debe comprender el valor real de 
los terrenos al tiempo en que se verifique el pago del precio y los 
daños y perjuicios que sean la consecuencia de la expropiación 
á que están sometidos los terrenos referidos, en los términos del 
artículo 16 ley provincial núm. 146* que rige la materia; más 
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los que provengan de la privación del uso y goce de tos mis- 
mos, por la ocupación indebida ejercida por el ferrocarril, que 
son derechos accesorios é inherentes al dominio íart. 2330 C. Q.} 
los ípie también deben ser estimados ]K>r tos mismos arbitros, 
y el pago de las costas causadas en este juicio, cu el que el de- 
mandado un lia tenido razón para litigar, cuya jurisprudencia 
es conforme con la consagrada por la S, C. en su fallo de 
Agosto de 1868 (tomo 6, pág. 79). 

No deben pagar tos intereses morad jrios desde la interpe- 
lación judicial, porque siendo tus perjuicios que lie señalado 
los que surgen de la falta de cumplimiento de las obligaciones 
que pesaban sobre la empresa demandada taris. 511;. 1107 y 
1 109 C. C. J el hterum cesant. no es jiosiblc cobrar intereses pu- 
nitoríos de los moratorios fart. fi¿¿ C. C. ; véase Revista letras 
de Córdoba, tomo 1/, pág. 152). Y en la avaluación de los te- 
rrenos debe aplicarse la disposición del art. 15 de ta ley provin- 
cial tumi, 14(1. como lo he insinuado, por exigirlo así la utilidad 
pública cpie fué calificada l>or la ley respectiva, que ordenó ta 
expropiación de los mismos terrenos ó de la zona en que están 
comprendidos. 

Pienso que, en la determinación establecida i>or la senten- 
cia inferior, no se lia tenido en cuenta que se trata de indem- 
nizar terrenos sujetos á una expropiación que está ordenada, 
cuya eficacia ambas partes aceptan: y desde luego, delw tener 
aplicación la ley provincial núm. 146, para establecer el monto 
de la indemnización debida, sin perjuicio de las resposabil ida- 
des que surjan de otros hechos susceptibles de producir efectos 
jurídicos, tal como el desplazamiento del dueño por la ocupación 
indebida del ferntearril. 

Si se acepta el pago de intereses en la forma que está 
ordenada, se acepta implícitamente que el ferrocarril es dueño 
y poseedor de los terrenos desde que los ocui>ó y que en esa 
fecha tenían los precios que se les asignan. Lo primero no es lo- 
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que resulta de la teoría de la expropiación ; y lo segundo no apa- 
rece bien establéenlo, como debiera. iTales conclusiones corres- 
1>oii(leti c« el terreno de las obligaciones comunes ó convencio- 
nales y t|iie no están regidas (>or una expropiación ordenada, en 
razón de la utilidad pública calificada, sin que esto ini(>orte acep- 
tar la improcedencia fie la acción deducida, como lo pretende el 
demandado, quien no tiene en cuenta que nadie puede enrique- 
cerse á costa ajena. 

Por estas con sitie raciones, voto en el sentí* lo que «le jo ex- 
puesto en cnanto á ia segunda cuestión propuesta |*>r mí, 

Las conclusiones á que he arr i lado en definitiva sobre la 
segunda cuestión propuesta en el acuerdo provisorio, en mi 
concepto no pueden ser modificadas en razón del escrito pre- 
sentado |Kir la parte demandante á fojas «¡3 en que dicen; "que 
la demanda la deducen por el cobro del precio que se lia asig- 
nado á la tierra de propiedad de sus con f eren tes y que el ferro- 
carril adquirió por expropiación". 

Tal declaración no inqxma ni un cambio de la acción dedu- 
cida á fojas 21. pues lo que i>or él se cobra es siempre el valor 
de lo* terrenos ocupados sin derecho por el demandado, ni me- 
nos la designación implícita del precio que ha caracterizado la 
litis-contestación, como puede verse por la contestación. Por- 
que los demandados, en resumen, sostienen que m> están obli- 
gados por ese precio, ni i>o' ningún otro, por ser ellos los dueños 
exclusivos de lo* terrenos en cuestión y que los adquirieron por 
expropiación hecha á la empresa Puerto y Villa Constitución. 
Timonees, la litis-contestación no está determinada por el monto 
de la cantidad que se cobra que tampoco se expresa, sino por 
el derecho que sirve de materia al juicio instaurado. 

A este respecto, la ley lo dice bien claro: 'La acción dedu- 
cida es la que procede jurídicamente de los hechos expuestos en 
la demanda y de la petición formulada en ella, cualquiera que 
fuera la calificación que le hubiere dado el actor." 
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La acción entablada es i>or su naturaleza de reivindicación, 
pues surge del dominio ; y si está concretada al cobro del precio, 
es en razón de la exproj nación ordenada |>or utilidad pública, 
que pone al inmueble fuera del comercio y por la ficción legal 
t|iic consagra que los derecho* del reclamante considera» trans- 
feridos de la cosa á su precio ó ú la indemnización. 

fin consecuencia, el demandante no tiene el derecho de 
cobrar el precio que se le ocurra. Porque no se traía de tilia 
venta voluntaria, sino de una forzada, que debe ser concluida 
dentro de las exigencias de la utilidad pública calificada; ni los 
precios fijados para la expropiación realizada entre el ferroca- 
rril y la empresa del Puerto y Villa Constitución puede regir 
la que del je producirse entre **' primero y los actuales deiu an- 
dantes; res Ínter allitts acta, non jíteit jus ínter tUíios; máxime, 
cuando lo* terrenos en cuestión im habiendo pertenecido á los 
segundos, en realidad. 110 entraron en ta expropiación aludida 
Ksta circunstancia que constituye una de las principales defen- 
sas del actor, está también proltat'a en autos; y desde luego es 
menester ser consecuente con lo alegado y con las circunstancia* 
rV autos. 

A la misma cuestión del doctor Sibil ni dijo: Rewio dr U 
forma de apreciación y monte > de la indemnización que resulta 
á cargo de la empresa expropiante, las partes han sido ñoco ex- 
plícitas, limitándose ambas á fundar ligeramente sus respectiva* 
pretensiones. 

Según resulta del vM-rilo de fojas la fiarte de Sarol; 
pretende que se le pague el precio de expropiación lijado por !a 
Suprema Corte Nacional en el juicio que para ese efecto se 
mantuvo entrr* el ferniearril C.ran Snd Santa Vv y Córdoba y 
la empresa de Villa Constitución. I>e acuerdo con tal criterio, 
y apoyándose en la prueba |>crictal propuesta, pretende la suma 
de 351.690 pesos con $2 centavos moneda nacional. 

]«a parte del ferrocarril demandado se opone 11 esta ore- 
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tensión sosteniendo que el criterio empleado por la corte es 
inaplicable en el caso sub-judke porque este tribunal, para fijar 
los precios, tuvo en vista el conjunto de los terrenos de la cm 
presa Villa Constitución, cuya área era mucho más grande que 
la fíe tos terrenos de Saroli. 

E! fallo recurrido fija la indemnización en la suma de 
338.194 ¡wsos con 89 centavos moneda nacional, adoptando el 
criterio de la corte y las conclusiones del perito señor Sugasli, 
expresadas en su informe de fojas 618 y 619. 

Desde luego, debe reconocerse que el fallo de la suprema 
corte fijando precio á los terrenos, no constituye cosa juzgada 
en el caso sub-jiutice : falta aqui la identidad de partes, condi- 
ción esencial de la cosa juzgada, uniformemente reconocida por 
la jurisprudencia y la doctrina. No obstante, el referido fallo 
es, i»r lo mismo, un elemento de juicio de máxima importa! da, 
,10 sóJo por la autoridad del tribunal que lo dictó, sino también 
por estas tres consideraciones que estimo decisivas: !.• Porque 
no se ha producido prueba ninguna que desvirtñe las conclusio- 
nes del fallo; 2.° Porque el fallo fué dictado en juicio contra- 
dictorio con la intervención del expropiante, lo que vale decir, 

con su control atento; 3" fu£ dicta ' l ° m é P üC » ™ S 

próxima al día de la expropiación y con elementos de juicio, 
indicados en el '"ismo fallo, más eficaces que lus escasos y de 
ficicntes que pueden encontrarse en estos autos. 

Por otra parte; si de ordinario las transacciones análogas 
sirven de norma para fijar el precio de los inmuebles, con ma- 
yor razón debe servir un fallo, judicial del más alto tribunal de 
¡a república que determina un precio después de un debate entre 

las paites interesadas. ■ 

& m raines me deciden á acl ptar también el criterio uc 
U Miprema corte para determinar el valor «le los terrenos en 
cuestión y, dentro de este criterio, á seguir el dictamen del pertto 
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señor Sugasii, cuyas conclusiones resultan más equitativas, con- 
I rentadas con las de tos otros ]»eritos que lian dado su opinión 
Ksto, vale decir, que acepto sobre este punto el fallo del señor 
juez de primera instancia, doctor Amuehástegtú, que, como h:' 
dicho, aprecia el caso en la misma forma. 

Si la parte del ferrocarril, como ya lo lie indicado, ha 
objetado la aplicahilidad del criterio tic la suprema corte, por- 
que, según dice, aquel tribunal al fijar los precios tuvo en 
cuenta la extensión fie los terrenos expropiados á la empresa 
de Villa Constitución, extensión mucho mayor que la de los 
terrenos ahora discutidos por la sucesión pároli. Sin embargo, 
otra c^sa resulta del mismo fallo, como puede verse á fojas 360 
de estos autos, en la copia autorizada allí agregada, y donde se 
vé que el referido fallo para fijar el precio de la expropiación, 
dice expresamente que no dclten tomarse en cuenta los ofreci- 
mientos de compra hechos á la empresa de Villa Constitución 
porque "aun supuestas certas esas a fin naciones, ellas se refie- 
ren 110 á la parir relativamente mínima que se trata de expro- 
piar, sino á la total idad de los terrenos ele que esa parte es to- 
mada, y que se comben |»or ríe propiedad de la empresa de 
Villa Constitución, comprendida la concesión de muelles etc.. ob- 
tenida por dicha empresa", l«a idea de conjunto, según se ve es 
desechada por la corte, como elemento de juicio. 

Lo que este tribunal tuvo en vista liara fijar los precios 
á que vengo refiriéndome, expresamente se expresa en el fallo. 

donde la corle dice J " la indemnización á fijarse debe tener 

]H»r único y exclusivo objeto el terreno expropiado, atendiendo 
a su valor intrínseco, y al que le dan las condiciones especiales 
ile su ubicación sobre un rio navegable y en un punto adecuado 
para el establecimiento de un puerto i»siblc y futuro para bu- 
ques de ultramar" (véase fojas 359 vuelta) .—Este puerto, se- 
gún así resulta ele los planos presentados en este juicio, se ha 
eonst ruido precisamente sobre el terreno de Saroli, lo que ite- 
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imistra que la consideración de la corte tira principalmente apli- 
cable á este terreno de cuya indemnización ahora se trata. 

La parte de Saroli también pretende que el fallo recurrido 
es injusto en cuanto prescinde de pequeñas porciones de tierra, 
de acuerdo con las indícíu iones que liaee el perito Sugasti. no 
incluyéndolas en la indemnización. A esto debe observarse que, 
aparte de que no se desvirtúan en foniia alguna las conclusio- 
nes del referido |>ento, la parte de Saroli no ha adherido al 
«curso de un modo expreso, razón por la cual deben ser deses- 
timadas sus pretensiones. 

Por todo lo expuesto, voto, pues, en el sentido de que el 
monto de la indemnización del*? ser el que fijó la sentencia 
apelada. 

Pienso, además, que sobre esta suma corres|»onde el pago 
de intereses, también como lo lia resuelto el fallo apelado.— 
Me fundo en las siguientes consideraciones: 

I.a indemnización debida á los herederos Saroli no solo 
comprende el valor del tereeno expropiado, sino también el de 
los perjuicios que se le hayan ocasionado, entre los cuales d% 
hacerse notar el que resulta de la privación en que se encontra- 
ban de percibir los frutos civiles ó naturales, que, en definitiva, 
el expropiante ha aprovechado por haber estallo en la posesión 
y goce del inmucble.-Pero, como en el caso presente, no se han 
determinado esos frutos, como en rigor lo que se debe no es la 
cosa sino su precio, lo que corresponde es hacer recaer sobre 
los intereses del precio, la condenación que debiera hacerse so- 
bre los frutos de la cosa.— F.sta equivalencia entre los frutos y 
los interese* está consagrada |*>r la última parte del art. 1087 
del Código civil. 

Esta solución, además, tiene en su a|>oyo el fallo de la su- 
prema corte, antes mencionado, en el cual en su parte disposi- 
tiva se manda pagar al expropiado los intereses del precio des- 
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<lc el (lía de la ocupación hasta el de su pago efectivo. 

Según lo que resulta del informe de fojas 253 vuelta á 255. 
la ocupación de los t eremos fué autorizada por el juez federal 
el 28 de Febrero de i88*> Como 110 consta el día cierto en que 
tuvo lugar la toma de |»sesión. equitativamente considero que 
puede establecerse un mes después de aquella fecha, es decir, el 
28 de Marzo de 1889, di \ desde el cual correspondría el ]>ago de 
intereses. 

Voto en este sentido. 

El doctor Uaigorri voló en análogo sentido. 

A la misma cuestión el doctor Fernández dijo: Adhiero 
igualmente al voto del vocal doctor Siburu sobre este punto, 
pues considero justo y equitativo determinar como precio de 
los terrenos de Saroli, expropiados por el ferrocarril Gran Sud 
Santa Fe y Córdoba, el que fué fijado por la suprema corte en el 
juicio de expropiación; y porque en el sub-judkc existe prueba 
jx ricial sobre el valor de la tierra cuestionada, lo que hace inne- 
cesario un nuevo juicio para SU estimación, que no tendría más 
resultarlo que el retardar la justa satisfacción de los derechos 
del demandante y hacer más dispendiosa la situación de ambas 
partes, máxime cuando el actor reclama la entrega del precio 
lijado por el más alto tribunal del país. 

Mandar determinar un nuevo precio con arreglo al valor 
actual de ta tierra, seria salirse de la litis contestatw, tratada 
entre las partes, y contrariar la regla fijada por ta ley nacional 
dr expropiación en su articulo 15. 

Debe tenerse muy presente, que lo que se reclama, es d 
precio de esa tierra, que fué entregada por el ferrocarril á la 
empresa Puerto de Villa Constitución indebidamente, y no la 
cosa misma expropiada, puesto que esto es imposible, dado 
que, como lo establece la ley mencionada en su artículo 14, nin- 
guna acción de tercero puede impedir la expropiación ni sus 
■efectos, y que los derechos del reclamante se consideran trans- 
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feridos de la cosa á su precio, ó á la indemnización. 

Así, pues, la expropiación se hubiera llevarlo ;i cabo, como 
fué llevada, sea quien fuere el verdadero propietario; desdi* 
luego, sólo ha sido principal motivo de discusión, el saber ¡i quién 
correspondía la indemnización pagada por esas tierras, la que 
nunca puede exceder á la demanda ; no es aplicable, por lo tan- 
to, lo dispuesto por el art. 607 del código civil. Estas considera- 
ciones hacen que adhiera como lo lie dicho, al voto del doctor 
Siburu. 

El doctor Meycr adhirió al voto del vocal doctor Si bu ni. 

A la tercera cuestión, el vocal doctor Soria «lijo : Que por 
las razones aducidas en sus votos precedentes creía que debía 
confirmarse con costas la sentencia del inferior en cuanto admite 
la procedencia de la acción entablada y condena al demandado 
á indemnizar y al pago de las costas causdas, modificándose cti 
cunto fija la cantidad de la indemnización, la que debe hacer-e 
por arbitros dentro de las ideas que he señalado y en cuanto 
manda á |>agar intereses por dicha suma, en vez de ordenar el 
pago de los daños y perjuicios que surgen de la privación del 
uso y goce de los terernos de que se trata porque la sola ocupa- 
ción de ellos ejercida por el expropiante, no da á éste la propie- 
dad, ni la posesión de los mismos, dentro de nuestro régimen 
legal ; y es precisamente esta circunstancia, porque en el caso 
sub-jiidice la acción deducida es procedente contra la empresa 
demandada, 

Entonces, no procede los intereses moratorios por falta de 
pago, sino tos perjuicios que surgen de la privación indebida 
del uso y goce hecha al dueño de los inmuebles. Aunque jurí- 
dicamente, interés monitorio va sinónimo de perjuicio (ver nota 
al art. 622 C C. i. estos no pueden ser al tipo de banco, porque 
es. bien sabido que el valor del uso tic los inmuebles no es «gual 
al interés ó rédito compensatorio del dinero. 

Debe establecerse que quedan á salvo las acciones de la em 
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presa del ferrocarril contra la del Puerto y Villa Constitución, 
l>or haber transmitido á la primera lo que no pertenecía, se- 
gún .se pretende. 

A la misma cuestión, el doctor Si bu ni dijo: Las soluciones 
dadas jior el tribunal á las cuestiones precedentes, conducen ne- 
cesariamente á la confirmación del fallo recurrido en todas sus 
partes y éste es el pronunciamiento (jue en lo principal debe ha- 
ll acer se ]K>r el tribunal. 

Kn cuanto á las costas, las de amUas instancias deben set 
impuestas á la parte apelante, de acuerdo coi* lo (pie dispone el 
articulo 375 del código de procedimientos civiles. 

Voto en este sentido. 

I«os doctores Baigorri, Fernández y Mcyer adhieren al voto 
del doctor Siburu. 

Con lo que terminó el presente acuerdo, que firman el señoi 
presidente y los señores vocales )»or ante rol de que doy fe. — 
Néstor N . Fernández, M. Meyer. — Ante mí : Hernán L. del 
Julián Taz, Cipriano Soria. Juan B. Siburu, B. S. Baigorri, 
Camtio. 

F.\i,i.o. — Rosario, Julio veintiocho de mil novecientos ocho. 
Y vistos : Por los fundamentos del acuerdo precedente, la cámara 
de apelaciones definitivamente juzgando, en el juicio seguido 
por los herederos de don Pedro Saroli contra la empresa del 
ferrocarril Oran Sud Santa Fe y Córdoba, falla: 

Confírmase en talas sus partes el falto recurrido que con- 
dena á la parte demandada á pagar á los herederos de Saroli 
la suma fie trescientos treinta y ocho mil ciento noventa y cuatro 
pesos con ochenta centavos moneda nacional, con más el inte- 
rés á estilo de banco, desde el dia de la ocupación de los terre- 
nos expropiados, estableciéndose que este dia es el veintiocho 
de Marzo de mil ochocientos ochenta y nueve. Con costas. Re- 
guian se los honorarios del doctor Agustín E. Lando en esta ins- 
tancia en la suma de diez mil pesos moneda nacional, y los del 
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procurador Juan Carlos López, en ía suma tic dos mil pesos 
de igual moneda- Hágase saber y bajen. — B. S. Baígorri. M. 
Meyer, Cipriano Soria — En desinencia, de acuerdo con lo ex- 
puesto en sus votos: Néstor N. Fernández, Juan H. Sibunt — 
Anet mí: Hernán L, del Campa 

Excma. cámara de apelaciones : 
Hugo Ferguson, por el ferrocarril línenos Aires y Rosario, 
en el juicio seguido por los herederos de Saroli, á V. E. dice: 
Que la empresa que represento lia sido notificada de la sen- 
tencia dictada por V. E. P en esta causa, y como ella desconoce el 
título, derecho, privilegio ó exención que, fundada en la cons- 
titución nacional y leyes del congreso, hizo valer la compañía, 
y es además contraria á la validez de ese título, eme ha sido 
desechado dándose preferencia ó prelado» á actos de las auto- 
ridades de provincia, vengo á interponer él recurso que autoriza 
el art. 14 de Ja ley núm. 4» y 6 < le ,a lc y num 4°S5. 
V. E, se servirá acordar mandando elevar los autos á ta supre- 
ma corte de la nación en la forma que corresponda. Será justi- 
cia — H. fenjttson.—M. Carranza. 

Rosario, Agosto 8 tic 1908. 
Autos y vistos; El escrito precedente presentado por la em- 
presa tlel ferrocarril Buenos Aires y Rosario, deduciendo re- 
curso para ante la suprema corte tle justicia de la nación, contra 
el fallo definitivo de fs. 

Y considerando: Que para inter|XMier el recurso, el aje- 
lante no determina concretamente la cláusula de la constitución 
ó ley nacional cuya violación ó ínaplicabilidad pretende, limi- 
tándose á una indicación general de la constitución nacional y 
leves tlel congreso ; que por esta circunstancia no resulta deter- 
minado ni el caso a resolver, ni la procedencia del recurso inter- 
puesto, contrariamente á lo que se dispone en el art. 15 de la 
ley de jurisdicción y competencia de los tribunales federales y 
á lo que tiene resuelto la excelentísima suprema corte de justi- 
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cía nacional en ti tomo 85, pág. 395 de sus fallos. 

One por otra parte, no acrece manifiesto <le autos que et 
caso snb-jndicc esté comprendido en ninguno de los incisos dcT 
art. 14 de la ley nacional citada. 

Por lo expuesto : Xo hay lugar al recurso interpuesto.— 1 lé- 
gase saber y lia jen los autos como está ordenado. — Sibnnt, -l/e- 
ycr. Baitjorri, Soria, Fernández.— Ante nú: iW. Meycr. 

DICTAMEN DEL SEfiOR PkOCURADOR QENERAL 

Suprema corle: 

De los términos en que se tiene t rallada la Htis-t ontestatio 
en este asunto, así eomo de los antecedentes que exhiben sus 
prolongadas actuaciones resulta que, en la cuestión debatida en 
él. ha sido objeto y razón dominante la eficacia de los títulos 
invocados por una y otra parte. 

Tanto la sentencia de la primera como de la segunda ins 
tancia, han examinado detenidamente esos títulos y se han pro- 
nunciado cu pro del titulo de los actores, dentro de los términos 
del debate, es decir, bajo el punto de vista del valor respectivo, 
dentro de nuestra legislación civil. 

Por otia parte, la acción de los demandantes ha sido una 
acción personal por .^bro ele dinero, ó sea el precio de la tierra 
que dicen de su propiedad y que, sosteniendo que no les fué pa- 
gana, se halla en posesión del ferrocarril Buenos Aires y Rosa- 
rio. Esta empresa, por su parte, ha discutido el derecho alegado 
por los actores, haciendo valer el título de propiedad que exhi- 
be, requiriendo la nulidad de aquéllos y oponiendo la prescrqición 
para ta acción deducida, que ella considera y califica de su punto 
de vista. 
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Hasta aquí, el debate no ha salvado tos limites de la ley 
civil común, siéndole perfectamente extrañas las leyes espe- 
ciales que ei recurrente considera comprometidas. 

La ley de expropiación, cuyo art. i 4 lia sido citado y co- 
mentado por una y otra parte» y aun examinado por la senten- 
cia recurrida. 110 puede decirse que haya sido materia del tic- 
bate, ñ lo.s fines del presente recurso ; se ha recordado esa dispo- 
sición y esa ley, con motivo de la acción deducida por los Saroli, 
y como un medio de determinar la situación legal de la cosa 
discutida, á mérito de la existencia anterior de un juicio de ex- 
propiación que. irrevocablemente ejecutoriado, puso la cosa fue- 
ra de la acción real de reivindicación y dejó la acción personal 
sobre su precio. 

Tampoco puente decirse materia del debate ni de pronun- 
ciamiento de parte de la sentencia recurrida, las referencias que 
se hacen en el curso de aquel ó en los considerandos de ésta, de 
la ley 44 sobre legalización ; todo ello 110 constituye sino diver- 
gencias incidentales, que no afectan el fíchate bajo el punto de 
vista de mi carácter ordinario, ni aparecen determinantes del 
fallo que t retiene la sentencia recurrida. 

Dentro de estos conceptos, del que se tuvo presente á fs. 8*¡ 
y 107, con motivo de la exección de incompetencia que allí se 
resolvió y fiel que expresa la denegatoria de fs. 910 vía., con- 
sidero que este recurso no procede dentro fie los términos del 
art. 14 de la ley 48 y su correlativo el 6 de la 4055; 110 se ha 
discutido en el pleito la valide/, fie ley, tratado ó autoridad 
ejercida á nombre fie la nación, ni decerto de autoridad de pro- 
vincia, ni la inteligencia de cláusula legal, tratado ó comisión 
ejercida á nombre fie la nación, ni decreto ti.- autoridad de pro- 
constitucional, ni por último, ha habido decisión alguna en la 
sentencia recurrida contra la validez de la ley, en favor de au- 
toridad de provincia ó validez de título 1 lindado en cláusula cons- 
titucional ó legal. 
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En presencia de lo dicho y de lo expuesto en la denega- 
toria de fe. 910 vta., pido á V. E. se sirva continuar esa dene- 
gatoria en el sentido de daclarar bien denegado el presente recur- 
so y mandando devolver los autos como corresponde. 

Julio Botet. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Octubre 28 de 1900. 

Autos y vistos: 
Considerando : 

1." Que la demanda deducida en esta causa contra la 
"empresa del ferrocarril Gran Sud Santa Fé y Córdoba", hoy 
"ferrocarril Buenos Aires y Rosario", ha sido por cobro de 
cant iitad de pesos correspondiente al precio de los terrenos de 
propiedad de tos actores, ocupadas jior dicha empresa, como se 
ha sostenido en la demanda, los daños y perjuicios y las costas 
del juicio. Escrito de demanda, fs. 23. 

2" Que las referencias hechas en la sentencia de fs. 821, 
á tas leyes de expropiación de bienes y de autenticación de do- 
cumentos, no son propiamente su fundamento, que se apoya en 
tas disposiciones del código civil, sino meras incidencias, sin 
que haya recaído pronunciamiento sobre su mérito legal, ni 
pueda considerarse dicho fallo como contrario :V ninguna de 
esas leyes. 

3." Que, por otra parte, se estableció en la resolución 
de fs. 85. confirmada por esta suprema corte ¡i fs. 107, que el 
juicio ele expropiación seguido por el ferrocarril, quedó defini- 
tivamente terminado siendo la acción deducida independiente 
de él. 

4. Que habiéndose reconocido la competencia de los tri- 
bunales tic la provincia de Santa Fe. para entender en la de- 
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manda, promovida por los herederas de Saroli, quedaron los 
mismos habilitados para aplicar tas leyes locales de procedi- 
mientos. 

5." Que es además de tenerse presente que, con arreglo á 
la ley y á la jurisprudencia para que esta suprema corte pueda 
conocer en grado de apelación de las sentencias pronunciadas 
por los tribunales de provincia, es necesario que en el pleito se 
hubiese puesto en cuestión la validez de un tratado, de una ley 
del congreso ó de una autoridad ejercida en nombre de la na- 
ción y la decisión haya sido dada contra la validez; ó cuando 
una ley, decreto ó autoridad de provincia haya sido puesta en 
cuestión como repugnante á la constitución, á los tratados ó le- 
yes del congreso y se hubiese pronunciado una decisión en fa- 
vor de la validez de las primeras ; ó en lin, cuando la inteligen- 
cia de alguna cláusula de ta constitución ó de un tratado ó ley 
del congreso, ó una comisión ejercida en nombre de la autori- 
dad nacional hubiese sido cuestionada y la decisión sea contra la 
validez del titulo, derecho, privilegio ó excepción que se funde 
en dicha cláusula y sea materia de litigio, lo que no ocurre en 
el caso SHb-judict\ para ser procedente el recurso deducido. (Ar- 
tículo 6, ley núms. 4055 y 14, incisos 1 á 3 ley núm. 48). 

Por esto, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se declara bien denegado el recurso 
interpuesto contra la sentencia de fojas 821, y devuélvanse, con 
transcripción de esta resolución, los autos remitidos por la cá- 
mara de apelaciones del Rosario de Santa Fe, reponiéndose 
tos sellos. 

Octavio Bunqe. - Nicanor O. del Solar.— 
C. Moyano Gacitúa. - A. Bermejo, en 
diifdcnctR -M. P.DARACT, en difidencia. 
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DISIDENCIA 



Autos y vistos: 



Considerando : 



Que «o es tic aplicación en el caso, la doctrina consignada 
en ^resolución de esta corte. que se cita en el auto de f?. 91 1 
del expeílicnte remitido por vía de informe l tomo 85, pág. 395) ; 
porque aun en ta hipótesis de que el reqnisto de que se trata 
fuera de estricta aplicación tanto á los recursos de lieclio como á 
los que se interponen ante los tribunales inferiores, el apelante 
hizo constar que había sido desconoctdi. la calidez de su título 
imanado de autoridad nacional, dándose preferencia ó >re!a- 
cidti ú actos de las autorida<les de provincia; con lo que se pro- 
ducía así un caso de los previstos en el( art. 14 <lc **» ley nú- 
mero 48) 

Que en la sentencia definitiva de fs. 821 de dichos autos se 
han tomado en cuenta las defensas de carácter federal opiatas 
durante el juicio por el ferrocarril Buenos Aires y Rosano, y 
fundadas en la ley man. 44. «*re autenticaciones y en el articu- 
lo 14 de la ley mim 189; ™> obstante de afirmarse que aquellos 
110 formaban parte de la litis-contestación. 

Que no es necesario examinar el escrito de contestación á 
ta demanda con el objeto de decidir acerca de si las de que 9* 
trata fueron ó no alegadas en debida forma y en esa oportuni- 
dad, toda vez que la cámí ra de apelaciones de banta Fe. inter- 
pretando y aplicando las leyes locales de procedimientos, se ha 
considerado habilitada para estudiarlas y resolverlas. (Fallos 
tomo 94. pág. 95 y otros). 



FALLOS de la corte suprema 



Qne habiendo sido contraria la decisión sobre los puntos 
aludidos, á las defensas de la parte demandada, procede el re- 
curso para ante esta corte. (Art. 14, inciso 3.* de la ley citada 
uútn. 48. 

Que, en su mérito. o : do el señor procurador general, se de- 
clara mal denegada la apelación; y estando el expediente en 
este tribunal, autos y á la oficina, por el término de diez día» 
comunes é improrrogables, á los efectos del art. 8 de la ley nú- 
mero 4055; señalándose tos días tunes y viernes, para que lo* 
interesados concurran á la oficina á ser notificados. 

Notífiquese con d original y repóngase los sellos. 

A. Bermejo — M. P. Dorad 



ESCRITO 

Suprema Corte de Justicia Nacional: 

Manuel Tedin, por ta empresa del ferrocarril Centra! Ar- 
gentino, en el juicio seguido por los herederos de don Pedro Sa- 
roli, á V* E. dice: 

Que al notificarme ele ta resolución de V. £. no admitiendo 
el recurso de hecho que interpuse contra la sentencia dictada 
en este juicio por la cámara de apelaciones del Rosario de San- 
ta Fe, la razón fundamental por ta cual la mayoría de este alto 
tribunal no ha admitido el recurso que he interpuesto, es por- 
que declara en el considerando 5," "que con arreglo á la ley y á 
ia jurisprudencia, para que ta suprema corte pueda conocer el 
grado de ajjelación de las sentencias pronunciadas por lo-, tri- 
bunales de provincia, una de las condiciones necesarias es ruan- 
do ia inteligencia de alguna clásula de ta constitución ó de un 
tratado ó ley del congreso hubiera sido cuestionada y la deci- 
sión sea contra la validez del título, privilegio, ó excepción que se 
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fum'ia en dicha cláusula y sea materia del litigio, lo que no ocu- 
rre en el caso sub-jitáice para ser procedente el recurso deducido 
tart. 6 de la ley núm. 4055 y 14, incisos 1 á 3 de la Ly núme- 
ro 48)*', mientras que H minoría deja perfectamente bien ca- 
racterizada una verdad que consta de autos* que en la sentencia 
definitiva de fs. 82» la cámara de apelaciones del Rosario ha 
turnado en cuenta las defensas de carácter federal opuestas du- 
lante el juicio por el ferrocarril Buenos Aires y Rosario, fun- 
dado en la ley núm. 44 sobre autenticación y en el art. [4 de la 
ley núm. 189, agregando que la cámara de apelaciones de Sant.? 
Fe, interpretando y aplicando las leyes locales de procedimien- 
tos, se ha considerado habilitada para estudiarlas y resolverlas. 

Estas razones expresadas por la minoría de este alto tribu- 
nal demuestran que existe un error de hecho, en el voto de la 
mayoría al declarar que se han opuesto defensas de carácter 
fedtrai. sobre las cuales se ha pronunciado la cámara de apela- 
ciones del Rosario en ia forma que lo deja establecido la disi- 
dencia de lus doctores Bermejo y Oaract. 

Este error material, suprema corte, es el que ha hecho qu.* 
I.i mayoría declare que el recurso interpuesto no es admisible 
y, por lo tanto, vengo á pedir á V. K. su rectificación en la for- 
ma que lo establecen los arts. 232 y 242 del código de procedi- 
mientos federales. Será justicia. 

Manuel A, Carranza — M. Tedia 

FALLO Üii LA CORTE SU. REMA 

Autos, vistos y considerando: 

One no existe error alguno en la sentencia pronunciada po r 
esta suprema corte, (pie haga procedente su aclaración ó rectifi- 
cación, conforme á lo dispuesto en los arts. 232 y 242 de la ley 
de procedimientos. 
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Que aunque esta sola consideración bastaría para rechaza) 
el pedido precedente, debe agregarse á mayor abundamiento, 
eme en la resolución anterior esta corte lia dicho que no se ha 
hecho cuestión federal alguna y que los pronunciamientos qu*; 
contiene el fallo referido han sido hechos por vía de mera inci- 
dencia. 

Que esa resolución está basada en los términos de la sen- 
tencia apelada, la que hace constar que la única cuestión á re- 
solver es de mero derecho civil, pues que las otras se han formu- 
lado con posterioridad al momento en qué deben ser tenidas en 
cuenta, «tal es la litis-contestación : lo que quiere decir, que los 
puntos en que se fundó el recurso no se han puesto en cuestión 
en término hábil, para su pronunciamiento. 




Por ello no se hace tugar á lo solicitado. 
Xotifíqucse con el original. 



Octavio Bunge— Nicanor G. del 
Solar- C. Moyano Gacitva. 



CAUSA XCV 

Don Santiago Carricando (su sucesión) en ios autos seguidos 
por el fisco nacional contra Manuel Garda Fernández, por 
defraudación ti h renta de aduana; sobre personería. 

Sumario : El artículo 65 de la ley de aduana núm. 3890. repro- 
ducido en las leyes posteriores, hasta la última, número 4933 
íart, 69) , da á los participes en los comisos ó contraban- 
dos que hayan sido reconocidos en tal carácter por auto 
ejecutoriado, personería para aislar de una sentencia con- 
sentida por el ministerio fiscal. 
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Caso: Lo explican las piezas siguientes: (i) 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte: 

Kl art. 1030 tle las urdfiiaiízas de aduana acuerda á los 
«prehensores y denunciantes, ya fueren empleados <1c aduana 
de otro ramo ó particulares, una parle de ¡os comisos ó multa« 
que se Hiciesen efectivos con motivo de los contrabandos, de- 
fraudaciones ó contravenciones |>ciiados ]x>r las mismas orde- 
nanza';, y el art. 1059 siguiente, considera á dichas personas, co- 
mo parte interesada á los efectos de ser notificados de las reso- 
luciones de los administradores, La ley de aduana jara el año 
1896 (nútn. 3345), consignó en su art. 49, una disposición que 
no existía en las leyes análogas anteriores: "Los empleados de 
aduana denunciantes de contrabandos, defraudaciones ó contra- 
venciones serán considerados independimtemenet de la acción 
fiscal, como parte en los juicios de contr aljamio, defraudacio- 
nes ó contravenciones, cuando así lo solocíteii". Este artículo 
dió lugar á una larga discusión en el senado, motivada por la 
oix>sición que levantó en algunos señores senadores, y el fun- 
damento que se alegó ]*ara introducirlo en la ley; fué la nece- 
sidad de hacer más eficaz la acción de la autoridad y evitar las 
dilaciones que sufren los procesos por contrabando, debido á la 
inacción de los agentes fiscales, para lo cual se acordaría cierta 
intervención á los denunciantes, considerándolos parte en el jui- 
cio, á fin de ejercitar una acción emergente de la participación 
que se les reconoce en los comisos y multas y que sería concu- 
rrente con ta de los procuradores fiscales. (Diario de Sesiones 

<» Véue U catiu XXXIII, páfina 293, tomo CXI. 
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del senado nacional, 27 y 28 de Diciembre de 1894). 

La misma disposición rigió en los años 1897, 1898 y 1899, 
para los cuales quedó en vigencia la ley de aduana de 1896, salvo 
pequeñas alteraciones de detalle. En la ley dictada para el año 
1900» el art. 49 que he transcripto, fué ampliado en su primen 
parte, de manera de incluir el beneficio que acordaba, á todo* 
los participes en los comise? ó multas á que so refiere el art. 1030 
'le las ordenanzas. ( Art. 65 de la ley 3890). La ley que se halla 
actualmente en vigencia, núm. 4933, dictada para el año [906, 
en el art. 69, ha repetido en idénticos términos la disposición <M 
art, 65 de la k\ 3890. 

En pn'svncia oe los fundamentos expresados y de los térnn- 
riós en que luef ii redactadas las sucesivas disposiciones legales 
<fuc he citado, no cabe dudar que Ta intervención que se da en los 
juicio* por contratando á las personas que tienen una parle en 
los comisos ó multas, responde al doble concepto que se tuvo 
en vista al establecerla procurar mayor rapidez en los juicios, 
merced á la intervención de una persona que. movida por su 
interés' particular, activara la prosecución de los procesos y el 
ejercicio de las sanciones penales ; acordar á los partícipes tina 
acción resultante de su derecho á una parte de los comisos ó 
mullas, á fin de que deliendan sus propíos intereses, que deben 
discutirse en el juicio por contrabando. 

Siendo esto así, no es posible sostener que la intervención 
que la ley acuerda á los partícipes, sea meramente coadyuvante 
de la acción fiscal, como lo ha establecido la excelentísima cáma- 
ra federal, pues que, dentro de las acciones penales que nacen d<? 
los delitos previstos por. tas ordenanzas de aduana y que los 
procuradores fiscales deben perseguir, existe un interés privado, 
amparado por la ley, y que á las personas á cuyo favor se lia e* 
tablecido, incumbe hacer valer, en la manera que sea procedente. 
La frase "'mdependientcm. nte de la acción fistal" es bastante ex- 
plícita á este respecto, puesto que separa la intervención que 
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corresponde á los fiscales de la que peí tened á los partícipes in- 
tensados y responde al propósito de no confundir el ejercicio de 
la acción penal, que es la autoridad exclusivamente la que debe 
ejercitarla, de la acción particular que busca obtener la partici- 
pación que se le ha atribuido. Así resulta de la discusión sosteni- 
da en la cámara de diputados, sesión del 13 de Noviembre de 
(tomo II, pág. 257), en la que se pidió la supresión de 
la frase recordada y que fué mantenida por la cámara. 

Dado este carácter de la intervención de los denunciantes, 
y que la sentencia de primera instancia causa gravamen pecu- 
niario al recurrente, pues*:* que el rccliazo ue parte de tos cí.t- 
go.% denunciados disminuye su participación en el comiso, el re- 
cursi) de apelación es procedente, conforme al art. 501 fie! có- 
digo de procedimientos en lo criminal. 

I'or lo expuesto, y la jurisprudencia de V. E. sentada en la 
causa contra Scyan, 28 de Noviembre de 1899, en la que se de- 
claró que el denunciante puede hacerse paito en el jmuc res- 
pectivo de acuerdo con el art. 65 de la ley de aduana, siempre 
que lo solicitare, pudiendo en consecuencia recurrir de la senten- 
cia que afecte los derechos que pudiera tcinr: pido se declare 
mal denegado el recurso de apelación interpuesto contra la sen- 
tencia de primera instancia, para ante la cántara federal. 

Julio Botcí. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buceo* Alna, Ortubfi 3» de 19». 

Vistos y considerando: 

(¿ue pronunciada por el señor juez de sección en lo cri- 
minal y correccional, la sentencia ele fojas 579 de los autos prin- 
cipales, fué ésta apelada por el denunciante, no haciéndose Inga** 
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á ese recurso por el auto de fojas 590, confirmado por la cá- 
mara federal en su resolución de Septiembre 24 de 1908 que 
corre á f s. 5 del incidente sobre recurso de hecho, "teniendo en 
cuenta, según se expresa tu el informe del inferior, (foja 4 del 
misino incidente), que en los asuntos de esla naturaleza, los 
empleados partícipes en los comisos, no son más que una parte 
coadyuvante de la acción fiscal. 

Que abierto |»or la resolución de Junio I." del corriente año. 
el recurso extraordinario para ante esta corte, previsto en el 
artículo 14 de la ley números 48 y 6 de la ley número 4055 en 
consideración á que la cámara federal de apelación de la capital 
se había pronunciado en sentido contrario al derecho que el 
recurrente pretendía fundar en el art, 65 de la ley de aduana 
número 3890, es el caso de determinar la inteligencia de este 
precepto legal. 

(Jue en él se dispone lo siguiente; "Los participes en los 
comisos ó multas á que se refiere el art. 1030 de las ordenanzas 
serán considerados independientemente, de la acción fiscal 
como parte en los juicios de contrabando, defraudaciones ó con- 
travenciones, cuando asi lo soliciten." 

Qne con esa disposición, introducida i*>i primera vez en 
la ley de aduana para 1895. níim. 3200, art. 30, y reproducida en 
las leyes posteriores liasta la última de 11 de Diciembre de 
n;05. núm. 4933, (art, 09), se propuso, en sustancia, disminuir 
los contrabandos, aumentando el número de los que debían 
perseguirlos ante los tribunales. 

One con ese objeto, se fundaba ta nueva disposición de la 
lev de aduana, manifestando que. dar á los denunciantes inter- 
vención cu el juicio era hacer más eficaz la acción de la autori- 
dad, y que el medio de evitar los contrabandos en cuanto ftiera 
posible, "será dar cierta intervención á los que las descubran, 
para que [>crsigan como corresponde á los contrabandistas 
I Diario de Sesiones del II. Senado de 1894. Páginas 1047 y 
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1072. Diario de Sesiones enmara de diputados 1894, II. pági- 
na 1285). 

Que. con esa disposición el legislador se proponía facilitar 
la represión del contrallando, complementando el arL 1030 de 
las ordenanzas, pues que después de haber dado á los aprJien- 
sores y denunciantes participación en los comisos y multa*, les 
permitía hacer efectivos esos berxlicios ante los tribunales» 
iiideiwndiéntemente de la acción fiscal, li> que significa que los 
participes en los comisos ó multas, pueden hacer valer con toda 
amplitud sus derechos ante los tribunales. 

Que esa acción no debía ser nuevamente subordina-la y 
dependiente de la dd ministerio fiscal, se reconoce en los térmi- 
r.os explícitos del arL 65 de que setrata y en las constancias 
expresas de las opiniones emitidas en la discusión de la ley. 
Diariu de Sesiones. C. de Diputadas 1899. I» pág. 92 ¡ II, ]>ágiuas 
257 y 258 ). 

(¿ue esa intervención cu los juicios atribuida por la ley de 
aduana á los partícipes cu los comisos y multas para asegurar- 
les los beneficios que les acuerda el art. 1030 de las ordenanzas 
lia ¿¡ido además reconocida por esta corte en la causa que se 
registra en el tomo 73, pág. 359 de sus fallos y en la que fué 
resucita en 28 de Noviembre de 1899, contra Seyan. 

Que don Santiago Carricontlo primero y sus sucesores des- 
pués, solicitaron ser tenidos por parte en los autos sobre defrau- 
dación á la renta de aduana seguidos contra don Manuel Gar- 
cía Fernández, siendo reconocidos en esc carácter por resolu- 
ciones ejecutoriadas, como consta á fojas 103 vta. t 193 vía. y 
fojas 206 ele los autos principies. 

Que tenidos asi como parte en el juicio y de conformidad 
íi los términos del art. 65 de la ley núm. 3890, tenían el derecho 
ríe seguirlo en sus diversas instancias y, por consiguiente, de 
apelar contra la sentencia de ís. 579, independientemente de 
al acción fiscal. 
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Por estos fundamentos, y de con formidad con lo expuesto- 
y ludido por el señor procurador general, se revoca el auto ape- 
lado y se dedara procedente el recurso de apelación interpues- 
to contra la sentencia de primera instancia» para ante la cá- 
mara federal á fojas 590 de los autos principales. 

Notifique se con el original y repuesto el papel archívese,, 
devolviéndose los autos principales y sus incidentes, con testi- 
monio de esta resolución. 

A. Bermejo — Nicanor Q- del 
Solar — M. P. Daract. 



CAUSA XCV1 

La provincia de Corrientes contra don José Gregorio López 

por rehindicación 

Sumario: i.° Es improcedente la acción reivindicatoría dedu- 
cida contra el que opone y comprueba la posesión de' más 
de treinta años de un campo, bajo mensura judicialmente 
aprobada, y con buena fe y justo título, aun en el caso de 
que sus títulos no fueran capaces de transmitirte la propie- 
dad de esa tierra en razón de la extensión que abarcan, 

2° El reconocimiento del derecho de otro no puede resultar de 
actos obscuros que sólo tienen una relación mediata con lo* 
hechos. 

Caso: Lo explica el siguiente fallo: 
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Buenos Airtt. Noirknibt* 13 de 19». 

Y vistos : 
Estos autos» ele los que resulta : 

Que con fecha 30 de Octubre de 1906, clon Pedro M Ca- 
ballero en nombre y representación <le la provincia <le Corrien- 
tes, entabla acción reivindicatoría contra el doctor don José 
Gregorio López, de una fracción <1e tierra compuesta de 
65.278.463 metros cuadrados, tibíenla en el departamento de 
Cmuzú Cuatiá, provincia de Corrientes, y cuyos límites, son* 
al norte, el Arroyo Aguay, y propiedades que fueron de don 
Luis López y don Marcelino González; al oeste, la propiedad 
mencionada, de don Luis López y el demandado ; al sud, el mis- 
mo demandado y más terreno riscal detentado por la sucesión de 
don Celestino Aratijo, y al este, también el demandado. 

Dice que este juicio es consecuencia del posesorio que esta 
corte falló hace poco entre el señor Caballero y el doctor Ló- 
pez. Como antecedente refiere que el año 1860 el padre del repre- 
sentante de la provincia, compró al gobierno de ésta una parte 
de los campos que hoy se reivindican y se separó para vender en 
fracciones á don Luis I-ópei y á don Marcelino González, que- 
dándose él con el resto que poseyó pacificamente hasta d ano 
1870, que le fué arrebatado á consecuencia de la aprobación de 
una mensura que el padre del demandado hizo practicar el ano 
1864 por una comisión de agrimensores de que formaba parte 
un pariente del demandado, mensura que fué aprobada dejando 
á los perjudicados su libre acción contra quien corresponda. 
Con motivo de esa operación, don Toribio "sentó sus reales", 
no sólo en el tererno fiscal que quedaba entre su fundo y el de 
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Caballero, sino también en la casi totalidad de éste, Qik á con- 
secuencia de ello, Caballero entabló la demanda que el juez de 
Comentes y la cámara federal del Paraná fallaron en su favor, 
y cuya sentencia presenta en copia, declarando que la linea divi- 
soria de la propiedad de López quedaba mucho más al este. One 
terminado aquel juicio y al tratar el gobierno de dar á Caballero 
la posesión de lo últimamente vendido, se encontró con la resis- 
tencia de este. |>or lo míe dedujo el presente juicio. Kn cuanto 
al derecho que asiste á la provincia para deducir ésta acción 
manifiesta que no necesita producir título alguno á estos cam- 
pos desde que por el art. 2342 del C. C, todas las tierras que 
estando dentro dé los límites territoriales de un estado, carecen 
de otro dueño, pertenecen á aquél, como igualmente la posesión 
que es innata en los estados respecto de aquella tierra. Que para 
probar que López no adquirió la propiedad de esa tierra, le bas- 
ta hacer presente que el mismo doctor Ló|»cz trató ríe adqui- 
rirla al solicitar la compra del campo llamado 14 Bordón Cite \ y 
porque Ea posesión fundada sobre un título, art. 241 1 C. C, y \» tr 
último. que esta solicitud hizo perder á López la buena fe de su 
posesión, si alguna vez la hubiera tenido. 

Termina pidiendo se condene :'t Lój*¿ «'» la cntiega del cam- 
po cor, el pago de los frutos percibidos. 

Que corrido traslado de la demanda, López la contesta pi- 
diendo se la rechace, con costas y se deje lugar á la acción de 
daños y perjuicios. Que el origen de su propiedad, fué la compra 
que hizo á la autoridad colonial don Francisco Díaz Moran >. en 
21 de Noviembre de 1783, con las medidas y limites que se ex- 
presarán más adelante. Moreno, antes de teiier su titulo defini- 
tivo, trasmitió sus derechos á don José Fernández Blanco, en 
Octubre de 1784- Kn Septiembre de 1820. los herederos de 
Blanco, vendieron esc campo á don Mariano Aran jo y á don 
Juan Baraniaou, los que se dividieron, tomando el último la 
parte norte del campo y Aran jo la parte stid. Karauíaou vendió 
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m parte á Nogueras en 1833 X «*te la trasmitió á Frutos el año 

iSM- <P»e» <fc* larú ( i uc ,a íiabía com l >ra<l ° P"* ílon "T """ 
LÓ|k-z, padre dél espouentc. Por muerte de <lon Toribio, & di- 
vidió el campo entre sus hijos. 

Varí as mensuras se han hecho «le ese camt», en 1872 la pri- 
mera practicada por don Heñíanlo Martínez, en la formu que 
se expresará más adelante; cu 1830 la practicada por Achinellt 
á pedido de Araujo. la que dio á ta linea X. &, mil varas mh* en 
¡864 la que Kiio practicar el padre del tapónente y que siguió 
próximamente tas lineas le aquellas, aml»as daban i*>r colindan- 
te al oeste á don Antonio Arce, en 1857 mensuró Cañilero el 
camix» chindante, propiedad de Arce, en cuya- oración da 
también |*>r lindero al este á López, ÍO que pruelia que no hay 

allí cam|w> fiscal. 

El año 1855 obtuvo en compra iM gobierno, el campo ante- 
riormente dado* en enftteusis al señor Honlón y probablemente 
por ello era llamado Itordón Cné, que es la única fracción fiscal 
que está al sur del campo de Upe* y que fué mensurada por 

Wibcrt el año 188^ 

Dice Lójjcz que ha poseído siempre el campo, pedido |ier- 
misos |«ira alambrarlo y cernir caminos, pagando contribución 
desde 1854. lo que le da una posesión de mas de cien años, 
unida á la de sus causantes. 

Sostiene que en el juicio de mensura instaurado por l^pcz, 
fué citada la mesa topográfica y el fiscal de ta provincia v se 
conformaron implícitamente con ella, to que obliga al gobierno a 
respetarla. Alega l¿p« ta prescripción á contar desde 17»! Y 
principalmente desde ta mensura que él practicó el ano 1870, y* 
*:a según el código civil, ya según la legislación española. Fun- 
dando en derecho la prescripción, la apoya en la ley 7- título 2*1 
partida tercera, relativa á teremos de pastores y en tas disposi- 
ciones menos exigentes del código civil, para quien el estado ge- 
neral ó los particulares están sometidos á la prescripción . Re- 
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cuerda que las prescripciones empezadas por tas leyes anteriores, 
que requieren mayor término que las nuevas quedan cumplidas 
desde que han transcurrido el tiempo señalado por éstas, á con- 
tar desde el día en que rija el nuevo código. 

Manifiesta que ta sentencia dictada por la cámara del Para- 
ná nada tiene que ver con este asunto, pues, se refiere á otro 
terreno y otras partes como lo declaró esta corte en el juicio del 
interdicto, aparte de otras razones. La compra de Bordón Cité 
no hace más que confirmar su derecho y que como él pos*.c lo 
que le da su titulo y también tas mensuras y lo que hubiera 
ganado por prescripción, está á cubierto de ta objeción que se 
hace ilc que no puede poseer más que la extensión de su t'tuto. 
Agrega que es poseedor de Inicua fe y que en ningún caso la 
compra de ttordón Cué le privaría de tal cualidad, pues, la tuvo 
en su origen que esto bastaría (art 4008 > ;quc las citas que hace el 
demandante se refieren á la (»erccpc¡ón de frutos y que la pres- 
cripción le favorecería aun supuesto que por error de hecho hu- 
biera poseído más terreno (art. 4007). Termina pidiendo se cite 
de cvteción á su condómino. don Pedro Celestino López. 

Corrillo traslado de la excepción de prescripción, la evacúa 
el demandante n fs. 62 y pide no se haga lugar á cita, oponiendo 
cinco causas de interrupción que .se consignarán y tomarán en 
cuenta en seguida. Se recibió la causa á prueba á ís. 141 después 
de haberse unificado la representación de los señores López en 
la persona del doctor don José Gregorio, produciéndose la ins- 
trumental y testimonial que corre en autos, y traídos á la vista 
los expedientes administran eos letras A. II, C. D, E y F, amba* 
partes alegaron sobre el mérito de la prueba, con lo que se Hamo 
autos para definitiva. 

Y considerando : 

Que de lo anteriormente consignado y de las constancias de 
uu:ar se desprende, que el campo que compró en almoneda don 
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Francisco Díaz Moreno estal» encerrado por una linea tirada 
<le norte á sur "desde las bocas del Agnay hasta las puntas del 
Haca Cuá" fs, 180 y loo. Este es el campo que en 1854 pasó 
en la parte que correspondió á llarañao, á don Toribio Lope? 
Pinaso. imdre del actual demandado, campo que, por muerte de 
este señor. pasó más tarde á sus hijos doctores José Gregorio y 
Pedro Celestino I^ópcz, los que se dividieron por medio de una 
línea de norte á sur que dejaba la parte oriental para este último 
y la occidental para don José Gregorio, fs. 338. 

Que don Toribio López, con el fin de conocer la extensión 
total exacta de su compra, según lo afirma, hizo practicar la men- 
sura de mil ochocientos sesenta y cuatro por una comisión com- 
puesta de los agrimensores VVybert, Lencisa y Erenkeutz, la que 
se expidió en la forma que aparece á fs. 3 del expediente agre- 
gado A. Según esa mensura judicialmente aprobada el terreno 
m delimitó por una linea norte sur que se hizo ararncar desde 
la extremidad del Aguay ó su "boca" y que al llegar á la direc- 
ción en que Ybabiyú corre de este á oeste dobló al este hasta to- 
car el extremo occidental de este arroyo, quedando estas dos li- 
nas como límite oeste sud del campo y formando la primera la 
base del triángulo y sus costados los arroyos Aguay é Ybabi- 
yú que se juntan al este formando lo que se llama "•Rincón de 
Ybabiyú". 

Que don José Caballero baliia mensurado la propiedad ve- 
tina de don Antonio A ice. originada de una compra análoga á 
la de ÍÁpez que hizo aquél al gobierno colonial en Septiembre 
de 1783, de una tierra que antes fue mensurada y que resultó 
estar niñeada, "desde las puntas del arroyo que llaman María 
Chiquita que cae á la parte sur, de cuyo mojón se tomó rumbo 
recto al norte hasta dar con las puntas del arroyo que llaman 
María Grande, (fs. 381 y 428) que es el frente, y son las que 
lindan con tierras de don José Fernández Blanco por la parte del 
este (hoy López) y se halló tener dos leguas y doscientos varas 
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800). La mensura fué practicada por don José Caballero 
re del actual apoderado del demandante y en ella modificó 
as líneas de la mensura primitiva de Martínez : pues, en vez de 
medir desde et arroyo María Chica al Alaria Grande, midió des- 
de aquél hasta el Aguay, fs. 405, arroyo que no se junta ni con- 
funde con el María Grande y cuyo extremo queda más al este, 
aumentando asi considerablemente la extensión del campo de 
Arce. En la referida ojieracióu hacia aparecer como colindante 
por el este á don Toribio Lóper, Kxp. R. fs. 7. 

Qík al realizar Caballero ta mensura de Arce, creyó que 
entre ésta y Ló|icz podía haber terreno fiscal , lo que le comunicó 
Ü López q-iien lo denunció como tal sin éxito y fué luego denun- 
ciado por ígarzálKil á insinuación de Caliallero. según López, lo 
t,ue motivó la mensura que corre en el ex|>edieme II, fs. 120 y 
plano í>. ■,>■■ 

Que con esta denuncia se modificaba como su- ha dicho lo 
que Caballero sostuvo cuando midió lo ele Arce, á saber: que al 
este de dicho Arce, estaba Ló|>ez eolocando ahora terrenos fis- 
cales que denunciaba para si. Esta circunstancia ha sido obser- 
vada i>or !a comisión y puede agregarse que en aquella ocasión 
la denuncia 110 comprendió el actual terreno. I Kxp. A. fojas 7 
vuelta ) . 

Quv anteriormente, el año 1830. Aranjo, dueño del terreno 
del sud, mandó practicar la mensura llamada de Achinelli. por 
ser éste el apellido del irrito, la que dió un resultado muy seme- 
jante en SUS líneas relativas al que obtuvo la comisión de agri- 
mensores el año 1804. llegando en el extremo sud de la linea que 
partió del Aguay á un "medio bajío" y dando siempre á Arce 
por colindante al oeste, fs. 216. 

Qne los agrimensores Cha|>o y posteriormente Twaites que 
midieron el te remo denunciado ix>r Caballero, confirmaron la 
circunstancia invocada por éste, de la existencia de tereruo fiscal 
entre Arce y López, consistiendo el error de la comisión y de 
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Achinelli, según Twaites, en no haberse tenido presente que la 
declinación magnética el año 1780 era He 12* N. E. f la que asi 
liaría veinte mil novecientas varas* á la linea de López según su 
título primitivo y mensura de Martínez. 

De lo expuesto, resulta: 

j." One las mensura * de Aeliiiielli, de la comisión de agri- 
mensotes y de Wybcrt est&n en contra de las de Chape, Twaítes 
y Carie varo 2," que se fundan los primeros en que Arce tomó 
por fuente la linea de López y en qtte aunque ésta debió tener 
por rumbo el norte y por largo veinte mil novecientas varas, las 
variaciones que hubiera al respecto eran debidas á que los pilo- 
tos no disponían en ese tiempo de buenas biújulas y cadenas 
para operar, y 3* que para ar la propiedad de López debió 
partirse del extremo del Aguay al Hacá Cuá y 110 de un punto 
medio de aquél como lo pretende Caballero: pues "boca" de un 
t io ó arroyo es el pnnto «onde nace ó ituit re. según el dicciona- 
rio de la lengua, y 110 cualquier gajo desprendido de aquél. Que 
los contrarios, á la vez, se fundan en que la línea divisoria es 
norte sud distinta de la tirada por la comisión y Achenclli en 
que la línea de éstos 110 llega al llacá Cuá sino más at oeste ; en 
que tirando una línea este-oeste para llegar á la unión dd Aguay 
t Ybabiyú á fin de sanear el fondo del tererno de l^ópei, hay 
como seis leguas en vez de cinco y principalmente en que la 
linea norte sud no da veinte mil novecientas varas, sino veintiún 
mil novecientas. 

Que ante las dudas que surgen de tan contradictorias con- 
clusiones, queda tío obstante como cierto que, contra lo soste- 
nido |ior 1/tpez, si se tirím las líneas según los títulos de Arce 
y de Lopes:, éstas realmente no colindan habiendo tierras fisca- 
les entre ellas; que ese terreno fiscal tiene otras dimensiones y 
posición más al oeste formando un triángulo cuya base lo consti- 
tuye la línea que une los extremos del "María Grande" con el 
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Aguay y cuyo vértice estaría en la extremidad occidental del Ma- 
ca Caá. (Planos fojas 790, exp. C, fojas 16 y E f fojas 32 y 72. . 

Que este concepto de lo que es realmente fiscal, está apoya* 
cío: (.* en la consideración de que sólo así parten las lineas de 
las bocas del Aguay ; 2° porque para que linde López con Arce, 
seria necesario que las líneas de las bocas del Aguay ó de las 
puntas del "María Grande", corrieran juntas hacia el sud ó fue- 
ran una misma, siendo que quedan distantes ( Planos fs. 19, 190; 
expedientes li. 183 ; C, 16 y E, 72). 

Que los cambios en la configuración de ambas propiedades 
fundados en la necesidad de tirar las líneas á rumbos fijos, son 
inconsistentes ante la designación de los arroyos, pues en el con- 
tento de norte fijo, cabe el más ó menos tura pilotos prácticos 
pero nunca en el cambio de un arroyo por otro como lo higo Ca- 
ballero, y en partir de cualquier pttnto del Aguay en vez de sus 
bocas, ni tampoco por otro lado alejándose de ¡as puntas del 
Rica Cuá, como lo hizo la comisión. 

Que haya sido ó no fiscal el terreno que se pleiteó en el Pa- 
raná, hoy no está éste en discusión y nada corresponde pronun- 
ciar sobre él, porque como dijo esta corte, se trata de cosas dife- 
rentes de las que motivan el presente juicio. 

Que de acuerdo con los espuesto no hay en autos funda- 
mentor bastantes para afirmar que el terreno de la presente litis 
sea fiscal, resultando mejor demostrado en medio de tan obscu- 
ros y contradictorios antecedentes, que el terreno riscal quedaba 
más al oeste y en la forma antes indicada y sin llegar á lo que 
hoy se litiga salvo una pequeña fracción, por cuya razón esta 
acción podía declararse improcedente oon esa salvedad, sino exis- 
tiesen otras más claras y frentonas para llegar á esa misma con- 
clusión. 

Que prescindiendo, pues, de aquéllas y entrando al estudio 
<le la posesión debe empezarse |x>r sentar que el terreno ha es- 
estado en poder de López y uniendo la |>osesión desde la com- 
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pra primitiva de 1783 basta la mensura aprobada en 1870; pues 
antes ningún acto posesorio extraño aparece que se hubiera ve- 
rificado ya epte la mensura de 1 garza bal no saltó de la primera 
denuncia que Hizo en el supuesto que se le atribuyera carácter 

posesivo. 

Que la posesión de López, aparte de no haberle sido nega- 
da en la contestación y á «Hitar desde la aprobación judicial de 
la mensura en 1870, fué además reconocida por sentencia ejecu- 
toriada de esta corte, la que ¡i su vez daba por comprobada con 
la confesión de la provincia de que López la tenía, siendo por 
tal razón amparado en ella. 

Que, finalmente, la posesión exclusiva de López hasta et 
puesto díHide estaba el omlni á que se refiere la prueba testimo- 
nial por él presentada, á quedado comprobada con tas declara- 
ciones de los testigos Rey na. fs. 684, Piedra Buena, fs. 706, Ar- 
ce, fs. íío/i vta., Coronel Avala, fs. 706, coronel Uopart, 700, 
Araiijo (el vecino de la parte sud>. fs, 737 vta., Barrios, testigo 
que vivió en la que fué la enmcusis de Bordón, fs. 735 vta., y 
Arce (el vecino de la liarte oeste), fs. 734. 

Qé todas estas declaraciones, resulta que López era posee- 
dor de mi puesto donde existia el ombú que indican los planos 
de fs, 704, 708. 712 y 724: l»oscsión fÍM* pasaba mas al oeste 
ele lo que pretende hoy la parte demandante. Que á contar desde 
la aproliación de la menst-ra de 18(4 liasta la presente demanda 
1906. don José Gregorio UVpez. puede invocar una posesión de 
mucho más tiempo que el necesario para prescribir, bajo men- 
sura judicialmente aproada y con buena fe y justo titulo para 
.viquirir el tereno por la prescripción invocada por él y articu- 
lada en los autos, lista sola comprobación, bastaría para hacer 
improcedente la acción reivindicatoría deducida y aun aceptando 
cu hipótesis que sus títulos 110 fueran capaces de transmitirle la 
propiedad á esas tierras, en razón de no abrazar más extenstóm 
que la pretendida j»r la provincia de Corrientes. (Arts. 241* 
y 401 ó código civil). 
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Que contra la piescripción adquisitiva, alegada por López, 
la parte de la provincia demandante, opotie las siguientes cau- 
sas de interrupción : 

Primera: Mensura practicada por c-1 agrimensor Chapo en 
1874, por orden del juez federal de Corrientes y á la vez del 
gobierno de la provincia, á fin de remensurar y amojonar el 
campo que don José Caballero compró al fisco en 1860. 

Segunda: La promoción del juicio que Caballero inició en 
Corrientes, á que antes se alude, y que terminó con la senten- 
cia de la cámara federal del Paraná en 1902. 

iTcrcera: I-a rotteitu'.' de López, pidiendo at gobierno de 
Corrientes comparar la cníitcusis de líordón. 

Cuarta : L'ua solicitud que, como apoderado de ljó|X'z, pre- 
stito á la mesa topográfica y al fiscal de gobierno, dmi Augusto 
D, Coiodrcro, en que reconocía á arpié) el derecho de vender 
ta tierra cpie se denunciaba como fiscal. IX 8. 

Quinta: La presentación del escrito de Miranda, en nombre 
de López, quejándose de la mensura (pie practicó Carlcvaro y 
otros actos análogos, lo que importa, dice, reconocer al gobierno 
jurisdicción en el asunto. (Exp. D, fojas 204 i. 

Que en cuanto á la primera causa de interrupción ó sea la 
mensura de Chapo, realizada el año 1874, es improcedente, [>or- 
qite esa mensura encerró cu su |>erimelro, un terrena distinto 
del que boy se discute, desde que la comisión que recibió del 
juez de Corrientes, fué rcmensurar el terreno de Caballero, que 
es contiguo al que ahora se discute, |>ero no el mismo. Y si pasó 
$¿ allí, no despojó en realidad á Lój**. Esta sola consídera- 
cii'm. liastaría para decidir el punto, pero puede agregarse toda- 
vía que desde la fecha de esta mensura, supuesto acto poseso- 
rio, 1874. hasta la demanda, habrían transcurrido treinta y dos 
anos, en cuyo tiempo se habrían operado todas las prescripcio- 
nes que la ley civil admite como extintivas, de las obligacio- 
nes ó adquisitivas de los derechos. (Art, 3998 código civil). 
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Lo mismo puede decirse del juicio fallado por la cámara del 
Paraná. Esa sentencia, cualesquiera que fueran las líneas que 
tomara f>or base, no se refirió á este terreno, y por lo tanto, no 
interrumpen la prescripción del mismo; se refieren al que Cha- 
po mensuró y que era contiguo á éste. VA fallo de la cámara del 
l'araná dejaba al naciente, al que hoy ^e litiga, como puede ve- 
rificarse en el plano de 1 , ingeniero Yirasoro,' á fs. 790. 

(¿uc la interrupción que su pretende producida l*>r la soli- 
citud de compra, de la que fue enhteusis de Bordón, ó liordón 
Cne. no ha podido verificarse, pues, en tal caso, se presenta el 
vguieiitc dilema: Kl terreno que solicita López ■ ttínÉfé ó no 
después de mensurado por WylieU, dentro de su propiedad, 
según ta mensura de la comisión; si fio quedó dentro, con razón 
lo solicitó López; y si resultó dentro de lo suyo, como sucedió 
en i-arle, él lo habría solicitado [>or error de hecho y ello 110 po- 
dría i»crjudtcarle por haber tenido razón para errar; atonta la 
extensión de los campos *y de tratarse de límites no visible*. 
( Arts. 924. 927 y oao código eivli). 

Que con respecto al 4." y 5." capitulo de la intermisión de 
la prescripción. s<m más improcedentes, si calie, que los anterio- 
res, por cuanto el reconocí mientti de las faculta* les del gobierno, 
vu relación á la tierra pública, no importa renunciar al derecho 
derivado de los propios títulos. Kl reconocimiento del derecho 
de otro, no puede resultar de actos obscuros, que sólo tienen una 
relación mediata con los hechos. (Arg. de los arts. 721 y 72 J 
código civil > . 

(Jne de lo expuesta resulta que habiendo poseído López, sin 
interrupción, a lo menos desde el año 1870, fecha en que se 
* aprobó judicialmente su mensura, ha obtenido la propiedad del 
campo, mediante la prescripción de veinte años. (Art. 4016 có- 
digo civil). 

P6í estas consideraciciies, se resuelve no hacer lugar á la 
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demanda, sin es|>ecial owlenaeión en costas ; atenta la 
de las cuestiones debatidas, 
saber original, repónganse los sellos y archívese. 

A. Bermejo. -Octavio Bunqe.— 
M. P. Daract. - C. Moyano 
Gacitüa. 
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■ 

Keiurso extraordinario deducido de hecho por don í t uis Negri 
en autos con Próspero } araHa v doña ftosa t'araiia 

Sumario: ÜS improcedente el recurso extraordinario previsto 
en el articulo 14 <le ta ley núm. 48 y 6." dé la ley núm. 4055, 
deducido contra una sentencia que interpreta y aplica sola- 
mente disposiciones déj código civil y <lc la ley local de pro- 
cedimientos que mu s- lian discutido en el juicio como con- 
trarias á la constitución nacional. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

AUTO DI LA CAMARA FEDERAL DEL PARANA 

Pinni. Junio 4 de 190». 

Visto : 

El recurso de ai>clat ion que |iara ante la suprema corte de 
la nación interpone den Luis Negri (fs. 108) enntra el auto de* 
f.níuvo dictado por esta sala á fs. 104, y, 
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Considerando; 

l* Que el recurso de apelación interpuesto está legislado 
en los arts. 14 y 15 de la ley de 14 Septiembre de 1863 sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales en enu- 
meraciones taxativas, en tazón de que esas apelaciones son de 
carácter general y que por lo tanto hacen que aquellos recurso» 
deban limitarse solo á los casos incluidos en dicha ley. 

2: Que en estos autos, como resulta del estudio que de 
ellos se ha hecho, en la resolución de primera instancia, como 
en la dictada por esta saU>, en ningún momento se ha discutido 
que las disposiciones que sobre cesación del mandato contienen 
el código civil y el código de procedimientos civiles de la pro- 
vincia, y que sirven de fundamento legal á la resolución recu- 
rriría, estén en pugna con ningún precepto constitucional, lo que 
hace absolutamente improcedente dicho recurso. (Arts. 14 y 15 
de l.i ley de Septiembre 14 de 1863), 

Por otra parte, se trata de un auto resolviendo excepciones 
y 110 de una sentencia definitiva de manera qne si en algún mo- 
mento pudo interponerse este recurso, 110 sería por cierto en este 
juicio donde sólo se ha discutido si aquella sentencia definitiva 
que se ejecuta está bien ó mal notificada á las partes. Además, 
en esta incidencia no se ha promovido cuestión alguna que haya 
requerido pronunciamiento sobre ninguno de los casos enumera- 
dos en la ley nacional ya citada, lo que por si solo es motivo su- 
ficiente para declarar que el recurso interpuesto no tiene razón 
alguna ríe orden legal en qué fundarse. 

Por estos fundamentos, se resuelve: 110 hacer lugar al re* 
cursi» tic aiwlactón interpuesto, por improcedente, con costas. 

I fágase saber y bajen. 

Mctlina — Ruis Aforen» — Martines. — 
Autc mí: Lucio V. Torres. 
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DICTAMEN DEL 5E*OE PROCURADO* OEHESAL 

Suprema corte: 

El recurso directo interpuesto para ante V. E., es impro- 
cedente, á mérito de lo que disponen los arts. 14 y '5 dc fe ,e y 
núm. 48. 

De las sentencias de primera y segunda instancia, transcrip- 
tas íntegramente en el informe elevado por el superior tribunal 
oc 1* provincia de Entre Ríos ( se desprende <|iie el débale sos- 
tenido en este litigio, lia versado exclusivamente sobre la inter- 
pretación de los artículos del código civil, relativos á la dura- 
ción del mandato y á la transmisión de derechos hereditarios, y 
del código de procedimientos local, referentes á la suspensión de 
los juicios por fallecimiento del poderdante. De suerte que 
V. E. no tiene competencia ¡rara entender en el pleito: a) por 
no haberse cuestionado la validez ó inteligencia de una cláusula 
constitucional, tratado ó ley del congreso, ó comisión ejercida en 
nombre de la nación (art. 14 citado) ; b) por cuanto á la apli- 
cación que los tribunales de provincia llagan del código civil, 
no da ocasión al recurso extraordinario (art. 15 eitado). 

Esa alegación que se hace |>or el recurrente en esta opor- 
turidad, basada cu la violación al arJ 17 de la constitución 
es extemporánea, desde que para que proceda la apelación es 
necesario que exista una decisión contraria al derecho que se 
funda en una cláusula constitucional, lo cual no ha sido materia 
de la sentencia recurrida. (Fallos de V. E., lomo 75, págs. 183 

y 404; 83, pág- 323)- 

Por lo expuesto, pido á V. E. se sirva no hacer lugar al 

recurso directo deducido. 

Luis B. Molina. 



m jipsticia dk la nación 



FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

BtMiioi Mih, Novkmbrc 13 d* 

Visto. 

El recurso de hecho deducido i»r don Luis Negri contra 
sentencia del superior tribunal de la provincia de Entre Ríos, 
dictada en autos seguidos entre dicho Negri y don Próspero 
Varalla y otros, incidente de ejecución de sentencia, y 

Considerando; 

y lie según aparece de los autos referidos (fs. i vta.)» don 
Luis Negri invocó el art. 17 de la constitución nacional para 
oponerse al cumplimiento, en cuanto se referia á sus tienes, de 
una sentencia dictada contra doña Josefa A. de Negri y don Luis 
Negri, padre. 

Que el superior tribunal de Entre Ríos, interpretando y 

aplicando los arts. 3410, 3417 y Í0 del «^«"S civil Y ,os ar * 
ticulos 560, 40, 1250 y 1253 de la ley local de procedimientos, 
lia estimado que esa sentencia afectaba al recurrente, en su ca- 
lidad de heredero de una de las partes, y en ratón de que el falle- 
cimiento del causante de Negri, no hizo cesar la personería del 
mandatario del primero. (Fs. 104). 

Que en el juicio de que se trata no se ha dicutido, como lo 
establece el auto de fs. 110, que las disposiciones sobre cesa- 
ción del mandato contenidas en el código civil y en el código 
de procedimientos civiles de la provincia de Entre Rios, que sir- 
ven de fundamento á la resolución recurrida, estén en pugna con 
ningún precepto constitucional. 

Que existe así en el taso, privación de ia propiedad en vir- 
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tud de sentencia fundada en ley» sin que sea dado á esta su- 
prema corle entrar en et examen de si las disposiciones légale» 
citadas por el superior tribuna) de Entre Ríos, justifican ó no- 
esa privación, desde que ellas no son de las previstas en el in- 
ciso 3.% art. 14 de la ley núm. 48. 

En su mérito, y de aruerdo con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara bien denegada la apelación. 

Notitíqucsc con el original y, previa reposición de sellos, 
archívese. Devuélvase con testimonio de esta resolución, los au- 
t*¡3 pedidos para mejor proveer. 

A. Bermejo. — Nicanor O. del 
Solar.- M. P. Daeact. 



CAUSA XCV1JI 

Criminal contra Jesús Vareta, por homicidio 

Stiwario ; Ks justa Ta sentencia que impone la pena de diez y sie- 
te años y medio de presidio al autor de un homicidio come- 
tido sin atenuante alguna. (Art. 17, capítulo t. n , inc. 1," de 
la ley de reformas al código penal). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO DE LA PAMPA 

Y visto»: 

Estos autos seguidos contra Jesús Várela, español, de trein- 
ta años, sin sobrenombre, casado, jornalero, por homicidio, de 
donde resulta: 
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Que en Marzo 31 del año próximo pasado, la comisaría de 
Catriló y en virtud del aviso de fojas 2, procede á instruir el 
sumario correspondiente y trasladado a) tugar del hecho, encon- 
tró el cadáver de José Figueroa, con una herida de arma Manca 
debajo del brazo izquierdo, y que el autor era Jesús Várela, el 
que había fugado, y que tomó declaración á los testigos Francis- 
co Heinal fe. 4. Manuel Millar, fs, 5, José González, f s. 6, An- 
tonio Su»™, fs. 8 á fs. 8 vta. y 9 Francisco Ficcini, fs. 10 vta. 
á 11 á fs. 14, aparece el informe médico y .i fs. 15 vta. presta 
declaración Jesús Várela, quien manifiesta que estaba completa- 
mente ebrio y que 110 recuerda nada, y á fs. 17 vta. Carlos 
Luoni, elevándose los autos á este juzgado en Abril 16 del año 
próximo pasado. 

Que en Mayo 8 se dicta auto de prisión preventiva. 

Que ,-'1 fs. 24 aparece la partida de defunción de José Fi- 
gueroa, á fs. 26 acusa el ministerio fiscal, pidiendo la pena de 
diez y siete años y medio de presidio y corrido el traslado a) de- 
fensor, éste se expide á fs. 29, negando en absoluto el hecho y 
pidiendo el sobreseimiento. 

Que abierto el juicio ¿ prueba éste se vence sin producirse 
ninguna por las partes, no habiendo comparecido á la audiencia 
del art. 493, llamándose autos para definitiva á fs. 37. 

Y considerando: 

Que ninguno de los testigos ha visto cuándo Várela le dio 
la puñalada á Figueroa y que lo aseverado por el testigo Anto- 
nio Stiárez, de que se traía ron en pelea, que Vareta le dio una 
bofetaila y Figueroa le dió otra, no tiene valor de ninguna dase ; 
primero: jorque no se explica que una pelea á diez metros de 
distancia, en que ambos contrincantes se bofetean, solamente 
lo ve una persona y los demás que están con éste no ven nada 
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ni se dan cuenta ; segundo ; porque este mismo testigo Suárcz ve 
que se traban en pelea, que se abofetean á diez metros de él, pero 
no ve cuando Várela le da la puñalada á Figueroa, ni oye ale* 
gación ni gritos en el acto, ni tampoco los demás testigos, los que 
no hacen ninguna referencia, y recién cuando Figueroa volvió 
de su carpa se dieran cu* uta que tenía una puñalada nada me- 
nos, debajo del brazo izquierdo, la que le produjo la muerte po- 
ca* horas después. 

Como es natural, cstB<4 declaraciones no pueden ilustrar el 
criterio de un juez ni producirle la más mínima presunción pa- 
ra fallar con precisión. Qur en cuanto á lo que declaran los testi- 
gos José González y Callos Lconí, que Vaiela dijo, que le 
había pegado á Figueroa, esta declaración tampoco puede tener 
valor alguno, no sólo por el estudio detenido que de ello hace 
el defensor, doctor Molas, y que entrar en mayores detalles no 
sería más que una repetición, sino por los fundamentos de lo» 
considerandos que anteceden, y como dice la defensa, no retine 
ninguno de los requisitos para que una confesión pueda produ- 
cir prueba plena, cuya doctrina está sostenida por diferentes 
fallos de ta suprema corte, entre otros, los citados i>or el de- 
fensor. 

Que de las presunciones que de los hechos resultan, están 
á juicio del infrascripto muy lejos de reunir los requisitos del 
ait. 358 del código de procedimientos, y teniendo en cuenta: 
Que en caso de duda dele siempre estarse u lo más favorable 
al reo (art. 13 ley citada) 

Resuelvo : Absolver dt culpa y cargo á jesús Várela por ct 
delito de homicidio que se le atribuye en ia persona de José 
Figuroa, el trinta y uno de Marzo del año próximo pasado en 
Catritó, en la cuadrilla del ferrocarril Oeste, sin que de autos 
aparezca prueba para declararlo autor de tal delito, y, por tanto, 
din que este proceso haya afectado su buen nombre 
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Hágase saber, dése bu copias que se solicite», líbrese orden 
á la cárcel para la inmediata libertad del procesado y, á su tiem- 
po, archívese. 

m, R. Duarte.— Ante mí; Noé Qutroga. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE LA PLATA 



Vistos y considerardo : 

Que el homicidio de José Figucroa, atribuido á Jesús Vá- 
rela, es un hecho probado en autos, por las diligencias sumaria- 
les y constatado por el certificado medico de fojas 14 y partida 
de tic función de fojas 24. 

Su perpetración está uniformemente revelado por las decla- 
raciones reunidas, contestes todas, en cpie en disputa Figncroa 
ion su matador, fué herido, sucumbiendo rápidamente á con- 
secuencia de la herida, la cual era "penetrante entre ¡a séptima 
í' costilla y la región precordial lateral, de fuera á dentro, pro. 
" ducida por instrumento cortante y punzante, que lastimó d 
"conuón" (informe médico citado). 

Que lo único en lo que discrepa el dicho de los testigos pre- 
senciales, es en la forma del altercado y en la manera en que 
ftié herido el desdichado Figueroa. 

En efecto: Francisco Vesnal cuenta que "oyeron de pronta 
* un barullo afuera y al salir de la carpa vieron que José Fi- 
fi gueroa y Jesús Várela lucha]»» y en ese instante se separa- 
' ron, tomando el primero para la caq« del tercer capataz y el 
" otro acto continuo, tomo una ropa que tenía y salió del cam- 
» pamento, tomando la vi* en dirección al pueblo. Al volver Fi- 
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■ gueroa de li carpa se vió que presentalla una herida de anua 
" blanca debajo del brazo izquierdo". 

Casi en idénticos términos se expresa Manuel Millán. 

José González dice, que "oyeron un barullo y movidos por 
"la curiosidad se asomaron para afuera, naciéndolo primero 
" sus compañeros y en esas circunstancias, vió á José Figueroa, 
41 presentando una herida debajo del brazo izquierdo y á Jesús 
"Várela alistando una repa, junto á una carpa, y que euse- 
"guida abandonó el campamento." 

Antonio Suárez declara que "no pudo oir lo que hablaban 
*' k diez metros de distancia, pero en ese momento (cuando cam- 
biaban palabras), vio que Várela asestó una bofetada á Fi- 
" gueroa, que fué retribuida por éste, que pasado esto y acto 
" seguido, Figueroa se dirigió al otro extremo del campamento, 
? quedando Vareta en la car|>a donde penetró empuñando un cu- 
chillo de mango Depiles se dio cuenta que Figueroa es- 

" taba herido". 

Que si bien es cierto que Várela, en su declaración imla- 
gatorio, anima no recordar nada de la escena, por encontrarse 
completamente ebrio liaste el punto que no se acuerda si habló 
con Figueroa, y si bien es cierto que ninguno de los testigos ha 
S isto apuñalarlo, no es menos cierto que del examen imparcial 
de todo el proceso, se llega á la convicción de que fué el pro- 
cesado y no otro el que hirió mortalmentc á Figueroa; son he- 
chos indubitados que éste > Várela se trabaron en disputa, que 
inmediatamente después se vió á Figueroa herido; á Varda dis- 
puesto á abandonar el campamento, preparando la fuga, lo que 
efectivamente hizo, tomando el camino de la vía, que alguno de 
los testigos lo vió entrando á la carpa con un cuchillo de cabo 
negro de madera, cuchilla que en su indagatoria confiesa haber 
tenido "con el que no recuerda" haber herido á Figueroa" ni 
haber hecho uso de él. 
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y»c cu manera alguna ha justificado el procesado, la ebric- 
*h>: total que alega, ni tampoco se ha cubierto con ninguna otra 
de ias causales eximentes de pena, especificadas en el artículo 
tinenta y uno del código r-cnal y antes, por el contrario, la exi- 
mente de ebriedad aparece imprecedente, pues los testigos casi 
uniformemente se inclinan á creer cjue ni siqticra estaba parcial- 
mente ebrio, en el mtvmento del incidente, opinión que aparece 
corroborada jior su conducta ]x>stcrior, recogiendo su ropa y 
entregándose á la fuga. Tan improcedente aparece la eximente 
«n cuestión, que la defensa ni siquiera liíiec mención <le ella. 

Por otra parte, la ebriedad total par?, ser eximente debe ser 
involuntaria, reqn.sito que no ha justificado la defensa haber 
tenido lo que invoca Vaitla. 

Que constando en amos, como ha ffuedado establecido, que 
Várela ha sido el heridor y no habicud.» invocado ni justificado 
tampoco causal atenuante, es forzoso ffecidir que el acto llevado 
á cabo por el procesado está cotnprtHflido en el art, 17 ; capítulo 
primero, "delitos contra la vida*', inciso primero, ley de refor- 
mas del código penal, castigando fon la pena tic dn z á veinte y 
cinco años de presidio. 

IW los fundamentos expuestos, se revoca Ta sentencia afie- 
lada, condenándose cu consecuencia ú Jesús Várela al promedio 
de la pena establecida en t ' articulo citado, ejrto es, á la de diez 
y siete años y medio de píesidío. accesorias legales y costas. 

líe vuélvase para su cumplimiento. 

Daniel Goytia — Joaquín Carrillo — Mar- 
celino Escolada. 
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DICTAMEN D8L SR. PROCURADOR GENERAL 



Suprema corte: 

l*ido á Y. l£. la confirmación del fallo de la excelentísima 
cámara inferior. 

De la lectura de las pruebas agregadas en el sumario poli- 
cial, surge la convicción de que fué el procesado Várela, quien 
hirió á Figueroa de la puñalada que momentos después le pro- 
dujo la muerte. Las declaraciones de los testigos, permiten re- 
construir la escena ocurrida á diez metros de distancia de los 
declarantes, entre !a víctima y su heridor, que comenzó por una 
acalorada discusión entre ambos y terminó ¡>or haberse retirado 
Figueroa á la carpa del crpataz, de donde volvió á salir ya muy 
herido y fugado Várela dtt campamento en que se encontráis. 

La declaración indagatoria arroja graves presunciones con- 
tra el acusado, quien interrogado sobre si conoce la causa de su 
detención, contesta "que n:pone lo está por haber dado muerte 
á José Figueroa", y á continuación responde de una manera eva- 
siva á todas las interrogaciones que se le hacen, alegando no 
recordar nada por haber estado completamente ebrio, lo que está 
contradicho por las tice! a t aciones de los que le vieron después 
del incidente, y por la m¡f>ma actitud de Várela que, según dice 
juntó su rojia y se marchó "en seguida", atendiendo el consejo 
que le dieron sus compañeros. 

En «unto á la manifestación atribuida concordantcmentc 
por los testigos González y Leoni, al acusado: "yo he sido el que 
le he pegado", tiene una importancia capital en el proceso» ape- 
sar de las consideraciones que formuló el defensor en primera 
instancia, y que el juez letrado dió por reproducido en su sen- 
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leticia. No liene, tal manifestación, la fuerza de la confesión, que 
determina el art. 316 de' código de procedimientos, pero de- 
muestra acabadamente, conforme al art, 300 del mismo código, 
que es falso lo aseverado por Várela de que no recordara si 
hirió á Figueroa. La confesión 110 es bastante, en derecho penal, 
para protiar por sí sola la comisión del detrito, mientras no reúna 
todos los requisitos enunciados en el art 316 citado, pero cuan- 
do el delito resulte justi! cado por otras pruebas, el reconoci- 
miento que hace el inculpado del hecho atribuido, es un antece- 
dente que tos Jueces deber, lomar muy en cunta. 

En cuanto á las deficiencias de la prueba testimonial, que 
apunta el defensor en cs-ta instancia, no tienen valor alguno, 
pues la ratificación en el plenario de tas declai aciones tomadas en 
et sumario, es sólo una diligencia que tiene lugar cuando fuesen 
observadas |x>r las partes ó el juez lo estimara conveniente (ar- 
ticulo 484 código citado), y dicho defensor fué negligente para 
solicitar dicha medida en la estación oportuna, si to creía nece- 
sario. 

Por estas consideraciones y las del fallo recurrido, pido á 
V. E, provea como lo sol cito al principio. 

Julio Batct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bbííkj* Alrtf, Nihrtmbn 16 de 1900. 

Vistos y considerando: 
Que la existencia del delito de homicidio perpetrado en la 
persona de José Figueroa que ha motivado la formación de este 
juicio, está plenamente comprobado por el certificado de defun- 
ción de fs. 24, informe médico de fs. 14 y fs. 15 y demás dili- 
gencias del sumario instruido por la policía de Catriló, segundo 
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departamento del territorio nacional de la rampa Central. 

Que se ha comprobado también la responsabilidad del pro- 
cesado Jesús Várela, corno autor de este delito, según resulta 
de las declaraciones de lo* testigos, corrientes de fs. 3 á f s. 19, 
así como de los demás antecedentes y circunstancias relacionadas 
en la sentencia pronunciada por la cámara federal de l<a Plata, 
á fs. 51, siendo de notaist ta conducta observada por el pro- 
cesado, el une, inmediatamente de herido Figueroa, huyó del lu- 
gar del suceso y trató de ocultarse, hasta qi*e fué aprehendido 
dos días después en la estación Mutilo*, del ferrocarril Oeste, 
como resulta de la diligencia de fs. 11 vta., y lo confiesa en su 
declaración de fs. 15 vta.. ratificada ante el juez de la causa, á 
fs, 21 vta. 

Que por lo que luce 6 la pena de diez y siete años y medio 
<Je presidio que se impone al procesado, ella es extrictamente 
ajustada á derecho y conforme con lo dispuesto por el art. 17, 
cap. i.% inc. 1.* de ta ley de reformas al código penal, sin que 
* concurra en el caso circunstancia alguna que autorice á dismi- 
nuirla. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se confirma la sentencia apelada de 
fs. 51, con costas. 

Notifiquesc original y devuélvanse los autos. 

A. BtuMiro - Nicanor O. del So- 
lar. - M. P. Daraci. 
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CAUSA XCIX 

Contienda de competencia trabada entre el jues de primera ins- 
tancia en lo civil de la lapital y el de igual de San Nicolás de 
tos Arroyos, en el toncurso civil de don Arturo D. Ro- 
drigues. 

Sumario: No se considera operado el cambio de domicilio de una 
persona por su traslación & otro lugar sometido á distinta 
jurisdicción, para hacer allí cesión de bienes, si los negocios 
de ella continúan radicados en su anterior domicilio. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO DEL JUEZ DE LA CAPITAL 

Vistos y considerando: 

Que de la prueba acumulada resulta plenamente acreditado 
que don Arturo D. Rodríguez tuvo su domicilio real en la ciu- 
dad de San Nicolás, con anterioridad á la fecha de la presenta- 
ción en estos autos. 

Que las constancias relacionadas con el domicilio del oficio 
del señor juez de San Nicolás se refieren á esc hecho cierto, no 
discutido en modo alguno por el concursado, pues en su escrito 
inicial de fs. 3, reconoce haber tenido su residencia y el principal 
asiento de sus negocios en la citada localidad. 

Que por lo tanto, teniendo en cuenta que por disposición 
expresa del código de procedimientos fart. 718] el concurso 
civil de acreedores debe ser substanciado por el juez del domici- 
lio del deudor, la cuestión de competencia suscitada tendría ne- 
cesariamente que resolvere en el sentido de la competencia de 
los tribunales de la capital sí quedara acreditado que Rodríguez 
eu la fecha de la iniciación de su concurso tenia su domicilio en 
la capital. En efecto; la disposición referida al prescribir que el 
deudor no comerciante "i*cdrá hacer cesión de t nenes en favor 
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de sus acreedores, presentándose por escrito ante el juez <le lo 
civil de su domicilio, "es categórica al atribuir el conocimiento 
del juicio al juez del domicilio actual. Como lo enseña Mantesa, 
tomo 3 ", pág. 317. "para determinar el domicilio ha de estarse 
á la fecha en que el dt,<aor se presente en concurso, no á la en 
que se contrajeron las obligaciones". Y no otra cosa, podría in- 
terpretarse ante los preceptos concluyanles de nuestra legisla- 
ción, toda vez que la ley o« fondo en su articulo 100, determina 
que el domicilio del derecho y el domicilio real, determinan la 
competencia de las autoridades públicas para el conocimiento de 
los derechos y el cumplimiento de las obligaciones, y el 07: "míe 
el domicilio puede cambiarse de un lugar á otro, sin que esta 
facultad pueda coartarse por contrato ni por disposición de últi- 
ma voluntad", agregando, "que el camino de domicilio se verifi- 
ta instantáneamente por el hcclto de la traslación de la resi- 
dencia de un lugar á otro con ánimo de permanecer en él y tener 
allí su principal establecimiento". 

Que por consiguiente para determinar la competencia del 
infrascripto es indiferente que el señor Rodríguez haya tenido 
su domicilio días ante\ de presentarse haciendo cesión de bie- 
nes en la ciudad de San Nicolás, si á la fecha de ésa presenta- 
ción había trasladado ya tu residencia á esta capital con ánimo 
de establecerse en tila definitivamente. 

Que las declaraciones prestadas por los testigos Luis Sar- 
miento, Luis Loero (hijo) <fs. 123), Teodoro Sanguinetti (fo- 
jas 123 vta.), Gotardo Gistagnola Costa <K 124 vta.), Apoh- 
nario Hurtado <fs. 125 vía ), Telémaco Capacri (fs. 126 vta.), 
Fausto íTnsa (fs. 127). oemuestran que el señor Rodríguez a 
fines ele Febrero resolvió dejar su domicilio de San Nicolás, 
abandonándolo licfimtivaimnte en los primóos días de Mayo, 
con su traslado á la capiial federal acompaüado de su familia, 
previa entrega de las llave de la casa que xupaba allí, al pro- 
pietario. 



m JUSTICIA DE LA NACION 335 

(Juc al trasladarse retiró todos los muebles de su casa-habi- 
tación y los embarcó con dcsliuo á Buenos Aires en los ferroca- 
rriles Buenos Aires y Recrió (fs. 124 y fs 127 vta.) 

Que estas circunstancias son demostrativas del*carácter con 
<jue el señor Rodríguez se trasladó á Buenos Aires, esto es, que 
la residencia posterior elegida |>or Rodríguez importaba un cam- 
bia definitivo de domicilio (Aubry y Rau, párrafo 144). 

Que en tales condiciires debe declarar su competencia para 
entender vn el concurso voluntario de don Arturo D. Rodrí- 
guez, no considerando pertinentes los observaciones del señor 
agente fiscal, en su dictamen de fs. pues no babiendo en la 
ley de procedimientos restricción alguna para que el juez del do- 
micilio de! deudor, conozca en su concurso ovil, una resolución 
contraria ¡nifiortaría desconocer el derecho de cambiar el do- 
micilio que la ley ampara en términos absolutos y categóricos 
(art. 97 del código de prortdimeintos), y tas consecuencias lega- 
les que de esc bocho se deprende aceica de la jurisdicción. 

ÍVir estas consideraciones, el juzgado resuelve mantener su 
intervención en el presente concurso y dando, en con secuencia, 
por imitada la cuestión de competencia suscitada por el señor 
juez de San Meólas, llágasele saber por medio de oficio y elé- 
vense los autos á la excelentísima corte de justicia nacional para 
su resolución. 

Andiés liúires — Ante mi : Carlos M. Fragueiro. 



AUTO DEL JUEZ O i NCOL 

Autos y vistos: 

Atento lo expuesto y pedido en los escritos de fs. 1, 25, 31, 
34 y 35 y vista fiscal de ts. 38 vta., por lo que resulta de los cer- 
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tifiados de fs. 3 vta., 4, * vta., 5, 7 vta., 8 vta., l6, 16 vta., 18, 
19, 19 vta,, 30 y 42 á 46, la publicación de fs. 23 ; en mérito de 
lo establecido por los arts. 714 y 715 y 7» del código de proce- 
dimientos, y teniendo presente que la universalidad de los juicios 
de concurso comprende todo el territorio de la república, según 
se desprende de las disposiciones del código civil (libro 4.*, sec- 
ción segunda, titulo ti*) y jurisprudencia de la suprema corte 
nacional en el tomo 30, p*g. 559. tomo 56, pág. $2, tomo 9.» pá- 
gina 434, tomo 65 pág. 349. tomo 69, pág. 3*1 )' *«"<> 75 pá- 
gina 279, se declara competente el juzgado para conocer en el 
presente juicio y abierto el concurso civil de don Arturo D. Ro- 
dríguez; nómbrase síndico al doctor Francisco Barrera, á quien 
se le hará saber para que. previa su aceptación del cargo en 
forma ante O actuario, proceda á la ocupación de los bienes y 
papeles del fallido bajo formal inventario, y al cumplimiento 
de los deberes c|ue le imjKMie dicho código de procedimientos ; 
y depositario de los mismos bienes á don Jorge R. W. Tucker; 
decrétase inhibición general contra el concursado y para su ano- 
tación en la oficina central de La Plata, líbrese el oficio del caso 
con los datos necesarios ai efecto y que serán suministrados por 
el recurrente en el acto di» su notificación ; fijase el término de 
quince dias |»ra que los se real ores presenten al síndico los títu- 
los justificativos de sus crúlitos; prohíbese hacer pagos ó entre- 
gas de efectos al concursado, sopeña á los que lo hicieren de no 
quedar exonerados en virtud de dichos pagos ó entregas, de las 
obligaciones que tengan pendientes en favor de la masa ; señá- 
lase la audiencia del día cuatro del entrante mes de Mayo, á 
las dos p. n»., para que tenfa lugar la junta de verificación y gra- 
duación de créditos y hágtse saber este auto á tos acreedores por 
edictos que se publicarán durante veinte días en los diarios El 
Boítin Judicial de La Plata, El Noticiero de esta ciudad y JViir- 
ro Heraldo de Pergamino y fíjese un ejemplar del edicto en el 
tablero de la secretaría actuaría; notifíquese á los secretarios 
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L'ribtiru y finio á lin <k? ouc remitan á ta secretaria actuaría los 
juicios que tramiten contra el concursado para su acumulación 
al presente, y teniéndose por mantenidi la competencia del juz- 
gado |>ara entender en este asunto, contéstele el exhorto de fo- 
jas 14 con transcri|tcióti de este auto, los citados escritos, dicta- 
men y certificado*, á fin de íjuc en caso de ¡JOfl el juez exhortan- 
te resolviera sostener su competencia para entender ¿1 su vez en 
este juicio, lo comunique al infrascripto y se digne elevar los au- 
tos á la consideración de ta suprema corte de justicia de la na- 
ción. Señálase lo* 'lias limes y jueves de cada semana ó el sub- 
sánente hábil, si alguno fie aquellos fuere feriado, para notifica- 
ciones en secretaria y repóngase la toja por el recurrente en el 
término de tres «lías, vencido el cual dará cuenta el actuario. 

J. Macetiottio i anedp. — Ante mi: Adolfo j, fíruyant. 
DICTAMEN DEL SESüR PROCURADOR GENERAL 



Suprema corte: 

A V. E. corresponde dirimir la presente contienda de coin- 
]K'tencia, á mérito de lo que dispone el arL y.", inc. C, de ta 
ley núm. 4055. 

Con arreglo á lo establecido por el art. 2 de ta ley 0^7, el 
conocimiento de los juicios universales de concurso de acreedo- 
res y de sucesión, corresponda dentro del territorio de la repú- 
blica, á los jueces de aquella provincia en míe el fallido uniere 
su principal establecimiento, al tiempo de la declaración de quie- 
bra. Aplicando esta disposición al caso sub-judke, resulta indu- 
dable la competencia del juez de primera instancia de San Ni- 
colás, para conocer del concurso civil de don Arturo Rodríguez,. 



m 
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desde que, de la propia exposición del concursado y de las demás 
constancias fie autos» se desprende que sus negocios han consis- 
tido en operaciones de compra-venta, arrendamiento y explo- 
tación de tierras urbanas y rurales, estando radicado en la ciu- 
dad de Pergamino, primt.ro, y después en la de San Nicolás. 
Hasta leer el estado de su activo y pasivo, que presenta Rodrí- 
guez a fs. i de su concurso, para comprender que el centro de 
sus negocios ha sido el Pergamino, donde dice tener su estable- 
cimiento de campo rjue constituye la parte más valiosa de su 
haber, ó sea su establecimiento principal, (Paltos, tomo 69, pá- 
gina 31 1). 

\\\ fundamento en que se apoya el seño/ juez de lo civil de 
esta capital, para sostener su com|K*tencia, es en mi sentir, equi- 
vocado. 

Si bien es conforme á las prescripciones de nuestro código 
civ il iart, 3284), que al juez del domicilio del deudor correspon- 
de declarar el concurso de acreedores, no es exacto que en el 
caso snh-jutlifc está protaulo que Rodríguez trasladó su domi- 
cilio de San Nicolás á la capital federal, en las condiciones que 
exige la ley jiara que esa traslación pueda surtir los efectos le- 
gales que se le atribuyen. Kl art. 97 del código civil establece que 
el cambio de domicilie se verificará por el hecho de la traslación 
de la residencia de un lugar á otro, con ánimo de permanecer 
en él y tener allí su prncifial establecimiento, constituyendo 
estas dos circunstancias, los requisitos esenciales para que se 
entienda operado el cambio de domicilio. Asi lo interpretó V. E. 
en la contienda de com|>etencia trabada coii motivo del juicio 
sucesorio de don Guillermo Douglas. De tas praclxts que se han 
presentado, no resulta que Rodríguez haya instalado su principal 
establecimiento en la capital federal, ni aún que haya fijado su 
residencia de una manera definitiva, como lo dice el art. 92 del 
código citado, y por ello, i;o es el caso de considerar legalmente 
constituido un nuevo domicilio real. 



Dt JUSTICIA MS LA NACION 



33» 



Además, la apertura de concurso civil de acreedores, como 
la del juicio de quiebra, responde á una situación del deudor, 
que el juez se limita á declarar, á fin de que todos los acreedores 
puedan ejercer conjuntamente sus derechos, en la forma y trá- 
mites que las leyes procesales establezcan, de lo que se despren- 
de que es en el lugar donde esa situación se produce, que deben 
continuarse los procedimientos contra e! deudor, pues otra cosa 
importaría alterar la jurisdicción, que habían ejercido los jueces 
ante quienes se prosiguiei 011 los litigios que llevaron al concur- 
sado al estado de falencia, siendo de advertir, á este respecto, 
que el juicio de concurso no es sino la continuación de estos liti- 
gios* en una masa común, que dividirá en la forma que corres- 
ponda los bienes del fallido. 

Por lo expuesto, soy de opinión que V. K. debe dirimir esta 
contienda, declarando la competencia del íeñor juez de San 
Nicolás. 

Julio Bolci. 
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Buenos Aire», Knlcmbic 16 de 19». 



Vistos : 

Las de contienda de competencia entre el juez de primera 
instancia de lo civil de esta capital y el de igual clase de San Ni- 
colás de los Arroyos (provincia de liuenos Aires), para cono- 
cer del concurso civil formado á don Arturo Ü. Rodríguez, y 



Considerando : 
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Que según resulta de los antecedemos «o autos, el mencio- 
nado Rodríguez, contra quién se habían iniciado muchos juicios 
ante los tribunales de San Nicolás, dentro de cuya jurisdicción 
estaba radicado y hacia negocios de compra-venta, arrenda- 
miento y explotación de tierras urbanas y rurales, se trasladó 
á esta ciudad, donde no tenía intereses, en los primeros días del 
mes de Marzo del corriente año y presentó inmediatamente el 
escrito de h. 3. haciendo cesión de bienes á iavor de sus acree- 
dores (planilla de f. 2. activo, oficio de f. 27; declaraciones de 
fi 85, 87. 90, 122. t2$ y auto de f. 167 del cx¡»cdicntc remitido 
por el juez fie la capital ). 

Que la cesión aludid;., que debía traer consigo el nombra- 
miento de un sindico y la ocupación de todas las pertenencias 
del deudor y de los libro y papeles relativos á sus negocios 
(art, 727 del Código de Procedimientos), excluía necesaria- 
mente la posibilidad de qtu Rodríguez pudiera continuar desde 
la capital cu la adminism .-ión de sus bienes 6 dirección de esos 
negocios . 

Que, en tales condiciones, es inaplicable el art. 97 del códi- 
go civil, según el cual, el cambio fie domicilio se verifica instan- 
laucamente |x>r el bocho de la traslación de Ja residencia de un 
lugar á otro, con ánimo de permanecer en é! y de tener aifí íít. 
ftrfncjfiüt establecimiento. 

Que por otra parte, el cambio de domicilio, con el efecto 
de alterar la jurisdicción de los tribunales debe ser un acto 
serio, como lo ha establecido esta corte, en caso análogo. 1 Fa- 
líos, tomo 96. {lágina 218 y nada hace prcs.imir «pie tenga esa 
carácter el efectuado |>or Rodríguez, pues, salvo en lo que res- 
|»ecia á la residencia actua' que puede ser mementánca. se man- 
tiene en lo demás el estado de cosas anterior á los primeros días 
de Marzo. 

En su mérito, y fundamentos concord?ntcs del dictamen 
del señor procurador general, se declara que el juez de San 
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Nicolás tic los Arroyos e«s él competente par conocer del juicio 
de con curso de non Arturo 1). Rodríguez 

Éli consecuencia, re rítansele ios autos y avísese por oficio 
al juez de esta capital. 

Notifiquese con et original y repóngase el papel. 

A. Bermejo —Nicanor Q. del So- 
lar— M. P. Daract. 
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CAfSA C 



Cuestión de competencia suscitada entre el juez letrado dtl te- 
rritorio del N ettquen y el de primera instancia eti lo civil de 
¡a capital 

i 

Sumaria-. Es competente para conocer ile una acción |wr daños 
y perjuicios promovida como consccuéhciai de una querella 
criminal, el juez que entendió en dicha querella. 

Caso: lo explican las piezas siguientes: 



ESCRITO 

Bttitofl Aire», Nmrtembit 36 4c MM. 



Señor jnez de lo civil ; 

Miguel A. Lancelotti por don Jorge Duclout, á mérito de! 
testimonio de poder general que acompaño, constituyendo do- 
micilio legal en la calle Cangallo, 442, como mejor proceda, ex- 
pongo: 

Que por ante el señor juez letrado del territorio dd Neu- 
quen, se lia presentado don Arsenio IJ. Martin, demandando á 
don Jorge Duclout como representante legal ile su esposa doña 
Valentina Bmn de Duclout y de los bienes conyugales de ambos 
por cobro de la cantidad de treinta y nueve mil novecientos 
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ochenta y ocho pesos, como indemnización de los daños y per- 
juicios que dice te lucren ocasionados jxir el señor Duclout, con 
motivo de un juicio criminal que éste te siguió á mediados de 
mil novecientos cinco, por ante ese mismo juzgado, Prescindien- 
do de las razones en que el actor funda la demanda y sin eva- 
cuar por el momento el traslado conferido, vengo á manifestar 
á L*. S. que el señor Duclout jamás lia tenido su domicilio en el 
Neuquen, por cuyo motivo» mal ha podido ser demandado ante 
ttta jurisdicción. El señor Duclout reside en esta capital desde 
hace más de veinte años, como es público y notorio, y resulta 
por otra parte, dé ta cédula de emplazamiento y de las copias de 
la demanda que acompaño, que dice: "Vengo á inter|ioncr for- 
mal demanda ordinaria por cobro de daños y perjuicios contra 
don Jorge Duclout. ingeniero, casado y domiciliado actualmente 
en la capital federal calle Reconquista, número ciento noventa 
y aneo", es decir, en el misino domicilio donde le fué llevada 
a mi mandante la cédula de emplazamiento. De manera, pues, 
que el señor Dtictoul no lia podido ser demandado por el señor 
Arsenio R Martin, sino cu esta capital, porque tratándose de 
una acción personal como es la de daños y |jerjuicios. el juez 
competente es el del domicilio del demandado y no el del actor, 
jiorquc la com|ícteneia en este caso resulta del domicilio y no 
del hecho que dió origen á los pretendidos daños y perjuicios 
que reclama el demandante. Comprando, pues, por la propia 
declaración del actor, que don Jorge Duclout reside en esta ca- 
pital, es indiscutible que sólo L\ S. es competente para entender 
en este asunto. Corresponde. i»r consiguiente, y asi lo solicita, 
que U. S. t previa vista fiscal, asi lo declare, libramlo oficio al 
señor juez letrado del territorio del Ncuqtien, doctor Manuel 
Bouet, cor trascripción de este escrito, si U. S. lo estimara con- 
veniente, |*ara que se inhiba de entender en este juicio y remita 
los autos á este juzgado. Formulo, por lo tanto, la correspon- 
diente cuestión de comptencia por inhibición autorizada |»r 
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el articulo cuatrocientos diez <!el código (le |>rocc<liiuientos ci- 
viles. 

Sírvase l". S. proveer de con fu mudad á lo solicitado. Es 
justicia. 

Otro si ditja : 

Que siendo el poder de carácter general que acompaño, se 
ha de servir V. S. ordenar su desglose, dejando previamente 
constancia en autos. 

Es también justicia, etc. 

Üelcasse — M . A, Lancclotti, 

VISTA Dll- AdENTE FISCAL 

Señor juez: 

l>e la cxjiosieión precedente y de las constancias acompa- 
ñadas que la confirman, restilta procedente la inhihitoria enta- 
blada desde que la parte demandada tiene su domicilio en esta 
capital y se le lia promovido una acción personal. Pienso <pie 
con las formalidades establecidas en el articulo cuatrocientos 
diez y siete del código de procedimientos, puede L*. S. librar 
el oficio solicitado. 

6*. Baforino. 



AUTO DEL JUEZ DE LA CAPITAL 



Autos y vistos: 

Atento lo expuesto en e! escrito de fojas treinta y tres, en 
mérito de las constancias acompañadas y de con fonnidad con el 
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dictamen del fiscal <|tic precede, se admite la inhibitoria entabla- 
da en su consecuencia y en virtud de lo dispuesto |>or el artíciilo 
cuatrocientos quince y cuatrocientos dic* y siete del código de 
procedimientos, líbrese oficio de iidiibieión al señor juez letrado 
del territorio nacional del Xeuuucn, doctor Manuel Uonet. 
acompañándose testimonio del escrito presentado á fojas treinta 
y tres, de lo expuesto |Hir el señor agente fiscal y del presente 
auto. 

Kc| Hincase el sello. 

Jorge dr ¡o Torre— Ante mí : José fíossono. 



AUTO DEL JUEZ LETRADO DEL NEUQUEN 



Vistos y considerando: 

gne la acción deducida de daños y |>er juicios por el señor 
Arsenio U. Martin contra don Jorge Duclout por la querella 
criminal seguida por le segundo contra el primero, es una ac- 
ción personal tpie nace en el presente caso de un delito. 

Que en principio lo accesorio signe el destino de lo prin- 
t i|¡al como lo menos está comprendido en lo más y que la re- 
lación ( obligación > que existe en el derecho personal y ta obli- 
gación que le es correlativa puede compararse al efecto con la 
causa míe lo produce. Siendo esto asi, es indudable que la obli- 
gación signe la misma suerte que el hecho ó el acto del cual nace 
el contrato, el delito y cuasi delito, etc. 

Que nuestro código de procedimientos en lo criminal en su 
art. i-a ha establecido qne el i»rticular querellante quedaría 
sometido á la jurisdicción del juez que conociere de la causa en 
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todo lo relativa al juicio por él promovido y á sus consecuen- 
cias legales/' No pne<le ser más expreso el artículo pre- 
copiado y de él se desprende que el particular querellante queda 
sometido á las consecuencias legales que no son otras que los 
daños y perjuicios en lo civil y la acción de calumnia en lo cri- 
minal. 

Que por otra parte, el principio sentado por el artículo qiie 
se menciona guarda |xrrfccta armonía con la constitución na- 
cional. 

l'or lo expuesto, y de conformidad con la vista fiscal y las 
consideraciones aducidas en el escrito presentado por la parte 
del señor Martin, se resuelve: No hacer lugar á la inhibición 
propuesta por el señor juez en lo civil de la capital, doctor Jorge 
de ta Torre, manteniendo en consecuencia la jurisdicción de este 
juzgado, como único competente para entender en la acción de 
daños y perjuicios promovida por el señor Arsenio tí. Martin» 
con costas á la |>arte que formuló el incidente tic competencia. 

llágase saber, oficiese al señor juez en lo civil de la capital 
doctor Jorge de la Torre, con la transcripción del presente auto 
l>ara que teniendo por formada la cuestión de competencia, se 
abstenga de conocer en el juicio basta su resolución. 

Con ta nota de estilo elévense los autos á la E\cma. supre- 
ma corte de ta nación para su resolución de conformidad con 
el articulo $ inciso (C) de la ley 4055 de ti de Enero de 1902. 

Manuel Bonet, —Ante mi : A. Chaves Fernández 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema corte: 
V. E. es competente jmra decidir la presente cuestión de 
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cnni|>etcncia, á mérito de lo que dispone el art. 9, micíso 6 de la 
ley 4°55- 

El pleito eivil instaurado por don Arscuio B. Martín, es la 
consecuencia de la querella criminal que le promovió don Jorge 
Huctout, ante el juzgado letrado del Xeuqucn, y por consi- 
giente, debe sustanciarse ante la misma jurisdicción que enten- 
dió del juicio anterior, que le sirve de antecedente, 110 siendo 
de aplicación el principio actor forum reí seqitur, por cuanto 
la presentación del querellante ante tm juez de distinta juris- 
dicción á la propia, implica la prórroga de la que correspondía 
al de su domicilio. 

Además, la nueva litis es un incidente del proceso en que 
se causaron los daños y perjuicios, cuyo resarcimiento se per- 
sigue ahora, por lo que debe mantenerse la competencia del juez 
de lo principal, dado que no seria admisible que un juez de dis- 
tinta jurisdicción, conociera en pleitos de derivan de otros (de) 
que no le han estado sometidos. Así lo manda el art. 172 del 
código de procedimientos criminales, y ha sido resuelto por la 
repetida jurisprudencia de V, E., que ha aplicado, asimismo, 
en casos análogos, la disposición contenida en la ley 3, titulo 
15, de la partida séptima. ( Fallos citados en la vista fiscal de 
fs. 5 del expediente agregado y el contenido en el lomo 95, pá- 
gina 106). 

Por lo expuesto pido ;t V. E., se sirva declarar ta compe- 
tencia del juez letrado del Neuqiien, para conocer de la deman- 
da promovida. 

Luis B. Molina 
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Buenot Aim, Noviembre IB de 190'. 

Vistos i 

El incidente tic competencia suscitado entre el señor juez 

letrado del teritorio nacional del Xcuquen y el de primera ins- 
tancia en lo civil de esta capital* para conocer de la demanda 

deducida ante el ;>rhnero, sobre daños y perjuicios |*or don Ar- 

svuio lí. Martín contra don Jorge Duclout, y 

Considerando : 

Que según resulta de los autos que se tienen á la vista, la 
demanda deducida ante el juzgado nacional del territorio del 
X cuquen tiene por base la querella criminal seguida ante el 
mismo juzgado contra el demandante y de la que éste fué ab- 
suelto en definitiva. i\x|>cd¡eute letra P. 178. fs. fi vuelta, 14 
y fojas 15. 

Que, con arreglo ;'i lo dispuesto por el art. 172 del código 
de procedimientos en lo criminal, el querellante particular que- 
dará sometido á la jurisdicción del juez de la causa en todo lo 
relativo al juicio por él promovido y á sus consecuencias legales, 
como se ha declarado también en casos análogos. 

Por ello, y ile conformidad con lo pedido |x>r el señor 
procurador general, se declara que el conocimiento de esta 
causa cores|x>nde al señor juez letrado del territorio nacional 
del Ncuquen, á quien se remitirán tos autos, haciéndose saber 
por oficio al señor juez en lo civil de esta capital. 

Notifiqucse original, reponiéndose los sellos ante el infe- 
rior. 

A. Bermejo — Nicanor G. del So- 
lar- M. P. Oaract. 
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broguerÍQ de la "Estrella", contra la empresa del ferrocarril Buc- 
nüs Aires al Pacífico, jmr cobro dé |iesns. Recurso extra- 
ordinario. 

Suuttirio : Kl arlíeulo 195 del reglamento general <le ferrocarriles 
nacionales, concuerda con él artículo 167 del código de co- 
mercio en lo referente á la prueba del valor (K>r la aparien- 
cia exterior de los efecios, y no excluye á la confesión co- 
mo prueba para demostrar la clase y valor de las encomien- 
das extraviadas. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 

SENTENCIA DEL JUEZ DE COMERCIO 



Y vistos: Resulta: 

r One don Krncsto R, Fregosí ¡wr la sociedad anónima 
"Droguería de la Estrella Limitada" demanda á la empresa del 
ferrocarril del Pacífico, sobre cobro de pesos importe de merca- 
derías ntie se le entregaron para el transporte y ha extraviado y 
expone : Que en el mes de Noviembre de 1905 la entonces socie- 
dad Soldati. Craveri, Taglíalme y Cia., de quien es sucesora en 
su activo y pasivo la sociedad anónima Droguería de la Estre* 
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lia. según así consta del acta de constitución y estatutos debi- 
damente registrados, entregó al ferrocarril al Pacífico en ta es- 
tación Retiro un cajón con las mercaderías detalladas en la pla- 
nilla adjunta, destinado á los señores Torres Muniagurria, de la 
estación Castellanos; que como el tiempo pasaba y esos merca- 
derías no llegaban á su destino y les eran reclamadas por sus 
destinatarios, requirieron explicaciones de la empresa y esta con- 
testó que el cajón con mercaderías se había extraviado y que la 
empresa ofrecía arreglar el reclamo por veinte y cinco pesos, 
de acuerdo con el art. 195 <M reglamento de ferrocarriles. Fun- 
dado en la que prescribe el art. 162 del código de comercio pide 
se condene á la empresa demandada á pagarle la suma de qui- 
nientos tres pesos ochenta y tres centavos mjn. im|»rte de las 
mercaderías, con más los intereses moratorios acrecidos después 
del 20 de agosto de 1906 y las costas del juicio. 

2" Que el representante de la empresa del ferrocarril Buenos 
Aires al Pacífico, expone: Que la sociedad actora carece de ac- 
ción i>ara demandar porque no ha contratado con su mandante, 
ni existe con aquellos vinculación alguna de derecho, y porque 
tampoco es sucesor* de la firma Soldati, Cravcri, Tagliabue y 
Cía., desde el momento en que nada existe en autos para de- 
mostrarlo; que suponiendo que la actora tuviera acción tam- 
poco ixxlria prosperar la demanda porque el art. 195 ílel rc ~ 
glamento de ferrocarriles aplicable al caso por tratarse de una 
encomienda, fija la indemnización jior pérdida en veinticinco lie- 
sos m|n. como máximum, por cada bulto, salvo que pudiera pro- 
barse el mayor valor por la apariencia exterior de los efectos ; 
que el art. 193 del citado reglamento aplica á las encomiendas 
el inciso 2 del art. 178, de lo cual resulla que para asegurar el 
valor de la encomienda y reservarse el derecho para cobrar ma- 
yor indemnización que la fijada en el art. 195. «1 remitente debe 
declarar ese valor. Pide el rechazo de la demanda, con costas. 
3* Que abierta la causa á prueba se produjo la que da cuen- 
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ta el certificado del actuario <lc ís. 3 vta., y agregado lo» alega- 
tos de fs. 47 y 50, quedaron los auto-» ser resulto?, y Conside- 
rando : 

i" Que según se acredita con el testimonie» de fs. 35. la so- 
ciedad anónima "Droguería de la Estrella Limitada se hizo car- 
go de! activo y pasivo de la extinguida firma "Sotdati, C ra veri, 
Taglialme y Cía,", y por consiguiente, tiene acción |tara deman- 
dar el cumplimiento «le las obligaciones establecidas á favor de 
la sociedad de la eual es sueesora. 

2* Que en cuanto al fondo mismo de la cuestión, la empre- 
sa demandada reconoce lialxr recibido una encomienda para 
tran>jK>rtar á la estación Castellanos á la consignación de los 
señores Torres Mumagurria, ce uno también su resjionsauilidad 
por la perdida ó extravio de la encomienda ofreciendo á tí- 
inlo de indemnización la suma ele veinticinco pesos injn., de 
acuerdo con el art. 10,5 del reglamento de ferrocarriles. (Véase 
documentos do fs. 1 y 3 y auto de fs. 44 vía.). 

3" Que esa disposición reglamentaria no se armoniza con las 
prescripciones de la ley de ferrocarriles, por cuanto habiendo 
declarado dicha ley, en su art. 50, que las res|K>nsabílidadcs de 
las empresas, respecto á los cargadores, jior pérdidas, averías ó 
retardo en la expedición ó entrega de las mercaderías, serán re- 
gidas por el código de comercio, no existe sobre ese punto di -po- 
sición alguna cuya aplicación fura nt esario reglamentar, y ade- 
más en oposición eon el «'«digo de comercio, porque en vez de 
establecer una cantidad fija como lo hace el decreto reglamen- 
tario impone en su art. 179 la obligación de |»agar el valor que 
tendrían los efectos en el tienun» y lugar de la entrega. 

4" Que basta relacionar esos antecedentes para demostrar 
la i nin-acia de la disposición reglamentaria en que funda sus 
exigencias la empresa, tanto portjnc el poder administrador ca- 
rece de facultades para ampliar, restringir ó modificar el senti- 
do de una ley. so pretexto de reglamentarla, cuanto porque el 
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decreto reglamentario se refiere á una ley distinta de la que rige 
el caso. 

5" Que en consecuencia, ta controversia queda reducida á 
una cuestión de hecho, ó sea si se ha prelado la naturaleza, can- 
tidad y valor de los objetos extraviados, puesto que el boleto de 
fs. I no contiene las declaraciones que tfcbe consignar la carta 
de |>orte. 

6° Que los telegramas cambiados entre el comprador y ven- 
dedor desde los puntos de salida y destino de la mercadería, uno 
de los cuales hace referencia á una máquina y drogas, y el si- 
lencio mismo de la empresa, que ttb ha puesto en duda el con- 
tenido de la encomienda, pueden invocarse como prueba de 
que los objetos extraviados son una máquina fotográfica y las 
drogas necesarias ¡rara su funcionamiento. 

yue con relación al valor que les asigna la parte actora, 
no existe otra prueba que un asiento en los libros de esa socie- 
dad, en el cual figuran los señores Torres y Mmiiagurria. los con- 
signatarios, como deudores por la suma de cuatrocientos cincuen- 
ta y siete pesos soenta y cinco centavos m|ti y |K*r concepto fie 
venta de mercaderías : pero como ta empresa del ferrocarril es- 
tá en las condiciouLS de un tercero extraño á las negociaciones 
realizadas entre comprador y vendedor, carecen de valor proba- 
torio tales asientos para el caso en cuestión. |»or cttyo motivo y 
teniendo en cuenta lo que presen!* el art. 220 del código de pro- 
cedimientos, procede deferir al juramento de la parte actora, la 
estimación del r^erjüiíiíb sufrido por la |>crdida ó extravio de la 
encomienda que motiva este juicio. 

Por ello, y de acuerdo con los preceptos legales citados y 
lo (lile prescribe el art. 162 del código de comercio, fallo: con- 
denando á la empresa del ferrocarril de Unenos Aires al Pacifico 
á pagar á la sociedad actora. dentro del término de diez días, la 
suma en que estime. l»ajo juramento, su representante legal» los 
per juicios sufridos con motivo de la pérdida ó extravío <te una 
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encomienda dentro de la suma de cuatrocientos cincuenta y sie- 
te ilesos con sesenta y cinco ets. m|n. con más los intereses de 
dicha suma desde el dia de la contestación de la deinamla, y las 
costas del juicio. Regulo en doscientos pesos mjn los honorarios 
del doctor Mcfo y en |»esos ochenta mjn los tfel procurador Fre- 
gosi. Regístrese. Itep, las fojas. Notifique el auxiliar Castillo. 
Ramón .V. Castillo.— Ante mí: Martin Rcynoso, 



ACUERDO V SENTENCIA DE LA CAMARA DE APELACIONES EN LO* 
COMERCIAL DE LA CAPITAL 

Hucnos Aires, á 6 de junio de 1008, reunidos los señores 
vocile* li. la sala di adíenlos y traídos ¡«ra con-nrer los autos 
seguido? por la sociedad anónima "Droguería de la Estrella 
Limitada*', contra la empresa del ferrocarril de Buenos Aires al 
I ai i, Yo. |Mjr cobro de pesos, se practicó la insaculación «pie or 
dena el art. ¿56 del código de procedimientos, resultando de ella 
que debían volaren el orden siguientes; dolores Saavedra. Mén- 
dez. Pérez, Estcves, 

Estudiados los autos la Cámara planteó la siguiente cues- 
tión á resolver: 

¿Es arreglada á derecho la semencia apelada? 

El doctor Saaveclra dijo: Demandado el ferrocarril liueuos 
Aires al Pacifico |ior el jago del ini|H>rlc de uiyi encomienda que 
extravió, ha alegado dos defensas, i" que 110 lian contratado con 
los dcmanilantes, y 2" que su resf>onsa1jiliilad solo alcanza á vein- 
ticinco pesos, de acuerdo con lo que dispone el decreto reglamen- 
tario fie la ley de frrrocar riles. 

La primera es improcedente, porepte la sociedad actora lia 
probado que es sucesora de los primitivos contratantes, en razón 
de haberse hecho cargo del activo y pasivo de estos. 
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El demandado insiste, sin euilwrgo, en esa defensa, invo- 
cando el art 72 del código de procedimientos, para sostener que 
no debe admitirse la prueba producida para acreditar que el de- 
mandante es sucesor del cargador, en razón de no haberse pre- 
sentado con la demanda, los documentos respectivas. 

Esta pretcnsión es completamente inadmisible, perqué la 
sociedad adora manifestó claramente en su demanda, que los 
documentos respectivos estaban registrados en el registro de 
comercio, cumpliendo así debidamente las exigencias del código 
de procedimientos. 

La segunda defensa ha sido ya rechazada por una jurispru- 
dencia constante v reiterada de este tribunal, y está absoluta- 
mente desautorizada por ln^ disposiciones del código ele comer- 
cio que imponen á las empresas trans,K fiadoras la obligación de 
indemnizar todo el daño que causen á los dueños de la carga por 
deterioros ó extravíos.' (Fallos de esta cámara, temo 81. pág. 
302 y demás citados en esa resolución). 

Improcedentes, pues las dos defensas y estando acreditado 
qué lo remitido y extraviado era una máquina fotográfica y dro- 
gas, ia indemnización, no habiendo prueba completa del importé 
iie esas mercaderías. deltc hjárse |>or juramento estimatorio den- 
tro de la cantidad que establece el fallo arlado V oto. pues. i«>r 
la attrmaliva en ía cuestión planteada, debiendo, por consecuen- 
cia, confirmarse la sentencia recurrida tanto en lo principal cuan- 
to en la condenación en costas íart. 221 del código de procedi- 
mientos l . 

Por análogas razones los señores Méndez, Pérez. Esteres, se 
adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó este acuerdo que firmaron los señores 
vocales, doctores Méndez. Pérez. Ksteves, Saavedra: ante mí, 
Juan del Campillo ( hijo). 
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Es copia cid original que corre á fs. 214 del libro 18 bis de 

acuerdo* comerciales. 

Juan del Campillo (hijo). 

Bueeot Air», Junio 6 de 19». 

Y vistos: Por el mérito que ofrece el acuerdo que precede 
se con firma en todas SUS partes la sentencia arlada, con costas, 
regulándose en cien pesos los honorarios del doctor Meló y en 
cuarenta los derechos procuratorios de Fregosi. por sus traba- 
jos en esta instancia. Devuélvanse y rep. los sellos.— Ra m ón 
'0cH¿m Curios MUjncl Pérez. Mgiiéi Esteres. Diego Saavedra. 
—Ame mí : Juan del Campillo (hijo). 
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Buenos Aiie*. Noviembre 23 ** ltttt. 

Visto el recurso fleducido \iar el ferrocarril líuenos Aires 
al Pacífico contra sentencia de la cámara de lo comercial de esta 
capital, en los autos seguidos iior la Droguería de la Estrella con 
«lidio ferrocarril por cobro de pesos, y considerando: 

(Jue el recurso lia sido bien concedido (fs. 73), toda ve* que 
se alega que la referida sentencia, corriente á fs. 67, desconoce 
el valor ile las dicciones del reglamento genral d ferrocarri- 
les nacionales, invocada en la contestación á la demanda ,fs. 21 í 

arr. 14. ihc 1. ley 48) ■ 

( me el art. 195 de dicho reglamento establece que "si al 
llegar" las encomiendas á su destino faltara algún bulto ó re- 
sultasen averias, deberá reclamarse inmediatamente al jefe de 
la estación, quien, constatada la falta, entregará al interesado 
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un certificado al respecto, el que defiera presentarse á la admi- 
nistración antes ue ocho días, para el pago de la indemnización, 
correspondiente, que se fija en veinticinco i>esos moneda nacio- 
nal, como máximum por cada bulto, salvo que pudiera probarse 
el mayor valor por la apariencia exterior de los efectos. 

Que este articulo, en cuanto á la prueba del valor por la 
apariencia exterior de los efectos, concuerda con el art. 167 del 
código de comercio, y no hace al caso entrar á decidir si él ha 
podido ó no formar parte de la reglamentación á la ley 2873, re- 
produciendo las disposiciones de ese código, pues no hay cues- 
tión debatida al respecto. 

Que constituyendo la confesión ó el reconocimiento en jui- 
cio de un hecho, prueba de cuyo superior á la testimonial, es ele 
entenderse que el citado art. 195 no la excluye de las permitidas 
para comprotar ta clase y valor de las encomiendas extraviadas 

Que la sentencia recurrida afirma que está acreditado en au- 
tos que lo remitido y extraviado era una maquina fotográfica y 
droga?, refiriéndose en esto, sin duda, á la sentencia de f s. 5 1 vta. 
que específica y analiza la prueba y en esta última sentencia se 
dice, que tos telegramas cambiados entre comprador y vende- 
dor desde los puntos de salida y destino de la mercadería, y el 
silencio misma de la empresa, que no ha puesto en duda el con- 
tenido de la encomienda, pueden invocarse como prueba de que 
los efectos extraviados son «na máquina fotográfica y las dro- 
gas necesarias para su funcionamiento, (fs. 54, 6*). 

Que con las salvedades antes indicadas y no apareciendo que 
el Hete convenido corresponda á efectos de menos valor, la apre- 
ciación de ese punto de hecho, regida por ta respectiva ley pro- 
cesal . no puede reverse fxir esta corte en un recurso extraordi- 
nario de la naturaleza del presente (art. 15, ley 48; arg. Fallos, 
tomo 71. pág* 438 y otros) ; y admitida aquella, no existe propia- 
mente dcscomximiento, en el caso, de una autoridad ejercida 
en nombre de la N'ación. cualesquiera que sean los conceptos del 
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fallo ajwlado cu lo concerniente á la limitación de responsabilida- 
des, fie fiarte ile las empresas «le transporte, porque no hay razón 
para suponer que el art. 193 del reglamento sea más absoluto en 
la exclusión de medios de prueba que el recordado art. 167 del 
código de comercio y porque legitima ó no del punto de vista del 
art. 86, inc. 2 de la Constitución Nacional, la cantidad de («sos 
veinticinco moneda naeional, que fija el primero como indemni- 
zación, ella es ]>ara cuando 110 existe la prueba á (|iie el misino se 
reliere. extremo que, según lo que queda expuesto no concurre en 
el sub-judkc. 

Por ello, se confirma la sentencia de fs. 67 en la |>artc que 
ha sido materia del recurso, debiemfo las costas tle la instancia 
abonarse en el orden causado, en atención á que el demandado 
ha tenido razones atendibles i«ira interponer dicho recurso. 

Xotifiquese original y devuélvase, reponiendo el papel 

A. Bermejo — Nicanor o. del 

SOLAR - M. P. DARACT. 



CUSA CU 



Contienda de competencia trabada entre c¡ juez ktrado del te- 
rritorio de la Pampa y ei de lo ch'il y comeraai de ¡a rosta 
wd de la Provincia de Buenos Aires. 

Sumario : La manifestación del tentador hecha en el testamento, 
de ser vecino de un lugar y estar "actualmente domiciliado" 
en otro, determina la competencia del juez de este ú timo 
para conocer en la sucesión. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



398 



FALLOS Dfi LA CORTE SUPREMA 



AUTO DEL JUEZ DE BAHIA BLANCA 

BahU Blinu, A|<»ia 6 de-1909. 

Vistos y considerando : 

i" Qnv tratándose de una cuestión de competencia cutre jue- 
ces de distinta jurisdicción, puesto que la que ejerce el señor juez 
exhortando es de un fuero diverso de la que se halla investido el 
proveyente, es inaplicable al caso subjudice la limitación del art. 
429 del código de procedimientos cuya disposición se refiere úni- 
camente á las comifctencias promovidas entre jueces de esta pro- 
vincia, por tratarse de una ley de carácter local y que, |K>r lo tan- 
to, solo puede tener imperio dentro del territorio de la misma. 

2" Que en la prueba rendida á fs. vta. y siguientes, los tes- 
tigos señores Berrenecliea, triarte, üqictcguy, y Dr. Veres, de- 
claran de una manera contestes sobre el hecho de que el causante 
y antes de emprender su viaje á Kun>|ia, habitó permanente- 
mente en esta ciudad durante más de un año, manifestando su 
voluntad de no volver al territorio de la Pampa, en que anterior- 
mente tenía su domicilio y de fijar su residencia peí inancme en 
esta ciudad. 

3" Que, en consecuencia de ello, 110 solamente se halla justi- 
ficado en los autos el cambio de residencia del causante y su per- 
manencia en esta ciudad durante más de un año, sino también 
la intención motivada de establecerse en ella de una manera deh- 
nitiva.hallándoHe por consiguiente, reunidos dos requisitos exigi- 
do* por el art- 97 del código civil para que quede operado el cam- 
ino de domicilio. "El cambio de residencia, dice el doctor Macha- 
do, unido al ánimo «le permanecer en el lugar que se ha elegido 
hace que se adquiera inmediatamente el nuevo domicilio". En 
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é mismo fivtftio el ém* Llerena en su comen»*» al dicho ar- 

título. t i- ¡„ 

4» Ouc disponiendo el arti. 3284 del cmhgo civil que la ju- 
risdicción *m la sucesión corresponde á los jueces del lugar 
del último domicilio del difunto, es al infrascripto a quien co- 
rresiKmde entender en este juicio. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado 
, wr h <cñor agento fiscal, el infrascripto resuelve no acceder á 
¡i inhibición solicitada. Y ™ virtud de ello oficiar al señor ,11c, 
exhortante, comunicándole esta resorción y reumnendolo ma- 
nifieste si insiste en la inhibitoria dándose por trailla ta cuestión 
de competencia. Rep. la M 3 - 

Manuel Lucero.— Ante mi: Luis M. I'ermittdes. 



AUTO DEL SESOR JUEZ LETRAD) DE LA PAMPA 

SanU Rom dt To»j, Julio 3 de I» * 

Autos v vistos: Considerado: Oue según resulta de las de- 
claraciones "conteste* de Pedro Miquelarena, Alejandro «otti, 
W«».ño telena. Ramón Otero. Raúl I!. Mi"ot é informe del 
juez .le paat del tf departamento, el causante Joaquín Barcos a 
cuva sucesión se refiere el exhorto de fojas una, tuvo su últi- 
mo domicilio en el territorio de la Pampa, </ departamento, lote 
tres de la letra U donde residió permanentemente atendiendo 
los bines que allí poseía hasta el momento de ir h Europa en 
viaje de placer donde falleció, habiéndoles manifestado a sus 
vecinos, los testigos deponente* su propósito de volver a su di- 
cho domicilio. 

Que dado este liecho, el juez competente i*ra conocer en la 
sucesión del aludido Barcos, es el infrascripto, de acuerdo con 
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lo que disponen los arts. ¿318 código civil y 034 íl¿l de procedi- 
mientos y también la invariable jurisprudencia de la suprema 
corte federal, tribunal que llego ;i declarar la sucesión de Alber- 
to Schutze al dirimir la contienda entre ct subscripto y un juez 
de la capital f cderal , que en estos casos 110 era procedente la 
prórroga de jurisdicción de un territorio nacional á otro ó al de 
una provincia. 

Por ello resuelvo licaer lugar á la inhibitoria propuesta por 
el ministerio Éiscat declarando que este juzgado es el connótente 
¡jara conocer en el juicio sucesorio de Joaquín I ¡arcos por lo que 
no se hace lugar al diligcuciamiento del exhorto de folio uno. 

luí consecuencia, oficíese al señor juez en lo civil y comer- 
-cial del departamento coMa Sud, doctor Manuel Lucero, con los 
recaudos legales, pidiéndole que se desprenda del conocimiento 
del asunto y que remita los autos. 

Baltasar Si fícítnht.—Mnv mí; B,spcehe. 
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Suprema Corte: 

\ V. K. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia, t ralbada entre el juez letrado de la Pampa Central V el 
juez de 1* instancia en lo civil y comercial de liahía Blanca. 
( Art. inc. c de la ley 4055). 

Las constancias del expediente sucesorio seguido ante el 
juez letrado de liahía I 'lauca, permiten afirmar con toda certe- 
za, que el causante <Eon Joaquín [¡arcos, había trasladado su do- 
micilio del territorio de la Pampa Central, donde tenía su esta- 
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blecimieiito de campo á aquella ciudad, con intención <k'' radi- 
carse en ella de una manera habitual. La manifestación hedía 
en el acto de otorgar su testamento, diciendo estar domiciliado 
en ese momento en la ciudad de Itahía Blanca, caite Chiclana es- 
quina I*as Heras, demuestra el propósito de abandonar el domi- 
cilio anterior y constituir uno nuevo. Las declaraciones que co- 
rren de fs, (& á 66 del mismo expediente, apoyan la manifesta- 
ción hecha por el causante, y atestiguan que este expresó en di- 
versas oportunidades, su firme voluntad de no regresar á la 
l'ainpa Central, cu razón del daño que le causaba á su salud. 

Tales antecedentes, llenan los requisitos que establecen los 
arts. 91 y y* del código civil, |>ara determinar el domicilio real 
de las presonas: la residencia habitual con intención de perma- 
necer en el lugar en que se habite. 

La información levantada |>or maiiflato del juez letrado de 
la Pampa Central, no puede destruir la prueba que dejo exami- 
nada, pues a|iarte de las deficiencias de que adolece aquella tes- 
timonial, los testigos han depuesto stjbrc hechos anteriores al 
cambio de domicilio del causante, y tío han estallo en situación de 
conocer la decisión posterior de éste; 

Kstando justificado que el último domicilio del causante an- 
tes de ausentarse para Europa, fué la ciudad de I labia Manca, 
el juicio sucesorio respectivo debe tramitarse ante las autorida- 
des judiciales de diclia ciudad, conforme á la prescripción del 
art. 3384 del código civil y por ello pido á V. E. se sirva dirimir 
en es,.* sentido la presente contienda de competencia. 

Julio BoM, 
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Bueno* Alrct, Noiriembie » dt 1900. 



Y vistos : la contienda de competencia trabada entre el juez 
letrado tlel territorio de la Pampa Central y el de lo civil y co- 
mercial del departamento Costa Sud de la provincia de Bueno* 
Aires, para conocer del juicio testamentario de don Joaquín 
lía reos. 

V considerando : Que de las declaraciones prestadas por los 
testigos llarrenccliea. Iriartc, Lopctegtiy y doctor \ eres corrien- 
tes de fojas 62 á 66, aparece que el cansante, antes de empren- 
der su viaje á Europa, habitó aproximadamente durante un año 
en la ciudad de Bahía Blanca manifestando la voluntad de tras- 
ladar á ella su domicilio, abandonando el que antes tenia en la 

Pampa Central, 

Que no bastan á desvirtuar esos testimonios los qué se lian 
producido ante el juzgado de paz del noveno departamento de 
aquel territorio (fojas 15 á 20). porque los primeros están co- 
rroborados por la manifestación consignada en el testamento 
de fojas 5. otorgado cu Bahía Blanca y en el que el testador ex- 
presa ser 'vecino de la Pampa Central y actualmente domicilia- 
do en esta ciudad. 

Que con arreglo al artículo 3284 del código civil la juris- 
dicción sobre la sucesión corresponde á los jueces del lugar del 
último domicilio del difunto. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo jwdido 
por el señor procurador general, se declara que el juez de lo ci- 
vil y comercial del tlepartamenlo Costa Sud en Bahía Blanca, 
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provincia de Buenos Aires, es competente |iara conocer del jui- 
cio sucesorio <le don Joaquín Barcos. Remítansele en consecuen- 
cia los autos, previa reposición de sellos y dése el aviso corres 
pondiente al ¡UW letrado del territorio de la Pampa Central. 

A. Bermejo- Nicanor O. del So- 
lar - M. P. DaHact. 



cu sa mil 



Kt curso cxtntordwtuio deducido por don Tomás Manfrcdi cu 
a it tos cotí Jlcjaudro Huso, por cobro de pesos 

Sumario: Es procedente el recurso extraordinario previsto en 
el articulo 14 de la ley 48 contra una sentencia que descono- 
ce el íuero federal sostenido |ior el demandado invocando el 
art. 2" de la ley 48. 

t aso : Lo explican las piezas siguientes; 



AUTO DEL JUEZ EH LO CIVIL 

Buho» Alm t Jo*i» 4 * 140». 

Y vistos: considerando: que la excepción de incompeten- 
c\a Ir- fUfida el demandado en su condición de extranjero hecho 
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que. no habiendo sido reconocido por el actor debió aquel jus- 
tificarlo conforme á la máxima reus i» exipiendo fii actor y ley 
i a. título 14. j tartufo 3a.. que la única prueba rendida consiste 
en la* n<vfaractoncs de los testigos don Inocencio Sati Martín y 
.Ion Luis Romano Ncdes, insuficiente para demostrar el he- 
dió en que se funda la excepción porque ninguno de los men- 
cionados testigos declara conocer el lugar del nacimiento del 
demandado y que to hayan visto nacer, ó p»or lo menos, que lo 
hayan conocido en el extranjero no es satisfactoria la razón 
dada por el testigo San Martín en cuanto depone que ha visto 
documentos que o improbaban la nacionalidad de Man f redi por- 
que habría que temer la certera de la autenticidad de esos do* 
cumentos y de su origen y el testigo en su declaración ni siquiera 
expresa el objeto y naturaleza de tales documentos. Taillpoco 
convence el dicho de Romano Nieves por que, si él considera y 
tiene por extranjero al di mandado por el lucho de conocerlo 
desde hace diez y ocho años, más ó menos, |iodria ser una creen- 
cia errónea. La prueba testimonial analizada debió corroltorarse 
con otros medios de pruclia para ser eficaz. Por esto y de acuer- 
do con to dictaminado |>or d señor agente fiscal á fojas veinte y 
tres vuelta, no ha lugar á la cxcc|tción de incompetencia opuesta 
á fojas doce con costas (art. 23. ley 4128) á cuyo efecto se re- 
gulan los derechos procuran ir ios de López Magallanes en cin- 
cuenta |iesos moneda nacional. Repónganse las fojas. 

J vrtjf ile la Torre . — Ante mi : Francisco Tórnese. 



SEST NCW DE LA CAMARA DE APELACIONES DE LO CIVIL 

Bhwo» Aire», Octafeft 13 de 19», 

Y vistos: Por sus fundamentos se confirma, et auto ape- 
lado de fs, 26, con costas, regulándose los honorarios fiel doctor 
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Unzain en esta instancia, en ta suma de treinta ¡«sos y en diez los 
derechos procuratorios de Utpcz Magallanes. Dév. rep. los se- 
llos. 

Basüaldo—Gcñy—Witiiams—AnXc mí: Tomás Juárez Cclman 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Curte: 

líl recurso de hecho traído ante V. E. debe declararse pro- 
cedente, en razúri de haberse invocado un privilegio amparada 
en una ley nacional, y ser la decistún final contraria á dicho pri- 
vilegio. ( Arts. 6. ley 4055. an. 14, me. 3 de la ley 4S. y jurispru- 
f'cncia miífoniie de Y. E. tomo 04 jKÍg. 93: ionio 91, jiág. 432, 
lomo 87. jKig. 77). 

En cnanto al íondo del recurso, considero ijne debe confir- 
marse la resolución apelada, jK>r los fundamentos fiel auto de la. 
instancia. El documento presentado á Y. E. ( fs. 10) 110 puede 
ser bastante á modificar el fallo recurrido desde (|ue es requisito 
indispensable fiara la procidencia de recurso extraordinario de 
a|H-laciúu. que el fundamento del mismo aparezca claramente en 
las constancias de los autos, fart. 15 ley 48, y no es dable en- 
trar á examinar en esta instancia, defensas aduciilas ante ella por 
primera vez, y que no fueron sometidas á la consideración de 
lo» tribunales inferiores. { Fallo deV. E. t tomo 107, pág. 27*)., 

• Juho Botci. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Airee, Nov'-mbr* 27 de l»D. 

Autos y vistos, considerando: Que la sentencia de ta cá- 
mara de apelaciones en lo civil tic la capital f fojas 36), lia des- 
conocido el fuero federal sostenido per el demandado don To- 
más T. Manírcdi. invocando el art. 2* de la ley 48 }' de confor- 
midad con la jurisprudencia constante de esta corte, procede pa- 
ra ante ella el recurso extraordinario autorizado en el art. 14 de 
la ley de jurisdicción y comi*cteticta citada. 

Por tilo y de conformidad con lo expuesto por el señor pro- 
curador genend en la primera parte de su dictamen, se declara 
mal denegado eí recurso, y encontrándose el expediente priiiciiwl 
tu este triluinal : autos debiendo el expediente permanecer en la 
secretaria por el término «le diez días comunes é improrroga- 
bles á los efectos del artículo 8 de la ley 4055 señalándose tos 
días limes y viernes para <|ue los interesados comí crezcan » la 
oficina á ser notificados. Rengase el |*i>e1. Notifimiesc ori- 
ginal. 

A. Bermejo ~ Nicanor O, del So- 
lar - M. P. DARACT. 
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cusa civ 

J. M. M entice contra el ferrocarril del ()cstt\ sobre daños 

y per fuidos 

Sumario: La nulidad establéenla en 1* articulas \(\2 y 204 del 
código de comercio respecto lie los reglamento*, estipulacio- 
nes ó convenios que excluyan ó limiten las responsabilidades 
impuestas á la» empresas ferroviarias, es general y absoluta, 
ni 1 siemlu suficiente |»ara dar validez á esos reglamentos la 
aprobación que el poder ejecutivo les preste en ausencia ele 
autorizaciones csjiecialcs consignadas en la ley. Y asi, la 
resolución de la dirección general de vías de comunicación, 
de fecha 2\ de ¡septiembre de 19113. carece de valor lega! 
en lo concerniente á las sumas establecidas en ella ú título 
de indemnización por tos animales que se extravíen, mueran 
ó inutilicen, dado que la autorización que contiene, no cn- 
eiiadra dentro de lo preseripto en el artículo 49 de la ley de 
ferrocarriles, número 2873: si bien no puede decirse lo pro- 
pio en cuanto al ríete adicional de uno por ciento que ella 
faculta á cobrar sobre el valor declarado de animales linos, 
atento lo dispuesto en los artículos 44, 49 y 69, inciso 1 1 de 
la misma ley. 

iosí>: Lo explican las piezas -siguiente!»: 



SENTENCIA DEL JUEZ DE COMERCIO 

Y visto., estos autos de los que resulta; Que á fs. 15 y ton 
fecha 7 de Abril del corriente año, se presentó don Guallicrto 
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). VI tosca* en representación de tos señores J, M. Méndez y Cía... 
consignatarios de esta plaza, entablando demanda contra la em- 
presa del ferrocarril del Oeste sobre cobro de daños y perjuicios. 
Kxpoitc: Que sus demandantes en fecha 26 de febrero del co- 
rriente año compraron á los señores Mthaparcd Unos., de la es- 
tación Parravicini, provincia de Dueños Aires, cincuenta carne- 
ros Lincoln, reproductores, y quince borregas Lincoln, por el 
precio total de cuatro mil ochocientos veinticinco pesos moneda 
nacional; que sus representados vendieron esa hacienda á don 
Andrés Inchauspc, y ordenaron la conducción de la misma hasta 
la estación tlel ferrocarril del Oeste Francisco Madero ; obtenien- 
do del ferrocarril del Sud la conducción de esa misma hacienda 
hasta la estación Tablada, donde fué entregada al ferrocarril del 
Oeste que, como empresa porteadora, de dicha hacienda, es la 
responsable de los daños y perjuicios que precisará ; que la ha- 
cienda expresada fué conducida por el ferrocarril del Oeste des- 
de estación Tablada hasta Francisco Madero, punto de su des- 
tino, según consta del certificado que bajo el número 3 acompa- 
ña : que dicha hacienda llegó en mala condición por culpa de la 
empresa y á causa de un accidente, y su estado era el siguiente : 
ocho animales quebrados, dos ídem dislocados, cinco ídem es- 
tropeados, faltando tres animaies (carneros reproductores) |«tra 
el conjunto de los sesenta y cinco que fueron los que se cargaron, 
siendo menester darles muerte á los ocho animales quebrados 
(liorrcgos reproductores) para evitarles sufrimientos, toda vez 
que su estado era inservible, y todo lo que consta en el certificado 
á que he hecho referencia ; que sus repre sentados al tener cono- 
cimiento de este accidente, se presentaron al ferrocarril del Oeste 
.solicitando el pago de ta suma de dos mil trescientos quince pe- 
sos 111 ¡11. que es en lo que estiman tos daños y per juicios que se 
detallan en la cuenta que bajo el mím. 5 adjunto; Que la clase 
y calidad de la hacienda está bien clasificada en el certificado nú- 
mero 3 expresado, y muy especialmente en la guía núni. 2. <|iie la 
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empresa porteadora, |W intermedio del jefe ít¡e tráfico y en la 
tarta que acomi>año bajo el núm. 6, al reconocer la culpabilidad 
ile la empresa manifiesta á sus representados que, "lamentaban 
muy de veras el accidente que ocurrió al tren donde .«*■ condncíai) 
los animales de qué trata su carta. Funda su derecho en la dispo- 
sición del art. 1Ó2 del código de comercio, agregando algunas 
consideraciones en apoyo del mismo, para concluir sosteniendo 
que. la res|>onsabitidad de la empresa era indiscutible aun en el 
apuesto de que bastara la inclusión de una cláusula ó estipula- 
ción para eximirla de responsabilidad, bastando examinar el ar- 
tículo 204 para hacer cesar toda controversia al respecto. Final- 
mente solicitado se baga lugar á la demanda que deducen |ior et 
pago de los daños y per juicios originados, los que defieran ser de- 
terminados por peritos (arts. 179 y 180 del código de comercio), 
con expresa condenación en costas. Conferido el traslado de la 
demanda á la empresa demandada, ésta á fs. 2íi la contesta, di- 
ciendo: Que acepta como exactos los hechos expuestos por la 
demanda relativos al transporte y como auténtico el certificado 
expedido por el jefe de la estación de destino; que finiendo 
de esta liase tratarán de demostrar la compita irresponsabilidad 
de la empresa respecto del daño producido en el transarte de 
que se trata; que la carta de porte es el titulo legal del contrato 
entre el cargador y el acarreador y por su contenido se decidirán 
todas las contestaciones que ocurran con motivo del transarte, 
según así lo dispone el art. 167 del código de comercio; y esa 
carta de porte de que la demanda acompaña en formulario que 
reconocen como exacto contiene la cláusula siguiente: Queda 
convenido que este transarte se hará con sujeción á lo dis|iues- 
to por el art. 177 del código de comercio ; que este artículo pres- 
cribe que si se tratase del transporte de animales, las admin i st ra- 
ciones de ferrocarriles podrán estipular que las ¡>énUdas ó ave- 
rías se presuman derivadas de vicio de las mismas cosas trans- 
portadas tle su propia naturaleza ó de hecho «leí remitente ó del 
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destinatario, si su culpa no fuere probada ; que la demanda pre- 
tende que esta limitación de la responsabilidad es nula con arre- 
glo al art. 204 del citado código de comercio, pero el error de 
aplicación es evidente, porque este artículo preceptúa que, serán 
nulos tos reglamentos ó estipulaciones de las empresas (pie ex- 
cluyan ó limiten las obligaciones y responsabilidades impuestas 
por el mismo código, pero de ninguna manera declara ni podría 
declarar nulas las limitaciones autorizadas \»>r él; que el daño 
se produjo como consecuencia de un accidente, -y existe todavía 
otra causa que exime, ó, más propiamente limita la lesponsabili- 
dad de la empresa en el caso referente á las ''condiciones" publi- 
cadas por ella, bajo el rubrn de "aviso ntiin. 20o" de que acom- 
paña un ejemplar. Sigue así su orden de consideraciones ten- 
dientes á sostener la ¡rres|H>nsabtl«lad de la empresa, |»ara con- 
cluir manifestando: Que tío es |Kisible. pues, aceptar la cuenta 
que se acompaña con la demanda, aparte de que ella, además de 
ser exagerada en sus jiartidas |»arciales asigna mi valor de quin- 
ce pesos m|n por demerito en nimales que ha recibido sin obser- 
vación, en buen estado, según el mismo certificado que lia acepta- 
do el consignatario y se presenta con la demanda; jior todo lo 
cual solicita se rechace la demanda con costas. 

Corrido traslado á los actores, de acuerdo con lo dispuesto 
en el art. 102 del código de procedimientos, éstos lo evacúan á 
fs. 29. manifestando: que la compañía demandada leconoce co- 
mo ciertos los hechos alegados en la demanda, y solamente se nie- 
ga n confesar su responsabilidad, invocando para ello la carta de 
porte y el aviso que acompaña á fs. 24; que |>or lo tanto respecto 
á la carta de porte, no tiene por ahora nada que agregar á lo ma- 
nifestado en la demanda; haciendo tínicamente, presente, que si 
bien es cierto que en los transportes de anímales, las adminis- 
traciones de ferrocarriles podrán estipular que las pérdidas ó 
averías se presumen derivadas de vicio de tas mismas cosas trans- 
portadas, de su propia naturaleza ó de hecho del remitente ó del 
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<lcstinatario si su culpa «o fuese probada, el art. 169 del mismo 
código le tía su verdadero alcance ; que la empresa ha recibido los 
animales sin estipular nada y sin hacer observaciones alguna en 
la carta de [K>rtc, no hubiere podido hacerlo puesto que todos los 
animales eran sanos y buenos ; que en el instante en que la em- 
presa recibía estos animales sin reserva, estaba sujeta á la dis- 
posición di art. 170; que teniendo en cuenta que la empresa re- 
conoce que el daño se produjo á consecuencia tic un accidente, 
íi ella le toca probar que este accidente provino de vicio propio, 
fuerza mayor, de acuerdo con el art. 172; que por lo que respec- 
ta al aviso de fs. 24, siendo la carta de porte el único título legal 
ilel contrato entre el cargador y el acarreador, y por su contenido 
exclusivamente, se decidirán todas las contestaciones que ocurran 
con motivo de transporte < art. 167) no/existe en la misma carta 
de porte las disposiciones contenidas^ el aviso de fs. 24, ni 
tenía facultad la comt>añía para estimular á su modo y gusto las 
condiciones en que se le antojaba recibir las mercaderías de los 
cargadores, anulando de hecho los arts. 162 y 204 del código de 
comercio. Ocspués de algunas consideraciones más en ese senti- 
do, concluye pidiendo, se declare responsable á la empresa de- 
mandada, y de ningún valor para ellos el documento de fs. 24. 
i.* lo con expresa condenación en costas. 

Recibida la causa á prueba ]ior el auto de fs. 32, se produjo 
por las partes la de que instruye el certificado del actuario á fs. 
115. y alegándose por las mismas sobre el mérito de ella, según 
consta de los alegatos agregados respectivamente á fs. 116 y fs. 
126, se llamó, áis. 130 vtsu autos para sentencia, y I* consideran- 
do : que el contrato de transporte en cuya virtud se acciona, so- 
bre el cual existe conformidad de |iartes ; ha tenido por objeto un 
lote de animales lanares ; y que la empresa demandada no des- 
cornac que. flcbido á un accidente, llegaron estropeados los ani- 
males en la forma expuesta |mr los actores. 

r Considerando : que las empresas transportadoras solo res- 
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pondas de las perdidas y danos que resultaren en los objetos por- 
teados por dolo, atipa ó negligencia suya ó de sus dependientes ó 
agentes : que si bien ta culpa ó negligencia por parte del acarrea 
dor se presuma, debiendo justificar la existencia del caso fortuito 
ó de fuerza mayor que alegue, sin embargo, tratándose del trans- 
porte de cosas frágiles ó de animales, el art. 177, admite que las 
administraciones de ferrocarriles podrán estipular que las pér- 
didas ó averías se presuman derivadas de vicio de la misma cosa, 
de su propia naturaleza, ó de hecho del remitente ó destinatario, 
si su culpa no fuera probada. 

3 o Considerando: Que la estipulación de esa cláusula, impor- 
ta la inversión de la prueba, la cttál corresponde at cargador, 
iUiien deberá justificar la existencia de culpa ó negligencia por 
parte de la empresa quedando ésta eximida de toda responsabili- 
dad en caso contrario. 

4" Considerando: Que esa cláusula lia sido estipulada, ex- 
presamente, en el contrato de transarte de los animales lanares 
realizado entre los actores y la empresa demandada; y que ésta 
no reconoce que los dañosy pérdidas sufridos, lo haya sido por 
su culpa ó negligencia ó de sus empleados, sino, por el contrario, 
alega la existencia de un accidente. 

5* Considerando: Que los adores, no solo no han probado 
que los daños se hayan producido por culpa ó negligencia de la 
empresa, lo cual sería suficiente i»ara declarar á ésta exenta de 
responsabilidade en el caso; sino que, |x>r el contrarío, resulta del 
informe del ministerio de obras públicas, que el choque, que se- 
> un ambas partes fué causa del daño, se produjo á consecuencia 
de un fuerte ciclón que duró diez minutos y que arrancó techos 
de galpones. Que por consiguiente, de la misma prueba de los ac- 
tores resulta la existencia de un caso fortuito que eximiría, en 
t oí las circunstancias, á ta empresa de la responsabilidad alegada. 

fV* Considerando: Que la carta de fs. 10, aún suponiéndola 
emanada de la empresa, no importa el reconocimiento de su cid- 
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pa ó negligencia, y aunque haya tenido la intención de abonar 
una parte de los perjuicios reclamados extra- judicial mente. Que, 
por lo demás, ella no emana de un representante de la empresa 
sino íle un empleado suyo, jefe de la oficina de tráfico. 

7" Considerando: Que el hecho de que el transporte de los 
animales se hallara en retardo cuando ocurrió el cilón y el cho- 
.¡ii. . no puede tener el alcance de hacer cargar á la empresa con 
lai o m secuencias del caso fortuito, por cuanto no se trata de 
imn indigencia con respecto á las medidas que pudiera tomarse 
para evitar la producción del daño; y la responsabilidad por el 
retardo tiene, por otra parte, su sanción especial establecida en 
el código. Que tamjioco seria aplicable al caso la disposición del 
art. 513. inc. último del código civil por no tratarse de mi deu- 
dor constituido en mora, 

S" Considerando: «¡fíe átenlo lo expuesto sería innecesa- 
rio resolver sobre la limitación de responsabilidad que subsidia- 
riamente alega la empresa, fundada en una resolución adminis- 
trativa que la autoriza á no responder |ior daños ó averias sino 
hasta un límite determinado, según ciertas circunstancias del 
transporte. 

Que. sin embargo, habiéndose alegado en la litis conviene 
hacerVcsente €|ue, ni las empresas particulares ni el poder eje- 
cutivo pueden limitar las responsabilidades «pie resultan de la 
ley. máxime en los casos de transporte atenta la disposición del 
art. 304 del código de comercio. 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo de la demanda 
al ferrocarril «leí Oeste; y ordeno que las costas se paguen en 
el orden catisatlo por encontrar mérito suficiente para eximir de 
ellas a la parte vencida. Art. 221 de! código de procedimientos.— 
Rep. los sellos y registros. 

Ricardo Scebcr.— Ante mi: Carlos 
A\ González. 
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ACUERDO DE LA CAMARA DE APELACIONES 

Buenos Aires á 18 de julio de 1907. reunidos los señores 
vocales en la sala de acuerdos y traídos para conocer tos autos 
seguidos por los señores J. M. Méndez y Compañía contra el fe- 
rrocarril del Oeste, por daños y perjuicios, se practicó la insa- 
culación que ordena el art. 256 del código de procedimientos 
resultando fie ella que debían votar los señores vocales en el or- 
den siguiente: doctores Saavedra. Esteves, Méndez, López Ca- 
banillas, Pérez. 

Estudiados los autos, la cámara planto"' las siguientes cues- 
tiones á resolver : 

1/ ¿Es nula la sentencia recurrida? 

En caso negativo, 2.' i Es arreglatla á derecho ? 

A la primera cuestión vi señor Saavedra dijo: Las omi- 
siones que se atribuyen al tallo apelado no autorizan el recurso 
de nulidad deducido, porque el juez, con razón ó sin ella, ha de- 
clarado que no se ha probado la culpabilidad de la empresa, uno 
de los puntos sometidos á la decisión judicial. 

Si para llegar á esa solución no ha estudiado ciertas prue- 
bas,ó las ha interpretado erróneamente, tales circunstancias po- 
drán autorizar el recurso de apelación, pero no el de nulidad. 
Por ello, voto negativamente en esta cuestión, Por análogas 
razones, los doctores Esteves, Méndez. López, Cabanillas. Pérez, 
se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el señor Saavedra dijo. Xo se dis- 
cute, ni cabe discusión en esta causa, sobre el hechr que el de- 
mandante hizo transportar por el ferrocarril del Oeste 65 re- 
productores lanares, de los cuales llegaron á su destino sólo $2, 
y entre éstos quince casi completamente inutilizados. Lo que se 
discute es si la empresa es responsable de esos perjuicios y en 
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caso afirmativo, cuál es la extensión íle su responsabilidad. La 
primera de estas cuestiones ha sido juzgada por la misma em- 
presa en la causa de fs. 13, firmada por el señor A. F. Lértora, 
que "desempeña un alto cargo en la administración re la empresa 
del ferrocarril del Oeste", según las propias palabras del apo- 
derado judicial de ésta cu el escrito de fs. 49. 

El alto cargo de la referencia tiene necesariamente que ser 
el relativo ¡i la decisión de esta clase de reclamos, puesto que si 
asi 110 fuera, ni los demandantes se habrían dirigido á Lértora 
ni éste hubiera tomado en cuenta el reclamo. 

Pues bien; el alto empleado del ferrocarril que se ocupa 
de estos casos, ha dicho expresamente: "Devuelvo á ustedes la 
cuenta que se sirvieron mandarme con la carta que contesto, 
jwrque esos animales no han sido asegurados |x>r el valor que 
ustedes los estipulan, y entonces la empresa del ferrocarril 
sólo puede acordar una indemnización de acuerdo con h que 
establece el aviso número 200. que fué publicado á su debido 
tiempo". 

Esta comunicación prueba, pues, de la manera más comple- 
ta, que la empresa se lia reconocido obligada á la indemnización 
y que sólo desconoció la importancia de la eme los actores re- 
clamaban. 

¿Cómo explicar, entonces, el actual desconocimiento de 
esa responsabilidad y las conclusiones distintas del alto em- 
pleado Lértorz y de la dirección del ferrocarril ? ¿ Será, acaso, 
por el descubrimiento de nuevos hechos, ó porque ha encontra- 
do una interpretación más justa de las disposicicnes legales 
oue rigen el caso?— Mi una ni otra cosa. 

Los hechos son los mismos en el tiempo de Lértora que 
ahora : un choque del tren que conducía los carneros con unos 
vagones sueltos de la misma empresa demandada. 

En cuanto al derecho, no veo en qué pueda favorecer á la 
tesis actual del ferrocarril ta disposición del art. 177 del código 
de comercio, en la que funda toda su defensa. 
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Dicho articulo, permite estipular que cuando se trata tic cier- 
tos casos, como animales, se presuma que las pérdidas ó averías 
provienen de victo tic las mismas cosas, fie su propia naturaleza 
ó de hecho del remitente ó destinatario. 

Y bien, admitiendo que esto se haya estipulado en la caria 
de porte, sin aplicabilidad al caso sitb judice es manifiesta, 
existiendo, como existe, la prueba de que las pérdidas y ave- 
rías se han producido á consecuencia de un choque, lo que ex- 
cluye, en absoluto, la presunción ele vicio de las cosas ó de hecho 
del remitente ó destinatario. 

U presunción estipulada, no puede, pues, invocarse en este 
cas», desde que ella está concluye uto me rile destruida jjot la 
prueba plena de que las averias se produjeron poi un choque 
de trenes. 

Creo inútil agregar una palabra más sobre este punto, 
porque considero que la empresa misma no podría seriamente 
sostener que la muerte y las lesiones de los carneros fueron de- 
bidas á su mal estado de salud y no á los golpes, que muy á 
pesar de ellos y del remitente y destinatario, les fueron dados 
por los 35 vagones sueltos que la empresa colocó en el camino 
del tren que los conducía. 

Pero es el caso que este art. 177, que la empresa invoca en 
su defensa, es su más segura condenación. La última parte del 
artículo impone á los ferrocarriles la responsabilidad por los per- 
juicios ocurridos á las cosas transportadas aun cuando se hubiera 
estipulado la presunción á que se reíicrc. si se prolxara la culpa 
de la empresa. 

Ahora bien; ¿quién tiene la culpa del choque causante de 
los perjuicios? No ta tienen los carneros; tampoco la tienen 
los señores Ménder y Compañía, remitentes, ni el señor ín- 
chauspe, destinatario. «Quién la tiene, entonces i» Pues sola- 
mente la empresa, que colocó tos 35 vagones á que antes me lie 
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referido, en el camino qtte traía el tren, y que, con toda torpeza 
por parte de sus empleados, se los llevó por delante. 

El juez de primera instancia, no obstante estas pruebas evi- 
dentes, cree, sin embargo, que no fué la empresa la culpable del 
desastre, sino un ciclón que ocurrió la noche del transporte. - 
Este ciclón yo no puedo tomarlo en cuenta, porque la em- 
presa no Jo mencionó en su contestación á la demanda, y !>or- 
que en consecuencia es un hecho ageno completamente á la 
litis (art. 108 del código de procedimientos). 

Tor lo demás, si me fuera permitido ocuparme de ese ci- 
clón, diría que del informe del ministerio, sólo resulta que 
ese fenómeno "arrancó techos de galpones, etc., en la zona por 
üonde corrió", y que, por lo tanto, ,10 ha podido ser causa de 
este desastre, puesto que el tren que conducía los cameros no 
chocó con ningún techo de galpón, sino con unos vagones, 

Diria, también, que si la empresa hubiera observado las 
precauciones convenientes, es seguro que los vagones no ha- 
brían Hdo movidos por el viento. V diría, por fin, que los térmi- 
nos de la carta de fs. 12, demuestran que para el alto empleado 
Lér'.nra. 110 fué por fuerza mayor, sino por culpa de la empresa, 
q«e el accidente se produjo. Estas consideraciones y los pre- 
cepto legales de los arts. 162, 175 y concordantes del código 
de comercio, justitican, pues, la responsabilidad de la empresa 
en el hecho que ha motivado este juicio. 

Queda por resolver ahora la cuestión reiVrentc á la ex- 
tensión <(e esa responsabilidad, que es el punto en que están de 
acuerdo el empleado Lértora y la dirección de la empresa. 

Los artículos que lie citado del código y las disposiciones del 
código civil, sobre indemnización de perjuicios por culpa ó neg- 
ligencia, deciden uniformemente que la indemnización debe com- 
prender todo el daño causarlo, pero la empresa entiende que, 
en virtud de un aviso que dice haber publicado en oportunidad, 
ella sólo está obligada á pagar las sumas que ha fijado en dicho 
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aviso y que tratándose de animales lanares alcanza sólo á ocho 

Veamos por consiguiente, si esta defensa es procedente y 
se encuentra amparada por la ley. 

Creo, en primer lugar, que si esc aviso al que el ferrocarril 
le atribuye el efecto obligatorio de una ley. obligase realmente 
al demandante, asimismo la cuestión estaría perdida para la 
empresa, porque el hecho conocido por ésta de que el trans- 
porte éro de tonales lanares reproductores, la inhabilitaría 
pura pretender pJgar con arreglo á la tarifa que ciia misma ha 
establecido para animales comunes. 

Pero es el caso que ese aviso no forma parte del contrato 
di tranquile desdé que no figura en ta carta de po.te ni <*oiiS- 
ta que haya *ido aceptado por el cargador en otra forma, de 
modo í,m la empresa no tiene ningún derecho para invocar en 
entina de aquél, cláusulas que no figuran en el contrato, que él 
no ha aceptado, que tal vez no ha conocido, que son la obra 
exclusiva y antojadiza de uno solo de los contratantes. 

Aparte tic esto, esa limitación de la responsabilidad, aun 
cuando figurara en el contrato, sería radical é insanablemente 
nula, de acuerdo con la disposición expresa del art. 204 del có- 
digo de comercio y la jurisprudencia de este tribunal (Alfonso 
IHiras V. "Expreso Vtllalouga". serie, t. 7. pág. 119)- 

Demostrado así qué la empresa está obligada á indemnizar 
á los demandantes todos los perjuicios qne hayan sufrido en el 
transporte de que se trata, queda sólo por fijar el monto de 
la indemnización, con arreglo á las pruebas producidas. 

Sobre esto, hay conformidad de partes en que se perdieron 
13 carneros, cuyo valor es de 80 |«sos, en que 7 tuvieron un 
demérito de 40 pesos y en que murieron 8 borregos de un va- 
lor de 55 pesos- El total de estos perjuicios asciende A t.760 
pesos, que es lo. único á que los actores tienen derecho, porque 
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no han justificado debidamente c¡iic los 37 restantes hayan des- 
merecido de valor. 

Mi voto es, por consecuencia, en el sentido de que se con-* 
tiene á la empresa al pago de la suma expresada, revocándose 
ta sentencia apelada. 

Por análogas razones, los doctores Usteves, Méndez, Ló- 
]>ez. Cabanillas, Pérez, se adhieren al voto anterior. 

Con lo que termino este acuerdo, que firmaron los señores 
vocales doctores Saavedra. Pérez. Lope» Cabanillas, Estevesv 
Méndez.— Ante mi: Juan del Campillo (hijo). 



SENTENCIA 



Y vistos: 

Por el mérito que ofrece el acuerdo qnc precede, se re- 
voca la sentencia apelada, condenándose á la empresa del fe- 
rrocarril del Oeste á pagar á los señores J, M. Méndez y Com- 
pañía, dentro de diez días, la suma de mil setecientos sesenta 
pesos moneda nacional, con sus intereses legales, desde el dia 
ile ta demanda y las costas del juicio; regulándose en doscien- 
tos pesos los honorarios del doctor Sojo y en sesenta los dere- 
chos procúratenos de I Deseas, por sus trabajos en esta instan- 
cia. Devuélvanse.— Rep. los sellos. 

Diego Saavedra — Carlos Miguel Pé- 
rcz—L. Upes Cabantilas— Miguel 
Esteres — Ramón Míndes — Ante 
mi: Juan del Campillo. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, Pipcmbrc 2 de 1909. 

Visto: 

El recurso deducido i>or el ferrocarril del Oeste contra 
sentencia de la cámara de lo criminal, correccional y comercial 
de la capital, pronunciada en el juicio seguido entre dicho fe- 
rrocarril y J. M. Méndez y Compañía sobre cobro de daños y 
]kt juicios, y 

Considerando : 

Que las disposiciones reglamentarias de la ley núm. 3873 
deben estimarse incorporadas á los contratos de transporte en- 
tre los ferrocarriles nacionales y cargadores, siempre que aqué- 
llas hayan podido ser legítimamente dictadas por el poder admi- 
nistrador; y, en su consecuencia, independientemente del co- 
nocimiento personal que los actores tuvieran ó no del aviso 
número 200 (fs. 24), y de ta resolución de 21 de Septiembre 
de 1003 de la dirección general de vías de comunicación (fs. 
no), anteriores en más de dos años al transporte de que se 
trata (fs. 6 y 4»), corresponde sólo examinar si la última se 
encuentra en las condiciones previstas por el art. 86, inciso 2. 
de la constitución nacional. 

Que con arreglo al art. 50 de la ley 2873, las obligaciones ó 
responsabilidades de las empresas respecto á los cargadores por 
pérdidas, averías ó retardo en la expedición ó entrega de las mer- 
caderías, son regidas por el código de comercio, y no por re- 
glamentos ü otros actos del P. E. ó de sus dependencias, como 
puede ocurrir en relación á los bultos que constituyen el equi- 
paje de los pasajeros (art. 39. ley cit.) 
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Qw la nulidad establecida en los arte, 162 y 204 det código 
de comercio, respecto de los reglamentos, estipulaciones ó con- 
venciones que excluyen ó limiten las responsabilidades impues- 
tas á las empresas ferroviarias, es general y absoluta y está 
fundada en que "por el monopolio que Jas empresas ejercen, 
no pueden los particulares que tienen necesidad de hacer trans- 
portar cargas, hacer objeciones á los reglamentos particulares 
de transporte, ni imponer cláusulas especiales en tas cartas de 
porte". (Informe de la comisión re vi so ra del código, presentado* 
á la H. C D, en Agosto de 1889). 

Que la aprobación que el P. E. preste á los reglamentos 
aludidos, no es suficiente para darles validez, porque estando* 
fijada en la ley, expresa ó implícitamente y con carácter de 
medida de orden público, la extensión de las responsabilidades 
de los acarreadores, según los casos y circunstancias, la re- 
glamentación administrativa no debe innovar al respecto en la 
ausencia de autorizaciones especiales consignadas en la misma 
ley (art, 86, inciso 2 °, constitución nacional) ; y porque el mo- 
tivo que en otras legislaciones y en la jurisprudencia He otros 
f»íses se lia tenido en mira para permitir convenios en que se 
disminuya ó restrinja la responsabilidad de las empresas fe- 
rroviarias, ha sido el de que éstas, en cambio, alteren sus tarifas, 
reduciéndolas en favor de los cargadores que se conformen con 
recibir, en su raso, una indemnización fija, determinada de 
antemano é inferior al valor real de los efectos perdidos, ex- 
traviados ó averiados. 

Que este motivo especial no podría invocarte entre nos- 
otros, ni de hecho se invoca en la autorización de 21 de Sep- 
tiembre de 1903, pues con arreglo al art. 49 de la ley 2873, la 
reducción de Unías sólo es licita cuando los cargadores acep- 
ten plazos más largos que los que correspondiesen según ct 
orden del registro ó cuando se obligan á proporcionar, en pe- 
ríodos dados, un mínimum de toneladas de carga. 
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Que la autorización citada tic 21 de Septiembre de 1903 
carece así de valor legal en lo concerniente á las sumas esta- 
blecidas en ella á título de indemnización por los animales que 
se extravíen, mueran ó inutilice». 

Que no puede decirse lo propio relativamente al flete adi- 
cional de uno por ciento que la resolución mencionada faculta 
á cubrar al ferrocarril del Oeste sobre el valor declarado de 
animales finos, pues, según los arts. 44, 49 y 69, inciso u <le 
la ley 2873, la dirección de ferrocarriles ó el P. E. debe inter- 
venir en la fijación de tarifas, á fin de que ellas sean justas y 
razonables; y en estos conceptos de la ley está naturalmente 
el sistema de graduar las tarifas confomte á la naturaleza y 
valor de las cosas trans|»rtadas y al monto de las responsabili- 
dades que las empresas ferroviarias contraen para con los 
cargadores ¡xir pérdidas ó averías, putliendo agregarse, y sin 
que esto im|wrtc juzgar del caso del punto de vista de la ley 
común que tal es también, cu lo substancial, el criterio ilel có- 
digo de comercio, que no hace resixmsable á los porteadores 
del tlinvo, alhajas ó efectos de gran valor y documentos de 
crédito, si al tiempo de la entrega 110 se hubiera declarado su 
contenido y acordado las condiciones del transporte, y que man- 
ila tasar por peritos los efectos perdidos ó extraviados, con 
arreglo á la designación que de etios se hubiere hecho en ta car- 
ta de porte, 110 admitiendo en ningún caso la prueba de que en- 
tre los efectos se contenían otros de mayor valor (arts. 173 y 
179 cód. cit.) 

Que el fallo de fs. 153, al itmwner al ferrocarril del Oeste 
el |>ago de una indemnización sobre la base de los precios que 
se especifican en el documento de fs. 3, ó sea de una compra 
privada hecha l>or los actores, prescinde de la declaración que 
debia servir de antecedente necesario para determinar entre 
cargador y acarreador la tarifa y la responsabilidad correla- 
tiva, ó sea del contrato de transarte, privando de esta suerte 
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al demandado del derecho que le acordaba la autorización de 
21 de Septiembre de 1903, antes mencionada, en lo que se re- 
fiere al uno por ciento adicional, cuya eficacia se desconoce en 
el caso fiib judice, y convirtiéndolo en un verdadero asegura- 
dor, sin ilerccho á cobrar primas ó su suplemento al precio 
ordinario del transporte ; y sin que impuesto formalmente del 
valor extraordinario que se le entrega i*ara su conducción, pue- 
da tomar las precauciones de seguridad convenientes, que de- 
masiarán sin duda desembolsos de mayor ó menor impor- 
tancia. 

Que si bien es (tosible que se presenten dificultades para 
el justiprecio tle los efectos ante enunciaciones deficientes 6 
incompletas de la carta ríe ix>rte y reciba p*«r ello un ]>crjuicio 
el eargailor. es de tenerse en cuenta que éste se halla en el de- 
ber ele hacer declaración previa del número, peso y calidad de 
las mercaderías que reinita, como expresamente se lo ordena 
e! art. 47 de la ley 2873 ; y que la pruclia amplia y sin restric- 
ciones acerca del valor de los efectos |>ara destruir la presun- 
ción ile que ellas son de las comunes ú ordinarias de su res- 
pectiva especie ó clase, expondría frecuentemente á las em- 
presas ferroviarias á indemnizaciones que no guardan relación 
alguna con la utilidad que ¡tara ellas represente un acto deter- 
minado tle transporte y beneficiaría al cargador con sus pro- 
pios actos de infracción á la ley. 

Que la carta de porte de fs. 42. se limita á especificar la 
especie de animales transportados, ó sea lanares, sin que en la 
misma se haya expresado que ellos fueran de alguna de las 
variedades de mayor valor de dicha especie. 

I'or estos fundamentos se revoca la sentencia de fs. 158, 
y se declara que la responsabilidad del ferrocarril Oeste, <lebe 
determinarse con sujeción á las enumeraciones contenidas en 
la carta de pone de fs. 42, en cuanto ella determina la especie 
de animales transitados sin atribuirles una calidad especial. 
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Notifiques? con el original y repóngase el papel y archi- 
Devuélvanse los autos principales con testimonio de esta 
resolución. 

A. Bermejo - Nicanor O del 
Solar - M. P. Dahact. 



CAUSA CY 



Don Celestino U. Rey contra don .11 f redo y don Eduardo 
Rocha, por falsificación de mercaderías y de marca de 
fábrica. 

■ 

Sumario: i' La destrucción de una marea no es una pena 
tínicamente dicho, atento tos arts. 6 y 54 de la ley de mar- 
ca* núm. 3975. 

r El requisito constitucional de <|iic nadie puede ser 
privado de su propiedad, sino en virtud de sentencia funda- 
da en ley, da lugar á recurso ante la corte suprema en los 
casos extraordinarios de sentencias arbitrarias, despro- 
vistas de todo apoyo legal, fundadas tan solo en la volun- 
tad de los jueces, y no cuando haya simplemente inter- 
pretación errónea de las leyes, á juicio de los litigantes. 

3," De acuerdo con la doctrina y jurisprudencia esta- 
blecidas Ikijo el imperio de leyes concordantes con ta núm. 
3<>75. los jueces, dentro del procedimiento criminal, están 
habilitados para ordenar la destrucción de marcas, aun 
cuando absuelvan á tos acusados en atención á su buena fe. 
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Casos Don Celestino M. Rey acusó á loe señores Alfredo y 
Eduardo Rocha por los delitos de falsificación de marea y 
venta á sabiendas de mercadería con marca falsificada, 
pidiendo para ellos la pena establecido en el art. 48 de la 
ley de la materia, núm. 307 5* 

El juez federal, doctor Antigüela, fundado en que los 
hechos comprobados no constituían los delitos imputados 
de falsificación de mercadería y de marca de fábrica, y 
en que, si bien los querellados usaron la marea propiedad 
del querellante sin conocimiento de éste, tal hecho no cons- 
tituía eu el caso, dada* las circunstancias especiales del 
mismo, el delito previsto cu e! inciso 5." hi fine del art. 48, 
absolvió de culpa y cargo á los querellados, de los delitos 
tic que se les acusó; si bien ordenó la destrucción de ta 
marca en cuestión. — Con firmada la sentencia por la cá- 
mara federal de la capital, los querellados interpusieron 
el recurso extraordinario 1 véase tomo no, jwg, 432), y 
abierto éste, la corte pronunció el siguiente: 

KALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Bucnni Aire*, Drckmbre 2 de IfM. 

Vistos y considerando: 

Que por el auto de fs. 18 se admitió el recurso, en con- 
cepto de que se invocaron en el juicio respectivo algunas ga- 
rantías constitucionales, y se pretendía por el allante que se 
te había privado de ellas : 

Que sustanciado dicho recurso y examinados todos los an- 
tecedentes de) caso, es forzoso llegar á la conclusión de que 
la sentencia de fs. 465 del expediente principal no es contraría 
á las garantías aludidas. 
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Que. en étáó'i el art. 14 fe ^ constitución nacional enu- 
mera derechos subordinados, cu su ejercicio, a la reglamenta- 
ción de las leves, las cuales. á su ver. deben tener en cuenta lo 
dispuesto ix>r el art. 28 de la mUma constitución. 

Que en ct presente juicio fto ha sido discutida en forma 
alguna la constitueionalidad de la ley núm. 3075, 

Ouc la destrucción de la marca ordenada por la sentencia 
de h. m confirmatoria de la de fs. 4 $i. no es una peí» pro- 
piamente dicha, como lo demuestran los art*. h y 54 fe la ley 
citada núm. , W5 . «« cuanto de ellos resulta Oue en juicos civt- 
les se puede ordenar al demandado que se abstenga de usar 
una marea, ya empleada y en lisdj lo < t ue equivale á la des- 
trmeíón en sus electos jurídico- 

< K,e no I* de un castigo ó pena, carece de per- 

nnen'te aplicación al caso el art. .8 de ta constitución naconal. 
q0 e dispone que ningún habitante de la nación puede ser pe- 
nado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del 

Oue yir lo que receta al art. .7 de !* *»™™ ^ fim " 
damental. .lebe observarse que la <c,U.nc¡a arlada al con- 
firmar ta de fe 43>- J^«* la deducción ordenada de la mar- 
ca, con el art. «¡ de la ley núm. 3®$} * *> «fffl* * 
inteligencia oportunamente cuestionada de este articulo el objeto 
del recurso no procede entrar en el examen de si el ha sido, 
ó no. bien interpretado. * 

One el reqmsito conxitueional de que .tadu puede ser 
vivado dé su propiedad, sino eii virtud de sentencia fundada 
, n lev da lugar á recursos ante .su corte en los casos extra- 
ordinaria de sentencia, arbitrarias, desprovistas de todo apoyo 
,egal. fundabas tan soto en la voluntad le los jueces y no cuan- 
$ „ava simplemente in ten dación **** * 1a * * 
do de tós litigantes^ porque si así no fuera, la suprema corte 
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podría encotitrar.se en la necesidad de rever los fallos de todos 
los tribunales de toda la República en toda clase de causas, 
asumiendo una jurisdicción más amplia que la que le confieren 
los arts. 100 y ioi de la constitución nacional, y 3 y 6 de la ley 
núm. 4055, 

Que admitiendo que por las condiciones especiales del caso 
sub judkc, procediera la revisión indicada, 110 habría mérito 
para revocar el fallo de fs. 465, pues de acuerdo con la doctrina 
y jurisprudencia establecida bajo el ini[Jcrio de las leyes con- 
cordantes c«wi 4a iiiim. 3975. los jueces, dentro del procedi- 
miento criminal, están hábil itados para ordenar la destrucción 
de marcas, aun cuando absuelvan á los acusados, en atención 
:'t su buena fe. 

I'or estos fundamentos: se ton ñ mía la sentencia apelada 
cu la parle que es materia ilel recurso. 

Las costas se alionarán en el orden causado, atenta la 
naturaleza de los pumos debatidos. 

Xotiítquese con el original y archívese, previa reposición 
de sellos, devolviendo los autos principales con testimonio de 
esta resolución. 



A. Bermejo, -Nicanor O. del 
Solar— M. P. Daract. 



FALLOS W LA COETÍ SUPREMA 



CUSA CVI 

Criminal contra Juan Rossi, por homicidio 

'Sumario: i.' Carece de valor legal una declaración indaga- 
toria prestada ante el comisario de policía, que aparece 
firmada solamente por éste. 

2¿* Debe absolverse al procesado cuantío los indicios 
de que se hace mérito contra él. no reúnen las condiciones 
necesarias |tara ser admitidos con valor tle plena prueba, 
suficiente [jara fundar una condenación. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Y vistos: 

Kstos autos seguidos de oficio contra Juan Rossi. de veinte 
años, soltero, argentino, y agente de policía en esc tiempo y do- 
miciliado en Intendente Alvear, ter. departamento del territorio, 
por suponérsele autor de la muerte de Arsenia Adorno, el tres 
de Febrero de 1908, de donde resulla míe el día mencionado, 
y siendo las 10 y 40 minutos de la mañana, se presenta Juan 
Rossi, agente de policía de Intendente Alvear, á la comisaría y 
da cuenta que hace un momento acaba de stlicidaise la mujer 
Arsenia Adorno, concubina del denunciante, descerrajándose 
un tiro de revólver en el lado izquierdo de la cara, á conse- 
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encueta de 1111 cambio de palabras que tuvo con el denunciante. 

Que la policía procede á instruir el sumario de prevención, 
trasladándose el comisario al lugar del hecho, y haciendo cons- 
tar el estado del cadáver, posición y pormenores; toma decla- 
ración á fs. 2 al menor de seis años Santos Castaño, y at pro- 
cesado de fs. 2, vuelta á 4. pide informe médico, el que se ex- 
pide ñ f«. 2 vuelta, y á fs. 5 se acompaña la partida de defunción 
de Arsenia Adorno, y á fs. fi se elevan tos autos á este juzga- 
do, .t fs. 6 vuelta, se ratiñea Rossi en su declaración, y pasado 
en vista al fiscal, éste se expide á fs, 8, pidiendo el diligencia - 
miento de las diligencias de fs. 8 á n#y á fs. 12 se le nombra 
defensor al de i>obres. á fs, 13 vuelta, se nombra fiscal ad hoc 
ppr ausencia del titular al doctor Marcos Molas, quien aconseja 
las diligencias de fs. 14, de fs. 16 á 18, ampliación del informe 
médico, de fs. 19 á 22, se expide el ministerio fiscal pidiendo 
17 años y medio de presidio, á fs. 23 se expide el defensor pi- 
diendo la absolución. Abierto á prueba, no se produce ninguna 
por la* parles puesto á ta oficina de acuerdo al art, 490 C. de P. 
y se lienta autos en Noviembre ppdo. Estudiando detenidamente 
esta causa, encontramos un sinnúmero de circunstancias que 
nos hace dudar, que la muerte de Arsenia Adorno haya sido 
el resultado de suicidio y quizás los requisitos para justificar 
que 1i<iva tenido lugar un homicidio, en cuyo caso sería su autor 
Rossi, en su denuncia y en sus declaraciones indagatorias, en- 
cont ramos muchas contradicciones, que dejan mucho que decir. 
y en cuanto al informe médico, éste, lejos de ilustrar el criterio 
del ju/gado. lo confunde más. En su denuncia de fs i, dice que 
su concubina Arsenia Adorno, ha puesto fin á la existencia 
descerrajándose un tiro de re%'ólver en el lado izquierdo de la 
tura, <í causee uencia de un cambio de palabras que turo con el 
denunciante.- -V.n la inspección que hace d comisario, encuen- 
tra el cadáver bañado en sangre, y al lado izquierdo se encon- 
traban caídas iota silla y un jarro loza con bombilla, conté- 
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itiendo yerba, 0' al lado derecho su hijo menor de cinco meses. 
lín su declaración indagatoria, dice que á la liora del hecho se 
encontraba en casa de Arsenia, donde iba á almorzar y comer 
por ser pensionista, que tomó cuatro mates que le sirvió ella, y 
se acostó á dormir (eran, según la denuncia, las io y 40 a. m.) ( 
que el hecho se produjo estando durmiendo y que ignora .ti 
antes de! hecho tuvo algún disgusto con alguien ; que le sacó el 
te volver de debajo de la almohada, donde lo tenía, en la mano 
derecha, cuando él la recogió — que estaba de costado, y el brazo 
izquierdo sobre la criatura, y él la tomó del brazo ( del izquier 
do), la puso de espaldas. — Ahora bien: si e! revólver lo tenia 
en la mano derecha, ¿cómo pudo pegarse el tiro en la cara del 
lado izquierdo? Es materialmente imposible, es falso, si tuvo el 
revólver en la mano derecha debió tener la criatura de cinco- 
meses en el otro hrazn izquierdo.— Cómo esta criatura 110 su- 
frió golpe ninguno al caer la madre muerta de un balazo reci- 
bido en la cara del lado donde estala dicha criatura, sobre olla? 
Cuando lo natural y lógico era que esa criatura no sólo recibiera 
contusiones, sino que cayese lejos del cuerpo de la madre. ¿Cómo 
es que en su denuncia dice que se pegó el tiro después de un 
altercado con él, y en su declaración que él estaba durmiendo 
y que le sacó el revólver de debajo de la almohada? ¿Cómo es 
que un hombre se acuesta á dormir á las diez a. m., cuando es 
la hora dé trabajo, es una hora en que Itace ¡mico tiem|x> debr 
haberse levantado de dormir i»or la mañana temprano? ¿Cómo 
es que se encuentra ¡i su lado mía silla caída y un jairo en el 
que se ha estado tomando mate? Esto quiere decir que esc jarro 
ha estado en manos de Arsenia cuando recibió el balazo. ¿Y 
cómo es posible que en una mano tuviese la criatura, el jarro, 
y en la otra el revólver, y no lanzase ninguno de estos objetos 
¡.ara suicidarse? ¿Cómo se explica que Rossi le tomase el re- 
vólver de la mano derecha y la enderezase poniéndola de es- 
paldas, sin saber qué ta había dejado en el estado en cayó? 
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1'ero no levantó ta criatura, ni el jarro, ni la silla, que el con i- 
sarío encontró cuando inspeccionó lo ocurrido. 

Todas las circunstancias demuestran que es talso todo lo 
aseverado por Kossi, qtíj Arsenia Adorno no ha podido legarse 
con la mano derecha 1111 tiro de revólver cu el costado de la cara 
izquierda de mía manera tan precisa que le causara la muerte 
instantáneamente, teniendo en él brazo izquierdo mía criatura 
de cinco meses, y un jarro con tM»mbilla. y caer ella muerta sin 
romper-e d jarro ni sufrir la m;ts mínima lesión la criatura. 

Si no es ella, como queda justificado, ¿quién le lia [«gado 
el tiro? Todas las circunstancia* y pormenores que rodean el 
hecho, acusan copó único autor á Juan Kossi t el hecho de 
mentir, como lo hace, demuestra que quiere ocultar su delito, 
pues no puede tener otro fui : él le ha pegado el tirof él ha 
coleado la criatura al lado de rila. tal vez lia volteado la silla 
ó ésta *e ha caído junto con el cuerpo de Arscnia al recibii 
el balazo; él ha dejado en el sucio el jarm para despistar 
la acción de la justicia haciendo aparecer mi delito como 
un acto propio de la victima. Después del altercado que dice en 
su denuncia que tuvo lugar entre ambos, él le |iegó el tiro, 
única explicación posible; no tiene el infrascrito en cuenta 
Ib declaración de fs. 2 del menor Santos Castaño, porque no se 
consideran aceptables las complicaciones, cuando dice que Ros- 
si le elijo á Arsenia que le diese mate y que después la iba á 
matar, el instinto de conservación le hace» |Mmerse en salvo. 
Tenemos la plena prueba de las presunciones que nos hacen 
dictar un fallo con pleno convencimiento-— eiicon liándose. |ior 
tanto, las cxgencias del art. 358 de C. de E L úa vez que esté 
justificado que Rossi es el autor de la muerte de Arsenia Ador- 
no, veamos si existen circunstancias atenuantes ó agravantes, 
para poder aplicar la pena correspondí *ntc. desde ya no existen 
circunstancias atenuantes, y si varias agravantes como el ejecu- 
tar el hecho con alevosía desde «pie lo hacía con mía mujer que 
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estaba desarmada, y por tanto, sin dar I - tiempo ni á salvarse, y 
ha obrado con premeditación desde et instante que ha tomado las 
medidas del caso para no ser descubierto, inc. s, 4 y 10 del art. 
£4 c. penal, por esto debe corresponderle lo f jado en el inc. 1 del 
art. 17, ó sean de diez á veinte y cinco anos de presidio, y tenien- 
do en cuento la petición fiscal, y el fundamento de esta resolu- 
ción que es la presunción debe aplicara? el término medio, ó sean 
la pedida por el fiscal, ó sean diez y siete aros y medio. 

Por estos fundamentos resuelvo, declarar á Juan Rossi. au- 
tor de la muerte de Arsenia Adorno, m Intendente Alvear, el tres 
de Febrero de mil novecientos ocho» y condenarlo á sufrir la pe- 
na fie diez y siete años y medio de presidía los que sufrirá de 
acuerdo el artículo 8, ley 4189 y vigilancia p>r tres años, art. 63 
ley citada. Hágase saber. 

M. L. Dttartc. — An*¿ mi. Soé Quirot/a. 
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Vistos y considerando: Que el procesado lia incurrido en 
contradicción sobre puntos importantes en m declaración inda- 
gatoria, comparada con la relación del hecho narrado por él mis-, 
mo. al hacer la denuncia de que su concubina se había suicidado. 
Si pues en la denuncia dice el reo: "Que m concubina Arsenia 
Adorno, acababa de poner fin á su existencia, descerrajándose 
un tiro sobre el lado izquierdo de la cara, á consecuencia de un 
cambio de palabras que tuvo con el denunciante". Mientras que 
en la declaración indagatoria de fs. 2 vta.. dice el procesado: 
"que el hecho tuvo lugar después de haber tomado mate, que se 
lo sirvió la referida mujer, se acostó y durmió el declarante en 
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la misma casa, y que ella se clfó la nuierti con el revólver que po- 
seía el exjwneiitc. sacándolo de debajo ríe la almohada, donde lo 
tenia el declarante ; que la victima tenia el revólver en ta mano 
derecha". 

<Jue esta contradicción resultante entiv ambas declaracio- 
nes, uniila á los otros indicios que constan en autos, que más aba- 
jo se toman en consideración, autorizan al tnbunal á desestimar 
la declaración del reo, como prueba en su favor. (Parte final del 
art. 318 del código de procedimientos en mareria penal). 

Los indicios constatados en autos eontra el procesado, ade- 
más de los que el inferior hace mérito en su sentencia, y de los 
que surgen Ta presunción de que el pro-.esado es el autor homi- 
cida—son : que el hecho se ha producido á raiz de una discusión 
enojosa del procesado con la victima, qr.e pr su propia declara- 
ción resulta inexacto que le sacara ésta el revólver de detajo de 
la almohada y estuviera durmiendo el reo. 

Esta inexactitud se prueba con la circunstancia de haberse 
encontrado al lado de la víctima el maie aun servido ó cebado. 
La herida al lado ¡xquerdo de ta cara, y la circunstancia de tener 
la víctima á su tierno hijo sostenido cen el" brazo izquierdo; no 
ercontrar el revólver en poder de la víctima ó cerca de su cuer- 
|x>. ni tener ésta en la cara la señal que deja el fogonazo de la 
pólvora del arma de fuego, cuando es la misma víctima la que 
se hace el tiro, y con mayor razón, habría dejado huella la i»l- 
vora aplicando el arma al lado izquerdo de la cara, porque no es 
posible, normalmente, hacer sobre si nvsmo un dis|)aro sobre el 
lado izquierdo de la cara, teniendo con la derecha el arma muy 
distante, tanto, que no llegue á la cara los re ídnos de pólvora. 

Que en conjunto, estas presunciones son precisas, vehemen- 
tes y concordantes, y reúnen los requisitos del ai*. 558 del citado 
código, para dar por evidenciado, por este medio de prueba, que 
el procesado es autor del homicidio á que se r cticrc esta causa. 

Por estos fundamentos y concordante* de la sentencia de 
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ís. 28, s confirma esta con costas. Re|mngast y devuélvase opor- 
tunamente. 

Daniel Goytia— Joaquín Carrillo- Marcelino Escalaría* 

En disidencia 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADO» GENERAL 

Suprema corte: 

Después de prolijo estudio de las cansUmcias de este proce- 
so, he llegado á la conclusión de que procede sea confirmada la 
sentencia de la cámara, que condena al prevenido como autor del 
delito de homicidio en la persona de su concubina La plena pirue- 
ta <tc su eulpabilidad, resulta de las presunciones evidenciadas 
en el sumario que reúnen las condiciones de los artículos 357 y 
358 del código de procedimientos en lo criminal. 

La referida sentencia, dictada en mayoría, foi analizado con 
exactitud las circunstancias que emerjen de autos sin que las ra- 
zones dadas por el camarista que votó en disidencia, sean parte 
ú modificar sus conclusiones. 

Por ello, pido á V. E. se sirva confirmarla, por sus funda- 
mentos y con costas. 

^uis ñ Molina. 
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Bueno* Aire*, Dkitwfcrt 2 de 19». 

Vistos estos autos seguidos eontra Juan Rossi, de veinte 
años de edad, de estado soltero, y empleado como agente de po- 
licía en la comisaría de Intendente Alvear, ler. departamento del 
territorio nacional de la Pampa Central 
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Y considerando: Que la sentencia recurrida por la que se 
condena al procesado como reo del delito de homicidio perpetra- 
río en la persona de Arsenia Adorno, el :!ía 3 de Febrero de 1908, 
se basa tan sólo en las presunciones, que se eonsidcra, concurren 
en el caso sub /urfiiv y que reúnen las condiciones exigidas por 
* derecho para constituir una prueba plena, con relación al delito y 
á la persona de su autor. 

Que para que las presunciones puedan . abonablemente fun- 
dar una opinión sobre la existencia de lie» líos determinados y 
constituir una prueba evidente del delito y tic la persona de su 
autor, es necesario que concurran las condiciones establecidas 
expresamente por derecho, título XV. íibro r, vódigo de proce- 
dimientós en lo crim inal. . 

Que estas condiciones no resultan de los antecedentes que 
suministran los autos, ya con respecto á la contradicción en que 
se dice ha incurrido el procesado, como en cuanto á las que se de- 
oucen de la posición en que se encontraba el cadáver de la vic- 
tima á que se refieren tas diligencias de f. i y 2 vuelta. 

Que de las declaraciones prestadas por el procesado ante la 
policía de Intendente Alvear y interiormente ante el juez de la 
causa (fs. 3 y 6 vuelta) no aparece ratificada la manifestación 
contenida en la denuncia de f. 1 la que s\ bien pudiera contrade- 
cir la relación de los hechos expresados en U mencionada decla- 
ración indagatoria de fs. 2 vuelta, esta contradicción no aparece 
abonada por no estar probado que la dicha denuncia la hubiera 
hecho el procesado ante la comisaría de Inúndente Alvear en la 
forma que está escrita. 

Que otro tonto ocurre con respecto á lo:; indicios que se de- 
ducen de la situación en que se encontró el cadáver de la victi- 
ma y á las señales que ésta presentaba, circunstancias de las que 
se presume que no pudo aquélla darse muerte por sí misma con 
el revólver del procesado en momentos que éste dormía, desde 
que estos antecedentes no aparecen fundado, en hechos reales jr 
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debidamente comprobados en autos, como .-cría necesario para 
constituir la prueba exigida por la ley, ait. 358, inc. 7*. 

No se ha establecido» en efecto, en el informe dado después 
«leí reconocimiento pericial practicado á raíz del hecho denuncia- 
do, ninguna de las circunstancias expresadas sobre Tas que se ba- . 
san las presunciones de que se hace mérito en la sentencia apela- 
da, pues, el perito nombrado, se limita á decir que "ha efectuado 
el reconocimiento á ta difunta Arsenia Ademo, la que presenta 
una herida producida por arma de fuego, sin que presente orí ti- 
rio de salida, por lo que no es posible determinar el trayecto re- 
corrido por la bala, y que dada la muerte instantánea, la bala de- 
bió interesar la substancia cerebral" ; lo único que en este caso 
puede determinar la muerte instantánea, y que dicha herida, da- 
das las condiciones del orificio de entrada es de suponer haya 
«ido producida por mano alevosa"; dejando asi sin mencionar, 
todas y cada una de tas circunstancias relativa.» al tugar y á la 
posición en que estaba el cadáver en el acto de su reconocimiento. 

Que las deficiencias inexplicables de que adolece el proce- 
so actuado ante el juca del crimen de la Pampa Central que han 
sido notadas por el señor fiscal de ta cámara de apelaciones en lo 
federal (fs. 41) ypor el seflor defensor de pobres, incapaces y 
ausentes, á fs. 55, han dejado sin la conglobación correspon- 
diente diversas circunstancias que han podido aclarar el hecho y 
disipar las dudas que reclaman la aplicación en et caso, del art. 
15 del código de procedimientos en lo criminal. 

Que en tal situación procede la absolución del encausado 
conforme á lo dispuesto por el art. 497 del código citado y á lo 
establecido por esta suprema corte en casoi análogos desde que 
los indicios de que se hace mérito por el ministerio fiscal tanto en 
primera como en segunda instancia y á que se refiere el señor 
procurador general, no reúnen tas condiciones necesarias para 
ser admitidos con valor de plena prueba, suficiente para fundar 
tina condenación. (Tomo 90, pág. «3, faüos de la suprema corte) 
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Por ello se revoca la sentencia apelad* de fs. 43 y se ab- 
suelve al procesado Juan Rossi. Notiftquese con el original y 
devuélvanse. 

A, BenMejo— Nicanor O. del Solar - 
M. P. Daract. En desidencta. 

DISIDENCIA 

Vistos y considerando : Que pora impugnar la sentencia 
apelada de fs. 43, la defensa de Juan Rossi, alega la ineficacia 
de las manifestaciones consignadas en la denuncia de f. 1, por 
110 estar firmada por el reo y sí sólo por el comisario. 

Que ese documento ha podido ser lonvóo en consideración 
como elemento de decisión en el proceso, de.vle que, no solamen- 
te no ha sido desconocido por la defensa del reo en la primera 
instancia, sino que, además, ha sido invocada al iontesur la acu- 
sación cuando se ha alegado "owe por denuncia de mi defendido- 
se tiene conocimiento que la mujer Arstuia Adorno se ha suici- 
dado" fs. J3, k» que importaba admitir las enunciaciones del do- 
cumento referido que constituía la denuncia ' q;u: se hacia refe- 
rencia. 

Que no obstante las omisiones inexplicables del juez del cri- 
men de la Pampa Central, notadas por el freal la cámara fe- 
deral fs. 41 y el defensor de incapaces, is. 55, la; circunstancias 
fie) expediente bastan para fundar las presutteiones de que se ha 
liedlo mérito por el inferior y ellas reúnen los requisitos del 
art 358 del código de procedimientos en lo criminal. 

Por esto, los fundamentos de la sentencia apelada de fs. 
43, y de conformidad con lo pedido por el señor procurador ge- 
neral; se la confirma con costas. Notifique»? con el original y 
devuélvanse. 
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CAUSA CVII 

Don Andrés Jones, su sucesión, contienda de competencia 

Sumario : Al juez del lugar de la residencia habitual de la familia 
del causante corresponde la jurisdicciót, sobre la sucesión, 
aun cuando éste hubiera residido alternativamente en dicho 
lugar v en otro en donde tenía un cstab'C cimiento de campo. 

• 

C aso : Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO DEL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA DE LA CAPITAL 

tnos Aires, jíptltmbrc 22 d< 1*0. 

Y visto* : Considerando : V Que crino To sostiene el repre- 
sentante de tíMloís los interesados en este juicio, doctor Antoni- 
no M. Ferrari, en el escrito de fs. 08. de los anlcccdentes rela- 
cionados en el exhorto de fs. 6j, no resulta en manera alguna 
comprobado (¡ue tas personas que litigan para fijar en La Plata 
la jurisdicción de este juicio, sean tales hijo* naturales del cau- 
sante, no pudiendo por esta razón admitírseos para disputar per- 
sonería á la señora viuda y herederos instituidos en el testamen- 
te* de fs. i y 2 f la intención que tuvo el causante para fijar su 
vecindad. 

2 o Que la razón expresada en el crnsiJcrando que precede, 
seria bastante para comprobar la imptoce^encia del incidente 
de inhibitoria entablado en el exhorto cto fs 12, <? ; á mayor abun- 
damiento no existiera prueba fclwcicntt gfíM» comprobara plena- 
mente que el domicilio del causante era étí esta capital, calle 
Itrasil 1425. donde residía con su fam-lia. Vm efecto, su testa- 
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mentó, cuyo testimonio corre á fs, i y 2, lo fechó en esta ciudad 
y al detallar sus bienes el primera que enumera es la casa que 
habita en la calle Brasil iinm. 1425 ? conhm,ando este hecho la 
escritura de compra de dicha casa otorgaba ante el escribano 
don Ricardo M, Wright, en esta eaoital. el 2 de umio de 1892 y 
la ile! establecimiento en el Rio Ncgr*\ ai'c el escribano don 
Faustino Miñones también en esta ciudad, e! 20 de diciembre de 
1804. cuyas escrituras se encuentran reservadas en secretaria y 
en los cuales ex p re saínente el causante í\&.to qu su domicilio 
felá en esta capital. 

3* Ouc de autos resulta que el rattrant.* tema dos estableci- 
mientos de campo, uno en Jcppenrr íBrandzen) y el otro en 
el territorio del Rió Negro fChoele Choel >. los cuales y otros 
negocios le obligaban ¡i salir con ireeiu-uch cíe t:ta capital, solo 
ú acompañado por cortas ó largas temporadas, pero sin alian- 
donar la idea de volver, por cuya razón mantuvo siempre la ca- 
sa perfectamente instalada hasta el día en 1,11c falleció, donde 
residía con su familia, lo cual determina el domü *tio para la ley. 
como se afirma en el escrito de ís. 08 y lo corroerán los testigos 
que lo suscriben, los cuales se han ratificad > ¡i 7 2 «fe y 73 : 
no in Huyendo en nada el hecho de que el caí sanie haya desem- 
peñado er. el partido de Brandzen los puestos públicos y admi- 
nistrativos, así como que estuviera inscripto en el registro cívi- 
co de ese partido como se afirma en el cx'torto de fs. 02 i>ara 
desvirtuar de que en esta capital, en l¡. cai't Brasil núni. 1425 
donde falleció era su domicilio 

Por estos fundamentos, los del escrito .V f ! óS y to dicta- 
minado por el agente fiscal, st- desestima el incidente de inhi- 
bitoria entablado en el exhorto de fs. 62 del -eñor fui tic primera 
instancia en la capital de la provincia de Buenos Aires, declarán- 
dose incompetente el infrascripto para seguir conociendo en 
estos autos. 

En su mérito, líbrese oficio á este magistiado con trans- 
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cripciófi de! escrito de fs. 68, ratificaciones de fs. 72 vta. y 73, 
visto fiscal de fs. 73 vta. y de esta resoluii ,11. Repónganse los, 
sellos. 

Luis Ponce y Gómez.— Ante nv : Jarinlo Pemándes. 

AUTO DEL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA DE LA PLATA 

La Pite, Armio IS de 1909. 

Autos vistos. Considerando: 

i" Que tanto el art. 3284 del código 4* vil» como el art. 11 
del código de procedimientos, establecen qui la jurisdicción so- 
bre la sucesión, corresponde á los jueces del lugar del último do- 
micilio del difunto. 

2" Que si bien es cierto c¡ue don \nd«és Jones falleció en 
h capital federal, según resulta del testimonio de acta de defun- 
ción de fs. 3, su domicilio era en el partido d? Coronel Brattdzen, 
jurisdicción de esto provincia, pues el informe agregado á fs. 9 
vuelta resulto comprobado que dicho señor jerció las funciones 
de juez de paz de aquel partido durante e! año 1908; y de las 
declaraciones de los testigos: Arbucó (fs. 19), Vera (fs. 21 ). 
Mauuieyra ( fs. 23), Fottrcatid < ís. 24 \ta.) ( é Jriarte <fs. 26 ), 
íesulta también comprobado que el mismo *enor Jones residía 
en su establecimiento de campo ubícate á inntediaciones de la 
estación Jeppener, partido de Brandsen j qti : al 'i tenia su domi- 
cilio » que era en la época de su fallecimiento presidente del co- 
mité del partido conservador de esa lovalidaJ, y que fué trasla- 
dado á la capital federal para practicarl - un» operación, dos días 
ames de su fallecimiento. 

3 a Que según lo dispone el art. 92 del código civil para que 
la residencia cause domicilio, debe ser Habitual y no accidental, 
no alterando el domicilio la residencia invo'rntsria (art. 95). 
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Por esto y estando justificado que el último domicilio de 
don Andrés Jones era en jurisdicción de e*ia provincia, atento 
lo solicitado áfs. 5 y 29, de conformidad cor lo dictaminado por 
el ministerio fiscal y de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 433 
y 434 del código de procedimientos, líbrese ti exhorto solicitado 
con transcripción de los escritos de fs. 5 y 29 <M precedente dic- 
tamen fiscal y este auto, á fin de que el señor juez doctor Luis 
Tonce y Gómez se inhiba de conocer en el juicio sucesorio de 
don Andrés Jones y remita los autos al infrascripto ¡>or ser el 
competente. 

Maximiliano Atjnilar.—Xniv mi : Ri\món Gwtvnrz. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADO» GENERAL 

Bueno* Aire». Noviembre 17 de 190». 

Suprema Corte: 

A V. E. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia ú mérito de lo t|iic dispone el alt. 9. tnc - <? de ,a Iev 4°55- 

De las constancias de los expedientes elevados á V. E. se 
desprende que el último domicilio del causante don Andrés Jo- 
nes, lo fué en la ciudad de Buenos Aires, donde tenia establecida 
su familia desde mucho tiempo atrás y su principal residencia. 
Ello se demuestra con la manifestación perenal que consigna el 
testamento que se ha agregado y con la declaración jurada de 
los testigos que suscriben el escrito prestado por el represen- 
tante de los herederos legítimos, estando, además, corroborado 
por tas diligencias de inventario, levantada* en los diversos lu- 
gares en que el causante tenía sus bienes , <* las que se despren- 
de con evidencia, que la casa donde la tam lia icsidia habitual- 
mente, era la de esta ciudad, no teniendo la- dtmás las comodi- 
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Hades necesarias para habitarlas pcrm¡'!i»'iite"ictitc (arts, 93 y 94 
ótl código civil ), 

Aunque d antecedente expuesto es Mtfici' nte para establecer 
la competencia fiel señor juez de la capital federal, atenta lo 
pre«cripto por el art. 3384 del código citado exsten otras razo- 
ne» para resolver en tal sentido la pr-vent 1 contienda. Ante el 
juez de la provincia no se lia abierto el juic.ó sucesorio del cau- 
sante como se ve en el expediente respectivo, y las personas que 
se presentaron á dicha autoridad no tenían calida.! para solicitar- 
lo, desde que 110 han justificado su carácter hereditario, y antea 
de reclamar su i>arte en la herencia han cíebid |»edír al juez 
competente se les declare lujos naturales, por medio de la acción 
de filiación corre>|n metiente fart. ¿25 del eódíg -j citado». 

En cuanto á las funciones pulítie'is qik se dicen ejercidas 
por el caúsame en la provincia de Buenos Aires, ellas implican 
una presunción remota, que 110 puede '*ontrarre-tar las circuns- 
tancias qtte dejo expresadas, para demost.nr la existencia del 
domicilio real en esta capital. 

Por lo expuesto, pido á V, K. se *irvíi dirimir la présenle 
contienda, declarando que el conocimie nto de jeicio testamenta- 
rio de don Andrés Jone*, cor rescinde ..! seivr juez de la capi- 
tal federal. 

Jnl'w Bótet 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

bu«n<« Aire», Dtciei hr<? i de r.M» 

Y vistos: la contienda de competencia ' ralada entre el se- 
ñor juez de la. instancia en lo civil de < sta <apital. doctor Póli- 
ce y Gómez, y el de lo civil y comercial cíe l;¡ ri'.idad de La Cía- 
la, doctor Aguílar, para conocer del juic sucesorio de don 
Andrés Jones, y considerando: 
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Ouc de las constancias de los expedientes umilidos á esta 
-orlc~rcsulta que el causante residía alternativamente en esta 
capital y en el partidu de Brandan de la provincia de Unenos 

Aires. t • 

( hiv como lo liace constar el testigo don Juan Ignacio triar- 
te, apestando al interrogatorio de fs. 12. el «ñor Jones |'ha 
balitado con frecuencia en su establecimiento de campo proxi- 
mo á la estación jeppener (á la $*. pronta f< 26), mientras 
¿tíe como lo expresa en contestación á la 6?. pregunta, su fami- 
lia r ,sidia l.abitual.ncntc en Buenos Aires, pero el señor Jones 
liada sus negocios en el establecimiento expresado del partido 

de Brandzcn (fs. 27). 

One con arreglo á lo dispuesto en el articulo 94 del código 
civil "i «na persona tiene establecida s:. fa-.iilia en un lugar y 
.iv .rocíos en otro, el primero es el lugar Ce m domicilio, por 
lo qué debe considerarse que el último domicilio del causante 
h,¿ en esta ciudad, en la calle Hrasü nüm. t 4 ^ fa,,ec, °' 

Que no se opone á esa conclusión la drcurstancia de que 
m^Úm desempeñado funciones públicas eu Brandwn, por- 
fíe han sido de carácter temprano (art. &> »* ? C1 " 

" U Oue la jurisdicción sobre la sucesión ce- responde á los jue~ 
res del lugar del último domicilio del difunto (art. V*4 del có- 
digo civ¡n. ■ ... 

Por estos íundamentos y de confo S mid ; .d o n lo pedido por 
el seto procurador general, se declara: Que es competente para 
conocer del juicio sucesorio de don An<¡ré< Jones, el j«e* de ia. 
instancia de esta capital, a quien » remitirán los autos, dando 
al iuer de lo civil y comercial de U H«to doctor Aguijar, el 
aviso eorrespondietite. Xotiíiqucse con el original y repóngase 
el papel. 

A. Bermejo. - Nicanor 0. dei. 
Solar. - M. P. Oaract, 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



CAUSA CMII 



Criminal, contra Juan Medeyra ó M< r C yra, fcr homicidio 

Sumario: Aunque la pena impuesta por el iufeiior sea más be- 
nigna que la que correspondía aplicar dadas las circunstan- 
cias del caso, procede su confirmación .» el ministerio fiscal 
no lia hecho uso de los recursos legales íontra el fallo. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes* 

SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

VWh. Junio 2 dt 19». 

Y vistos estos autos, seguidos de ot*cío contra Juan Medey- 
ra, de cuarenta y tres años, soltero, arg'>nii..u, domiciliado en el 
paraje denominado ciudad de Río Alegro, abusado de homicidio 
i esulta : 

i" Que ante el comisario de Pringles se j re sen ta Arturo 
Zeller, denunciando cjue el veinte de diciembre de mil novecientos 
siete, como á las cinco de la tarde, se encontraban en la casa de 
negocio de que es empleado, situada en el paraje arriba designa - 
do, entre otros Juan Medeyra, quien pretextando una diligencia 
se retiró del establecimiento, adonde rígresó nv mentó* después 
manifestando que su suegro Silverio Román, lo había herido y 
en efecto, presentaba una lesión de arma co tarto en el costado 
izquierdo, á la altura del vacío; habiéndole, á la vez. hecho si- 
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ber que él le había disparado un tiro, ignoraido si lo había heri- 
do ó muerto. 

2" Que á fs. 2, el cabo Juan Núfieí comisionado para tras* 
lar lar se al lugar del hecho, constató que Romái\ ya cadáver, se 
encontraba tendido á unos metros de dista «ría de la cocina de 
la casa que habitaba, presentando una herida d.- bala á la altu- 
i a de la clavícula habiendo encontrado el cuchillo de la misma 
victima como á diez centímetros de su mi.no derecha. 

3° Que á f s. í», el prevenido declai <• : f;rc habiendo acudido 
á la casa de la victima con objeto de preguntar por unas ove- 
jas de su propiedad. Román 'c contestó n forma descortés y lo 
insultó, motivo por el cual le asestó un guipe dt rebenque por 
el hombro cortándosele la l>nja del misino; que en tal circuns- 
tancia su víctima lo agredió con cuchillo, , ruándole una puñala- 
da v que al verse herido le hlso un disparó de aima de fuego hi- 

i leudóle ¿I también. 

4" Que á fs. 8, corre agregado el ¡rfenne pericial y á fs. 9, 
la partida de defunción del interfecto. 

5" Que á fs. 22. el representante d»*l inmisorio riscal acusa 
al prevenido como reo de homicidio sm^v'. pidiendo se te apli- 
que la pena de quince años de presidio, úi ou-erdo con lo dis- 
puesto por el artículo 17, inciso i, cap" Lulo 1, de la ley 4*^9» % 
ccs-oiÍos y costas, cuyo dictamen es "ebatido \ fs. 25, solicitando 
1 1 defensor del reo la absolución de culpa y cargo, de su defen- 
dido, }>or liaber procedido en legítima Oí?ftn3a y considerando: 

Primero: Que consta el delito por el informe pericial de fs. 
t. partida de defunción de fs. 9, confesión ici encausado y de- 
más elementos de autos, 

Segundo: Que su autor es el preve-doo, según propia con- 
fesión de fs. 6 y 13. 

Tercero : Que la defensa invoca en favor del procesado la 
eximente del artículo 81. inc. 8 del co-l'ip p-swl. 

Que tal pretensión es inadmisible pii'r cuanto no resulta ni 
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de la confesión del prevenido, ni de los iar a elementos proba- 
torios de autos. 

En efecto, Mereyra reconoce que fué á casa de su victima 
preguntándole por unas ovejas de su propiedad ; que Román 1c 
contestó en forma descortés, insultándolo, que por esta cansa lo 
golpeó con el rebenque, cortándosele la lonja; que entonces 
aquél lo agredió con un cuchillo pegando'*.' una puñalada, y que, 
ai verse herido, le hizo un disparo - le W*w de fuego, hiriéndolo 
también. 

Resulta, pues, que el primer agresor fué oí mismo proecsa- 
do; que ta agresión fué con un rebenque y «•m» ésta se cometió 
en casa de la misma victima. 

Ahora bien; teniendo como cierto el hecho de la descortés 
contestación y del insulta inferido», tale* antecedentes no pue- 
den de ningún modo justificar los golpes que el prevenido pro- 
pinaba al padre de su concubina fallecida sobre todo, si como 
dice la Mañondes, su marido se encontráis t lirio, y si el hecho 
se producía en circunstancias que Ronrón acompañaba á su mu- 
jer, esposa ó concubina, quien se encont-ata cu cama, enferma á 
consecuencia de un envenenamiento producido, lo que debió ig- 
norar el acusado, pues según tvstiniomo -le Zeller ( fs. i), el 
mismo Mereyra se ofreció á pagar el aceite <;uc el hijo de la 
víctima fué á buscar en el almacén (le d rttde era empleado aquél, 
en cuya oportunidad fué referido á los presentes el caso de in- 
toxicación ; y este hecho también, era ru/ón mayor para eme el 
procesado hubiera observado prudencia. -tquierfl en obsequio al 
estado de aquella pobre mujer que se haü.iua postrada y á quien 
la víctima le estaba haciendo compañía. 

Por otra parte, Mereyra no espec' fie» i;i naturaleza de los 
insultos ni consta en su confesión los lirrurinos ilcscorteses que 
le fueron empleado ; pero, cualesquiera que ellos hubiesen sido, 
es indubitable que esto se produjo en c^sa dil misino Román á 
donde concurrió el victimario y que t^'o fité hasta entonces 
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«na simple cuestión de palabras, p*Ütíí '«¡a ■ quizás, á estar al 
testimonio de Mañondes, U. 5. : » la insóIita * ctitt,€l 

Mereyra arrojándole al suelo la botella cami que tenia a sn 
lado y enrostrátutole el vicio <le su ebri? UwK 

En consecuencia, pues, el procesado íue quien provocó el 
hecho con imprudente actitud y con sus mji*t»i rebencaios y á 
este respecto, si bien éste hace constar que al nrimer golpe, la 
lonja del rebenque se le cortó, lo que hace no deluó 

ser un simple golpe, Domingo sostiene ,ue cmre*'» á descargar- 
le reljeneazos hasta que la sotera se cortó. 

Cuarto : Que la responsabilidad dé! pnut^udo i»or los he- 
chos ,»steriores. surge, de los hechos anteriormente considera- 
dos y siendo asi. la defensa no puede iiivot^r razonablemente la 
eximente de legítima defensa trn favor ríe su latrocinado, ya sea 
que el drama se haya desarrollado dentr*, d la habitación donde 
se produjeron los primeros hcclios. según se tesprende de la 
confesión del encausado, ya sea fuera de tila, i ues si se consi- 
dera el primer caso, la actitud de Kotmti hniendo á su agresor 
no podía haber sido sino inmedíatanv tiU % sucesiva al hecho 
mismo, tal cual se deduce de los propí * lómiros de la confe- 
sión del reo, determinada también por ese mi? ruó hecho y en 
const-etiencia actitud legítima ; y si se remiden el segundo, es 
decir, si se acepta el testimonio «le la Mañondes (fs. 5*. como 
lo pretende ta defensa, la resixmsahilidnd s skmprc la misma 
desde que en dicho testimonio consta me el acusado siguió á 
su víctima cuando ésta se dirigió hacia aÍLv,a, ouizás para im- 
pedir que lo continuara golpeando y quizá también para evitarle 
disgustos mayores á su mujer á quien estaba rcompañando: y 
esa responsabilidad es la misma. |*rque 11 es posible sostener 
que hava defensa en la forma establecía , ti ia ley para justi- 
ficar la acción, donde se da muerte a un sujeto. ¿ quien después 
de habérsele «clocado sin justa cansa m&tamcs antes, se les si- 
gue sus pasos cuando se le lia visto aban'Viur hasta su propio 
óonneíüq. 
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Quinto ; Que corresponde aplicar «I reo la pena establecida 
en el artículo 17, inc. 1, capitulo 1 de 1 • ley de reformas al có- 
digo penal 4180, por cuanto se trata de un homicidio simple. 

Sexto: Que concurre en favor del r *o U atenuante del inci- 
so tercero, del código penal, lo que se desprende de los propios 
hechos considerados y que sirven de fun lamento al presente pro- 
nunciamiento, pues resulta evidente que el procesado no ha te- 
nido intención de causar todo eJ daño p>odut¡do, sino que, apre- 
miado por las mismas circunstancias en que los hechos «lesarro- 
liados por su propia culpa lo habían colocad», di ¿|iaró el proyectil 
que determinó el decebo del interfecto, sil» que le fuera posible 
apreciar todo el mal que debía causar. 

Por estas consideraciones y fundamento legales expuestos, 
fallo en definiliva condenando á Juan Me de, 1 a ó Mereyra, por 
el delito de homicidio simple á sufrir la ie;ia ^ doce años de 
presidio que deberá cumplir en el cstaoln ¡miento penal que el 
P. E. designe, diejt fitas de reclusión solitaria cu ios aniversarios 
del crimen, limitándose á dos años la sujeción á la vigilancia de 
la autoridad y demás accesorias y costas, con descuento de la 
prisión preventiva sufrida. 

Xotifíqucse y si no fuera apelada, eu-vesz en consulta al 
siuK'rior en la forma de estilo. 

J. stlfrcdo T orres,— Ante mí : }¿. D. Rosquellas. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

La Ptati, Julio 31 4t 101». 

« 

Vistos y considerando : 
Que el procesarlo se encuentra confeso, de halíer en las 
condiciones establecidas eji ta sentencia apelada, dado muerte 
a Sttvcrio Román. 
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Que no concurren, en el hecho, circunstancias atenuantes, 
ni agravantes, tocia vez que no ha sito justifícalo por la acusa- 
ción que el victimario fuera condenarlo por el homicidio pre- 
sunto de Patagones, en el cual según el procesado fué absuelto 
y toda vez que no rcsitltn de lo actuado, que Mcdcyra fuera 
¿superior á la victima en edad ó fuerza. 

Que simio todo ello asi, corresponde aplicar el término 
medio de la pena establecida en el articulo t?, capítulo primero, 
inciso i .". delitos contra la vida 

Tero como la pena aplicada por el juez de primera instan- 
cia ha sido más benigna y no habiéndose usado fíe los recursos 
legales i»or el ministerio fiscal, corresponde confirmar el fallo 
recurrido. 

Por cato, se confirma, con coste ^illo de fojas 3.2. 
Devuélvase oportunamente. 

Daniel Coytia — Joaquín Carrillo — Marcelino Escalada. 

DICTAMEN DE SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Exmo, Señor: 

Resulta probado el hecho delictuoso que se persigue en este 
sumario. por la declaración de las personas que vieron el cadá- 
ver de Silverio Román, y la culpabilidad del procesado Medeyra, 
se desprende de su propia confesión, en la que relata todas las 
circunstancias que precedieron á la comisión del crimen. De es- 
tas circunstancias resulta que fué el reo, el provocador de su víc- 
tima, á quien hizo objeto de ataques injustificados, por lo que no 
es de tenerse en cuenta ta legítima defensa invocada por el de- 
fensor. 

La calificación del delito que hace la sentencia de la cáma- 
ra, es la que corresponde, de acuerdo con el art. 17, inc. 1 de la 
ley de reformas al código penal, con la disminución provenien- 
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te de la atenuante lijada en el art. 83, hic. $ de'l mismo códígu 
que es aplicable a) caso. 

Por todo ello, pido la continuación del fallo recurrido. 

Julio Bolvt. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Vistos estos autos seguidos contra Juan Mcdeyra ó ftíerey- 
ru ])or el delito de homicidio penetrado en la persona de Silve- 
riu Román. Considerando: 

Que la res|K>nsal>ilidad del procesado, cotuo autor de la 
muerte del expresado Silverio Román, está plenamente compro- 
bada iH>r su propia confesión y por las diligencias de este proce- 
dí. Declaraciones de fs. 2. 3, 5 y $ informe pericial le fs. 8 vta. 
y certificado de defunción de fs¿ 9. 

Que no se ha justificado lo alegado por la defensa, en cuan- 
to á la excepción establecida por el art. 81. inc. 8 del código pe- 
nal, como se demuestra en la sentencia del inferior, fs. 32. resul- 
tando, i»or el contrario, de las constancias de autos, que el pro- 
cesado agredió á Román en las circunstancias <me expresa el 
mismo en su declaración de fs. 6, y la prestada á fs. 5. 

<Jue es el easo de mantenerse la pena impuesta atentos los 
fundamentos aducidos en la sentencia de fs, 44 vta., pronuncia- 
da j>or la cámara federal de apelaciones de La Mata. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se confirma la sentencia apelada de 
fs. 44 vta.. con costas. Notifícese con el original y devuélvase. 

A. Bermejo. —Nicanor O. del 
Solar. -M. P. Daract. 
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CAITA Cl% 



Criminal, contra Bermrdo . Iniis. por homicidio 

Stummit; r La iuadntisibilidad de tina ikvlaraciúti. como ole- 
mento probatorio, debe discutirse en la audiencia prcscripta 
cu el artículo 4t>2 del código o 1 ** procedimientos cu lo cri~ 
minal. 

2" Es justa la sentencia que condena á la p.na de diez y siete 
años y medio y accesorios le: ales al autor de un homicidio 
perpetrado con la circunstancia atenuante de ebriedad y la 
agravante de reincidencia. 

Caso: Lo explican las pieza* siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

Río Gilte^o», M*n« 10 de ISO». 

Y vistos : ote proceso criminal seguido de olicio contra 1 ler- 
na rd o Aráis, argentino, de cuarenta y ocho años, soltero y domi- 
ciliado en Santa Cruz, por el delito de homicidio perpetrado en 
la persona de José Rích. Y considerando : 

J" Que de la declaración del denunciante de ís. 6, fiel tes- 
tigo liourdct de fs. 7, informe pericial de fs. 10, partida de de- 
función de fs. II y confesión del procesado de fs. 13, ratifica* 
da á fs. 18. resulta comproliado que en la noche del trece de ju- 
nio último, fué muerto José Rich y que el acusado Aráis fué el 
autor de ese homicidio. 
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3* Que el seftor fiscal califica el caso como de homicidio, en- 
cuadrado dentro de la prescripción del art. t?, cap. i, inc. i de 
la ley 4189 con ta agravante de reincidencia y la atenuante de 
ebriedad. La defensa á su vez pide la absolución de su defen- 
dido fundada en la embriaguez absoluta del reo en el momento 
del acto y en el hecho de haber obrado en legitima defensa, agre- 
gando que no fué Aráis quien inñrió la puñalada que presenta 
el cadáver del interfecto. 

3 a Que hay que descartar en primer lugar la defensa fun- 
dada sobre la embriagues alegada p*í el defensor. 

No está probado en el proceso que ella fuese absoluta é in- 
voluntaria, como lo requiere la ley, para que exima de pena. No 
pudo, por otra parte, ser absoluta, desde que el sujeto recuerda 
las particularidades del hecho, cosa que no sucedería si la ebrie- 
dad hubiese sido completa, pues cstn significa la ausencia total 
de la conciencia del acto. 

No pudo ser involuntaria desde que ésla se caracteriza por 
lo accidental y no puede considerarse así cuando aquella es un 
hábito del individuo. 

4" Que también hay que descartar la legítima defensa invn* 
cada. No Huyen ni presunciones de lo aseverado por el reo. 

No resulta de las circunstancias particulares del proceso y 
el reo no ba demostrado la verdad de su alegación. En su pri- 
mera declaración nada dice de los disparos que le habían Hecho 
y no hay antecedente alguno que autorice á suponerlo. 

Im argumentaciones de la defensa no se basan en las cons- 
tancias del sumario y son simples deducciones que no pueden 
fundar la absolución. 

Aráis no fué detenido el mismo día del hecho ni al día si- 
guiente, para presumir que la policía lo recogió durante el le- 
targo antes de tener contacto con persona alguna |>ara cambiar 
el cuchillo, pues fluye de autos, que fué detenido muchos días 
•después del hecho. 
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5° Que la atenuante de ebriedad queda compensada con ¡a 
agravante 20 del art. 84 del código penal reformado por la ley 
4ift>, no pudiendo considerarse que baya habido premeditación 
y alevosía dadas las circunstancias en que el hecho se produjo 
razón por la cual es aplicable la pena pedida por el señor fiscal 
ya que el caso encuadra dentro de la calificación de homicidio 
simple previsto y penado por el art. 17, cap. I, me. 1 de la lo- 
antes recordada. 

Por estos fundamentos, > de conformidad con las conclusio- 
nes de la acusación fiscal fallo condenando á Bernardo Aráis, 
como autor responsable del homicidio de José Rich á la pena de 
diez y siete años y medio de presidio, accesorias legales y costas. 

Fijase en tres años la vigilancia de la autoridad después de 
cumplir la pena, descuéntese el tiempo de prisión preventiva de 
acuerdo con lo dispuesto en el art. 49 del c. penal, pídase al P. E. 
designe el establecimiento penal donde el reo debe cumplir su 
pena, regístrese, notifímiese y elévese en consulta sino fuese ape- 
lada, en la forma de estilo. 

Domingo Cuglialmelli.— Ante mí: Ce ferino Q nevedlo 

SENTENCIA DE LA C AMARA FEDERAL. 

U PUta, Junto 10 de J». 

Vistos y considerando: 

Que no obstante sus manifestaciones corrientes á fs. 3 y 18,. 
debe considerarse convicto al procesado, de haber ejecutado ani- 
wiiu mecandi, el delito previsto en el art. 17, cap. 1, delitos con- 
tra la vida, inc. 1. castigado con la pena de diez á veinticinco 
años de presidio. 

Que en efecto el testigo presencial Domingo Buamondc, de- 
clara que después de haber hecho un gasto en la casa, el proce- 
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sido, la víctima Rich "le decía que abona* _ ese gasto, á lo cual 
se negaba, burlándose por lo que se le cobraba y que después de 
un rato pagó el importe cobrado y después de abonar, empe- 
zó á tratar .le mal mudo á Rich, á lo cual éste le decía que se 
fuera á acostar, contestándole "que par» tp reprendía cuando 
no era su padre, que Rkh le dijo: "bueno, bueno", llamándolo 
el sujeto á Rich que saliera afuera, y que Rich no alcanzo a salir 
afuera, cuando el sujeto esc le «lió dos balazos, cayendo al sue- 
lo Rich, herido, sin poder precisar donde haya recibido ó el tu- 
gar de las heridas inferidas, únicamente notó que tenía sangre 
en la boca. En compañía de Baurdet. lo levantaron y lo llevaron 
á Rich á la cama, diciendo el sujeto heridor "levanten á ese po- 
bre diablo". 

"No había visto que Rich lomara del cuerpo al hendor, ni 
sabe que hubiera sucedido eso. El grito que había dado la víc- 
tima fué después de los tiros que había hecho el matador y al 
critar decía *'la puñalada". . . 

En d momento del hecho se encontralian las luces del ne- 
gocio, como las de las piezas particulares, encendidas, quedando 
,K>r consiguiente Kicli en la lt«! y liernardo Aráis en la sombra 
Cuando salió el declarante á los gritos de Rich. encontró 
é& m estaba en la lint. Aráis estal* legándole en la frente 
con el plano de un cuchillo grande, empuñadura de plata o me- 
tal blanco, retirándose Aráis hasta la jardinera, cuando fueron 

á levantar á Rich. 

El testigo Juan Botifdet manifiesta que "Aráis cm|>czo por 
manifestar su valentía y |*>r la noche encontrándose en el despa- 
cho de bebida (en el del testigo) en compañía de Ruamonde y de 
fosé Rich. conversaba este último con él. respecto del gasto he- 
cho ,mra los caballos que traía y que en ese momento que el de- 
clarante vino á la cocina, smtió detonaciones de arma de fuego 
v sintió que gritaba José Rich. corrió y vió que éste estaba para 
caer al suelo ya herido, habiéndolo agarrado con Buamonde y U 
llevaron para la cama, donde falleció. 
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Aráis salió afuera, diciendo que saliera otro si había, que 
todavía le quedaban balas para los que quedaran. 

No sabía que antes hubiera habido antecedentes enojosos 
mire la víctima y el victimario "solamente Rich lo llamó al or- 
den, cuando el sujeto esc quería faltar, pero lo hacía con bue- 
nas palabras. Rich no había tornado riel brazo á Aráis; el grito 
de Rich había tenido lugar después de los dos tiros; la luz esta- 
ba encendida, Rich en la luz y Aráis se enfocó á distancia de 
medio metro, mas ó menos, de la víctima, dónde no daba luz y 
fué desde allí, desde donck- dijo "levanten ese polnv diablo". AI 
levantar v Rich vió que relumbraba algo como arma blanca en 
la mano de Aráis, pero con el apuro de ayudar á Rich, no se fijó 
qué era lo que Aráis tenía en la mano. 

yiic según el art. ¿56 del código de procedimientos, la de- 
claración de dos testigos hábiles, contestes en el hecho, lugar y 
tiempo y su buena reputación ó fama, como son la de los dos 
testigos mencionados, podía ser invocada jior el juez ,0111o ple- 
na ¡'lUL-ba de lo que «firman. 

Que por otra parte los malos antecedentes del procesado y 
l-1 hecho de haber fugado después de cometido el hecho, siendo 
a^i que debía haberse presentado a la animidad si realmente hu- 
bieia obrado en legitima defensa de su ]>ersona. como lo asevera, 
son | resunciones graves en su contra que corroboran la vera- 
cu lad de la narración de los dos testigos presenciales. 

Por estos fundamentos y demás de la sentencia apelada, se 
coníirma ésta con eostas y devuélvase fiara su cumplimiento. 

punid Goylía—Jompúit CtirnUo—Mtirt cihio Escatada. 
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DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 

Se encnnntra debidamente probado el hecho que se imputa 
al procesado / ¡ais, mediante las declaraciones concordantes de 
los m\&>$ pracDCialeSí las que reúnen los requisitos del art 306 
del código de 1 .ocedimientos para constituir plena prueba de lo 
que afirmaren. 

La talihiación del delito que hace la sentencia recurrwa, 
t i ¡a que corroí* ndc de acuerdo con el art. 17. inc. 1, de la ley 
de reformas al código penal. En cuanto á la eximente invocada 
V or la defensa, ha sido desestimada, por no resultar comproba- 
da la beodez completa é involuntaria, en las condiciones que exi- 
ge el :irt. 81. inc. 1 del código para ser tenida en cuenta. 

Por ello, pido la confirmación de la sentencia apelada 

Julio Bote'.. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos AÜM. Dlciembw II * jj£$ 

Vistos estos autos seguidos contra Bernardo Aráis por o 
delito de homicidio |>er|ictradü en la persona de José Rich y con- 
siderando : 

Que la existencia del delito que ha motivado la formación » 
de e^tc proceso está plenamente comprobada por la denuncia de 
ís declaraciones de fs. 8 y 44 # » 4». informe pericial fie 
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fs. 10. certificado de defunción de fs. it y confesión de fs 13, 
prestada ante la comisaría de policía de Santa Cruz y ratificada 
á fs. 18, ante el juez de la cansa. 

Que de estos antecedentes se dedticc fa responsabilidad del 
procesado como autor del delito de homicidio perpetrado en la 
persona de José Rich en la noche del clia 13 de junio de 1908 y 
su fuga del lugar fiel hecho después de cometido este delito. 

(Jik en cuanto á las observac iones aducidas ante esta coite 
|Hjr el defensor de jmbres incapaces y ausentes, respecto á las de- 
claraciones del testigo Vaamonde, es de tenerse presente que 
ellas tienen relación con las circunstancias del hecho imputado á 
Aráis y fueron prestadas bajo juramento { fs. 40) pudiendo 
agregarse que no ha sido desconocida su admisibilidad como ele- 
mento probatorio cu la audiencia respectiva á que fueron convo- 
cadas las partes con arreglo al artículo 492 del código de proce- 
dimientos en lo criminal (fs, 52). 

Que con resiwcto á la declaración del testigo líonrdet. en -1 
supuesto de que ella se hallara comprendida en lo dispuesto tu 
el art. 276. inc. 7 del código de procedimientos citado, su elimi- 
nación como elemento de prueba no alteraría lo dicho en el a * 
gundo considerando. 

(Juc no se lia justificado que el procesado se encontrara en 
el caso de legitima defensa, ni menos en un estado de beodez ó 
. embriaguez completa é involuntaria at cometer el delito, como 
se demuestra en la sentencia de fojas 53 confirmada por la th- 
la cámara federal de ha Plata. 

Por ello y sus fundamentos y de conformidad con lo e* • 
puesto y pedido por et señor procurador general, se confirma U 
sentencia apelada de fojas 60, con costas. Notifíquese con el ori 
giual y devuélvanse. 



A. BfitMQO.- NICANOR 0. DEL 
SOLAR.-M. P. DARACT. 
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CAUSA CX 

Criminal, contra 4lá?M Salomón y otros, par desacato á 
mano armada: contienda de competencia 

Sumario i Pendiente un recurso fie ablación contra la provulcn- 
cia que hace lugar á la inhibitoria, no hay base para una 
contienda de competencia. 

Caso: I,o explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SÉSOR PROCURADOR OENEHAI- 



Supienia corte: 

Consta en las actuaciones elevadas á V. ¡v por el señor juez 
federal de Rabia Blanca, que el auto de este funcionario, en que 
se declara!* comitente para entender en el sumario incoado 
contra Miguel Brignole y otros y mandaba librar oficio .le inhi- 
bición al señor juez del crimen de Dolores, fué apelado |x>r el 
señor procurador riscal respectivo, quien había, con anterioridad, 
dictaminado en sentido contrario al del auto. Dicho recurso de 
apelación fué concedido por el juez l fs. 36 K no obstante lo cual, 
se libró el oficio al juez de Dolores y se continuaron los trámites 
de la contienda de competencia, sin que él expediente subiera á 
la cámara federal que debía decidir el recurso interpuesto por el 

procurador fiscal. 

kji estas condiciones, es evidente que la contienda no ha si- 
<lo debidamente formalizada, pues la resolución del señor juez 
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federal que debía darle origen, no fué legalmente definitiva, ni 
puede surtir ningún efecto, mientras no se resuelva la apelación 
que contra ella se dedujo, 

Poi tamo, no estando traliada la contienda de competencia 
de acuerdo con lo preceptuado en los arts. 51 y siguientes del 
cúdigo de procedimientos en lo criminal, no ha llegado el caso 
de que esta suprema corte entre á ejercer las atribuciones que 
le confiere el art. n. inc. de la ley 4055 (Fallos, tomo 103, pág. 
340: tomo 107, pág. 333 ; tomo 108, pág. 77), por lo que pido á 
V. K. se sirva ordenar la devolución de los expedientes eleva- 
dos, haciendo notar al señor juez federal de Bahía Blanca, la 
irregularidad fie haber dado curso á la inhibitoria promovida 
por él á fs. 34 vta., sin haber sitio consentida por el fiscal fs. 35 
vuelta y 36), y la omisión de los requisitos á que se refieren los 
arts. 60, íii, f»* y 63 del código citado. 

Julio Botet. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bumc* Aires, Diciembre 11 de I9ÜG. 

Vistos los de comí en da de competencia entre el juez fede- 
ral de Bahía Blanca y el juez del crimen del departamento del 
Sud de la provincia de Buenos Aires, para conocer de la causa 
seguida ;i Andrés Salomón y otros, (»r atentado y desacato y 
considerando : 

Que el auto de fs, 34 vta. del expediente caratulado "lirig- 
nolej Miguel J. — Salomón Andrés, é lbáñcz, jacinto, — por des- 
acato á mano armada", fué recurrido |»r el procurador fiscal á 
fs. 35 vta,. y se concedió el recurso (fs. 36). 

Que esta corte 110 est;i llamada á pronunciara' sobre la pro- 
cedencia ó improcedencia del auto de fs. 36; y pendiente el 
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referido recurso no ha podido dictarse el decreto de fs. 40, man- 
dando elevar la cansa para la decisión de la contienda, desde 
que la concesión de la apelación dejó sin eticada, por el momen- 
to, el citado auto de fs. 34 vta. en que se declaró la competencia 
federal y con ello la base misma de dicha contienda (arg. arts. 
60 y 61 del código de procedimientos en lo criminal). 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
procurador general, se declara que no ha llegado la oportunidad 
de resolver sobre la competencia cufsüonada^Notifitjuese con 
el original y devuélvanse los expedientes a lostribn nales de su 
respectiva procedencia, debiendo agregarse «n testimonio de es- 
te auto en el tramitado ante la justicia local. 

A. Bermejo. —Nicanor O. del 
Solar. -M. P. Daract. 



CAt'SA CXI 



Criminal, contra Pedro Moran, por homicidio, sobre procedencia 

de consulta 

Sumario : Lo establecido en los artículos 690 y siguientes del có- 
digo de procedimientos en lo criminal no es de aplicación á 
las sentencias pronunciadas por las cámaras federales de 
apelación. 

C aso : Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR OENERAL 

Suprema corte: 

Conforme á lo dispuesto en los arts. 3. 4, 5, 6 y 18 de la ley 
4055. V. E. sólo conoce por ablación <Je Us sentencias de tas 
cámaras tic ablación en lo federal, y c» los casos míe taxativa- 
mente se enumeran en dicha ley. Fuera <lc tales casos, ninguna 
ley autoriza el ejercicio de la jurisdicción de V. E, no siendo 
aplicables los arts. 690 y 691 del código de proc. en lo criminal, 
que w refieren exclusivamente á los tribunales de la. y 2a. ins- 
tancia, 110 rigiendo en consecuencia, la jurisdicción excepcional 
de ese alto tribunal. 

Por lo expuesto y de acuerdo con la jurisprudencia esta- 
blecida i>or V. E. en el fallo corriente pág. 148 del 1°*"° & so- 
licito se declare improcedente la consulta elevada á V. E. en estos 
autos, ordenando su devolución como corresponde. 

Julio Botet. 

■ 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA (1) 

Bueno* Aire». Dictemem 14 de lOM. 

Vistos y considerando: 

Que no se ha inieqnieslo el recurso autorizado para ante 
esta suprema corte por el art. 3. inc. 5 de la ley 4055, de la sen- 
tencia de fs. 55. 

(II IfuM rttoliKtA» recir* en Ü cmm W|U«U contri Juin Minada, por honkkH o. 
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Que lo establecido por los arte, ógo y siguientes del código 
de procedimientos en lo criminal, no es de aplicación á las sen- 
tencias pronunciadas por las cámaras federales de ablación, co- 
mo se ha declarado en casos análogos. Tomo 96, pág. 148. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por cí 
señor procurador general, se declara improcedente la consulta 
de esta causa, y en su consecuencia, devuélvanse los autos sin. 
más trámite á la cámara de su origen. 

A. Bermejo. - Nicanor G. uel 
Solar. - M. P. Daract. 



CAUSA CXII 

Provincia de Mendosa contra do» Adolfo Moreno, sobre 

reivindicación 

Sumario: i° En una venta de tierra pública, que, dado el siste- 
ma adoptado por la ley de la materia Ijajo cuyo régimen 
aquélla se efectuó, se reputa hecha ad mensuram y no ad 
corpus, debe estarse respecto al área vendida, á la superfi- 
cie real que se sacó á remate y que sirvió de base á las ofer- 
tas, y no á los limites asignados á la cosa. 
2* La expresión "título ven ladero" del articulo 4011 del códi- 
go civil, no sólo comprende la necesidad de que sea el mis- 
mo inmueble á que se refiere el titulo, sino que también de- 
be abrazar la extensión del área, y asi, habiendo diferencia 
en más entre el área real y la expresada en el título de pro- 
piedad, faltaría dicho requisito para la prescripción del ex- 
cedente. 
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3 o No ha hiendo prueba suficiente para considerar que el de- 
mandado hubiera tenido conocimiento del (tolo que se impu- 
ta á la operación de mensura que determinó el área de la 
tierra pública comprado en remate, sólo pn>eede la restitu- 
ción de los frutos correspondientes á la parte que se reivin- 
dica, desde la fecha de la notificación «le la demanda. 
Ctiito: Resulta del siguiente: 

hALl.O DJi LA CORTE SUPREMA 

Buenos Alies, Diciembre It de 

Vislo>; 

F,l doctor don Carlos A. de la Turre, por ta provincia de 
Mendoza, se presenta exponiendo: 

IJue en 20 de Diciembre de 1878. don Lisandro Calderón, 
denunció como de propiedad fiscal de la provincia mencionada y 
solicitó en compra de la autoridad judicial, un terreno ubicado 
como á 100 leguas de la ciudad de Mendoza, cuyos límites ex- 
presó, sin fijar la extensión de dicho campo, y propuso al agri- 
mensor don Alberto Yon Knnowski para la mensura, amojona- 
miento, clasificación, avaluación y subdivisión en lotes de la tie- 
rra denunciada. 

Oue la mensura debía requerir largo tiempo, porque iba á 
verilearse en una zona desconocida y sometida al dominio de los 
indios, en las altiplanicies y serranías de la cordillera de los An- 
des, sumamente escabrosa y quebrada, de muy difícil y costoso 
acceso, sin viü$ de comunicación y de elementos de subsistencia ; 
y no tilintan ve rsto, el agrimensor la presentó apenas transcu- 
rrido un mes desde la fecha de la aceptación de su cargo, asig- 
nando á ta superficie total denunciada una extensión de 5 le- 
guas, 15 cuadras. 1 .956 metros y 7 decímetros de metros cna- 



434 



FALLOS DE LA COITE SUPREMA 



tirados, bien que ni en "informe ni en el croquis con que lo 
acompaño, hizo mención de la extensión de las lineas exteriores 
que cerraban al campo, ni de la situación geográfica de los lin- 
deros y demás puntos de referencia de su operación, que eran 
los mismos asignados en la denuncia, ni de la ulncación de mo- 
jones ó hitos sobre el terreno íi otra señal material, que sirvie- 
ra de comprobación á la verdad y exactitud de las oraciones 
que suitonia practicadas. 

Que sobre esta base se sacó la propiedad á remate y don U- 
sandro Calderón, pudo halarla por la suma de 8.350 pesos fuer- 
tes, ó sean 10.633 jn-sos lmti víanos, en títulos de la deuda públi- 
ca provincial. 

Que cuatro meses después de la escritura de contrato de 
venta, que, con arerglo á la ley provincial 1" de Agosto de 1876 
se extendió en 17 de Mayo de 1879, por el mismo juez de lo ci- 
vil, que había conocido de la denuncia, declaró Calderón en es- 
critura pública de 12 de Noviembre del propio año 1879 hal>er 
verificado la compra del campo por mitad para sí y IX Adolfo 
Moreno, y en 6 de Marzo de 1884 se practicó entre los dos nom- 
brados, la división del condominio, adjudicándose á Moreno la 
mitad norte del terreno, ó sea la que determinan las lineas tra- 
zadas en los planos que acompaña desile d punto llamado Malal 
Negro al Portezuelo de Raliui y de este último al Río Grande, 
siguiendo el curso del arroyo de Mechequet» y á Calderón la que 
queda aT sud de dicho arroyo. 

Que la mensura mencionada no se practicó nunca y fué 
una mistificación destinada á «lar visos de legalidad á una adqui- 
sición por todos conceptos ilegitima y a reducir escandalosamen- 
te la extensión del terreno. 

Que reconquistada, en efecto del poder de los indios, toda 
la zona de tierras fiscales situadas al snd del paralelo 36, y men- 
surada administrativamente aquella irnportante extensión te- 
rritorial ha resuelto que la porción de tierras vendidas A More- 
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no y Caltlefón, encierra 61 leguas kilométricas y 1.786 hectá- 
reas, es decir, más de doce veces lo que la supuesta mensura de 
Von Kunowski, te asignó y de lo que el gobierno de Mendoza sé 
propuso vender y vendió á los señores nombrados. 

Que el solo lole hoy poseído por el señor Moreno, dentro 
de las lincas antes expresadas, tiene una extensión superficial 
de 21 leguas kilométricas. 1.245 hectáreas, 3.387 metros, 93 cen- 
tímetros, es decir, más de cuatro veces que lo que corresponde á 
la totalidad del terreno vendido y más de nueve veces de lo que 
en la división del mismo, pudo tocar á Moreno. 

One esta vasta usurpación, sólo pudo pasar desapercibida 
por el total desconocimiento de los lugares y la imposibilidad, 
además, de comprobar el fraude, por la forma especial en que se 
reprodujo en eí plano respectivo, la operación de !a mensura. 

Que en el año 1887. doña Eufemia Giiiraldes, viuda de Cal- 
derón, vendió á don Salvador IVrtitia. la fiarte de dicho camjw 
que correspondió á su esposo, y el gobierno de Mendoza, ha al- 
canzado ya de dicho señor l/mitia. el reconocimiento de sus de- 
reclios y conseguido que éste limite su posesión á las 2 i[2 le- 
gtns, d que su título le da derecho. 

Que requerido reiteradamente Moreno, por la devolución 
del exceso de tierra que indebidamente posee, ó sean 18 leguas, 
LO/); hetáreas, 6.442 metro* y 43 centímetros, se ha negado á 
hacerlo. 

Que Moreno ha situado también al Norte de 1» línea del 
Mala) Negro al Pórtentelo de J lahui, tres diversos puestos, cuya 
extensión no es posible determinar, por tratarse de campos 
abiertos y de ranchos movibles. 

Que procede que el señor Moreno, sea condenado á la res- 
titución de toda la extensión de tierra que deja mencionada, al 
pago de los trutos correspondientes y las costas del juicio. 

{¿w tíon Nicolás Moreno Fredcs, por don Adolfo Moreno 
pi:le el •echa» de la demanda, con costas, alegando: 
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Que Calderón y Moreno al denunciar el terreno de que se 
traía, tuvieron buen cuidado de ubicarlo entre límites naturales, 
pumo son un cerro, un Portezuelo, un río, y una laguna, acci- 
denta geográficos bastante grandes y conocidos. 

Que los expresados Calderón y Moreno, no pudieron for- 
marse ni siguiera una idea aproximada de la extensión de los 
campos que denunciaban. 

Que el expediente administrativo se siguió observándose 
rigurosamente todos los trámites establecidos por la ley pro- 
vincial de i de Agosto de 1876, y verilicada la compra, el juc* 
de paz di> Malarguc. debidamente comisionado al efecto por el 
jue* de letras de Mendoza, di ó la posesión legal ú don Lisandro 
Calderón; el 24 de Septiembre de 1879, 

Que Moreno, no obstante abundar todavía los indios en 
esas legiones, ocupó desde 18711 los campos comprados, formó 
una crianza que debió defender á mano armada más de una vez 
y najo de Chile álamos y sauces que Hoy forman cuadras de ar- 
boledas. 

Que 110 se ha llegado aún á ningún acuerdo entre el go- 
bierno de Mendoza y l'rrutia. 

Que nada significa el hecho de que la mensura de Von Ku- 
howsfci sea deficiente ó errónea, porque ella, en el caso, era un 
requisito exigido por el gobierno de Mendoza, para celebrar el 
contrato de venta, y sí vendió sin que previamente ese requisito 
se cumpliese ó habiéndose cumplido mal, esto no afecta la vali- 
dez misma del contrato. 

Que los campos "que su representado posee al N. O. de la 
Jínea de Malal Negro al Portezuelo de Rali ni, los posee como 
arrendatario de don Salvador Urrutia, cuya residencia índica, 
y que no está obligado á contestar la demanda en lo que á ellos 
se refiere, iludiendo agregar que los misinos dejaron de ser fis 
cales desde 14 de Junio de 1879, por venta judicial hecha á fa- 
vor de don Samuel Vil lamiera. 
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Que la venta á Calderón se efectuó en las condiciones del 
inciso 5 del art. 1344 del código civil, con indicación del área, 
por tm precio tínico y 110 á tanto la medida. 

Que el gobierno de Mendoza, vendió e! inmueble é hizo en- 
trega material de él. y 110 puede, por lo tanto, ejercitar la ac- 
ción de reivindicación, con arreglo á los art». 2609 y 2758 del có- 
digo civil. 

Que por otra liarte. Moreno lia poseído el inmueble 110 sólo 
los años exigidos jx>r la ley para la prescripción, sino 29 años ; 
y opone también por ello, subsidiariamente la excepción de pres- 
cri|K-ión. que le acuerda el art, ¿yuy del código civil. 

t )ue. además del derecho estricto, favorece á SU mandante 
la equidad, dado los precios actuales en que se han vendido carn- 
es inmediatos y el que aquel pagó en 1870, al contado, después 
de haber seguido loS trámites de la denuncia, y cuando los terre- 
nos cataban en |Kxler de los indios. 

Que ha venido finalmente, legando año á año pesadas con- 
tribuciones territoriales y de otra índole. 

Que corrido traslado de la exección de prescripción, lo 
evacuó el representante de la provincia, sosteniendo que Moreno 
earecia de título y buena fe y sólo ])odia acojerse á la prescrip- 
ción treintenarín, con arreglo á las dUi>osiciones del código civil, 
i pie invoca. 

Que la venta no fué "ad corpus \ sino con indicación y so- 
bre la base de una área determinada y avaluado á tanto la me- 
dida, sin que pudiera ser vendido en otra forma, con arreglo á 
la ley que la autorizó, so pena de una nulidad radical y absoluta 
del contrato, que hace valer desde luego, si se hubiese procedido 
de otro modo. 

Que recibida la causa á prueba, se ha producido ta que ex- 
presa el certificado de fs. 131, habiendo las partes alegado res- 
pectivamente, á fs. 158 y 160, y 
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Considerando: 

Que no procede ¡a acción reivindicatoría, por lo que hace 
a) terreno ubicado al N. O. de la linea entre Matal Negro y Por- 
tezuelo de Rahni, desde que el demandado ha hecho á fs. ¿> vta. 
tas manifestaciones prevenidas en el art. 2782 dd código civil. 

Que en cuanto á la otra parte del terreno poseído por Mo- 
reno á nombre propio, y en concepto de haber adquirido su do- 
minio por iutennedio de Calderón, es manifiesto que éste no pu- 
do hacerse dueño, como consecuencia inmediata tlel contrato, y 
ile la tradición (Art. 1323 y 2609 código civil), de más superficie 
que la consignada en el titulo respectivo de compra á la provincia 
ríe Mendoza, en 17 de Mayo de 1879 (fs. 56). 

Que :i estar á los términos del testimonio de dicha escritura, 
presentada jior Moreno, lo que la provincia de Mendoza ven- 
dió, fueron tres lotes cultivables, de ios que literalmente se dijo; 
"el i' rimero es regable con el arroyo Manzana, mide una área 
de ciento diez cuadras, doce mil ciento setenta áreas ; el segun- 
do regable con el arroyo Chanuirajo. mide setenta y siete cua- 
dras, ocho mil nueveeienlos setenta y un metro Area. El tercer 
late es regable con el Rio Grande y parte con el arroyo Calmuco, 
mide mu área de ciento setenta y nueve cuadras, quince mil qui- 
nientós noventa y ocho metros, seis decimetros. cuyos tres totes 
f onnan un tota! de cinco leguas, quince cuadras, mil nueveeien- 
los cincuenta y seis metros ... fs. 56 vta/' 

Que como la superficie total indicada 110 está de acuerdo con 
las jiarticulares de los lotes y en la misma escritura se hace re- 
ferencia al plano é informe de avalúo del perito Alberto Von 
Ktinowski, hay error en las cláusulas transcriptas, y es de ad- 
mitirse que en la venta se incluyó el lote de campo al poniente 
de lo cultivable, que, según dicho perito, mide cuatro leguas, 
mil doscientos cuarenta y seis cuadras, doce mil noventa y seis 
metros ífs. 50 vta. y 51). 
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Que rl terreno de los lotes regables fué tasado á razón de 
dos ir-mjs inertes, la cuadra, y el lote de cant|w> á razón de dos- 
i'taitm pesos fuertes la legua ( fs. 50 vta. y fs. 51 ), sin <¡tie apa- 
rvzea del acta del remate en qué forma se hizo la venta fs. 51 
vía. i y aun admitiendo que é.na se hubiera llevado á cabo en 
condiciones ¡regulares, ó sea con prescindencía de Tas clasifica- 
ciones y formalidades previstas en la respectiva ley provincial, 
como si se tratara de un soto inmueble, no suhdividido y de un 
valor uniforme en toda su superficie, siempre sería cierto que 
dentro tlcl sistema adoptarlo por esa ley para Ta enajenación ele los 
campos fiscales, que debia hacerse "ad mensuram" y no "ad cor- 
pus" como lo reconoce d mismo Moreno, y ite los propios tér- 
minos de la escritura de venta lo vendido no era una extensión 
indeterminada ó sólo determinada por líneas divisorias con otras 
propiedades colindantes, sino, por el contrario, una superficie 
bien definida, mediante la operación técnica de la mensura pre- 
via que se solicitó y ordenó con tal propósito primordial, de suer- 
te que la enunciación de esos límites no ha podido racionalmen- 
te tener más objetos secundarios que los de facilitar los trámi- 
tes del denuncio y contribuir á esclarecer mejor la ubicación de 
lo vendido. 

Que siendo esto así y dada la disconformidad entre los lí- 
mites re fertílos y la superficie real, que se sacó á remate y que 
sirvió de base para las ofertas, <lebe necesariamente prevalecer 
la segunda, máxime si se tiene en cuenta ta enorme di frénela en- 
tre dicha superficie y la que resulta comprendida dentro de los 
primeros, á estar á las afirmaciones no contradichas de la deman- 
da f fs. 15). 

Que según lo que precede, el exceso entre lo que Moreno tie 
ne de hecho y lo que legítimamente le corresponde, está fuera 
de su titulo y de km efectos de la posesión judicial á que se re- 
fiere el testimonio de fs. 53 y en tal concepto puede ser reivindi- 
cado por la provincia de Mendoza, que no ha dejado de ser dne- 
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ña de ¿I, molíante alguno de los actos previstos por la ley, sal- 
vo lo que pudiera decidirse relativamente á la prescripción (ar- 
tículos 2ÍÍ02, 2609. 2610 y 2758, correlativos y nota al art. 787 
del código civil). 

Que no se oponen á estas conclusiones los artículos 1345 y 
1346 ilel código civil, porque el primero dispone que si la venta 
del inmueble se lia hecho con indicación de la siq»eríicie que con- 
tiene, lijándose- el precio |*>r la medida, el vendedor debe dar la 
cantidad indicada. Si resultase una superficie mayor, el compra- 
dor ' tiene derecho á tomar el exceso, abonando su valor al pre- 
cio estipulado" y el segundo, que el pago fiel exceso se hará 
cuando la diferencia entre el área real y la expresada en el con- 
trato, pase de un vigésimo con relación al área total vendida. 

Cjue 110 habiendo hecho uso el comprador del derecho acor- 
dada ¡)or la ley.no ha adquirido el dominio de la extensa super- 
ficie que posee sin pagar su precio, ya se haya efectuado el re- 
mate por separado de la tierra regable y de la que no lo era, que 
tenían distinto valor, ya en conjunto ; á que se agrega qíte en esta 
última hipótesis sería aplicable lo dispuesto en el artículo 1348 
código civil, que no consagra tampoco la adquisición gratuita del 
excedo en la cabida. 

Oue las contribuciones territoriales que se han venido ¡la- 
gando al fisco provincial, no se refieren á las sesenta y una le- 
guas y fracción de que se trata, sino á una sti|>ertieie mucho me- 
nor, de cerca de ocho mil hectáreas t fs. 05 y sig.), ni aquéllas 
por mi naturaleza son susceptibles de suplir la falta de título, co- 
mo no lo serian las consideraciones de equidad que se alegan. 

tjue es innecesario entrar en el examen de si la venta en re- 
mate y escritura jiostcrior eiiada. fueron ó no nulas, y de sí, 
caso afirmativo, la nulidad ha podido invocarse por la provincia 
de Mendoza, desde que la entabla* la no es una acción de esa clase 
y no ha |x*lido cambiarse una vez traliada la litis (arls. 13 y 58. 
ley inini. 50). 
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Que no obsta, tic otra parte, á la reivindicación ta íalta de 
declaración previa de la nulidad fie la venta referida, en juicio 
especial promovido a! efecto, toda vez que la provincia acepta 
la validez de dicha venta y sólo reivindica lo que con sujeción 
á lo establecido en los considerandos precc* lentes, no entró cu 
ella. 

Que en el caso ,f §nb judice" la presencian que se opone es la 
prc\ ista en el art. JÍ<W y no en el arl. 4010 del código civil, pues, 
los anUcedentes del juicio demuestran y el mismo demandado lo 
reconoce, ífs. 71. 7.1 y otras 1. que su posesión hasta fe fecha de 
ln di manda dO habia durado treinta años. 

Que el citado att. requiere buena fe y jflStO titulo, en- 
tendiéndose |M»r tal el que sea verdadero y aplicado en realidad 
al inmueble poseído. no Instando 1 el título putativo cualesquiera 
que sean [os ÉfMld ai nentos riel poseedor para creer que tenia un 
título suücicute I art. 401 1 del código civil 1. 

Que el título de Moreno, relacionado con el de Calderón 
( fs. 56 y füi óoJ, se aplica al inmuebte en cnanto se refiere á sus 
lineas i>erimct rales, pero existí-, como se lia visto antes, una gran 
difrencia entre el área expresada en dicho titulo y la real, siendo 
la primera de cinco lefias, quince cuadras y fracción para el to- 
tal de lo vendido |K»r la provincia v alcanzando la segunda á más 
de 6l leguas, de las cuales lian correspondido á Moreno ai le- 
guas y fracción, según se afirma en la demanda y m • se ha ne- 
gado. 

Une. como se ha observado acertadamente, la expresión "ti- 
tulo verdadero" del art. 401 1 del enligo civil, no sólo comprende 
la necesidad de que sea el misino inmueble a que se refiere el tí- 
tulo, sino que también debe abrazar la extensión del área. 

Que. en su consecuencia, y omitiendo otras consideraciones 
inaplicables al caso, el art. 39i# del código civil, dado que faltaría 
por lo menos una de las tres condiciones que él requiere para la 
prescripción. 
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Que con arreglo á los arts. 2357. 2433 y 2443 del código ci- 
vil y en presencia del contexto del título de Moreno, asi como de 
la forma en <|iic resulta tramitado el expediente administrativo 
de denuncia, sólo procede la restitución de frutos desde el 28 de 
Julio de 1908. ( fs. 74 vta.) r porque no hay en autos la prueba su- 
ficiente fiara considerar que Moreno hubiera tenido conocimien- 
to del dolo que se imputa á la operación de mensura. 

Por estos fundamentos, se declara: que don Adolfo More- 
no, está obligado á restituir á la provincia de Mendoza el terre- 
no que retiene fuera del que le acuerda su titulo de fojas 60 y 
t*2. para lo cual delie procederse á la ubicación del insimo; con 
más los frutos percibidos y los que |»r su negligencia hubiese 
dejado de percibir, desde la fecha citada de 28 de Julio de if»of*. 
l,as cosías se abonarán en el orden causado, atento lo expuesto 
en el último considerando. Xotifiquesc con el ortgiijsü y repues- 
to el papel, archívese. 

A. Bermejo. -Nicanor G. del So- 
lar, - M. P. Daraci. 



CAL ÍA CXI 11 

XfaitmM y Dodcro, apclattdo de nna resolución de aduana. — 

Recurso de hecho 

Stimtirúr. Procede et recurso extraordinario del art. 14. ley nú- 
mero 48 contra una resolución denegatoria de una exención 
fundada en disposiciones de la ley de aduana y ordenanzas 
de la misma. 

tUfu; Lo explican las piezas siguientes: 
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la obligación de iurluir en él manifiesto de la carga, todos los ar- 
líenlos (|iic no sean de tos considerandos como rancho, lo cual 
no fué oliser vado pi>r vi capitán del "tiqnita". según se ve en el 
documento de fs. n. No excusa la responsabilidad en que se ha 
incurrido, el hecho de que, en su primer arribo a lluenos Aires 
y al llegar al puerto del Rosario, las autoridades aduaneras no se 
apercibiesen de la violación á la ley (pie se Cornelia, ¡mes en cual- 
quier momento que ella fuese denunciada, vslaria en tiempo de 
castigarse. 

liastH examinar la clase y cantidad de ariieulos que la adua- 
na seeuesto para comprender la infracción que sv hacia en el iha- 
ni licsto, pretendiendo ]*asar como destinado al consumo dv á bor- 
do, 50 paraguas de seda, pañuelos y pañoletas, foo relojes de 
bolsillo y la cantidad exhor hit ante de tal kilo míe existia. 

Además. la> eírcunsiancias referidas en la parte de fs. 2, 
que no han sido desconocidas |>or el recurrente, demuestro cla- 
ramente un proixisito delictuoso, que ta npurtinia ititerveiiei.m 
del denunciante Uiaz pudo evitar. 

I'or lo expuesto, y consideraciones de los dictámenes del 
ministerio liseal en tía y 2.a instancia, pido se resuelva como lo 
tengo solicitado. 

I.ttis H. MoiUui. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenas Aire», Dkiembie 21 de 1908. 

Autos y vistos : El recurso de hecho por apelación, denega- 
da interpuesto por Maumus y l>odero, de sentencia pronunciada 
por la cámara federal de apelaciones de la capital en los auto» 
¿eguiílos con la aduana sobre pago de dobles derechos. 



434 



FALLOS DE I.A CORTE SUPREMA 



Que en tales condiciones era fie suponer que esas mercade- 
rías venían destinadas íi la plaza comercial y que ellas hubieran - 
se ¡mroducHo á no haber mu* liado la intervención del autor del 
¡jarte t|uc impidió una def raudación al ti seo. 

Apelada esta sentencia fué coníi miada por este tribunal por 
análogas consideraciones y de acuerdo con las disposiciones per- 
tinentes de las ordenanzas de aduana. 

Interpuesto recurso de ablación \x*r ana* V. K. fue denega- 
do, por considerar esta cámara í|iic el presente caso rio estaba 
comprendido dentro de los que determina la ley 4055 y su corre- 
lativa de fecha r 4 de Septiembre de líVtf. 

Es cuanto t entro qtte iní< trinar ;i V. E. á quien Dios guarde. 

4. I Wriyia Cortee. 

DICTAMEN OEI. SF.ROR PROCURADOR GENEWAl. 



Suprema corte; 

Kl recurso di recio deducido, es procedente. :i mérito de lo 
que dlSpOlie el art. ó de la ley 4055. y mi correlativo al art. 14. 
inc. 3 de la lev 48. por haberse cnslíonado la inteligencia de una 
disposición de las ordenanzas de aduana: que han sido estableci- 
das por ley del congreso; y ser la decisión definitiva ele la cáma- 
ra federal, contraria al derecho que se ampara en dicha ley. 

Pido á Y. E. por ello, se sirva declarar mal denegado el re- 
curso interpuesto para ante esta suprema corte. 

En cuanto al fondo del asunto, solicito de V. E. la confirma- 
ción del fallo recurrido. 

Está comprobado de una manera indudable, la violación á 
los arts. 258. 250 y 260 de tas ordenanza?» de aduana que imponen 
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la obligación dé incluir cu el manifiesto de la carga» todos los ar- 
tículos que no sean de los considerandos como rancho, lo cual 
110 fité observado i>or el capitán del "Ktmita '. según se ve en el 
documento de fe. 11. Nn excusa la responsabilidad en que se ha 
incurrido, el licvlio de que, en su primer arribo á Uuenos Aires 
v al llegar al puerto del Rosario, las autoridades aduaneras no se 
apercibiesen de la violación á la ley que se cometía, pues en cual- 
quier momento <pie ella fuese denunciada, estaría en tiempo de 
castigarse. 

Hasta examinar la clase y canlidail de artículos que la adua- 
na Mjeuestñ para comprender la infracción que se hacia en el ma- 
ní tiesto, pretendiendo pasar como destinado al consumo de á bor- 
do, 50 paraguas de seda, pañuelos y pañoletas, 600 relojes de 
bolsillo y la cantidad exhorbitante de taliaco que existía. 

Además, las circunstancias referidas en la parte de fs. 2, 
que 110 han sido desconocidas por el recurrente, demuestra cla- 
ramente un propósito delictuoso, que la oportuna intervención 
del denunciante Hiax pudo evitar. 

Por lo expuesto, y consideraciones de los dictámenes del 
ministerio fiscal en i.a y 2.a instancia, pido se resuelva como lo 
tengo solicitado. 

L,ttis B. MoiUm. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Bwfl» A*rt», DicitMbTC 71 de IM» 



Autos y vistos : El recurso de hecho por apelación» denega- 
da interpuesto por Maumus y liodero, de sentencia pronunciada 
por la cámara federal de apelaciones de la capital, en los autos 
seguidos con la aduana sobre pago de dobles derechos. 
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Que en tales condiciones era de suponer que esas mercade- 
rías venían destinadas á la plaza comercial y que ellas hubieran 
se introdticHo á no haber mediado la intervención del autor riel 
parte que impidió una defraudación al fisco. 

Apelada esta sentencia fué confirmada por este tribunal |>or 
análogas consideraciones y de acuerdo con las disposiciones per- 
tinentes de las ordenanzas de aduana. 

Interpuesto recurso de apelación \*>r ante V. E. fué denta- 
do, p0r considerar esta cámara que el presente casu no estaba 
comprendido dentro de los que determina la ley 4055 y su corre- 
lativa de fecha 14 de Septiembre de iSfij. 

Es cnanio tengo qwc informar á V. 1\. á quien Dios guante, 

A. / Vito™ Cortee. 
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Suprema corte: 

Kl recurso directo deducido, es procedente, á mérito de lo 
que dispone el art. ó de la lev 4055. y mi correlativo al art. 14. 
inc. .1 de la ley 48. p*>r haberse eustioiiario la inteligencia de tina 
dispo*¡ción de las ordenanzas de aduana; que han sido estableci- 
das por ley del n>iq;reso; y ser la decisión definitiva de la cáma- 
ra federal, contraria at derecho que se ampara en dicha ley. 

l'ido ¡1 V. % por ello, se sirva declarar mal deiieRado el re- 
curso interpuesto para aun- esta suprema corte. 

En cuanto al fondo del asunto, solicito de V. E. la contirimi- 
ción del fallo recurrido. 

Está comproliario de una manera indudable, la violación á 
los arts. 258. 350 y ¿fio de las ordenanzas de aduana que imponen 



